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La presentacibn de este trabajo para acceder al grado de
Doctor en Derecho es el fruto de una investigación iniciada hace
varios años bajo la dirección del profesor Meilán Gil.
Hace cinco años, durante unas vacaciones académicas, tuve
por azar, la ocasión de acercarme por vez primera al Derecho Ur-
banístico, a través de la lectura del^libro de Tomás Ramón Fer-
nández que lleva por título "Manual de Derecho Urbanístico", cuya
claridad y comprensibilidad despertaron en mf el interés por lo
hasta entonces desconocido. Este interés fue reavivado dos años
después al tener la oportunidad de que la Tesis Doctoral que pre-
sento fuese dirigida por D. Jose Luis Meilán.
Al principio, los objetivos se centraron en conocer a fondo
la legislación urbanística anterior, para poder abordar el polé-
mico TR de 26 de junio de 1992, que probablemente ha venido a
culminar la etapa abierta en 1956. .
E1 trabajo consta de siete capítulos íntimamente relaciona-
•
dos.
E1 primer capítulo recoge algunas cuestiones previas sobre
la intervención de la Administración Pt^blica en la ordenación del
territorio, y adelanta la consecuencia ineludible, estudiada con
detenimiento en el capítulo sequndo, de la aseveración vertida
XVII
en la Ley del Suelo de 1956, de que los Planes constituyen la
"base necesaria y fundamental de toda ordenacibn urbana", cual
es que tales instrumentos deben permanecer en el tiempo.
Los capítulos tercero y cuarto analizan las dos técnicas
urbanísticas que dan cobertura al poder innovativo que desde
siempre el legislador ha tenido a bien conceder a la Administra-
ción Pública: la modificación y revisión de los Planes de
Urbanismo.
Complemento de los precitados capítulos tercero y cuarto es
el capítulo dedicado a la modificación de las zonas verdes y
espacios libres, que se hace eco de la distinción conceptual
entre las meritadas técnicas urbanísticas.
E1 siguiente capítulo, como no podía ser de otra forma, está
dedicado a la "adecuación10, "adaptacibn" y"acomodacibn" de los
Planes de Urbanismo.
Y el último capítulo, se limita a analizar los aspectos más
sobresalientes de las consecuencias indemnizatorias de la
alteración del planeamiento. La finalidad perseguida no es otra
que intentar sintetizar, con las limitaciones inherentes a este
tipo de ??intentos, cual es el régimen indemnizatorio que debe
dominar los supuestos de alteración del planeamiento.





- La legislaciĉn urbanística, es decir, la Ley de 1956, la
Ley de 1975, el Texto Refundido de 1976, la Ley 8/1990, el Texto
Refundido de 1992, el Reglamento de Planeamiento de 1978 y la
legislación urbanística autonómica.
- La Jurisprudencia del Tribunal Supremo.
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Modificación y Revisión de Planes
I. CONSIDERACIONES G ES
La ciudad constituye en la actualidad el lugar donde el hom-
bre est^ llamado a desarrollarse y relacionarse con los demás se-
res. E1 hombre ha optado en el desarrollo de su convivencia no
por la naturaleza, sino por las antinaturales concentraciones ur-
banas.
E1 principio rector en la conf iguracibn de las grandes urbes
no ha sido precisamente la previsión de espacios vitales en los
que poder relacionarse, ni la descongestión del tráf ico, ni tam-
poco la separación de las construcciones erigidas. Como ha dicho
BERCAITZ', "en la ciudad hoy, el hombre no ha dejado ningún es-
pacio libre, los vehículos se atascan los unos al lado de los
otros; las aceras, estrechas,^ no permiten el tránsito peatonal,
llenas de zanjas mal tapadas y de escombros; los niños no tienen
espacios para su vital necesidad de quemar energías en los juegos
propios de su edad, y el sol es un artículo de lujo en medio del
humo que torna irrespirable la atmósfera".
La ciudad se ha convertido, asi, en un bien necesitado de
especial protección. La utilización irracional que frecuentemente
el hombre ha hecho del suelo^ha provocado ciertos perjuicios de
dificil o, incluso, imposible reparación.
' Autor citado por GONZALEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley
del Suelo. (Texto Refundido de 1992 ), Civitas, Madrid, 1993 , tomo
I, 6$ ed., p. 59. ^
3
Modificación y Revisión de PZanes
La transcendencia del problema planteado provoca la necesi-
dad de arbitrar y potenciar la intervención de la Administración
P^iblica. Los poderes públicos deben asumir la ardua tarea de or-
denar el territorio; a ellos queda encomendada la actividad urba-
nística consistente en planificar y ejecutar el planeamiento, in-
tervenir en el ejercicio de las facultades dominicales relativas
al uso del suelo y edificación y, por filtimo, intervenir en la
regulación del mercado del suelo2.
Z Vid. artículo 2 del TR/92. Los cuatro aspectos de la
actividad urbanística que se recogen en este precepto son en
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II. EL PLAN URBA►NISTICO COMO EL O C DE LA
ORDENACION URBANA
E1 término Plan se introduce en el Derecho positivo justa-
mente de la mano de las primeras normas urbanísticas3, en cuyo
contexto adquiere una significación equivalente a la de plano,
aludiendo, por lo tanto, a una cierta forma de representación
grá►f ica de una realidad determinada y, más concretamente, de lo
que en el aspecto material quiere hacerse con esa realidad a re-
sultas del concreto programa de accibn al que el Plan responde°.
Esta inicial concepción se mantiene hasta la Ley del Suelo
de 1956, con la que el Plan cambia radicalmente de significación.
Mientras en la legislación urbanística anterior los Planes de Ur-
banismo se formulaban en función de la concreta obra cuya reali-
zación se pretendía, la concepción de la planif icación propuesta
por la nueva Ley es radicalmente diferente. La función primordial
del Plan será la determinación de los usos y destinos del suelo
en atención a su calificación, sin perjuicio, naturalmente, de
que puedan contener previsiones respecto de determinadas obras.
Para poder conocer la funcibn que desde la Ley del Suelo de
3 Dice BASSOLS COMA, M. , Génesis y evolución del Derecho ur-
banístico español (1812-1956), Montecorvo, Madrid, 1973, p. 567:
"... ya hemos tenido ocasión de demostras, a lo largo de esta
obra, la honda raigambre de esta institución, prácticamente desde
su nacimiento, en el Derecho urbanístico histórico".
4 Cfr. FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R. , Manual de Derecho Urbanís-
tico, Abella, Madrid, 1995, 11$ ed., p. 42.
5
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1956 cumple el Plan en nuestro Derecho Urbanístico es preciso re-
mitirse a la primera Ley del Suelo, en cuya exposición de motivos
se asevera que "el planeamiento es la base necesaria y fundamen-
tal de toda ordenación urbana". El Plan, pref igura y anticipa lo
que, al cabo del tiempo, será la ciudad o el concreto espacio
territorial por él considerados.
E1 Plan es, pues, ún instrumento de ordenación territorial;
a él asigna el legislador la compleja tarea de diseñar la ciudad
en la que los hombres han de desarrollarse y convivir con los de-
más seres.
•
S Vid. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., op. cit., p. 43.
6
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III, p CIA EN EL TIEIVIPO DE LOS PLA1'JES DE URBA-
NLSMO
Consecuencia ineludible de la aseveración vertida en la Ex-
posición de Motivos de la primera Ley del Suelo -consagrada en
los siguientes Textos Legales-, de que los Planes constituyen la
"base necesaria y fundamental de toda ordenación urbana", es que
tales instrumentos deben permanecer en el tiempo. No todas las
previsiones que el Plan contiene en orden a la conf iguración o,
incluso, remodelación de una ciudad o de un concreto territorio
son inmediatamente ejecutables; mientras algunas si van a ser
ejecutadas inmediatamente, otras habrán de esperar un cierto
tiempo para lograr su consecucibn, al tiempo que otras verán con-
siderablemente dilatada o aplazada su materialización. Por ello,
es preciso conceder al Plan la posibilidad de permanecer cuanto
tiempo resulte preciso para que puedan ser ejecutadas las deter-
minaciones en él contenidas, salvo que concurran circunstancias
que aconsejen impedir la ejecución de una, de varias o, incluso,
de todas sus determinaciones, en cuyo caso la Ley autoriza la al-
teracibn de la concreta determinación o la reconsideración del
Plan en su conjunto.
Y es que además, el legislador se ve en la _obligación de ga-
rantizar a los pr.opietarios del suelo que el Plan a cuyo amparo
han urbanizado y edificado no será modificado mientras permanez-
can inalteradas las condiciones que provocaron su aprobación.
7
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La vigencia indef inida de los Planes es, pues, una manifes-
tación del principio de seguridad jurídica cuyo objetivo no es
otro que el de consagrar su permanencia y estabilidad frente a
posibles variaciones carentes de justificación. Como dice GONZA-
LEZ PÉREZ, "una cosa son las revisiones ra2onables y otra la se-
rie de modif icaciones harto frecuentes, en virtud de las cuales,
para atender a las apetencias de grupos de presión de muy distin-
to signo, se modifica sustancialmente la ordenación de la zona,
en pugna con los principios anteriores, sacrif icando los respeta-
bilísimos derechos de los propietarios que habían edificado y
construido conf iados en el Plan anterior".
Ahora bien, como se verá, el principio de vigencia indefi-
nida no puede entenderse en un sentido estático o de perpetuar
la ordenación, sino como garantia de estabilidad y permanencia.
E1 planeamiento no puede agotarse en la realidad existente
en el momento de su aprobación, sino que debe ir más allá, inten-
tando resolver los problemas.que prevé pueden plantearse. Puede
ocurrir que tales previsiones no lleguen nunca a producirse o al
menos no en la forma en que fueron diseñadas en cuyo caso deberá
el Plan ser modificado o revisado para adecuarse a la nueva rea-
lidad.
La modificación, entendida como la alteración puntual del
Plan, y la revisión, conceptuada como la reconsideración del Plan
en su conjunto, son, así, dos técnicas urbanísticas dirigidas a
8
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I. LA VIGENCIA INDEFINIDA DE LOS PLAS^IE.S
i. Nociones qenerales
E1 artículo 36 de la LS de 1956 consagró el principio de
vigencia indefinidal de los Planes2 y proyectos de urbaniza-
ción3. La regla de vigencia indefinida4 del Plan estaba enuncia-
da en el referido Cuerpo legal con una cierta rigidez , sobre ^ todo
teniendo en cuenta que aquél se concebía como un documento cerra-
do en el que la autoridad urbanística había logrado plasmar, con
todo detalle, el sentido del crecimiento y desarrollo urbano has-
1"M^s no es posible -dice GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA, J.L.,
Teoría y práctica del planeamiento urbanístico, ENAP, Madrid,
1969, p. 151- sujetar ad infinitum porción alquna del territorio
nacional a una misma ordenación".
2 La idea de Plan como un conjunto ha sido magnificamente
expuesta por una S. TS de 24 de septiembre de 1986 (Az. 7066):
"Un Plan es un conjunto solidario, es decir, una agrupación de
elementos recíprocamerite interrelacionados, respecto del que po-
dría repetirse aquella analoqía que la moderna linguística esta-
blece entre la lengua y el juego de ajedrez. De manera que, del
mismo modo que el movimiento de un trebejo afecta a la posición
de todas las figuras, así también una alteración en un elemento
del Plan afecta, en su ámbito respectivo, a^todos los elementos
del mismo".
3 Deĉía el precepto: "Loŝ Planes de ordenación y los proyec-
tos de urbanizacibn tendrán viqencia indef inida".
4 Vid. GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA, J.L., "Revisión de Planes
y proyectos urbanísticos", en Temas de Urbanismo, San Sebastián,
1973, pp. il y ss. JANER Y DURÁN, E., "La estabilidad de los_...
Planes urbanísticos", REVL, núm. 103, 1959, pp. 81 y ss. ROCA Y^^^^
ROCA, E. "La recuperación de las facultades dominicales en el
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ta un año horizontes. Por el contrario, la LS de 1975 se vio
4obligada a flexibilizar la estructura del Plan para que éste pu-
diera adaptarse a los nuevos criterios y circunstanciasó; la di-
namicidad del urbanismo tiende a provocar discrepancias entre las
previsiones del autor del Plan y la realidad que se pretende or-
denar^, lo que obliga a realizar la oportuna actualización de los
Planes anteriores8. En efecto, los procesos culturales, sociales
y políticos pueden introducir variables tales que desvirtúen la
imagen del modelo proyectado, de tal modo que sus resultados
. ,
puedan ciertamente estimarse como no benef iciosos para la ciudad,
S Vid. MUÑOZ MACHADO, S., "Revisión de planes de urbanismo
y modif icación de las zonas verdes y espacios libres" , REDA, núm.
17, 1978, p. 182.
6 E1 texto de la Exposición de Motivos de la mentada Ley, de
lectura siempre aconsejable, en lo que ahora importa es del si-
guiente tenor: "... los Planes Generales mŭnicipales de Ordena-
ción se conciben ahora como Planes abiertos, sin plazo de vigen-
cia f ij o, evolutivos y no homogéneos que permitan, de una parte,
la incorporación de imprevistos, la asimilación del margen de
imprevisibilidad para exigencias nuevas o cambiantes, y de otra,
la diferenciación de las propuestas del propio planeamiento con
tratamiento diverso para las mismas en cuanto a f ijeza y concre-
ción según se programen".
^ La ordenación del territorio es def inida por la Carta
Europea de Ordenación del Territorio, de 20 de mayo de 1983, como
"la exposición espacial^de la política econbmica, social, cultu-
ral y ecológica de toda la sociedad".
8 Cfr. BRUSILOVSKY FILER, B. y FRANCHINI, T., Planeamiento
urbano. Procedimiento y acción, Dykinson, Madrid, 1992, p. 19:
"La planif icación de las actividades es un hecho común que de una
u otra manera lleva adelante el hombre para establecer mecanismos
de organización en su relación con el resto del mundo. Se trata
de una actitud racional que elige y descarta alternativas de
acción según sea el carácter de los objetos y de los sujetos in-
cluidos en la esfera de su interés, así como de los objetivos que
pretende conseguir a través de su actuación programada". Así en-
tendido el planeamiento, como actividad humana, puede abarcar
desde la ordenación simple y personal de la vida cotidiana hasta









lo que obligará a adecuar el Plan a la realidad resultante.
Los artículos 45 del Texto Refundido de 1976 y 154.1 del RP
han reproducido literalmente el referido precepto, mientras que
el artículo 125 del Texto Refundido de 1992 excluye de la formu-
lación general a los proyectos de urbanizacibn. .
En otro orden de cosas, se analizará la fundamentación del
principio de vigencia indefinida, principio éste que encuentra
su justif icación en el carácter normativo del planeamiento9.
Es importante dejar sentado que, no obstante lo expuesto,
esto es, la consagración del principio de vigencia indef inida de
los P lanes , ésta no supone una inmutabi 1 idad ad infini tum10, s ino
que, por el contrario, la` propia Ley admite y arbitra la
posibilidad de revisar y modif icar la ordenación urbanística".
Asimismo, se puede adelantar que el transcurso del tiempo
sin desarrollar un Plan no conlleva la caducidad del mismo y que
9 Vid. NUÑEZ RUIZ, M., Derecho Urbanístico espafíol, Monte-
corvo, Madrid, 1967.
'o De este tenor es una S. TS de 6 de julio de 1976 (Az.
4526): "... la vigencia indef inida del Plan no supone una inmu-
tabilidad "ad inf initum"...".
" BOIX REIG, V., Presupuestos de efícacia de Za gestión ur-
banística municipal, IEAL, Madrid, 1975, p. 17, dice: "E1 urba-
nismo como fenbmeno recopilador de las exigencias comunitarias
por un creciente desarrollo tecnológico de su entorno espacial,
es una realidad que sólo aparece cuando el fenómeno cobra los
virulentos caracteres que le imprimen los modernos y revolucio-
narios avences científ icos".
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el Plan no agota sus efectos por el mero hecho de haber sido
ejecutado.
Por último, se estudiará la proyección del meritado princi-
pio en las situaciones surgidas al amparo de un Plan anterior que
haya sido modif icado o derogado por otro posterior, para concluir
que dicho mantenimiento es improcedente.
2. Fundamento
La opción efectuada por la Ley en favor de la vigencia inde-
f inida12 de los Planes de urbanismo encuentra su justificación
en la concepción del Plan como norma13, por lo que pretender que
éstos tengan vigencia indef inida no es más que extender también
a este punto su participación en una característica que es común
12 Para MEILÁN GIL, J.L., La dimensión temporal de 1a orde-
nación urbanística, RDU, nfim. 145, 1995, p. 30, la vigencia in-
definida no opera del mismo modo en todos los Planes o instru-
mentos urbanísticos normativos. Así, dice: "la vigencia limitada
forma parte de las Normas Complementarias y Subsidiarias de Pla-
neamiento en determinados supuestos: porque se dictan con carác-
ter provisional para ser sustituidas por el Plan General; o por-
que la vigencia va ligada a la del Plan General en el caso de las
Normas Complementarias".
13 Vid. DIEZ PICAZO y PONCE DE LEbN, L., "Problemas jurídi-
cos del urbanismo", RAP, num. 43, 1964, p. 41-44. FERNANDEZ RO-
DRIGUEZ, T.R., op. cit., p. 44. GARCIA DE ENTERRIA, E. ^Dictamen
sobre la legalidad de Ordenarzas municipales", RAP, num. 50,
1967, pp. 315-316. GARCiA DE ENTERRIA, E. Y PAREJO ALFONSO, L.,
Lecciones de Derecho urbansstico, .Cívitas, Madrid, 1981, 2^ ed. ,
pp. 179 y ss. LOPEZ PELLICER, J.A., Elaboración y gestión en e1
planeamiento urbanístico. Intervención de los particulares,
Montecorvo, Madrid, 1983, pp. 70-80. MUÑOZ MACHADO, S., Tratado
de Derecho Municipal, Civitas, Madrid, 1988, tomo II, p. 1741.
SÁNCHEZ GOYANES, E., Sistema urbanístico español, Paraninfo, Ma-
drid, 1993, pp. 101-103.
16
Modificación y Revisión de Planes
a todas las normas14. "E1 Plan -dice una S. TS de 1 de noviembre
de 19871s- es una norma jurídica, precisamente de rango regla-
mentar io" 16 .
- La Ley atribuye a la Administración la potestad de or-
denacibn del territorio no sólo para determinar el desarrollo
urbanístico del territorio planeado, sino también para limitar
el uso del suelo y de las edificaciones. Así pues, los Planes de
Ordenación Urbana son normas emanadas de la Administración en el
ej ercicio de la potestad de ordenación urbanística que la Ley del
Suelo le reconoce, para que, en desarrollo de los preceptos de
la citada Ley, ordene el territorio.
- De otra parte, la naturaleza de los Planes de urbanismo
encuentra justificación en la integración de los mismos en el
ordenamiento urbanístico a través de la técnica de la remisión
normativa que utiliza el articulo 8 del actual Texto Refundi-
14 Los Planes urbanísticos son, a juicio de MEILÁN GIL, J. L. ,
op. cit., p. 27, un caso paradigmático de la dialéctica norma-
acto administrativo. Vid. la obra del mismo autor, La distinción
entre norma y acto administrativo, ENAP, Madrid, 1967.
ls Az. 873.
16 Vid., en el mismo sentido, las Ss. TS 28 de junio de 1977
(Az. 3460), 7 de octubre de 1985 (Az. 5296), 25 de junio, 29 de
octubre de 1986 (Az. 4889, 7728), 21 de diciembre de 1987 (Az.
9687), 23 de septiembre y 7 de noviembre de 1988 (Az. 7250 y
8783), 20 de marzo y 17 de junio de 1989 (Az. 2246 y 4732), 30
de abril y 4 de mayo de 1990 (Az. 3627 y 3799), 30 de enero y 11
de febrero de 1991 (Az. 614 y 784), 5 de febrero, 18 de marzo y
24 de marzo de 1992 (A2. 2298, 3376, 3385), 6 y il de marzo de
1993 (Az. 1591 y 1601).
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do", según el cual la utilización del suelo y, en especial, su
urbanización y edif icación, deberá producirse en la forma y con
las limitaciones que establezcan la legislación de ordenación
territorial y urbanística y, por remisión de ella, el planeamien-
to, de conformidad con la clasificación y calificación urbanísti-
ca de los predios. Así, en virtud del citado reenvfo, los Planes
de Ordenación Urbana pasan a formar parte del ordenamiento
urbanístico complementario de la Ley del Suelo.
- Los Planes, una vez publicados, gozan, al igual que las
normas, de ef icacia general y obligatoriedad en sus determina-
ciones tanto para la Administración como para los particulares,
se trata de generalidad y eficacia "erga omnes"'8. Así, lo dis-
ponía el artículo 45 de la Ley del Suelo de 1956 y lo mantuvo el
articulo 57.1 del Texto Refundido de 1976, en la actualidad 134.1
del TR/92.
- La Ley del Suelo considerando que la "planificacibn es
" Debe considerarse como antecedente inmediato del actual
precepto el 76 del TR/76.
'g Vid, a modo de e j emplo, una S. TS de fecha 2 5 de j unio de
1984 (Az. 4638) que dice: "Los Planes de Ordenación tienen vigen-
cia indefinida, y una vez publicada su aprobación definitiva, son
inmediatamente ejecutivos, quedando obligados a su cumplimiento,
tanto la Administración como los particulares...".
Vid., igualmente, las Ss. TS de 23 de enero, 3 de mayo y 27
de septiembre de 1976 (Az. 640, 2464 y 5123), 28 de octubre y 14
de noviembre de 1977 (Az. 4367 y 4381), 27 de febrero, 18 y 27
de marzo, 5 de julio, 3 y 21 de octubre y 5 y 11 de noviembre de
1980 (Az. 2015, 2204, 2246, 3415, 3829 y 3926, 4315 y 4416), 2
y 20 de enero, 6 de febrero y 16 de marzo de 1981 (Az. 170, 180,
558 y 1275), 17 y 30 de marzo y 5 de abril de 1982 (Az. 2134,
2355 y 2378), y 9 de abril de 1984 (Az. 1985).
•
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normación" (S. TS de 27 de abril de 1984)19 prohíbe no sólo su
derogación singular20, sino incluso las reservas de dispensa-
ción21. Lo que debe entenderse en el sentido de que, por una
parte, en la elaboración y ulterior aprobación del Plan la Admi-
nistración no puede introducir privilegios individuales respecto
de la ordenación general y, por otra, que una vez en vigor el
Plan la Administración tampoco puede dispensar individualmente
de su cumplimienton.
Por otra parte es importante destacar que el planeamiento
19 Az. 2181.
•
2Ó A juicio de MUÑOZ MACHADO, "E1 planeamiento urbanístico",
en Tratado de Derecho Municipal, Civitas, Madrid, 1988, tomo II,
pp. 1742-1743, la inderogabilidad singular subraya la naturaleza
normativa de los Planes de Ordenación Urbana.
21 La Ley del Suelo de 1956 en su artículo 46.1 disponía:
"Serán nulas las reservas de dispensacibn que se contu-
vieren en los Planes u Ordenanzas, asi como las que con indepen-
dencia de ellos se concedieren, salvo que lo fueren para edifi-
cios monumentales o singulares". La misma prohibición disponía
el artículo 57.3 del TR/76, si bien suprimib la excepción a la
regla general contenida en la legislación anterior. En la actua-
lidad, la regulación corresponde al artículo 134.2, que resulta
de idéntico tenor literal al del TR/76. En Cataluña, el precepto
90 TRC. ^
^ E1 TS en una sentencia de 9 de abril de 1984 (Az. 1985)
declarb nulas de pleno derecho las reservas de dispensación de
cualquier índole y por ello "jurídicamente inef icaces las moti-
vaciones que se aducen con soporte en compromismso contrarios por
el actor o su causante con el Ayuntamiento con motivo u ocasión
de la venta de terrenos objeto de la escritura pública de venta
de 3 de mayo de 1972, dado que las consecuencias jurídicas que
puedan derivarse de tal compraventa o del precontrato (en caso
de existir) referibles a posibles causas de evicción, resolución
o indemnización, no pueden sustraerse al conocimiento de la ju-
risdicción ordinaria... ya que el contrato en razón de su objeto
y f inalidad respondía a una típica transmisión patrimonial de
derecho civil sin aparecer objetividados ni los motivos que de-
terminan la venta ni la finalidad o razbn de la compra por parte
del Ayuntamiento".
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deroga y no revoca -lo que sería propio de los actos adminis-
trativos-^.
- Con arreglo al artículo 39 de la Ley reguladora de la Ju-
risdicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de
1956^, los Planes pueden ser atacados en dos momentos, igual que
las normas: pueden ser impugnados directamente al ser publicados
y pueden serlo indirectamente al ser aplicados por medio de actos
administrativos, en cuyo caso se impugna el acto de aplicacibn
de la norma y el Plan habilitante.
Con esta misma rotundidad se pronuncia nuestro Tribunal Su-
premo en una sentencia de 2 de junio de 1993^, al considerar
indudable la admisibilidad del recurso interpuesto contra un acto
de aplicación de un Plan de Ordenacibn Urbana fundado en que el
Plan no es conforme a Derecho.
^ Con plena conciencia de la naturaleza jurídica de los
Planes, el TS ha dicho: "Dentro de este desarrollo jurídico; na-
turalmente hay que contar con la distinta naturaleza de los Pla-
nes como normas, y de los proyectos, como actos particulares de
ejecucibn de aquéllas, distincibn no méramente académica, sino
práctica, sobre todo por lo que en este caso interesa, a efectos
de tener en cuenta el distinto mecanismo modif icativo de unos y
otros, en cuanto, respecto de las primeras, operan los sistemas
de derogación y respecto de los otros, la revocación o anulación"
(S. TS de 30 de enero.de 1979, Az. 235).
24 Diĉe el precepto: "1. Las disposiciones de carácter gene-
ral que dictaren la Administración del Estado, así como las Enti-
dades locales y las Corporaciones e Instituciones públicas, po-
drán ser impugnadas directamente ante la Jurisdicción contencio-
so-administrativa, una vez aprobados definitivamente en via admi-
nistrativa . 2. También será admisible la impugnación de los actos__ __
que se produjeren en aplicación de las mismas, fundada en qu^^ ^^-
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- Por último, los Planes de urbanismo gozan de vigencia in-
def inida^. No tienen limitada su vigencia temporal, no están
sujetos a plazo pref ijado, sino que una vez publicada su aproba-
cibn def initiva comienza su eficacia, que se mantiene sin límite
temporal, y ello, incluso, aunque no se ejecuten.
E1 carácter normativo de los Planes de Urbanismo está hoy
fuera de dudas. Esta es la posici8n de la jurisprudencia, como
reconoce, por ejemplo, una sentencia de 29 de septiembre de
1980^:
"Que forzada la- doctrina y la jurisprudencia a tener que
moverse dentro de la dicotomía norma-acto administrativo,
no han tenido más remedio que incluir a los planes dentro
del primer término, en cuanto es elemento ordenador de la
actividad a que los mismos se refieren, y no elemento orde-
nado, con las demás connotaciones que ello lleva consigo".
Desde esta perspectiva se entiende el "ius variandi" de la
Administración Pt^blica:
"la naturaleza normativa del planeamiento ... justifica
^ plenamente el ius variandi que en este ámbito se reconoce
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a la Administración" ( S. TS de 8 de marzo de 1994)28.
En otro orden de cosas, es importante destacar que el artí-
culo 36 de la LS de 1956, así como el precepto 45 del Texto Re-
fundido de 1976, postulaban esta misma característica para los
proyectos de urbanización^.
Surge la duda de si los proyectos de urbanización tienen ca-
rácter normativo, es decir, si son normas. La respuesta ha de ser
negativa.
Los proyectos de urbanización no forman parte del planea-
miento urbanístico, sino que, por el contrario, son proyectos
técnicos redactados con una f inalidad de pura ej ecución del Plan
correspondiente. Los proyectos de urbanización han de relacio-
narse con los respectivos Planes de urbanismo, limitándose a de-
sarrollar específicamente lo que de una manera qeneral se esta-
blece en ellos; resultando de todo modo absurda, por intranscen-
^ A2. 784.
^ No pueden confundirse proyectos de urbanización y pro-
yectos de obras. Se trata de instrumentos técnicos diferentes.
Una S. TS de 10 de abril de 1985 (Az. 2197) recoge con absoluta
claridad la diferencia conceptual existente entre ambas figuras:
"... y así resulta de la distinción entre proyecto de urbaniza-
cibn y proyecto de obras ordinarias, basado en la caracterización
de estos filtimos como proyectos que no tienen por obj eto "de-
sarrollar íntegramente el conjunto de determinaciones de un Plan
de Ordenacibn" y se redactan y aprueban no conforme a la Ley del
Suelo, sino a la normativa del ente interesado" -Ley de Régimen
Local en el caso de entidades locales-, en que opera el referido
artículo 67.3 del Reglamento de Planeamiento". En análogo senti-
do, las Ss. del mismo Tribunal de 29 de junio de 1983 (Az. 3675)
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dente e inoperante, la existencia de éste instrumento urbanistico
si no le precede un Plan al que poder ejecutar.
Por su parte, la doctrina concibe el proyecto de urbaniza-
ción, desde un punto de vista técnico-urbanístico como un proyec-
to técnico de obras materiales, y desde el estrictamente jurídico
como un puro acto de aplicación o de ejecucibn del planeamien-
t0^.
Pues bien, los proyectos de urbanización no tienen carácter
normativo. E1 cumplimiento del Plan, como norma que es, no agota
o consume éste, sino que, por el contrario, lo af irma; mientras
que el cumplimiento del proyecto de urbanización agota el acto.
De ahí que este instrumento no forme parté del ordenamiento, sino
que es un acto ordenado. Efectivamente, esta figura tiene como
única "f inalidad llevar a la práctica los Planes Generales, los
Planes Parciales y las Normas Complementarias y Subsidiarias del
Planeamiento (S. TS de 1 de febrero de 1994)31.
E1 Texto Refundido de 1976 fue enormemente claro al respecto
al establecer en su articulo 15 que "los Proyectos de urbaniza-
ción son proyectos de obras que tienen por f inalidad llevar a la
práctica.los Planes Generales Municipales en suelo urbano, lós
30 Cfr. CASTILLO SEVILLA, F., Urbanismo, NEO, Madrid, 1993,
p. 24. GARCIA DE ENTERRIA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., p..:._
509 y ss. Vid. GONZALEZ PÉREZ, J., op. cit., pp. 658 y ss. ^
31 Az. 993.
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Planes Parciales y, en su caso, las Normas Complemetarias y Sub-
sidiarias del Planeamiento"32. Verdaderamente, a la vista del
Texto Legal no cabe albergar duda alguna sobre el carácter ejecu-
tivo del proyecto de urbanización33.
La jurisprudencia también mantiene el carácter no normativo
de este instrumento urbanístico. Así, una sentencia del Tribunal
Supremo de 24 de octubre de 1990^ dice:
"La esencia de los Proyectos de urbanización es que, ... no
participan de la naturaleza de los instrumentos de ordena-
ción, pues son propiamente proyectos técnicos de obras a
f in de ejecutar materialmente las determinaciones del Plan
correspondiente".
Efectivamente, como dice el Tribunal Supremo el proyecto
de urbanización es "un puro acto de ejecución de lo que por vía
general e indiscriminada se establece en los Planes" (S. TS de
32 Hoy artículo 92, que se pronuncia en el mismo sentido, si
bien emplea la expresión "planeamiento generaln. Por lo que res-
pecta a la legislación autonbmica, el articulo 27 del TRC repro-
duce el aludido precepto.
33•^l TS ha af irmado: "... son los Proyectos de urbaniza-
ción, según el artículo 15 del Texto Refundido de la Ley del Sue-
lo, los que tienen por finalidad llevar a la práctica los Planes
Generales Municipales en suelo urbano, constituyendo de esta for-
ma el medio para el desarrollo de la actividad material precisa
para la realización de las obras de infraestructura, es decir,
que a través de dichos Proyectos se materializan las previsiones
contenidas en el Plan" (S. de 23 de febrero de 1993, Az. 544).
^ A2. 8327.
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21 de enero de 1992)3S, "un mero instumento auxiliar de carácter
no normativo" (S. TS de 29 de enero de 1992)^.
Por último, huelga todo comentario respecto de la legisla-
cibn vigente, dado que ásta excluye del principio de viqencia in-
definida a los proyectos de urbanización. Tal supresión resulta
lógica y coherente con la consideración de que la vigencia inde-
finida es una manifestación de la naturaleza normativa del Plan
y los proyectos de urbanización no gozan de tal carácter.
3. Cómo no puede y cómo debe iaterpretarse el princfpio de vi-
gencia indefinida
A1 establecer que los Planes de urbanismo tendrán vigencia
indefinida3', el ordenamiento jurídico parte de que, como nor-
mas, tienen vocación de permanencia. Los Planes entran en vigor
y adquieren, en consecuencia, eficacia obligatoria una vez hayan
sido publicados^. En este preciso momento inician su eficacia
3s Az. 756.
•
^ Az. 1238. Vid., también, las Ss. TS de 11 de marzo y 17
de noviembre de 1980 (Az . 1085 y 4540) y 27 de julio de 1989 (Az .
6710).
^ Vid. articulo 36 de la Ley del Suelo de 1956, 45 del TR/76
y 125 de la legislación vigente. Asimismo, en la Legislación
autonómica, en Cataluña, el artículo 72 TRC; en Asturias, el
articulo 27.1 de la Ley 1/1987, de 30 de marzo y en la Comu-
nidad Valenciana, el articulo 56 de la Ley 6/1989, de 7 de julio,
aunque admite como excepción la posibilidad de que los Planes de
acción territorial esten sujetos, en su cumplimiento, a t^rmino.
3a Corroboraba lo expuesto el artículo 44 de la Ley de 1956,
que rezaba del siquiente tenor literal: "Los planes, proyectos,
normas, ordenanzas y catálogos serán inmediatamente publicada su
25
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y obligatoriedad, ef icacia que se mantiene sin límite temporal
alguno, sin término "ad quem" de caducidad39.
Ahora bien, esa aludida vocación de permanencia no puede ser
entendida como sinónimo de perpetuación40.
E1 hecho de que la Ley conf igure los instrumentos de planea-
miento baj o el prisma de la vigencia indef inida no tiene otra, ra-
zón de ser que garantizar a los particulares que el Plan a cuyo
amparo han urbanizado y construido no será modificado en sus de-
terminaciones mientras permanezcan inalterables las condiciones
que motivaron su aprobación. De forma que el planeamiento única-
mente será obj eto de revisión o modif icaci ĉn cuando nuevos crite-
rios o nuevas necesidades, o bien, el mero agotamiento de la ca-
pacidad del Plan hagan adecuada su actualización.
aprobación definitiva, y si se otorqase a reserva de la subsana-
ción de deficiencias, mientras no se efectuare, carecerán de eje-
cutoriedad en cuanto al sector a que se refieran." Igualmente se
pronunciaba el artículo 56 del TR/76, si bien modificaba la enu-
meración de instrumentos que se hace.
Por su parte, y en el mismo sentido, se manif iesta el precepto
correspondiente del Texto Refundido en vigor aunque introduce
ciertas modificaciones que no son del caso exponer, dado que, no
afectan al tema que verdaderamente es objeto de estudio, esto es,
que la publicación es el acto determinante de la entrada en vigor
de los instrumentos de planeamiento. Por último, por lo que res-
pecta a la legislación autonómica, hay que mencionar el artículo
89 TRC, a cuyo texto nos remitimos.^ .
39 Vid. ARROYO GARCIA, J., et al, Comentarios a 1a Ley de1
Sue1o y sus Reglamentos, Abella, Madrid, 1987, p. 387.
4Ó Vid. TOLEDO JAUDENES, J., "Alteración del planeamiento
urbanístico: derechos adquiridos y control judicial", RAP, núm.
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E1 Tribunal Supremo considera que "el principio de vigencia
indef inida de los Planes no puede entenderse en sentido estático
o de perpetuar la ordenación, sino como garantia de estabilidad
y permanencia" (S. de 21 de marzo de 1995)al, de forma que el
meritado principio "no impide a la Administración ejercitar su
potestad planificadora cuando nuevos criterios o nuevas necesi-
dades, surqidas a causa de la dinámica urbanística, hagan adecua-
da y oportuna la actualización de los Planes anteriores mediante
el uso de las técnicas modif icatorias o revisorias..." (S. de 28
de septiembre de 1982)42; "los instrumentos de planeamiento son
instrumentos dinámicos que, con cierta frecuencia, han de ser ac-
tualizados mediante las qarantias y trámites oportunos" (S-. TS
de 7 de f ebrero de 19 8 5) a3 .
al Az. 2015. Esta idea de que el principio de vigencia in-
definida no puede entenderse en un sentido estático o de perpe-
tuación constituyó el argumento empleado por el TS para denegar
la alegacibn del recurrente de su derecho a que la finca de su
propiedad, sita en el término municipal de Fiqueras, conservase
la calif icación anterior. E1 TS desestimó la pretensión deducida
por el recurrente, confirmando, por ende, la calif icación con
"edif icación aislada en parcela de la subzona 1, con domino plu-
rifamiliar", asignada por el Plan General de Ordenación de la Zo-
na de Fiqueras (S. de 6 de diciembre de 1986, Az. 1987/1016).
a2 Az. 2594. En este sentido se pronunció el TS en una sen-
tencia^de 3 de junio de 1985 (Az. 3196) en la que el recurrente
interesaba se mantuviese la calificación de torres plurifamilia-
^res asi^qnada por el Plan anterior al solar de su propiedad y no
la nueva calificación de "equipamientos" que al terreno asignaba
el Plan General Metropolitano de Barcelona.
Vid. también las sentencias del TS de 8 y 22 de octubre de
1979 (Az. 2387 y 2879), 9 de diciembre de 1981 (Az. 5378), 23 de
abril de 1983 (Az. 2236), 28 de febrero de 1989 (Az. 1368) y
6 de,febrero de 1990 (Az. 943).
a3 Az. 2594.
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Lo que el TS viene a decir es que, como consecuencia del
carácter dinámico del planeamiento, las previsiones que el autor
del Plan realiza en el^momento de su aprobación pueden resultar
con el paso del tiempo disconformes con la realidad urbanística,
lo que obligará^a la Administración a ejercitar su potestad pla-
nificadora con el objeto de loqrar la oportuna actualización de
los Planes anteriores, valiéndose para ello de las técnicas de
modificacibn y revisión.
La vigencia indefinida de los Planes es una manifestación
del principio de seguridad juridica "cuyo objetivo es consagrar
su permanencia y estabilidad frente a posibles modificaciones
impremeditadas y carentes de justificación" (S. TS de 9 de di-
ciembre de 1981^)4S. Se pretende evitar que la Administración
lleve a cabo alteraciones del planeamiento no motivadas, puesto
que ello generaría una tremenda inestabilidad e inseguridad jurí-
dica.
En efecto, la consecuencia del ejercicio de la potestad in-
novadora de la Administración de forma absolutamente discrecional
e irrazonable sería el desánimo de los propietarios del suelo,
desidia que podría llevarles al incumplimiento de los deberes
urbanisticos.
44 Az . 5378 .
^ En el mismo sentido se pronuncia una S. de 19 de mayo de
1982 (Az. 3987): "... el principio de sequridad jurídica, que se
manifiesta en el art. 45 del Texto Refundido al establecer la vi-
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En def initiva, el principio de vigencia indef inida de los
Planes, no es sinbnimo de perpetuación o inamovilidad del planea-
miento, pues como dice el TS "la programación urbanística nece-
sita cierta perdurabilidad, pero sin excluir del todo las contin-
gencias sobrevenidas" (S. TS de 22 de mayo de 1979)°b, "la idea
.
de seguridad y estabilidad -dice una S. TS de il de mayo de
1979-47 no puede entenderse de forma rígida y absoluta, puesto
que el discurrir de los acontecimientos puede aconsejar estable-
cer modif icaciones".
La actualización de los Planes no sólo es posible, sino que
es obligatoria dentro de una dialéctica seguridad-progreso diri-
gida a combinar ambos objetivos^. La planificaciĉn urbanística
no puede convertirse en una ordenacibn cerrada y anquilosada:
"... aunque en el artículo 45 de la vigente Ley del Suelo
se asignan a los Planes de Ordenación y a los Proyectos de
Urbanizacibn "vigencia indefinida", no es menos cierto que




48 En este sentido, resulta especialmente interesante la ma-
nifestación que al respecto formula ARGULLOL MURGADAS, E., Es-
tudios de Derecho Urbanístico, IEAL, Madrid, 1984, p. 197: "De
esta forma se establecen unas primeras prescripciones en orden
a la conciliacibn del principio de estabilidad del planeamiento
-principio conexo a la misma naturaleza de esta forma de acción
administrativa que es la planificación y que tiene además una
indudable transcendencia en orden a los postulados de la seguri-
dad jurídica de los ciudadanos- y de la necesidad de aceptación
a la variante realidad urbanistica, que es una exigencia ligada
a la misma viabilidad de las determinaciones del planeamiento".
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turo, tan, explicables en esta materia, dependiente de los
avances demograf icos y tan sensible a las cada vez mayores
exigencias en cuestiones de comunicaciones, espacios li-
bres, equipamientos comunitarios, etc.; motivos éstos que
fueron los que obligaron al legislador a la adopción de me-
didas compatibilizadoras de esa vigencia indefinida de los
Planes, con las posibilidades de sucesivas revisiones de
los mismos..." (S. TS de 25 de enero de 1983)a9.
4. El transcurso del tiempo sfn desarrollar un Plan no conlleva
la caducidád del mismo
E1 transcurso del tiempo sin que el Plan haya sido de-
sarrollado no es causa de caducidadSO. Hasta que un Plan poste-
rior, por vía de revisión, o una modificación del Plan actual no
altere las determinaciones en él contenidas el Plan será de obli-
49 Az. 309. Vid. las Ss. TS de 21 de diciembre de 1981 (Az.
5437) , 6 y 6 de julio, 17, 20 y 28 de septiembre, 29 y 29 de
octubre de 1982 (Az. 5345, 5347, 5465, 5467, 5519, 6453 y 6454),
7 y 29 de abril y 31 de mayo de 1983 (Az. 2a77, 2283 y 3467), 9
y 25 de marzo y 3 junio de 1985 (Az. 1501, 2850 y 3196) , 3 y 20
de octubre y 6 de diciembre de 1986 (Az . 6413 , 6562 y 1987 / 1016 ),
27 de septiembre de 1988 (Az.^7265), 28 de febrero y 4 de julio
de 1989 (Az. 1368 y 5581) , 6 de febrero y 10 de mayo de 1990 (Az.
943 y 4059).
S0 Cfr. MEILÁN GIL, J.L., nLa dimensión temporal...", cit.,
p. 31, "E1 transcurso del. tiempo sin que el plan haya sido eje-_..-.-
cutado no es causa de caducidad. La corrección de esta tesis se^^^^
evidencia por las consecuencias que su contraria acarrearía: re-
viviscencia de un Plan anterior o conduccibn a la situación ante-
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gada observancia y aplicacibnsl.
Y es que admitir la inefectividad del Plan por el mero
transcurso del tiempo seria lo mismo que admitir la derogacibn
de cualquier otra norma jurídica por la mencionada circunstancia;
lo cual resulta inadmisible, ya que las normas únicamente son de-
rogadas por otras posteriores. E1 Plan es norma, por lo tanto,
únicamente dej ará de ser ej ecutivo cuando sea derogado o modif i-
cado y no por el mero paso del tiempo.
Admitamos por un momento que la falta de desarrollo del Plan
genera la caducidad del mismo. ^Qué Plan resultaría de aplica-
ción: el inmediatamente anterior, el más favorable o, simplemen-
te, ninguno?.
La primera posibilidad cede ante la consideración de que por
la simple derogación de una norma no cobran vigencia las normas
que ósta hubiera derogado.
La segunda es insostenible, por cuanto resulta de imposible
determinacibn el concepto favorable, pues lo que para un parti-
cular resultarfa favorable para otro sería perjudicial; con lo
que^de admitirse esta solución, se admitiría la aplicación de
cuantos Planes anteriores resultasen favorables a los intereses
sl Acertadamente, LLISET BORREL, F., et. al, Ley del Sue1o.
Comentarios al Texto Refundido de 1992, Abella, Madrid, 1993, to-
mo II, p. 747, dicen: "la vigencia de los Planes se mantiene aún
en el supuesto de que no se ejecuten".
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particulares.
Y por último, la posibilidad de inexistencia de Plan pugna
con el concepto mismo de ordenacibn urbanística, puesto que la
consecuencia sería la absoluta libertad en la actuación de los
particulares. En definitiva, nos hallaríamos ante una situacibn
de caos urbanístico.
Por consiguiente, no es admisible ninguna de las soluciones
apuntadas, soluciones éstas que constituyen, a nuestro juicio,
todas las posibles.
En el tema que nos ocupa, resulta especialmente significa-
tiva la sentencia de nuestro Tribunal Supremo de 23 de diciembre
de 197752. Se trataba de determinar si el mero transcurso del
tiempo sin desarrollar un Plan conllevaba la caducidad del mismo
-pérdida de vigencia-, y, si en consecuencia, debfa entenderse
sustituido por la ordenación anterior o, por el contrario, por
un régimen que hiciese posible la pretendida edificacibn contra-
ria al Plan en cuestión. La Sala de instancia, acogiendo como
motivo el principio de vigencia indefinida de los Planes, deses-
timó el recurso contencioso-administrativo. Promovida apelaciĉn
por los recurrentes, el Tribunal.Supremo, que comparte el crite-
rio de que el transcurso del tiempo sin ejecutar un Plan no supo-
ne pérdida de vigencia, confirmó la sentencia apelada aceptando
sus considerandos:
SZ Az . 5052 .
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"Toda la tesis actora arranca de la equivocada creencia de
que los planes de ordenación urbana pierden su vigencia por
el transcurso del tiempo sin desarrollarlos, y por esto,
arguye que el "plan parial de ordenación" del sector donde
está ubicada su parcela, ha devenido, por el transcurso del
tiempo, ineficaz, y, en consecuencia sustituido por la or-
denación anterior, o según parece inferirse de los alega-
tos de la demanda, por un régimen que hace posible la edi-
ficación pretendida, contraria a aquel Plan; pero, este
criterio del actor está en patente contradicción con lo
dispuesto en el art. 36 de la Ley del Suelo, a cuyo tenor
los Planes de Ordenacibn tienen vigencia indef inida, de tal
modo que en tanto un "Plan" posterior o una modificación
del Plan actual, no altere las previsiones del Plan, esta-
bleciendo para el sector una ordenación distinta, los par-
ticulares, al igual que la Administración, están obligados
al cumplimiento de lo dispuesto en el Plan, tal como dice
el art. 45, núm. 1 de la Ley citada..."s3.
s3 En el mismo sentido, Vid., una sentencia de fecha 15 de
marzo de 1978 (Az. 1162). Asimismo, resulta interesante el texto
de una S. TS. de 24 de julio de 1990 (Az. 6675), que se pronuncia
en los siguientes términos: ":.. los planes tienen vigencia inde-
f inida, sin perjuicio de que puedan ser objeto de revisión y mo-
dificación, lo que significa que una vez aprobados y publicada
su aprobación mantengan definitivamente su vigencia sin sujecibn
a plazo alguno entre tanto no sean revisados o modif icados o, en
su caso, sustit^iidos o anulados, careciendo de consecuencias ju-_..._
rídicas precisas el incumplimiento o cumplimiento tardfo del de= ^^^
ber de desarrollo de los mismos, razón por la que el que nos
ocupa no pudo quedar sin efecto por la circunstancia de no haber-
se llevado a la práctica".
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En otra sentencia del TS de 23 de diciembre de 1980^ se
aborda también este tema. E1 TS recuerda que los Planes gozan de
vigencia indef inida hasta el instante de su derogación o modif i-
cación con arreglo a la legislación urbanística y que la inacti-
vidad municipal no puede conducir a la inefectividad del Plan por
el transcurso del tiempo ni su sustitución por otro anterior. Así
dice: ^
"La caducidad del Plan Parcial no está prevista en nuestra
legislación del suelo, pues el que existe es vinculante
mientras no se deroque en todo o en parte, y que su modifi-
cación o revisión sólo procederá de oficio o a instancia de
parte y conforme a las mismas disposiciones establecidas
para su aprobación".
5. E1 Plan no aqota sus efectos a medida que se ejecuta
E1 Plan sigue prevaleciendó y regulando las situaciones ur-
banísticas, aún en el caso de que éstas estén consolidadasss. La
ejecución del Plan no conlleva su extinción^. Así, por ejemplo,
en el supuesto de que sobre una parcela se haya levantado una
^ Az. 5052.
ss Vid. MUÑOZ MACHADO, S., Tratado de Derecho..., cit., p.
1742.
^ Opinibn ésta que también es compartida por LLISET BORREL,
F. , et al, ibidem: "Por ello, aún cuando las previsiones del plan
se hayan ejecutado en su totalidad, sus determinaciones siguen
obligando a los particulares y a la Administración, en cuanto que
no podrán modificar lo ya ejecutado, más que dentro de los lími-
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edif icación, el Plan no perderá, por tal circunstancia, su vigen-
cia, sino que, por el contrario, seguirá rigiendo todos los ac-
tos de ejecución que se realicen en esa parcela, así como el uso
de lo edif icado sobre ella. Ello encuentra su fundamentación en
el principio de vigencia indefinida de los Planes, en virtud del
cual, el Plan es ej ecutivo en tanto no sea derogado o modif icado
por otro posterior.
Además, el carácter normativo del Plan otorga plena justifi-
cacibn a la solución apuntada, ya que es precisamente el efectó
de la ejecución una de las diferencias entre la norma y el acto.
La norma no se agota con su ejecución, mientras que el acto sí.
Por lo tanto, si los Planes de ordenación urbana son normas y las
normas no se consumen con su ejecucibn, es forzoso concluir que
los Planes no se agotan por su mero cumplimiento.
6. Situacioaes surqidas al amparo de un Blan deroqado
A. Derogación
a) La derogación de los Planes de Urbanismo
La derogación de las normas.es un tema de capital importan-
cia en el ordenamiento juridico^. La sucesión de normas en el
^ Cfr DE VICENTE DOMINGO, R., Las alteraciones del planea-
miento urbanístico. El control judicial de la ordenación del sue-
lo, La Ley, Madrid, 1994, p. 23.
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tiempo, su modificacibn o abolición en virtud de otras nuevassa
se rige por esta institución, de la que depende la difícil misión
de indicarnos cuándo una norma ya no está vigente por haber sido
sustituida por otra posteriorS9.
"La potestad derogatoria -dice PUIG PEÑA- resulta necesaria-
mente de la esencia del Derecho, pues si óste se basa en la vo-
luntad colectiva, ésta tiene que hallarse también en situación
de poder modif icarlo (...) en atención a las convivencias del mo-
mento, que pueden cambiar intensamente respecto de situaciones
pasadasjó0.
Las normas deben sufrir cuantas modif icaciones resulten pre-
cisas para adaptarse a la nueva realidad social. La vida del hom-
bre sufre continuos cambios, frecuentemente experimenta altera-
ciones respecto de situaciones anteriores, por lo que las normas
que rigen su actuar en la vida cotidiana deben adaptarse a esas
variaciones.
Este formidable poder debe ejercerse con rigor. La seguridad
jurídica exige afrontar la tarea de determinar el fin de la obli-
sg Cfr. CASTAN TOBEÑAS, J. , Derecho Civi1 Espafiol, Común y
Foral, Reus, Madrid, 1987, tomo I, 14$ ed., p. 601.
s9 Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R., ibidem.
60 Cfr. Nueva Enciclopedia Jurídica, Seix, Barcelona, 1955,
tomo VII, voz "Derogación", p. 112. Citado por DE VICENTE DOMIN-
GO, R., Ibidem. ^
•
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gatoriedad de una norma con la mayor precisiónó'. A juicio del
Tribunal Constitucional, el principio de seguridad jurídica no
resulta vulnerado cuando la nueva norma innova el ordenamiento
jurídico de forma "precisa, cierta y formalmente publicada y
siempre que dicha norma cuente con el rango adecuado dentro de
la jerarquía normativajó2.
Existen dos tipos de deroqaciones: expresa y tácita^. En
el supuesto de que la derogación no sea expresa será preciso acu-
dir a una minuciosa tarea interpretativa al objeto de determinar
si hay o no voluntad de derogar. A pesar de que la Ley no dispon-
ga, que las normas que estuviesen vigentes en el momento en que
ella entra en vigor pierden toda su eficacia y dejan de ser obli-
gatorias, es obvio, que una misma materia no puede ser objeto de
regulaciones contradictorias; de forma que, aún en el supuesto
de que el legislador no haya dispuesto nada en orden a esa pérdi-
61 Cfr. DE CASTRO Y BRAVO, F., Derecho civil de España, Ci-
vitas, Madrid, 1984, p. 629.
62 Vid. LEGINA VILLA, J., "Principios generales del Derecho
y Constitucibn", en Jornadas de Estudio sobre el Título Prelimi-
nar de la Constitución, Civitas, Madrid, 1988, tomo V, p. 3046.
^ Cfr. ALBADALEJO, M., Derecho civil. Introducción y parte
general, Bosch, Zaragoza, 1975, 3$ ed., p., 169. "Cuando una ley
posterior resulta incompatible con la anterior. Se habla entonces
de derogacibn tácita" . Y contin^ia diciendo, "En principio, la de-
^rogación tácita sólo alcanza a la parte de la Ley antiqua, incom-
patible con la nueva; subsistiendo vigente en 1o demás". Por su
parte, LASARTE ALVAREZ, C., Principios de Derecho civil, Trivium,
Madrid, 1992, tomo I, p. 119, dice: "Aunque la nueva ley no dis-
ponga nada respecto de la derogación de las preexistentes, es ob-
vio, que una misma materia no puede ser regulada por dos disposi-
ciones normativas contrastantes; y que, en tal caso, aunque el
legislador no haya manifestado la eficacia derogatoria de la nue-
va disposicibn, ésta se produce por imperativo del artículo 2Q.2
del Cbdigo Civil".
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da de eficacia y obligatoriedad, ésta se produce por aplicación
del artículo 2 Cc. La norma anterior que resulta ^ incompatible con
la nueva norma queda derogada. La tarea interpretativa, como no
podía ser de otra forma, corresponde a los sujetos encargados de
la aplicacibn del Derecho.
Los Planes, al igual que las normas juridicas, se derogan
por otros posteriores, en aplicación del principio general del
artículo 2.2 del Cc, "la derogación tendr^ el alcance que expre-
samente se disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en
la ley nueva, sobre la misma materia, sea incompátible con la an-
terior". Por lo tanta habrá que estar al texto del Plan a fin de
determinar hasta qué punto deroga las determinaciones de Planes
anteriores^.
Un sector de la doctrina estima que en propiedad no debería
emplearse la expresión derogación, por cuanto que, los Planes no
se derogan sino que se modifican o revisan^.
Sin embargo, frente a este criterio, sí es admisible la uti-
lización de la expresión derogación, y ello no sólo como conse-
cuencia de la aplicación del citado precepto del Cc, sino también
porque el meritado vocablo no es en modo alguno incompatible con
^ Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, op. cit., p. 953.
^ VILLAR EZCURRA, J.L., "En torno a la naturaleza jurídica
de los planes de urbanismo", RDU, núm. 64, 1979, p. 39: "... evi-
dentemente esta "modif icación de su contenido" , no es precisamen-
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las expresiones "modif icación" y"revisibn" . E1 Plan se modif ica
o se revisa, y, precisamente, la consecuencia de estas técnicas
no es otra que dejar sin efecto, derogar la ordenación urbanís-
tica anterior que sea contraria, no se acomode o incida en el
nuevo Plan. ^
Además, es precisamente la derogación una de las circunstan-
cias que justif ican el carácter normativo de los Planes de Orde-
nación Urbana, pues los citados instrumentos urbanísticos, a di-
ferencia de los actos administrativos que revocan, derogan los
Planes anteriores. Con plena conciencia de la capacidad derogato-
ria de los Planes, el TS ha dicho: ^.
"... naturalmente que hay que contar con la distinta natu-
raleza de los Planes como normas, y de los proyectos como
actos particulares de ejecución de aquellas, distincibn no
meramente académica, sino práctica, sobre todo por lo que
en este caso interesa, a efectos de tener en cuenta el dis-
tinto mecanismo de uno y otros, en cuanto respecto de Zas
primeras, operan los sistemas de derogación y respecto de
los otros, la revocación o anulación" (S. de 30 de enero de
1979 ) ^.
Iqualmente, una sentencia de 7 de diciembre de 198267 ad-
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"... ya que este fue derogado con la formulación del nuevo
Plan, haciendo uso la Administración de la potestad que en
relación con los Planes de Urbanismo tiene para revisar o
modificar el Ordenamiento Urbanístico de una determinada
zona o espacio del territorio nacionál español"^.
b) La derogación de los Planes de urbanismo y el principio de
jerarqufa normativa
E1 instituto de la derogación está íntima y estrechamente
vinculado al principio de jerarqufa normativa. Este principio,
que es básico en las relaciones internormativas, se cumple tam-
bién en el sistema de planeamiento^. Segf^n él, los Planes deben
ser derogados por instrumentos de ordenación urbana que ostenten
el mismo o superior rango jerárquico. "Bastará -dice una S. TS
de 30 de junio de 198670- con hacer un recuento de la naturaleza
de los Planes Urbanísticos, su calif icación doctrinal y jurispru-
dencial como elementos normativos, su derogabilidad, respetando
e1 principio de jerarquía normativa". ^
La derogación puede ser expresa, en cuyo caso será el propio .
Plan el que determine de forma precisa qué ^Plan o Planes deben
entenderse^ derogados, o técita, en cuyo caso la pérdida de efica-
^ Vid. una sentencia de 28 de junio de 1977 (Az. 3460), 9
de abril de 1984 (A2. 1985) y 10 de abril de 1985 (Az. 2197). =
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cia y obligatoriedad del Plan anterior no se hace depender de una
declaración expresa del instrumento de ordenación posterior, sino
que habrá de estarse a la existencia de incompatibilidades entre
ambos.
Un fraqmento de terreno no debe ser objeto de regulación de
dos Planes contradictorios, por lo que en virtud del instituto
de la derogacibn tácita el nuevo instrumento de ordenacibn urba-
nística derogará, dejará sin efecto, a aquel o aquellos Planes
que con anterioridad a su entrada en vigor ordenasen la porción
de terreno de que se trate, cuyas determinaciones contradigan de
forma patente y directa las del nuevo Plan.
En aras de evitar el vacío en la ordenación urbanística que
provocaria la derogación automática de todos los Planes Parciales
que desarrollasen el extinquido Plan General, es doctrina impe-
rante que dicha regulación sólo se produce por virtud de una dis-
posición especif ica o por contradicción total y absoluta entre
las determinaciones de los Planes Parciales ya existentes y las
del nuevo Plan General. Ilustrativa de la aplicación de esta doc-
trina es una sentencia del Tribunal Supremo de 22 de enero de
198071:
"... y no se alegue, cual se hace, que "salvo disposicibn
transitoria específica, la promulqación de un nuevo Plan
General determina, ipso facto, la derogación de los Planes
71 Az . 954 .
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Parciales que desarrollaban el extinguido Plan General",
por cuanto la doctrina imperante, tendente a evitar el va-
cío en la ordenación urbanística, es la contraria, ya que
se consideran subsistentes todos los Planes Parciales ante-
riores en tanto una específica disposición no establezca
lo contrario, o aun sin ella, aqu^llos resulten total y ab-
solutamente incompatibles con el nuevo Plan General apro-
bado", siendo de hacer notar que ello no sucede en el caso
de autos, pues ni se acredita la existencia de la específi-
ca disposición dicha, ni la incompatibilidad es patente y
directa, ya que el Plan General carece de pormenorización
en cuanto a la red viaria secundaria y no constituye tal
incompatibilidad la circunstancia de que por motivos de
conveniencia y oportunidad se haya alterado esa red viaria
secundaria ante la nueva ubicación del señalado Puente de
Olaveaga".
Asi pues, la deroqacibn depende de la existencia de una dis-
posición expresa o de la concurrencia de patentes y directás dis-
crepancias entre las determinaciones de los Planes anteriores y
las del nuevo Plan.
c) Equipacibn de.los t^rminos derogación y modif icacibn o revi-
sión
La doctrina, aún sin hacer del tema objeto especial de estu-
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tre deroqación y modificaciónn.
Ahora bien, esta equiparación terminolbgica no debe llevar
a la conclusión de que toda alteración de Planes comporta nece-
• sariamente el efecto derogatorio, es decir, la cesaci ĉn de la vi-
gencia del Plan derogado. No toda revisión o modif icación va en-
caminada a sustituir total o parcialmente un Plan. Ello ocurrirá
en muchas ocasiones. Entonces existirá identidad entre la deroga-
cibn y la alteración: la pérdida de vigencia de las determinacio-
nes del Plan precedente. Pero la regulación positiva de las ope-
raciones de revisión o modificación de Planes nos muestra que en
ellas tiene cabida el principio de conservaci ĉn de las normas que
alienta la permanencia y la estabilidad de la norma, del Plan de
n Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R., op. cit., p. 27. Para corro-
borar esta af irmacibn el autor cita diversos ejemplos doctrina-
les.
Desde la perspectiva civilista, CASTAN TOBEÑAS, J., op.
cit., p. 578, define la derogacibn como la modificación o aboli-
cibn de una norma jurídica en virtud de otra nueva". Por su parte,
GARCIA DE ENTERRIA, E., Legíslación delegada, potestad reglamenta-
ria y control judicial, Tecnos, Madrid, 1970, p. 294: "La Adminis-
tración puede derogar o modificar un reglamento por vía general en
virtud de su potestad reglamentaria, que es una.potestad formal
(...) la derogación general es posible porque emana de una potestad
modificativa del ordenamiento -la potestad reglamentaria- que la
Administración tiene atribuida én términos formales. GARCIA DE EN-
TERRIA, E., y PAREJO ALFONSO, L., op. cit.,•p. 187, al tratar el
problema de la naturaleza jurídica de los Planes afirman que de los
efectos del planeamiento, unos son típicos de las normas o disposi-
ciones geñerales y otros de lo ŝ simples actos administrativos. "En-
tre los primeros se encuentran los de vigencia indefinida -sin
perjuicio de su actualizacibn o revisión- (artículos 45, 46, 46 y
48 ), sujeción de su modif icación o derogación al principio del con-
trarius actus". GARCIA-TREVIJANO FOS, J.A., Tratado de Derecho Ad-
ministrativo, Revista de Derecho Privado, Madrid, 1974 , tomo I,_6 ^
ed., p. 325. SANTAMARIA PASTOR, J.A., Fundamentos de Derecho Ad-
ministratívo, Fundación Ramón Areces, Madrid, 1988, p. 415, se re-
fiere a que la derogación elimina o modifica el contenido de la
norma, sustituyéndolo por otro diverso.
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Ordenación en nuestro caso73.
E1 procédimiento de revisión puede concluir con un juicio
negativo sobre la necesidad de cambiar el Plan y es que la
revisión únicamente debe realizarse en los casos necesarios; de
esta forma puede bien introducir alguna modificaciĉn concreta,
bien sustituir íntegramente el Plan anterior, bien mantener el
texto por estar de acuerdo con la realidad "aunque hayan pasado
varios o muchos años" (S. TS de 22 de enero de 1988)74.
"En la modif icacibn -dice la sentencia citada de 22 de enero
de 1988- se trata de corregir alquno o algunos de los elementos
del Plan, permaneciendo la subsistencia de ^ste". Lo habitual es
que la modificación conlleve la derogación o sustitución de una
determinación urbanística, sin embargo, en algunas ocasiones
quiebra la norma ĝeneral y la modif icación no supone sustitucibn,
como ocurre cuando se amplían los usos de un territorio conser-
vando los ya existentes.
Por consiguiente, la modificación y la revisión dejarán sin
efecto la ordenación urbanística anterior que sea contraria, no
se acomode o incida en el nuevo Plan.
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B. E1 principio de vigencia indefinida del Plan no conlleva el
mantenimiento de las situaciones surgidas a su amparo cuando haya
sido derogado por otro posterior's
Sentado lo anterior, puede que sea el momento de abordar la
cuestibn de si las situaciones nacidas al amparo de un instrumen-
to de planeamiento derogado se mantienen a pesar de ser contra-
rias a la nueva ordenación urbanística. En otros términos, si es
admisible la consolidación de un derecho subjetivo urbanísti-
C076 .
En este sentido es suficientemente expresiva una sentencia
del Tribunal Supremo de 18 de marzo de 1978^. Se trataba de
determinar si la aprobación de una parcelación bajo el imperio
de un Plan de Ordenación anterior al que regía en el momento de
solicitar la autorizacibn de obra había de ser respetada y otor-
gable la licencia cuando tal parcelación fuese contraria, no se
acomodase o incidiese en la planificación vigente al solicitar
la misma. E1 TS confirmó la sentencia apelada y la improcedencia,
^s Este tema debe entenderse completado con el estudio que
en el Capftulo VI se dedica a la indemnización por el ejercicio
del "ius variandi".
76 DE VICENT^ DOMINGO, R., op. cit., p. 86, dice que: "...
la expresión derechos adquiridos debe reservarse "para aquellos
casos que realmente respondan a este concepto, singularmente
aquellos que por haber patrimonializado ya el derecho, han alcan-
zado un estatuto más protegible de su situacibn jurídica. Para
ello deben desenmascararse aquellos argumentos defensivos de sim-
ples expectativas en el mantenimiento por puro interés de calif i-
caciones anteriores no seguidas del debido desarrollo".
^ Az. 1183.
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por tanto de que un Plan quede vinculado por una situación
preexistente:
"... como quiera que la unidad parcelable puede serlo toda
la superficie afectada por un Plan Parcial, si se admitiese
que aprobada una parcelación la Administración no podía ya
estructurarla se llegaría al absurdo de que tampoco podría
modif icar sus propios Planes Parciales, lo que en una hipo-
tética multiplicación nos llevaría a la inevitable perenni-
dad de los Planes Generales, solución que por ilógica y
contraria al Ordenamiento vigente debe rechazarse"^a.
78 Del mismo tenor que la sentencia transcrita es una de 8
de mayo de 1979 (Az. 2387) , cuyo contenido, en la parte que inte-
resa, se reproduce:
"Que la doctrina emanada de los invocados preceptos -44, 45
y 46-, determina en principio la imposibilidad de conceder una .
licencia para construir edif icaciones que contraríer al Plan Ge-
neral vigente, si la ordenación anterior no fue incorporada al
nuevo Plan.
Que la incorporación de las ordenaciones anteriores al Plan
General de 1968 , y entre ellos la que es obj eto del recurso, sblo
pudo hacerse o bien solicitando yobteniéndolo expresamente en fa-
se de aprobación, o bien en función de las normas que con carác-
ter general a todas las ordenaciones anteriores se proclamaron
en los puntos 3Q y 8Q del Acuerdo de aprobacibn provisional del
Plan, de 3 de diciembre de 1967, en cuanto establecen, aquél, el
respeto a los Acuerdos adoptados por el Ayuntamiento Pleno sobre
ordenaciones y parcelaciones adoptados de acuerdo con el Plan de
Ordenación actualmente en vigor (de 1957, y habrá de entenderse
que igual a las basadas en el Anteproyecto de 1943 y Ordenanzas
de 1939) en tanto no afecten a la red viaria del nuevo Plan, y
se adapten a las dotaciones de equipamiento y servicios que re-
gulan las normas; y el punto 8Q que señala la plena aplicación
de las Ordenanzas Municipales de 1939, hasta que sean aprobadas
las que desarrollen el nuevo Plan en tanto no se opongan a las
normas del mismo; de donde se infiere sensu contrarlo que quedan
sin efecto las ordenaciones o parcelaciones que contradigan al
Plan en cuanto a red viaria, dotaciones de equipamiento y ser-










Como fácilmente se habrá observado, lo que la sentencia ase-
vera es que el principio de vigencia indefinida no debe ser en-
tendido como un obstáculo para mejorar o adaptar la ordenación
urbanística a las nuevas necesidades. Es evidente que lo que el
planif icador hace al ordenar el territorio es anticipar y prever
el futuro de la ciudad, pero puede ocurrir que las previsiones
del planif icador resulten disconformes con la realidad, y ello
obligue a realizar su oportuna actualización. Y, además, no de-
bemos olvidar que la forma de planif icar el territorio responde
Los precedentes administrativos al margen de la normativa
aplicable no vinculan a la Administración al resolver el caso
concreto que se le somete, declarando la Sentencia de 4 de julio
de 1969 que el precedente administrativo, que se proyecta cuando
la Administración obra dentro de las facultades discrecionales
y que tiene su razón de ser en el principio jurídico de igualdad,
no puede arguirse como fundamento de una pretensión, aduciendo
la existencia de una dispensa a favor de otro del contenido de
una norma juridica hecha ilegalmente por la Administración, y la
sentencia de 21 de noviembre de 1969 expresa que en materia re-
glada, en que la Administración no actúa con discrecionalidad,
supuesto en que la igualdad constituye un límite a la potestad
administrativa; o salvo razones objetivas que demandan un cambio
de criterio es la norma la que vincula a la Administración en el
sentido de qque vendrán los Ayuntamientos obligados a otorgar la
licencia cuando la edificación proyectada se ajuste a los Planes
y Ordenanzas y, en definitiva, a los actos que con valor norma-
tivo encauzar, y regulan la materia urbanística v, por el con-
trario, deberían denegarlas cuando no autoricen el tipo de cons-
trucción proyectada, y si bien es materia totalmente ajena a la
competencia municipal, la Sentencia de 17 de junio de 1969 enseña
que la invocación de precedentes referentes a hechos que tuvieron
su consagración en actos no sometidos a la revisibn jurisdiccio-
nal obj^eto del recurso, y el mayor o menor acierto que en aque-
llos casos hiciera la Administración de sus facultades, nunca
^justificaria que en el propio recurso se soslayaran normas de
inexcusable acatamiento, y, por fin, esta misma.Sala mantuvo, en
sentencia de 1 de enero de 1969, y en relación con el principio
de igualdad, la doctrina de que "si bien tanto nuestras Leyes
Fundamentales ..., como el art. 2 del Reglamento de Servicios de
Corporaciones Locales, mantienen tal elemental principio de jus-
ticia, el mismo debe tener como punto de apoyo la previa existen-
cia de un acto ajustado al ordenamiento jurídico, y nunca un acto
que notoriamente quebrante el mismo, pues lo contrario nos lleva-
ría a una notoria aberración jurídica".
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siempre a una política urbanistica, de forma que el cambio de la
política municipal, en la práctica, va a conllevar el cambio de
la ordenación territorial.
La sentencia prohibe el mantenimiento de las situaciones na-
cidas al amparo de un Plan que ha sido derogado por otro poste-
rior^ cuando dichas situaciones resulten contrarias a la nueva
ordenación urbanística. Y ello es lógico, por ser inadmisible la
creencia de que las situaciones surgidas al amparo de un instru-
mento de planeamiento se perpetúan, pues, si ello fuere así, no
tendria sentido alguno que el legislador hubiere previsto y regu-
lado las técnicas de - revisión y modif icación80.
Además, hay que tener en cuenta que la potestad del planea-
miento atiende a la finalidad de establecer la ordenación urba-
nística más adecuada a las exigencias del interés general, por
lo que no será posible que los derechos de los particulares im-
pidan que se dibuje el modelo territorial que se pretende, pues
siempre debe ser el interés de la comunidad el que guíe la confi-
guración territorial y no el interés de unos pocos.
La jurispruedencia asi lo entiende. Por ejemplo, una senten-
^ Que, como se ha visto, necesariamente ha de ser de iqual
o superior rango jerárquico.
80 Lo que se busca con las referidas técnicas es la adecua-
ción de la ordenación urbanística a las circunstancias cambian-
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cia de 23 de enero de 199581 dice lo siguiente:
"... sin que pueda oponerse esta facultad82 -ius variandi-
a la vigencia anterior a la ordenación urbanística, porque
el planeamiento no es algo estático e inmutable, sino din^-
mico y atemperado a las necesidades sociales que la prop^ia
Administración está obliqada a atender...".
•
gl A2 . 315 .
82 Se está refiriendo a la potestad innovadora de la Admi-
nistración o "ius variandi".
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II. EL "IUS V I" O POTESTAD INNOVADORA DE LA ADMI-
NLSTRACION
i. Nociones qenerales
El principio de vigencia indef inida de los Planes está con-
denado a convivir con la idea de cambio "dentro de una armonía
impuesta por las necesidades estimadas como tales por la politica
urbanística de cada momento, porque si la estabilidad da satis-
facción a la idea de seguridad juridica, el cambio es el vehiculo
para realizar el progreso" (S. TS de 11 de diciembre de 1984)^.
En materia urbanística, la innovación, o más correctamente
la adecuación de los Planes a las conveniencias y necesidades del
presente y de las previsiones del futuro, no sólo es. posible, si-
no que es obligatoria dentro de la dialéctica seguridad progreso
dirigida a combinar ambos objetivos, procurando conseguir cierta
estabilidad y seguridad en la planificación, sin que ello suponga
que esta se petrifique.
La planificación partiendo de una situación presente debe
configurar la realidad urbanística del futuro "previendo las de-
mandas que éste puede plantear, lo que inevitablemente requiere
contar con una potestad pfiblica, esto es, con un poder, capaz de










exiga; poder que se traduce en el ejercicio de un ius variandi"
(Ss. TS de 25 de enero de 1983 y 3 de octubre de 1986)84.
La preocupación por evitar la inef icacia del Plan, su anqui-
losamiento o el peligro de que sea una rémora, por su inalterabi-
' lidad a los cambios, su resistencia a demandas o necesidades so-
ciales a los nuevos tiemposas, explica el tenor de la doctrina
jurisprudencial:
"... aunque en el articulo 45 de la vigente Ley del Suelo
se asignan a los Planes de Ordenacibn y a los Proyectos de
Urbanización vigencia indefinida, no es menos cierto que
ello no podía signif icar un cierre a las demandas del futu-
ro, tan explicables en esta materia, dependiente de los
avances demogr^ficos y tan sensible a las cada vez mayores
exigencias en cuestiones de comunicaciones, espacios li-
bres, equipamientos comunitarios, etc; motivos éstos que
fueron los que obliqaron al leqislador a la adopción de
medidas compatibilizadoras de esa vigencia indef inida de
los Planes, con las posibilidades de sucesivas revisiones
de los mismos" (S. TS de 25 de enero de 1983)^.
Ahora bien, como^veremos, la libertad que la posibilidad de
cambio o innovación otorga a la Administración nunca podrá justi-
^ Az. 309 y 6413.
gs MEILÁN GIL, J. L. ,"La dimensión temporal ...", cit. , p. 33 .
^ Az. 309.
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f icar una actuacion arbitrariag^ o irracionalgg, dado que esta
idea de libertad, como tiene declarado el Tribunal Supremo:
"... se traduce jurídicamente en nuestro campo en el con-
cepto técnico de discrecionalidad89, y la discrecionalidad,
como sabemos, en la actualidad no es un cheque en blanco
que permita todo tipo de intervenciones sin la menor con-
trapisa.
La discrecionalidad, por el contrario, s81o faculta a la
^ Esto es, "contraria a la justicia, la razón o las leyes
dictada sólo por la voluntad o el capricho" (Def inción del
Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua).
ga MARTÍN MATEO, R. ,"Propiedad urbana y planif icación" , RDU,
núm. 15, 1969, p. 16: "Toda planificación lleva ínsita una
aspiración de orden de presivilidad, un intento de encauzar anti-
cipadoramente la vida social frente a la anarquía, la improvisa-
ción y la caprichosa arbitrariedad, la planif icación encuadra im-
pulsos y enerqfas individuales, sometiéndolos a criterios colec-
tivos prestablecidos que priman sobre los intereses particulares,
unif icando y armonizando las fuerzas dispersas en el medio so-
cial".
89 Es opinión de FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "Arbitrariedad
y discrecionalidad", en Estudios sobre la Constitución española,
Homenaje al Profesor García de Enterría, Civitas, Madrid, 1991,
pp. 2257 y ss, que la discrecionalidad administrativa "constituye
un problema recurrente, una úlcera que recidiva de forma constan-
te y que nunca termina de cicatrizar del todo. La batalla de la
discrecionalidad es asf una batalla permanente y permanentemente
inconclusa, que, no bien parece ganada, vuelve a recrudecerse de
• forma inapropiadá en el momento más inesperado y en la que sólo
con la ayuda de la historia es posible apreciar el sentido gene-
^ ral de su evolución". La discrecionalidad de la Administraciĉn,
para PÉREZ OLEA, M., "La discrecionalidad administrativa y su
fiscalización judicial", en Estudios en Homenaje al Profesor
López Rodó, Universidad^de Santiago de Compostela y Universidad
Complutense, Madrid, 1972, tomo II, p. 75, es un tema en el que
de forma virulenta se enfrentan los dos polos clásicos de las ga-
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Administración para disponer de un cierto margen de liber-
tad en la elección de objetivos, como medio para satisfa-
cer mejor el interés público, que es en verdad, el que sir-
ve de causa legitimadora a su actuación" (S. TS de 4 de
mayo de 19 8 3) 90 .
•
•
E1 Tribunal Supremo ha entendido la discrecionalidad como
la posibilidad que la Administración tiene de ponderar la opor-
tunidad o la conveniencia de actuar o no en función del interés
público y de elegir entre las distintas alternativas que se le
presentan, al ser todas ellas igualmente justas91, sin limita-
ción del criterio subjetivo. La estimación del interés p^iblico
supone tener presente los fines de la norma que la establezca,
lo cual impone un límite inquebrantable entre la "discrecionali-
dad" como potestad de la Administración y la "arbitrariedad".
Efectivamente, afirma el TS que mientras la primera equivale a
una facultad para decidir con cierto margen de amplitud, pero
siempre conforme a los fines de la propia norma, la segunda sig-
nifica una actitud caprichosa o en todo caso ajurídica de los ór-
ganos administrativos, sin motivación respetable^.
90 Az. 2884. La Exposición de Motivos^de la LJCA, IV 3, dice
qué la discrecionalidad surge "cuando el ordenamiento jurídico
atribuye a un órgano competencia para apreciar, en un supuesto
dado, lo que sea de interés público".
91 No existen varias soluciones posibles, sino una única
solución justa.
^ Cfr. GARCfA PÉREZ, M. La utilización del dominio público
marítimo-terrestre. Estudio especial de la concesión demanial,
Marcial Pons, 1994, pp. 198-199.
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2. Concepto
Se ha dicho con razbn que el urbanismo es una realidad viva
del Derecho y que la potestad de planificación, residenciada en
la Administración pública, ha de responder a esa dinamicidad^.
De aquí la existencia de un "ius variandi" o derecho de cambio
por parte de la Administración%.
E1 "ius variandi", también denominado "ius modif icandi " o
"potestas variandi", es un poder jurídico de carácter alterador
que legitima el ejercicio de la revisión y modificación de los
Planes de Urbanismo y que se encuentra "ínsito en toda actuación
planificadora como elemento natural (S. TS de 18 de julio de
1988)^s, es "una prerrogativa inmanente a la naturaleza del pla-
^ Aspecto recogido por la jurisprudencia de nuestro Tribu-
nal Supremo: "... y ello porque el Derecho urbanístico participa
de la cualidad de dinamicidad" (Sentencia de 26 de mayo de 1982,
Az. 4139). En el mismo sentido se pronuncia una sentencia de 28
de junio de 1977 (Az. 3460).
^4 Cfr. SANZ-PASTOR Y PALOMEQUE, C. J. ,"Derechos de los pro-
pietarios ante la sucesión del planeamiento", REDA, núms. 40-41,
1984 , p. 158 . En el mismo sentido, aunque con otras palabras, PE-
RALES MADUEÑO, "El derecho de propiedad y los derechos adquiridos
ante la alteración de los Planes Parciales y Especiales", RDU,
ntim. 91, 1985, pp. 17 y ss. dice que "el Plan, a partir de una
realidad determinada, en la que entran elementos diversos como
población, infraestructura, equipamientos, circunstancias econó-
micas, etc., propone unos objetivos para cuyo cumplimiento ins-
trumenta una ordenación que supone clasificar suelo, asignarle
usos, programar acciones. La ejecución de las previsiones del
Plan y el cambio de las circunstancias que sirvieron de punto de
partida para su redacción son motivos objetivos que imponen la










neamiento" (S. TS de 27 de septiembre de 1988)%. Y que debe ser
entendido como el "remedio establecido en la Ley para que la Ad-
ministracibn, objetivando alteraciones reales en las referidas
circunstancias y condiciones determinantes de las precisiones,
realice aquellas modificaciones que impongan las nuevas necesida-
des urbanísticas creadas por la dinámica social en el transcurso
del tiempo" (S. TS de 26 de mayo de 1982)^.
E1 cambio de los objetivos diseñados por el planif icador a
partir de una realidad presente impone la necesidad de su reajus-
te. La Administración haciendo uso^de su poder innovativo puede
alterar las determinaciones del Plan que han quedado desfasadas
para conseguir la exigida equiparación ordenación del territorio-
realidad urbanistica.
En def initiva, la potestad administrativa de variar el pla-
neamiento o"ius variandi" debe ser concebida como la posibilidad
que el legislador atribuye a la Administración pública de reali-
zar, atendiendo a criterios objetivos y razonables, las modifi-
caciones que la nueva realidad urbanistica, fruto del progreso,
exija.
% Az. 7265.
^ Az. 4139. Vid. , también, las Ss. de 8 .de mayo de 1979 (Az.
2387) y 9 de diciembre de 1981 (Az. 5378).
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3. FundameIIto
El poder innovativo de la Administración encuentra su funda-
mento, por una parte, en la naturaleza normativa de los Planes,
y, por otra, en la necesidad imperiosa de adaptar la ordenación
urbanística a los cambios que experimente la realidad. Ambas cir-
cunstancias están íntimamente relacionadas entre sí, se comple-
mentan mutuamente. La dinamicidad característica del Plan obliga
a la necesidad insoslayable de adecuarlo a la realidad cambiante
y esta.posibilidad de adecuación es factible gracias al carácter
normativo inherente al Plan. Por consiguiente, una circunstancia
necesita de la otra.
En este sentido se ha pronunciado la doctrina^ cientifica
al decir que, congruentemente con la naturaleza normativa de los
Planes y los fines de ordenación que persiguen, se consagra su
mutabilidad.
La doctrina del Tribunal Supremo también es clara al respec-
to. Y asi, una sentencia de 25 de enero de 1983 se pronuncia como
sigue^:
"Una consecuencia de la naturaleza de la planificación ur-
98 GONZALE^Z PÉREZ, J., op. cit., p. 956. También, PERALES
MADUEÑO, F., E1 derecho de propiedad y los derechos adquiridos
ante la alteración de los Planes Parciales y Especiales", RDU,










banística, y de la planificación en general, en cuanto la
planificación es normación u ordenación, y ésta, aún par-
tiendo de una situación de presente, se proyecta hacia el
futuro, previendo las demandas que éste puede plantear, no
tanto inmediatas, sino de más largo alcance, lo que inevi-
tablemente requiere contar con una potestad pública, esto
es, con un poder capaz de producir innovaciones en toda
aquello que el inter^s pfiblico lo exija; poder que se tra-
duce en el ejercicio de un ius variandi".
También relativa a la fundamentación del "ius variandi" de
la Administración es una S. TS de 8 de marzo de 1994100 que exa-
mina las dos circunstancias que hacen viable la alteración del
planeamiento existente. Razona así el TS:
"... la naturaleza normativa de los Planes, en un sentido,
y la necesidad de adaptarlos a las exigencias cambiantes de
la realidad, en otro, justifican plenamente el "ius varian-
di" que en este ámbito se reconoce a la Administracibn"lol.
100 Az . 784 .
lo' Vid. las sentencias del mismo órgano jurisdiccional de 21
de diciembre de 1987 (Az. 9687), 23 de septiembre y 7 de no-
viembre de 1988 (Az. 7250 y 8783), 20 de marzo y 17 de junio de
1989 (Az. 2246 y 4732) , 30 de abril y 4 de mayo de 1990 (Az. 3627
y 3799) y 30 de enero de 1991 (Az. 614).
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^. Límites
A. Consideraciones generales
E1 artículo 3.2 del Texto Refundido de 26 de junio de 1992
atribuye al Plan el emplazamiento de los centros de producción
y residencia del modo conveniente para la mejor distribucibn de
la población; la división del territorio municipal en áreas de
suelo urbano, urbanizable, o apto para urbanizar, y no urbaniza-
ble, o clases equivalentes establecidas por la legislación auto-
nómica; el establecimiento de zonas de distinta utilización y la
f ij ación de las condiciones de las construcciones que han de rea-
lizarse en ellas; la formulación del trazado de las vías públicas
y medios de comunicación; el establecimiento del sistema de espa-
cios libres y zonas verdes; el emplazamiento y características
de los centros y servicios de interés públicos; la calif icacibn
de terrenos destinados a la construcción de viviendas sujetas a
algún régimen de protección pública; la limitación del uso del
suelo y las edif icaciones; y por último, la orientación de la
composición arquitectónica de las edificaciones y la regulacibn
de sus características estéticas.
^ A la hora de elegir los objetivos y de concretar sobre el
terreno las determinaciones que el Plan ha de establecer para los
distintos puntos antes indicados la Administración ha de elegir
la solución que estima idbnea o correcta. No existe un abanico
de soluciones entre las que poder elegir porque será sólo una la
a
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La Memoria, que preside la documentación integrante de los
Planes de Ordenación Urbana, es el documento en el que, a partir
de un estudio del territorio y de los problemas que en él, exis-
ten ha de justif icarse la solución elegida por ser la más justa,
la más acorde con el interés general. La Memoria integra la mo-
tivacibn del Plan, es decir, la exteriorización de las razones
que justifican el modelo territorial elegido.
Con este planteamiento, surge el interesante problema de la
determinacibn del alcance de la Memoria, es decir, si la misma
constituye auténtica prescripcibn, o, contrariamente, supone una
mera disposición de motivaciones. La memoria no puede ser con-
siderada como un vehículo portador de simples motivaciones subje-
tivas reveladoras del personal propósito del gestor, sino que
constituye la auténtica causa. Este documento goza de carácter
vinculante, pues son las motivaciones contenidas en el mismo las
que engendran la aprobación y consiguiente obligatoriedad del
Plan, de forma que la Administración no podrá apartarse del mode-
lo territorial en ella diseñado102.
En efecto, la Memoria no es un documento casual, "no es un
documento accidental que pueda existir o no, sino una exigencia
102 E1 primer pronunciamiento del TS que reconoce la vincu-
lación de la Administración Pública al contenido de la Memoria
es una S. de 16 de juno de 1977 (Az. 3502).
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insoslayable de la Ley"1°°. Y es que la profunda discrecionali-
dad del planeamiento que emana de la Administración "explica la
necesidad esencial de la memoria como elemento fundamental para
evitar la arbitrariedad" (S. TS de 9 de julio de 1991)10^. Su
importancia -dice una S. TS de 21 de septiembre de 1993105- es
manifiesta:
"A) Desde el punto de vista del interés pfiblico, porque
viene a asegurar que verdaderamente se va a hacer efectivo
en la realidad el modelo territorial justificadamente ele-
gido.
B) En el terreno de la garantía del ciudadano, porque con
la Memoria podrá conocer la motivación de las determinacio-
nes del Plan y por tanto ejercitar con el adecuado funda-
mento el derecho a la tutela judicial efectiva con lo que,
además pondrá en marcha el control judicial de la Adminis-
tración..., que demanda también el interés público".
Es más, los particulares tienen derecho a conocer las razo-
nes que llevaron al autor del Plan a la adopción de una determi-
nada solución, para poder, en su caso, rebat^ir la argumentación
.•









aducida en favor de la solución adoptada10ó.
Ahora bien, no sólo se exige la motivación de la redacción
inicial del Plan, sino también de las modificaciones que se in-
troduzcan a lo largo de la tramitación del planeamiento107, te-
sis que debe ser tenida en cuenta en las modif icaciones introdu-
cidas por las Comunidades Autbnomas en el momento de la aproba-
ción definitiva. Y todo ello, por el motivo aludido de limitación
de la discrecionalidad.
B. Los estandares urbanísticos y las normas de aplicacibn directa
a) Los estándares urbanísticos108
106 Como no podía ser menos la objetividad debe ser criterio
rector de la decisión adoptada por la Administración. La objeti-
vidad, en palabras de MORELL OCAÑA, L., "E1 principio de objeti-
vidad.en la actuación de la Administracibn pública", en La pro-
tección jurídica del ciudadano. Procedimiento administrativo y
garantía jurisdiccional, Homenaje al Profesor González Pérez, Ci-
vitas, Madrid, 1993, tomo I, p. 147: "es un término juridicamente
acuñado desde la ética. A1 incorporarse al derecho positivo, una
actuación carente de objetividad no queda en una mera transgre-
sión ética, sino que cosntituye, además, una conducta antijurídi-
ca. En el lenquaje ordinario, la objetividad expresa una postura
personal o institucional opuesta a cualquier tipo de subjetivis-
mo... A nuestros efectos, objetividad es, pues, cualidad que de-
f ine la actitud de quien constata y afirma o dedice, pendiente
casi exclusivamente de los datos que componen una situación y de
las reglas que la regulan". .
107 Una S. de 13 de febrero de 1992 (Az. 2828) dispone en su
considerando tercero: "... será también claro que las modifica-
ciones que a lo largo de la tramitación del planeamiento vaya su-
friendo su texto habrán de ser asimismo motivadas, pues estas
nuevas determinaciones no estaban justificadas en la Memoria -S.
^ de 25 de abril y 9 de julio de 1991-".
10^ Vid. LARIOS TABUENCA, F. ,"Los "standars" urbanísticos en
cincuenta años de legislación (1924-1974)", REVL, núm. 185, 1975.
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La Ley de 1956, caracterizada por la ausencia de condicio-
namientos legales a la función planif icadora109, ponía a dispo-
sición de la Administración una gran libertad respecto de la con-
figuración o delimitación del derecho de propiedad. ^
Ahora bien, esta situaciĉn cambió considerablemente con el
Texto Refundido de 1976110, y se mantiene en el Texto Refundido
de 1992,^ al introducir criterios legales de fondo que debían ser
seguidos forzosamente por el Planlll. La Ley redujo la discre-
cionalidad de que goza la Administración introduciendo condicio-
namientos a las previsiones del Plan, condicionamientos que re-
109 FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R. , Manual de Derecho. .., cit. , p.
45, se pronuncia en el mismo sentido al aseverar que "la Ley de
1956 dejaba en completa libertad al planificador para establecer
la ordenacibn concreta que estimara más conveniente. La remisión
de la Ley a los Planes operaba, pues, pura y si^mplemente sin
ningún condicionamiento". Por su parte GARCIA DE ENTERRIA, E. y
PAREJO ALFONSO, L., op. cit., p. 199: "En efecto la Ley.urba-
nística de 1956 solo establecía un finico estándar urbanístico:
la proporción, mínima del 10 por 100 de la superficie ordenada
por el plan para parques^y jardines pfiblicos, prevista en el ar-
ticulo 3'.i.g). Como consécuencia de ello, la discrecionalidad
de la potestad de planeamiento era, en la Ley de 1956, prácti-
camente ilimitada".
^lo Pues como dice FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., Ibidem, "la
experiencia de veinte años mostró los grandes inconvenientes que
de tal postura se derivaban y movió al legislador a rectif icarla
introduciendo en el propio texto legal unos determinados crite-
rios materiales de ordenación que los planes -generales y parcia-
les sustancialmente- están obligados a respetar en todo caso".
lil Tal y como dicen GARCIA DE ENTERRIA, E. y PAREJO ALFONSO,
L., op. cit., p. 200, "la Ley 19/1975, de 2 de mayo, sobre Re-
forma de la Ley del Suelo, afronta decididamente la situación
descrita y adopta para su superación un doble criterio: la incor-
poración a la ordenación urbanística de las determinaciones lega-
les sectoriales sobre utilización del suelo con lo que, de este
modo, tales determinaciones pasan a tener el carácter de estánda-
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cibían y reciben la denominacibn112 de estándares urbanísti-
COS113 ^
llz Por su parte, CARCELLER FERNANDEZ, A., Instituciones de
derecho urbanístico, Montecorvo, Madrid, 1992, 5$ ed., pp. 142,
dice que son "las determinaciones establecidas por las normas,
legales o reglamentarias, generalmente mediante indices numéri-
cos, que, sin ser de aplicación directa, introducen criterios
de obligatoria observancia en la elaboración y aprobación de los
instrumentos de planeamiento urbanístico, en relacibn con la re-
serva de suelo para sistemas y dotaciones, de forma que la cali-
f icacibn de los terrenos sólo resultará validamente establecida
si se ajusta a dichas determinaciones." Para, FERNANDEZ RODRI-
GUEZ, T.R., Manual de Derecho..., cit., p. 46,."son los límites
a la potestad de planeamiento reconocida a la Administración, cu-
ya infraccibn determina la nulidad de planeamiento al que afec-
tan." Finalmente, para GARCIA DE ENTERRIA, E. Y PAREJO ALFONSO,
L., op. cit., p. 201, son "aquellas determinaciones materiales
de ordenación establecidas por la Ley no con el objeto de regula
directamente el uso del suelo y de las construcciones, sino con
la f inalidad específ ica de establecer criterios de fondo a ob-
servar obligatoriamente por el planeamiento urbanístico. En con-
secuencia, continúan diciendo, los estándares urbanisticos no
constituyen preceptos legales de aplicación directa, sino man-
datos legales al planif icador, que reducen el ámbito de discre-
cionalidad otorgado a éste para la fijación de las opciones mate-
riales de ordenación por virtud de la remisión normativa que ope-
ra la Ley del Suelo al planeamiento para la integración de la or-
denación urbanística".
113 Para LEAL MALDONADO, J. y RIOS IVARS, J. , Los espacios
colectivos en 1a ciudad, MOPU, Madrid, 1988, los estándares urba-
nísticos no son otra cosa que "indicadores de necesidades que se
establecen en función de ciertos aspectos medibles del espacio
urbano". En términos generales, continúan diciendo, "el estandar
es fundamentalmente una medida comparativa, pero no un valor ab-
soluto de las necesidades en materia de consumo colectivo". Si-
guiendo a MUÑOZ MACHADO, S. , Tratado de Derecho. .. cit. , p. 1746,
pueden ser def inidos como "los condicionamientos o criterios le-
gales de fondo que tienden a uniformar, para supuestos iguales,
las determinaciones del plan". Cfr. VIRGA, P., Diritto ammnis-
trativo, Giuffré, Milano, 1989, 2^ ed., p. 587: "Con la defini-
zione di standars (perché standars significa letteralmente "li-
vello ottimale"), vengono indicati i limiti inderogabili e i
rapporti percentuali, che i comuni debbono osservare, quando pre-
dispongo la formaziones di nuovi strumenti urabanistici overo la
reyisiones di quelli precedentemente vigente".
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La Ley distingue entre los estándares"a que deben incluir-
se en los Planes Generales y los que deben integrarse en los Pla-
nes Parciales.
a) Los Planes Generales Municipales de Ordenación deberán
contener entre sus determinaciones las relativas a los espacios
libres destinados a parques y zonas verdes, en proporción no in-
ferior a c^inco metros cuadrados por habitante (artículos 72.2.d)
del TR/92 y 19.1.b) del RP)lls.
b) Los Planes Parciales deberán incluir entre sus determina-
1óciones :
lla Como se verá, la Ley señala los criterios mínimos que han
de tenerse en cuenta. Ahora bien, el hecho de que tengan tal ca-
récter no autoriza a que el planif icador los pueda elevar injus-
tificadamente. La proporcionalidad ha de ser siempre el criterio
rector. En este sentido, veamos que dice el TS: "Que en cuanto
a la imputación de exceso de dotaciones para equipamientos hay
que decir que la Ley señala estándares mínimos, debiendo asegu-
rarse el uso racional del suelo en cuanto al mantenimiento de
una densidad adecuada al bienestar de la población y, por ello,
las dotaciones habrán de ser proporcionadas a las necesidades
públicas, etc., signif icando tan sólo el tcpe minimo legal un
límite frente a los poderes planificadores de la Administración;
por ello no se observa extralimitación alguna ya que este tema
exige un estudio global, esto es, que la calificación del equi-
pamiento ha de referirse al total del servicio contemplado en
el Plan como de ámbito territorial metropolitano y no de un sólo
sector y desde esta perspectiva lo pragramado encuentre sobrada
explicación y justif icacion en la Memoria y demás documentos del
Plan".
"s Se corresponde al apartado b) del artículo 12.1 del TR/76
que era de idéntico tenor literal que el actual a excepción de
la referencia a"centros públicos" que desaparece.
116 E1 texto de la Exposición de Motivos de la Ley 19/1975,
de 2 de mayo, en lo que ahora importa es.del siguiente tenor:
"Por primera vez se señalan con carácter general y con una for-
mulación adecuada las dotaciones mínimas para parques y jardines
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- Reserva de terrenos para parques y jardines, zonas depor-
tivas y de recreo y expansión, en proporción adecuada a las nece-
sidades colectivas"', siendo que, la superficie destinada a di-
chas reservas será como mínimo de 18 metros cuadrados por vivien-
da o por cada 100 metros cuadrados de edif icación residencial si
no se hubiera fijado expresamente el número de viviendas que se
pudieran construir. Esta reserva no podrá ser inferior al 10 por
100 de la total superficie ordenada, cualquiera que sea el uso
a que se destinen los terrenos y la edif icación, y habrá de es-
tablecerse con independencia de las superf icies destinadas en el
Plan General a espacios libres o zonas verdes para parques urba-
nos públicos (Articulos 83.2.c) del TR/92 y 45.i.c) y 49 del
RP )18
aparcamientos. El establecimiento con carácter general de estas
dotaciones no agota su virtualidad en garantizar ese minimo equi-
po colectivo, sino que condiciona en buena medida la edif icabi-
lidad máxima. En punto a reserva de suelo con fines culturales
y educativos se asumen como propias de la política urbanística
y con el máximo rango normativo las exigencias derivadas de la
Ley General de Educacibn".
"' Las necesidades, según LEAL MALDONADO, J. y RIOS IVARS,
J., op. cit., pueden establecerse de la siguiente manera: Necesi-
dades de formación, que serían aquellas ligadas a la reproducción
ampliada de la fuerza de trabajo y que se concretarían especial-
mente en la capacitación para insertarse en el sistema productivo
de forma adecuada a sus exigencias; necesidades sanitarias; estas
son las que están directamente ligadas a la reproducciĉn corporal
de la fuerza de trabajo en sentido inmediato o en un sentido más
amplio que incluiría tambi^n a los qrupos marginales que no ^se
insertan en el apartado produ ĉtivo; necesidades de socialización,
imprescindibles para establecer la red de relaciones sociales a
partir de la cual se estructura la propia sociedad. Aquí entra
el ocio, la cultura, el deporte, ligados también a la repro-
ducción de la fuerza del trabajo de manera más amplia.
18 Se corresponde a la letra b) del articulo 13 . 2 del TR/76 ^. ^^
La redacción actual añade "las superf icies minimas señaladas en
este apartado deberán se de dominio y uso público" y no se recoge
"urbanos públicos".
65
Modificación y Revísíón de Planes
- Reserva de terrenos para centros culturales y docentes en
la proporcibn minima de 10 metros cuadrados por vivienda o por
cada 100 metros de edif icación residencial si no se hubiere de-
terminado expresamente el número de.viviendas que se pudieran
construir, agrupados según los módulos necesarios para formar
unidades escolares completas (Artículos 83.2.d) del TR/92 y 45.d)
y 50 del RP)119.
- Previsión de aparcamientos en la proporción mínima de una
plaza por cada cien metros cuadrados de edificación (Artículos
83.2.f) del TR/92 meritado y 45.i.f) del RP)12o.
- Previsión de una densidad que no podrá ser superior a 75
viviendas por hectárea; en casos excepcionales el órgano compe-
tente de la respectia Comunidad Autónoma podrá autorizar densi-
dades de hasta 100 viviendas por hectárea (Artículos 83.4 del
TR/ 9 2 y 10 0 de 1 RP ) 121.
Siendo el estándar urbanístico una técnica de reducción de
la discrecionalidad propia de la potestad de planeamiento a
través de la fijación de unas reglas de fondo de caracter mínimo
o máximo, que actúan como verdaderos limites legales a aquella
'19'Tiene su antecedente inmediato en la letra c) del arti-
culo 13.2 del TR/76.
120 Se corresponde a la letra e) del artículo 13.2 del TR/76.
12' E1 Texto Refundido de 1976 recogía esta previsión en el
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potestad y, por tanto, de las respectivas competencias asiqnadas
a los distintos brganos, su incumplimiento implica una manif iesta
infraccibn de una norma con rango formal de Leyl^.
E1 estándar constituye un mandato directo a los órganos de
la Administración urbanística titulares de la potestad de ordena-
ción. De ahí que la inobservancia del estándar determine la con-
currencia, en los actos de aprobación del planeamiento en que
aquella inobserváncia se consagre, de un vicio determinante de
su nulidad.
b) Las normas de aplicación directa
E1 articulo 45 de la CE dispone:
"1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambien-
te adecuado para el desarollo de la persona, así como el
deber de conservarlo. 2. Los poderes públicos velarán por
la utilización racional de todos los recursos naturales,
con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y
defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva. 3. Para quienes violen
lo dispues^o en el apartado anterior, en los términos que
la ley f ije se establecerán sanciones penales o, en su
caso, administrativas, así como la obligacibn de reparar
1^ Vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. , y PAREJO ALFONSO, L. , op.
cit., p. 220.
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el daño causadoj1^.
Por su parte, el artfculo 46 del mismo Texto legal dispone:
"Los poderes públicos garantizarán la conservación y promo-
verán el enriquecimiento del patrimonio histbrico, cultural
y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo
integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titu-
laridad. La ley penal sancionará los atentados contra ese
patrimonio".
1^ ESCRIBANO COLLADO, P., y LbPEZ GONZÁLEZ, J.I., "E1 medio
ambiente como funcibn administrativa", REDA, núm. 26, 1980, p.
374, señalan como formas de protección del medio ambiente las que
a continuación se relacionan: a) La absoluta preferencia de las
acciones preventivas o reparadoras sobre las represivas; b) La
necesidad de coordinar los distintos tipos de actuación en rela-
ción con la utilización de cada recurso; b) La necesidad de se-
leccionar de entre las medidas susceptibles de ser aplicadas a
la protección de un recurso natural la más adecuada, aunque ello
suponga una mayor restricción en el uso por parte de la colecti-
vidad o de su propietario; d) La prioridad de las medidas orde-
nadoras de la utilización de los recursos, con especial referen-
cia a la planif icación, con vistas a asegurar un control obj etivo
a los aprovechamientos concretos que se efectúen; e) La necesidad
de someter a los propios brganos de la Administración pública en
el ejercicio de sus competencias a las medidas de conservación-
restauración del medio ambiente en vigor; f) La convivencia de
articular un sistema de apoyo financiero a la iniciativa privada
que se comprometa a colaborar en los plaens de conservación-res-
tauración del medio ambiente, así como establecer un régimen de
sustitución pública o de ejecución subsidiaria para el es^ableci-
miento de aquellas medidas correctoras que sean necesarias para
el ejercicio de actividades privadas; g) La conveniencia de aña-
dir a las prohibiciones legales medidas de tipo disuasorio, espe-
cialmente fiscales, pudiendo crear un fondo especialmente afecto
a la financiación de actuacioanes de defensa de los recursos di-
rectamente afectados. Vid. BASSOLS COMA, M., "Derecho Urbanístico
y Medio Ambiente", RDU, nfim. 71, 1981, pp. 15 y ss; GONZÁLEZ-BE-
RENGUER URRUTIA, J.L, "El medio ambiente. Un condiĉionante del
planeamiento urbanístico, deficientemente regulado", RDU, núm.
108, 1988, pp. 37 y ss; MORELL OCAÑA, L., "Reflexiones sobre la









La Ley del Suelo contiene algunas normas de directa aplica-
cibn que cumplen el objetivo señalado en el Texto Constitucio-
nal'^, normas éstas que serán aplicadas exista o no Plan, y que,
por lo tanto prevalecen sobre las nórmas de éste'^. En concreto
el contenido de estas normas es el que se expone a continuación:
- Las construcciones en lugares inmediatos o que formen
parte de un grupo de edif icios de carácter artístico, histbrico,
arqueológico, típico o tradicional habrán de armonizar con el
mismo, o cuando, sin existir conjuntos de edificios, hubiera
alguno de gran importancia o calidad de los caracteres indicados
(Artículo 138.1 del TR/92)^^.
- En los lugares de paisaje abierto y natural, sea rural o
marítimo, o en las perspectivas que ofrezcan los conjuntos urba-
nos de características histórico-artísticas, típicos o tradicio-
nales y en las inmediaciones de las carreteras y caminos de tra-
yecto pintoresco, no se permitirá que la situación, masa, altura
de los edificios, muros y cierres o la instalación de otros ele-
mentos, limite el campo visual para contemplar las bellezas na-
^u La Ley de 1975 dio un importante paso en materia de medio
ambiente al incorporarlo en su Texto (artículo 73) como un dere-
^cho que debía ser objeto de especial protección.
1^ Vid. FERNÁNDEZ RODR^GUEZ, T.R., Manual de Derecho...,
cit., p. 48.
'^ Esta norma es de aplicación supletoria en las Comunidades
Autónomas. .
E1 texto actual recoge íntegramente lo que establecía el
artículo 73 del TR/76.
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turales, romper la armonía del paisaje o desf igurar la perspec-
tiva propia del mismo (Artículo 138.b)del TR/92)'^.
- Por último, las normas directas concernientes a las altu-
ras, mientras no exista Plan o norma urbanística que lo autorice
no podrá edif icarse con una altura superior a tres plantas medi-
das en cada punto del terreno, sin per juicio de las demás limita-
ciones que sean aplicables. Cuando se trate de solares enclavados
en núcleos o manzanas edificados en más de dos terceras partes,
los Ayuntamientos podrán autorizar alturas que alcancen la me-
dia128 de los edif icios ya construidos (Articulo 74 TR/ 92 )'^.
'^ E1 texto actual recoge integramente lo que establecía el
artículo 73 del TR/76.
128 ARROYO GARCgA, J. et al. , op. cit. , p. 586 determinan que
debe entenderse por altura media: La altura media (Am) autorizada
resultará de aplicar una operación aritmética, en que el número
de plantas de cada uno de los edificios situados en un tramo de
calle entre dos adyacentes o paralelas seguidas (NP) ha de
multiplicarse por la loqitud de la fachada (Lf), para dividir a
continuación el resultado total derivado de la suma de los





1^ El texto actual incorpora, con total identidad, este
precepto. Para que los presupuestos de aplicación directa del ar-
tículo 139 de la vigente Ley del Suelo puedan aplicarse es nece-
sario que concurran las circunstancias que se exponen a conti-
nuación: 1. Que no exista Plan. 2. Que no existiendo Plan, las
Normas Urbanisticas existentes no autoricen otra altura. Ahora
bien, aun cuando tampoco existan éstas, pude ser que si existan
ordenanzas de la edificación que determinen normas sobre altura
de los edificios que determinen normas sobre altura de los edi-
ficios, en cuyo caso habrá de estar a éstas, no siendo suscep-
tible de aplicacibn el artículo 139.
En otro orden de cosas, hemos de referirnos al cómputo del
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Por su parte, en el ámbito autonómico, la Ley il/1985, de
22 de agosto, de adaptación de la Ley del Suelo a Galicia, en su
articulo 24.1, al referirse a las normas de aplicación directa
establece:
^"En defecto de Plan o normas urbanísticas que lo autorice,
en los terrenos enclavados en suelos o manzanas edificados
en más de sus dos terceras partes, no se podrá edif icar con
una altura superior a la media de las edif icaciones ya
construidas y sin superar, en todo caso, las tres plantas
medidas en cada punto del terreno.
En los demás supuestos, la altura de las edif icaciones no
superará las dos plantas medidas del mismo modo. Todo ello
sin perjuicio de las demás limitaciones que le sean aplica-
bles".
La Ley gallega establece la misma previsibn que la Ley esta-
•
tal cuando se trata de solares enclavados en núcleos o manzanas
regirá "en cada punto del término". En este sentido hemos de
traer a colación el artículo 99.1 del RP que dice que "no podrá
exceder de las tres plantas en todas y cada una de las rasantes
del terreno en contacto con la edificacibn". Por otra parte,
cualquiera que sea la altura de las plantas y el destino de cada
una, sólo se autorizarán tres. Y, por último, en el cómputo se
incluirán la planta baja, las plantas retranqueadas, los áticos
y los semisótanos que sobresalqan más de un metro en cualquiera
de las rasantes del terreno en contacto con la edif icación.
Finalmente, conviene resaltar que la regla contenida en el
párrafo primero del artículo 139 no es aplicable cuando se edif i-
que en "solares enclavados en núcleos o manzanas edificados en
más de sus dos terceras partes".
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edif icados en más de sus dos terceras partes . Sin embargo, en los
demás supuestos la limitación no es la misma: según la legisla-
ción estatal no podrá edificarse con una altura superior a tres
plantas medidas en cada punto del terreno, mientras que por dis-
posición de la Ley gallega la altura de las edificaciones no su-
perará las dos plantas medidas del mismo modo.
Especialmente signif icativo en la materia es el Anexo II de
la Resolución de la Consejería de Ordenación del Territorio y
Medio Ambiente de La Rioja, de 28 de junio de 1988, sobre normas
urbanísticas regionales que en sus artfculos 21 a 24 requla la
altura de los edificios y dedica los preceptos 25 a 27 a la regu-
lación de la altura de las plantas.
Finalmente, hay que dejar constancia de la existencia de
otras normas legales que habrán de tenerse en cuenta en el mo-
mento de elaborar el planeamiento, dado que se trata de legis-
lación de obligada observancia y aplicación. Sin ánimo de agotar
los ejemplos, se pueden citar la Ley del Patrimonio Historico Es-
pañol de 25 de junio de 1985 y la más reciente de Conservación
de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres de 27
de marzo de 1989, así como las diversas leyes autonómicas que
completan ésta. También la Ley 16./1987, de 30 de julio, de orde-










C. E1 interés pt^blico urbanístico130
La "potestas variandi" de la Administración, como toda po-
testad administrativa tiene como elemento teleológico el interés
genera1131. En nuestro caso el "interés público urbanístico"132.
Clara y rotunda es en este sentido la Exposicibn de Motivos de
la Ley del Suelo de 1975, que en lo que ahora importa es del
siguiente tenor:
13° Cfr. SAINZ MORENO, F. ,"Reducción de la discrecionalidad:
el interés pf^blico como concepto juridico", REDA, núm. 8, 1976,
p. 71, dice: "la noción de interés público aparece en el Derecho
pt^blico cumpliendo una triple misión: a) es uno de los criterios
que inspira la interpretación y aplicación de sus normas..." Vid.
del mismo autor su artfculo títulado "Sobre el interés pfiblico
y la legalidad administrativa", RAP, núm. 82, 1977, p. 439. NIE-
TO, A., "La Administración sirve con objetividad los intereses
generales", en Estudios sobre la Constituci8n Española, Homenaje
al Profesor García De Enterría, ^Civitas, Madrid, 1991, tomo III,
pp. 2244-2245, se refiere al interés general como elemento de
control de interpretacibn de la norma. _
131 Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R., op. cit., p. 139.
En palabras del TS, sentencia de 11 de diciembre de 1984^
(Az. 6673), el interés qeneral es un valor superior que "debe
estimarse legalmente realizado mientras no se demuestre de manera
amplia y concluyente que la variación normativa no se corresponde
con alguno de los fines o funciones en atención a los cuales se
atribuye a la Administración las competencias de planeamiento
urbanísticas que señala, con carácter enunciativo, el artículo
3 del repetido texto y, entre ellos, el de provocar que el suelo
se utilice en congruencia con la utilidad pública y la funcibn
social de la propiedad...". Vid. las sentencias TS de 24 de mayo
de 1982 (Az 3072), 3 de junio de 1985 (A2. 3196), 24 de febrero
de.1987 (Az. 3363), 30 de mayo de 1988 (Az. 3976).
132 Vid. una sentencia TS de 31 de julio de 1990 (Az. 6831):
"La apreciación de lo que es de interés público queda dibujado
en un Plan... E1 plan, pues, determina lo que en cada supuesto
es de interés público para el urbanismo". Vid. una sentencia TS
de 29 de noviembre de 1989 (Az. 8371): "Una de las característi-
cas fundamentales del sistema planif icador establecido en las Le-
yes de Rég imen de l Sue lo y Ordenac ión Urbana de 19 5 6 y 19 7 5, con-
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"... cualquier modificación de la ordenación aprobada sblo
podrá tener lugar por ra2ones de interés pt^blico y mediante
los trámites y formalidades establecidas con carácter gene-
ral".
Que se entiende por interés general ha sido una cuestión am-
pliamente debatida. La presencia en nuestro Derecho de diferentes
Administraciones Públicas, cuyo grado de articulación no siempre
ha sido el deseable, nos ha llevado a considerar la existencia
de múltiples intereses generales, que, si desde el punto de vista
de las Administraciones Públicas son explicables, se convierten
para el administrado en resoluciones dispares, multiplicidad de
procedimientos y, generalmente, inseguridad juridica. En los úl-
timos tiempos desde diversos sectores doctrinales se lucha por
recuperar la unidad de la noción de interés general, la cual exi-
girá, en el seno de nuestro Estado compuesto, la debida articula-
cibn de las distintas Administraciones133.
El verdadero sentido de la cláusula del interés general hay
que buscarlo poniendo en conexibn los artículos 103.1 y 106.1 del
Texto Consitucional. Efectivamente, la Consitución dispone que
la Administracibn "sirve los intereses generales con objetividad
y sometimiento pleno a la Ley y al Derecho", al tiempo que prevé
la posibilidad de que los Tribunales controlen^la "legalidad de
la actuación administrativa", así como su sometimiento a los
f ines que la justif ican.








La actividad administrativa es legal cuando se adecúa a la
noción de interés público. La legalidad de la acción administra-
tiva depende de su conformidad con e1 Derecho1^.
Además, conviene dejar claro que, los intereses públicos son
los intereses de todos, no la suma de intereses individuales, si-
no un conjunto homogéneo de ellos (son distintos el interés pú-
blico y el de grupo; éste, en def initiva, se concreta en la suma
de los individuales)13s. Interés público es sinbnimo de interes
de la comunidad, no pudiendo ser confundido con interés de grupo,
pues éste no es otra cosa que la suma de intereses particulares.
Los intereses generales deben prevalecer sobre los intereses
particulares'^. Este predominio se pone de manif iesto en un su-
puesto concreto que ha sido obj eto de estudio por la j urispruden-
cia de nuestro Tribunal Supremo. Se trata de una sentencia de 30
1^ Vid. SAINZ MORENO, F., Sobre el interés público y la le-
galidad administrativa", RAP, núm.. 82, 1977, p. 439. MOZO SEOANE,
F., La discrecionalidad de la Administración pública en Espa^Ia,
Montecorvo, Madrid, 1985, pp. 340-353 y 401-417, estima que el
interés público es apreciado en cada caso por la Administracibn
de modo discrecional. La norma autoriza a la Administración a
conformar el interés general en el caso concreto.
13s Cfr. GARCÍA-TREVIJANO FOS, J.A., op. cit., p. 415. ^
1^ Dice el TS en una S. de 13 de febrero de 1992 (Az . 2828 ).
"el plan, ... dibuja el modelo territorial que se entiende, den-
tro de lo hacedero, más adecuado para el desarrollo, de la perso-
nalidad y la convivencia. Corresponde a la Administración, con
una intensa participación ciudadana para asegurar su legitimación.__
democrática, el trazado de dicho modelo atendiendo a las exiqen=^^^
cias del interés público: la ciudad es de todos y por tanto es
el interés de la comunidad y no el de unos pocos, los propieta-
rios del suelo, el que ha de determinar su conf iguración".
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de mayo de 1988137. E1 tema debatido es la impugnación de un
acuerdo que aprobó definitivamente la modif icacibn de un Plan
Parcial en cuanto al extremo de la nueva alineaciĉn que con ello
se hace de un camino o calle, al estimar los propietarios de
dos inmuebles enclavados en la zona -edificios ntimeros 46 y 3-,
que se vulneran con ello sus derechos. Conviene diferenciar las
alegaciones que cada uno de los recurrentes formulan en apoyo de
su oposición a la referida aprobaci ĉn def initiva.
Por su parte, los del inmueble señalado con el número 46
alegan que la alineación cuestionada se ha proyectado atendiendo
especialmente a intereses del otro particular, perjudicando con
ello indebidamente a su propia finca. Y así, consideran que la
alineacibn, al invadir parte de la zona ajardinada del inmueble
baj o la cual se encuentran plazas de un garaj e comunitario, y en-
caj onar con ello la entrada del edif icio, origina una devaluación
de la apreciación de las viviendas. Y que ello es debido a haber-
se primado los intereses de otros particulares -también recurren-
tes-, siendo los de ellos más relevantes desde el punto de vista
económico y urbanfstico.
Por otra parte, los otros recurrentes alegan que no se pue-
den tener en cuenta los intereses de la casa número 46 al no ha-
ber observado los constructores de ésta, de reciente terminación,
la normativa urbanística aplicable, no realizando las semicalles
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se sacrifica un conjunto urbanístico de 60 años que supone un vá-
lido intento de construcción de conjuntos urbanísticos humanos
y habituales, suponiendo ello también un riesgo para la estructu-
ra de la casa número 3, dada su antiguedad, por el recorte y
corrimiento del muro.
Pues bien, la Audiencia acogiendo como motivo la prevalencia
de la bfisqueda del mejor servicio al bien comúni3g, desestimó los
recursos contencioso-administrativos interpuestos. Promovida
apelación por los recurrentes, el Tribunal Supremo, aceptando los
considerandos de la sentencia impugnada, la desestimó, confirman-
do aquélla.
Lo que nos importa destacar de la sentencia es^la prevalen-
cia del interés general sobre el particular139, por lo que e^cpo-
138 Los derechos e intereses particulares ceden frecuentemen-
te ante el ius variandi, "ya que, en cualquier caso, el planifi-
cador ha de considerar a éste interés general predominante frente
a aquél que, en consecuencia, ha de claudicar" ( S. TS de 7 de oc-
tubre de 1989, Az. 7332).
139 Hace algt^n tiempo, el 29 de octubre de 1982 (Az . 6452 ),
el Tribunal Supremo pronunciaba estas palabras: "Si todo plan,
cualquiera que fuere su modalidad provoca situaciones conflicti-
vas entre el interés público y los derechos e intereses econbmi-
cos de los administrados, es evidente que en la solución de tales
situaciones neĉesariamente se ha de tener en cuenta en la satis-
facción lo que eñ una escala valorativa de interés ocupa, por su
condición de público, ranqo preponderante; o dicho en otros tér-
minos, que en la ordenacibn urbanística de un área territorial,
no es su planeamiento al que corresponde ser afectado y condi-
cionado por los derechos e intereses de los particulares, sino
que son éstos los a sacrificar cuando así lo demanda el interés
público, al cual sirve de planeamiento, sin omitir, claro está,
buscar entre las determinaciones normativas que lo regulan un
equilibrio de justicia, quelleve la adecuada compensación para




nemos a continuacibn la argumentación de la Audiencia para llegar
a tal conclusión:
"... moviéndose la decisión recurrida, ..., en el campo de
la discrecionalidad, el finico motivo determinante de nuli-
dad de ella serfa que hubiese incidido en arbitrariedad, no
ateniéndose a las exigencias propias de la dinámica urba-
nfstica, apareciendo la decisión como caprichosa o gratui-
ta, o que, aun no siendo así, vulnerase apreciables intere-
ses particulares en un grado tal que ello resulte despro-
porcionado con el fin de utilidad común que la Administra-
ción debe observ.ar por imperativo supremo de sujeción en su
actuar a sus propios fines justificativos^y por requerirlo
así la concreta actuación que se pretende ejecutar, lo cual
aqui en modo alguno vemos que suceda. Pues las contrapues-
tas y particulares razones que cada demandante alega y que
en esencia consisten en el sacrif icio de terrenos pertene-
cientes al otro inmueble para salvaguardar el propio, en
modo alguno pueden prevalecer contra el fin primordial del
mejor servicio al bien común que con la alineación recurri-
da se procura, cuando por lo demás, las limitaciones que
con elló se imponen a las respectivas fincas no son ex-
traordinarias, ni cuantitativas ni cualitativamente, y no
se ve desde luego que puedan comportar las consecuencias
catastróficas que los interesados proclaman".
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Puede verse una sentencia del TS de 29 de octubre de 19821a°,
referente a la procedencia de sacrif icar, cuando así lo demande
el interés público, los derechos e intereses de los particulares.
Dice el TS:
"Si todo Plan, cualquiera que fuere su modalidad, provoca
situaciones conflictivas entre el interés público y los de-
rechos e intereses económicos de los administrados, es evi-
dente que en la solución de tales situaciones necesariamen-
te se ha de tener en cuenta en la satisfacción lo que en
una escala valorativa de intereses ocupa, por su condición
de público, rango preponderante".
Pero, el que la regla general sea la prevalencia del interés
público no es óbice para que pueda manifestarse la ponderación
de intereses. Así sucede en nuestra jurisprudencia, que ha mane-
jado la idea de equilibrio de justicia dentro de una escala valo-
rativa de intereseslal. Es el caso de la sentencia ya citada de
29 de agosto de 1982 que dice:
"... sin omitir, claro está, buscar entre las determinacio-
nes normativas que lo regulan un equilibrio de justicia que
lleve la adecuada compensación para los intereses particu-
lares afectados". ^
la° Az . 6453 .
lal Vid. DE VICENTE DOMINGO, R., op. cit., p. 148.
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Es, incluso, posible llegar a dar prevalencia a los particu-
lares cuando los perjuicios que se les causan no resultan justi-
f icados, lo que nos aproxima al principio de proporcionalidad.
En una sentencia del TS de 16 de junio de 198614Z, unos particu-
lares exiqían la anulación de una modificación del Plan Parcial
del Ensanche de Bilbao en el entorno del campo de futbol de San
Mamés y de la Feria de Muestras, por considerar que originaba un
detrimento en su propiedad. La Administración pretendfa mejorar
dicho entorno con vistas a la celebración del Campeonato Mundial
de Futbol de 1982 rectificando alineaciones y perfiles de la edi-
ficacibn, introduciendo nuevas determinaciones de trazado viario
y construyendo nuevos accesos a una plaza pública, perjudicando
con ello la propiedad del resto de suelo afectado por la modifi-
cación. El TS estimó el recurso de los demandantes, acordando
anular la pretendida modificación. La fundamentación principal
del tribunal se basó en:
"E1 ius variandi de la Administración,..., no está legi-
timado cuando con su ejercicio se atienden los intereses
particulares de algtui o algunos administrados, aunque la
actividad de estos se proyecte sobre el conjunto de la co-
munidad con notoria incidencia en su vida social, si con
e11o. se causan perjuicios a los intereses de terceros que
dimanen del planeamiento preexistente; o de una realidad
urbansstica consolidada...".
ia2 Az . 3 614 .
•
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En esta materia también se ha pronunciado la doctrina. Algún
autor143, ha afirmado que puesto que la potestad de planeamiento
atiende a la finalidad de establecer la ordenacibn urbanística
más adecuada a las exigencias del interés general, no será posi-
ble que los derechos de los particulares puedan impedir que se
trace el modelo territorial pretendido: la ciudad es de todos y,
por tanto, es el interés de la comunidad y no el de unos pocos,
los propietarios del suelo, el que ha de determinar su conf igura-
cibn. Ello con independencia de que, como es lbgico, el sacrifi-
cio de los derechos derivados de una ordenación anterior o de un
convenio con la Administracibn haya de dar lugar a la procedente
indemnización.
D. E1 "ius variandi" de la Administración no encuentra límites
en los derechos adquiridos al amparo del planeamiento anterior
La duda que se suscita es si la potestad innovadora de la
Administración se encuentra limitada por los derechos que los
propietarios han adquirido al amparo de la ordenación que se pre-
tende alterar. En otras palabras, si los derechos consolidados
por los propietarios del suelo constituyen un obstáculo impediti-
vo al ejercicio del "ius variandi" de la Administración.
La respuesta ha de ser negativa. Las exigencias del interés
público que justifican la potestad del planeamiento y, por lo
'a3 DELGADO BARRIO, E1 control de Ia discrecionalidad del
planeamiento urbanístico, Civitas, Madrid, 1993, p. 36.
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tanto, el "ius variandi", implican que su actuacibn no pueda en-
contrar límite en los derechos que los propietarios hubiesen ad-
quirido con el ordenamiento anterior. Y ello, porque la revisi-
bilidad de los Planes incide siempre sobre los Planes anteriores
y si los derechos adquiridos por los dueños del suelo se consoli-
dasen, se perpetuasen, no tendría sentido alguno que el legisla-
dor hubiese previsto las técnicas de modificación y revisiónl^.
E1 estudio jurisprudencial de esta institucibn arroja un ba-
lance coincidente con la tesis expuesta. Así, una sentencia del
Tribunal Supremo de fecha 8 de octubre de 19911as dice:
"La doctrina jurisprudencial mantiene que el "ius variandi"
en cuanto potestad planif icadora de la Administración urba-
nística, plasmado, como aquí sucede, en la revisión y adop-
ción de un Plan anterior, no tiene su límite en el respeto
a los derechos adquiridos en el ordenamiento anterior, ya
que, por el contrario, la revisibilidad de los Planes inci-
de siempre sobre Planes vigentes con anterioridad"'^.
1°'4 Vid. PERALES MADUEÑO, F., op. cit., p. 19.
'^s Az. 7604. ^
1°6 Así ha resuelto el TS algunos , conf lictos como el ref le-
jado en una senténcia de 16 de marzo de 1983 (Az. 2726), en el
que la cuestión debatida era la desafectación de la parte de los
terrenos de la apelante calificada en el Plan General Metropo-
litano de Barcelona como "espacio de protección de sistemas gene-
rales o de red viaria"^en contradicción con la de "zona indus-
trial" atribuida a la misma en el PP precedente; y el planteado
en una sentencia de 23 de julio de 1991 (Az . 6287 ), en el que se
impugnaba el acuerdo del Consejo de Gobierno de la Comunidad
Autónoma de Madrid de 7 de marzo de 1985 que aprobaba definitiva-
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Otra sentencia del Tribunal Supremo de 24 de marzo de
1992147 aborda también este tema. E1 supuesto de hecho es la po-
sibilidad de que el Ayuntamiento de Pamplona, al efectuar la re-
visibn de un Plan de Ordenación Urbana, varíe la determinación
urbanística hasta entonces existente en relación a una f inca . D'i-
ce el tribunal:
"... como señalan las sentencia de 23-5-1989 (Az. 3989) y
9-7-1991 (Az. 5742), son precisamente los Planes los que
conf iguran el derecho de propiedad sobre el suelo, y en
contra de la potestad planificadora de la Administración,
no vinculada por ordenaciones anteriores, que aunque con
vigencia indef inida no son inalterables, no cabe esgrimir
un derecho al mantenimiento de una situación precedente..."
• Admitir que estos derechos adquiridos constituyen un obstá-
culo impeditivo al poder innovativo de la Administración es con-
tivo al extremo de cambio de calificación del terreno de 7.154,17
m2 de extensión, sito en la C/ Juan XXIII, sin número, que de
"suelo urbano sometido a la Ordenanza número 14, Especial de la
Ciudad Universitaria", según el planeamiento anterior de 1963,
pasaba a ser considerada como "zona de sistemas generales y do-
tacionales"- zona verde-.
Vid. las SS TS de 6 de julio y 29 de octubre de 1982 (Az.
5347 y 6452), 25 de abril de 1983 (Az. 2275), 3 de marzo y 9,de
abril de 1984 (Az. 1277 y 1985), 10 de abril y 16 de diciembre
de 1985 (Az. 2197 y 1986/655) , 3 y 20 de octubre de 1986 (Az.
6413 y 6562), 23 de mayo de 1989 (Az. 3983), 6 de febrero y 17
de julio de 1990 (Az. 943 y 6570), 16 de abril de 1991 (Az.
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trario al concepto propugnado de vigencia indefinidalag, pues,
de admitirse que son un limite, el planificador tendrfa siempre
las manos atadas y no podría cambiar la política urbanística di-
señada, puesto que los propietarios se opondrían a ser privados
de sus derechos. Admitir que los Planes no pueden variar las si-
tuaciones surgidas al amparo del instrumento de planeamiento que
se pretende alterar equivale a admitir que el principio de vigen-
cia indenfinida de los Planes conlleva la perpetuación de la or-
denación urbanística.
La potestad de planeamiento atiende a la finalidad de esta-
blecer la ordenación urbanística más adecuada a las exigencias
del interés general, por lo que no será posible que los derechos
de los particulares puedan impedir que se trace el modelo terri-
torial pretendidola9; ha de ser el interés de la comunidad y no
el de unos pocos, los propietarios del suelo, el que haya de de-
la8 La potestad planificadora de la Administración no está
vinculada, tal y como dice una S. TS de 15 de febrero de 1994
(Az. 1448), por ordenaciones anteriores que, "aunque con vigencia
indefinida no son inalterables". Vid. de idéntico tenor la sen-
tencia de 7 de diciembre de 1994 (Az. 9444).
149 En una sentencia de 21 de marzo de 1991 (Az. 2015) un
particular exigía que el Plan General de Ordenación Urbana de Ma-
drid mantuviese la clasificación de suelo urbano que sus terrenos
venian ostentando desde 1961. E1 TS entendió justif icada la cla-
sificación como no urbanizable de los terrenos del recurrente que
ŝe detallaba en los inf.ormes técnicos, que sostenían que la impo-
sibilidad de considerarlos como suelo urbano respondía, por una
parte a que carecían de los requisitos legalmente exigidos para
ostentar esta clasif icación y, por otra, que la previsión de su
urbanización resultaba incoherente con los objetivos globales del
Plan, que pretendía el reequilibrio entre el Norte y el Sur de
la ciudad. E1 tribunal siquiendo el criterio jurisprudencial
asentado en la materia: la técnica revisoria de un Plan General
no tiene límite en el respeto a los derechos adquiridos amparados









terminar su configuración. Ello con independencia de que el sa-
crificio de los derechos derivados de una ordenación anterior ha-
ya de dar lugar a la procedente indemnizaciónis°.
En una sentencia del Tribunal Supremo^de 7 de diciembre de
19941s1 un particular exigía que el Plan General de Ordenación
Urbana de Elche (Alicante) mantuviese las situaciones precedentes
en lo que a sus terrenos se refería. E1 Tribunal Superior de Jus-
ticia de la Comunidad Valenciana desestimó la pretensi ĉn, ratif i-
cándola después el TS. La fundamentación principal del TSJ y del
TS se basó en que la potestad modificadora de la Administración
urbanística, plasmada en este caso en la revisión y adaptación
de un Plan anterior "no tiene límite en el respeto a los dere-
chos adquiridos en el ordenamiento anterior, ya que, por el con-
trario la revisión de los Planes incide siempre sobre otros vi-
gentes con anterioridad" ; y, además, "no se pueden cerrar las de-
mandas de futuro tan sensibles a las exiqencias demográf icas; en
comunicaciones, espacios libres, equipamientos comunitarios,
etc".
Con este planteamiento el tribunal llegó a la conclusión de
que no cabe esgrimir un derecho al mantenimiento de una situación
precedente, sin perjuicio, en su caso de la posible indemniia-
ción. ^
ls° Cfr. DELGADO BARRIO, J., op. cit., p. 36.
lsl Az . 9444 .
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E. E1 "ius variandi" de la Administración no queda vinculado por
los convenios urbanísticos
Los convenios urbanisticosis2 son los acuerdos o pactosls3
suscritos entre la Administración y los particulares afectados
por alguna actuacibn urbanística dirigidos a favorecer el de-
sarrollo de la misma's°. Es, pues, la regulación pactada de
cualquier materia urbanística entre la Administración y los pro-
pietarios o, en su caso, promotores. Los convenios urbanísti-
coslss "son instrumentos facilitadores de la actuación adminis-
^sz Figura ésta que, para algún autor, adoptando una postura
extrema, carece de validez y eficacia hasta haber sido incorpo-
rado al Planeamiento Urbanístico. Vid, en este sentido, PONS GON-
ZALEZ, M. y DEL ARCO TORRES, M.A., Diccionario de Derecho urba-
nístico. Adaptado al Texto Refundido de 1a Ley deI Suelo y tablas
de vigencia de los Reqlamentos, Comares, Granada, 1993, p. 126.
's3 Por lo que respecta a la legislación urbaníst^ica autonó-
mica, regula esta figura la Ley Foral 10/1994, de 4 de julio, de
Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Comunidad Foral de
Navarra.
ls° Para FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., Manual de Derecho...,
cit., p. 187, los convenios urbanísticos son "los acuerdos sus-
critos entre la Administración y los particulares afectados de
un modo u otro por una determinada actuación urbanística (promo-
tores, propietarios de suelo, Juntas de compensación y, en su ca-
so, simples vecinos residentes en la zona cuyos derechos, arren-
daticios preferentemente o de otra clase, puedan resultar afec-
tados por las operaciones a realizar), en orden al mejor de-
sarrollo de la misma. VCid. AROZAMENA SIERRA, J., "Algunas consi-
deraciones sobre la institución co^tractual y el urbanismo: los
llamados convenios urbanísticos", RDU, núm. 146, 1996, pp. 11 y
ss.
^ss FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.R., ibidem, dice: "estos convenios
no constituyen formalmente un sistema de ejecución del planea-
miento, ni sustituyen en ninqún caso al sistema en cada caso ele-
gido, pero complementan las determinaciones legales y, al poner
de acuerdo a todas las partes afectadas, contribuyen a facilitar
la gestión, eliminando ab initio los puntos de fricción y alla-
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trat iva" ( S. TS de 15 de f ebrero de 19 9 4)1S6 .
La doctrina coincide en afirmar que los convenios urbanís-
ticos no pueden comprometer o limitar el ejercicio de las potes-
tades revisoras de la Administración, porque renunciar a tales
potestades sería tanto como renunciar a la competencia. Cualquier
declaración o compromiso adoptado por la Administración en este
sentido debe reputarse nulo de pleno derechols'. Todo ello, "sin
perjuicio -dice una S. TS de 21 de septiembre de 1991158- de las
consecuencias que ya en otro terreno pueda desencadenar el apar-
tamiento de convenios anteriores".
La idea de que la Administración no queda limitada por los
acuerdos contractuales es, asimismo, sostenida por la jurispru-
dencia del Tribunal Supremo1S9. Resulta de especial transcenden-
cia una sentencia de fecha 16 de febrero de 1993, que proclama
la imposibilidad de que lo convenido por vía contractual entre
la Administración y la sociedad demandada prevalezca, en caso de
discordancia, frente a las determinaciones urbanisticas plasmadas
en el posterior Plan General. Se expone a continuación la funda-
^s6 A2. 1448.
ls' Vid. FERNÁNDEZ RODRgGUEZ, T.R., Manual de Derecho...,
cit., p. 187-188^. GONZÁLEZ PÉREZ, J., op. cit., p. 430. PERALES
MADUEÑO, F., op. cit., p. 21.
isa A2 . 6818 .
ls9 Como dice una S. TS de 20 de diciembre de 1991 (Az.
1992/314) ,"las exigencias del interés público que justifican la
potestad de Planeamiento no pueden encontrar límite en los Con-
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mentacibn jurídica que ha servido de base a la citada sentencia:
"... porque los pactos concertados por el Convenio Urba-
nístico firmado por el Ayuntamiento demandado y la Sociedad
actora, a más de otros particulares, en 10-2-1982 y aproba-
do por el Pleno Municipal en 26 marzo del mismo año, (con
anterioridad a la aprobacibn def initiva del Plan General de
Ordenación Urbana en que fundamenta la parte demandante su
pretensión impugnatoria), no pueden prevalecer, en caso de
discordancia, frente a las determinaciones urbanisticas
plasmadas en el posterior Plan General...j160.
Por consiguiente, para el supuesto de que exista discordan-
cia entre el convenio urbanístico suscrito por el Ayuntamiento
con los administrados y el Plan General aprobado def initivamente
con posterioridad a la conclusión del referido acuerdo contrac-
tual priman, sin lugar a dudas, las determinaciones urbanísticas
contenidas en el planeamiento. No resulta admisible "una disposi-
ción de la potestad de planeamiento por vía contractual cualquie-
ra que sea el contenido de los acuerdos a que el Ayuntamiento ha-
ya llegado con los administrados, aquella potestad ha de atenuar-
se para lograr la mejor ordenación posible" (S TS de 21 de sep-
16°
"Y ello -continúa diciendo el tribunal- aún cuando en el
Plano adjunto a dicho convenio se hubieren ref lej ado gráf icamente
acuerdos que impliquen determinada clasificación del suelo, la
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tiembre de 1991)16' .
Lá actuacibn de la Administracion no puede nunca encontrar
límite en la conveniencia de unos administrados cuando el bien
general, único elemento a tener en cuenta al ordenar el terri-
torio, demanda la adopción de una solución contraria a la en su
día escogida por virtud de acuerdo162.
Los convenios:por si mismos carecen de validez y obligato-
riedad, pero cuando se incorporan a un Plan y son aprobados con
la aprobacion en conjunto de éste, gozan y corren la misma suerte
que el Plan, no siendo nulos más que cuando sus determinaciones
lo son. En este sentido se pronuncia una sentencia de 15 de di-
ciembre de 1993163.
16' Az. 6818. Vid las sentencias TS de 30 de abril de 1990
(Az. 3624), 25 de marzo de 1991 (Az. 2026), 18 de marzo y 15 de
abril de 1992 (Az. 3376 y 4051). Recientemente el TS se ha pro-
nunciado sobre la improcedencia de vincular la potestad innova-
dora de la Administración pública a los convenios suscritos por
esta y los particulares. Asf, una sentencia de 23 de junio de
1994 (Az. 5339), dfce: "... la potestad de planeamiento no puede
encontrar límite en los convenios que la Administración haya con-
^cluido^.con los administrados".
'62 Aunque los convenios no puedan limitar la potestad modi-
ficadora de la Administración, ello no quiere decir que cuando
los Planes no incorporen el contenido de los convenios de la Ad-
ministracibn no esté obligada a indemnizar. Vid. MARTfN HERNÁN-
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F. E1 "ius variandi" de la Administración no queda afectado por
la información urbanística anterior
E1 poder innovativo de la Administración no puede verse im-
pedido por el hecho de que ésta hubiese expedido certificacibn
expresiva de la realidad urbanística de un terreno, y ello porque
el elemento rector de la actuación de la Administración no es
otro que el interés de la colectividad, de forma que, si éste
exige el cambio de regulación de un terreno la Administración se
ve obligada a dar cumplimiento a tal necesidad.
En una sentencia del Tribunal Supremo de 13 de junio de
1990164 un particular impugnaba el acuerdo de aprobacibn defini-
tiva del Plan General de S. Pedro de Ribas sobre la base de con-
siderar que la calif icación de los terrenos de su propiedad como
incorporados a sistema local de espacios libres, contradecía la
información facilitada en diciembre de 1977 por la Administración
urbanística en el sentido de que resultaba apto para ser dedicado
a edificación hotelera. La Sala de instancia desestimó su preten-
sión, ratificándola después el TS, que aceptó los fundamentos de
derecho de la sentencia apelada. Razona así el Tribunal Supremo
(considerando de la sentencia apelada): ^
"A los órganos competentes para llevar a cabo el planea-
miento urbanístico les asiste el llamado "ius variandi" que









la vigente Ley del Suelo y que comporta la sucesión ordena-
da de innovaciones en materia de ordenacibn sujetas bien a
taxativa imperatividad legal de revisar, bien al surgimien-
to o variación de las circunstancias afectantes a las bases
de población y su crecimiento, usos del suelo e intensidad
de su ocupación, y demás elementos que justificarán una de-
terminada clasif icacibn del suelo. La conclusión obvia es
que, en abstraĉto, y sin atenerse al buen ejercicio y ade-
cuación al interés público que legitima el planeamiento, la
certif icación expedida en 1977 por la Comisión Provincial
de Urbanismo no cuestiona, invalida, ni imposibilita el
cambio de calificacibn de uso posteriormente experimentado
por el terreno propiedad del recurrente".
En sus propios considerandos el TS añade:
"Si la Administración puede y debe revisar los Planes cuan-
do se presenten las circunstancias que se establecen en el
epígrafe e) del número 1 del artículo 12 de la Ley del Sue-
lo, como dice su artículo 47, a pesar de que los Planes y
proyectos tengan una vigencia indefinida como proclama el
artículo 45, no puede sostenerse que la información sumi-
nistrada en 1977 al señor H.^en el sentido de que el terre-
no que pensaba comparar estaba destinado a edificacibn ho-
telera, podía vincular a la Administracibn hasta el extre-
mo de no poder ejercer el "ius variandi" cuando el interés
general y las circunstancias de diversa índole lo aconse-
91
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jasen".
En el momento en que el propietario del terreno objeto de
polémica solicitó la cédula urbanfstica la calificación de que
gozaba la f inca era la de edificación hotelera, pero unos años
después la carencia de espacios libres en el sector donde se ubi-
ca la finca del recurrente obligó a la Administración a cambiar
la calificación de una serie de terrenos -no solamente la f inca
del recurrente, sino también otras limítrofes que en conjunto
originaban una franja de terreno dotada de coherencia fisica-,
destinándolos a espacios libres. ^
G. E1 "ius variandi" de la Administración no queda limitado por
el hecho de que la aprobación del planeamiento hubiera requerido
intervención judicial
Carece de relevancia el dato de que la aprobación hubiese
necesitado intervención judicial, ya que esta circunstancia en
modo alguno constituye un obstáculo a la alteración del planea-
miento. Como ha quedado suficientemente expuesto, el carácter
dinámico del Plan exige, con relativa frecuencia, su adaptación
a las circunstancias que no han sido previstas por el autor del
Plan. Por lo que, . entender que el hecho de que un Tribunal hubie-
se conf irmado la aprobación que de todos modos se habria produci-
do obstaculiza la posibilidad de revisibn o modificación poste-
rior, pugna con la idea de que "el discurrir de los acontecimien-
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mayo de 19 7 9)1^ .
La jurisprudencia así lo entiende. Por ejemplo una sentencia
del Tribunal Supremo dice lo siguiente:
"... las facultades innovadoras del planeamiento que
corresponden a la Administracibn, no quedan limitadas por
el hecho de que la aprobación del planeamiento que se revi-
sa no se hubiera producido directamente por resolución ad-
ministrativa y hubiera requerido decisión judicial, pues
tal situación no constituye "garantía de vigencia indefini-
da", quedando sometido, por tanto, al régimen común de re-
visión de los Planes" (S TS de 25 de marzo de 19921^).
E1 TS continúa diciendo:
•
"... que si bien es cierto que la ejecución de una senten-
cia es una exigencia legal establecida en la propia Consti-
tución -art. 118-, el posterior acuerdo de revisar un pla-
neamiento anterior, independientemente de que éste preci-
sase o no de decisión judicial, en nada contradice el con-
tenido de una sentencia que entendió aprobado por silencio
el planeamiento objeto ahora de revisión. Entenderlo de
otra forma siqnificarfa, ademas de desconocer las faculta-
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tración, petrif icar un Plan por el solo hecho de que el
acuerdo de aprobación requiriese intervencibn judicial".
Verdaderamente, nuestro Alto Tribunal no alberga duda alguna
en la materia, considerando que no existe diferencia en la inter-
pretación del principio de vigencia indefinida de los Planes se
trate de aprobación def initiva fruto de resoluci ĉn administrati-
va o, de aprobación definitiva por virtud de intervención judi-
cia1167. Además, no debe confundirse la ejecución de una senten-
cia con la imposibilidad de modif icar el Plan aprobado por esa
resolución judicial. Efectivamente, las sentencias, en cumpli-
miento del precepto de la CE aplicable en la materia, son de
obligada ejecución, pero ello no obsta la posibilidad de modi-
ficar la consecuencia de la sentencia en su día dictada y ejecu-
tada, cual es el reconocimiento de la aprobación def initiva de
un Plan, porque en realidad el Tribunal lo único que hace es re-
conocer la aprobación que ya se habfa producido, por cuanto con-
currían las circunstancias^que conducían a tal consecuenciai^.
16^ Dice una S. TS de 19 de julio de 1994 .(Az. 6382) que no
es obstáculo a la potestad de ordenación que la Administración
tiene encomendada "que el Plan anterior se hubiese estimado apro-
bado por una decisión judicial".
1^ Todas las cuestiones suscitadas en.el presente Capítulo,
son de aplicación tanto a los planes aprobados expresamente, como
a los aprobados por silencio, incluso si ésta circunstancia fue
objeto de intervención judicial.
•
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III. CONTROL DEL USO QUE LA ADNIINISTRACIÓN HACE DEL
"IUS V I" O POTESTAD MODIFICADORA
i. $1 aoatrol aiudadano
A. En el momento de la elaboración del Plan. La información
públ ica'^
La información pública es una técnica propia de la fase de
instruccibn, que permite a todos los ciudadanos participar, indi-
vidual o colectivamente, en la elaboración ^del Plan de que se
trate170. A través del .trámite de información pública, califica-
do por una sentencia del TS de 24 de abril de 1978171 como
1^ La Comisión de Expertos sobre Urbanismo, constituida por
Orden de 5 de noviembre de 1993 (BOE del 18 de diciembre de
1993), presentó en noviembre de 1994 un interesante informe en
el que, entre otras muchas cosas, dice: "Los procesos de informa-
ción pública han de ser más efectivos, partiendo, en todo caso,
de una profunda difusibn de los documentos entre los ciudadanos
mediante la utili2ación de lenguajes, foros adecuados (órganos
de distrito, asociaciones vecinales, etc) y formas de comunica-
ción que permitan realmente la toma de posición de la sociedad
en el debate urbanfstico y por lo tanto incrementar su capacidad
de presión para disfrutar de un entorno digno, así como responsa-
bilizar a los ciudadanos en la construcción de una ciudad ecoló-
gicamente de calidad".
l^o Vid. ESCUSOL BARRA, E. y RODRÍGUEZ-ZAPATA PÉREZ, J., De-
recho procesal administrativo, Tecnos, Madrid, 1995, p. 141. FOR-
TES ENGEL, J. M$, La información pública en el Derecho adminis-
trativo, IEAL, Madrid, 1977, p. 55, define la información pt^blica
desde una perspectiva procedimental, como "un procedimiento espe-
cial, por razones juridico procedimentales, dirigido a la facili-
tación del desarrollo de otro procedimiento, resolviendo o acla-
rando, en su ámbito, cuantas cuestiones puedan suscitarse, duran-.__
te la elaboración del acto o disposición general administrativd^-
principal".
1^1 Az . 18 3 8.
95
•
Modificación y Revisión de PZanes
"audiencia indiscriminada", pueden los interesados personarse'n
en el procedimiento, conocer las actuaciones practicadas y dedu-
cir, en beneficio y defensa de sus intereses y derechos, los per-
tinentes escritos de alegaciones.
Precisamente, por esta amplitud del trámite no existe incon-
veniente alguno para que puedan comparecer en él y formular ale-
gaciones las Corporaciones Locales a cuyo territorio afectare el
Plan, cuando no lo hubiesen aprobado inicialmente. Aunque la Ley
del Suelo prevé en estos supuestos un trámite especial de audien-
cia a aquellas Corporaciones, ello no es óbice para que, adelan-
tándose a este trámite de audiencia y sin perjuicio del mismo,
puedan también manifestar sus observaciones al Plan en el trámite
general de información pública'^.
E1 trámite de información pública "por su esencialidad -dice
una S. TS de 15 de julio de 198614- destaca con carácter insos-
layable" en todos los procedimientos de aprobación de Planes,
Normas Subsidiarias, Proyectos de Delimitación de Suelo Urbano,
Estudios de Detalle y Proyectos de Urbanización, a que están su-
jetos todos los Planes excepto el Plan Nacional de Urbanismo.
'^ Por ser la información pública un llamamiento dirigido a
una pluralidad indeterminada de interesados, no resulta precisa
la notif icación personal a cada uno de ellos . Vid. las sentencias
TS de 27 de junio de 1989 (Az. 4902) y 27 de febrero de 1991 (Az
1394) .
'^ Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., op. cit., p. 854.
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Una sentencia del Tribunal Supremo de 9 de julio de 19911^s
destaca la importancia de la información pública en los siguien-
tes términos:
"E1 planeamiento es una decisión capital que condiciona el
futuro desarrollo de la vida de los ciudadanos, al trazar
el entorno determinante de un cierto nivel de calidad de
vida. En otro sentido, integra una intensa regulación de la
propiedad privada, dibujada así con rango reglamentario en
virtud de la habilitación establecida en el artículo 76 del
Texto Refundido de la Ley del Suelo en relacibn con la ex-
presa dicción del artículo 33.2 de la Constitución.
De aquí deriva ya la transcendental importancia del proce-
^dimiento de elaboracibn de los Planes, precisamente para
asegurar su "legalidad, acierto y oportunidad". Entre sus
trámites destacan aquellos que tienden a lograr la par-
ticipación ciudadana, ya prevista en el artículo 4.2 del
Texto Refundido y ampliada por el Reglamento de Planeamien-
t0".
La importancia que se reconoce a la participación ciudadana
dentro del procedimiento conlleva la anulación de los Planes en
los en que se ha omitido alguno de los períodos en que es exigi-
ble la información pfiblica. Dice el Tribunal Supremo:
l^s Az . 5742 .
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"La Jurisprudencia de esta Sala es reiterada y constante al
anular los actos de aprobación definitiva de los Planes de
Ordenación Urbana por cambios sustanciales introducidos en
su tramitación tras la información pública sin someter ta-
les cambios a información pública,..., dado el carácter
esencial de la información y la situación de indefensión
que su omisión ocasiona a los ciudadanos, ya que el mencio-
nado trámite a más de salvaguardar los intereses privados
que puedan resultar afectados por el Plan o por su modifi-
cación, tienen también por objeto garantizar la mayor par-
ticipación posible de todos en la más amplia extensión en
el proceso de e-laboración... para que la aprobación defi-
nitiva del Plan no se convierta en una mera imposicibn ar-
bitraria o injustif icada de la Administración, sino que sea
el producto de una gestibn meditada, justificada y democrá-
tica, fruto de la amplia participación de todos cuantos
puedan verse afectados de cualquier manera por él" (S. TS
de 12 de marzo de 1988 )1^6.
Pero, en ocasiones el mismo vicio puede no conllevar la anu-
lación del acto sino hacer el acto irregular. Es el caso de una
Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de abril de 1987'^, toda vez
que. el acto alcanzó su fin, ya que aunque los interesados no
participaron en el perfodo de exposición al público de los traba-
jos de elaboracibn del Plan General, si lo hicieron en el trámite
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de informacibn pública iniciado tras la aprobación incial del
Plan.
De lo dicho hasta aquí cabe deducir que la finalidad del
trámite de información pública'^g es garantizar los derechos e
intereses de los administrados'^ y asegurar el acierto de la
resolución180. La conf iguración de un adecuado modelo territorial
precisa de la participación ciudadana.
A diferencia del articulo 86 LRJPA, que atribuye la compe-
tencia para acordar la información pública al órgano al que
corresponda la resolución del procedimiento, la leĝislacibn^^ur-
banística atribuye la competencia para someter el Plan o Proyecto
a información pública al brgano que lo hubiere aprobado inicial-
mente, que, normalmente, no será el competente para decidir el
procedimiento'g' .
178 La omisión de este trámite viene a suponer la falta total
de procedimiento, por lo que puede hablarse, más que de un su-
puesto de anulabilidad, de una nulidad de pleno derecho.
'^ Cfr. ESCUSOL BARRA, E. Y RODRÍGUEZ-ZAPATA PÉREZ, J., op.
cit. , p. 141: "La información pfiblica tiene como finalidad obte-
ner datos que, unidos al expediente y valorados por la Adminis-
tracibn, permitan a ésta dictar la resolución más conveniente
conforme a Derecho".
180 La finalidad del trámite de información pública, dice una
^sentencia TS de 10 de.octubre de 1989 (Az 7351), no es la de ga-
rantizar ningún interés singular, sino la de propiciar a la Admi-
nistración un mayor y mej or número de datos que puedan propiciar
una decisión más justa y objetiva".
'g' Galicia constituye una excepción a la regla general,
pues, por virtud de la Ley 7/1995, de 29 de junio, de delegación
y distribucibn de competencias en materia de urbanismo, los Ayun-
tamientos han asumido la competencia de aprobar definitivamente
los Proyectos, Planes, Normas y Programas de ámbito municipal
99
•
Xodificaci6n y Reviaión de Planee
E1 Plan se someterá a información pública como mínimo du-
rante un mes182. Así lo dispone .el articulo 144183 y también el RP
en su artículo 128.3. E1 legislador está permitiendo, con esta
redacción, que el órgano competente f ije un plazo superior.
En el supuesto de que el texto sometido inicialmente a in-
formación p^iblica sea objeto de una posterior modificacibn que
altere profundamente su sentido será necesario abrir un nuevo
plazo'^ de. informacibn pública para permitir a los ciudadanos
que formulen cuantas alegaciones estimen convenientes en relaci ĉn
a esas modif icaciones sustanciales que han sido introducidas en
(artículo 2).
'g2 E1 plazo informativo se inicia a partir del día de la
publicación del anuncio en el Boletin Oficial de la Comunidad
Autónoma, en el de la provincia, en su caso, y en uno de los dia-
rios de mayor circulación de ésta última, y se computará de fecha
a fecha. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá
que concluye el primer dia hábil siguiente. Una sentencia TS de
3 de enero de 1985 (Az. 429), considera que "... la no exclusión
de los días inhábiles, ..., es de aplicacibn exclusiva, ... al
cómputo civil de los plazos, en tanto que los términos corres-
pondientes al procedimiento administrativo se hallan favorecidos
por la ampliación expresada en el artículo 60.3 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo -artículo 48.3 LRJPA-, con la regla de
que "cuando el último dia del plazo sea^inhábil, se entenderá
prorrogado al primer día hábil siguiente, normativa a la que debe
suj etarse el plazo establecido en el artículo 41 del Texto Refun-
dido de la Ley del Suelo -114 del vigente-, regulador del trámite
de informaciĉn pública". .
'a3 E1 articulo 43 del TR/76 no empleaba la fórmula "como
mínimo".^ ^
'^ Una sentencia del TS de 26 de abril de 1985 (Az. 2239)
confirma esta aseveración, al decir: "La necesidad de repetir el
trámite de información pt^blica... lo contrajo la jurisprudencia
al evento de que las modificaciones introducidas en el plan fue-__.
ran tan importantes que equivalieran a su sustitución por otr^^-
distinto o, como establece el articulo 130 del RP, tales varia-
ciones signif icasen un cambio sustancial en_los criterios y so-




Xodificación y Revisión de Planes
•
el texto originariol^.
La modificación sustancial es un concepto jurídico indeter-
minado'^ de interpretación restrictiva que, a juicio de la ju-
risprudencia, debe entenderse en el sentido de "un proyecto to-
talmente distinto del que en su día se expuso al público"18^,
"una alteración del modelo de planeamiento elegido y aprobado
inicial o provisionalmente, al extremo de hacerlo distinto y no
solamente diferente en aspectos puntuales y accesorios"laa.
E1 Tribunal Supremo, en una sentencia de 9 de julio de
19911a9, perfila así las notas características del aludido. con-
cepto: ^




^TfN BLANCO, J., Dictámenes y estudios de Derecho ur-
banístico, Montecorvo, Madrid, 1970, pp. 149-150, plantea la
cuestión de si cuando el Ayuntamiento accediendo a las observa-
ciones o reclamaciones presentadas modif ica en parte el contenido
del plan, debe repetir la información pfiblica en lo que respecta
a la parte modificada o no. E1 autor entiende que debe omitirse
la nueva información pública cuando las modif icaciones introduci-
das por consecuencia de las observaciones sean de escasa impor-
tancia y no afecten a los componentes o determinaciones esencia-
les del Plan, y, por el contrario, es necesario el sometimiento
del plan a nueva información pública cuando las modificaciones
sean sustanciales. ^
'^^^Así lo dispone una S. TS. de 8 de marzo de 1994 (Az.
784 ): "la idea de modif icación sustancial es un concepto jurídico
indeterminado".
1^ Vid. S. TS. de 3 de mayo de 1990 (Az. 3792) y 27 de
febrero de 1991 (Az. 1394).
^sa Vid. una S. TS de 28 de noviembre de 1990 (Az. 9309).
la9 Az . 5737 .
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ción hay que atender a su virtualidad, que es justamente la
de imponer una reiteración del trámite de información pú-
blica -artículo 132.3.b) del RP-. ^
Y dado que al llegar a la aprobación definitiva el modelo
territorial inicialmente elegido habrá ya sido con anterio-
ridad sometido a información pública, sólo será necesario
reiterar ésta cuando las modif icaciones den lugar realmente
a otro modelo distinto en sus líneas qenerales, es decir,
cuando se haya alterado seriamente la estructura fundamen-
tal y orgánica de la ordenación del territorio -artículo 25
del RP-"190.
E1 TS, en una sentencia de 17 de mayo de 1993191, confirmó
la nulidad del acuerdo de aprobación definitiva de las Normas
Subsidiarias de Planeamiento del Municipio del Rincón de la Vic-
toria, declarada por el TSJ de Andalucía, por entender que las
modificaciones introducidas tanto en el acuerdo de aprobación
provisional, como en el de aprobacfón definitiva, eran sustan-
ciales: "Las modificaciones, puntualizaciones y correciones con-
tenidas en el acuerdo de aprobación definitiva estaban referidas
190 E^1 Tribunal entendió^ que esto no sucedía en el caso
examinado porque las modificaciones consistían en el cambio de
clasif icación de suelo urbano a urbanizable protegido y en la
mera variacibn de la zona verde situada por encima del ED. 5.1
que pasó a ser clasificada como no urbanizable.
Vid. las sentencias TS de 14 de junio y 1 y 28 de septiem-^-
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a casi todos los aspectos de las Normas Subsidiarias: determina-
ciones para todos los tipos de suelo, unidades de actuación y de-
limitación de poligonos, sistema de infraestructura, ordenanza,
etc" . Las modif icaciones introducidas en la fase f inal del proce-
dimiento de aprobación de las Normas impugnadas afectaron al 95$
de las reclamaciones efectuadas.
Por su parte, en una sentencia de 16 de diciembre de
19931^, se impugnaba el acuerdo de aprobación definitiva de las
Normas Subsidiarias de Planeamiento del Municipio de Viladrau
(Gerona) por entender que después de la aprobación incial se in-
trodujeron modificaciones sustanciales. El TS dictó un pronuncia-
miento desestimatorio del recurso interpuesto por considerar que
la modif icación introducida no supone alteración del esquema fun-
damental del planeamiento, que no queda, en definitiva "afectado
al modelo territorial". Dice el Tribunal:
"... no puede considerarse que la previsibn de un Plan Es-
pecial en el Sector del Torrent - en el que están situadas
las fincas del recurrente- afecte de modo sustancial las
lineas generales del planeamiento inicialmente aproba-
d0"1^ .
1^ Az. 9642.
1^ Una S de 23 de marzo de 1993 (Az. 2524) el TS rechazó la
reiteración del trámite de información pública por entender que
no se produj o cambio sutancial en la f igura del planeamiento ge-
neral inicialmente aprobado. El artículo 6Q del Reglamento de la
Ley 3/1984, de 9 de enero, de la Generalidad de Cataluña dispone
que no procede con carácter general la reiteración del trámite
de información pública cuando se trate de corregir el contenido
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En el mismo sentido de rechazar la reiteración del trámite
de información pública se pronunció una sentencia del TS de 23
de julio de 19911%. E1 apelante interesaba la nulidad del Plan
General Intermunicipal de la Cerdaña, por entender que la modi-
ficación llevada a cabo en la calificación de una finca de su
propiedad era sustancial y que por ello era precisa una nueva in-
formación pública. E1 TS rechazó el motivo aducido por considerar
que la entidad de la modificación no hacía precisa una nueva in-
formación. .
En definitiva, una modificación es sustancial cuando por al-
terar el modelo territorial sometido a información pública puede
entenderse que falta ésta, lo que obliga a reiterarlal9s.
B. En el momento de la ejecucibn del Plan. La acción pública en
la Ley del Suelo
La Ley del Suelo de 1956 reconoció -articulo 223- la acción
delPlan mediante cambios aislados en la clasificación o califica-
ción del suelo o medianté modificación también puntuales de de-
terminaciones en suelo urbano, urbanizable o no urbanizable, que
es precisamente lo que ocurrfa en el presente caso, pues los cam-
bios operados se contrajeron a la clasificación del terreno de
los demandantes, que de ser suelo urbano pasó a ser suelo urbani-
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popularl% para exiqir, ante los Tribunales Contencioso-adminis-
trativos, la observancia de la propia Ley y de los Planes de Or-
denación Urbana. E1 precepto fue sancionado por el TR/76'^ y^
mantenido en el articulo 304 del texto vigente'^.
En la acción popular el grado de interés no se califica o
dosifica'^. Es un ciudadano el que impugna un acto lesivo para
el interés general, porque ese acto viola la ley o perjudica al
patrimonio de un Ente público o implica una inmoralidad o res-
tringe arbitrariamente la libertad200. E1 actor popular no nece-
sita invocar la lesión de un derecho subjetivo ni de un interés
'% Vid. uno de los trabajos más completos sobre la acción
pública, COSCULLUELA MONTANER, L., "Acción pública en materia
urbanistica", RAP, núm. 71, 1973, pp. 26 y ss. Vid. MART^N MATEO,
R., "La problemática asimilación del accionariado popular", REVL,
núm. i79, 1973, pp. 471 y ss. PÉREZ MORENO, A., "La acción popu-
lar en materia de urbanismo", RDU, núm. 15, 1969, pp. 71 y ss;
'^ Aunque ampliado en su formulación. Así, dispone: "1. Será
pública la acción para exigir a los Organismos administrativos
y los Tribunales Contencioso-Administrativos la observancia de
la legislacibn urbanística y de los Planes, Programas, Proyectos
y Normas y Ordenanzas".
'^ E1 número 1 actual es idéntico al correlativo del artí-
culo 235 del TR/76.
'^ Para GONZÁLEZ PÉREZ, J., op. cit., p. 2392, la acción
pública no puede limitarse a los vecinos, ni siquiera a los na-
cionales y se reconoce legitimación a las personas jurídicas. Una
S. TS de 13 de noviembre de 1978 (Az. 4110) dice: "La C^mara de
la Propiedad Urbana, que es una corporación de Derecho^público
y, por tanto, con personalidad jurídica a tenor de sus normas
propias, tiene entre sus fines el de ejercitar las acciones que
puedan corresponderle en asuntos que afectan a la citada propie-
dad, lo que indudablemente hay que entender que ocurre con la mo-
dificación de jun Plan de Ordenacibn en lo relativo a la red ar-
terial como el que aqui se impugna".
20° La acción popular podr^ fundamentarse en cualquier in-
fracción del ordenamiento jurídico, siempre que tenga por objeto
el restablecimiento de la legalidad urbanística.
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legítimo, aunque para él esa lesibn exista. Le basta invocar su
cualidad de ciudadano sin interdicciones para asumir la defensa
de la legalidad201. Cualquier ciudadano está legitimado para
pretender la anulación del acto lesivo, pero no puede exigir el
reconocimiento de una situación jurídica individualizada.
Sobre ello dice el Tribunal Supremo que el articulo 235 LS,
reconoce a cualquier ciudadano acción popular para exigir la ob-
servancia de la legislación urbanística y de los Planes, proyec-
tos, normas y ordenanzas, sin necesidad de invocar la lesión de
sus derechos o intereses (S. 29 de abril de 1985)^.
Como límite a esta amplitud de legitimación se puede invocar
el abuso de derecho^. Asi, una sentencia del Tribunal Supremo
de 4 de marzo de 1992^ dice:
"Sobre este particular es de tener en cuenta que la más
201 Cfr. BIELSA, R. ,"La acción popular y la facultad discre-
cional administrativa", en La Ley, núm. 11.723, tomo 73, p. 713.
^ Az. 3529.
2°° Constituye un importante límite a esta amplitud de la
legitimacibn el abuso de derecho. Dice una sentencia TS de fecha
22 de enero de 1980 (Az. 954): "La actuacibn del recurrente no
se halla quiada por la buena fe que en el ejercicio de todo de-
recho exige el párrafo.i del articulo 7 del Código Civil..., su
actuación es abusiva al sobrepasar manifiestamente los limites
normales de su ejercicio,ya que con ello sólo se busca el daño
de un tercero, no necesario imprescindiblemente para el benef icio
de la comunidad cuyos intereses tiene encomendado salvaguardar
la autoridad munici }^al." Sobre el principio general de la buena
fe, Vid. GONZÁLEZ PEREZ, J. , E1 principio general de 1a buena fe
en el Derecho administrativo, Civitas, Madrid, 1989, 2$ ed.
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reciente jurisprudencia, a la luz del principio de buena
fe, ha señalado que el artículo 235 de la Ley del Suelo no
puede amparar el ejercicio abusivo del propio derecho, y
que se produce cuando de la acción emprendida sólo se sigue
daño para un tercero no imprescindible para el benef icio de
la comunidad, que es el fundamento mismo de la acción
pública".
La acción pública es, pues, la accibn que puede ejercitar
cualquier administrado^ para exigir en beneficio de la colecti-
vidad la ^observancia de la legislación urbanistica y de los
Planes, Programas, Proyectos, Normas y Ordenanzas. Es admisble
la impugnacion tanto por recurso directo como indirecto.
La Ley de 1 Sue lo de 19 5 6 no f i j b 1 ímite tempora 1 a lguno para
el ejercicio de esta acción, lo cual provocaba una clara iñsegu-
ridad jurídica. Por el contrario, el Texto Refundido de 1976 si
dispuso un plazo para la e jecucibn de la accibn pública, cual es,
"durante la tramitacibn de las obras y hasta un año después de
su terminación".
E1 Texto Refundido de 1992 modif icó este plazo y estableció
que la acĉ ibn pública podrá ejercitarse "durante la ejecucibn de
las mismas y hasta el transcurso de los plazos establecidos para
^"E1 artículo 235 LS -dice una sentencia TS de 31 de may ĉ-^^
de 1995 reconoce a cualquier ciudadano acción popular para exigir
la observancia de la leqislacibn urbanística de invocar la lesión
de sus derechos o intereses".
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la adopcibn de las medidas de protección de la legalidad urbanis-
tica" . A nuestro juicio, los autores del Texto Refundido se exce-
dieron en su^actuación al modif icar la Ley sin que exista norma
de igual rango que lo permita.
No se exigen requisitos especiales para ejercitar la acción
pública, ni en la vía administrativa, ni en la vía contencioso-
administrativa.
2. El control de las Comunidadea Autónomas
No es nuestra intención analizar de forma exhaustiva esta
materia, sino sólo los aspectos más controvertidos de la misma
intentando contribuir, a efectos prácticos, a su aclaración.
Una sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 1992206,
expuesta con el rigor y claridad que caracteriza al Magistrado
ponente que la redactó^, sintetiza los criterios que deben re-
gir el control por parte de las CCAA^:
"Una acomodacibn del artículo 41 del Texto Refundido al
principio constitucional de la autonomia municipal ha de
concretar la extensión del control de la Comunidad Autbno-
^ Az. 4219.
207 FRANCISCO DELGADO BARRIO.
208 Vid. LÓPEZ RAMóN, F., "Urbanismo municipal y ordenación
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mas en el momento de la aprobación def initiva del planea-
miento en los siguientes términos:
A) Aspectos reglados del Plan: control pleno de la Comuni-
dad con una matización para el supuesto de que entren en
juego conceptos jurídicos indeterminados -es bien sabido
que éstos admiten una única solución justa y que por tanto
integran criterios reglados-:
a) Si la determinación del planeamiento que se contempla no
incide en aspectos de interés supralocal, el margen de
apreciación que tales conceptos implican corresponde a la
Administración municipal.
b) Si el punto ordenado por el Plan afecta a intereses su-
periores esa margen de apreciación se atribuye a la Comu-
nidad.
B) Aspectos discrecionales. También aquí es necesaria la
distinción:
a) Determinaciones del Plan que no inciden en materias de
interés comunitario. Dado que aquí el Plan traza el entorno,
físico de una convivencia puramente local y sin transcen-
dencia para intereses superiores ha de calif icarse como




a') Serán, sí, viables los controles tendentes a evitar la
wlneración de las exigencias del principio de interdicción
de la arbitrariedad de los poderes públicos tal como en
este terreno viene concretando la jurisprudencia -senten-
cias de^i y 15 de diciembre de 1986, 19 de mayo y il de
julio de 1987, 18 de julio de 1988, 23 de enero y 17 de
junio de 1989, 20 y 27 de marzo y 30 de abril de 1991, 20
de enero, 14 de abril y 12 s^ mayo de 1992, etc.
b') No serán en cambio admisibles revisiones de pura opor-
tunidad: en este terreno ha de prevalecer el modelo físico
que dibuja el Municipio con la legitimación democrática de
que le dota la participación ciudadana que se produce en el
curso del procedimiento.
b) Determinaciones del planeamiento que tienen conexión con
algún aspecto de un modelo territorial superior: además de
lo ya dicho antes en el apartado a'), aqui y dado que "en
la relación entre el interés local y el supralocal es cla-
ramente predominante este último- sentencia ya citada del
Tribunal Constitucional 170/1989- resulta admisible un con-
trol de oportunidad en el que prevalece la apreciacibn co-
^ munitaria"^.
Como se ve, por tanto, las Comunidades Autónomas gozan de
^ Vid. las sentencias TS de 30 de enero de 1991 (Az. 614),
18 de mayo de 19 9 2 ( Az . 4 219 ) y 21 de f ebrero de 19 9 4 ( Az . 14 5 5).
•
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pleno control sobre los aspectos reglados del Plan, con una ma-
tización para el supuesto de que se trate de conceptos jurídicos
indeterminados, en cuyo caso, el margen de apreciación que tales
conceptos implican corresponderá a éstas sólo cuando el punto or-
denado por el Plan afecte a intereses superiores -supralocales-.
Por lo que respecta a los aspectos discrecionales, cuando se
trate de determinaciones de planeamiento que tienen conexión con
algún aspecto de un modelo territorial superior la Administracibn
podrá ejercer un control de oportunidad; en el supuesto de que
las determinaciones sean ajenas al interés comunitario las CCAA
pueden ejercer un control tendente a garantizar el principio de
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, siendo
rechazable un control de mera oportunidad.
^ La doctrina expuesta está siendo útil para discernir en cada
caso qué es o no propio y exclusivo de los entes locales y en qué
supuestos es admisible el control autonómico. Los pronunciamien-
tos jurisprudenciales están siendo claramente favorables a la
autonomía local. Hay numerosos ejemplos de este tipo en la juris-
prudencia. Así, una sentencia del Tribunal Supremo de 21 de di-
^ ciembre de 1990210 acuerda mantener el modelo urbanfstico dise-
ñado por un Plan Especial por entender que "afecta a una parte
muy concreta del interior de la ciudad de Tarragona, sin conexión
con sistemas generales que rebasen el exterior de la misma, y,
por lo tanto, el interés legitimo de la Corporación municipal en




Xodificación^ Revisión de Planes
bunal continúa su argumentación diciendo "hay que ser conscien-
tes, además, que al tratar del autonomismo hay que empezar por
pensar en el de los municipios". En la misma línea una sentencia
del TS de 23 de octubre de 1981211 anuló el acuerdo autonómico
por cuya virtud se acordó reducir la altura de la edificación
perteneciente al apelante por tratarse de un extremo no previsto
en el Plan General de Granollers que "viene a invadir competen-
cias que corresponden exclusivamente al Ayuntamiento"212.
3. El control judicial2'3
E1 control judicial de la discrecionalidad constituye en la
actualidad uno de los temas más debatidos en el Derecho adminis-
trativo2'a.
211 Az . 8193 .
2^2 Una S. TS de 19 de mayo de 1993 (Az. 3499) mantuvo la
calificación de suelo no urbanizable, zona de usos especiales con
posible adscripción a zona de interés forestal dada a los terre-
nos de la actora por el Ayuntamiento, rechazando, por ende, la
calificación de instalación industrial en su mayor parte que le
había conferido la Comunidad Autbnoma. La razbn de la anulacibn
de esta segunda calificacibn fue que el control autonómico ejer-
cido era de oportunidad sin aludir para nada a justif icarlo en
interés supralocal o comunitario alguno o a la prescripción de
la arbitrariedad, motivo por el que en principio la actuacibn ha
de reputarse al ordenamiento juridico. .
2i3 El presente estudio no pretende analizar de forma exhaus-
tiva el tema de razbn, sino sólo los aspectos más relevantes del
mismo.
21a Cfr. FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.R., Arbitrariedad y discre-
cionalidad, Civitas, Madrid, 1991, p. 54: "El planeamiento urba-
nistico ha sido objeto tradicionalmente de uñ control minimo y_^-
ello no sólo en razbn de la complejidad técnica inherente a 1^----
elaboración de todo plan, sino también, y sobre todo,por la -natu-
raleza fundamental innovativa y confiquradora de la potestad de









Desde siempre, tal y como se ha escrito21s, se han buscado
por la doctrina técnicas que permitan el control de la discrecio-
nalidad2'6 de la Administración con la finalidad de evitar que
su actuación pueda llegar a ser arbitraria217 e irracional. Aho-
ra bien, la meritada búsqueda no debe ser entendida como un in-
tento de eliminar las potestades discrecionales de que goza la
Administración, ni tampoco como una limitación a las mismas, sino
que debe ser concebida como un mero control que de los hechos
pueden hacer los Tribunales para intentar indagar si la delega-
ción de facultades que el ordenamiento jurídico opera en favor
directrices legales forzosamente muy qenéricas cuya concreción
en cada punto del territorio planeado exige calibrar multitud de
intereses, pt^blicos y privados, de muy diversa condición y
efectuar, en consecuencia, complejas valoraciones que van más
allá de lo que es propio de un juicio de carácter técnico porque
presuponen unas veces o llevan consfgo otras opciones de natu-
raleza primariamente politica". Vid. la obra del mismo autor
"Discrecionalidad y jurisdicción revisoria", REDA, nfim. 2, 1974,
p. 285, ha dicho de la discrecionalidad que "ha sido, es y se-
guiré siendo el gran problema del Derecho Administrativo".
^'s Vid. LINDE PANIAGUA, E. ,"E1 control de la discrecionali-
dad en el ejercicio de la potestad de planeamiento", RDU, núm.
128, 1992, pp. 83 y ss.
216 Cfr. GALLI, R., Corso di diritto ammnistrativo, CEDAM,
Padova, 1991, pp. 245-246: "La dottrina tradizionales definisce
la discrezionalitá como scelta fra^pi ŭ comportamenti leciti ope-
rata dall amministraziones, per il soddisfacimento di interessi
pubblici ed il persequimento del fine pubblico corrispondente
alla causa del potere esercitato".^
21 E1 proceso de reducir el campo de la libertad de aprecia-
ción, de forma que no conduzca a la arbitrariedad ha sido denomi-
nado por GARCÍA DE ENTERRÍA como "lucha contra las inmunidades
de poder". Vid. GARCfA DE ENTERRÍA, E., "La lucha contra las in-
munidades de poder", RAP, núm. 38, 1962, pp. 159 y ss.
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de la Administracibn ha sido usada de forma correcta y racio-
na1218, sin abúso o desviación de poder219. Este sometimiento de
la decisión administrativa discrecional al control de los
Tribunalesn0 encuentra su plena justificación en nuestra Carta
Magna, concretamente en los artículos 9.3n1, 103^ y 106^.
s
21g NIETO, A., "Reducción jurisdiccional de la discrecionali-
dad en materia disciplinaria", RAP, núm. 44, 1964, p. 153, opina
que en aras de reducirla discrecionalidad hay que distinguir dos
fases, "una, la de precisibn o determinación de los que sea dis-
crecional, y sobre lo que se entiende, como es lbgico, la juris-
dicción; y una segunda fase, la de control -en la medida de lo
posible- de lo que aqui es discrecional", en esta segunda fase
es en dónde, a su juicio, empieza el verdadero proceso de control
de la discrecionalidad.
219 Dice LEGUINA VILLA, J., Prólogo a la obra de CHINCHILLA
MARÍN, C., "La desviación de poder", Civitas, Madrid, 1989, p.
14, que la desviación de poder es un vicio de estricta ilegali-
dad, cuya gravedad transciende a los hechos. Vid. MARTÍN RETOR-
TILLO, S., "La desviación de poder en el Derecho español", RAP,
núm. 22, 1957, que constituye un clásico en la materia. LAFERRI^-
RE, Traité de.la Juridiction administrative et des recours con-
tentieux, Paris, 1896, 2a ed., p. 584, concibe la desviación de
poder como un abuso del mandato que él administrado ha recibido.
EL que lo comete adopta, bajo una falsa apariencia de legalidad,
decisiones que no le atañen y que están, asi, incursas en una es-
pecie de incompetencia. Por su parte, en el derecho italiano, ZA-
NOBINI, Corso di Diritto amministrativo, Milán, 1958, tomo II,
8$ ed, p. 200, concibe el exceso de poder administrativo como un
vicio de voluntad, como una disfunción en la normal y regular de-
terminación de la voluntad.
^0 Cfr. CASSAGNE, J.C., "La revisión de la discrecionalidad
administrativa por el Poder Judicial", REDA, núm. 67, 1990, p.
355: "en principio no existen bolsones o zonas de la actividad
administrativa^que se encuentren^fuera del control judicial".
^1 Resulta evidente el notable apoyo que presta al control
de la discrecionalidad administrativa la exiqencia contenida en
el artículo 9.3 de la CE, que tras sefialar en su apartado primero
que "los pbderes públicos están sujetos... al resto del ordena-
miento jurídico", y por tanto, obviamente a los principios qene-
rales del Derecho, hace referencia a la exigencia de someterse
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Efectivamente, lo que desde siempre se ha tratado de evitar
es que el concepto de discrecionalidad administrativa sea inter-
pretado como sinónimo de actuacibn arbitraria^ e ilógica^,
por lo que se han ideado mecanismos de control que, no debiendo
ser entendidos como eliminación o limitación de la discrecionali-
dad, han de ser concebidos como examen de juricidad de la deci-
sión adoptada.
En concreto, entre las técnicas que permiten a los tribuna-
les el control de los aspectos discrecionales de las potestades
administrativas se encuentra el control de los hechos determinan-
tes de la decisión adoptada por la Administración, pues, como
tiene declarado el Tribunal Supremo, "los hechos son tal como la
realidad los exterioriza y no le es dado a la Administración
^ Dice este precepto: "La Administración sirve con objeti-
vidad los intereses generales y actúa con sometimiento pleno ala
ley y al Derecho".
^ Vid. artfculo 106: "Los tribunales controlan la potestad
reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así
como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican."
^ Destaca BREWER-CARIAS, A.R., Principios de1 procedimiento
administrativo, Civitas, Madrid, 1990, p. 64, que "el problema
de los limites al ejercicio del poder discrecional radica en el
establecimiento de la frontera entre discrecionalidad y artibra-
riedad, de manera que el juez contencioso-administrativo pueda
controlar el ejercicio directo del poder discreciona^ cuando
resulte arbitrario".
^ Cfr. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "Juzgar a la Administra-
ción contribuye a administrar mejor", en La potección jurídica
del ciudadano. Procedimiento administrativo y garantía juris-
diccional, Xomenaje al Profesor González Pérez, Civitas, Madrid,
1993, tomo I, p. 1108: "No es la jurisprudencia la que ha inven-
tado la distincibn entre discrecionalidad y arbitrariedad, sino
la propia Constitución, que prohibe categóricamente esta última
en su artículo 9.3, pocas líneas despuós de haber consagrado la
cláusula del Estado social y democrático de Derecho".
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inventarlos o desf igurarlos aunque tenga facultades discreciona-
les para su valoracibn"^6.
Y es que toda potestad discrecional se apoya en .una realidad
de hecho que funciona como presupuesto fáctico de la norma de cu-
ya aplicacibn se trata. Este hecho ha de ser una realidad como
tal hecho y ocurre que la realidad es siempre una y solo una: no
puede ser y no ser al mismo tiempo o ser simultáneamente de una
manera y de otra. La valoracibn de la realidad podrá acaso ser
objeto de una facultad discrecional, pero la realidad, como tal,
si se ha producido el hecho o no se ha producido y cbmo se ha
producido, esto ya no puede ser objeto de una facultad discrecio-
nal, porque no puede quedar al arbitrio de la Administración dis-
cernir si un hecho se ha cumplido, o determinar que algo ha
ocurrido si realmente no ha sido así. E1 milagro no tiene cabida
en el campo del Derecho administrativo^.
En el mismo orden de cosas, hemos de recordar que existe
otro mecanismo de control, cual es el enjuiciamiento de la ac-
tividad discrecional a la luz de los principios generales del De-
recho^, principios éstos, que como veremos, informan nuestro
^ ^^^Vid. las sentencias TS de 20 de enero y 17 de marzo de
1992 (Az. 715 y 3283). .
^ Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.,
Curso de Derecho Administrativo, Civitas, Madrid, 1995, tomo II,
7$ ed., pp. 434-435.
^ En el artículo 1.4 del Título preliminar del CC. se
contemplan los principios generales del Derecho como principios
informantes del ordenamiento jurídico.
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ordenamiento jurídico y, por tanto, también la norma por cuya
virtud se atribuye potestad discrecional a la Administración Pú-
blica.
E1 tercer.sistema articulado por la doctrina y la jurispru-
dencia para controlar la actividad discrecional de la Administra-
cibn parte de que la ley en la que se apoya la facultad de deci-
sión de la autoridad administrativa está diriqida al cumplimiento
de un fin, y el acto que se dicte sblo será válido si lo realiza.
De este planteamiento surge el vicio de la desviación de po-
der, consaqrado por la LJCA^, en consonancia con la concepción
global que inspira todo el texto de plenitud del sometimiento de
la Administración al ordenamiento jurídico y la correlativa ple-
nitud en la garantía jurisdiccional; concepción hoy en día refle-
jada a nivel constitucional en el artículo 196.1 CE, en relación
con el artículo 103.1 del mismo cuerpo legalp0.
Resulta así, que los tribunales disponen de tres técnicas
de control de la discrecionalidad de que qoza la Administraci ĉn:
el control de los hechos determinantes de la adopcibn de una con-
creta decisibn, el enjuiciamiento de la act^ividad al amparo de
los prinĉipios generales del Derecho y la desviacibn de poder.
^ Vid. el artículo 83.3.
^0 Cfr. GARCÍA PÉREZ, M., op. cit., pp. 232-233.
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B. La motivación de las decisiones administrativas
Expuesto lo anterior, es el momento de referirse a la cues-
tión crucial cuando se habla de poder discrecional de la Adminis-
tración y de^su control, que, como tiene declarado la dóctri-
na^l, radica no ya en la determinación de la posición constitu-
cional de la Administración, que nadie discute, ni tampoco en la
congruencia del reconocimiento a la Administración de un margen
de apreciación o de una libertad de elección de soluciones tan
grande como el cumplimiento de sus funciones hic et nunc exija,
que es algo que ha estado y está también fuera de discusión en
términos de principio, ni, en fin en la legitimidad de origen de
una tal libertad supuesta que nadie ha impugnado tampoco, sino
que, la cuestión crucial está en la motivación de la decisión
administrativa adoptada y que puede ser objeto de control judi-
cia1^2.
^1 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "De nuevo sobre el poder dis-
crecional y su ejercicio arbitrario", REDA, núm. 80, 1993, p.
590.
^2 Podemos anotar una sentencia modélica al respecto. Se
trata de un pronunciamiento jurisprudencial de 21 de marzo de
1968 (Az. 2149): "el requisito formal de la motivación del acto
administrativo, con exigencia de que exprese las razones que sir-
ven de fundamento a la decisión, no sólo tiene por f inaldiad co-
nocer con mayor certeza y exactitud . la voluntad manifestada, sino
que debe considerarse encaminado, primordialmente, a hacer posi-
ble el control o fiscalización jurisdiccional de los actos de la
Administración, estableciendo la necesaria relación de causalidad
entre los antecedentes dehecho, el Derecho aplicable y la deci-
sibn adoptada, sin sustituir la motivación con pretextos, argu-
cias o expresiones genéricas, sin relación concreta con el acto
o que aparentemente sirvan de causa, debiendo exponerse las razo-
nes que han movido realmente a la Administración a tomar el
acuerdo en que el acto consiste y pudiendo anularse aquellos en




Xodificación y Revisión de Planes
La decisión adoptada ha de estar suficientemente motiva-
da^3, justificada^4, por cuanto que el razonar la opción ele-
gida constituye un deber ineludible^s.
La Administración e$tá obligada a rendir cuentas de las ra-
a
^3 FERNANDO PABLO, M., La motivación de1 acto administra-
tivo, Tecnos, Madrid, 1993, p. 36, asevera: "Se advierte, tradi-
cionalmente, que la motivación cumple tres funciones esenciales:
la satisfaccibn psicolóqica de la opinión pfiblica, el permitir
un control más completo sobre "iter voluntatis" del aqente, y
evitar actuaciones no meditadas por la Administración, funciones
a las que cabe añadir las de dar al afectado el más amplio cono-
cimiento de las razones por las cuales se ha dictado el acto, el
hacer más evidente el contenido, facilitar su comprensión a otros
brganos administrativos y a los interesados, así como posibilitar
la mejor interpretación y aplicación del acto".
p4 La plabra motivación, a juicio de ATIENZA, M. "Sobre el
control de la discrecionalidad administrativa. Comentarios a una
polémica", REDA, núm. 85, 1995, pp. 19-20, es "desafortunadamente
ambiqua, de manera que por "motivar una decisión" pueden enten-
derse tanto a) señalar los motivos, las causas, que produjeron
la decisión, como b) indicar las razones que permiten considerar
la decisión en cuestión como algo aceptable". Para el citado
autor el término motivacibn ha de ser encuadrado en el segundo
de los sentidos distinguidos: "motivar una decisibn no significa
explicarla, sino justificarla; un acto arbitrario no es un acto
sin causa, sin motivo, sin explicación, sino un acto que carece
de razones que lo hagan aceptable, es decir que carece de justi-
ficación". En el mismo sentido parece apuntar SANCHEZ MORÓN, M.,
Discrecionalidad administrativa y control judicial, Tecnos, Ma-
drid, 1994, pp. 152.153, en cuya opinión la motivación, concebida
como requisito puramente formal, no puede ser confundida con los
motivos de la decisión. Asf, dice: "Lo decisivo según se viene
manteniendo, son las razones sustantivas de la decisión discre-
cional, que la motivación cumple el papel de explicitar resumida-
mente. Pero el iricumplimiento de este requisito del acto discre-
cional, es decir, la ausencia o insuf iciencia de motivación for-
mal, no quiere decir que el acto carezca de razones, incluso ple-
namente conformes a derecho".
^s Dice una sentencia TS de 16 de octubre de 1985 (Az.
1986/351): "La motivación adecuada constituye un requisito esen-
cial en los actos administrativos, de particular transcendencia
en los de carácter discrecional, ya que de no exigirse la discre-
cionalidad quedaría degradada a arbitrariedad".
119
•
Xodificación y Reviaión de PZanes
zones que la llevaron a elegir una solución^, y, como es ob-
vio, esos motivos deben estar objetivamente fundados, con pro-
yección en la realidad. La motivación debe ser pausible, con-
gruente con los hechos de los que necesariamente ha de partirse,
sostenible en la realidad de las cosas y susceptible de ser com-
prendida por los ciudadanos, aunque no sea compartida por todos
ellos^^. Situándonos a nivel de ejemplo, basta con considerar
las consecuencias que puede tener para los propietarios afectados
el hecho de variar el e je de una avenida, o lo que puede implicar
la localización de una zona verde sobre las propiedades en las
que se pretende radicar y sobre las propiedades situadas en su
entorno, o las consecuencias que para muchas instalaciones indus-
triales, comerciales o de servicios, instaladas o en expectativa
de instalación puede tener el trazado de una red arterial o la
concreción de los accesos a las autopistas. La magnitud de los
intereses implicados en cada una de estas medidas parece justi-
f icar el que se razone, adecuada y satisfactoriamente, los mo-
tivos que avalan la opción adoptada^.
Por último, no podíamos de jar de referir la opinión que so-
^ MEILÁN GIL, J.L.," La dimensión temporal...", ĉit., p.
se refiere expresamente a la necesidad de motivar adecuadamente
la alteración y dice: "Como se puede observar, es esta uná pecu-
liaridad ajena a la norma en qeneral, cuya derogación y sustitu-
ción por otra no requiere una justificación juridica en sentido
técnico".
^ Cfr. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "De nuevo sobre el poder
discrecional...", cit., p. 590.
^8 Cfr. SÁNCHEZ BLANCO, A., "La memoria en el planeamiento
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bre el tema tiene nuestro Tribunal Supremo, para quien:
"la facultad discrecional de la Administración para modi-
f icar, a través del planeamiento las calif icaciones de sue-
lo preexistentes, es una decisión de tal naturaleza que re-
quiere expresa motivación basada en razones de interés pú-
blico suficientemente justificadas" (S. TS de 7 de abril de
1992 ) ^9.
C. Técnicas de control de la discrecionalidad administrativa
a) El control de los hechos determinantes
a.i) Consideraciones generales
La Administración no puede seleccionar arbitrariamente los
hechos que le interesan20°, sino que, por el contrario, debe te-
ner en cuenta, con objetividad, la existencia y características
de los hechos tal y como la realidad los exterioriza^l. La Ad-
^9 Az. 3402.
^0 E1 planificador debe conocer la realidad que se pretende
ordenar, dice DE LA CRUZ F^, J. , nSobre el control de la dis-
crecionalidad en la potestad reqlamentaria", REDA, núm. 45, 1985,
^p. 95. ^.
^1 GARC^A DE ENTERRÍA, E., „La lucha contra las inmunida-
des...", cit., p. 170: "En nuestro Derecho administrativo, en
nuestra jurisprudencia especialmente, no es raro encontrar el
control de los hechos determinantes de las facultades administra-
tivas discrecionales en aplicaciones cauís.ticas, pero no hay del
mismo una conciencia general y es obligado, desde luego, for2ar
esta conciencia sistemática, porque precisamente en el control
de la realidad de los hechos determinantes radica una de las po-
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ministración debe limitarse a valorar los hechos realmente exis-
tentes no pudiendo evitarlos o cambiarlos^2. Por ello, el Tri-
bunal Supremo viene exigiendo que la "actividad potestativa de
la Administración para alterar, modif icar, revisar o formular ex
novo un planeamiento urbanístico, debe estar suficientemente jus-
tificada243 y apoyada en datos objetivos exentos de error... pa-
ra impedir que la impropiedad en el ej ercicio de ese "ius varian-
di" atente contra los límites racionales y naturales de sus fa-
cultades discrecionales dirigidas a la satisfacción de un fin pú-
sibilidades más eficaces de control judicial de las potestades
discrecionales, como saben bien en los pafses que utilizan abier-
tamente esta técnica". Vid. QUINTANA REDONDO, D.C,., Comentarios
a 1a Ley de Zo contencioso-adminístrativo, Santillana, Madrid,
1963, tomo II.
u2 Esta es la lfnea seguida por la jurisprudencia francesa
que controla las decisiones arbitrarias e irracionales, y exige
a la Administración que justif ique suf icientemente sus proyectos .
Vid. DE LA CRUZ FERRER, J., "Una aproximación al control de pro-
porcionalidad del Consejo de Estado francés: el balance coste-
benef icios en las declaraciones de utilidad pública de la expro-
piación forzosa" , REDA, ntun. 45, 1985 .
^3 De conformidad con el artfculo 38 del RP el Plan General
justif icará el modelo elegido, las determinaciones de carácter
general y las correspondientes a los distintos tipos y categorías
de suelo. E1 artículo 57.1 RP prevé entre los documentos que de-
sarrollan las determinaciones de los Planes Parciales la "Memoria
justificativa de la ordenación y sus determinaciones". Los Estu-
dios de Detalle, seqún, el artículo 66. RP contendrán memoria
justificada de su conveniencia y de la procedencia de las solu-
ciones adoptadas. Los Proqramas de Actuación urbanistica, por su
parte, deberán contener, dice el articulo 74.1 RP, la "Memoria
que refleje la información urbanística utilizada, y.en la que
habrán de^exponerse las razones que hayan aconsejado la formu-
lacibn del Programa de Actuacibn Urbanística, la relacibn de las
previsiones del Programa con las del Plan General Municipal y la
justificación de las determinaciones que en aquellas se contie-
nen". A los Planes Especiales el articulo 77.1 y 2 impone que
contengan "Memoria descriptiva y justif icativa de la conveniencia __._
y oportunidad del Plan Especial de que se trate". Por último, el^^-^
RP, artículos 95.1 y 96.1, dispone la obligatoriedad de que las
Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento, contengan











blico" ( S. TS de 6 de junio y 5 de diciembre de 1990)^.
E1 siquiente paso es la apreciación de los hechos por la Ad-
ministración planificadora. Dicho de otro modo, la calificación
o valoración de los hechos por la Administración competente.
- E1 último escalón está constituido por la decisión adoptada.
Ha de ser un^minucioso y prudente proceso de valoración el que
lleve a la Administración a la adopcibn de la decisibn correcta
e idónea.
Corrobora lo expuesto la doctrina jurisprudencial formulada
en la materia^s. Por ejemplo, una sentencia del Tribunal Supremo
de 15 de marzo de 1993^ dice lo siguiente:
"... el genio expansivo del Estado de Derecho247 ha dado
lugar al alumbramiento de un conjunto de técnicas que per-
miten que el control jurisdiccional de la Administración,
tan ampliamente dibujado por el artículo 106.1 de la Cons-
^ Az. 4806 y 9730.
^ GARCÍA DE ENTERRfA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op . c it ., p.
447, opinan que: "... el control de la existencia de los hechos
determinantes parece, pues, haber entrado en los hábitos de
nuestros Tribunales contencioso-administrativos".
^ Az. 2523.
^^ Cfr. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R. , Arbitrariedad y. .., cit. ,
^ p. 60: "La expresión genio expansivo del Estado de Derecho proce-
de inmediatamente de la sentencia de 27 de enero de 1965 que co-
mentb MARTÍN RETORTILLO, L., en "E1 genio expansivo del Estado
de Derechos", RAP, núm. 47, 1965, pp. 183 y ss.
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titución, se extienda incluso a los aspectos discrecionales
de las potestades administrativas. Nuestra jurisprudencia
ha venido acogiendo los logros doctrinales al respecto:
A) ... a través del control de los hechos determinantes que
en su existencia y caracteristicas escapan a toda discre-
cionalidad: los hechos son tal como la realidad los exte-
rioriza. No le es dado a la Administración inventarlos o
desfigurarlos aunque tengan facultades discrecionales para
su valoración".
Hay que tener en cuenta que la Administración tiene también
potestades regladas, cuyo ejercicio supone la mera constatación
del supuesto de hecho definido por la Ley. De forma que, en estos
supuestos, la Administracibn ha de limitarse a lo que la propia
Ley ha previsto sobre ese contenido de modo preciso y completo.
Este es el caso de la clasif icación de los terrenos^ que cum-
plen los requisitos de abastecimiento de aguas, evacuación de
aguas249, acceso rodado y suministro de energía elóctrica^0, o
^ Vid. CARCELLER FERNÁNDEZ, A., "E1 planeamiento, la
clasificación y los objetivos de la Planificación Territorial",
RDU, ntun. 37, 1974, pp. 75 y ss. ^
^9 Por lo que se refiere a los servicios de abastecimiento
de agua y evacuación de aguas el TS ha admitido "una interpre-
tación flexible" en la exigencia de tales servicios (S. de 30 de
junio de 1989, Az. 4928, ad exemplum, para la evacuación de
aguas) y"ha considerado suficiente la simple posibilidad de en-
lazar el solar con las redes generales correspondiente, sea de
alcantarillado, sea de conduccibn de aguas ( S. de 13 de diciembre
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bien, se ajustan al criterio de consolidación de la edif icación,
en cuyo caso la clasificación no puede ser otra que la de suelo
urbano^l .
Es patente "el criterio realista para definir qué sea suelo
urbano" ( S. TS de 4 de febrero de 1989^^) que adopta la legis-
lación urbanistica^3. La jurisprudencia, de acuerdo con ese
criterio realista, ha sostenido que debe estarse a la "realidad
fáctica debidamente contrastada" (S. TS de 31 de octubre de
1988^) como manifestación de la "fuerza normativa de lo fác-
^0 Sobre ello dice el TS: "... el suelo... tenía la con-
sideración de urbano al contar con los servicios relacinados en
el nfimeo 2 de este articulo; circunstancia que no es objetable
por el hecho de que para los servicios de electricidad y agua
potable se haya tenido que hacer el correspondiente empalme en
las conducciones que discurren por la travesía urbana de la
carretera de sclaya a Veqa de Pas a la que da frente por el Este
a una distancia de seis y once metros" (S. de 13 de mayo de 1991,
Az. 4251).
ul Dice una S. TS. de 3 de mayo de 1995 (Az. 3784): "...
aunque respecto de la clasificacibn como suelo urbanizable o no
urbanizable tenqa la misma una potestad discrecional.según el
modelo de ordenación que vaya a adoptar, en cuanto a^la clasifi-
cación del suelo como urbano debe partir precisamente de su si-
tuación en el momento de planif icar, asignándole expresamente es-
ta condicibn a aquellas en que concurran de hecho las circunstan-
cias que indican los antes citados artículos".
u2 Az. 812.
•
^3 La jurisprudencia ha sostenido que debe estazse a la
"rea 1 idad f áctica debidamente constatada" ( S. TS de 31 de octubre
de 1988, Az. 8361) como manifestación de la "fuerza normativa de
lo fáctico" ( S. TS de 22 de julio de 1986, Az. 5570, entre otras
muchas) "siendo conocida la jurisprudencia de este Tribunal que
declara que la consideración y la clasificación del suelo urbano
es un imperativo legal que únicamente depende del hecho f ísico
de urbanización básica, no pudiendo ser considerado como urbani-
zable o como no urbanizable un terreno si el mismo ya está urba-
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tico" (S TS de 22 de julio de 1986us, 20 de octubre de 1988^
entre otras muchas), "siendo conocida la jurisprudencia de este
Tribunal que declara que la consideración y la clasificación del
suelo urbano es un imperativo leqal que únicamente depende del
hecho f ísico de urbanizacibn básica, no pudiendo ser considerado
como urbanizable o como no urbanizable un terreno si el mismo ya
está urbanizado -sentencias de 23 de marzo de 1982 (R. 2327), 8
marzo 1983 (R. 1385), 19 julio 1985 (R. 5951), 27 enero, 22 mayo
y 26 septiembre de 1986 (R. 1125, 3604 y 5990) , 27 julio y 21
septiembre 1987 (R. 7685 y 7162), entre otras- (SS TS de 20 y 31
de octubre de 1988 (Az. 8027 y 8361), 17 de junio y 11 y 14 de
julio de 1989 (Az. 4731, 5744 y 5811)^. "No opera la discre-
cionalidad del planificador, porque en aquél la Ley establece una
tipología basada en un criterio de "numerus clausus" (S. TS de
26 de octubre de 1989)^8.
Asimismo, la Administración está obligada a respetar los
estándares urbanísticos impúestos por la legislación aplicable
en la materia.
^S Az . 5570 .
^ Az. 8027.
^' Para decirlo con palabras de la S. TS..de 6 de junio de
1995 (Az. 4942): "... la clasificacibn de un terreno como tal
suelo urbano, depende del hecho fisico de la urbanizacibn o con-
solidación de la edificacibn de tal suerte que ha de quedar re-
f lej ada en tal determinacibn clasif icatoria, de modo que la cla-
sificación de un suelo como urbano constituye un imperativo le-
gal que no queda al arbitrio del planificador...".
u8 AZ . 7498 .
f
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Dado que según se acaba de exponer, el planificador está
obligado en sus decisiones a atenerse a la realidad de los he-
chos, procede seguidamente estudiar cbmo probar que realmente
existe disconformidad en los hechos y que éstos son de indudable
transcendencia para la decisión adoptada^9.
Los principios rectores de la carga de la prueba son dis-
tintos en mater-ia civil y penal. Pues, como por todos es sabido,
en el derecho civil se hace recaer la carga probatoria en el ale-
gante; "quien alega debe probar", dice el artículo 1.214 Cc. En
derecho penal, por el contrario, la ardua tarea probatoria
corresponde a la acusacibn y no al acusado, ya que el principio
de presunción de inocencia obliga a quienes acusan a aportar
pruebas suf icientes que destruyan tal presun ĉión.
Pues bien, en materia contencioso-administrativa corresponde
demostrar que en el caso enjuiciado existe la citada disconformi-
dad^0 en los hechos a quien alega la ile ĝalidad o arbitrarie-
^9 La dificultad de demostrar que la Administración ha
incurrido en desviacibn de oder se ha convertido en el problema
principal. Vid. CLAVERO A^ALO, M., "La desviación de poder en
la reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo", RAP, núm. 30,
1959, p. 118. MARTgN RETORTILLO, S., "La desviación de poder..."
cit., p.p. 173-174. _
^0 Cfr. TOLEDO JAUDENES, J., op. cit., p. 157: "Se impone al
recurrente, desde la presunción de absoluto acuerdo del
planificador, la carga de la prueba del desacierto".
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dad261 en el ejercicio del "ius variandi" de la Administra-
ción^2, toda vez que, salvo prueba en contrario, se presume que
la Administración ejerce sus potestades siempre con arreglo a de-
recho, conforme a los postulados jurídicos del poder público^.
E1 recurrente que interesa la anulación de la decisión ad-
ministrativa adoptada por el planificador y, en su caso, la sus-
titución de la misma, es quien debe acreditar que la Administra-
ción no ha usado correctamente el "ius variandi" que tiene reco-
nocido, es decir, que no ha existido interés público o ha mediado
error material en su satisfacción. En otras palabras, que la de-
cisión adoptada es arbitraria e ilegal.
^1 Pero todos somos conscientes de la dif icultad que la car-
ga de la prueba conlleva: demostrar que la Administración ha in-
currido en desviación de poder es verdaderamente difícil, tanto
que la mayoria de los recursos desestimatorios lo son por falta
de pruebas. De ello dejan constancia ALVAREZ RICO, M. y GONZÁLEZ-
HABA, V., "La desviación de poder en materia de personal", DA,
núm. 157 , 1974 , p. 54 :"el 60 por 100 aproximadamente de las sen-
tencias que hemos examinado son desestimatorias por falta de
pruebas".
^2 Vid. GONZÁLEZ P^REZ, J., Comentarios a la Ley de Ia
Jurisdicción Contencioso-administrativa, Civitas, Madrid, 1978,
PP•r 937-938.
^"Si en los simples actos administrativos -dijo una S. de
24 de noviembre de 1981, Az. 5299-, impera el principio de pre-
sunción de leqalidad y veracidad de los mismos, lo que ha sido
justificado en base a las mayores garantías de control, a las
máximas de experiencia, a la apariencia de legitimidad del acto,
a su emanación de un órgano con poder público, a un criterio de
privilegio, al carácter autoritario del acto, e, incluso, preci-
samente al interés pfiblico; si, repetimos, el simple acto admi-
nistrativo ha merecido el benef icio de esta presunción refrendado
por la jurisprudencia, es obvio que las determinaciones de un
Plan del rango que nos ocupa ha de gozar, como mínimo, de este
mismo tipo de presunción,.lo que se declara ahora a los solos
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En este orden de ideas, el Tribunal Supremo declaró:^
"... resulta obvio que mientras no se pruebe el interés pfi-
blico en cuya virtud se ha actuado no existe o ha mediado
error material, no es posible que una pretensión contraria
prospere..." (S. TS de 26 de marzo de 1992)^.
•
A1 recurrente se le carga no sólo con la necesidad de probar
que la Administración ha incurrido en error^, sino que además
se le exige, que la prueba ofrezca un resultado claro e inequfvo-
co. La prueba ha de poner de manifiesto que la ordenación re-
currida es "a todas luces arbitraria" (S. de 3 de febrero de
1984 ), toda vez que el Tribunal Supremo hace saber que únicamente
anulará la decisión de la Administración si se prueba su "irra-
cionalidad o arbitrariedad" (S. de 6 de julio de 1982) . Y la ver-
dad es que ello resulta muy difícil, pues la discusión no versa
sobre una materia de ciencia exacta.
^ Az . 3356. Vid. las sentencias del mismo Tribunal de 21 de
diciembre de 1981 (A2. 5437) , 6 de abril y 21 de diciembre de
1987 (Az. 4237 y 9687), 30 de mayo de 1988 (Az. 3976), 28 de
f ebrero de 19 8 9 ( Az . 13 6 8), 2 3 de mayo y 3 de octubre de 19 9 0
(Az. 4269 y 7840), 7 de abril 1992 (Az. 3402), 23 de febrero de
1993 (Az. 544), 22 de febrero de 1994 (Az. 1461).
^ E1 error^de hecho debe ser, dice, BOQUERA OLIBER, J.M.,
Estudios sobre el acto administrativo, Civitas, Madrid, 1990, p.
175, claro y evidente sin envolver apreciacibn de concepto. Para
la S. TS de 14 de noviembre de 1983 (Az. 6008), es error de he-
cho: "el que merece tal calificación independientemente de cual-
quier opcibn o criterio que pueda sustentarse en orden a la cali-
ficación jurídica de la fiqura, relación, situación, etc. , en que
el error de hecho se haya producido, el cual ha de ser claro y
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. E1 Tribunal Supremo, además de admitir la posibilidad normal
de prueba cuando2^ exista disconformidad en los hechos y éstos
sean de indudable transcendencia, a juicio del Tribunal, para la
resolución del pleito, admite, que, afin después de concluida la
fase probatoria, pueda el Tribunal acordar de oficio la práctica
de cualquier diligencia de prueba que estime procedente, posibi-
lidad ésta, por cierto, de la que los Tribunales hacen uso con
naturalidad^'.
b) Los principios generales del Derecho^
^ GARCÍA DE ENTERRÍA, ^ E. y PAREJO ALFONSO, L. , op. cit. , p.
446.
^' Esta posibilidad tiene amparo en la LJCA de 1956, por
ejemplo, artículo 43.2, entre otros.
^ Según DE CASTRO Y BRAVO, F., op. cit.,p. 421, los princi-
pios generales del Derecho son "el aire mismo en el que jurídica-
mente se vive". Especialmente elocuentes son las palabras que
GÓMEZ SERNA les dedica: "Hay principios inmutables que están en
la consciencia del género humano, que en todos los pueblos a que
ha llegado la antorcha de la civilización se respetan como leyes,
y que, sin embarqo aunque son la base misma sobre la que el le-
gislador levanta su obra, no han recibido sanción expresa, tal
vez porque se considera que no puede añadir autoridad a lo que
el asentimiento general de las naciones y de los siglos se la han
dado sin contradiccibn; tal vez porque teme rebajar su importan-
cia en el hecho de ponerles un sello nuevo que los comprenda con
leyes que tienen carácter pasa jero y mudable. Estos no son leyes,
sino que pueden llamarse con propiedad leyes de leyes; son reglas
de orden superior que siempre se suponen, aunque no estén reduci-
das a fórmulas oficiales de ley ni pasen por las solemnidades de
una publicación que nadie necesita para conocerlos" (párrafo re-
cogido de la obra de CASTRO, F., op. cit., p. 418). También se
ha afirmado con acierto, SANTAMARÍA PASTOR, J.A., op. cit., p.
345, que "es uno de los conceptos más importantes sobre los que
más se ha escrito en la ciencia jurfdica, pero que más complicado
resulta definir. Con ellos ocurre algo semejante a lo que S.
Agustín decfa del tiempo: todo el mundo sabe lo que es, pero na-
die es capaz de explicarlo". Vid. SUAY RINCON, J., "La doctrina
de los principios generales del Derecho", en La protección jurí-
dica del ciudadano. Procedimiento administrativo y garantía ju-






Como se ha apuntado anteriormente, los principios generales
del Derecho^, en cuanto que son, en palabras del TS "la atmbs-
fera en que se desarrolla la vida jurídica", "el oxígeno que res-
piran las normas"^0 constituyen una de las técnicas de que pue-
den valerse los tribunales para controlar la discrecionalidad de
la Administración^l, pues su actuacibn está sometida no sola-
mente a la Ley, sino también al Derecho. En este sentido se ha
pronunciado reiteradamente la jurisprudencia de nuestro Tribunal
Supremo admitiendo la aplicación de los principios generales del
Derecho como técnica de control de la discrecionalidad del pla-
neamientom.
drid, 1993, tomo I, pp. 385 y ss.
^ Dice BELADIEZ ROJO, M. , Los principios jurídicos, Tecnos,
Madrid, 1994, p. 130, que unas veces se habla de principios
jurídicos, otras de principios del Derecho y en ocasiones se
acude a la expresión de principios qenerales del Derecho. En su
opinión todas estas expresiones designan el mismo fenómeno: "la
fuente del derecho que expresa los valores jurídico-éticos de la
comunidad".
^0 Vid. la S. TS 17 de marzo de 1992 (Az. 3283).
^1 Vid. DE LA CRUZ FERRER, J., "Sobre el control..., cit.,
pp. 99 y ss.
m E1 principal problema que ha planteado su estudio ha sido
determinar si gozan o no de naturaleza normativa. En nuestro de-
recho la doctrina mayoritariamente ha proclamado su carácter nor-
mativo. Vid. DIEZ-PICAZO, L. y GULLbN BALLESTEROS, A., Sistema
de Derecho Civil, Tecnos, Madrid, 1982, tomo I, 4^ ed., p. 171;
GORDILLO CAÑAS, Ley, principios generales y Constitución: Apuntes
^para una relectura desde la Constitucibn de Ia teoría de las
fuentes del Derecho, Fundación Rambn Areces, Madrid, 1990, p. 53;
LACRUZ BERDEJO, J. L. , Element^os de Derecho Civil , Bosch, Barcelo-
na, 1988, tomo I, p. 125; PRIETO SANCHÍS, L.,"Sobre los princi-
pios y normas. Problemas de razonamiento jurídico", Cuadernos y
Debates, núm. 49, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid.
Pero la común aceptación del carácter normativo de los prin-
cipios generales no ha impedido que se haya levantado alguna voz
disconforme. Asi, Vid. , NIETO, A. , Derecho Admínistrativo Sancio-
131
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Sin ánimo de hacer un estudio exhaustivo, pueden citarse
algunos ejemplos.
En primer lugar, se encuentran en la jurisprudencia diversas
aplicaciones del principio de proporcionalidad, que impone la
adecuación de los medios utilizados por la Administración a la
f inal idad perseguida^ .
El concepto de proporcionalidad surgió en el Derecho penal,
específicamente, como elemento necesario en la legítima defensa.
De ahí pasó al Derecho de policía administrativa, pero es actual-
mente un principio informador de toda la actividad administrati-
va, que viene siendo destacado como especialmente apto para dis-
ciplinar el sometimiento de la Administración al Derecho ^4. Su
carácter de pincipio qeneral del Derecho^s y su positivización
en los textos legales hacen que forme parte de "esa atmósfera en
la que respiramos jurídicamente" y que conforma la medida emplea-
da por la Administración en el uso de sus potestades^ó.
nador, Tecnos, Madrid, 1993, pp. 37 y ss.
^ Este principio ha sido positivizado en el artículo 6
RSCL: "El contenido de.los actos de intervencibn será congruente
con los motivos y f ines que los justif iquen. Si fueren varios los
admisibles se eliqirá el menos restrictivo de la libertad indivi-
dual".
^4 Vid. LóPEZ GONZÁLEZ, J. I. , EL principio de proporcionali-
dad en Derecho Administrativo, Instituto García Oviedo, Sevilla,
1988, p. 151. .
^S STC 62/1982, F.J. 5Q.
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Verdaderamente, en el ámbito del planeamiento urbanístico,
en el que se dan cita los más diversos intereses contrapuestos,
este principio tiene una especial importancia^. La Ley del
Suelo está informada^g por la proporcionalidad administrativa
en materia de planificación urbanistica. Así empleando el crite-
rio de proporcionalidad el TS ha resuelto algunos conf lictos como
el ref lejado en una S. de 17 de septiembre de 1982^9 relativo
a la anulación de la calificación de parques y jardines urbanos
para una parcela edificada, sustituyéndola por la de zona 13.b,
urbana, de edif icabilidad semiintensiva. Dice el tribunal:
"... 4Q) Sobre el solar^de autos, la empresa construyb un
nuevo edificio recientemente, al amparo de la licencia mu-
nicipal que le fue concedida el 3 de octubre de 1975, ob-
teniendo la calif icación def initiva cuando ya el Plan Gene-
ral Metropolitano de que se trata había sido aprobado. 5Q)
Reultaría inequitativo y desproporcionado por ese conjunto
de circunstancias, asignar a este inmueble la calificacibn
urbanística aquí pretendida por la Administración, con los
efectos perturbadores que la misma llevaría consigo, cuando
la propia Administraci8n ha contribuido con sus actos a
• ^ Segfin GRUY BRAIBANT, "Le pr^incipe de la proportionalité",
Mélanges offerts a Marcel Waline, París, 1974, tomo II, pp. 297
y ss., el principio de proporcionalidad no ha sido reconocido en
el derecho francés como límite al poder discrecional.
^g Cfr. SUAY RINCÓN, J., op. cit., p. 383: "Los principios
generales del Derecho cumplen una función informadora de todo el
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crear un estado de cosas que tanta influencia tienen para
el rechazo de sus pretensiones".
Los elementos que constituyen el apoyo o fundamento de este
principio son: el presupuesto de hecho, los medios y el fin. Pero
lo especifico de la operación técnica de proporcionalidad es la
relación de adecuación de los medios a los fines. De la medida
adoptada a los obj etivos que se pretenden consequir . Sobre la ba-
se de una correcta constatación y valoración de los hechos, es
decir, de su existencia y de su calificacibn jurídica, la deci-
sión administrativa ha de ser adecuada, proporcionada con los f i-
nes de interés general que sirve; para saber si esa relación es
proporcionada o no hemos de tener en cuenta cuál sea el contenido
objetivo de toda relación de proporcionalidad, los parámetros
que, finalmente, nos van a servir para saber si una determinada
decisión es o no proporcionada^°.
Ilustrativa de la aplicación de este principio es una sen-
tencia del TS de 29 de noviembre de 1989^1 que confirmó la anu-
lación del Plan General de Ordenación Urbana de Castrillón (Astu-
rias) en lo referente a los terrenos de la entidad recurrente,
sobre los que se preveía un equipamiento privado industrial de
extensa superficie, sin precisar debidamente el destino urbanís-
tico. La Sala de instancia, después de afirmar que "situar equi-
pamientos en un Plan implica que deben ubicarse donde se necesi-
280 Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R., op. cit.,p. 151.
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ten", añade que se afectarón tres usos a la entidad recurrente
en proporción excesiva para una población de 80 habitantes. E1
TS llama la atención sobre la "gran desporporción" existente en
la asignación de suelo.
En este orden de ideas, el TS, en su sentencia de 31 de
enero de 1989252, declarb la anulación del Plan General de
Vallada (Valencia), que había clasificado 189.950,81 m2 de suelo
urbano siendo terrenos rústicos y sin ningún servicio, por exis-
tir desproporciĉn entre las bases de previsión y los costes de
ejecución:
"Aunque esta Sala tiene dicho que con arreglo al artículo
42 del Reglamento de Planeamiento, las evaluaciones econó-
micas que ha de hacer el Plan General puden hacerse en tér-
minos generales sin precisar los detalles propios de los
Estudios Económicos de los Planes Parciales o de los Espe-
ciales, sin embargo, cuando se comprueba una. manif iesta
desproporción o desajuste entre las bases de previsión y
los costes de ejecución, o un desfase claro de éstos, o una
total irrealidad de los números previstos se debe anular el
Plan. Por este motivo, pues el mismo no garantiza afin ni
minimamente la viabilidad de su ejecución que constituye
siempre la razón de ser del planeamiento seqún su misma
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Otro principio que ha de tenerse presente es el de la in-
terdicción de la arbitrariedad. La jurisprudencia invoca la Cons-
titución, concretamente el artículo 103.1, que proclama el some-
timiento de la Administración tanto a la Ley como al Derecho, so-
metimiento que va referido también a los principios generales en-
tre los que se incluye y destaca el principio de interdicción de
la arbitrariedad de los poderes pfiblicos, previsto y regulado en
el artículo 9.3 del mismo Cuerpo Legal, de donde deriva que el
control jurisdiccional que tan ampliamente traza el artículo
106.1 CE ha de extenderse necesariamente en cuanto al "objeto"
a la actuación discrecional y en cuanto a los "criterios" del en-
juiciamiento a los principios generales del Derecho^3.
Comencemos por advertir que la expresión tiene un origen
claramente doctrinal; representa una forma muy personal -y cier-
tamente elegante-, de referirse al control jurisdiccional de la
^ Vid. DELGADO BARRIO, J., Reflexiones sobre el artículo
106.1 de la Constitución espafiola. EL control jurisdiccional de
la Administración y los principios generales del Derecho, en Es-
tudios sobe la constitución española, Homenaje al Profesor García
de Enterría, Civitas, Madrid, 1991, tomo III, pp. 2311 y ss.
GARCÍA DE ENTERRfA, E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., op. cit., p.
78, señalan que nuestro pais figura entre aquellos en que la
doctrina ha suplido el jueqo de la jurisprudencia. Ahora bien,
en los últimos tiempos la jurisprudencia ha comenzado a desempe-
ñar un papel digno de mención.PARADA VÁZQUEZ, R., Derecho admi-
nistrativo. Parte general, Marcial Pons, Madrid, 1995, tomo I,
5$ ed. , p. 81, dice que, a diferencia de Francia y los países an-
glosajones, donde ha sido obra de la jurisprudencia , los.prin-
cipios generales del Derecho se positivizan en España por el le-
gislador. La importancia masiva de los principios empieza a pro-









Es importante destacar que este principio se encuentra en
íntima conexibn con los demás principios constitucionales^. Con-
firma lo dicho el pronunciamiento del TC de fecha 20 de julio de
1981:
"Los principios constitucionales invocados por los re-
currentes: irretroactividad, seguridad, interdicción de la
arbitrariedad, como los otros que inteqran el artículo 9.3
CE, no son compartimentos estancos, sino que, al contrario,
cada uno de ellos cobra valor en función de los demás y en
tanto sirva a promover los valores superiores del ordena-
miento jurídico que propugna el Estado social y democrático
•
2^ Cfr. GARARIDO FALLA, F., Comentarios a Za Constitución
española, Civitas, Madrid, 1985, 2^ ed., p. 170.
Este principio, que había sido formulado por GARCÍA DE EN-
TERRÍA, E., "La interdicción de la arbitrariedad en la potestad
reglamentaria", RAP, núm. 30, 1959, pp. 131 y ss., fue recogido
por la CE, en su artículo 9.3, en virtud de una enmienda de Lo-
renzo Martin Retortillo. ^
E1 inciso final del actual artfculo 9.3 CE no aparecía en
el Anteproyecto de Constitución (BOE, núm. 44, de 5 de enero de
1978), ni apareció a lo largo de la tramitación del Proyecto del
Congreso. La redacción actual tiene su origen en una enmienda
presentada al proyecto de Constitucibn por el senador Lorenzo
Martín-Retortillo Blaquer: "Ya que se incluyen tan importantes
principios, vale la pena aprovechar para dar cabida al de inter-
dicción de la arbitrariedad de los poderes pfiblicos, desarrollado
por la doctrina, asimilado por la jurisprudencia y que puede sur-
tir beneficiosos efectos a la hora de informar la actuación de
todo el aparato público". En defensa de su enmienda, el Senador
adujo que "es una bonita concreción que ha ido construyéndose
..., principio, valor, llámese como se llame, la interdiccibn d^^^^
la arbitrariedad de los poderes públicos... Amplio poder sí, pero
que se sepa que, al ejercerlo, la libertad que se concede impide





Sé trata, pues, de la necesidad de interpretar los princi-
pios constitucionales conjuntamente. Lo cual signif ica que la in-
terdicción de la arbitrariedad puede sumarse en plano de estric-
ta igualdad a los demás principios a los que informe, de suerte
que no caben aplicaciones de la jerarquía normativa o del propio
principio de legalidad que puedan vulnerar la interdicción de la
arbitrariedad. Asimismo, afirma, que la interdicción de la arbi-
trariedad supone eliminar en la aplicacibn normas, conductas da-
ñosas a principios generales del Derecho de tradicional empaque
en nuestra jurisprudencia, tales como el principio de buena fe
y la prohibición del abuso de derecho, además de ser cauce bas-
tante para la proscripción del fraude de ley, ya que en todos es-
tos casos se dan actuaciones arbitrarias del derecho y de los po-
deres concebidos.
Este principio ha sido construido por la jurisprudencia re-
f iriendo la arbitrariedad a la actuación contraria a las exigen-
cias de la razón, y asf viene declarado que el principio de in-
terdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos "aspira
a evitar que se traspasen los límites racionales de la discrecio-
nalidad y se convierta ésta en fuente de decisiones que no resul-
ten justificadas" -S. TS de 8 de junio de 19922^-, pues, "la
discrecionalidad no supone una permisividad para actuar en contra
de las más elementales reqlas de la racionalidad y el buen senti-
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do, sino que está limitada por ellas" -S. TS de 18 de julio de
19882^-, siendo de añadir que de la racionalidad en la actua-
ción administrativa deriva una necesidad de coherencia en el de-
sarrollo de los criterios de planificación.
Veamos uno de los tantos pronunciamientos que ha dictado
nuestro Tribunal Supremo. Una sentencia de 15 de marzo de 1993287
dispone:
"B) ...Tales principios -artículo 14 del Título Preliminar
del Cbdiqo Civil- informan todo el ordenamiento jurídico y
por tanto también la norma habilitante que atribuye la po-
testad discrecional de donde deriva que la actuacibn de es-
ta potestad ha de ajustarse a las exigencias de aquéllos la
Administración no está sometida sólo a la Ley sino también
al Derecho (artículo 103.1 CE)p.
Y continúa diciendo:
"Por ello la revisión jurisdiccional de la actuación admi-
nistrativa se extenderá, ..., a la verificación de la rea-^
lidad de los hechos. .., de suerte que cuando se aprecie una
inconqruenc^a o discordancia de la solución elegida con la
realidad que integra su presupuesto... tal decisión resul-
tará viciada por infringir el ordenamiento jurídico y más
2^ Az. 5914.




concretamente el principio de interdiccibn de la arbitra-
riedad de los poderes pt^blicos -artículo 9-3 CE-, que, en
lo que ahora importa, aspira a evitar que se traspasen los
límites racionales de la discrecionalidad y se convierta
Lsta en fuente de decisiones que no resulten justifica-
das"^.
La Administración también recurre con frecuencia al princi-
pio de racionalidad. E1 Tribunal Supremo controla la discrecio-
nalidad del ius variandi con arreqlo a límites racionales, pues,
"la decisión administrativa -dice una S.^TS de 25 de abril de
1983289- ha de presentarse como racional".
La jurisprudencia habitualmente, no define la racionalidad,
sino que se limita a decir lo que en un caso concreto traspasa
los límites racionales de la discrecionalidad. Es el caso de una
sentencia del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1990^0 que anu-
la la nó aplicación de las reglas establecidas para las alturas
de las edificaciones a una finca en función de la nueva anchura
de la calle:
^ En este mismo sentido existe una frondosa jurisprudencia.
Asf ; a modo de ejemplo, podemos citar las sentencias TS de 21 de
diciembre de 1987 (Az. 9687), 17 de junio de 1989 (Az. 4732), 20
de marzo y 13 de junio de 1990 (Az . 2246 y 4823 ), 11 de febrero,
2 de abril de 1991 (Az. 784 y 3278), 20 de enero, 15 de marzo,
12 de mayo y 8 de junio de 1992 (Az. 715, 3283, 4146 y 5148),
23 de febrero y 6 y 15 de marzo de 1993 (Az. 544, 1591 y 2523).
289 Az. 2275.






"No resulta admisible la postura de la Administración de
s
w
mantener con la nueva anchura el mismo volumen edificable
derivado del antiguo trazado de calles... No se advierte
aquí ninguna justificación urbanística para exceptuar el
terreno de la modif icaciĉn litigiosa de la aplicación de
las reglas generales sobre alturas. Hay que presumir que
éstas obedecen a un designio racional y apartarse de ól
supone una incoherencia que no aparece respaldada por una
justif icación suficiente".
Una decisión racional es una decisión razonada. La Adminis-
tración debe eleqir la opción justif icando su elección. Esa
eleccibn debe adecuarse y ser coherente con el resto de las de-
terminaciones del Plan y con el fin que éste persigue. Hay nume-
rosos ejemplos en la jurisprudencia. Puede verse, una sentencia
del Tribunal Supremo de 15 de marzo de 1993^1 que anula la ca-
lif icacion de "verde privado de inter^s especial" sustituyéndola
por la de "residencial en manzana cerrada", que es la que corres-
ponde a los terrenos que rodean la finca objeto de litigio. E1
Plan preveía la calificación anulada para "aquellos espacios no
edif icados con una vegetacibn que conviene proteger e integrarla
en un ambiente o entorno a preservar", calificacibn que no debe
corresponder a un terreno como el litigioso en el que no existía
un "árbol destacable y viqoroso, ni siquiera-sano" y que está
ubicada en un "horizonte de cemento". E1 tribunal además de anu-
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nalidad de la actuación administrativa se deriva una necesidad
de coherencia en el desarrollo de los criterios de planif icación,
pues, siendo presumible que las reglas generales del Plan obede-
cen a un designio racional, apartarse de él supone una incoheren-
cia si tal desviación no aparece respaldada por una justificación
suf iciente" . ^
En una sentencia del Tribunal Supremo de 22 de mayo de
1990^ el supuesto de hecho viene dado por la asignación a un
solar del uso "equipamiento general sanitario". E1 propietario
del solar interesó del Tribunal la calificación de "industria-
jardín" por considerarla más acorde con su ubicación. E1 Tribunal
Supremo por considerar que la calif icación pretendida por el Plan
pugna con el principio de racionalidad acordó la sustitucibn in-
teresada. Razona asf el Tribunal:
"^. Por una parte, está acreditado que en el curso de eje-
cucibn del Plan Parcial "Xercavins", se han creado numero-
sas industrias en las fincas colindantes con el terreno ob-
jeto de litigio, circunstancia que ha sido recogida por el
perito en su informe: "existen industrias en funcionamiento
en los aledaños de la finca de autos, cancretamente a ambos
lado$ de la misma. ^
2. Por otra parte, el articulo 36 b) de las Normas del Plan








al tratamiento o alojamiento de enfermos, lo cual evidente-
mente, no armoniza con su ubicación en una zona industria-
lizada como la de autos. Y si, además, en el avance delPlan
se consideraba la creación de un hospital, propósito de que
se sustituye por una reserva de suelo sanitrio-asistencial,
se evidencia aún más, si cabe que el interés público no se
satiface con tales disposiciomes y tampoco armoniza con las
previsiones específicas concernientes a la realización de
los sistemas generales que exige el artículo 41.2 del RP".
E1 Tribunal Supremo invoca con frecuencia el principio de
seguridad jurídica, recogido en el artículo 9.3 CE, que impide
a la Administración cambiar de criterio inexplicablemente o sin
motivo. La Administracibn no puede variar sin justif icación su .
decisibn anterior que entiende correcta hasta que nuevos crite-
rios o nuevas circunstancias aconsejen lo contrario2^.
^ Cfr. DE CASTRO Y BRAVO, F., op. cit. p. 705: "la mudanza
de las normas de Derecho, si se admitiesen inflexivamente sus ló-
gicas consecuenciaŝ , traería consigo el cambio automático de to-
das las situaciones jurídicas existentes; el cuerpo social habría
de adaptarse forzosamente a moldes completamente nuevos y arro-
jar, como caducos, los anteriores. Este brusquísimo cambio sería
contrario a uno de los f ines principales del Derecho: la seguri-
dad juridica; por ello, contra las exigencias de aquella conclu-
sión se pide que se midan, al menos, por la vieja medida las si-
tuaciones que se forjaron a su amparo; después cuando se afirma
y ext-iende el anhelo de tranquilidad, se exigirá que además, se
regulen con arreglo a ella todos sus efectos".
VILLAR PALASÍ, J., y VILLAR EZCURRA, J.L., "E1 derecho a la
certidumbre jurídica y la incertidumbre", en La protección jurí-
dica del ciudadano. Procedimiento administrativo y jurisdiccio-
na1, Homenaje al Profesor González Pérez, Civitas, Madrid, 1993,
tomo I, pp. 101 y ss., conciben la seguridad jurídica como "la
expectativa razonable que todo ciudadano puede esperar, en un Es-
tado de Derecho, para conocer la regulación aplicable a una con-
ducta determinada, se trata "del derecho a tener una cierta segu-
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c) La desviación de poder
La tercera y última técnica empleada por la doctrina y la
jurisprudencia para controlar la actividad discrecional de la
Administración es la desviación de poder o adecuación del fin a
la norma . Toda actuación administrativa tiene un f in que cumplir,
por lo que la decisibn que se adopte sólo será válida si satis-
face la finalidad pretendida. Si no se logra el f in perseguido
la decisibn administrativa será ajena a la Ley, quedando desvin-
culada de su espíritu y faltándose, por tanto, a la obligada re-
lación entre la idea de poder y la idea del fin del servicio.
La desviacibn de poder supone un acto ajustado a la legali-
dad intrinseca, pero viciado de nulidad por no responder en su
motivación interna al sentido teleológico de la actividad admi-
nistrativa orientada a la promoción del interés público y sujeta
a ineludibles imperativos de moralidad^.
Esta técnica de control es empleada por la jurisprudencia
de forma subsidiaria, cuando no existe otro motivo de enjuicia-
miento preferente.
Ejemplo de la aplicacibn de este principio es una sentencia
del Tribunal Supremo de 10 de junio de 1987, que desestimó, en
ridad acerca de la relación jurídica aplicable a un supuesto 0
conducta determinadas" , es en def initiva, "la clave de bóveda so-
bre la que se articula el derecho a la certidumbre".








lo que ahora importa, la aleqación de los recurrentes de "falta
de acomodación al ordenamiento jurídico de la alineación de la
calle Coruña". E1 TS declaró:
"... el apelante parece pretender que se dé prevalencia a
su particular concepcibn de lo que el interés público exiqe
en este caso, pero esta Sala no encuentra base en el orde-
namiento jurídico en que apoyar la correlativa subordina-
cibn de la apreciación que de ese mismo interés público ha-
ce la Administración".
Y continúa su argumentación diciendo que:
"por ninguna parte se aprecia... la existencia de la des-
viaciĉn de poder que invoca, la cual implicaría la utiliza-
cibn de unas potestades administrativas para fines distin-
tos de los previstos en el ordenamiento jurídico".
La aplicación de esta técnica exiqe que se acredite la exis-
tencia de elementos que exterioricen que la actividad del órgano
administrativo enjuiciado se apartó de la f inalidad diseñada por
el ordenamiento jurídico. La concurrencia de este vicio debe ser
suf icientemente probada no siendo admisibles las meras sospechas.
Esta idea es recoqida por el Tribunal Supremo:
"... y desde luego el apelante no prueba la existencia de
la desviación de poder que invoca..." (Sentencia de 10 de
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junio de 1987 ) ^S.
Otra sentencia del TS que impone la probanza de que la Ad-
ministración no ha actuado conforme a Derecho es la de 2 de fe-
brero de 1988^. Razona asi el Tribunal=
"... dada la presunción "iuris tantum" de que goza la Ad-
ministración de ejercer sus potestades con arreglo a Dere-
cho, para destruirla o desvanecerla no es suficiente la me-
ra alegacibn de la desviación de poder, ni simples conjetu-
ras o sospechas, sino que es preciso que el Tribunal lle-
que, tras un examen de las probanzas aportadas, a la con-
vicción de que la Administracibn no utilizó sus potestades
con miras en el inter^s qeneral".
D. La sustitución de la decisión administrativa anulada
La cuestión que se plantea es si el juez, además de anular
alguna determinación del Plan impugnado por resultar éste dis-
conforme con el Derecho, puede sustituir^ la decisión anulada
dictando un nuevo pronunciamiento que reemplace esa decisión.
^ ^Az . 6112 .
^ Az. 686.
^ A juicio de SANTAMARÍA PASTOR, J.A., "si el ordenamiento
jurídico le obliga -se está ref iriendo al juez- a juzgar a la Ad-
ministración, le est^iobliqando también a convertirse en adminis-
trador, a administrar" (Reflexión recogida por FERNÁNDEZ FARRE-
RES, G. , La subvención: concepto y régimen jurídico, Instituto
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La respuesta a la cuestión suscitada, que en principio es
af irmativa, encuentra su fundamentación en el principio de tutela
judicial efectiva^ y en la concepción del carácter revisor de
la jurisdicción contencioso-administrativa.
Ahora bien, la afirmación debe ser matizada, pues, no es lo
mismo que se trate de actuaciones regladas que de actuaciones
discrecionales.
Para poder acudir al proceso contencioso-administrativo y
reclamar un pronunciamiento de los Tribunales no es necesario que
la Administración haya adoptado decisión alquna, sino que es su-
ficiente con que la Administracibn habiendo tenido la oportunidad
de pronunciarse no lo hubiese hecho.
Coherentemente con lo expuesto, cuando un administrado inte-
rese de los tribunales una sentencia que satisfaga su pretensión
no podrán éstos limitarse a declarar la procedencia de que la Ad-
ministración se pronuncie, sino que, deberán ir m^s lejos y de-
cidir respecto de aquello que la Administración pudo y debió re-
solver, pues, si así no lo hiciesen estarían quebrantando el
prinĉipio de economía procesal, además de incurrir en la wlnera-
ción del principio de efectividad de la tutela judici^al previsto
y regulado en el artfculo 24.1 de la Constitución.
^^Vid. articulo 24 CE: "1. Todas las personas tiener^^^
derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales
en.el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que,
eri ningún caso, pueda producirse indefensión".
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La Administración cuando se trata de una actuación reglada
no puede decidir que es más conveniente para la comunidad, sino
que debe limitarse a trasladar al Plan aquello que el legislador
ha previsto. Por lo tanto, en estos casos la Administración está
obligada a dar una respuesta concreta y reglada y si no lo hacen
pueden los Tribunales decidir al respecto de aquello que la Admi-
nistracibn pudo y debib resolver. Se trata de evitar que la Ad-
ministración provoque con su actitud neqligente un perjuicio 0
daño al administrado cuando deba limitarse a trasladar al Plan
la realidad de hecho existente cuya determinación queda fuera de
su esfera voluntarista. ^
Por lo que respecta a las actuaciones discrecionales los
tribunales tienen que abstenerse de sustituir la decisión impug-
nada, pues, sólo a la Administración le es dado, en virtud del
poder discrecional que tiene reconocido, decir al respecto^.
^ Cfr. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Arbitrariedad y...,
cit., pp. 122 y ss: "Es obvio que un juez no es quién para deci-
dir en nombre del Derecho por dónde debe ir una carretera o dónde
debe emplazarse una central nuclear o qué extensión debe tener
el suelo no urbanizable de un término municipal y que, en casos
semejantes, lo más que podrá decir desde la perspectiva jurídica
que le es propia es que la carretera en cuestión no debe pasar
por el concreto lugar por donde la ha trazado el proyecto aproba-
do por la Administración o que la central nuclear no puede legí-
timamente situarse en el emplazamiento por ésta previsto o, en
fin, que no está justificada objetivamente la extensibn dada por
el planeamiento recurrido al suelo no urbanizable. Pero para ex-
plicar esto, que es, obviamente, así y así debe seguir siendo no
hay necesidad de acudir en absoluto al viejo tópico de la oportu-
nidad o de la prohibición de suplantar a la Administración...
Basta atenerse a lo que constituyen los limites objetivos del
proceso a que al juez corresponde resolver, dentro de los cuales
entra el restablecimiento de la situación jurídica anterior del
recurrente, pero no su modificación o su mejora, que harían in-
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I. LA REVISIÓN DEL PLANE O
i . intro8uccfĉn ^
Los Planes sufren con frecuencia el embate de las nuevas ne-
cesidades, a las que son muy sensibles, lo que comporta su muta-
ciónl. Como se ha visto, la exigencia de adecuar el planeamiento
territorial y urbanístico a nuevos criterios de ordenacibn y a
nuevas necesidades urbanísticas fundamenta la potestad o"ius va-
riandi" para revisarlo.
Dichas potestades de innovaci ĉn -dice una S. TS de 27 de
septiembre de 19792- han de ser tenidas como inmanentes a la na-
turaleza de la actuación administrativa de planeamiento, consti-
tuyendo el denominado "ius variandi", cuyo desenvolvimiento por
la Administración urbanística permite la adaptación de los Planes
a las nuevas necesidades que se planteen y se estimen como tales
por los 8rganos a quienes corresponde decidir la política urba-
nística de cada momento.
La legislación urbanística contiene una serie de circunstan-
cias que motivan la alteración. Pueden estar determinadas por el
planeamiento o al^margen de él. En este último supuesto la alte-
ración puede venir determinada por los Planes de rango superior,
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normalmente de alteración del territorio3.
El ej ercicio de la potestad de revisar previsto en la legis-
lación urbanística es diferente según el tipo de planeamiento.
2. La reviaión del Plaa Nacional de Ordeaación
s
E1 Texto Refundido de 1976, en su artículo 46, empleaba la
expresión actualizar para referirse a las posibilidades de re-
visión o modificación del Plan Nacional de Ordenación°. Por su
3 Estos Planes pueden ser los previstos en la legislación
estatal o en la autoríómica.
4 E1 Plan Nacional ha ocupado y ocupa el primer luqar en el
esquema del planeamiento urbanistico, si bien, nunca se ha elabo-
rado y probablemente nunca llegue a hacerse.
Son características del Plan Nacional de Ordenación las si-
guientes:
- Se trata de un Plan de ordenación del territorio, es un
instrumento de ordenacibn del espacio que abarca todo el terri-
torio de la nacibn.
- Tiene por objeto establecer "las grandes directrices
territoriales". De esta aseveración no debe deducirse que las de-
terminaciones de este tipo de Planes son meramente indicativas,
sino que, indudablemente son vinculantes para la Administración
pública y para los particulares.
- Se ha dicho que, en atencibn a las finalidades que persi-
gue y la íntima conexibn que debe existir entre el mismo y un
Plan de desarrollo econbmico, su definición debe revestir el ca-
rácter político de ley fundamental.
Vid. BIDAGOR LASARTE, P., "Hacia un nuevo Plan Nacional de
Urbanismo. Su necesidad, significacibn y posibilidades", REVL,
núm. 57, 1950, pp. 368 y ss. BLANQUER PRATS, M.B, "Apuntes sobre
la jerarquía y eleccibn de las figuras de planeamiento", RDU,
núm. 66, 1980, pp. 24 y ss. FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.R., Manual de
Derecho..., cit., pp. 53 y ss. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO
ALFONSO, L. , op. cit. , pp. 236 y ss. GONZÁLEZ PÉREZ, J. , Comenta-
rios...(Texto...), cit., 449-453. LÓPEZ NUÑEZ, C., Presupuestos
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condición de Plan superior nunca surgirá la necesidad de adap-
tarlo al Plan de mayor rango, pero lo que, en su caso, si será
necesario es adecuarlo a las circunstancias cambiantes. No nos
cansaremos de decir, que el Plan no puede permanecer impasible
ante los cambios experimentados en el territorio a ordenar, no
puede estar divorciado de la nueva realidad, sino todo lo contra-
rio, deberá adecuarse, en la medida de lo posible, a la realidad
urbana vigente en cada.momento.
Asimismo, el Texto Refundido de 1976 se referia a la adecua-
ción entre el Plan Nacional de Ordenación y los Planes de de-
sarrollo económico y social. De forma que, aprobado un Plan de
desarrollo debía procederse a la revisión o en su caso a la modi-
ficación del Plan Nacional de Ordenación.
Por su parte, el Texto Refundido de 1992 mantuvo la posibi-
lidad de actualizar el Plan Nacional de Ordenación, actualización
que al igual que en la legislación derogada corresponde al Go-
bierno de conformidad a lo que disponga su ley aprobatoria, que
como es sabido, no ha pasado hasta el momento de la simple hipó-
^sociológicos y jurídicos deI P1an de Ordenación Urbana, Ministe-
rio de la Vivienda, Madrid, 1968, p. 47. LLISET BORREL, F., et
al., Nuervo Régimen Urbanístico. Comentarios a la Ley 8/1990, de
25 de julio, sobre Reforma de1 Régimen Urbanístico Valoraciones
del Suelo, Abella, Madrid, 1990, pp. 273-275. MART^N RETORTILLO,
S., "Presupuestos políticos y fundamentación constitucional de
la planificación urbanistica", RAP, nfim. 50, 1966, p. 126. . PERA-
LES MADUEÑO, F., "Aspectos técnico-jurídicos del planeamiento",
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tesis del precepto legals.
Lo lógico será que en la actualización se sigan los mismos
trámites que para la formulación y aprobación de este tipo de
Planes se establecen en los artículos 107 y 112 del cuerpo legal
vigenteó; aunque por tener la norma aprobatoria rango de Ley es
posible que en ella se establezca una forma de efectuar la actua-
lización distinta de la prevista para su formulación y aproba-
ción, en cuyo caso, el órqano competente para realizar la actua-
lización estará compelido a la observancia de la misma.
Finalmente, hemos de dejar constancia de la supresión en la
redaccibn actual de la referencia a la concordancia y dependencia
S Cfr. LLISET BORREL, F., et al., op. cit., p. 752.
6"1. Corresponde al Ministerio de Obras Públicas y trans-
portes proponer al Consejo de Ministros el Real Decreto de for-
mación del Plan Nacional de Ordenación. 2. E1 Consejo de Minis-
tros determinará en el Real Decreto aprobatorio de la elaboración
del Plan Nacional de Ordenación: a) E1 Organismo u Organismos pú-
blicos que han de intervenir en la redacción del Plan y ejercer
las facultades de direccibn y control periódico de los trabajos
de elaboracibn; las que reserva el propio Consejo o se atribuyen
al Ministerio de Obras Públicas y Transportes y los plazos para
la elaboración del Plan. b) La participación de las Comunidades
Autónomas y Corporaciones locales correspondientes en la elabo-
ración de los trabajos. c) Las bases o normas para la colabora-
ción, en su caso, de otras Entidades pfiblicas o privadas" (artf-
culo 107). .
"Redactado el Plan conforme a las prescripciones contenidas
en el Real Decreto correspondiente se elevará, a través del Mi-
nisterio de Obras Públicas y Transportes previo informe de la Co-
misión Central del Territorio y Urbanismo, al Consejo de Minis-
tros, el cual, si procediera, lo remitirá a las Cortes para su_____
aprobación" (artículo 112). ^
Los antecedentes legislativos de estos preceptos podemos en-
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del Plan Nacional de Ordenación de los Planes de desarrollo eco-
nómico y social.
3. La revisión de los Planes Dfrectores Territorfales de Coor-
dinación'
a
Durante la vigencia de la Ley del Suelo de 1975 correspondía
a la Administración del Estado, y en concreto al Consejo de Mi-
nistros, la adopción de la decisión inicial de redactar el Plan
Director Territorial de Coordinación, en la que debía hacerse re-
ferencia a la delimitación del ámbito territorial y a la previ-
sión de las entidades y organismos que debian intervenir entre
la formulación y la resolucibn definitiva. La ordenación de las
^ Los rasgos que definen a esta clase de Planes son los que
se exponen:
1. Son Planes de estructuración del territorio, que tienen
ámbito supralocal, pudiendo comprender la totalidad del territo-
rio de una Comunidad Autónoma o parte del mismo.
2. Son la directriz a seguir en la ordenación urbanística
del territorio comprendido en su ámbito de actuación, y ejercen
^ una función coordinadora de todos los Planes y normas a que afec-
te, mediante la f i jación del modelo territorial que ha aplicarse
dentro del ámbito de aquél.
Vid. BLANQUER PRATS, M.B., op. cit., pp. 26 y ss. CARCELLER
FERNÁNDEZ, A., "Las normas urbanísticas y los objetivos de la
Planificacibn Territorial", RDU, núm. 37, 1974, p. 87. ENRIQUE
DE SAL^AMANCA, L.M^., "Los Planes Directores Territoriales de
Coordinación y sus problemas", Ciudad y Territorio, núms. 1 y 2,
1975. GARCÍA DE ENTERRfA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., pp.
240-251. GONZÁLEZ BERENGUER-URRUTIA, J.L., "Sobre los Planes Di-
rectores Territoriales de Coordinación", RDU, núm. 97, 1986, pp.
13 y ss. MARTÍN BLANCO, J., Los Planes Directores Territoriales
de Coordinación en 1a nueva Ley del Suelo, Ministerio de la Vi-
vienda, Madrid, 1975, pp. 15 y ss. MUNOZ MACHADO, S. , Derecho pfi-
blico de las Comunidades Autónomas, Civitas, Madrid, 1981, tomo
I, p. 536. Vid. del mismo autor Tratado de Derecho..., cit., p.
1753. VILLAR EZCURRA, J.L., op. cit., p. 53 y ss.
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facultades urbanísticas de las entidades preautonómicas impuso
una modificación del procedimiento previsto en la Ley de 5 de
mayo de 1975, si bien al Consejo de Ministros seguía correspon-
diendo la aprobación definitiva. La aprobacibn de los EEAA y la
asunción de competencias exclusivas en materia urbanística y de
ordenación territorial por las CCAA alteró por completo el proce-
dimiento, ya que pasó a corresponder a éstas la formulación y
aprobación de los Planes Directores Territoriales de Coordina-
ción8.
g En e j ercicio de las competencias asumidas por las CCAA, en
materia de ordenación del territorio y urbanismo, se han promul-
gado varias leyes, que han introducido una variada tipoloqía de
Planes Territoriales, que han innovado la normativa estatal. A
continuación se relacionan los instrumentos de ordenación terri-
torial previstos y regulados en la legislación auton ĉmica:
- La Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territo-
rio de la Comunidad Autónoma de Andalucia dispone que la planif i-
cación territorial se realizar^ a través de: a) E1 Plan de Orde-
nación del Territorio de Andalucía y b) Los Planes de Ordenación
del Territorio de ámbito subregional.
- La Ley 1/198, de 30 de marzo, de Coordinación y Ordenacibn
Territorial (Asturias), regula los siguientes instrumentos de
ordenación del territorio: a) Las Directrices de Ordenación del
Territorio, b). Los Proqramas de Actuación Territorial y c) Las
Evaluaciones de Impacto.
- La Ley 8/1987, de 1 de abril, de Ordenación Territorial
(Islas Baleares), requla los siguientes instrumentos de ordena-
ción del territorio de la Comunidad Autónoma: a) Las Directrices
de ordenación del Territorio, b) Los Planes Territoriales
Parciales, las Directrices sectoriales y los Planes de Ordenación
del Medio Rural desarrollan a las anteriores directrices, a cuyas
determinaciones deben de ajustarse.
- La Ley 1/1987, de 13 de marzo (Canarias), regula los Pla-
nes Insulares.
- La Ley 7/1990, de 30 de marzo, de Ordenación del Territo-
rio (Cantabria), regula tres tipos de instrumentos de ordenación
territorial: a) Las Directrices de Ordenación Territorial, Regio-
nales y Comarcales, b) Los Planes Directores Sectoriales y c)










En la actualidad, el artículo 126, apartado segundo del
TR/929 dispone que la revisión o modificación de los Planes Di-
rectores Territoriales de Coordinación se llevará a cabo por el
procedimiento establecido para su elaboración y en los plazos y
por las causas establecidas en los mismos. Por consiguiente, la
revisibn de estos Planes habrá de efectuarse de conformidad a la
normativa autonómica que resulte de aplicación y, en su defecto,
por la que se establezca en el acuerdo que ordene su formulación
- La Ley 23/1983, de Politica Territorial (Cataluña), requla
el Plan Territorial General con ámbito en todo el territorio de
Cataluña y los Planes Territoriales Parciales, de ámbito comarcal
y los Planes Territoriales Sectoriales.
- La Ley 10/1984, de 30 de mayo, de Ordenación Territorial
(Madrid) regula los siquientes instrumentos: a) Las Directrices
de Ordenación Territorial, b) Los Proqramas Coordinados de Actua-
cibn y c) Los Planes de Ordenación del Medio Ambiente Físico.
- La Ley 4/1992, de 30 de julio, de Ordenacibn y Protección
del Territorio de la Reqibn (Murcia), regula los siguientes ins-
trumentos de ordenación: a) Las Directrices de Ordenación del
Territorio y b) Los Planes de Actuación Territorial.
- La Ley Foral 12/1986, de 11 de noviembre, de Ordenacibn
del Territorio (Navarra), prevé y regula los siguientes instru-
mentos: a) Las Normas Urbanísticas Reqionales, b) Los Planes de
Ordenación del Medio Fisico, c) Las Normas Urbanísticas Comarca-
les, d) Los Planes y Proyectos Sectoriales de Incidencia Supramu-
nicipal y e) Las Dfrectrices de Ordenacibn Territorial.
- La Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio
(País Vasco), suprime de forma expresa los Planes Directores
Territoriales de Coordinación, y en su luqar establece; a) Las
Directrices de Ordenación Territorial, b) Los Planes Territoria-
les^Parciales y c) Los Planes Territoriales Sectoriales.
- La Ley 6/1989, de 7 de julio, de Ordenación Territorial
(Valencia), prevé y requla los siguientes instrumentos de orde-
nación territorial: a) E1 Plan de Ordenación del Territorio, b)
Los Planes de Acción Territorial y c) Los Programas de Ordenacibn
del Territorio.
9 Sin correlativo exacto en e1^TR/76. Se corresponde con el
artículo 155.2, párrafo primero del RP.
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(articulos 108, 113). Será competente para la aprobación el ór-
gano que señale la legislación respectiva y, en su defecto, el
Consejo de Gobierno de la Comunidad (artículo 118.2).
De la literalidad del precepto 126 se desprende que las cau-
sas que propicien la revisión no podrán ser otras que las que el
propio instrumento de planeamiento haya fijado a tal efecto. Por
lo que respecta al plazo también habrá de estarse al texto del
Plan.
La suspensión de vigencia de los Planes Directores Territo-
riales de Coordinación, prevista en el artículo 155.2 del RP, ha
de entenderse derogada por el Texto Refundido de 1992. De forma
que tal posibilidad finicamente será admisible si ha sido previs-
ta por la legislación autonómica^, debiendo, en su caso, efectuar-
se de conformidad a las respectivas leyes autonómicas, y no por
el procedimiento que el RP establecía.
^. La revisi8a del planeami®nto qeneral
La determinación de qué debe entenderse por planeamiento
general es una cuestibn polémica. Para la doctrina mayoritaria'o,
'o Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios..._(Texto...) cit.,
p. 963.
LASO MARTINEZ, J. L. , Derecho Urbanístico. Creación y vigen-
cia del planeamiento, Montecorvo, Madrid, 1982, tomo II, pp. 564
y 565, asevera que: "la expresibn revisión va ligada indisoluble-
mente al Plan General" . E1 autor asegura que existe una razón de
fondo que adscribe la revisión a los Planes territoriales del má-
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el Plan General y las Normas Subsidiarias son los únicos instru-
mentos urbanísticos que pueden ser objeto del procedimiento de
revisión, que consiste básicamente en un análisis o estudio de
éstos, considerados en conjunto, para comprobar si la ordenación
urbanística en ellos diseñada responde a las circunstancias exis-
tentes en el momento de su formulación y proceder, en el caso de
que tras el citado análisis se llegue a la conclusión de que
existe disconformidad entre aquellas y la realidad del momento,
a actualizar su contenido. Otros autoresll opinan que, aunque el
RP centra su atención en la revisibn del Plan General, esto no
de un plan inferior sea de tal alcance que, externamente, equi-
valga a su revisibn en sentido vulqar, dicha-modif icación no es
revisión en sentido estricto, toda vez que, mientras no permanez-
ca en vigor el Plan superior que desarrolla, siempre podrá adop-
tarse un nuevo criterio de planeamiento que permite una welta
ala situación primitiva. Esto no ocurre jurídicamente en los Pla-
nes superiores porque, si se revisan alterando sus determinacio-
nes, harán imposible la aplicación de los criterios anteriores
por vía de desarrollo. Es decir, la actualización de fondo de un
Plan Parcial, sin revisión del Plan General, no impedirá una nue-
va confiquración de aquél, siendo en ambos casos compatible una
y otra con el mismo Plan General; solamente la revisión de éste
originará una alternativa radicalmente excluyente de cualquier
otra anterior".
Para BOIX REIG, V., Urbanismo y Derecho, Trivium, Madrid,
1990, p. 142, "se puede plantear la procedencia de la revisión
parcial de Planes Parciales, Planes especiales de reforma o Pro-
gramas de actuación urbanística. No parece posible revisiones in-
tegrales, ya que su naturaleza de instrumentos derivativos los
coloca en línea de dependencia del instrumento de ordenacibn su-
perior, de tal manera que su revisión infringiría las determina-
ciones de éste". . ^
11 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., p.
372.
Vid., en este sentido BOQUERA OLIVER, J.M., "Viqencia y re-
visión de los Planes de Urbanismo", REVL, núm. 169, 1971, p. 29,_._._
piensa que, "Un Plan Parcial que no desarrolla a un Plan General^ ^^
constituye y actúa como un verdadero Plan general y, por esto
mismo, le son aplicables las normas de la Ley. del Suelo sobre vi-
gencia y revisión de los Planes de Urbanismo".
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significa que no sea posible la revisión del resto de los Planes
Municipales y de los Especiales.
Por su parte, la legislación urbanística es enormemente cla-
ra.en la materia. E1 Texto Refundido de 1992, en el precepto
12 6. 4, ref iere la revisión al "planeamiento general" , lo que com-
prende el Plan General de Ordenación Urbana y las Normas Subsi-
diarias de Planeamiento. Esta aseveración encuentra apoyo en la
Ley del Suelo, concretamente en el Título III, Capítulo I,
Sección cuarta, titulada "Planeamiento general", que se dedica
al estudio de los instrumentos de ordenación urbanística citados.
Por lo tanto, si la operación de revisión es predicable del pla-
neamiento qeneral y planeamiento general son los Planes Generales
y las Normas Subsidiarias, la ineludible conclusibn a la que he-
mos de llegar es que sólo pueden ser objeto de la modalidad de
revisión estos instrumentos^de ordenación urbana.
Por su parte, el RP, articulo 154.3, al estudiar la figura
de la revisión'Z, si bien es cierto que emplea el término gené-
rico Plan y que ello podría llevar a pensar que lo que el legis-
lador pretende decir es que todos los Planes son susceptibles de
ser revisados, incluidos, así., los ahora polémicos Planes Espe-
ciales, Parciales y Proqramas de Actuación Urbanística, no es me-
nos cierto que, a pesar de esa posible indeterminación, en todo
momento incide sobre la figura del Plan General, como, incluso
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así lo ha reconocido el sector doctrinal que propugna la tesis
contraria a la que sostenemos al definir la revisión como "la
adopción de nuevos criterios respecto de la estructura general
y orgánica del territorio o de la clasif icación del suelo" , por-
que dichas determinaciones no son propias de los Planes Parcia-
les, Especiales o Programas de Actuación Urbanística, sino que
son elementos esenciales, inherentes al contenido de los Planes
Generales de Ordenación.
E1 legislador de 1992, quizás por ser consciente del con-
f licto que entorno a esta cuestibn se^ había suscitado, no in-
curri8 en indeterminacibn al emplear en el artículo 126, apar-
tado 4Q, la expresibn, perfectamente identificable, de planea-
miento general. De este precepto se extrae la conclusión de que
no son otros que los Planes Generales y las Normas Subsidiarias
los que pueden ser llamados a^un replanteamiento global y sus-
tancial.
Sentado lo anterior es el momento de definir la Revisión13.
E1 artículo 154, apartado 3Q, del RP dice que "se entiende por
revisión del Plan la adopción de nuevos criterios respecto de la
estructura general y orgánica del territorio o de la clasifica-
ción del suelo, motivada por la elección de un modelo territorial
distinto o por la aparición de circunstancias sobrevenidas, de
13 Vid. ARGULLOL MURGADAS, E., op. cit., pp. 197-202.
BOQUERA OLIVER, J.M., op. cit., pp. 16 y ss. GARCIA DE ENTERRÍA,
E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., p. 372. LASO MARTINEZ, J.L.,
op. cit., pp. 563-565. LÓPEZ NUÑEZ, C., op. cit., p. 103. MUÑOZ
MACHADO, S., "Revisión de Planes...", pp. 199 y ss.
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carácter demográfico o económico, que incidan sustancialmente so-
bre la ordenación, o por el agotamiento de la capacidad del
Plan". Contenido que ha sido asumido por el artículo 126.4 del
TR/ 9 21a .
Según ésto, la revisión del planeamiento general implica la
necesidad de adoptar nuevos criterios respecto de las determina-
ciones qenerales y básicas del Plan General o de las Normas Sub-
sidiarias, como son la clasificación del suelo y la estructura
orqánica del territorio -artsículos 72.2 a) y d) y 78.1 b) y c)
del TR/92-, motivada por alquna de las circunstancias que señala,
lo que hace pensar que el concepto legal equivale, en def initiva,
a una nueva redaccibn o reelaboración del Plan.
El concepto de revisión se plantea así en una Sentencia de
17 de f ebrero de 19 7 71s :
"... En congruencia con la finalidad perseguida, la revi-
sión implica un examen total del texto objeto de ella a fin
la Vid. las Ss. TS, en las que para definir el concepto que
ahora nos ocupa se reproduce el texto de los artículos del TR/92
y del RP que hemos transcrito en el texto principal, de,17 y 20
de septiembre y 19 y 29 de octubre de 1982 (Az. 5465, 5467, 6404
y 6454 ), 25 de abril de 1983 (Az . 2275) , 21 de septiembre de 1985
(Az. 5117), 20 de mayo y 29 de junio de 1986 (Az. 3262 y 6777),
7 y 28 de octubre de 1987 (Az. 8313 y 9190), 30 de mayo y 26 de
septiembre de 1988 (Az. 3976 y 7257), 4 de julio y 7 de octubre
de 1989 (Az. 5581 y 7332), 10 de mayo, 3 y 17 de octubre y 27 de
noviembre de 1990 (Az. 4059, 7840, 8135 y 9295), 23 de enero de
1991 (Az. 593), 25 de febrero y 30 de junio de 1992 (Az. 2971 y
5534 ) .
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de verif icar si el mismo se ajusta a la realidad y, en su




Más rotundo, si cabe, es un pronunciamiento jurisprudencial
de 13 de enero de 197816, cuya reflexibn discurre por los si-
guientes cauces: ^
"...la revisión de los Planes de Ordenación tiene por ob-
jeto como se deduce del somero examen semántico de la pala-
bra, volver a ver el Plan y la normativa que establece, y
comprobar, como consecuencia, si las previsiones urbanísti-
cas que contiene son las adecuadas a la realidad que ha de
contemplar, y, en su caso, ..., si se acomodan a las pres-
cripciones de ésta, ahora bien la consecuencia de dicha re-
visión puede ser dejar inalterado el Plan porque se consi-
dere correcto o modificarlo porque se estime necesario, y
en este ^iltimo caso la revisión implica una modifica-
cibn...".
A la vista de lo expuesto, no cabe alberqar duda alguna so-
bre la consideración de la revisión como un replanteamiento glo-
bal del Plan con la finalidad de contemplar si existe o no corre-
lación entre las prescripciones en él contenidas y la realidad.
Dicha comprobación admite dos posibles soluciones, por una parte,
que el Plan no necesite ser actualizado por no existir divorcio
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sado"- y, por otra, que se estime necesaria la actualizacibn,
bien por la aparición de nuevos factores imposibles de prever en
el momento de la redacción, bien por cambios de criterio, bien
por la comprobación de errores.
En resumen, del estudio del Plan o de las Normas pueden re-
sultar cualquiera de las siquientes hipótesis:
- Si el texto sigue siendo actual no habrá modificación. Por
lo tanto, procederá su mantenimientola.
- Para el caso de que existan discrepancias se redactar^ un
nuevo Plan o Normas. Se admite, incluso, la sustitución del pla-
neamiento general preexistente, pudiendo cambiarse las Normas
Subsidiarias por un Plan General y viceversa (art. 126.4. , in fi-
ne)'9.
- Y por último, puede suceder que del examen del Plan se ex-
traiga la conclusión de que no es necesaria la redacción o elabo-
raciĉn de un nuevo Plan General o Normas Subsidiarias, por qué,
a pesar de existir alquna desviación, si fuese suficiente con la
reforma puntual de alquno de sus elementos estaríamos ante un su-
puesto de.modificación y no de revisión. ^
17 Vid. S. TS. de fecha 17 de febrero de 1977 (Az. 767).
la En este sentido se pronuncia una S . TS de 17 de febrero__ __
de 1977 (Az . 767 ) . -
19 Vid. , a modo de ejemplo, las Ss: TS de 10 de diciembre de











A. Las causas de la revisibn
A1 hablar de los motivos que propician la revisión hay que
partir de la distinción entre causas ordinarias y extraordina-
^rias. Son causas ordinarias las que se exponen a continuacibn:
18 .- E1 transcurso del plazo establecido por el propio Plan.
La Ley de 1956, artículo 37, establecía que "los Planes Ge-
nerales serán revisados cada quince años" . No se trata de una me-
ra posibilidad, sino de una obliqación. Transcurrido este plazo
debía procederse inexorablemente a su revisión.
La Ley de 2 de mayo de 1975 introdujo importantes innovacio-
nes en esta materia que mantuvo el Texto Refundido de 1976. El
legislador renunció a establecer un plazo fijo para la revisión
del Plan; introduciendo la posibilidad de que fuese el propio
instrumento de ordenacibn el que lo estableciese20.
En la regulacibn actual el Plan General, conforme al artí-
20 Decía el artículo 47.1 del TR/76: "Los Planes Generales
Municipales de Ordenacibn se revisarán en el plazo que en los
mismos se señale y, en todo caso,. cuando se presenten las
circunstancias que se establecen en el epígrafe e) del número 1
del artículo 12". Y dispone el artículo 156 del RP: "Los Planes
Generales Municipales de Ordenación se revisarán en cualquiera
de los^ casos siguientes: a) Cuando se cumpla el plazo establecido
por el propio Plan para su revisión".
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culo 72.2 g) del TR/9221, en relación con el 28 del RPn, debe
prefijar la fecha de su revisión, por lo que obligatoriamente ha-
brá que proceder a la misma una vez llegado su vencimiento.
2$.- E1 cumplimiento de las circunstancias de revisión con-
tenidas en el Plan, que es lo que podriamos llamar revisión anti-
cipada.
A ellas aludía el artículo 47.1 del TR/76, cuando se re-
mitía al artículo 12, apartado primero, letra e). Decía el pre-
cepto:
"Las circunstancias de revisión señaladas por el Plan en
función de la población total y su indice de crecimiento,
recursos, usos e intensidades de ocupación y demás elemen-
21 Dispone el precepto: "Los Planes Generales Municipales de
Ordenación o instrumentos de planeamiento análogos que puedan
prever las Comunidades Autónomas contendrán las determinaciones
pertinentes para asegurar la aplicación de las normas contenidas
en esta Ley en lo que se refiere a valoraciones y al régimen ur-
banístico de la propiedad del suelo. 2. Con base a este objetivo
contendrán las siguientes determinaciones: g) Señalamiento de las
circunstancias con arreglo a las cuales sea procedente, en su mo-
mento, la revisión del Plan, en función de la población total y
su índice de crecimiento, recursos, usos e intensidad de ocupa-
cibn y demás elementos que justificaron la clasificacibn del sue-
lo inicialmente adoptada".
^ El Plan General señalará el limite temporal al que se re-
fiere el conjunto de sus previsiones, a partir del cual, y segfin
el grado de realizacibn de éstas, deba procederse a su revisibn.
Asimismo establecerá las circunstancias en cuya virtud habrá de
llevarse a cabo su revisión anticipada, fijando los márgenes de
tolerancia admisibles para las desviaciones entre la evolución
real y las previsiones del planeamiento que justificaron la cla-
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tos que justifican la clasificación del suelo":
s
z
Estas mismas causas han sido recogidas en el Reglamento de
Planeamiento, artículo 156 b) y en el Texto Refundido de 1992,
articulo 72.2 g).
Se trata de un supuesto de revisión obligatoria, aunque con-
dicionada a que aparezcan las circunstancias que a tal efecto ha-
ya señalado el Plan. Algunos autores consideran que éste es el
supuesto de revisibn más interesante, pues un Plan que nace con
pretensión de vigencia indefinida, debe contemplar la posibilidad
de unas circunstancias que, de producirse, forzarán la alteración
del contexto inicial^.
Ahora bien, lo que está claro, es que tales circunstancias
han de producirse con una cierta intensidad, porque de lo con-
trario no se acudirá a la figura de la revisión, sino que, las
intrascendentales desviaciones que hayan podido surgir serán
corregidas en la revisión del Proqrama de Actuación cada cuatro
años, o a través de los Programas de Actuación Urbanística que
transformen el suelo urbanizable no programado en programado.
. 3a.- La exigencia de acomodarse al planeamiento jerárquica-
mente superior.
El artículo 156 c) del RP se refiere al caso de que el Plan
^ Vid. LLISET BORREL, F., et al., op. cit., p. 758.
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General haya de adaptarse al Plan Director Territorial de Coor-
dinación. El artículo 69.2 del Texto Refundido de 1992 contiene
esta misma previsión. E1 plazo para promover la revisión será de
un año desde la entrada en viqor de los Planes Directores Terri-
toriales de Coordinación.
Junto a las causas ordinarias existen motivos extraordina-
rios de revisibn. E1 articulo 47.2 del TR/76^ admitía, tal y
como siguen haciendo los artículos 156 d) del RP y 126.6 del
TR/92^, la existencia de otras causas, distintas de las expues-
tas, que impongan la revisión^. Estas circunstancias pueden ser
muy variadas y su concurrencia da lugar incluso a que los brganos
competentes de la Administración del Estado^ o de la Comunidad
u Decía el precepto: Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 9, número 2, cuando las circunstancias lo exiqieran, el
Ministro de la Vivienda, previo informe de la Comisibn Central
de Urbanismo, podrá ordenar la revisión de los Planes Generales
de Ordenación, previa audiencia de las Entidades locales afectad-
as o acordarla a instancia de las mismas o de las Entidades urba-
nísticas especiales o de los Departamentos ministeriales intere-
sadOS".
u Dispone el precepto: "Cuando las circunstancias lo exi-
gieren, el órgano competente de la Comunidad Autónoma podrá or-
denar motivadamente la revisión de los Planes Generales y Normas
Subsidiarias, previa audiencia de las Entidades locales afecta-
das, acordando lo procedente en cuanto a la redacción".
^ MUÑOZ MACHADO, S., "Revisión de planes..." cit., p. 201,
dice: "el tiempo no condiciona ya de forma tan estricta las
revisiones, sino que,. por el contrario, la Ley ha preferido
vincular éstas al cambio real de las circunstancias contempladas
por el Plan, que son las que realmente deben condicionar su
revisibn".
^ LASO MARTINEZ, J.L., op. cit., p. 569, dice que "en
cualquier caso supone una injerencia de la Administracibn del
Estado en el ámbito de las Corporaciones Locales, admisible no
obstante en base a la f ilosofía expuesta hasta aquí, según la
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Autbnoma ordenen la revisión del Plan28.
Fuera de los preceptos dedicados a la vigencia y revisión
de los Planes, la legislacibn urbanistica prevé otras dos causas:
el descubrimiento de usos no previstos al aprobar los Planes, pe-
ro de tal importancia que altere sustancialmente el destino del
suelo^; y las obras públicas del Estado o de las CCAA discon-
formes con el planeamiento municipal. E1 primero da lugar a la
revisión por el procedimiento ordinario y el segundo constituye
una excepción al régimen qeneral, requiere un procedimiento pre-
vio que concluye en el Consejo de Ministrós o en el Consejo de
Gobierno de las CCAA para decidir sobre la ejecución de un pro-
yecto contrario al planeamiento urbano, ordenando, en el caso de
que se acuerde dicha ejecucibn, la iniciación del procedimiento
de modif icación o revisión del planeamiento, conforme a la trami-
tación establecida en la leqislación urbanistica.
. Sean cuales fueren las circunstancias concretas que justi-
f ican una alteracibn, éstas han de responder a una necesidad ob-
jetiva30, y no a un capricho del planificador.
territorial desaconsejable".
^ E1 procedimiento de revisión se ajustará a las mismas
disposiciones establecidas para la formación del Plan General.
^ Vid. artículo 58.1.3 del TR/76. E1 Texto Refundido de
1992 no ha recogido expresamente este supuesto, pero puede in-
cluirse en el apartado 6 del precepto 126. ^ _
30 Son necesidades objetivas "las que legitiman las faculta-
des innovativas a través de las figuras de revisibn o modif ica-
cibn" (S. TS. de 24 de julio de 1986, Az. 6893).
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B. Competencia
La competencia para revisar el Plan General corresponde al
mismo brgano al que la Ley^atribuye la competencia para su ela-
boración. Así, de conformidad al artículo 109.1 del TR/9231 la
revisión será realizada por la Corpóraci ĉn municipal. E1 articulo
157 , apartado primero del RP dispone que "el acuerdo de revisión
se adoptará por la entidad o entidades locales interesadas en los
supuestos a), b) y c) del artículo anterior".
La previsión es razonable y coherente en los supuestos a)
y b), por cuanto que en ambos casos nos encontramos ante un Plan
formulado y aprobado por la Entidad Local, y es lógico que este
órqano, que fue el que fijó el plazo cuyo acaecimiento debía pro-
vocar la revisión así como las causas cuya concurrencia conlle-
varía idéntico resultado, sea el que iqualmente elabore y apruebe
la operación de replanteamiento globa132. Sin embargo, en el su-
puesto c) la revisión trae su causa de la propia Ley, ajena, por
ello, a la voluntad de la Corporación municipal. No obstante, di-
ce la doctrina33, hay que tener en cuenta que, en cualquier ca-
31 Este precepto que, tiene sus antecedentes inmediatos en
los artículos 24 de la LS de 1956, 31 del TR/76 y 123 del RP, di-
ce: "1. Los Planes Generales municipales y Normas Subsidiarias
de ámbito municipal o los instrumentos de planeamiento estable-
cidos por la legislación autonómica que los sustituyan, serán
formulados por los Ayuntamientos".
32 LLISET BORREL, F. , et al. , op. cit. , p. 759, aseveran: "A1










so, subsiste la posibilidad, bien que excepcional, de subrogación
en el ejercicio de la competencia municipal, conforme a lo pre-
visto en el artículo 109.5 del TR/92.
E1 último supuesto, el apartado d) "cuando otras circunstan-
cias así lo aconsejen", está dedicado a lo que hemos llamado re-
visión por causas extraordinarias, que tiene su origen en la ini-
ciativa de órganos distintos del propio Municipio. Un ejemplo de
este supuesto podemos encontrarlo en el artículo 126.6 del TR/92,
según el cual, "cuando las circunstancias lo exigiesen, el órqano
competente de la Comunidad Autónoma podrá ordenar motivadamente
la revisión de los Planes Generales y Normas Subsidiarias, previa
audiencia de las entidades locales afectadas, y acordar lo proce-
dente en cuanto a su redacción"^.
C. Procedimiento
E1 Texto Refundido de 1976 no contenfa previsión expresa en
esta materia. Tal omisibn fue salvada por el Reglamento de Pla-
neamiento al imponer en el articulo 157.3 el sometimiento del
procedimiento de revisión "a las mismas disposiciones estableci-
das para la formación del Plan General" . Desde la aprobación ini-
cial hasta la aprobación definitiva el órgano competente deberá
^ E1 artículo 109.5 del TR/92 contiene la misma previsión,
de forma que, cuando el Ayuntamiento no farmule en el plazo per-
tinente un instrumento de planeamiento, el órgano competente de
la Comunidad Autónoma podrá subrogarse ordenando la formulación
del instrumento de planeamiento que estime adecuado y acordando
lo que estime procedente en materia de formulación.
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ir dando cumplimiento a cuantas disposiciones contenga la Ley en
materia de tramitación de Planes Generales3s.
E1 Texto Refundido de 26 de junio de 1992 volvió a incurrir
en la misma omisión de la legislación derogada. No obstante, la
cuestión debe seguir resolviéndose con la remisión al explícito
texto del artículo 157 del RP, pues su vigencia y, por ende, su
aplicación es incuestionable. Además si la remisión a dicho pro-
cedimiento se establece en el actual Texto Refundido para la mo-
dificación con más razbn debe exigirse para la revisión.
Una vez que el Ayuntamiento haya adoptado el acuerdo de re-
visar el planeamiento deberá notificar, en el plazo de un mes,
a la Administración del Estado la iniciación del pertinente pro-
cedimiento^.
•
Para concluir, es necesario hacer referencia a la posibili-
dad de una revisibn con dimensión municipal de un Plan General
3s En Galicia la Ley 7/1995, de 29 de junio, de delegación
y distribución de competencias en materia de urbanismo, atribuye
la aprobación def initiva de los Planes de ámbito municipal a los
Ayuntamientos respectivos.
^ E1 artículo 135 del TR/92 es del siguiente tenor: "2. Se
not ^if icará a la Administracibn del Estado la iniciación del pro-
cedimiento de modif icacibn y revisión del planeamiento en el pla-
zo de un mes desde la adopción del correspondiente acuerdo por
el Ayuntamiento".
A pesar de que el leqislador no haya impuesto al Ayuntamien-
to la obligación de notificar a la CCAA la iniciacibn del proce-
dimiento de revisión, debe entenderse que tal notificación es
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de ámbito territorial supramunicipal. De acuerdo con el artículo
110 del TR/9237 la redacción de Planes Generales de Ordenación
de carácter supramunicipal puede tener origen tanto en el acuerdo
de las Entidades afectadas que deciden ordenar conjuntamente su
territorio, como en la decisión del brqano competente de la Co-
munida Autónoma38. Este diverso origen obliga también a una con-
sideración diferenciada de la cuestión planteada. En el supuesto
de que el Plan supramunicipal haya surgido del acuerdo de los mu-
nicipios no hay obstáculo para que posteriormente los diversos
municipios autónomamente formulen la revisión del planeamiento
en su territorio, siempre que expresamente se justifique la ine-
xistencia de las razones que obligaron a la ordenación conjunta
y la presencia de factores que abonan una ordenación separada.
En el supuesto de que el Plan supramunicipal fuera fruto de una
previa delimitación territorial de la Administración urbanística,
parece que la revisión parcial, relativa a un solo término muni-
cipal, tinicamente procede con la previa autorización de la
correspondiente autoridad urbanística.°
Ahora bien, el desglose de parte de un territorio para pro-
ceder a la elaboración de un Plan separado puede producirse por
decisibn de la Administración urbanistica, cualquiera que sea la
iniciativa que dio lugar al anterior Plan de conjunto. Esta afir-
^ E1 precepto tiene su antecedente inmediato en el artículo
32 del TR/76. E1 nuevo precepto reproduce el texto del artículo
derogado, si bien incorpora la competencia de las CCAA reempla-
zando a la estatal. .
38 Ésta a instancia del municipio o de of icio podrá disponer
la formulación de un Plan de conjunto.
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macibn se basa en dos razones. En primer lugar, una interpreta-
ción institucional de las funciones de los diversos brganos urba-
nísticos permite comprobar cómo se atribuye a la Administración
urbanística autonómica una superior valoración del interés públi-
co urbanístico. En segundo lugar, si el artículo 110 del TR/92
atribuye a la autoridad autonómica la potestad de decidir, inclu-
so sin solicitud dé ninqún municipio, la formación de un Plan
conjunto, es obvio que esta atribución comprende también la posi-
bilidad de excluir a alqún municipio de la mencionada ordenación
conjunta o de redefinir el territorio objeto del planeamiento.
Y lo mismo puede decirse, por la conexión existente entre los nú-
meros 1 y 2 del citado articulo 110 cuando se trate de la ordena-
ción urbanística de una comarca^.
D. Eficacia y límites de la revisión
Al amparo de lo dispuesto en el artículo 131 del Texto Re-
fundido°°, la ordenacibn resultante de la revisibn del planea-
miento será ejecutiva desde el momento en que se publique el
39 Vid. ARGULLOL MURGADAS, E., op. cit., p. 202.. ^
40 "Los Planes, Normas Complementarias y Subsidiarias, Pro-
gramas de Actuación Urbanistica, Estudios de Detalle, Proyectos
y Catálogos serán inmediatamente ejecutivos una vez publicada su
aprobación definitiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artí-
culo 124".
Los antecedentes legislativos de este precepto son los artí-
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correspondiente acuerdo de aprobación definitivaal.
La ordenacibn prevista en el Plan no constituye lfmite a la
potestad revisora de la Administración, sin perjuicio, natural-
mente, de que el ejercicio de esta potestad pueda conllevar el
nacimiento, en favor del propietario o propietarios afectados,
del derecho a ser indemnizados -ser resarcidos del daño que con
la revisión se les ha causado-, según las previsiones de los ar-
tículos 237 y 238 del TR/92a2.
En efecto, la Administración no está limitada en su actua-
ción por la existencia de derechos o facultades urbanísticas. Ya
se ha visto como el transcurso del plazo previsto en el Plan es
causa de revisión, al igual que lo es la concurrencia de cual-
quiera de las circunstancias en él contenidas, o^cuando otras
circunstancias así lo exijan. Si la existencia de derechos su-
pusiese una traba a la posibilidad de cambio, la consecuencia
ineludible sería que nunca se podría revisar el Plan porque siem-
pre se perjudicarían derechos. La lógica y la razón deben impo-
nerse para concluir que, cuando cualquiera de los motivos antes
aludidos tenga lugar, la Administración podrá valerse de la po-
testad que las leyes le reconocen para proceder a la reestructu-
ración global del Plan. ^
al BOQUERA OLIVER, J.M., op. cit. p. 19, opina que: "E1 le-
gislador ha preferido que el momento de iniciación de la ef icacia
coincida con el de la publicación de la aprobacibn".




En esta linea es interesante una sentencia del Tribunal Su-
premo de 20 de junio de 198943 que considera que es en la revi-
sión de los Planes donde "el ius variandi" de la Administración
se expresa con mayor energía y rotundidad. A juicio del Tribunal
Supremo el único lfmite a ese "ius variandi" viene determinado
por la congruencia de las soluciones concretas elegidas con las
líneas directrices que diseñan el planeamiento, su respeto a los
estándares legales acogidos en el mismo y su adecuación a los da-
tos objetivos en que se apoyan, sin que pueda prevalecer frente
a ello el criterio del particular, a menos que éste demuestre que
lo propuesto por la Administración es de imposible realización
o manifiestamente desproporcionado, o que infringe un precepto
lega laa .
a3 Az . 4867 .
a'4 Vid. en este sentido, las Ss. TS de 17 de septiembre de
1982 (Az. 5465), 9 de abril de 1984 (Az. 1985) y 24 de febrero
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II. LA REVISIÓN DEL PROGRAMA DE ACTUACIÓN DEL PLAN
G ^
i. consideraciones qenerales
E1 Proqrama de Actuación del Plan General4S y el Programa
de Actuación Urbanistica^ son dos instrumentos diferentes. A
pesar de que existe cierta coincidencia en sus denominaciones,
la legislación no deja duda alguna acerca de su distincibn. E1
Tribunal Supremo así lo ha entendido en una sentencia de 7 de
f ebrero de 19 9 047 :
^ Cfr. LBPEZ LUCIO, R., "Proqrama de Actuación Urbanistica,
Plan Parcial y Proyecto de Urbanización" en La práctica del pla-
neamiento urbanístico, Síntesis, Madrid, 1994, p. 146: Un Progra-
ma de Actuación Urbanistica es un instrumento de planeamiento que
conf igura una "unidad urbanística integrada" con un nivel de de-
talle similar al que lo hace el Plan General para el suelo urba-
nizable programado. Y continúa diciendo: "Se puede afirmar que
un Programa de Actuación Urbanística representa un nivel interme-
dio en la configuración espacial del futuro terreno urbano; de-
f ine sus elementos esenciales, su estructura espacial básica y
la distribución global de los usos; sin embargo, todavía no con-
f igura la materialidad de los espacios privados ni de las manza-
nas edificables, responsabilidad ésta que competerá a los Planes
Parciales que los desarrollen".
46 Aunque la Ley del Suelo define a los Proqramas de Actua-
cibn Urbanistica como instrumentos de desarrollo de los Planes
Generales, por su finalidad específica de incorporar o,insertar
en dichos Planes Generales desarrollos y actuaciones de urbaniza-
ciĉn no programadas ni previstos por aquellos, lo que implica que
su nivel de ordenación sea asimilable al de los mismos, más que
desarrollos de detalle, constituyen verdaderos Planes urbanísti-
cos, que complementan a los Planes Generales, pues convierten al
suelo urbanizable no programado en suelo urbanizable programado
con la dotación a aquél de una ordenación de qrado equivalente
a la que los Planes Generales disponen para éste. Vid., en este
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"El Programa de Actuacibn del Plan General de Ordenacibn y
el Programa de Actuación Urbanistica, no obstante coincidir
parcialmente en sus denominaciones, aparecen perfectamente
distinguidos en el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen
del Suelo y Ordenacibn Urbana y en el Reglamento de Planea-
miento, respectivamente en los párrafos i.c) y 3.d) del ar-
tículo 12 de aqu^lla y en los articulos 19.1. c), 26 y 41
de éste, en el artículo 16 de la 1^ y en los artículos 71
y 72 del sequndo".
E1 Programa de Actuacibn del Plan General de Ordenación es
-dice la sentencia citada- el documento en ^ el que se recogen "las
previsiones para la efectiva realización en el tiempo de sus de-
terminaciones, diferenciando los objetivos, directrices y estra-
tegia del desarrollo del Plan a largo plazo para todo el territo-
rio, la programación específ ica de la realizacibn de los sistemas
generales, la programación en dos etapas cuatrienales de la eje-
cucibn de las determinaciones relativas al suelo urbanizable pro-
gramado y los plazos en que deban materializarse las actuaciones
de urbanizacibn o reforma interior en suelo urbano" y el Programa
de Actuación Urbanistica es -a juicio del TS- "un instrumento de
planeamiento urbanistico diferente del Plan General, aunque de-
sarrolle el mismo, al objeto de lograr la ordenacibn y urbaniza-
cibn de los terrenos clasificados como suelo urbanizable no pro-
gramado, es decir, la transformación del suelo así previsto en
urbanizable programado y llevar a cabo su urbanizacibn con los










Urbanización, razón por la que sus determinaciones son coinciden-
tes con las señaladas dentro de un Plan General para el suelo ur-
banizable programado".
Expuesta la diferencia conceptual existente entre los Pro-
gramas de Actuación de los Planes Generales y los Programas de
Actuacibn Urbanística debemos centrar nuestra atención en los
primeros.
La Ley del Suelo conf iqura el planeamiento urbanístico no
sblo como una ordenacibn estática del espacio físico, sino que
además prevé el proceso de desarrollo de las determinaciones ur-
banísticas incorporando de esta forma la proyección temporal como
uno de los elementos esenciales de nuestro sistema de planeamien-
to48. E1 tiempo incide de una manera esencial y peculiar en la
propia naturaleza y funcionalidad de los Planes urbanísticosa9.
E1 leqislador, consciente de que no todas las determina-
ciones del Plan pueden ser ejecutadas simultáneamente, sino que,
por el contrario, su desarrollo ha de producirse de forma escalo-
nada introduce en el planeamiento la planificación temporal a
través de la figura de los Proqramas de Actúación. Habrá previ-
siones cuya ejecución sea de .inmediata realización -a corto pla-
zo-, determinaciones que habrán de realizarse a medio plazo y por
ag Cf r. ARGULLOL MURGADAS , E., op . c it ., p. 121.
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último, previsiones cuya realización va a ser objeto de una con-
siderable dilacibn en el tiempo o aplazamiento.
En este sentido es ilustrativo tener en cuenta lo dispuesto
en la Exposición de Motivos de la Ley 19/1975, de 5 de mayo, que
en sus párrafos 2Q y 3QS0 deja expuestas con precisión y rigor
las directrices que rigen la planif icación urbanística en cuanto
diseña en el tiempo las previsiones físicas. Se combinan acciones
concretas que deben ser realizadas a corto o^ medio plazo con
previsiones de ordenación a las que, en pr.incipio, se les deberá
dar cumplimiento transcurrido un considerable lapso de tiempo.
Z. Requlacióa
La Ley del Suelo de 1956 establecía que los Planes Generales
contuvieran un Programa de Actuación que debía ser sometido a re-
S0 Que dicen textualmente: "Los Planes Generales Municipales
de Ordenación se conciben ahora como planes abiertos, sin plazo
de vigencia fijo, evolutivos y no homogéneos, que permitan, de
una parte, la incorporacibn de imprevistos, y la asimilacibn del
margen de imprevisibilidad para exiqencias nuevas o cambiantes,
y, de otra, la diferenciacibn de las propuestas del propio pla-
neamiento con tratamiento diverso para las mismas, en cuanto a
f ij eza y concreción, segfin se programen. Asf , sobre las distintas
clases de suelo definidas por el Plan, se plantearán estrategias
de ordenación a largo plazo, amplias estructuras intemporales da-
das en esquemas generales, junto con acciones concretas programa-
das, insertas en aquellas directrices, para su realización a cor-
to o medio plazo.
Se pretende así eliminar determinaciones excesivas, no ga-
rantizables ni t^cnica ni económicamente, y aumentar el grado de
definición y de fiabilidad de aquellos elementos necesarios y
exigibles para el desarrollo inmediato de la ciudad. Las propues-
tas de estructura urbana constituyen así la trama de referencia
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visión cada cinco añossl.
El Texto Refundido de 1976 mantuvo la obligación de revisar
el Programa de Actuación, si bien redujo el plazo previsto en la
legislación anterior a cuatro añoss2. E1 artículo 158.1.1 del RP
contiene idóntica disposición. Asimismo, esta previsión temporal
es mantenida por el Texto Refundido de 1992s3.
Conviene insistir en que la revisión del Programa de Actua-
cibn no es en modo alguno una facultad que la Ley reconoce a los
Ayuntamientos para que estos la ejerzan discrecionalmente, sino
que, de la propia literalidad del precepto se desprende que se
trata de un deber ineludible para las Entidades Locales . En def i-
nitiva, cumplido el primer cuatrienio el Ayuntamiento ha de pro-
ceder a revisar el Proqrama de Actuación para corregir las des-
viaciones en que haya podido incurrir y ajustarlo a la realidad.
E1 artículo 72.5 del TR/92s4 requla con precisión el conte-
•
sl Así, decía el articulo 9.2: "f) Programa de Actuación en
períodos de cinco años, referente al desarrollo de los planes
parciales, régimen del suelo y ejecución de las obras".
Seqún ARGULLOL MURGA.DAS, E., op. cit., p. 122, este extremo
"aparecia en la mayorfa de los planes inconcreto e indefinido".
s^ E1 artícuio 48.1 dice: "Los Ayuntamientos revisarán cada
cuatro años el programa de actuación contenido en el Plan Gene-
ral".
s3 E1 artículo 127.1 se pronuncia como sique: "Corresponde
a los Ayuntamientos la revisión y aprobación, en su caso, del
Programa de Actuación contenido en el Plan General. La revisión
habrá de tener lugar cada cuatro años".
S4 No tiene antecedente en el TR/76.
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nido de los Programas de Actuación de los Planes Generales. Asi,
deberá contener los siguientes extremos:
a) Los objetivos, directrices y estrategia de su desarrollo
a largo plazo para todo el territorio comprendido en su ámbito.
b) Las previsiones especificas concernientes a la realiza-
ción de los sistemas generales.
c) Las etapas cuatrienales en que han de aprobarse los Pla-
nes Parciales en el suelo urbanizable programado.
s
s
d) En suelo urbano que no deba ser objeto de desarrollo de
planeamiento de reforma interior, los plazos en que ha de darse
cumplimiento a los deberes de cesibn, equidistribucibn y urbani-
zación y de solicitar licencia cuando se actúe asistemáticamente. r
e) Para las áreas del suelo urbano remitidas a planeamiento
de reforma interior, el plazo para su aprobación.
A los Programas de Actuación también dedica su atención el
articulo 158 del RP. Los dos primeros apartados de ambos precep-
tos.son de idéntico tenor, en el tercero la nueva redacción eli- ^
mina la cifra dos, y, por último,,los actuales apartados d) y e)
constituyen una gran modificación del número 4 anteriorss, de
ss Dice el precepto: "Los plazos que han de ajustarse a las
actuaciones previstas, en su caso, para completar la urbanización
en suelo urbano o para realizar operaciones de reforma interior
182
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carácter extensivo.
E1 Programa de Actuación del Plan General tiene carácter
global. A1 igual que el Plan General de Ordenacibn Municipal es
un instrumento de ordenacibn global del territorio, su Programa
está llamado a cumplir el desarrollo de todas las determinaciones
urbanísticas. Esta aseveración encuentra su apoyo en los artícu-
los 72.5 a) del TR/92 y 41.1.1 del RP, ya que en ellos se asigna
al citado instrumento la determinación de "los objetivos, direc-
trices y estrategia de su desarrollo a largo plazo para todo el
territorio comprendido en su ámbito".
Esta afirmación debe ser puntualizada. Si bien es cierto que
el Programa de Actuacibn tiene carácter qlobal, no lo es menos
que tiene una mayor incidencia en el suelo urbanizable.
Para finalizar, la disposici.ón transitoria 6$ dispone:
•
"En la primera revisión del Programa de Actuación de Planes
Generales, se fijarán los aprovechamientos tipo de las di-
ferentes áreas de reparto en suelo urbano y urbanizable
programado, o sblo en esta última clase de suelo, si se
tratara de municipios en los que, de conformidad con la
disposiciĉn adicional primera, no hubiera^ de regir el apro-
vechamiento tipo en suelo urbano; y se incorporarán las de-
terminaciones sobre programación contenidas en la citada
en este tipo de suelo".
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revisión. A tal efecto el Proqrama de Actuación podrá revi-
sarse anticipadamente".
3. Competencia
Desde la Ley del Suelo de 1956 hasta el actual Texto Refun-
dido, pasando por la Ley de 2 de mayo de 1975, el Texto Refundido
de 9 de abril de 1976 y el Reqlamento de Planeamiento de 1978,
se atribuye la competencia para revisar el Proqrama de Actuación
del Plan General a los Ayuntamientos.
La Ley del Suelo en su redacción primitiva, concretamente
en el artículo 38, después de atribuir la competencia de revisión
al Ayuntamiento imponia su sometimiento -del Programa revisado-
a la aprobación de la Comisión Provincial de Urbanismo en el mes
de septiembre anterior al fin del quinquenio.
El actual Texto Refundido ha superado las dudas planteadas
por el Texto Refundido de 1976 en orden a la innecesariedad de
aprobación def initiva por el órqano de la Comunidad Autónoma res-
pectiva. El número 1 del artfculo 127 atribuye a los Ayuntamien-
tos -como regla general- la revisibn y aprob^ción de los Progra-
mas de Actuación contenidos en el Plan General. ^
4. Procedimiento
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de los Programas de Actuación contenidos en el Plan General al
mismo procedimiento, sino que, por el contrario, arbitran trámi-
tes distintos según el tipo de revisión de que se trate. Así, se
instituye un procedimiento que podríamos llamar general y su
excepcibn.
• Los artículos 158.1 del RP y 127.1 del TR/92 recogen la re-
gla general, al decir:
"Salvo lo dispuesto en el número siguiente, la revisión del
Programa de Actuación se aprobará por el Ayuntamiento inte-
resado, previa informacibn pública por plazo de un mes, que
se anunciará en "Boletin Oficial"..."^. ^ ^
En sintesis, el cauce normal de aprobacibn de la revisión
,
^ del instrumento tantas veces citado está integrado por tres fa-
ses:
1) Aprobación inicial por la Corporación municipal, concre-
tamente por el Pleno del Ayuntamiento^, con el quórum de la ma-
yoría absolutaSB; el acuerdo de iniciación, por virtud del artí-
culo 135.2, habrá de ser notificado a la Administración del Es-
tado. ^
^ Según el RP en el Boletín "de la provincia respectiva" y
para el TR vigente en el "de la Comunidad Autónoma".
57 Vid. artículo 22.1 LBRL.
Sa Vid. art. 47.3 i) LBRL.
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2) Sometimiento del Programa a información pública durante
un mes.
3) Aprobaciĉn definitiva por el Ayuntamiento interesado.
Esta previsión general cuenta con una excepción. Si como
consecuencia de la revisión se modificase el suelo clasificado
como urbanizable programado^, "la revisión del Proqrama se com-
pletará con las determinaciones y documentos exigidos para el ci-
tado suelo y se sujetará a las disposiciones enunciadas para la
modif icación de los Planes, conforme a lo dispuesto en el artícu-
lo siquiente".
En concreto, siempre que la revisión del Programa de Actua-
ción implique una nueva delimitación del suelo urbanizable pro-
gramado, supuesto en el que se incluye la ampliación, la disminu-
cibn, y la clasificación como urbanizable programado del suelo
no urbanizable, alteración que, debe ser puntual o aislada, nos
hallamos ante el supuesto excepcional de la revisión del Programa
de Actuación, en cuyo caso, habrá de observarse el procedimiento
previsto para la modificación de Planes, que no es otro que el
de formación y aprobacibn del Plan.
^"1. Constituirán el suelo urbanizable los terrenos a los
que el Plan General Municipal declare adecuados, en principio,
para ser urbanizados. 2. Dentro del suelo urbanizable el Plan
establecerá todas o alguna de las siguientes categorías: a) Suelo
programado, constituido por aquél cuyo planeamiento parcial deba
ser aprobado en el plazo previsto en el programa del propio plan.
b) Suelo no programado, integrado por el que sólo pueda ser
objeto de urbanizacibn mediante la aprobación de programas de
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Finalmente conviene insistir en que el nuevo Cuerpo leqal
introduce, constituyendo una importantísima novedad, un apartado
3Q•
"No será precisa la observancia del procedimiento de modi-
ficación de Planes en el supuesto del artículo 278".
•
E1 precepto citado se refiere a la posibilidad que asiste
a las revisiones de los Programas de Actuación de los Planes Ge-
nerales de reservar, sobre suelo clasificado como urbanizable no
programado o no urbanizable no sujeto a especial protección,
terrenos de posible .adquisición para constitución o ampliación
del Patrimonio Municipal del Suelo. En cuyo caso, como queda di-
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III. SUSPENSIÓN DEL P O PAR^ SU REVLSIÓN
i. Consideraciones qenerales. Requlaciáa
La revisión de las determinaciones del Plan puede ser pro-
piciada, además de por el transcurso del tiempo pref ijado para
ello y por la aparici8n de nuevas circunstancias previstas en el
mismo, por la imperiosa y urgente necesidad de corregir los erro-
res en que el Plan haya incurrido. En cualquier caso, es lógico
y razonable que durante el tiempo que el Plan es sometido a re-
visión se impida, por virtud de la adopcibn de alguna medida cau-
telar, que las situaciones que se pretenden modif icar se consoli-
den durante ese lapso de tiempo.
La suspensión del Plan es una decisi8n que debe adoptarse
excepcionalmente cuando, por la gravedad de los hechos, no puedan
evitarse de otro modo los efectos negativos que se intentaban
eliminar. Dicho con otras palabras, habrá de examinarse si el
efecto perseguido por la suspensión del Plan puede ser alcanzado
por otro instrumento menos contundente como es la suspensión del
otorgamiento de licencias.
Lá^Ley del Suelo articula la suspensión de la vigencia del









medida cautelaró0. Se trata de un acto preparatorib análogo,
aunque no idénticoó1, al que para la aprobación inicial de los
Planes dispone el legislador en el artfculo 10262, cual es el de
60 PAREJO ALFONSO, L., Derecho urbanístíco. Instituciones
básicas, Ediciones Ciudad Arqentina, 1986, p. 367, dice "Como
toda suspensión de éste, es más que una técnica dirigida a su
preparación, una medida cautelar cuyo objeto consiste en asegu-
rarse que, mientras se elabora, tramita y aprueba un Plan,no se
produzcan actos que solidifiquen situaciones que contravengan
abiertamente la ordenación en trance de elaboración".
61 Para decirlo con palabras de una S. TS de 16 de febrero
de 1993 (Az. 530): "La suspensibn de la vigencia del planeamien-
to, ..., constituye una medida cautelar análoga, pero no igual,
a la suspensión del otorgamiento de licencias... al tener dife-
rente alcance y contenido".
62 Vid. ARGULLOL MURGADAS, E., "La suspensión de la vigencia
del planeamiento urbanistico", RJC, núm 4, 1979, pp. 59-82.
En la Ley del Suelo de 1956^1a regulacibn correspondia al
artículo 22 y en el Texto Refundido de 1976 al artículo 27. La
redacción de ambos preceptos era muy similar, pero existían cier-
tas diferencias:
- En la LS se hablaba de "formación del Plan" y en el TR de
"aprobacibn inicial y provisional de los Planes Generales Muni-
cipales, Parciales, Especiales o Estudios de Detalle".
- En el TR se extendfa el requisito de la publicación a"uno
de los diarios de mayor difusibn de cada una de ellas".
- En la LS la prohibición de reiteracibn no era objeto de
condicionamiento alguno, mientras que el TR exigía que se tratase
de "la misma zona por idéntica finalidad".
- En el TR se incluía un nuevo apartado, concretamente el
3Q dedicado a la llamada "suspensión automática".
- Por último, en materia de indemnización, la diferencia ra-
dicaba eri que en la LS no se^incluía la devolución de las tasas
municipales, que si aparecfa recogida en el TR.
Finalmente, hemos de referirnos al antecedente inmediato de
la hoy vigente regulación, representado por el Real Decreto Ley
16/1981, de 16 de octubre, artículo 8. De este precepto recoge._.
el TR/ 29 los números 1-si bien se añade "usos"-, 2, 3 y 4-repro= ^-^
ducidos integra y exactamente-. Y del TR/76 recoge el último
párrafo del nfimero 1, añadiendo "y en su defecto, en el de la Co-
munidad Autónoma" y el nGmero 4-transcripción literal-.
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la suspensión del otorgamiento de licencias^. Pero, no está de
más recordar que el supuesto de suspensibn del Plan tiene un al-
cance considerablemente mayor que el de las licenciasó4, por
cuanto que éste no afecta más que al derecho a edif icar, mien-
tras que aquélla abarca todas las determinaciones del instrumento
de ordenación^. Esta idea es sostenida por el TS en diversas
^ E1 carácter de medida cautelar que se le atribuye encuen-
tra su reflejo jurisprudencial en pronunciamientos como los de
22 de diciembre de 1980 (Az. 1981/553), 23 de junio y 17 de no-
viembre de 1981 (Az. 2732 y 5145), 7 de diciembre de 1982 (Az.
7949),^ 11 de febrero y 5 de marzo de 1985 (Az. 1014 y 1492), 14
de octubre de 1986 (Az. 7660), 14 de marzo y 15 de abril de 1988
(Az. 2165 y 3079) y 10 de octubre de 1994 (Az. 7809).
Por lo que respecta a su naturaleza, BOQUERA OLIVER, J.M.,
"La suspensión del otorgamiento de licencias con el fin de estu-
diar Planes de Ordenación Urbana", RDU, nfim. 11, 1969, pp. 22-24,
se plantea si el acto de suspensión del otorgamiento de licencias
es un "acto general" o un "acto singular". E1 autor llega a la
conclusión de que "dicho acuerdo va dirigido, de manera indeter-
minada, a los propietarios de terrenos situados en los sectores
comprendidos en el perimetro que se desea someter a un Plan de
ordenación. El destinatario del acuerdo no es cada uno de los
propietarios en particular, sino el grupo de propietarios, inde-
terminados, constituidos en razón de su derecho de propiedad. Aun
cuando al dictarse el acuerdo sólo un propietario viera suspendi-
do su derecho a parcelar y edificar, aquél, por las razones ex-
puestas, sería qeneral, pues va dirigido a los propietarios, a
un grupo indeterminado de sujetos... En conclusión, como dice la
sentencia de 27 de febrero de 1964, la decisión de suspender el
otorgamiento de licencias es un "acuerdo general"; en otros tér-
minos, una disposición administrativa".
^ LARIOS TABUENCA, "Los actos preparatorios del planeamiento
y la iniciativa particular", RDU, núm. 59, 1978, pp. 33 y ss.,
califica el acuerdo de suspensión como acto discrecional,
general, unilateral y definitivo.
^ Una sentencia del TS de 10 de abril de 1984 (Az . 2564 )
recordó al recurrente que la suspensión del planeamiento y la de
licencias son dos f iquras distintas, pues mientras la primera
afecta a la vigencia misma del Plan, la segunda tan solo afecta
a la habilitación del derecho a edificar. Razona asi el Tribunal:
"Es igualmente rechazable la contravención del art. 27 de la Ley
del Suelo que se imputa al acuerdo impugnado por no haberse acor-
dado la suspensión en la forma, plazos y efectos que dicho pre-
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sentencias, como una de 16^de febrero de 1993^, en la que el
Tribunal asevera que la suspensibn del planeamiento constituye
una medida cautelar análoga, pero no igual a la suspensión del
otorgamiento de licencias al tener diferente alcance y contenido.
Para el TS ambas medidas tienen como finalidad impedir que
se consumen actos de edificacibn y uso del suelo, que conformes
con el planeamiento en vigor pugnen con las previsiones del nuevo
planeamiento deseable y puedan desvirtuar la efectividad de
ellas, también tienen idéntica duración, así como presupuestos
semejantes: la revisión del planeamiento en un caso, y su revi-
sibn o modificación en el otro.
Pero son diferentes en su alcance, pues, mientras la suspen-
sión del otorgamiento de licencias se limita a las licencias de
parcelación de terrenos y edificios o demolición, la suspensión
del planeamiento se extiende a todos los actos de desarrollo del
^ planeamiento; son también distintas a efectos de competencia,
procedimiento y posibilidad de concesión de otras licencias: la
suspensión del otorgamiento de licencias es acordada por el ór-
gano encargado de la revisión o modificación del Plan, no exige
pensión de los planes a que se refiere el art. 51 -hoy 130- no
puede confundirse (a pesar de la remisión de este precepto al 27)
con la suspensión de licencias que contemplan los arts. 27.1 y
27.3 llamados por la doctrina suspensión facultativa y automáti-
ca. La suspensibn requlada en el art. 51 implica la suspensión
de la vigencia misma del Plan en cuanto tal, mientras que las






procedimiento singular alguno, y permite la concesión de licen-
cias que se ajustan a ambos planeamientos; por su parte, la sus-
pensibn de la vigencia es adoptada por el Consejo de Ministros
u Órgano supremo de la Comunidad Autónoma, está sometida a un
procedimiento complejo y su efectividad está supeditada a la
aprobación de unas Normas Complementarias y Subsidiarias del Pla-
neamiento de carácter transitorio en el plazo de seis meses, que
ponen fin a la suspensión de las licencias.
E1 aludido carácter de medida cautelar de la suspensión del
planeamiento es reconocido por el Tribunal Supremo en otra sen-
tencia de 25 de marzo de 199267, considerando esta medida apli-
cable en supuestos excepcionales para evitar las consecuencias
indeseables que se producen con su conservación.
La Ley de 5 de mayo de 1975 añadib, en previsión de la sus-
pensibn de los Planes, un tercer apartado al artículo 47 dedicado
a su revisión. Este párrafo se convirtib con ocasión de la re-
^ dacción del Texto Refundido de 1976 en un articulo independiente,
concretamente, el precepto 51, que es del siguiente tenor:
"1. El Consejo de Ministros, por Decreto, a propuesta del
Ministerio de la Vivienda, o, en su caso, a propuesta de
éste y del titular o titulares de otros departamentos in-
teresados y previo informe de la Comisión Central de Urba-
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drá suspender la vigencia de los Planes a que se ref iere
esta Ley, en la forma, plazos, y efectos señalados en el
artículo 27 en todo o en parte de su ámbito, para acordar
su revisión. Mientras no se apruebe el Plan revisado se
dictarán Normas complementarias y subsidiarias del planea-
miento en el plazo máximo de^seis meses a contar desde el
acuerdo de suspensión.
2. E1 Plan Nacional de Ordenación solamente podrá quedar en
suspenso en la forma que se disponga en su Ley o en las de
aprobación de los Planes de Desarrollo".
•
•
Por su parte, el Reglamento de Planeamiento aprobado por
Real Decreto de 23 de junio de 1978, dedica a la suspensibn de
la vigencia de los Planes el artículo 163, que dice:
"1. E1 Consejo de Ministros, por Real Decreto, a propuesta
del Ministro de Obras Públicas y Urbanismo o, en su caso,
a propuesta de éste y del titular o titulares de otros De-
partamentos interesados y previo informe de la Comisión
Central de Urbanismo y audiencia de las Entidades Locales
interesadas, podrá suspender la vigencia de los Planes de
Ordenación Urbana para la totalidad o parte de su ámbito
territorial, a los efectos de su revisión.
E1 acuerdo de suspensión se publicará en el "Boletín Of i-
cial del Estado" y en el de la provincia y en uno de los ^
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peribdicos de mayor difusión en la misma.
2. E1 acuerdo a que se ref iere el ntimero anterior llevará
consigo la suspensión del otorqamiento de licencias en el
área afectada por el mismo hasta la aprobación definitiva
de las Normas Complementarias y Subsidiarias del Planea-
miento que se dicten para ordenar provisionalmente el
territorio, en tanto no se apruebe el Plan revisado.
3. Si en el plazo de seis meses, contados a partir del
acuerdo de suspensión, no se hubieren aprobado definitiva-
mente las Normas Complementarias y Subsidiarias del Planea-
miento, quedará restablecida, sin más trámites, la vigencia
del Plan objeto de suspensibn, sin perjuicio de la eventual
aplicación de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley del
Suelo".
El hoy parcialmente derogado^ articulo 155 del RP^ en su
apartado primero, párrafo sequndo, articulaba la fiqura de la
suspensión para el Plan Nacional de Ordenación, medida ásta que
debía adoptar la forma que al respecto se dispusiese en su propia
Ley o en las aprobatorias de los Planes dé Desarrollo. Y el
párrafo segundo del apartado segundo dedicado a la suspensión de
los Planes Directores Territoriales de Coordinación, atribuyendo
^ Por virtud, del Real Decreto 304/1993, de 26 de febrero.
^ Decimos parcialmente, porque, el Real Decreto 304/1993,
de 26 de febrero, ha declarado deroqados el apartado primero en











al Consejo de Ministros, por Real Decreto, a propuesta del Minis-
tro de Obras Pfiblicas o, en su caso, a propuesta de éste y del
titular o titulares de otros departamentos interesados y previo
informe de la Comisión Central de Urbanismo, la competencia para
acordar, con audiencia de las Corporaciones Locales interesadas,
la suspensión de su vigencia, para la totalidad o parte de sus
determinaciones o ámbito territorial, a los efectos de su revi-
sibn o modificación.
La última y más reciente disposición es el artículo 130 del
TR/92, que se expresa como sigue:
"E1 órgano competente de acuerdo con la legislación autonó-
mica y, en defecto de ésta, el ejecutivo superior de natu-
raleza coleqiada de la Comunidad Autónoma, previa audiencia
de las Entidades locales interesadas,podrá suspender para
su revisión, en todo o en parte del ámbito a que se refie-
ran, la vigencia de los Planes territoriales de su compe-
tencia y de los municipales, en la forma, plazos y efectos
señalados en el articulo 102 para su revisión. En tanto no
se apruebe el Plan municipal revisado, se dictarán Normas
Subsidiarias del planeamiento en el plazo máximo de seis
meses a partir del acuerdo de suspensión".
Por lo que respecta a la legislación autonómica, la regula-
ción de esta materia corresponde, para Baleares, a la Ley 8/ 1987 ,
de 1 de abril, de Ordenaciĉn Territorial de las Islas, que regula
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en su articulo 9 la suspensión del planeamiento territorial y mu-
nicipal70. En Catalufia el tema es requlado por el TRC, en el ar-
^0 Dice el precepto: "1. E1 Consell de Govern, a propuesta
del Conseller de Obras Públicas y Ordenación del Territorio, oída
la Comisibn de Coordinación de Politica Territorial y previo in-
forme de los Consells Insulares y Ayuntamientos afectados, que
lo emitirán en un plazo máximo de dos meses, podrá acordar la
suspensión total o parcial,de la vigencia de los planes territo-
riales parciales, planes directores sectoriales y planes de orde-
nación del medio natural, a fin de proceder a la elaboracibn o
revisión de cualquiera de estos instrumentos de ordenación. 2.
Cuando, con la misma finalidad expuesta en el apartado anterior,
estimara conveniente la suspensibn de la vigencia de los planes
de ordenación regulados por la Ley del Suelo, podrá el Consell
de Gobern a propuesta del Conseller de Obras Públicas y Ordena-
cibn de Territorio, ejercer la facultad suspensiva, total o par-
cial de estos planes. En este supuesto, además de oír a los Orga-
nismos citados en el punto precedente, deberá recabar informe
previo, que deberá producirse en un plazo de un mes, de la Comi-
sibn Provincial de Urbanismo. 3. Cuando la suspensión a que se
refieren los dos apartados anteriores sea parcial, el acuerdo
expresará claramente los ámbitos de aplicación. 4. Hasta que ha-
yan transcurrido cinco años a partir de la extinción de una sus-
pensibn total o parcial, no podrá acordarse nueva actuación sus-
pensiva sobre los mismos ámbitos territoriales o sectoriales.5.
E1 acuerdo de aprobación inicial de los instrumentos de ordena-
cibn enumerados en el apartado primer determinará, por sí solo,
la suspensión del otorgamiento de licencias en aquellas áreas del
territorio que a tal efecto señalen expresamente y siempre que
las nuevas determinaciones supongan la modificación del régimen
vigente en ellas. 6. La suspensión a que se refieren los aparta-
dos 1 y 2 se extinquirá en el plazo de un afio. No obstante, si
dentro de este plazo se hubiera producido la aprobación inicial
del plan que motiv8 el acuerdo, la suspensibn se mantendrá, para
los ámbitos territoriales o sectoriales cuyas nuevas determina-
ciones de ordenación supongan modificación de las vigentes, hasta
que hubieren transcurrido dos años desde el acuerdo suspensivo.
Si la aprobación inicial se produjera una vez transcurrido el
plazo de un año, la suspensibn derivada de esta aprobación ini-
cial tendrá la duracibn máxima de un año. Si con anterioridad al
acuerdo de aprobación inicial no se hubiera acordado la suspen-
sión de planea^niénto a que se ref^iere el punto 2 de este artícu-
lo, la suspensión de licencias determinada por dicha aprobación
inicial tendrá una duracibn máxima de dos años . En cualquier caso
la suspensión se extingue con la aprobacibn definitiva del nuevo
instrumento de ordenacibn. 7. Los acuerdos de suspensibn, así co-
mo los de aprobación inicial y definitiva, se publicarán en el
Boletín "Of icial de la Comunidad Autbnoma de les I lles Balears" ,
en uno de los diarios de mayor circulación de cada una de las is-











tículo71. Para Madrid, la Ley 10/1984, de 30 de mayo de, Orde-
nación Territorial, dedica a la suspensibn el artículo 7^. Fi-
nalmente, en el País Vasco la regulación corresponde a la Ley
4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territorio, artículo
373. E1 artículo 26.1 b) atribuye al Gobierno Vasco la competen-
'1 E1 preceptó se pronuncia como sigue: "E1 Consejo Ejecuti-
vo, por Decreto, a propuesta del Consejero de Política Territo-
rial de Obras Públicas o, si procede, a propuesta de éste y del
titular o titulares de otros Departamentos interesados y previo
informe de la Comisión de Urbanismo de Cataluña y audiencia de
las Entidades Locales interesadas, podrá suspender la vigencia
de los Planes, en la forma, plazos y efectos señalados en los ar-
ticulos 40 a 42 de esta Ley, en todo o parte de su ámbito, para
acordar su revisión. En tanto no se apruebe el Plan revisado, se
dictarán Normas Complementarias y Subsidiarias del Planeamiento
en el plazo máximo de seis meses a partir del acuerdo de suspen-
sibn". ^
n Dispone el artículo: "1. Sin perjuicio de lo dispuesto con
carácter general en el artículo 51 de la Ley sobre Régimen del
Suelo y Ordenación Urbana, el Consejo de Gobierno, a propuesta
del Consejero de Ordenación de Territorio, Medio Ambiente y
Vivienda, previo informe de la Comisión de Urbanismo y Medio Am-
biente de Madrid, y de los Ayuntamientos afectados que lo produ-
cirán en el plazo de quince días hábiles, podrá acordar la sus-
pensión de la vigencia de los Planes de Ordenación a que se re-
f iere aquella Ley, asi como de los instrumentos de ordenación
territorial regulados en la presente, a fin de proceder a la for-
mación o revisión de éstos. 2. E1 acuerdo de suspensión podrá
afectar a la totalidad o parte del ámbito de cada una de las fi-
guras contempladas en el párrafo anterior y se ajustar^i en cuanto
a la forma, plazos y efectos, a lo establecido en el artículo 27
de la Ley del Suelo. 3. Del acuerdo de suspensión de la vigencia
de los Planes, a que se alude en los apartados anteriores, se da-
rá cuenta a la Comisibn de Urbanismo, Vivienda y Obras Públicas
de la Asamblea de Madrid".
^ Por expresa disposicibn de este precepto: "1. E1 Gobierno
Vaŝco, a propuesta del Consejero de Urbanismo, Vivienda y Medio
Ambiente o, en su caso, a propuesta de éste y del titular o titu-
lares de los Departamentos interesados, y previo informe de la
Comisión de Ordenación del Territorio y audiencia de las Diputa-
ciones Forales y Ayuntamientos afectados por plazo de un mes, po-
dr^ acordar la suspensibn de la vigencia de los Planes de Ordena-
ción previstos en la legislación sobre régimen del suelo y de las
Directrices de Ordenación Territorial y Planes Territoriales Par-
ciales y Sectoriales, regulados en la presente, a f in de proceder
a la formación o revisión de los instrumentos de ordenacibn
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cia para adoptar el acuerdo a que se refiere el artículo 3 y
aprobar en su caso, las Normas Subsidiarias del Planeamiento. E1
artículo 9 de la Ley 4/1990, determina que en el supuesto de que
los Planes Generales y Especiales y las Normas Complementarias
y Subsidiarias no sean adaptados formalmente a las Directrices
dentro del plazo establecido en éstas o sean aprobados defini-
tivamente sin atenerse a los términos del informe emitido por la
Comisión de Ordenacibn del Territorio cuando éste sea vinculante,
el Gobierno Vasco, a propuesta del Consejero de Urbanismo, Vi-
vienda y Medio Ambiente, podrá hacer uso de la facultad que le
concede el artículo 3 de la presente Ley. E1 último precepto que
debe ser citado es el 17.4 de la Ley vasca74.
territorial. 2. Las Diputaciones Forales podrán solicitar del Go-
bierno Vasco la adopción del acuerdo al que hace referencia el
número anterior, con idénticos fines respecto de los instrumentos
de ordenación del territorio de su competencia. 3. E1 acuerdo del
Gobierno Vasco precisará el ámbito territorial concreto, las nor-
mas y las determinaciones a los que afecta la suspensión y se
ajustará en cuanto ala forma, plazos y efectos, a lo dispuestó
en el artículo 27 de la Ley sobre Réqimen de1 Suelo y Ordenación
urbana, Texto Refundido de 1976 o sus concordantes en normas le-
gales que recojan las disposiciones vigentes sobre suelo y orde-
nación urbana. 4. En el plazo de seis meses contados a partir de
la publicación del acuerdo de suspensión al que se refieren los
apartados anteriores, el Gobierno Vasco dictará las Normas Subsi-
diarias correspondientes, que serán de aplicación en el territo-
rio afectado en tanto no se apruebe el plan o instrumento de or-
denación para cuya elaboración se dictb aquél acuerdo. 5. Si en
el plazo de seis meses.señalado en el apartado anterior, el Go-
bierno no aprobara el avance de las Normas Subsidiarias corres-
pondientes, quedará automáticamente restablecida la vigencia del
plan objeto de suspensibn".
74 Que dice: "Los planes urbanisticos regulados en la legis-
lación sobre régimen del suelo, habrán de ajustarse a las recti-
f icaciones introducidas en los instrumentos de ordenación terri-
torial, en los plazos establecidos en los mismos, conforme al
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Z. Competencia
E1 artículo 51 del Texto Refundido de 1976 atribufa la com-
petencia al Consejo de Ministros, previa audiencia de la Comisión
Central de Urbanismo y de las Entidades Locales interesadas, a
propuesta del Ministro de la Vivienda o de éste y del titular o
titulares de otros Departamentos interesados. E1 artículo 163 del
RP se pronunció en idéntico sentido, si bien la referencia al Mi-
nistro de la Vivienda se sustituyb por la del Ministro de Obras
Públicas y Urbanismo.
En la actualidad, de conformidad al artículo 130, habrá de
estarse a lo que disponga la legislación autonómica y, en defecto
de ésta corresponde adoptar el acuerdo al órgano ejecutivo supe-
rior de naturaleza colegiada de la Comunidad.
3. Instrumeatos do planeamiento respecto do los que se puede
acordar la suspeasión
El Texto Refundido anterior, para referirse a los instrumen-
tos de ordenación que podfan ser objeto de suspensión con motivo
de su revisión, empleaba la expresión "los planes a que se refie-
re dicha^Ley". E1 Reglamento. de Planeamiento diferenció, en el
tratamiento de la suspensión, los Planes Directores Territoriales
de Coordinación de los Planes de Ordenación. La cuestión ahora
se centra en determinar qué Planes deben entenderse integrado^-::^
en los "Planes de Ordenacibn".
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Partiendo de la premisa de que la suspensión tiene su oriqen
en la revisión y ésta sólo es procedente respecto de los Planes
Generales y Normas Subsidiarias únicamente podrá acordarse la
suspensión de los Planes que puedan ser revisados, esto es, de
los Planes Generales de Ordenación Urbana y de las Normas Subsi-
diarias del Planeamiento. Ahora bien, en consideración a la fun-
ción de desarrollo de las determinaciones del Plan General que
es inherente a los Planes Parciales, Especiales y Programas de
Actuación Urbanística, con la consiguiente dependencia de aquél,
es también posible la suspensión de su viqencia, pero eso sí, en
el marco de la suspensión total o parcial del Plan General^s.
4. Alcanco d• la suspeasión de la viqencfa do los Planes
Del tenor literal del precepto 130 del TR/92 -51 del TR/76-
se desprende que el alcance del acuerdo de suspensión puede afec-
tar a todo o parte del ámbito territorial del Plan que se revi-
se?6. Será el órgano competente para acordar la suspensión el que
delimite el territorio afectado por la medida cautelar acogida.^
E1 acuerdo adoptado se pronunciará, pues, sobre la conveniencia
de que la suspensión sea geográficamente total o, si, por el
contrario, debe estar limitada a ciertas áreas territoriales.
^S Vid. ARGULLOL MURGADAS, E., Estudios de Derecho..., cit.,
p. 171. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios... (Texto...) cit., p.
999. LLISET BORREL, F., et al., op. cit., p. 784.
76 A1 iqual que el acuerdo de suspensión de licencias pre-








Asimismo esta medida cautelar puede afectar a todas o a al-
gunas de las determinaciones del Plan cuya revisión se pretende.
La suspensión es susceptible de graduación en lo que a determina-
ciones se ref iere.
Según el artículo 130 del TR/92 la suspensión de los Planes
afecta a su vigencia. Por lo tanto, una interpretación "strictu
sensu" de esta expresión podría llevarnos a la conclusión de que
la suspensión afecta a todas las determinaciones de aquél sin po-
sibilidad alguna de exclusión. Ahora bien, esta aseveración no
puede ser considerada de forma aislada, sino que debe examinarse
en el conjunto de la leqislación urbanistica. Nos estamos refi-
riendo al RP, concretamente al apartado segundo del artículo 163
-que dispone que la suspensión de la vigencia del Plan conlleva
en todo caso la del otorgamiento de licencias-, de cuyo tenor ca-
be deducir que el acuerdo de suspensión podrá graduar el alcance
de ésta y comprender todas o algunas de las determinaciones del
Plan^. Si ineludiblemente la suspensión debiese afectar a todas
las determinaciones del Plan no serfa preciso especificar que,
en todo caso, conlleva la suspensión del otorgamiento de licen-
cias, toda vez que esta consecuencia resultaría de la propia sus-
pensión. Es precisamente por la posibilidad d^e graduar la suspen-
sión por lo que se impone este efecto como de obligada observañ-
cia, sea cual sea el alcance del acuerdo.
n Vid. ARGULLOL MURGADAS, E., Estudios de Derecho..., cit.,
pp. 180 y ss. LASO MARTINEZ, J.L. , op. cit. , pp. 557 y ss. LLISET
BORREL, F. et al., op. cit., p. 784.
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5. Pla$os
E1 articulo 130 del TR/92 remite a efecto de plazos al artí-
culo 102 del mismo Texto, que fija un límite temporal máximo de
dos años. Si aplicamos a la suspensión de la vigencia de los Pla-
nes los límites temporales de la suspensión del otorgamiento de
licencias el resultado sería el siguiente:
1. Si la suspensibn no hubiese sido anterior al acuerdo de
revisión, el plazo máximo será de dos afíos, contados a partir de
la fecha en que se conozca la adopción del acuerdo de suspensión
y revisión (un mismo acuerdo).
2. En el supuesto de que se hubiese acordado con carácter
previo la suspensión y que el acuerdo de revisión se produjese
dentro del plazo de un año, la suspensibn se mantendría hasta
completar los dos años.
3. Por último, para el caso de que habiéndose suspendido
previamente la viqencia de los Planes hubiese transcurrido el
plazo de un afío sin que se hubiera aprobado inicialmente la re-
visibn, la aprobación podrá durar un año más.
En todo caso, la suspensibn tendrá una duración máxima de
dos años, plazo que se verá truncado por la aprobación definitiva
del nuevo instrumento de ordenación, lo cual es perfectamente ló-










visión, una vez finalizada esta operaci ĉn debe terminar lo que
en ella tuvo su origen.
Con el objeto de evitar los perjuicios ^que para un municipio
conlleva la ausencia de planeamiento, el legislador ha impuesto
un plazo para aprobar con carácter provisional unas Normas Sub-
sidiarias del Planeamiento, instrumento éste que ha de regir la
vida urbanística del municipio en tanto no se apruebe la revisión
del Plan que es la que precisamente ha provocado la suspensión.
Para dar cumplimiento a esta obligación la Ley concede el escasí-
simo plazo de seis meses, transcurr^ido el cual recobra plena ef i-
cacia el Plan suspendido.
6. Procedimiento
E1 articulo 130 del TR/92 remite a efectos de procedimiento
al articulo 102 del mismo Cuerpo leqal, aunque este precepto no
contiene norma procedimental alguna. Los artículos 130 del TR/92
y el 163.1 del RP contienen normas explicitas en la materia. Así,
el órgano competente de acuerdo con la legislación autonbmica y,
en defecto de ésta, el ejecutivo superior de naturaleza colegiada
de la Comunidad Autónoma, previa audiencia78 de las entidades lo-
cales interesadas^ e informe80 de.l órgano consultivo autonómico
'S Este trámite también era exigido por el TR derogado.
^ Durante la vigencia del TR/76 la propuesta debía proceder
del Ministro de la Vivienda, o, en su caso, de éste y del titular
o titulares de otros Departamentos interesados.
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que corresponda deberá dictar un Decretoal acordando la suspen-
sión del Plan que deberá ser publicado en el BOP y, en su defec-
to, en el de la Comunidad Autónoma, asf como en uno de los perió-
dicos de mayor difusibn de la mismaa2.
7 . Ef ectoa
A1 tratar los efectos de la suspensibn de la vigencia de los
Planes, una vez más, el artículo 130 nos obliga a hacer remisión
al artículo 102 de la vigente Ley del Suelo.
A. Suspensión del otorgamiento de licencias
Suspendida la vigencia de los Planes, el primer efecto ser^
la suspensión del otorqamiento de licenciasa3. Así, el articulo
163 del RP, dice:
"E1 acuerdo a que se refiere el nGmero anterior llevará
consigo la suspensibn del otorqamiento de licencias en el
área afectada por el mismo hasta la aprobacibn def initiva
de las Normas Complementarias y Subsidiarias de Planea-
80 Antes el informe correspondía emitirlo a la Comisión
Central de Urbanismo.
al Ya el RP exigía se declarase la suspensión por Real
Decreto. ^
a2 Este requisito ya era exigible -art. 163 del RP- antes de
la entrada en vigor del TR de 1992.
a3 Constituyen ejemplos jurisprudenciales las Ss. del TS de
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miento que se dicten para ordenar provisionalmente el
territorio, en tanto no se apruebe el Plan revisado".
•
•
De la literalidad del precepto se desprende que la duración
del efecto suspensivo citado será a lo sumo de seis meses. La me-
dida cautelar adoptada se mantendrá hasta la aprobación de las
Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento, que, como
ya sabemos, tienen que ser aprobadas en el plazo de seis meses.
Esta cuestión ha sido examinada por la doctrina^`, para
quien la regla general establecida para el resto de los Planes
resulta confusa por la simultaneidad de la remisión al régimen
de suspensibn de licencias y del mandato del dictado inmediato,
en el plazo de seis meses, de unas Normas Complementarias y Sub-
sidiarias, cuya virtualidad ordenadora del aprovechamiento del
suelo y de la construccibn no se alcanza a ver si, como parece
deducirse del precepto legal, su vigencia transitoria coincide
en el tiempo con la suspensión de licencias. Esta aparente con-
tradiccibn interna del art. 51.1 LS -hoy 130- es resuelta correc-
tamente por el artículo 163.2 del RP, concretando que el acuerdo
de suspensión de la vigencia del Plan conlleva la suspensión del
otorgamiento de licencias en el área afectada por el mismo sólo
hasta la aprobación definitiva de las Normas Complementarias y
Subsidiarias que han de dictarse para ordenar-provisionalmente
el territorio en tanto no se apruebe el Plan revisado, es decir,
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por el plazo máximo de seis meses, transcurrido el cual sin que
la aprobación def initiva de aquellas Normas haya tenido lugar
queda "ope leqis" restablecida la plena vigencia del Plan suspen-
dido.
La suspensión afectará como es lbgico a los expedientes que
se hallen en tramitación y a las solicitudes que a partir de ese
momento se formulen^, las cuales habrán de ser denegadas en base
al acuerdo de suspensión, sin derecho a indemnizacibn^. Pero no
afectará a los expedientes que ya hayan sido resueltos.
Los procedimientos que hubieran sido incoados al menos tres
meses antes de la publicación del acuerdo de suspensibn y en los
que no exista resolución expresa de la Administración, ^corres-
ponde incluirlos en el qrupo de los expedientes en tramitación
o, por el contrario, debe hacerse en el de los expedientes ya
resueltos?.
El Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales,
^ Dice FERNANDO PABLO, M, Suspensión del otorgamiento de
licencias urbantsticas, Montecorvo, Madrid, 1987, p. 113: "La
suspensión presenta "dos caras" una con rel•ación a solicitudes
anteriores a su publicacibn y otra con relación a^ las posteriores
a la misma". Vid. RODRÍGUEZ-ARANA, J., "E1 incumplimiento de los
deberes urbanísticos por parte de la Administración actuante y
sus consecuencias jurídicas", RDU, núm. 126, 1992, pp. 47-50.
^ El Tribunal Supremo se ha manifestado en este sentido al
tratar la suspensión del otorgamiento de licencias del artículo
102. Así, Vid. las Ss.^ de 9 de noviembre de 1981 (Az. 5025), de^..
29 de abril de 1983 (Az. 2857), 9 de diciembre de 1984 (Az.^^^
6221) , 28 de marzo de 1985 (Az. 1675) , 14 de mayo de 1986 (Az.
4590), 15 de abril, 26 dé octubre y 7 de noviembre de 1988 (Az.
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aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, estipula en su ar-
tículo 9 que las licencias de nueva construcción o reforma de
edif icios e industrias, apertura de mataderos, mercados particu-
lares y, en general, grandes establecimientos, habrán de ser
acordadas o denegadas en el plazo de dos meses, a contar desde
la fecha en que la solicitud hubiese ingresado en el Registro
General. En el supuesto de que transcurriese el plazo señalado
sin que se hubiese notificado resolución expresa, el peticionario
de la licencia podrá acudir a la Comisibn Provincial de Urbanismo
y si en el plazo de un^mes no se notifica al interesado acuerdo
expreso, se entiende otorgada la licencia por silencio adminis-
trativo. Naturalmente, la concesión por silencio positivo requie-
re que el proyecto sea conforme con la ordenación urbanística vi-
gente en ese momentog^.
Por lo que, en definitiva, el problema de hasta que punto
ha llegado a producirse un acto por silencio se traduce en veri-
ficar si infringe o no el Ordenamiento jurídico. En este sentido,
el TS dice:
"... conforme establece el citado artículo 133, en su nú-
mero 3, la aprobación definitiva por silencio positivo no
puede adquirir validez alguna cuando el proyecto no se
ajuste a la normativa que debe regirlo, como ha puntuali-
87 Ya en una S. TS de 23 de junio de 1971 se había dicho que
"el silencio positivo no es panacea que sane aquello que en si
mismo contine el germen de su incurable enfermedad ni esponja que
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zado también la jurisprudencia. Por tanto, la cuestión se
reduce a determinar si el proyecto infringe el Ordenamiento
para poder decidir, a la vista de ello, si efectivamente
hay que estimularlo, puesto que habría transcurrido el pla-
zo legal marcado para ello, aprobado definitivamente por
silencio positivo" (S. de 27 de febrero de 1989)gg.
Por consiguiente, solicitada una licencia cuyo proyecto se
adecúe a la ordenación urbanística aplicable, se entenderá
aquélla otorgada si transcurrido el plazo de tres meses no se
hubiera dictado resolución denegatoria. Nos encontramos, pues,
ante un supuesto de procedimiento ya resuelto, al que, como se
ha dicho, no le afecta la suspensión.
B. Indemnización a los peticionarios de licencias
Dicen los articulos 22 de la Ley del Suelo de 1956, 27 del
TR/76, 102.5 del TR/92 y 121.2 del RP, que los peticionarios de
licencias solicitadas con anterioridad a la publicación del
acuerdo de suspensión89 tendrán derecho a ser indemnizados, con-
sistiendo el resarcimiento en la devolución del coste oficial de
ag Az. 1706.^
a9 FERNANDO PABLO, M., op. cit., p. 131, dice que: "Unica-
mente tienen derecho a la -indemnización "los peticionarios de
licencias solicitadas (y no concedidas) con anterioridad a la
publicación del acuerdo de suspensión". No procede indemnización
si la solicitud tuvo entrada en el registro general de la Corpo-
ración con posterioridad a la publicacibn, per si hay derecho a
la indemnizacibn cuando la solicitud tuvo entrada en dicho regis-
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los proyectos y la devolución, en su caso, de las tasas municipa-
1es90. Así, la indemnización solamente cubre los honorarios y
demás gastos de formulación y las tasas que el Ayuntamiento hu-
biese exiqido anticipadamente9i.
La consideración de la indemnización del coste de los pro-
yectos es una aplicacibn particular del principio qeneral de in-
demnizacibn, que impone a la Administración Pública la obligación
de reparar las lesiones causadas en los derechos particulares
cuando éstos cedan ante el ejercicio de potestades administrati-
vas, pero con la especialidad en este caso de la Ley urbanistica
de que es la propia norma la que presume la existencia de la le-
sión, por el simple hecho de la elaboración del proyecto y su
presentación ante la Corporación, con anterioridad al acuerdo de
suspensión de licencias, fijándose al propio tiempo la mensura-
bilidad del daño, equivalente al costo de dicho proyecto.
Es necesario dejar sentado el principio de que.la indemni-
90 Vid. las Ss. TS. de 27 de abril y 13 de julio de 1982 (Az .
3976 y 5404), 22 de mayo y 30 de octubre de 1984 (Az. 3122 y
5594), 28 de marzo de 1985 (Az. 1675), 7 de julio y 29 de
septiembre de 1987.(Az. 6861 y 8267).
91 Vid. MARTÍN BLANCO, J., Dictámenes y Estudios ..., cít.,
p. 309. Según MUÑOZ MACHADO, S., Tratado de Derecho..., cit., p.
1774, "Indudablemente se han producido unos gastos específ icos
que van a verse privados de efectividad, en virtud de la suspen-
sión de licencias, lo que producirá un daño concreto a estos in-
teresados, cuya situacibn se sinqulariza así de la de los demás
afectados por la medida de suspensión. Por ello, la ley establece
que los peticionarios de licencias solicitadas con anterioridad
a la publicación de la suspensión tendrán derecho a ser indemni-
zados del coste oficial de los proyectos y a la devolución, en
su caso, de las tasas municipales".
209
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zacibn solamente procederá si la licencia solicitada se ajusta
a la ordenación que ha sido suspendida^. Esta aseveracibn en-
cuentra su apoyo legal en el artículo 121.3 del RP^. La solu-
ciĉn ofrecida por el legislador es lógica, dado que, en el su-
puesto de que no se hubiese producido la suspensión la denegación
de la licencia era incuestionable. Así pues, el acuerdo de sus-
pensibn no puede servir de convalidación; lo que iba a ser dene-
gado de no mediar suspensión, debe ser igualmente rechazado una
vez acordada ésta. Esta interpretación es perfectamente correcta
a la vista del principio contenido en el artículo 240 del TR/92,
segun el cual "en ningtin caso habrá lugar a indemnización si
existe dolo, culpa o neqligencia qraves imputables al perjudi-
cado" , por cuanto que, no ha sido la Administración, sino el par-
ticular el causante del daño que se pretende sea indemnizado.
E1 artículo 121. 4 del RP pospone el ej ercicio de la reclama-
cibn de la pertinente indemnizacibn al momento de la aprobación.
definitiva del Plan -revisibn-, momento en el que será posible
determinar si existe o no incompatibilidad entre el proyecto y
^ En este sentido se pronuncia una S. TS de 13 de diciembre
de 1983 (Az. 6337), al decir: "... derecho de indemnización, que
no es tan incondicional y absoluto que resulte automático por el
simple ^hecho de que el otorgamiento de las licencias se encuentre
suspendido, sino que, contrariamente dicho derecho efectivamente
nace si^se tiene previamente el de obtener licencia, o, lo que
es igual, cuando, de no existir el acuerdo de suspensibn, la mis-
ma indudablemente habia de concederse".
^"El derecho a la devolucibn del coste del proyecto no se
adquiere si, habiéndose producido el trámite de propuesta de
resolución de solicitud de licencia, cuando se publique el
acuerdo de suspensibn, dicha propuesta calif icara de manif iesta-
mente contraria, al ordenamiento urbanistico y al planeamiento










la nueva ordenación, siendo que, en el caso de que se demuestre
la incompatibilidad procederá la indemnización, integrada por el
coste de aqu^l y, en su caso, las tasas municipales satisfechas;
si, por el contrario, el proyecto no contraviene el nuevo Plan
lo procedente será el otorgamiento de la licencia y no, natural-
mente, la indemnización^. E1 citado precepto prev^ una excep-
ción, cual es, que el solicitante retire la solicitud, en cuyo
caso la Administracibn deberá devolverle las tasas municipales
que en su dia fueron pagadas..
C. Reiteraciĉn de la suspensión del otorgamiento de licencias
Durante la vigencia de la LS de 1956 y del TR/76 la prohibi-
ción de reiterar la suspensión estaba restringida a la suspensión ^.
acordada con anterioridad a la aprobación inicial. E1 artículo
8.4 del Real Decreto-Ley 16/1981, de 16 de octubre, vino a modi-
ficar el régimen anterior al disponer:
"Extinguidos los efectos de la suspensión...., no podrán
acordarse nuevas suspensiones en el plazo de cinco años por
idéntica f inalidad".
Dos.son las precisiones. que deben hacerse respecto de la
proh`ibicibn de reiteración. Por una parte, si el plazo de cinco
años debe haberse completado antes de la adopción del acuerdo de
132.
^4 Vid. en este sentido a FERNANDO PABLO, M., op. cit., p.
211
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aprobación o de su publicación. Y, por otra, qué debe entenderse
por idéntica finalidad.
Respecto de la primera cuestibn planteada la referencia en
el precepto transcrito al acuerdo, lleva a la conclusión de que
no solamente la publicacibn, sino también la misma adopción del
acuerdo de suspensión debe ser posterior a la decadencia de ese
plazo de cinco años^.
Para resolver la otra duda suscitada, se puede acudir al
artículo 122 del RP que, en su inciso final, ofrece una defini-
cibn de la expresibn cuyo alcance nos preocupa. Asf, según el
precepto:
"No se entenderá como idéntica finalidad la redacción de un
Plan, Normas, Proqrama o Estudio de Detalle, o su revisiĉn
o modificación, con distinta naturaleza que el que motivó
la primera suspensión".
En la doctrina científ ica y en la jurisprudencia se ha reco-
nocido que los preceptos citados han de interpretarse restricti-
vamente porque, de otro modo, la limitación que establece la nor-
ma pude dar lugar a importantes fraudes de Ley, en perjuicio de
^ Vid GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L. , op. cit. ,
p. 338.
Vid., a modo de ejemplo, las Ss. TS de 4 de febrero de 1987
(Az. 2066) y 31 de julio de 1991 (Az. 6712), en las que se
reconoce la prohibición de "acordar" antes de transcurrir cinco
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los propietarios afectados%.
Con este planteamiento, surge el problema de determinar qué
se entiende por identidad de zona, y por identidad de fin.
Por lo que respecta a la identidad de zona, resulta obvio
que la prohibicibn se refiere al mismo territorio que sufri8 una
suspensibn anterior, ya que, carece de todo sentido hacer exten-
siva la prohibición a zonas que no han resultado afectadas, por
cuanto que, para ellas sería el primer acuerdo de suspensibn, y,
precisamente, lo que prohibe es la reiteración.
Especialmente ilustrativa resulta en este sentido una sen-
tencia del Tribunal Supremo de 16 de marzo de 1988^, según la
cual:
"...no se puede afirmar que los dos acuerdos en cuestión
tuviesen idéntica finalidad, pues ... no afectaron al mismo
ntunero de manzanas . . . " .
Por lo que respecta al segundo aspecto, hay que incidir en
•
% Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley de1 Suelo,
Civitas, Madrid, ^1990, Tomo I, p. ^ 348. Dicen GARCfA DE ENTERRÍA,
E., y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., p. 338: "Dada la naturaleza
limitadora de derechos de la institución que tratamos, que obliqa
a una interpretación restrictiva de su régimen (como ha señalado
la jurisprudencia, SS. de 2 de marzo y 15 de noviembre de 1971
y 16 de junio de 1977) hay la falta de una explicita cobertura
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que no todo uso reiterado de la suspensión está prohibido, sino
simplemente aquellas suspensiones que persigan idéntica finalidad
que una anterior. ^Qué se entiende por idéntica?.
Para LARIOS TABUENCA no existe idéntica f inalidad entre un
Plan General, un Plan Parcial o Especial y un Estudio de Detalle,
razón por la cual la suspensión decretada a efectos de formar es-
tos instrumentos goza de distinta finalidad^.
GARCÍA DE ENTERRfA Y PAREJO ALFONSO entienden que no basta
para reabrir el ejercicio de la potestad de suspensión la mera
invocación de la distinta naturaleza del nuevo instrumento, for-
malmente distinto, si no que es exigible la justificación en ra-
zones sustantivas que acrediten la naturaleza realmente distinta
de la iniciativa que justificó la primera suspensión, respecto
de la segunda^.
Para decirlo con palabras del Tribunal Supremo10°, la diver-
sidad de la naturaleza "ha de ser enjuiciada y valorada, no en
función de una calif icación nominal o semántica de los respecti-
vos planeamientos, sino de la efectiva realidad de la distinta
^"La facultad de edificar y el proceso de urbanización",
RAP^, núm. 76, 1975, p. 53.
La jurisprudencia ha admitido que no existe "idéntica fina-
1 idad" entre un PE q un PG ( S. TS de 11 de abr i 1 de 19 8 5, Az .
2202, 19 de diciembre de 1989, Az. 9212), entre PG y PP (S. TS.
de 3 de octubre de 1980, Az. 3831)
^ Op. cit., p. 338.










Ese carácter real de la diferenciación se aprecia en una S.
TS de 16 de marzo de 198810' :
"... no puede afirmarse que los dos acuerdos en cuestibn
tuviesen idéntica finalidad, pues aparte de que no afecta-
ron al mismo ntimero de manzanas, el primero obedeció a un
problema muy concreto, como era el de la falta de oferta de
suelo industrial, mientras que el segundo respondió a unos
objetivos más amplios al tratar de corregir la fuerte den-
sidad de población de algunas zonas y la insuficiencia de
dotaciones además de inteqrar la actividad industrial den-
tro de la ciudad, problemas éstos más complejos que se es-
timb debían ser abordados en el marco de la revisión del
Plan General, revisión que efectivamente se llevó a cabo.
Aunque existiese una coincidencia parcial entre los dos
acuerdos, el mayor ámbito territorial del segundo y la con-
templación en éste de aspectos no previstos por el primero
impiden entender, como decimos, que ambos tuvieran idéntica
finalidad".
Entendiendo así la idéntica finalidad se evitan los fraudes,
porque si bastase con cambiar de nombre al Plan, cada vez que la
Corporación estuviese interesada en suspender el otorgamiento de
licencias no tendría más que acudir a un cambio de denominación,
lol Az . 217 3 .
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aunque no de finalidad, del instrumento urbanístico que propició
la anterior suspensi ĉn del otorqamiento de licencias.
Una sentencia del Tribunal Supremo de 28 de septiembre de
1982102 formula una def inición clara y precisa de este concepto:
"Identidad hace referencia a la cualidad de idéntico, es
enteramente igual, pudiendo establecerse la relación de
identidad entre dos entidades cuando tienen las mismas pro-
piedades, y por eso son indiscernibles o indistinguibles.
Conjugando ambos términos, existiría idéntica finalidad si
los términos de las respectivas intenciones y los objetivos
pretendidos por ambos agentes en sus respectivas acciones,
resultan de imposible discernimiento, esto es, si ambas in-
tenciones y objetivos resultan superpuestos y acotan un
mismo ámbito de realidad"1°°.
En efecto, identidad siqnifica superposición de intenciones
y objetivos con referencia al mismo ámbito de realidad.
Por último, debe plantearse si existe idéntica finalidad en
la reiteración de la suspensión del otorqamiénto de licencias an-
tes de transcurrir cinco años cuando la primera se acuerda por
motivos de revisión de un Plan y la sequnda por motivos de modi-
102 Az . 5518 .
10° Vid. también, las Ss. del TS de 6 de octubre de 1983 (Az .
5069), 12 de abril de 1985 (Az. 2202) y 19 de diciembre de 1989
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ficación del mismo. La finalidad de la modificación no es, en mo-
do alguno, diferente a la de la revisión. No es suf iciente con
contraponer teĉricamente revisión y modificación, sino que hay
que comprobar concreta y realmente si existe o no coincidencia
-identidad- entre la alteracibn prevista en la revisión y en la
modificación. Así pues, en el supuesto de que ambas alteraciones
recaigan sobre el mismo ámbito territorial y/o tengan identidad
de f in no será admisible la reiteración antes de que transcurra
el plazo legalmente señalado al efecto. La nueva suspensibn no
puede ampararse en un mero cambio nominalista. .
8. Las Normas subsidiarias del Planeamieato como condici8n de la
suspensión
Constituye requisito "sine qua non" de la suspensión la
aprobación de unas Normas Subsidiarias de Planeamiento que habrán
de regir durante el período de suspensión. E1 artículo 51, "in
fine", del TR/76, disponía:
"En tanto no se apruebe el Plan revisado, se dictarán Nor-
mas Subsidiarias y Complementarias del Planeamiento en el
plazo máximo de seis meses. Si a partir del acuerdo de sus-
pensión, no se hubieran aprobado definitivamente las Normas
Complementarias y Subsidiarias del Planeamiento, quedará





E1 artículo 163.5 del RP, de semejante tenor, dice:
"Si en el plazo de seis meses, contados a partir del acuer-
do de suspensión, no se hubieren aprobado definitivamente
las Normas Complementarias y Subsidiarias del Planeamiento,
quedará restablecida, sin más trámites, la vigencia del
Plan objeto de suspensión, sin perjuicio de la eventual
aplicación de lo dispuesto en el articulo 27 de la Ley del
Suelo".
Por su parte, el artículo 130 del TR/92 impone la misma con-
dición, al decir:
"En tanto no se apruebe el Plan municipal revisado, se dic-
tarán Normas Subsidiarias del planeamiento en el plazo má-
ximo de seis meses a partir del acuerdo de suspensión".
Como se ve, un efecto especialmente importante de la suspen-
sión del Plan es la necesidad de dictar Normas Complementarias
y Subsidiarias del Planeamiento en el plazo de seis meses; pero,
aprobadas las Normas no existe plazo alquno para la revisibn del
Plan.
Antes de abordar el examen de las Normas Subsidiarias del
Planeamiento que constituirán el régimen aplicable durante la
vigencia de la suspensión, debe advertirse que el Reglamento de
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to de los Planes de Ordenación. En el supuesto de los Planes Di-
rectores, la suspensiĉn de su vigencia no está sometida a condi-
cibn.^ La explicacibn, a juicio de la doctrina104, criterio que
compartimos, puede estar en la naturaleza misma de las determina-
ciones de los Planes Directores que normalmente no tienen inci-
dencia directa en la propiedad, sino que sus previsiones se re-
f lejan a través de otros Planes. También debe tenerse en cuenta
que no existe un documento propiamente sustitutorio de los Planes
Directores, al revés de los Planes de Ordenación, respecto a los
cuales las Normas Subsidiarias juegan institucionalmente una fun-
ciĉn sustitutoria.
Volviendo al tema central, a la vista de los distintos pre-
ceptos transcritos, podríamos afirmar que la suspensibn de la vi-
gencia tiene ef icacia inmediata, pero condicionada en su manteni-
miento a la aprobación de las citadas Normas en el plazo nunca
superior a seis meses. La inobservancia de esta condición provoca
la pérdida de eficacia de la suspensión, con la consiguiente
aplicaciĉn del Plan que fuera suspendido.
A nuestro juicio, es lógico que el legislador imponga la
obligación de tramitar y aprobar en un plazo breve alqún instru-
mento de ordenación urbanística con la finalidad de evitar los
considerables perjuicios que se derivarían de la paralización de
la construcción. ^
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Es posible que el procedimiento normal resulte ineficaz para
alcanzar el f in perseguido, en cuyo caso, la Administraci ĉn podrá
acudir al procedimiento extraordinario106. Es inherente a la ur-
gencia un factor de orden temporal, desde el momento en que el
recurso a la excepción se hace necesario sólo porque el derecho
ordinario (regulier) no permite actuar suficientemente deprisa
en razón de la fecha en que haya de producirse el hecho que puede
producir un daño10ó.
Dice el Tribunal Supremo que:
"La urgencia alude a un supuesto en el que actuando rápi-
damente en el procedimiento ordinario, la solucibn, dada la
duración de aquél habría de llegar tarde: las circunstan-
cias concurrentes demandan una decisión que con la tramita-
cibn general ya sería tardia (S de 24 de julio de 1989)107.
La urgencia no es una mera oportunidad o conveniencia. No
puede identif icarse la urgencia con la indiscutible conveniencia
de que la actividad administrativa se desarrolle con adecuada ra-
pidez . Sostener que está justif icada la urgencia porque la utili-
^ 1°^^.A juicio de CLAVERO AREVALO, M. ,"Ensayo de una teoría de
la urgencia en el Derecho administrativo", RAP, núm. 10, 1953,
. pp. 32 y 48, justif ica la urgencia: por una parte la existencia
de una f inalidad administrativa determinada por el tiempo y,
por otra, la insuf iciencia de los procedimientos normales para
darle cumplimiento".
106 Cfr. Frier , P.L., L" Urgence, París, 1987, pp. 79-81.
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zación del procedimiento ordinario puede ser mal interpretado
conduce a una gravísima quiebra del Estado de Derecho, al conver-
tir la excepción en regla, al sustituir la sequridad jurfdica por






LA MODIFICACIÓN DE LOS PLANES










Frente al sentido radical que enwelve la revisión -reconsi-
deración integral del planeamiento, aunque sea para conf irmarlo-,
la modificación representa la alteración de alguno o algunos de
los elementos y determinaciones de un Plan, permaneciendo iguales
todos los restantesl. Así pues, puede hablarse de modif icación
cuando, permaneciendo el Plan, proyecto, programa, norma u orde-
nanza, la alteración afecta sólo a alquno de sus elementos y de-
terminaciones. Como dice una sentencia del Tribunal Supremo de
22 de enero de 1988Z, "en la modificación se trata de corregir
alguno o alqunos de los elementos del Plan, permaneciendo la
subsistencia de éste, que no es sustituido por otro como sucede
en el caso de la revisión".
E1 articulo 154, apartado 4Q del Reglamento de Planeamiento
y, posteriormente, el precepto 126.5 del Texto Refundido de 1992
def inen la modif icación como una categoría residual que comprende
todos los casos de alteración de determinaciones no encuadradas
en la revisión, aún cuando dicha alteración lleve consigo cambios
aislados en la clasif icación o calif icación del suelo, o imponga
la procedencia de revisar la programación del Plan General. Es,
pues, modificación lo que constituyendo alteracibn del planea-
miento no es revisión.
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La modif icación es el sistema a seguir en los supuestos que
se ref ieren a aspectos concretos o actuaciones puntuales, casos
éstos verdaderamente frecuentes3. En muchas ocasiones las Corpo-
raciones Locales se ven en la imperiosa necesidad de corregir
ciertas situaciones, así como de variar aquellas determinaciones
que en la aplicación práctica han devenido insuf icientes e inade-
cuadas. Pues bien, para corregir estos aspectos concretos no será
necesario acudir a una revisión del Plan, sino que, por el con-
trario, se acudirá a la modificación.
En otro orden de cosas, la potestad de modificar el planea-
miento corresponde a la Administración P^iblica de of icio o a ins-
tancia de los particulares. Los particulares podrán solicitar de
la Administración la iniciación y tramitación de un expediente
de modif icación de Planes, si bien en modo alguno la Administra-
cibn queda obliqada a dicha actuación, por cuanto que ello su-
pondría un resultado caótico al tiempo que introduciría una gran
insequridad jurídica. La situación no serfa otra que la de una
realidad urbanistica fruto del capricho y de los intereses perso-
nalizados en la que carecería de todo valor la satisfacción del
interés general. Como resulta fácilmente imaqinable, los particu-
lares pedirían a la Administración la modificación de todas
•
3 Cfr. , LECLERQUE, C. et CHAMINADE, A. , Droit administratif,
Litec, 1986, 2a ed. p. 433: "La modificatión des plans d'ocupa-
tion des sols s'applique aux plans d'ocupation des sols appouvés.
Elle este destinée ^ permettre aux collectivités locales d'appor-__
ter des changements limités et partiels ^ ce doucement. En effet, ^^^
cette modif ication ne peut avoir por effet de porter "atteinte
^1 leur économie générale et elle ne doit pas.concerner les espa-
ces boisés classés ni comporter des riques graves de nuisance".
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aquellas situaciones que no supusiesen, para ellos, los mayores
benef icios, lo que llevaría a ordenar el territorio prescindiendo
del principio rector de la ordenación urbanísticá: la satis-
facción del interés de la comunidad.
Los principios inspiradores del régimen jurídico de la
modif icación son los que a continuación se relacionan4:
iQ. E1 principio de jerarquía en el planeamiento. En virtud
de este principio ningún Plan inferior puede modificar otro de
superior categoría, siendo que, únicamente le está permitido de-
sarrollar y, en su cáso, interpretar sus determinaciones. Así
pues, lo que habrá que hacer es comprobar que lo que se ha reali-
zado es una verdadera interpretación y no una modificación camu-
fl ada .
•
2Q. La modif icación exige autonomía de procedimiento.
3Q. E1 principio del tratamiento procedimental propio lleva
consiqo una estricta y reforzada aplicación de las reglas de com-
petencia, en congruencia con el tipo de Plan y la importancia de
la modificación.
•
4Q. Cualquier modificación ha de ser motivada por causas
proporcionales a su naturaleza y a la importancia del documento
al que afecte.
4 vid. LASO MARTINEZ, J.L., op, cit., pp. 581-587.
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La Administración planificadora tiene que aducir y probar
que la propuesta de modif icación es mejor solución que la exis-
tente. Cuando se aprueba un Plan se supone que la ordenación por
él propuesta es la más adecuada a los intereses de la colectivi-
dad, pero puede ocurrir que la propuesta que se entendia solucibn
de los problemas existentes no fuese la correcta o también que,
siendo en el pasado la que mejor se adaptaba a las necesidades
del ^momento, haya dejado de serlo a la vista de los cambios expe-
rimentados. Así pues, la modificación debe justificar que la nue-
va propuesta es mejor que la existente.
5 Q. La modif icación del planeamiento viqente ha de atenerse
al principio de conservacibn de los actos administrativos de tal
manera que el alcance de aquélla se reducirá estrictamente a los
términos de la propuesta, quedando en los demás íntegramente vi-
gente el planeamiento anterior.
Por Gltimo habría que subrayar que las modificaciones pueden
ser de dos clases : cualif icadas y residuales . Son modif icaciones
cualificadas las previstas y reguladas en los preceptos 128.2 y
129 del Texto Refundido viqentes, esto es, las que tienden a in-
crementar el volumen edif icable de una zona y las que tienen por
obj eto una diferente zonif icación o uso urbanístico de las zonas
verdes o espacios libres previstos en el Plan. Y son residuales
s Constituyen sus antecedentes legislativos, el artículo 39,
apartado 2Q de la LS de 1956, la Ley 58/1963, de 2 de diciembre,
y por filtimo, más recientemente los
50 del TR/76.










En este sentido se manifiesta el Tribunal Supremo en una
sentencia de 27 de febrero de 19896 al decir:
"... y dentro de las modificaciones existen unas cualifica-
das como la doctrina las ha llamado, constituidas por los
supuestos comprendidos en los articulos 49.2, 49.3 y 50 de
la Ley del Suelo (161.3 y 162 del Reqlamento de Planeamien-
to, respectivamente), siendo las restantes residuales...".
E1 acto de modif icacibn participa de la misma naturaleza que
el acto de aprobacibn, así como tiene igual naturaleza una norma
que su modificación^. Por ello se exige el sometimiento de ésta
a los trámites previstos para la elaboración y aprobacibn "ex no-
vo" de los Planes.
6 Az. 1706.
^ Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J. , Comentarios (Texto) ..., p. 969.
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II. ANALOGÍAS Y DIFERENCIAS CON LA REVLSIÓN
La potestad innovadora de la Administración Pública tiene
como elemento teleolbgico el interés qeneral, en nuestro caso el
interés público urbanístico. Así, se pronunció la Exposición de
Motivos de la Ley del Suelo de 1975:
•
"... cualquier modif icación de la ordenación aprobada sólo
podrá tener lugar por razones de interés público".
E1 legislador al emplear la expresibn modificación no pre-
tende limitar la protección del interés público a la técnica ur-
banística de la modif icación y excluir con ello a la revisión,
sino que con la citada expresibn se refiere a cualquier altera-
ción de las determinaciones de los Planes; es indiferente que la
actuación urbanística tenga encomendado el replanteamiento global
del Plan o la alteracibn puntual de alquno de sus elementos.
A pesar de que la revisión y la modif icación son dos formas
de alteración del planeamiento distintas, ambas persiguen el mis-
mo f in: la satisfacción del interés público, que ha de ser la
pauta a seguir por la Administración en todas sus actuaciones,
y que ha de anteponerse a cualquier interés privadog.
También es común a ambas técnicas urbanísticas el procedi-
a Vid. en este sentido, Ss. TS de 28 de marzo de 1988 (Az.
2448) y 13 de febrero de 1990 (Az. 1310).
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miento. Por imperativo del artículo 128.1 del Texto Refundido de
1992 la modificación de los Planes se sujeta a los trámites pre-
vistos para su formación. Respecto de la revisión, si bien es
verdad que la Ley del Suelo no remite de forma expresa al citado
procedimiento, resulta obvio que debe sujetarse a los mismos trá-
mites de su formación, puesto que, si así se establece taxativa-
mente para la modificacibn, con más razbn debe exigirse para la
revisibn. E1 Reglamento de Planeamiento, sin embargo, sí contiene
una disposición expresa en la materia:
"E1 procedimiento de revisión se ajustará a las mismas dis-




En def initiva, modif icación y revisión están suj etas a la
observancia de idéntico procedimiento10, esto es, el de forma-
ción del Plan.
Frente a estas analogias existen diferencias. Según la más
ortodoxa doctrina científica, avalada por constante Jurispruden-
cia, y como se plasma en los artículos 126 del TR/92 y 154 del
RP, tanto la modif icación como la revisibn de ^ los Planes de Orde-
nación tienen en común la alteracibn de las determinaciones dél
9 Artfculo 157.3.
lo Una S. TS de 22 de enero de 1988 (Az. 334) dice: "... c)_.__.
en cuanto al procedimiento la revisión se ajustará a los mismos^^^^
trámites que la formación al iqual que la modif icación. ..". Vid. ,
de idéntico tenor una S. del mismo Tribunal.de 27 de diciembre
de 1989 (Az. 9227).
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ordenamiento urbanístico vigente, pero mientras la revisión supo-
ne la adopción de "nuevos criterios respecto de la estructura ge-
neral y orqánica del territorio o de la clasificación del sue-
lo", motivada por "la elección de un modelo territorial distinto"
o por la "aparición de circunstancias sobrevenidas, de carácter
demográfico o económico, que incidan sustancialmente sobre la or-
denación, o por el agotamiento de la capacidad del Plan", la mo-
dif icación queda como una categoría residual para todos los ca-
sos de alteración de determinaciones del Plan no encuadrables en
el concepto antes dicho de revisión, aunque dicha alteracibn com-
porte también "cambios aislados en la clasif icación del suelo,
o imponqan la procedencia de revisar la programación del Plan Ge-
neral"11. En otras palabras, la diferencia entre las operaciones
de revisiĉn y modif icación de los Planes radica en que la primera
equivale a un replanteamiento qlobal y sustancial del Plan en su
conjunto, mientras que la segunda se limita a una mera alteración
de elementos concretos del Plan.
En una sentencia de 20 de marzo de 198712, un particular
recurría la resolución por cuya virtud se aprobó el Plan General
Metropolitano de Barcelona, aduciendo para ello, entre otras ra-
zones, que el Plan impugnado era^contrario a Derecho porque no
constituía una revisión del anterior, como se habia atribuido por
11 Vid. en.este sentido, Ss. TS de 3 de febrero de 1982 (Az.
700), 25 de enero, 12 de febrero y 3 de mayo de 1985 (Az. 881,
2597 y 6376) , 25 de abril y 8 y 20 de mayo y 29 de junio de 1986
(Az. 2967, 4392, 3262 y 6777).
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la legislacibn a la Entidad Municipal Metropolitana de Barcelona,
sino una modif icacibn total y absoluta del mismo. E1 TS manifestó
la imposibilidad de que prosperase el alegato, porque la parte
"confunde el signif icado y alcance de los términos "revisión" y
"modif icacibn", atribuyendo a este último un sentido que en rea-
lidad coincide con la "revisión" . No vale estimar, dice el Tribu-
nal, que en vez de una "revisibn" se ha procedido a una "modifi-
cación" total y absoluta del planeamiento anterior, porque preci-
samente esto último constituye la "revisión".
Revisión y modif icación de los Planes son operaciones por
completo diferentes. Tales diferencias pueden resumirse como
sique:
1. La finalidad perseguida por cada una de ellas es distin-
ta.
2. E1 concepto de alteración no es inherente al de revisión,
mientras que sí lo es al de modificación.
3. Y, finalmente, no afectan a los mismos -instrumentos urba-
nísticos.
E1 tema de la diferenciación de los conceptos de razón ha
producido una abundante literatura y ha sido objeto de atención
por innumerables pronunciamientos de los Tribunales. Asi, el Tri-
bunal Supremo dictó una sentencia en el seno de la cual aparece
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un párrafo que resume con todo cuidado y esmero la meritada dife-
renciación conceptual:
"Revisiones y modificaciones de los Planes son operaciones
por completo diferentes: aj en cuanto a la finalidad perse-
guida en la revisión es el examen total del texto objeto de
ella a fin de verificar si el mismo se ajusta a la reali-
dad, mientras que en la modificación se trata de corregir
alguno o algunos de los elementos del Plan permaneciendo la
ŝubsistencia de éste que no es sustituido por otro como en
el caso anterior; b) la revisión no implica necesariamente
alteración pues -una vez verif icada puede llegarse a la con-
clusión de que el texto está de acuerdo con la realidad vi-
gente aunque hayan pasado varios o muchos años; por el con-
trario en la modif icación se hace ineludible adecuar la or-
denación urbanística a las exigencias de la realidad, todo
ello porque el urbanismo no es totalmente estático sino di-
námico y operativo; c) en cŭanto al procedimiento la revi-
sión se ajustará a los mismos tr^mites que la formación al
igual que la modificación, pero aquélla sólo se dará res-
pecto a Planes Generales y Programas de actuacibn mientras
la Modificacibn puede tener lugar respecto a Planes, Pro-












III. REQUISITOS DE LA MODIFICACIÓN DE LOS PLAS^tES
l. Requisitos subjetivos
A. Competencia
E1 artículo 128, apartado iQ del TR/92 somete las modifica-
ciones de cualquiera de los elementos de los planes, proyectos,
programas, normas y ordenanzas a las disposiciones enunciadas
para su tramitacibnla. Asf pues, resulta indudable que serán
competentes para la aprobación inicial, provisional y definitiva
de la modificación los mismos órganos que tienen competencia para
acordar las meritadas aprobaciones.
- Corresponde al Ministerio de Obras Públicas y Transpor-
tes's proponer al Consejo de Ministros el Real Decreto1ó de for-
'a La única diferencia entre las legislaciones precedentes
y la redacción actual es que en esta última se sustituye el tér-
mino "formulación" por "tramitación y aprobación".
ls Hoy Ministerio de Obras Públicas Transportes y Medio Am-
biente.
16 E1 Consejo de Ministros acordará en el Real Decreto apro-
batorio:
- E1 Organismo u Organismos públicos que han de intervenir
en la redacción del Plan y ejercer las facultades de dirección
y control periódico de los trabajos de elaboración; las que se
reserva el propio Consejo o se atribuyen al Ministerio de Obras
Pfiblicas y Transportes y los plazos para la elaboración del Plan.
- La participación de las CCAA y Corporaciones locales
correspondientes en la elaboración de los trabajos.
- Las bases o normas para la colaboraciĉn, en su caso, de
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macibn del Plan Nacional de Ordenación (artículo 107 TR/92)17.
- Por lo que respecta a los Planes Directores Territoriales
de Ordenación'8 habrá que estar a la legislacibn autonómica (ar-
tículo 108 TR/92)19.
otras Entidades públicas o privadas.
'^ En la normativa anterior la regulación correspondía al
artículo 29 del TR/76. Ahora bien, los verdaderos antecedentes
se hallan en los artículos 104 y 105 del RP.
Las diferencias entre el TR/76 y el vigente son las siguien-
tes: no se recoge referencia alguna a la organización sindical
y se modifica la competencia, que deja de corresponder a la Pre-
sidencia del Gobierno para pasar al Ministerio de Obras Pt^blicas
y Transportes.
18 Los Planes Directores Territoriales de Coordinación apa-
recen por primera vez en nuestro Ordenamiento urbanistico en la
reforma de la LS, concretamente, en el artículo 9.2 del TR/76,
precepto 13 del RP.
19 Anteriormente, precepto 30 del TR/76 (107 al 114 del RP -
preceptos derogados por el RD 304/1993, de 26 de febrero, por el
que se aprueba la tabla de viqencias de los Reglamentos de Pla-
neamiento, Gestión Urbanistica, Disciplina Urbanistica, Edifica-
ción Forzosa y Reqistro de Solares y Reparcelaciones, en ejecu-
ción de la disposición final única del TR de la Ley sobre Rógimen
del Suelo y Ordenacibn Urbana) . La redacción actual es completa-
mente diferente a la anterior, no recogiéndose ninguna de las
normas anteriores.
La Ley 1/1987, de 30 de marzo, de Coordinación y Ordenación
Territorial (Asturias), regula de forma independiente el procedi-
miento de elaboracibn y aprobación de las Directrices de Ordena-
ción Territorial (artículos 19 a 21) y de los^ Programas de Actua-
ción Territorial (artículos 24 a 26). En Baleares la Ley 8/1987,
de 1 de abril, regula los siguientes instrumentos de ordenación
del territorio: Directrices dé Ordenación Territorial (artículos
10 y 14), Planes Territoriales Parciales (articulos 16 y 19),
Planes Directores Sectoriales (artículos 20 y 24) y Plan de Orde-
nación del Medio Natural (artículos 26 y 29) . Por lo que respecta
a Canarias debemos tener en cuenta la Ley 1/ 1987 , de 13 de marzo,
reguladora de los Planes Insulares de Ordenación (artículos 7 al_.-
13 y DF. la). En Cantabria, la Ley 7/1990, de 30 de marzo): Di-^^^
rectrices Regionales de Ordenación Territorial (artículo 12), Di-
rectrices Comarcales de Ordenacibn Territor.ial (artículos 14 y
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- La formulacibn de los Planes Generales Municipales y de
las Normas Subsidiarias de ámbito municipal, o los instrumentos
de planeamiento establecidos por la legislación autonómica que
los sustituyan, serán formulados por los Ayuntamientos (artículo
109 .1 TR/92 ) 20.
denacibn del Medio Natural (artículos 28 y 32). E1 TRC regula la
figura de los Planes Directores Territoriales de Coordinación en
los artículos 19 y 20, siendo que, a las competencias para su
formulación y al procedimiento de aprobación dedica los artículos
45 y 54. Asimismo, para Cataluña, la Ley 23/1983, de 21 de no-
viembre, dedica al Plan Territorial General los artículos 8 y 9
y a los Planes Territoriales Parciales el precepto 14. La Ley
10/1984, de 30 de mayo (Madrid), regula las Directrices de Orde-
nación Territorial en el artículo 14, los Proqramas Coordinados
de Actuacibn en el precepto 21 y los Planes de Ordenación del Me-
dio Físico en el artículos 27. La Ley 4/1992, de 30 de julio, de
Ordenación y Proteccibn del Territorio de la Región (Murcia), re-
gula el procedimiento de elaboración y aprobación de los instru-
mentos de ordenación territorial en la forma que sique: Directri-
ces de Ordenación Territorial (artículos 33 a 35), Programas de
Actuaciĉn Territorial (artículos 37 a 39) y Planes de Protección
de Recursos Naturales (artículo 47). En Navarra, la Ley Foral
12/1986, de 11 de noviembre, de Ordenación del Territorio, esta-
blece que la aprobación de las Normas Urbanisticas Reqionales se
llevará a cabo por la Ley Foral; esta misma Ley regula en su pre-
cepto 13 la formulación y aprobación de los Planes de Ordenación
del Medio Físico, en los preceptos 19 y 20 las Normas Urbanísti-
cas Comarcales, en el articulo 26 los Planes y Proyectos Secto-
riales de Incidencia Supramunicipal y en el artículo 30 las Di-
rectrices de Ordenación Territorial. Por lo que respecta al País
Vasco, la Ley 4/1990, de 31 de mayo, de Ordenación del Territo-
rio, establece que: la formulación y aprobación de las Directri-
ces de Ordenación Territorial se ajustarán a lo dispuesto en el
artículo 10; la formulación y aprobación de los Planes Territo-
riales Parciales debe ajustarse a las determinaciones del artí-
culo 13; y, por último, los Planes Territoriales Sectoriales es-
tán regulados en los preceptos 18 a 20. Finalmente, la Comunidad
Valenciana, en la Ley 6/1989, de 7 de julio, de Ordenacibn del
Territorio, requla en su capítulo 3 Q, la formulacibn y aprobaci ĉn
de los planes que regula, cuales son, el de Ordenación del Terri-
torio, los de Acción Territorial y los Programas de Ordenación
del Territorio. ^
20 Se corresponde al ordinal del artículo 31 del TR/76 (ar-
ticulo 123.1 RP); no obstante, añade "y Normas Subsidiarias de
ámbito municipal, o los instrumentos de planeamiento establecidos
por la legislacibn autonómica que los sustituyan".
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Ahora bien, la formulación no corresponde inexorablemente
a los citados órganos, sino que, puede corresponder a las Comuni-
dades Autónomas (órgano competente) o a las Diputaciones cuando
a ellas lo solicite el Ayuntámiento (artículo 109.2 TR/92)21.
- Por su parte, las Normas Subsidiarias municipales de ám-
bito provincial habrán de ser formuladas por la Diputación Pro-
vincial o por el órgano competente de la Comunidad Autónoma (ar-
tículo 109.3 TR/92)^. ^
En el supuesto de que el Ayuntamiento no formule ningún ins-
trumento de planeamiento general en el plazo señalado por el ór-
gano autonbmico competente, podrá éste disponer la formulación
del que estime adecuado, acordando lo procedente en cuanto a la ^
redaccibn (articulo 109.5 TR/92)^.
Por su parte, la LS de 1956 requlaba la formulación de los
Planes provinciales y municipales en el articulo 24.
Zl Se corresponde al mismo artículo de la legislación de 1976
citado en la nota a pie de página inmediatamente anterior, si
bien se sustituye "encomendar" por "solicitar"; y se sustituye
"Comisión Provincial de Urbanismo" por "Órgano competente de la
Comunidad Autbnoma".
^ Se corresponde con el apartado 1 del artfculo 150 del RP;
sustituye la Comisibn provincial de Urbanismo por el Órgano com-
petente de la Comunidad Autónoma.
^ Se correŝponde con el artículo 33 del TR/76 (artículo
123.2 y 3 del RP); experimenta una notable modif icación, dado
que, se atribuye la competencia a las Comunidades Autónomas su-
pliendo la de los entes y organismos estatales, sometiendo a
aquéllas tanto los plazos como lo pertinente a su formulación y
redacción.
En el régimen autonómico de Cataluña, el TRC encomienda al
Consejero de Política Territorial y Obras Públicas -y de modo al-
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- Los Planes Parciales, Planes Especiales y Programas de Ac-
tuación Urbanística podrán ser formulados por las Entidades loca-
les y los órganos competentes en el orden urbanístico. Asimismo,
los Programas de Actuacibn Urbanistica podrán ser formulados por
los adjudicatarios correspondientes (artículo 111 TR/92)^.
hasta 50.000 habitantes- la competencia para fijar el plazo en
que sean formulados los Planes Generales de Ordenacibn (artículo
51). Siendo que, en el caso de que no se formulare en el plazo
al efecto establecido se estará a lo dispuesto en el precepto 48
del mismo Cuerpo Leqal.
En Navarra, la Ley Foral 12/1986, de 11 de noviembre, prevé
el régimen de formulacibn y tramitación de los planes municipales
por subrogación en sús articulos 32 a 34.
^ E1 texto Refundido de 1976 dedica a estos instrumentos el
artículo 34 (arts. 136 y 142 a 146 del RP), cuya redacción, a la
que nos remitimos, era notablemente distinta.
Es importante destacar, que en el texto antiguo no se hacía
referencia a los Planes Parciales.
Por lo que respecta a la legislación autonómica, hay que te-
ner presente el artículo 49.1 del TRC que establece que los Pla-
nes Especiales podrán ser formulados por las Entidades Locales,
Entidades Urbanísticas especiales y órganos competentes en el or-
den urbanístico de acuerdo con esta Ley.
La formulacibn de los Planes Especiales a que se refiere el
artículo 29.2 de esta Ley se podrán realizar por quien tenga a
su cargo la ejecución directa de las obras correspondientes a la
infraestructura del territorio o a los elementos determinantes
del desarrollo urbano.
Por su parte, el articulo 52 del mentado Texto Legal dispone
que^los Planes Parciales se formular^n en los plazos previstos
en e1 Plan General, en el Programa de Actuación Urbanística si
procede, o en los plazos que determinen el Consejero de Política
Territorial y Obras Públicas o la Comisión de Urbanismo.
Por lo que respecta a Galicia debemos estar al texto del ar-
tículo 28, LSG.
Y, por último, los artículos 32 a 34 de la Ley Foral de Na-
varra 12/1986, de 11 de noviembre.
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Expuesto lo anterior, es el momento de hacer referencia a
la aprobación. En primer lugar, las aprobaciones inicial y pro-
visional:
- Los Planes Generales, Normas Subsidiarias de Planeamiento,
Proyectos de Delimitación de Suelo Urbano, Planes Especiales que
no desarrollan determinaciones del Planeamiento General y Progra-
mas de Actuación Urbanistica serán aprobados por las Entidades
u Orqanismos que los hubieran formulado (articulos 114.1 y 2 y
115.1 TR/92)u.
u El antecedente más remoto de este precepto está consti-
tuido por el artículo 32 de la LS de 1956, artículo éste que re-
gulaba la aprobación inicial del cualquier plan o proyecto. Asf,
pues, este precepto debe entenderse como antecedente de la apro-
bación inicial de todos y cada uno de los instrumentos de planea-
miento a que vamos a referirnos.
Asimismo, el artículo 114.1 se corresponde con el nfimero 1
del precepto 41 del TR/76 (articulos 126, 151 y 153.3 del RP; la
redacción actual se refiere a todos los instrumentos de planea-
miento general; se sustituye el BOE por el Boletín Oficial de la
Comunidad Autbnoma. E1 apartado 2Q del articulo 114, se corres-
ponde al correlativo del artículo 41 del TR/76 (artículo 130 del
RP ) .
Por su parte, el artículo 115 tiene su antecedente en el
artículo 43 del TR/76 (artículos 142.2 (hoy derogado por el RD.
304/1993 de 26 de febrero) y 147.1 y 2 RP. El texto actual so-
mete a una misma normativa los Programas de Actuación Urbanística
y los Planes Especiales que no desarrollen determinaciones del
planeamiento general, modificándose la norma anterior.
Es importante resaltar que entre este artículo 115 y el si-
guiente se realiza una distinción que no existía en la regulación
anterior.
Una vez m^s debemos hacer referencia a la legislación auto-
nómica. Asi, Vid. artículo 59.1 y 2 del TRC. En el supuesto de
subrogacibn en la formulación del planeamiento urbano por el
Gobierno de Navarra habrá de estarse a lo dispuesto en el
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- Los Planes Parciales y Especiales^ que desarrollan de-
terminaciones del Planeamiento General, serán aprobados por los
Ayuntamientos que los hubiesen formulado (articulo 116 a) y b)
TR/92)^.
- Los Estudios de Detalle y los Proyectos de Urbanización
serán aprobados inicialmente por el Ayuntamiento correspondiente
(articulo 117.1 y 2 TR/92)^.
En segundo lugar, se determina la competencia para la apro-
bación definitiva.
La aprobacibn definitiva del Plan Nacional de Ordenación
corresponde a las Cortes Generales (art. 118.1 TR/92)^.
E1 TR/92 remite a la leqislacibn autonómica la determinacibn
.w
^ Para la LS de 1956 cuando se trataba de planes especiales
cuya f inalidad fuere mejorar las condiciones urbanísticas y espe-
cialmente las estéticas de los pueblos de una comarca o ruta tu-
rística y que no comprendieren en el planeamiento modificación
de alineaciones ni supusieren destruccibn de edificios, "la tra-
mitación se reducirá a la aprobación previa por la Comisión Cen-
tral de Urbanismo o por la provincial correspondiente...".
^ Antes precepto 43.1 del TR/76 (articulos 143. y 148 del
RP); y loŝ arts. 5 a 7 del Real Decreto-Ley 16/81. La verdad es
que el nuevo texto es fruto de la refundición y simplificación
de las normas anteriores.
2g Constituye sus antecedentes el artículo 38 del TR/76, los
articulos 140 y 141 del RP y los artfculos 5 a 7 del Real Decre-
to- Ley 16/1981. E1 nfimero dos actual es una novedad.
^ Vid. los artículos 35.1 del TR/76 y 104.1 del RP (apar-
tado que ha s ido derogado por e 1 RD 3 04 / 19 9 3, de 2 6 de f ebrero ).
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del órgano competente para la aprobaci ĉn definitiva30 -que en
defecto de previsión de aquélla, será "al órgano correspondiente
de la Comunidad Autónoma"- de los siguientes tipos de Planes:
- Los Planes Directores Territoriales de Coordinación (artí-
culo 118.2 TR/92) o instrumentos equivalentes de ordenación
territorial. En el caso de que la legislación autonómica no de-
terminare el órqano competente para su aprobación definitiva,
corresponderá al Consejo u órgano de Gobierno de la Comunidad
Autónoma31. ^
- Los Planes Generales de Ordenación Urbana, Programas de
30 La legislación urbanistica primitiva disponía en su
artículo 28:
"La competencia para aprobar definitivamente los Planes y
proyectos corresponderá:
a) Al Consejo Nacional de Urbanismo, si se tratare de Planes
provinciales o comarcales;
b) A la Comisión Central de Urbanismo, si se tratare de Pla-
nes relativos a capitales de provincia o poblaciones de más de
cincuenta mil habitantes.
c) A las Comisiones provinciales de Urbanismo, los Planes
en los restantes casos y siempre la de los proyectos de
urbanización.
Vid. , por lo que respecta a la legislación del suelo de 1976
el artículo 35.
31 En Cataluña, la Ley de 21 de diciembre de 1993, de Polí-
tica Territorial, atribuye al Parlamento catalán la competencia
para la aprobación definitiva del Plan Territorial General (arti-
culo 9) y al Consej o Ej ecutivo los Planes Territoriales Parciales
(artículo 14.3). Asimismo, en otras Comunidades Autónomas se
atribuye al Parlamento autonómico la aprobación por Ley de cier-
tos instrumentos de ordenación territorial. Así, las Directrices
de Ordenación Territorial, en Baleares (artículo 14 de la Ley
8/1987, de 1 de abril), Cantabria (artículo 12.6 de la Ley
7/1990, de 30 de marzo) , y Navarra (artículo 30.5 de la Ley Foral
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Actuacibn Urbanística, Normas Complementarias y Subsidiarias de
Planeamiento y Proyectos de Delimitación del Suelo Urbano (artí-
culo 118.3.a) TR/92).
- Los Planes Parciales en municipios de hasta 50.000 habi-
tantes que no son capitales de provincia, o que afecten a varios
• municipios (artículo 118.3.b) TR/92).
- Los Planes Especiales de desarrollo del Plan General, en
los mismos municipios del apartado anterior, y en todo caso los
Planes Especiales autónomos (artículo 118.3.c) TR/92).
La competencia del Ayuntamiento para la aprobación def initi- .
va se refiere a los siguientes Planes:
- Planes Parciales de capitales de provincia y municipios
de más de 50.000 habitantes (artículo 118.3 b) TR/92). Sin per-
juicio de la posible subrogaci8n del brqano autonbmico competen-
te32 .
- Los Planes Especiales de desarrollo del planeamiento gene-
ral o Normas Subsidiarias en los municipios capitales de provin-
^ cia o con población superior a 50.000 habitantes (artículo 118.3
c) TR/92) . Asimismo, habrá de tenerse en cuenta el precepto cita-
do relativo a la posible subrogacibn de la Comunidad Autónoma.
3Z En los términos regulados en el artículo 121.1 y 2.
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- Los Estudios de Detalle y los proyectos de urbanización
también compete aprobarlos definitivamente al Ayuntamiento (artí-
culo 118.3 d) TR/92). En este supuesto también existe la posibi-
lidad de subrogación de la Comunidad Autónoma. _
B. Acuerdo
En principio es de aplicación la regla general del artículo
47.3 i), LBRL. Por consiguiente, será necesario "el voto favora-
ble de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la
Corporación". La LS precedente, en su artículo 49, exigía "el
voto favorable de dos tercios de los miembros de la Corporación
y de la Comisión que hubiesen de acordar la aprobación inicial,
provisional y def initiva", en los dos supuestos especiales que
regulaba en los apartados 2 y 3, norma ésta que fue derogada por
el artículo 47.3 i).
E1 Texto Refundido vigente omite cualquier referencia al
quórum de razón, por cuanto que tal mención resulta de todo modo
innecesaria al exigirse la misma mayoria absoluta para cualquier
acuerdo en materia de "planes e instrumentos de ordenación urba-
nística". En otras palabras, la razbn de que no se especif ique
el quórum exigible no es otra que la de evitar inútiles reitera-
ciones, dado que tal previsibn se halla ya contenida en la LBRL









A. El control judicial
A1 hablar de los requisitos objetivos es preciso hacer refe-
rencia al posible control que los Tribunales pueden ejercer sobre
la actividad planif icadora de la Administracibn con la única f i-
nalidad de verificar la forma en que se ha ejercido33.
B. E1 principio de jerarquia planificadora
a) Generalidades .
La articulacibn entre los diferentes instrumentos urbanisti-
cos del planeamiento se confiqura en torno a dos principios, el
de jerarquía y el competencial^.
E1 primero consiste en la def inición de un proceso de orde-
nacibn escalonada en virtud del cual cada Plan está subordinado
o vinculado por el planeamiento de qrado superior, cuyas determi-
naciones no podrán, en consecuencia, modif icar los Planes urba-
33 A1 objeto de evitar inútiles reiteraciones nos remitimos
al Capitulo II, epigrafe III.
^ Vid. EMBID IRUJO, A., nLos Planes Especiales. Ré imen
juridico qeneral", REDA, núm. 70, 1991, pp. 184-185. GARC^A DE
ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., pp. 195-198.
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nísticos de grado superior3s. En otros términos, la legislación
urbanística establece una jerarquía de Planes de Ordenación en
la que los niveles inferiores no pueden contradecir las determi-
naciones de los de rango superior, de forma que únicamente pueden
completar, en el caso de que existan, las determinaciones de los
mismos. Este principio de jerarquización de los Planes de urba-
nismo viene recogido en el Texto Refundido en vigor, a través de
múltiples disposiciones.
Así, el artículo 67 determina que "las Administraciones Pú-
blicas desarrollarán sus actividades con incidencia territorial
de forma coordinada en el marco de las directrices del Plan Na-
cional de Ordenacibn"^.
También el artículo 69.2 contempla el principio de jerar-
quia: "Las Entidades locales cuyo territorio esté afectado, total
_o parcialmente, por un Plan Director Territorial de Coordinación,
sin perjuicio de la inmediata entrada en vigor de éste, deberán
adaptar a sus determinaciones, el planeamiento general, en el
3s Dice GONZÁLEZ SALINAS; J., "Réqimen jurídico de la pro-
piedad del suelo", en Tratado de Derecho Municipal, Civitas, Ma-
drid, 1988, tomo II, p. 1804 que la contradicción de Planes supe-
riores por los inferiores no s ĉlo no permitirá la impugnación de
éstos, sino que además impondrá la sencilla inaplicación de los
mismos. _
^ Es nuevo en cuanto a su concreción, pero puede derivarse
de la legislacibn anterior, concretamente de los preceptos 8 y
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plazo de un año"^.
Por su parte, el precepto 70.2 declara que "cuando existan
Planes Territoriales, los Planes Generales Municipales deberán
redactarse teniendo en cuenta las determinaciones y directrices
establecidas en aquéllos"3a.
Y por último, el articulo 83 .1. párrafo 2 Q preceptúa que "no
podrán redactarse Planes Parciales sin que, previa o simultánea-
mente, pero en expediente separado, se haya aprobado definitiva-
mente el Plan General o Normas Subsidiarias del Planeamiento; y,
en ningún caso, podrán modificar las determinaciones de uno y de
otras"39.
Una sentencia de 17 de octubre de 198840 afirma que:
^ El texto actual recoge el contenido del precepto 9 del
TR/76, si bien sustituye "acomodarán" por "adaptarán"; ahora no
se fija el procedimiento, no se hace referencia a la "revisión";
se emplea la expresión "planeamiento general", por lo que, ya no
se diferencia entre Plan General, Normas Complementarias o
Subsidiarias.
3a Tiene sus precedentes en los artículos 10 del TR/76 y 15.2
del RP. En la nueva legislación no se recoge la expresión "de
forma coordinada con las previsiones de la planificación
económica y social".
39 La LS de 1956 regulaba, en el artículo 10, los Planes
Parciales que desarrollan el Plan General.
Por otra parte, el precepto mencionado en el texto principal
tiene su correlativo inmediato en los preceptos 13 .1. pár. 2 Q del
TR/76 y 44 del RP. En la redacción actual se añade, "que previa
o simultáneamente, pero en expediente separado, se haya aprobado
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"E1 principio de la jerarquía normativa es plenamente apli-
cable a los Planes de Ordenación Urbana en razón de su na-
turaleza, lo que implica que éstos no pueden vulnerar las
determinaciones de otros instrumentos urbanísticos de rango
superior y de los que deben ser desarrollo".
Y en el supuesto de que un Plan inferior infrinja lo dis-
puesto en aquel otro del que trae causa "la consecuencia ha de
ser -dice el TS- la nulidad de pleno derecho establecida en los
artículos 28, LRJ y 47.2 LPA".
La razón de la posibilidad de aplicacibn del principio de
j erarquía a los Planes de Ordenacibn Urbana radica en su carácter
o naturaleza normativa. Es inherente a las normas el principio
de jerarquía, por consiguiente los Planes como normas que son es-
tán afectados por tal principio. Los Planes nunca podrán traspa-
sar su límite intrfnseco determinado por la función que le ha si-
do asignada. Siendo que, la consecuencia del incumplimiento de
este mandato, como no podía ser de otra forma, es la nulidad de
pleno derecho establecida en el articulo 62.2 de la LRJPA.
En el mismo sentido de declarar la nulidad del Plan inferior
que infrin j e las .determinaciones del Plan superior se ha pronun-
ciado el Tribunal Supremo:
"...como tanto el Plan Parcial como el Proyecto de Ordena-
ción de Voltimenes, contradicen abiertamente el Plan Gene-
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...; tal contradicción, en todo cuanto ésta se produzca,
implica nulidad para las regulaciones urbanísticas subor-
dinadas" (S. de 28 de septiembre de 1983)al.
e
Junto con este principio, como se había anunciado, opera el
llamado competencial conforme al cual la Ley del Suelo delimita
para cada instrumento de planeamiento un ámbito concreto de de-
terminaciones, de forma que se excluye la posibilidad de que unas
específicas determinaciones urbanísticas puedan establecerse por
instrumentos de planeamiento distintos de los específicamente ha-
bilitados para ello.
Ahora bien, este sistema estructurador de los diferentes
instrumentos de planeamiento no es de aplicación a los Planes ^Es-
peciales dada la diversidad de sus funciones urbanísticas y, con-
secuentemente, de su contenidoa2.
Incluso en el caso de los Planes Especiales con objetivos
de ordenación urbanística, entre los cuales los de Reforma Inte-
rior (PERI) son la figura más característica, quiebra el referido
esquema general, puesto que su razón de ser es el establecimiento
de un régimen de ordenación urbanfstica en un sector específ ico
del.territorio en el que concurren circunstancias especiales que
son de dificil regulación a partir del esquema normal de planea-
^al Az . 5784 .
a2 Vid. PAREJA I LOZANO, C. , Contenido y alcance de los Pla-
nes Especiales de Reforma Interior en el Sistema de Planeamiento
Urbanístico, IEAL, Madrid, 1984, p. 79.
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miento, lo que se pretende solucionar con este tipo de Planes,
cuyas determinaciones se establecen normalmente con independencia
del proceso de desarrollo del planeamiento urbanístico de aplica-
cibn de carácter generala3.
Como se verá, los PERI pueden modif icar destinos urbanisti-
cos concretos pervistos en el Plan General "sin necesidad de una
previa o simultánea revisi ĉn del mismo por no vernir integrada
la calificación de ese uso dentro de su estructura fundamental"
(S TS de 21 de marzo de 1984)aa. Esta posibilidad no debe ex-
tenderse a los demás tipos de Planes Especiales, que deberán
ajustarse al requisito formal previsto para los Planes Parciales
de tramitación de expedientes separados, el Plan General deberá
modif icarse con carácter previo o simultáneo.
A partir de esta situación diferenciada del Planeamiento Es-
pecial, destacada también por otros autoresas, es fácil concluir
la necesidad de analizar las relaciones que surgen entre el Plan
Generala^ y los Planes Especiales de Reforma Interiora' desde una
a3 Ibidem.
aa AZ. 1393. ^
as Vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. Y PAREJO ALFONSO, L., op.
^cit., p. 198.
a^ En el sistema de la LS, el Plan General de Ordenacibn
constituye una pieza clave. Lo constituyó en la redacción primi-
tiva de la Ley, lo constituyó después de la reforma de 1975 y lo
sigue constituyendo en el Texto Refundido vigente.
Madr id y Cata luña -Ley 10 / 19 8 4, de 3 0 de mayo , de Ordenac i ón
Territorial y el Decreto Legislativo 1/1990, de 12 de julio, res-








perspectiva diferente a la que se pueda plantear al afrontar la
relación entre el Planeamiento General y los sucesivos Planes
Parciales y Estudios de Detalles o la que se puede establecer en-
tre los Planes Directores Territoriales y los Planes Generales.
b) Relaciones entre el Plan General y el Plan Especial
b.i) Concepto y características del Plan Especial
Los Planes Especiales son instrumentos de ordenacibn que
normalmente desarrollan previsiones del^planeamiento directivo
territorial o del municipal general con diversas funciones.y de
contenido muy diverso (ordenación de un sector, realizando ope-
raciones urbanísticas específicas, ejecución de material de obras
de infraestructura y protección de elementos urbanísticos del
- territorio)48. Son Planes territoriales°9 y sectoriales que en
pieza básica del sistema de Planes de Ordenación de todo el
territorio de las respectivas Comunidades: en la Comunidad de Ma-
drid, las Directrices de Ordenación Territorial (articulo 4.c))
y en Cataluña, el Plan Territorial General (artículo 4) , pero aún
cuando en estas Comunidades el Plan General de Ordenación Munici-
pal haya dejado de ser la pieza maestra del sistema, sigue te-
niendo importancia capital en la ordenación urbanistica.
47 Dice MOYA, L., "Planes de Reforma Interior y Estudios de
Detálle", en La práctica del planeamiento urbanístico, Sintesis,
Madrid, 1994, p. 205, que el antecedente más antiguo de concep-
ción de planeamiento interior de las poblaciones es de 1846 cuan-
do en una Real Orden se habla de "Los planos generales de alinea-
ciones" firmada por Pidal, Ministro de la Gobernación.
^ Vid. ARROYO GARCÍA, J. et al, op. cit., p. 216. CARCELLER
FERNANDEZ, A., Instituciones..., cit., pp. 210-211. FERNÁNDEZ
RODRfGUEZ, T.R., Manual de Derecho..., cit., p. 65. GARCÍA DE
ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., p. 319.
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vez de abarcar todos los extremos del ordenamiento únicamente se
extienden a una materia concreta y especialSO.
En cuanto Planes de urbanismo que son, su naturaleza jurídi-
ca es la propia de este tipo de Planess', aunque en la jerarquía
del planeamiento urbanístico están subordinados a los Planes cu-
yas previsiones desarrollan, que en consecuencia no podrán modi-
ficar, sin perjuicio de precisar sus determinaciones cuando fuera
49 E1 car^cter de Planes territoriales es hoy un dato posi-
tivo, adelantado en su dia por alquna opinión doctrinal. Vid.
COSCULLUELA MONTANER, L., "El sistema de planificación urbanisti-
ca en el ordenamiento italiano", RAP, núm. 53, pp. 229 y ss.;
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "Sobre la calif icación de los Planes
urbanísticos", REDA, núm. 3, 1974, p. 510.
S0 La Ley del Suelo de 1956 admitia la fiqura de los Planes
Especiales contraponiéndolos a los Planes Territoriales. Decía
el artículo 13: "Sin perjuicio de la inclusibn en Planes territo-
riales, el planeamiento urbanistico podrá referirse especialmente
a la ordenación de ciudades artísticas, protección del paisaje
y de las vías de comunicación, conservación del medio rural en
derterminados lugares, saneamiento de poblaciones y a cualesquie-
ra otras finalidades análoqas" . Es más, ambas fiquras estaban in-
cluidas en distintas e independientes secciones del Capítulo I
del Titulo I, concretamente, sección 1^ "Planes territoriales"
y 2^ "Planes especiales".
Ahora bien, tal división entre Planes Especiales y Territo-
riales era artificiosa, puesto que, evidentemente, también los
Planes Especiales son Planes Territoriales. En este sentido, el
Tr ibuna 1 Supremo di j o en una Sentenc ia de 7 de abr i 1 de 19 6 7 que :
"...estos Planes Especiales no son más que Planes Territoria-
les ... que en vez de atender a todos los extremos del ordenamien-
to, sólo se extienden a una materia concreta y esencial, y^por
ello de adecuación a iguales normas, requisitos y condiciones que
^el planeamiento territorial de los aludidos preceptos 6 al
12...".
Tras la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de Reforma de la Ley del
Suelo, ha desaparecido la distinción formal entre Planes Especia-
les y Territoriales, pasando a reqular los Planes Especiales como
Planes territoriales.
sl Vid. EMBID IRUJO, A., "Los Planes Especiales. Réqimen
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preciso.
Aunque normalmente tienen carácter complementario y de de-
sarrollo de los Planes Directores Territoriales de Coordinación,
de los Planes Generales Municipales o de las Normas Complementa-
rias y Subsidiarias del Planeamiento, excepcionalmente, se admite
la posibilidad de Planes Especiales independientes, sin la previa
existencia de los instrumentos urbanisticos citadosS2. Esta po-
sibilidad se planteó de forma directa cuando se publicó el vigen-
te Reglamento de Planeamiento Urbanístico, aprobado por Real De-
creto 2159/1978, de 23 de junio, el cual, en su artículo 76, núm.
3, establece que:
"En ausencia de Plan Director Territorial de Coordinación
o de Plan General (y habrá que añadir, o de Normas Comple-
mentarias y Subsidiarias del Planeamiento), o cuando éstos
no contuviesen las previsiones detalladas oportunas..., po-
drán redactarse Planes Especiales que permitan adoptar me-
didas de protección en su ámbito con las siquientes finali-
dades...".
E1 articulo 76.3 que amitió la existencia de Planes Espe-
s2 Dice un S. TS . de 2 0 de diciembre de 1984 (Az . 6704 ): "Los
Planes Especiales no son un simple y automático desarrollo de
todas y cada una de las previsiones del Plan General, sino que
debe reconocórseles la autonomía y campo de actuacibn propio que ___.
es imprescindible para que puedan cumplir los fines especfficos ^^
que los justif ican, siempre y cuando respeten la citada estruc-
tura orgánica de ordenación del territorio y determinaciones ge-
nerales de orden fundamental configuradas eri el Plan General".
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ciales sin previo Plan Director Territorial de Coordinación o
Plan de Ordenación General produjo cierta polémica doctrinal en
torno a su validezS3. Hoy se ha de entender resuelta en favor de
la admisión de los Planes Especiales autónomos o independien-
tesS4. Las últimas aportaciones doctrinalesss y la jurispruden-
s3 Algunos autores, como GARCfA DE ENTERRÍA, E., y PAREJO
ALFONSO, L., op. cit., pp. 318-319; LARUMBE BIURRUM, P. M^, "La
f igura del Plan Especial. Legislacibn sobre centros histbricos",
RDU, num. 57, 1978, p. 83 y RODRIGUEZ CARBAJO, J.R. ,"La relación
entre los Planes Especiales de urbanismo y los Planes de ordena-
ción general", REDA, núm. 40-41, 1984, pp. 113-114, sostienen la
imposibilidad de la existencia de Planes Especiales autónomos
después de la Ley 19/1975, de 2 de mayo. A SANZ PASTOR Y PALOME-
QUE, C.J., "Acotaciones sobre la problemática presentada por la
proteccibn del patrimonio cultural mediante Planes Especiales de
urbanismo", REDA, núm. 26, 1980, p. 465, le suscita reservas tal
legalidad. Mientras que para otros autores, como ARCE MONZóN,
"Los Planes Especiales", en Temas de Derecho Urbanístico, Curso
de Oviedo, 1980, p. 191; ARROYO GARCfA, , et al., op. cit., p.
216; CARCELLER FERNÁNDEZ, A., Instituciones..., cit., pp. 210-
211; FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Manual de Derecho..., cit., p.
66; GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios... (Texto...), cit., p. 600;
LAFUENTE BENACHES, M., "Los Planes Especiales de Reforma Inte-
rior", RDU, núm. 114, 1989, p. 86; LASO MARTÍNEZ, J.L. , Op. Cit. ,
p. 130; PARADA VÁZQUEZ, R., Derecho Administrativo. Parte gene-
ral, Marcial Pons, Madrid, 1995, 5$ ed. , p. 424; PAREJA I LOZANO,
C. ,"Los Planes Especiales de Reforma Interior, RDU, ntim. 114,
1989, p. 86; RICO LENZA, J., "La jerarquización de la ordenación
y la clasif icación del suelo en los Planes Especiales de pro-
tección, conservación y mejora del medio ambiente y la reglamen-
tación contradictoria", RDU, núm. 82, 1983, p. 14; VILLAR EZ-
CURRA, J.L., op. cit., p. 61, no cabe albergar duda alguna sobre
la admisibilidad de la validez, legalidad del precepto de razón.
^ E1 artículo 17.1 del TR/76, in fine, era del siguiente
tenor: "... Los Planes Especiales en ningún caso podrán sustituir
a los Planes Generales como instrumentos de ordenación integral
del territorio". En idántico sentido aunque de forma más comple-
ta, se pronuncia el RP en el apartado 6Q del artículo 76: "En
ningún caso los Planes Especiales podrán sustituir a los Planes
Directores Territoriales de Coordinacibn, a los Planes Generales
municipales ni a las Normas Complementarias y Subsidiarias de
Planeamiento...".
Asimismo, la validez de los Planes Especiales autónomos en-
cuentra apoyo en el apartado 3Q del mismo artículo 17, que se
pronuncia en los siguientes términos: "Los Planes Especiales con-










cia así lo entienden. Una sentencia del Tribunal Supremo de 5 de
febrero de 1991^ afirma que el artículo 17.3 del TR/76 y el ar-
ticulo 76.3 RP permiten claramente una interpretación que hace
posible los Planes Especiales sin previo Plan de Ordenación Inte-
gral.
Asimismo, una sentencia del TS de 2 de enero de 1991 admite
la meritada legalidad. Una vez más aduce como fundamento el artí-
culo 76. 3 del RP, pero introduce una novedad: el precepto 35. 2. a)
Plan Director Territorial de Coordinación o del Plan de Ordena-
ción correspondiente, y en su defecto, las propias de su natura-
leza y finalidad...". La meritada legalidad se refuerza a la vis-
ta del artículo 77 apartado is del RP.
Otro precepto susceptible de ser alegado es el 35 LS: "Cuan-
do la iniciativa de los Planes Especiales se deba a entidades lo-
cales o urbanísticas especiales, su aprobación def initiva corres-
ponderá: a) Si desarrollan un Plan General de Ordenacibn, a los
órganos competentes para aprobar los Planes Parciales. b) En los
demás casos, al Ministro de la Vivienda".
Por lo que respecta a la leqislación vigente deben citarse
los artículos 118: "Los Planes especiales que desarrollen y se
ajusten...; en los demás casos..."; 65.6: "... podrán formularse
directamente planes especiales"; 84: "3. En ausencia del Plan
Territorial, de Plan Genéral o cuando ástos no contuviesen las
previsiones detalladas... podrán redactarse Planes Especiales...
4. Los Planes Especiales contendrán las determinaciones necesa-
rias para el desarrollo del Plan Territorial o del Plan General
de Ordenación correspondiente; y, en su defecto, las propias de
su naturaleza y finalidad... 5. "En ningún caso los Planes Espe-
ciales podrán sustituir a los Planes Territoriales, a los Planes
Generales Municipales ni a las normas complementarias o subsidia-
rias del planeamiento, en función de instrumentos de ordenación
integral del territorio, por lo que no podrán clasificar suelo,
sin perjuicio de las limitaciones de uso que puedan establecer-
se".
ss
^gID IRUJO, A., op. cit., p. 194 y PAREJA I LOZANO, C.,
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de la LS. E1 tenor de la sentencia es el que se transcribe:
"La Ley del Suelo en el articulo 35.2.a) y b) y el artículo
76.3 del Reglamento de Planeamiento Urbanístico permite que
éstos se elaboren sin servir de desarrollo a un Plan Gene-
ral de Ordenacibn...".
E1 Tribunal Supremo ha mantenido esta misma posicibn tras
la publicación del Real Decreto-Ley 16/1981. Así, en una senten-
cia de 22 de enero de 1992^ dice:
"El Real Decreto-Ley 16/1981, de 16 de octubre, de adapta-
ción de Planes Generales de Ordenación Urbana, distingue,
en relación con los Planes Especiales, aquellos que "de-
sarrollan y se ajustan a las determinaciones del Plan Gene-
ral" -art. 5.1- y los que "no desarrollen el planeamiento
general" -art. 6.5- atribuyendo la competencia para su
aprobacibn definitiva, en el primer caso, a los Ayuntamien-
tos de capitales de provincias y ciudades de más de 50.000
habitantes, y manteniendo, para los segundos, la regla ge-
neral de competencia establecida en la Ley del Suelo y en
el Reqlamento de Planeamiento"sa.
Y por si no se entendiese el porqué de esta distinción com-
s^ Az. 759.
sa Vid. en el mismo sentido las Ss. TS de 13 de febrero de
1989 (Az. 1116), 28 de noviembre de 1990 (Az. 9338) y 4 de abril
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petencial el mismo Tribunal lo ha explicado de una forma razona-
ble:
"Efectivamente el elemento determinante de la competencia
para la aprobacibn definitiva de los Planes Especiales no
es sólo el de su iniciativa sino también sobre todo el de
su relación con otro planeamiento territorial o general co-
mo evidencia el art. 6.5 del Real Decreto-ley 16/1981...:
la atribución de la competencia a un órgano superior -el
Conseller- responde a la finalidad de fortalecer las ga-
rantías del control y la intensidad de la necesidad de ta-
les garantías varía según que exista o no un planeamiento
territorial o general anterior en el que ya se haya re-
flexionado y decidido sobre el objeto al que se refiere el
Plan Especial. En definitiva es la ausencia de un planea-
miento más amplio y previo la que hace peligrosa la solu-
ción del Plan Especial y por tanto la que determina la pro-
cedencia de controles de superior jerarquía" (Sentencia de
22 de abril de 1992)^.
Otra característica de los Planes Especiales es que tienen
carácter independiente respecto de los Planes Parciales, dado
que, cuando desarrollan previsiones contenidas en los Planes Ge-
nerales o en las Normas Complementarias y Subsidiarias del Pla-
neamiento es posible la formulación de Planes Especiales sin ne-
^ Az. 3837. Vid. en idéntico sentido una S. TS de 23 de
abril de 1992 (Az. 3839).
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cesidad de previa aprobación de Plan Parcial. (articulos 84.2
TR/92 y 76.2 RP), porque en estos supuestos de Planes Especiales
ejecutivos o de desarrollo de aquéllos, el nivel operativo de los
Planes Especiales tiende a asemejarŝe al de los Planes Parciales,
lo que tiene ref lejo en otros preceptos legalesó0.
La nota que de modo peculiar los caracteriza, radica en la
singularidad de sus objetivos, en cuanto que tienen por objeto
regular determinados elementos o aspectos del territorio. No son
Planes de ordenación integral del territorio, sino que tienen por
objeto una específ ica finalidad de la ordenación, que puede ser
cualquiera de las que señala el artículo 84 del Texto Refundido
en vigoró1. Son Planes que ordenan el territorio desde un punto
de vista sectorial y no global.
Por ello, en base a su especif ica f inalidad, en ningt^n caso
pueden utilizarse los Planes Especiales como instrumentos de or-
denación integral del territorio, ni sustituir, por consiguiente,
a los Planes Directores Territoriales de Coordinación o a los
Planes Generales Municipales en su funcibn de instrumentos de or-
denación integral, por lo que, no podrán contener ninguna deter-
60 E1 articulo 85.2 del TR/92 dispone que los Planes Espe-
ciales de^ Reforma Interior contendrán las determinaciones y docu-
mentos adecuados a los objetivos'perseguidos por los mismos, y
como minimo los previstos para los Planes Parciales. Pronuncia-
miento éste que entendemos es éxtensible a todos los Planes Espe-
ciales, siempre que sea acorde con la f inalidad que persigan.
Por lo que respecta al Texto Reglamentario, Vid. los artícu^ ^^^^
los 77.3, 84. 1 y 85.1 del RP.









minacibn sobre clasif icación del suelo, que constituye función
exclusiva de los instrumentos generales de planeamiento urbanis-
tico.
Por último, pueden constituir, en su caso, un instrumento
de necesaria aplicación si está prevista su formulación en cual-
quiera de los instrumentos qenerales de planeamiento de que son
desarrollo.
En resumen, los Planes Especiales tienen naturaleza_norma-
tiva; asimismo tienen carácter complementario o de desarrollo de
los Planes Directores Territoriales de Coordinación, de los Pla-
nes Generales o de las Normas Complementarias y Subsidiarias del
Planeamiento, si bien excepcionalmente se admiten los Planes Es-
peciales independientes; por otra parte, son instrumentos inde-
pendientes de los Planes Parciales; y, por último, son Planes
sectoriales y no de ordenación inteqral del territorio que no
pueden sustituir a los instrumentos de planeamiento jerárquica-
mente superiores.
b.2) Modificación del Plan General por un Plan Especial de
Reforma Interioró2
62 Los PERI se contienen en el artículo 85 del TR/92 -23 del
TR/76- con carácter ordenador del suelo urbano. El RP los regula
en los artículos 83 a 85, sin perjuicio de que cuando abarquen
edif icaciones a proteger les sea aplicable lo dicho en su artí-
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1. Consideraciones generales
Las disposiciones generales pueden ordenarse en torno a dos
criterios, el de jerarquía normativa y el de jerarquía material.
E1 primero de ellos hemos de obviarlo en nuestro estudio, por
cuanto que no resulta de aplicación en la relación existente en-
tre el Plan Especial de Reforma Interior y el Plan General. E1
segundo justif ica que sea aplicable la disposición más general
sobre la menos qeneral^.
Este principio de jerarquía normativa deberá o no modularse
según que la reforma interior introducida por el Plan Especial
esté o no prevista por el Plan General. En el supuesto de que la
reforma haya sido prevista por el Plan General, el Plan Especial
está obliqado a ajustarse a las determinaciones de aquél. Desde
esta perspectiva, el Plan Especial de Reforma. Interior será, en
^ PAREJA I LOZANO, C., Contenido y alcance..., cit., ex-
plica la relación entre los Planes Especiales de Reforma Interior
y el Plan General en base a la teorfa del "concurso de normas".
Así, dice: "Se produce entre ambas nórmas (el PERI y el Plan
General) lo que en teoria de las fuentes de denomina "concurso
normativo" entre una norma de carácter general de vigencia ante-
rior y una norma especial posterior con un ámbito y obj etivos es-
pecíficos, concurso normativo en el que no se plantea un conflic-
to entre la viqencia de estas normas, sino de elección sobre la
aplicabilidad de alguna de ellas, elección que se inclina en fa-
vor de la norma especial como consecuencia de su propia natura-
leza: se trata de una norma con carácter especial promulqada con
la f inalidad de alcanzar unos ob jetivos específ icos en un ámbito
ya regulado previamente por la norma general, por lo que la for-
maciĉn de la norma especial carecerfa de sentido si no estuviera
vinculada a su directa aplicabilidad en el ámbito en que opera".
Vid. también a DE VICENTE DOMINGO, R., "Consideraciones sobre la
relación entre el planeamiento territorial de ordenación y el
planeamiento especial en la leqislación urbanística estatal",
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unos casos, de mera aplicación y, en otros, de aplicación y de-
sarrollo de las previsiones del Plan General^.
Por el contrario, el meritado principio aparece más modulado
cuando se trata de operaciones no previstas en el Plan General^,
lo cual resulta, como ha señalado la doctrina^, cuando menos pa-
radbjico, al recibir mejor trato jurídico la imprevisión que la
previsibn. En este supuesto, el Plan Especial de ^Reforma Interior
goza de cierta autonomía en su formulacibn con el único límite
de no mod i f icar la estructura f undamenta 1 de 1 P lan Genera 167 . Por
consiquiente, el PERI ha dejado de ser mero ajuste o desarrollo
de las previsiones contenidas en el Plan General de Ordenación
para pasar a ser un Plan independiente.
^ Vid. LAFUENTE BENACHES, M., op. cit., p. 85-86.
^ A este tipo de Planes corresponde, tal y como ha declara-
do una S. TS de 26 de julio de 1993 (Az. 5587) , el aprobado, para
el Conjunto Histbrico-Artistico de San Juan y San Francisco, en
Telde, por el Ayuntamiento de dicha Ciudad, y, def initivamente,
por la Comunidad Autónoma. La formulacibn de este Plan constituye
un ejemplo de la excepción al carácter normalmente derivado del
Plan Especial, que encuentra cobertura en el artículo 76.3 del
RP, precepto éste que posibilita la redacción de Planes Especia-
les que paraitan adoptar medidas de proteccibn en ausencia de
Planes Dirsctores Territoriales de Coordinacibn o de Plan Gene-
ral.
^ Ibidem.
67 Dice una S. TS de 20 de diciembre de 1984 (Az . 6704 ): "Los
Planes Especiales no son un simple y automático desarrollo de
todas y cada una de las previsiones del Plan General, sino que
debe reconocérseles la autonomía y campo de actuación propio que
es imprescindible para que puedan cumplir los fines específicos
que los justif ican, siempre y cuando respeten la citada estructu-
ra orgánica de ordenacibn del territorio y determinaciones gene-
rales de orden fundamental conf iguradas en el Plan General".
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Por ello, el apartado 4Q del artículo 84^ dispone que, "los
Planes Especiales contendrán las determinaciones necesarias para
el desarrollo del Plan Territorial o del Plan de Ordenación
correspondiente, y, en su defecto, contendrán las propias de su
naturaleza y finalidad, debidamente justificadas y desarrolladas
en los estudios, planos y normas correspondientes". Sin embargo,
la Ley del Suelo, en coherencia con el apartado 5Q del articulo
84 , dispone que los Planes Especiales "en ninqún caso pueden sus-
tituir a los Planes Generales Municipales como instrumentos de
ordenación inteqral del territorio"^.
La doctrina del Tribunal Supremo respecto a la inmodif icabi-
lidad de la estructura del Plan General es clara:
"... en los Planes Especiales se admite, con mayor amplitud
(según proclama la jurisprudencia de esta Sala), la ejecu-
ción de actuaciones, limitadas al suelo urbano, siempre que
no modifique la estructura fundamental de aquél..." (S. de
30 de diciembre de 1987)^.
Entendemos que la interpretacibn que debe hacerse del límite
impuesto no es otra que la intención del legislador de arbitrar
^ Precepto 17.3 del TR/76. -
^ Dice una sentencia del Tribunal Supremo de 24 de octubre
de 1989 (Az. 7484): " En todo caso lo único que no puede hacer
un Plan Especial, el único límite leqal que se le impone, es el
de no poder sustituir a los planes generales municipales como
instrumentos de ordenación inteqral del territorio".











un mecanismo que permita la solución de aquellos problemas que
no hayan sido previstos por el Plan General y que requieren una
actuación concreta e inmediata, pero también trata de impedir,
con la fórmula "el Plan Especial no modif icará la estructura fun-
damental de aquál" , que los Planes Especiales de Reforma Interior
constituyan el mecanismo idóneo para, con su formulación sucesi-
va, alterar la concepción general del Municipio tal y como en su
día fue pensada. En otras palabras, que la formulación sucesiva
de Planes Especiales de Reforma Interior no sustituya las insti-
tuciones de la modificacibn y revisión del Plan.
2. E1 respeto a la estructura fundamental del Plan General. Las
operaciones integradas de reforma interior
Nos hallamos ante un instrumento de ordenación urbanística
que, con la finalidad de mejorar la utilizacibn de las áreas ur-
banas, previsión contenida en el articulo 85.1 del TR/92", puede
ordenar la regulación urbanística "ex novo" de un área del suelo
urbano con la única imposición, en relación al Planeamiento Gene-
ral, de no modificar su estructura fundamental.
" Artículo 12 de la LS de 1956. Este precepto fue duramente
criticado. Asi, se dijo: "Una^singular clasificación de los Pla-
nes y Proyectos, que aparece como estrambote, es la contenida en
el art. 12 (HERRERO LOZANO, citado por GONZÁLEZ PÉREZ, J. , Comen-
tarios... Texto...), cit., p. 610). También PERALES (citado por
GONZÁLEZ P^EZ, J., ibidem) dijo al respecto: "precepto extraño,
residual y, para mayor dificultad, no desarrollado".
En la reforma de 1975 el P.E.R.I. pasa a ser una clase de
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Es preciso delimitar el concepto de estructura fundamental
pues constituye el límite negativo de las posibilidades innovati-
vas de los Planes Especiales de Reforma Interior, junto a las
prohibiciones de no poder sustituir a los Planes Generales Muni-
cipales como instumentos de ordenación integral del territorio
y clasificar el suelo. Esta idea es sostenida por el TS en una
sentencia de 20 de diciembre de 1984n en la que la aplicación
de la tesis de que los Planes Especiales no pueden modificar la
clasif icación del suelo y deben respetar la estructura fundamen-
tal del Plan General lleva a afirmar:
"... fácil es concluir, a tenor de lo dispuesto en los ar-
ticulos 12.i.a) y b) del Texto citado y 25 y 26 del RP que
los Planes Especiales contemplados en el artículo 17 del
mismo Texto y 76 del dicho Reglamento inciden en ilegalidad
y son por ello inaplicables si introducen modificación
esencial en la clasificación del suelo y sistema de comuni-
caciones establecidos en el Plan General Municipal, pues la
primera es determinación general básica y el segundo ele-
mento perteneciente a la estructura fundamental y orgánica
de la ordenación..."^.
n Az. 6704.
^ E1 TS rebatió la argumentación aducida por quien interesb
la validez de la modificación efectuada como sigue: "... sin que
contra ello pueda aceptarse el argumento de que, en último térmi-
no, el Plan Especial equivale a una válida modificación parcial
con ruptura del esquema qeneral de ordenación diseñado por el
Plan General,_debe tenerse presente que para modif icar un Plan
General no basta con que se haya aprobado otro instrumento de
planeamiento en un procedimiento sometido a iguales o similares
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A partir de la Legislación del Suelo la doctrina científ ica
ha intentado delimitar el concepto de estructura fundamental. En-
tre las opiniones más autorizadas en la materia destaca, en pri-
mer lugar, la de ARGULLOL MURGADAS para quien el planeamiento es-
pecial que regula las operaciones no previstas por el Plan Gene-
ral está constituido por las determinaciones del Planeamiento Ge-
neral sobre la clasificación del suelo74, la estructura general
y orgánica del territorio^s, medidas de protección^ó, indicado-
que es necesaria constancia expresa de esa f inalidad modif icativa
y que ésta, siendo parcial, respete la concepción orqánica que
preside el Plan General...".
74 Así lo disponía el articulo 12.i.a), en la actualidad
precepto 72.2.a). En el nuevo artículo se añade "y calificación
urbanística" y se suprime "con expresión de las superf icies asig-
nadas a cada uno de los tipos y cateqorías de suelo adoptados".
Tienen su correlativo en el RP, artículo 19.i.a).
^S Antes artículo 12.i.b), ahora 72.2.b). En la nueva re-
dacción desaparece la referencia a"centros públicos". Tiene su
correlativo en el RP, articulo 19.i.b).
'6 En el TR/76 la regulacibn correspondía al artículo
12.1.d), hoy es el precepto 72.2.f).
El Plan General ha de contener, de coformidad en cada caso
con la leqislación específica, las medidas para:
- Protección del medio ambiente. Así: Ley 38/1972, de 23 de
diciembre; Decreto 2107/1968, de 16 de agosto; Decreto 912/1971,
de 22 de abril y Decreto leqislativo 1302/1986, de 28 de junio.
- Conservación de la naturaleza y del paisaje y elementos
naturales: Protección de las aquas continentales (artículos 84
a 100 LA) , vertidos de las aguas del mar (Resolución de 23 de
abril de 1969) y conservación del suelo (Ley de 18 de ocatubre
de 1941, sobre repoblación forestal) ; Ley de Montes de 8 de junio
de 1975 (artículos 57 a 60). También existen normas especiales
en la legislación autonómica.
- Conservación del conjunto urbano e histórico (Ley 16/1985,
de 25 de junio, del Patrimonio Histbrico Español).
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res de la revisión^ y usos globales e intensidades de los mis-
mos que se derivan de la ordenación pormenorizada anterior, esto
es, la establecida por el Plan General al regular específ icamente
el suelo urbano. Asimismo, los porcentajes que se derivan de los
espacios públicos o de interés público no integrados en la es-
tructura qeneral y orgánica del territorio constituyen también
unos lindes mínimos insalvables"^.
Para PAREJO ALFONSO^ este concepto sólo es determinable en
concreto a la vista de un supuesto especifico, a partir de las
prescripciones del planeamiento de clasif icación del suelo y las
directamente dirigidas a la definicibn de la estructura general
y orgánica del territorio empleando los criterios que queden ex-
plicitados.
Por su parte, FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.R. equipara la "estruc-
tura fundamental" con la "estructura qeneral y orgánica de la or-
denación del territorio".
Para PAREJA I LOZANO, la inexistencia de una def inición for-
mal de este concepto en la vigente legislación urbanistica lleva
^^ Tal determinación corespondia al Plan General por impe-
rativo del artículo 12.1.e) del TR/76. Hoy artículo 72.2.g) del
TR/92.
^ Cfr. Estudios de Derecho..., cit., p. 109.
^ Cfr. "Un problema crucial en la ordenación urbanística en
la hora actual: la relación plan general-plan especial. A propó-
sito de la formulacibn de una doctrina jurisprudencial sobre el
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a un intento de comprensión del mismo que no se basa en la des-
cripción de unos elementos especfficos, sino que tiene su funda-
mento en los criterios que deberían permitir, en cualquier momen-
to, una valoración del nivel mínimo de relación entre los PERI
no previstos y los Planes Generales. Se trata, a su juicio, de
,
un ejemplo claro de inaplicación de la técnica de los conceptos
jurídicos indeterminados.
En nuestra opinión, la estructura fundamental del Plan Gene-
ral es equiparable a la estructura general y orgánica del terri-
torio. Así pues, para su definición hemos de remitirnos a los ar-
tículos 72.2.d) del TR/92 y 25 del RP, que disponen:
"Estructura general y orgánica del territorio integrada por
elementos determinantes del desarrollo urbano y, en parti-
cular, los sistemas qenerales de comunicación80 y sus zonas
de protección, de espacios libres destinados a parques y
zonas verdes públicas81, en proporción no inferior a cinco
metros cuadrados por habitante, y de equipamiento comunita-
80 Que incluye las reservas de suelo necesarias para el es-
tablecimiento de las redes viarias y ferroviarias, y las áreas
de acceso a las mismas, puertos, aeropuertos y, en general, las
instalaciones vinculadas al sistema.
gl La Ley dice, EZQUTAGA, J.M^, "El Planeamiento Municipal",
en La práctica del planeamiento urbanístico, Sintesis, Madrid,
1994, p. 97, "concede con plena justificaciĉn una relevancia pri-
mordial al sistema de espacios libres como elemento estructurante
del espacio urbano... precisa que dichos espacios libres deberán
destinarse a parques y zonas verdes públicas, es decir, no deben
tener un carácter residial con meros espacios no edif icados, sino
una calificación positiva en el planeamiento, que además ha de
integrar un "sistema", es decir, una organización articulada y
coherente en el conjunto de la estructura urbana".
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rio" (artículo 72.2.d)).
"Los elementos fundamentales de la estructura general y or-
gánica de la ordenacibn del territorio se establecerán por
el Plan General teniendo en cuenta el modelo de desarrollo
urbano adoptado, def iniendo:
a) La asignacibn a las diferentes zonas de los correspon-
dientes usos globales cuya implantacibn se prevea, y la in-
tensidad de los mismos.
b) E1 sistema general de comunicaciones, tanto urbanas como
interurbanas, estableciendo las reservas de suelo necesa-
rias para el establecimiento de redes viarias y ferrovia-
rias, áreas de acceso a las mismas, y todas aquellas otras
instalaciones vinculadas a este sistema, como son estacio-
nes de ferrocarril y autobuses, puertos, aeropuertos y
otras instalaciones análogas.
c) E1 sistema general de espacios libres constituido por:
- Parques urbanos públicos, en proporcibn no inferior a
cinco metros cuadrados de suelo por cada habitante, en re-
lacibn al total de poblacibn prevista en el Plan. En estos
parques sólo se admitirán aquellos usos compatibles con su






- Áreas pGblicas destinadas al ocio cultural o recreativo,
como parques deportivos, zoolbgicos, ferias y otras insta-
laciones análogas. .
•
d) E1 sistema general de equipamiento comunitario, que con-
prenderá todos aquellos centros al servicio de toda la po-
blacibn destinados a usos:
- Administrativos
-Comerciales
-Culturales y docentes, en situación y extensión adecuadas
para que puedan cumplir las previsiones de su legislación
especial
•
- Sanitarios, asistenciales, religiosos, cementerios y cua-
lesquiera otros que se consideren necesarios para el mejor
desarrollo de los intereses comunitarios
e) Aquellas instalaciones y obras cuya implantación pueda
influir de forma sustancial en el desarrollo del terri-
torio, como centros productores de energía, embalses, lí-
neas de conducción y distribución y análogasg2" (artículo
82 Como bien dice EZQUTAGA, J.Ma, op. cit., p. 99, "la im-
portancia práctica de este apartado es capital ya que el diseño
anticipado de las redes, que lógicamente deberá concertarse con
los organismo públicos y privados responsables de su explotación
permitirá el establecimiento de reservas de suelo en el futuro
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25 del RP).
La jurisprudencia dominante sobre esta cuestiĉn ha señalado
en que consiste la "estructura fundamental de los Planes Genera-
les" también denominada "general y orgánica de la ordenacibn del
territorio":
"El concepto positivo de "estructura fundamental de los
Planes Generales" debe obtenerse mediante un análisis de
los preceptos legales y reglamentarios que se refieren al
mismo entre los que destacan el 10, il y 12 de la Ley del
Sueldo y 15, 17 y 25 del Reglamento de Planeamiento, y di-
cho análisis conduce a la conclusión de que dicha estructu-
ra, también denominada "qeneral y orqánica de la ordenación
del territorio", consiste en un conjunto de sistemas gene-
rales, detallados con toda precisibn en el filtimo de los
artículos reglamentarios citados, que se establecen en
atención a la población prevista en el Plan en su conjunto
y no a una especifica clase de suelo" (S. TS de 21 de marzo
de 1984)^.
La sentencia constituye sin lugar a dudas el mej or exponente
de la concepci.ón,que nuestro Tribunal Supremo hace del término
aqilizarán y abaratarán de manera notable la obtención de suelo
y los trazados, permitiendo además minimizar los impactos ambien-
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"estructura fundamental". Recoge los preceptos de la legislación
urbanística en los que se alude al concepto que ocupa nuestra
atención^. Así, los artículos 10, 11 y 12 encomiendan al Plan
General la definición de los elementos fundamentales de la es-
tructura general, concretando su contenido en el precepto 12 al
decir:
"estructura general y orgánica del territorio integrada por
los elementos determinantes del desarrollo urbano y, en
particular, los sistemas generales de comunicación y sus
zonas de protección, los espacios libres destinados a par-
ques públicos y.zonas verdes en proporción no inferior a
cinco metros cuadrados por habitante y el equipamiento.co-
munitario y para centros públicos"^. ^
•
•
Un ej emplo de modif icación de la estructura fundamental del
Plan General lo constituye el Plan Especial de Protección y Mejo-
ra del casco urbano de San Cugat del Vallés (Barcelona). Importa
subrayar, y asi lo hizo la sentencia del TS de 9 de marzo de
1993^, "que el propio punto 5.9 de la Memoria reconoce que en
algún extremo se modif ica la estructura general y fundamental del
Plan General Metropolitano, y, que en el punto 5.20 se señala:
"en. el Plan Especial se opta por resolver la problemática a tra-
^ Los preceptos, como es lógico, corresponden a la legis-
lación anterior.
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vés de modif icaciones puntuales del Plan General". E1 Tribunal
pudo comprobar que el Plan impugnado modif icaba el Plan de supe-
rior jerarquía en cuanto a"calificaciones, aumento de la altura
reguladora máxima, prolongación de la planta baja, aumento de la
profundidad edif icable, normativa urbanistica, etc. ", pero sobre
todo implicaba "rectificacibn de la red viaria básica en cinco
puntos y transformación de zona verde". En esta situación, el TS
hubo de concluir que resultaba inviable el acuerdo de aprobación
definitiva del Plan litiqioso.
En otros casos el TS también hubo de declarar la improce-
dencia del PERI por suponer una modif icación sustancial del Plan
General. E1 TS así lo entendió en una sentencia de 5 de febrero
de 1991g^. E1 Tribunal, tras aseverar que "...del informe emitido
para mejor proveer por el perito, como ampliación y aclaración
del anteriormente emitido, se desprende que la parte de vial que
discurre en primera fase de Este a Oeste puede decirse que se
ajusta al Plan General, pero no se ajusta en la anchura del vial,
en su traza en zona norte y en que quedan espacios entre ambos
viales del Plan General y Especial sin calif icar urbanisticamen-
te", llegb a la conclusión de que: -
"estamos en presencia de una patente contradicción con el
Plan General que lejos de merecer el amparo jurisdiccional
propicia que se declare la nulidad del acuerdo del Consejo
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A la misma conclusión de anular el PERI impugnado llegó el
TS en una sentencia de 9 de marzo de 199388. Las alteraciones
operadas por el Plan litigioso en cuanto al sistema viario in-
fringían el límite impuesto por la leqislación urbanística a es-
tos instrumentos de ordenación: el quebrantamiento o afectación
de la protegida e intocable estructura general del Plan.
La aplicacibn que el TS ha hecho del concepto demuestra que
rara vez ha estimado conformes a Derecho operaciones de reforma
interior que se acercaran al tope conceptual mencionado89. Por
el contrario, solamente ha permitido la mutacibn de concretas
calif icaciones de suelo u otras determinaciones90. E1 Tribunal
Supremo ha declarado que el cambio de calificacibn o destino es-
pecíf ico del suelo urbano previsto en el Plan General es consus-
tancial con los PERI, al tiempo que afirma la improcedencia de
equiparar cambio de uso o calif icación de suelo con modif icación
de estructura ^fundamental. Esta idea ha sido resaltada por el TS
en la sentencia ya citada de 21 de marzo de 1984:
^ Az. 1601.
s
89 Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las altez-aciones del planea-
miento..., p. 237. .
^0 La^ regla general es la ^ alteracibn de usos pormenorizados,
aunque en algunas ocasiones dicha regla quiebra en favor de va-
riaciones de mayor alcance. Así, a modo de ejemplo, puede citarse
una sentencia del Tribunal Supremo de 28 de diciembre de 1984
(Az. 1985/427): E1 Plan Especial sustituye un uso industrial por
dos centros de EGB de 16 unidades, un Centro de formaci ĉn Profe- ^__
sional, Ambulatorio, Club de Jubilados y una zona deportiva; S.TS ^^^
de 31 de diciembre de 1985 (Az. 6553): cambio de uso industrial
a 1 de equipamientos docentes ; S. TS de 2 5 de f ebrero de 19 8 9 ( Az .
1299): reducción de alturas".
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"E1 cambio de calif icación o destino especif ico del suelo
urbano previsto en el Plan General es consustancial con los
Planes de Reforma Interior, y de ello se deriva la imposi-
bilidad conceptual de equiparar cambio de uso o califica-
cibn del suelo con modificacibn de estructura fundamental,
pues si el articulo 23.3 señala como límite de legalidad de
los Planes Especiales de Reforma Interior no previstos en
el Plan General el que no afecten a esa estructura funda-
mental, es incuestionable que esa norma admite la existen-
cia de Planes Especiales que no la modifican, y tal admi-
sión legal se niega al sostener esa equiparación entre cam-
bio de calif icación y estructura fundamental, en cuanto que
con dicha equiparacibn todos los Planes de Reforma Interior
no previstos en el Plan General infringirfan el citado ar-
tículo 23.3 y se eliminarfa del ordenamiento urbanistico la
categoría de Planes Especiales, que no estando contemplados
en el Plan General son, sin embargo, leqales cuando no mo-
dif ican su estructura fundamentalj91.
El artículo 83.3 del RP dispone como límite de legalidad de
los Planes Especiales de Reforma Interior no previstos en el Plan
General la imposibilidad de modif icar la estructura fundamental
de éste. Por consiguiente, de la interpretacibn "a sensu contra-
rio" del citado precepto se deriva la existencia de Planes Espe-
ciales de Reforma Interior que no modifican dicha estructura.
91 En an^ilogo sentido, Ss. de 28 de diciembre de 1984 (Az.
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Esta conclusión resultaría improcedente si se admitiese la equi-
paracibn entre cambio de calificación y estructura fundamental,
dado que, al ser el cambio de calificaci ĉn lo propio de estos
Planes su formulación constituiría siempre una vulneración de la
estructura fundamental del Plan General que es precisamente lo
que se prohibe. Así pues, admitir tal equiparación es como decir
que todos los Planes Especiales de Reforma Interior modif ican la
estructura fundamental. O dicho de otro modo, es privar de senti-
do al artículo 83.3 que implícitamente reconoce la existencia de
Planes Especiales de Reforma Interior que no modifican la estruc-
tura fundamental del Plan General.
E1 Tribunal Supremo en una sentencia de 28 de diciembre de
1984 hubo de pronunciarse sobre la nulidad del PERI del Políqono
Industrial de Fontsanta del Municipio de S. Juan Despí. E1 TS
partib de los antecedentes de hecho que de manera precisa y
acertada habian sido recoqidos por la sentencia apelada, según
los cuales:
"La qénesis, fundamentación, objetivos y finalidad del Plan
Especial de Reforma Interior del Poligono Industrial de San
Juan Despi se encuentra en la urqente necesidad de resolver
la qrave carencia de equipamientos de la comunidad humana
asentada en el Sector de los Planes y en el Polígono Resi-
dencial Levante, necesitada como minimo de dos Centros de
Educación General Básica de 16 unidades, un Centro de For-
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mación Profesional, dos Guarderías, un Ambulatorio y Club
de Jubilados y una Zona Deportiva, eligiendo el Ayuntamien-
to la única solución impuesta por la imposibilidad de en-
contrar otros terrenos, de proyectar dichos equipamientos
comunitarios en suelo comprendido dentro del Polígono In-
dustrial de Fontsanta, calificado en el Plan Metropolitano
de "zona industrial"...".
Estos antecedentes, dice la sentencia:
"llevaron a la sentencia apelada a declarar nulo dicho Plan
Especial por entender que es incoherente con el Plan Metro-
politano en cuanto altera la calificación del suelo conte-
nida en éste y modifica sustancialmente su estructura fun-
damental...".
R
Ahora bien, esta doctrina, dice el Tribunal Supremo, no es
de aceptación, porque de conformidad con lo declarado. por la mis-
ma Sala en las sentencias de 21 de marzo^ y 20 de diciembre de
1984^, entre otras^, "el cambio de calificacibn o destino es-
pecíf ico del suelo urbano previsto en el Plan General es consus-
tancial con los Planes de Reforma Interior y de ello se deriva
^ Az. 1393.
^ Az. 6704.
^ Por ejemplo, las Sentencias de 10 de abril y 31 de di-
ciembre de 1985 (Az . 2197 y 6553 ), 21 de mayo de 1986 (Az . 3265 ),
14 de marzo de 1988 (Az. 2156), 21 de marzo de 1990 (Az.
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la imposibilidad conceptual de equiparar cambio de uso pormenori-
zado o calif icacibn del suelo con modif icación de estructura fun-
damental". E1 Tribunal continuó su argumentación limitándose a
reproducir la tesis expuesta en la sentencia ya citada de 21 de
marzo de 1984.
E1 TS en una sentencia de 10 de abril de 1985^ se enfrentó
al problema de determinar si la modificación del emplazamiento
de una subestación de suministro de energía eléctrica operada por
un PERI en el ^mbito del Plan Parcial número 25 de Valencia alte-
raba la estructura fundamental del Plan General. E1 Tribunal Su-
premo, partiendo de lo que la jurisprudencia entiende por estruc-
tura fundamental del Plan General, lleqó a la conclusión de que
"no resulta razonable entender que una modificación tan puntual
y concreta como es la alteración del emplazamiento de la subesta-
ción discutida pueda repercutir en la estructura fundamental del
Plan".
En otra sentencia de 6 de junio de 1990% el Tribunal Su-
premo declaró procedente un Plan Especial que modif icaba el Plan
General en materia de alturas, plantas y volúmenes para lograr
el objetivo de protección del patrimonio histórico al que estaba
destinado. Los autos tienen su oriqen en la impugnación de la
licencia urbanística otorqada por el Ayuntamiento de Matarb el
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objetivo de protección del patrimonio histbrico al que estaba
afecto el Plan Especial en cuestión, el aumento del volumen de
edificacibn. Este aumento de volumen modificaba las previsiones
establecidas al respecto por el Plan General de Ordenación Urbana
de Mataró. Así las cosas, el Tribunal después de admitir la po-
sibilidad de que un Plan Especial modifique la ordenación esta-
blecida en el Plan General con el límite de que no puede susti-
tuir a éste como instrumento de ordenación integral del terri-
torio ni tampoco puede modificar la estructura fundamental que
traza el Plan General, confirmó la licencia impugnada, por en-
tender que el Plan Especial podía modificar al Plan General en
el sentido apuntado si con ello se loqraba la realización del
objetivo protector perseguido. La modificación respondía, en pa-
labras del TS a"la bt^squeda de la armonía de las nuevas obras
con su entorno".
•
La jurisprudencia impone combinadamente los tres límites que
hemos visto: prohibición de sustituir al Plan General como ins-
trumento de ordenación inteqral del territorio y de clasificar
el suelo y respeto a la estructura fundamental.
Pero existe un supuesto límite especialmente problemático:
el de las. operaciones integradas de reforma interior no previstas
en el Plan General. Ni la Ley ni el Reglamento def inen expresa-
mente.este concepto. En una primera aproximación puede servirnos,
por analogía, el concepto similar de unidad urbanística integrada :_--
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que es objeto de los Programas de Actuación Urbanística^. E1
artículo 72.1 del RP las define como:
"aquellas actuaciones que tenqan resultas, en adecuada
corespondencia con la estructura general u orgánica pre-
vista en el Plan General, la dotación de servicios y equi-
pamientos suficientes para garantizar la satisfaccibn de
las demandas propias de la población o de las actividades
que en el ámbito de la actuación hayan de ubicarse, y las
obras de infraestructura necesarias para garantizar la in-
serción en el momento de su puesta en servicio"^.
Tres son las notas que pueden destacarse de esta definici=ón:
respeto a la estructura general y órganica del PG, dotación de
servicios y equipamientos proporcionados a la población, y obras
de infraestructura adecuadamente insertadas en la ordenación ge-
neral. Dichas notas son acomodables a los PERI^.
A nuestro juicio, no es posible que el PERI realice una ope-
ración integrada si no existe una previsión expresa del PG y ello
por varias razones, en primer lugar porque el PERI es un Plan de-
rivado, ejecutivo y jerárquicamente subordinado al planeamiento
^ Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del planea-
míento..., cit., p. 238
^ Vid. LLIDO SILVESTRE, J., "Suelo urbanizable no progra-
mado de actuación urbanísatica y unidades urbanísticas integra-
das", RDU, núm. 119, pp. 54-59.
^ Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del planea-
miento..., cit., p. 238
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general, cuyo objetivo no es la ordenación integral del terri-
torio; en segundo lugar, la legislación urbanfstica impone a los
PE la prohibición de sustituir a los PG en su función de instru-
mentos de ordenación integral del territorio, lo cual no parece
resultar compatible con la posibilidad de que el PERI efectúe
operaciones integradas de reforma interior no previstas en el PG;
y, por último en atención a una interpretación sistemática de la
Ley del Suelo, sólo son viables esos PERI cuando la integración
la llevan a cabo bajo los criterios que el PG establezca, pues
es determinanción de éste en suelo urbano la previsión de áreas
de reforma interior que requieren la formulacibn del PERI fijando
"explícitamente los objetivos que la reforma se propone y, al me-
nos, los usos e intensidades de los mismos que habrán de resultar
de la reforma prevista10°.
Por último, la jurisprudencia viene declarando la inviabili-
dad de los PERI que pretenden la reestructuración de la totalidad
o de un área del suelo urbano. Hay algunos ejemplos de este tipo
en la jurisprudencia. Puede verse, por todas, una setencia del
TS de 6 de f ebrero de 19 9 0101, re f erente a un PERI que supon f a
una nueva reestructuración de la totalidad del suelo urbano del
término municipal de Alfafar (Valencia) . En este caso el Plan Es-
pecial que contenfa cinco titulos relativos a"Régimen jurídico
del suelo y de las edif icaciones" ,"Estudios de Detalle" ,"Condi-
100 Vid. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del planea-
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ciones de la edificación y sus usos", "Gestión y ejecución del
planeamiento" y"Normas de protección", pretendía sustituir la
ordenación de un Plan anterior cuyo contenido equivalía al de un
Plan General, excediendo con ello los objetivos previstos para
esta clase de Planes. Dice el TS:
"... en el presente caso no se está ante un Plan Especial
que se limite a operaciones encaminadas a la descongestión
o creación de dotaciones urbanísticas y equipamientos co-
munitarios que hagan necesaria una nueva calificación de
determinados terrenos, sino ante unos objetivos más amplios
que, ..., se identifican con los de un Plan General".
3. Normas de los Planes Generales que habilitan a los Planes Es-
peciales de Refoma Interior para la realización de operaciones
de reforma interior no previstas
Son normas de articulación o intermediación que contienen
los Planes Generales con la finalidad de habilitar a los PERI la
realizacibn de sus objetivos de mejora de alqunas áreas del suelo
urbano1°^ .
. El Plan General, ante la imposibilidad de estudiar con de-
talle las operaciones de reforma, prevé de forma genérica la po-
sibilidad de que, cuando resulte preciso, se elaboren PERI para
102 Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del planea-
miento..., cit., p. 242.
281
•
Xodificació^ Revisión de Planes
las zonas necesitadas. El Plan General no determina los objetivos
de la posible reforma, ni tan siquiera los usos o intensidades
de los mismos que habrán de resultar de la reforma prevista.
El régimen de modificación de estos Planes Especiales res-
pecto del Plan General es directo, no resulta precisa la tramita-
ción del Plan habilitante1°°.
Un ejemplo de normas habilitantes de operaciones de reforma
interior no previstas en el PG lo constituye el PG Metropolitano
de Barcelona sobre el que se ha pronunciado el TS:
"... los artículos 16 y 17 de sus normas urbanísticas ...
respondiendo a los citados objetivos de descongestión y do-
tación de equipamientos, expresamente de forma clara dispo-
nen que "las operaciones de reforma interior que incremen-
tan las superf icies del suelo para vias o plazas públicas,
parques y jardines públicos, zonas deportivas públicas y de
recreo y expansión, centros culturales y docentes, centros
asistenciales y dem^is servicios de interés público especial
se entenderán comprendidas en el artículo 23.3. LS, aunque
no estuvieran especialmente previstas en este Plan General.
Estas operaciones podrán llevarse a cabo mediante la re-
dacción del Plan Especial de Reforma Interior sin modif icar
1°° En una S. de 21 de marzo de 1984 (Az. 1393) dice el TS:
"los PERI no previstos en el Plan General, puden modificar .el uso
del suelo establecido en el Plan General, sin necesidad de una
previa o simultánea revisión del mismo por no venir inteqrada la
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previa o simultáneamente el Plan General".
En el mismo sentido, una S TS de 17 de febrero de 1987104
hace referencia al artículo 67 de las Normas del Plan General
Metropolitano de Barcelona que habilita a los Planes Especiales
para corregir los limites de las zonas cuando se trate de ajustes
debidos a las características topográficas de los terrenos.
c) Relaciones entre el Plan General y el Plan Parcial10á
104 Az. 3202.
•
10á E1 concepto de Plan Parcial de la Ley de Régimen de Suelo
y Ordenación Urbana de 1956 concordaba con el que había man-
tenido la Comisión Superior de Ordenación Urbana de Barcelona,
que en su Memoria de 1944 los definía como documentos de concre-
ción de las directrices señaladas por el Plan General, con ca-
pacidad para establecer fórmulas que debían materializarse.
Conforme a este criterio, que se recogió en la primera Ley
Urbanística, el Plan General debía señalar los elementos de la
estructura general del territorio y el planeamiento parcial debía
fijar el uso detallado de los terrenos. Sin embargo, los pequeños
Municipios no llegaron a diferenciar ambas figuras, y el Plan Ge-
neral se redactó con todo detalle, asumiendo la función reservada
al Plan Parcial, por lo que aquéllos se aplicaron irregularmente
de forma directa (hasta que la Reforma de 1975 modificó los cri-
terios para ordenar el suelo urbano desde el propio Plan General,
reconociéndose la mayor operativa de esta medida) y los Planes
Parciales se pudieron redactar sin que se hubiesen formulado los
Generales conforme a la Ley de 1956, creándose transitoriamente
una situación concurrente.
Derogado este aspecto de la LS de 1956, en el Texto Refundi-
do de 1976, concretamente en el artículo 13, se les señalaba como
objetivoŝ : "1. Los Planes Parciales de Ordenación tienen por ob-
jeto en el suelo clasificado como urbanizable programado, de-
sarrollar, mediante la ordenaciĉn detallada de una parte de su
ámbito territorial, el Plan General y, en su caso, las Normas
complementarias y Subsidiarias del Planeamiento; y en el suelo
clasificado como urbanizable no programado, el desarrollo de los__.
Programas de Actuación Urbanística. No podrán redactarse Planes^^-
Parciales sin Plan General previo o Normas Complementarias y Sub-
sidiarias del Planeamiento; y, en ninq^in caso, podrán modificar
las determinaciones de uno y otras".
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E1 Plan Parcial es un instrumento planificador de carácter
derivado y ejecutivo e inserto en el sistema leqal de planeamien-
to en el subsistema municipal, que desarrolla detalladamente la
ordenación de un sector del suelo urbanizable, de acuerdo con las
determinaciones previamente establecidas en el Plan General y,
en su caso, en las Normas Complementarias y Subsidiarias de Pla-
neamiento y en los programas de Actuación Urbanistica respecto
al suelo clasificado como urbanizable nó proqramado106.
c.i) Modificacibn del Plan General por un Plan Parcial
En la jerarquía de planeamiento los Planes Parciales están
subordinados al Plan General, y, por consiquiente, a través de
éste, también lo están respecto de los Planes de categorfa supe-
rior107. Como establece el artfculo 83.1 del TR/92 "no podrán
redactarse Planes Parciales sin que previa o simultáneamente,
pero en expediente separado, se haya aprobado definitivamente,
el Plan General o Normas Subsidiarias del Planeamiento; y, en
ningún caso, podrán modif icar las determinaciones de uno y otro" .
Por lo que respecta a la legislación vigente, la regulacibn
corresponde al artículo 83 cuyo contenido es casi idéntico al
artículo 13 transcrito. En el primer párrafo se añade "o en el
apto para urbanizar" y desaparece la alusión a las Normas Comple-
mentarias y, en el párrafo segundo, se añade la fórmula "que,
previa o simultáneamente, pero en expediente separado, se haya
aprobado definitivamente".
106 Vid. CARCELLER FERNÁNDEZ, A., Instituciones..., cit., p.
207. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., p.
292. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley..., cit., p. 571.











También la jurisprudencia ha destacado la vinculación jerár-
quica entre ambas figuras del planeamiento. Dice el Tribunal Su-
premo:
"E1 principio de jerarquía normativa -arts. 9.3 de la Cons-
titución, 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 1 y 2
del Código Civil y 23.1 de la Ley de Régimen Jurídico de la
Administración del Estado-, es plenamente aplicable a los
Planes de Ordenación Urbana en razbn de su naturaleza lo
que implica que éstos no pueden vulnerar las determinacio-
nes de otros instrumentos urbanísticos de rango superior y
de los que deben ser desarrollo" (Sentencia de 17 de
octubre de 1988)108.
En los Planes Parciales, a diferencia de lo que ocurria con
los Planes Especiales, hay que descartar su capacidad para modi-
ficar de forma directa una determinada calificación urbanísti-
ca109, siendo, por el contrario, necesario recurrir a la trami-
108 Az. 7760. E1 Plan Parcial, dice una S. TS de 1 de julio
de 1981 (Az. 3152), "depende por entero del Plan General y del
marco legal que lo sustenta lo que ha motivado que la Jurispru-
dencia pueda hablar de jerarquía de los planes de urbanizaci ĉn,
lo que impide que en un Plan Parcial pueda contradecir las previ-
siones del Plan General". '
109 La sanción que corresponde al PP que contradice el PG es
la nulidad radical de pleno derecho. E1 TS ha declarado la nuli-
. dad del PP en m^iltiples ocasiones: Plan Parcial que pretende or-
denar de modo urbano un suelo que el Plan General califica como
"campo urbanizable" (S. TS de 18 de octubre de 1984; Plan
Parcial que altera lindes de otros polígonos, altera la delimi-
tación del suelo urbano del Grao, incluye zona verde pública sin
estar calificada como tal en el PG (S. TS de 26 de septiembre de
1985, Az. 5288); Plan Parcial que reponde el derecho a utilizar
bajo rasante el volumen del 20$ que habia sido suprimido por una
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tacibn del pertinente procedimiento de modif icación del Plan Ge-
neralllo. Ahora bien, esto no significa la prohibición de cier-
tas modificaciones -que el Consejo de Estado en su Dictamen de
fecha 13 de diciembre de 1969'll tuvo a bien denominar modifica-
ciones impropias-, concretamente, las que encuentran su apoyatura
en la necesaria interpretación que el Plan Parcial debe hacer de
las determinaciones contenidas en el Plan General para llevarlas
a buen término112.
En efecto, el Consejo de Estado en el citado Dictamen, ana-
lizó el problema que ahora planteamos. Estudib, en lo que a este
punto se ref iere, dos cuestiones:
modificación del Plan General (S. TS de 7 de octubre de 1985, Az.
5296) ; Plan Parcial que cambia la clasificación y calificación
de unos terrenos que producen en qeneral aumento de volúmenes y
dens idád de viviendas ( S. TS de 17 de octuvre de 19 8 8, Az . 7 7 6 0).
llo Las Ss. TS. de 24 de abril de 1981 (Az. 2198) y 22 de
octubre de 1981 (Az. 4633) dicen: "... nada impide en el de-
sarrollo del planeamiento urbano el que, mediante un Plan Par-
cial, rio sólo se desarrollen los cometidos específ icos a él atri-
buidos, sino que en actuación simultánea con la formación del
mismo se lleve a cabo la modificación del Plan General, siempre
y cuando, insistimos, los trámites seguidos sean los idóneos para
poder producir este último efecto".
^ 111 Expediente número 36.702.
112 Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del planea-
miento..., cit., p. 247: "hay que admitir una variada gama de
modif icaciones materiales o impropias, basadas, no en una volun-
tad unilateral de cambio, que está expresamente prohibida, sino
en una interpretación de las normas y determinaciones del Plan
General, que permita hacer viable el desarrollo y la ejecución
del planeamiento, que no puede bloquearse en aparentes contra-
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"a) Si el precepto de la Ley citada debía entenderse dero-
gado por la Ley de 12 de mayo de 1956 en el sentido de si
"después de la Ley del Suelo, tal posibilidad de que el
Plan Parcial modif ique al comarcal está vigente". A lo que
contesta diciendo que "siempre que tal modificación sea
efectivamente para la mejor realizacibn de los fines del
Plan Comarcal y dentro de la funcibn de desarrollo del mis-
mo ... parecer ( que )... se f undamenta en que e 1 P lan Parc ia 1
sigue así ajustándose a la funcibn que le marca la Ley del
Suelo y viene a perf ilar sobre el terreno aquellos detalles
que pueden contribuir a la mejor realización de los fines
del Plan Comarcal".
b) Qué género de modificaciones interpretativas pueden in-
troducirse. Dice el Consejo que, en estos casos, "más que
de una modificación propia, (se trata) de una modificación
impropia en el sentido de que supone una matización de sus
elementos en funciĉn de las características del sector a
que se aplica su ámbito, pues... está limitado por su obje-
tivo y se reconduce a aquellos aspectos secundarios del
planeamiento que no afectan a la naturaleza de los Planes
y proyectos aprobados"... "... el Plan Parcial puede efec-
tuar modificaciones impropias, porque se estima que las
mismas no son tales modificaciones, sino aplicación de los
principios esenciales del Plan Comarcali113.
113 Vid. LASO MARTINEZ, J.L., op. cit., p. 594.
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Es perfectamente admisible que el Plan Parcial altere las
determinaciones del Plan General cuando la razón de ser de tales
cambios no sea otra que la de llevar a buen término las previsio-
nes del Plan que está llamado a desarrollarl'a. En otras pala-
bras, la función de desarrollo inherente a estos instrumentos de
planeamiento en ocasiones comporta, en ayuda de la consecución
del óptimo resultado, la necesaria modificacibn de las previsio-
nes contenidas en el instrumento de ordenación jerárquicamente
superior.
Esta afirmación no puede entenderse formulada en términos
absolutos, por cuanto que no es tolerable admitir toda clase de
alteraciones, sino que sólo resultará procedente respecto de
ciertas modificaciones. Así pues, el interrogante que se plantea
es: ^respecto de qué previsiones es admisible la modificación?
La respuesta es, siquiendo al Consejo de Estado, las modifica-
ciones impropiasi's.
114 Toda vez que, en aras de la eficacia que debe reqir la
actuación urbanfstica, un Plan no puede estar paralizado por una
simple discrepancia técnica. Vid. PAREJO ALFONSO, L., "La ef ica-
cia como principio juridico de la actuación de la Adm.inistración
Pública",^ DA, núms. 218 y 219, 1989, pp. 15-67.
'ls E1 Derecho francés acepta las "adaptations mineures" en
el desarrollo de los Planes de Ocupación de Suelos. Vid. BOYSSOU,
*
•
F., "Le contentieux administratif des P.O.S.", EDCE, núm. 34, p.
95. CRISTINI, R., Droit de 1'Urbanisme, Paris, 1985, 2a ed., p.__r
133. HOCREIT^RE, P. "Les principes du juge administratif en ma^^^
tiére d'adaptátions mineures", Les Petites Afiches du 26 janvier
1987, núm. 11, p. 12. JACQUOT, H., Droit de.l'Urbanisme, Paris,
1989, l0a ed., pp. 242-244.
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Pues bien, podemos hablar de modificaciones impropias1ó
cuando las alteraciones que el Plan Parcial realiza respecto de
las determinaciones del Plan General afectan exclusivamente a
elementos secundarios del Plan del que trae causa con la única
finalidad de hacerlo viable y pr^ctico. El Plan Parcial puede
introducir cambios cuando éstos respondan a una función de mera
interpretacibn de las normas y determinaciones contenidas en el
Plan General que permita hacer posible el desarrollo y la eje-
cucibn del planeamiento.
Planificar con detalle, como ha ĉe el Plan Parcial, suele
plantear circunstancias que pueden exigir una cierta variación
de las previsiones urbanísticas para lograr su ejecucibn. No se
puede impedir la ejecución de un Plan por el hecho de que exista
una discrepancia técnica con el General, cuando es posible adop-
tar una solución técnicamente adecuada a la realidad del terreno
sin wlnerar la voluntad del Plan superior"'.
Pero no existe un catálogo de alteraciones admitidas y ex-
cluidas, por lo tanto, para determinar si la alteración era nece-
saria e imprescindible para el desarrollo del Plan General, habrá
116 LASO MARTÍNEZ, J.L., op. cit., 592, entiende que las mo-
dificaciones impropias "no son producto de una voluntad de cam-
bio, sino que lo que hacen es extraer del planeamiento superior
una verdadera voluntad normativa adaptándose al instrumento de
planeamiento en que^se desarrollan y a la realidad del suelo or-
denado".
11' Dice una S. TS de 17 de octubre de 1990 (Az. 8137):
"Sería innecesario el planeamiento parcial si tuviera que seguir
miméticamente las determinaciones del Plan General".
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que estar a cada caso particularlls.
E1 Tribunal Supremo en una sentencia de 6 de octubre de
198119 hubo de pronunciarse sobre la procedencia de un Plan
Parcial que incrementó en 1,5 Ha los terrenos destinados a zona
verde. A juicio del Tribunal, el Plan Parcial respetó sensible-
mente la superficie prevista en el Plan General.
Razona así el Tribunal:
"E1 Plan Parcial por la ubicación de lo que es su objeto,
había de resolver arduos problemas que afectan al complejo
de mayor transcendencia de Madrid y al operar sobre una zo-
na de extensa e intensa edificación, se han justificado las
actuaciones del Plan Parcial con vista de esa específica
dificultad... es oportuno resaltar esos criterios raciona-
les a partir de unas caracteristicas reales para poder en-
juiciar un planeamiento máxime cuando se trata de urbes ya
edificadas y no de simples terrenos con proyección de fu-
tur0".
E1 reajuste de las determinaciones del PG opera con frecuen-
cia en los enlaces de carreteras. Las características del sector
11g Pues como bien dice PERALES MADUEÑO, F. y MARTÍN CRESPO,
J., "E1 desarrollo de los Planes Generales de Ordenación Urbana
en Plan Parcial", RDU, núm. 21, 1971, p. 93: "E1 Plan Parcial de-













sobre el que tiene que operar un Plan Parcial puede justificar
un apartamiento de enlaces o de emplazamientos de carreteras ini-
cialmente previstos. Aunque el sistema general de comunicaciones
debe de def inirse con la precisión suf iciente para poder permitir
un adecuado desarrollo del Planeamiento en Planes Parciales o Es-
peciales, y, a tal efecto, establecer reservas de suelo necesa-
rias y de sus áreas de acceso, esta previsión debe conectarse cón
la especf f ica de los Planes Parciales de f ij ar redes de comunica-
ciones propias del sector y de su enlace con el sistema qeneral
de comunicaciones previsto en el Plan General de Ordenación120.
Es obvio que no siempre será posible, desde un punto de vis-
ta técnico, concretar las dos redes viarias en el punto previsto
al efecto por el PG. E1 PP podrá variar el punto de conexión, sin
incurrir, por ende, en nulidad, cuando dicho cambio no impida la
finalidad del Plan General en este extremo: el fin que el Plan
General persiguió cuando efectuó el trazado permanece.
El Tribunal Supremo consideró admisible la variación del
trazado de un vial previsto en el Plan General dadas las dif icul-
tades para trazarlo pues era preciso salvar dos riberas:
."Que existe otro trazado diferente del previsto en el Plan
General que, además de dar acceso al sector, representa un
enlace más rápido a la carretera general y que facilitaría
12o Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del planea-
miento..., cit., p. 249.
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la ordenación de otros terrenos.
En consecuencia, pues, carecería de razón de ser que el
Plan Parcial estableciera un enlace con la red general de
comunicaciones prevista en el Plan General, cuando las di-
ficultades técnicas y sobre todo la previsión de una al-
ternativa mucho más conveniente para la ordenacibn de las
comunicaciones determinan el abandono del vial previsto en
dicho Plan" (Sentencia de 6 de julio de 1987)121.
En estos^casos la motivacibn del Plan Parcial debe ser ex-
haustiva debe justificar que no se trata de cubrir una omisibn
del Plan, aducir y acreditar las razones que impiden adoptar la
previsión del Plan General y demostrar que la nueva solución
respeta la f inalidad incialmente prevista.
E1 Tribunal Supremo en una sentencia de 17 de octubre de
1990 no llegb a la misma conclusión del pronunciamiento anterior.
Los autos, en lo que ahora interesa, tienen su oriqen en la im-
pugnación del acuerdo de aprobación definitiva del Plan Parcial
que modif ica el Plan General . Los recurrentes interesan la decla-
ración de nulidad del Plan Parcial por alterar la red viaria bá-
sica. La sentencia apelada y la dictada por el TS coinciden en
afirmar que se han introducido variacioens de ^importancia en la
trama viaria básica propuesta por el Plan General, de manera que
han generado verdaderas modificaciones sutanciales del Plan Ge-












neral Metropolitano, llegando incluso a transcender fuera de su
territorio de actuación. E1 TS se pronunció como sigue:
"... que las alteraciones.impuestas en la red viaria básica
constituyen verdaderas modificaciones sustanciales del Plan
General que conciernen a elementos integrantes de la es-
tructura fundamental y orgánica del territorio, no sólo
dentro de los ámbitos y sector del planeamiento, sino que
exceden de los mismos, superando con creces los límites
impuestos a los Planes Parciales por los artículos 13 -hoy
83- de la Ley del,Suelo y 45 del Reglamento de Planeamien-
to, referidos a la trama viaria interna del sector y su
enlace con el sistema general de comunicaciones, sin que,
en consecuencia, pueda decidir el trazado de éste, ya que
esta determinacibn de carácter general corresponde al Plan
General".
En la práctica las modificaciones operadas por los Planes
Parciales no se limitan a la red viaria. Así en una sentencia del
Tribunal Supremo de 25 de junio de 19861^ el Plan^ Parcial im-
pugnado pretendió cambiar la calif icación de "zona de protección
de carretera" que a un terreno, sobre el que se halla ubicada una
gasolinera, habia asignado el_Plan General, por "zona^verde". É1
TS aduciendo la imposibilidad legalmente prevista de que el PP
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lación de la zona verde pretendida por aquél'^.
Otra sentencia de 17 de octubre de 19881^, que examinaba
la validez o ilegalidad de un Plan Parcial que asignaba a terre-
nos calif icados en el Plan Comarcal de Maresme como suelo agrí-
cola permanente, en el que no se admitían más que masías o villas
unifamiliares, calificaciones como las de Industria, Jardín, en-
sanche, urbana intensiva, urbana semiintensiva y Ciudad Jardín,
acordó su nulidad por entender que se excedfa de su cometido y
vulneraba el principio de jerarquía normativa al que los Planes
de Ordenación Urbana están sometidos.
A distinta conclusión lleqó el TS en la sentencia citada de
6 de julio de 1987 al plantearse la procedencia o improcedencia
de que el Plan Parcial sustituyese la calificación de "suelo
urbanizable programado. Desarrollo urbano. Intensiva" por "zona
verde privado protegido en suelo urbano". E1 Tribunal entendió
que el cambio era correcto: ^
^^ Dice el Tribunal: "se ha probado de forma indubitada que,
según el Plan General de Alcorcbn el suelo donde se encuentran
ubicadas las instalaciones de la Estación de Servicio ... tiene
la calificación de "Zona de Protección de Carreteras" y que, en
cambio, segfin el Plan Parcial de la Urbanización Campodbn, la ca-
lif icación de ese mismo luqar es la de zona verde. Es patente,
pues, la contradicción entre uno y otro Plan, en lo que afecta
al suelo donde se ubican las mencionadas instalaciones, por lo
que, en virtud del principio de subordinacibn jerárquica de todo
Plan Parcial al General de que trae causa, debe primar la cali-
ficación de "zona de protección de carreteras" que hace éste, y
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"... por entenderse viable el cambio de zonificacibn reali-
zado y consistente en transformar la calificación 20-b de
unos terrenos (suelo urbanizable programado. Desarrollo ur-
bano. Intensiva) en 8-a "Zona verde privado protegido en
suelo urbano" no sólo por estar dirigida a un objetivo pau-
sible, sino también y fundamentalmente, por estimarse que
tal cambio es correcto al tratarse de un suelo, el urbani-
zable programado, cuyo destino último es ser urbanizado me-
diante el oportuno Plan Parcial... y al existir en este ca-
so, una esencial analogia entre el régimen jurídico regula-
dor de los suelos comprendidos en esas calificaciones...
sin que, en ningún momento, se haya demostrado, que con tal
cambio se haya producido una reduccibn de edificabilidad
perjudicial para los recurrentes".
•
Además de la posibilidad de que los Planes Parciales reali-
cen modif icaciones impropias, es también admisible que los Planes
superiores autoricen a éstos a introducir directamente variacio-
nes, eludiendo, pues, la tramitación formal del procedimiento mo-
dif icatorio .
E1 problema se centra en determinar el alcance de la modif i-
cación. E1 contenido competencial reservado al Plan General no
puede quedar delegado de forma indeterminada en el PP, sino per-
fectamente delimitado por normas precisas. El Tribunal Supremo
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admite esta posibilidad'^.
d) Relaciones entre el Plan General y el Estudio de Detalle'^
El Estudio de Detallel^ es la f igura del planeamiento ur-
banístico más intensamente subordinada al principio de jerarquía
normat.iva128. Tres razones fundamentales contribuyen a ello.
'u Una S. TS. de 6 de julio de 1987 (Az. 6679) dice que los
artfculos 66 y 67 del Plan General Metropolitano de Barcelona:
"permiten que los Planes Parciales, en lo que ahora importa, in-
troduzcan "precisiones" o corrijan los límites de las zonas defi-
nidas en el Plan General, con sujecibn a un conjunto, de requi-
sitos que, en lo fundamental, establecen un límite cuantitativo
a la modificación y exiqen su fundamentación en alguna de las
causas que expresamerite se determinan. Hay que admitir la validez
de los preceptos mencionados teniendo en cuenta la extensión del
área planeada, por un lado, y los limites cuantitativos y causa-
les señalados por el Propio Plan General, por otro."
'^ E1 principal y más directo antecedente del Estudio de De-
talle lo constituye el Reglamento de Organización y Administra-
cibn del Municipio de Barcelona, de 3 de diciembre de 1964 (ar-
tículo 114). También fueron requlados, aunque sin un encuadre
normativo qeneral en el Decreto 1132/1968, de il de mayo, sobre
ordenacibn y urbanización de la avenida de la Paz, de Madrid (ar-
tículo 4s). Posteriormente, apareció regulado en el artículo 6
de la Ley de 1975 como instrumento de desarrollo de los Planes
Generales, siendo que el artículo 14 del TR/76 ampliaba esta de-
pendencia a las Normas Complementarias y Subsidiarias del Planea-
miento y a los Planes Parciales, y en el artículo 103.1 del RP
para completar o reajustar las alineaciones en los Municipios re-
gidos por Proyectos de Delimitacibn de Suelo Urbano.
E1 Texto Refundido de 1992 mantiene el tenor del Texto Re-
fundido anterior, enunciándolo en el articulo 65.4 y requlándolo
en el precepto 91. ^
'^ Para BOIX REIG, V., Urbanismo..., cit., p. 116, el Estu-
dio de Detalle es "un instrumento concebido para encajar la edi-
ficación en su entorno".
'^ La formulación de los estudios de Detalles es eventual,
en función de la mayor o menor concreción de los Planes que de-
sarrollan (SS TS de 15 de julio de 1982, Az. 5423; 20 de diciem-
bre de 1988, Az. 10170 y 26 de marzo de 1992, Az. 3358). Sin em-
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Primeramente, porque ocupa la última posición del sistema de pla-
neamiento. Ese postrer escalón significa que la progresiva re-
ducción de la abstracción en los usos del suelo y del derecho de
propiedad ha sido hecha, e incluso completada, por el planeamien-
to general y parcial. En segundo luqar, porque en la regulación
legal de esta fiqura sobresalen los aspectos de vinculación con
dicho planeamiento y los límites y prohibiciones que no debe so-
brepasar. Y en tercer y último lugar, por el ámbito competencial
que el ordenamiento urbanístico le asignal^.
La naturaleza del Estudio de Detalle ha sido objeto de innu-
merables pronunciamientos de los tribunales. Así, se ha dicho que
"forman parte del bloque ordinamental urbanístico aunque ocupando
hubiere de completar (Ss. TS de 24 de septiembre de 1982, Az.
5498 y 12 de noviembre de 1984, Az. 5388). Sobre el carácter
eventual de los Estudios de Detalle Vid. JIMENEZ LUNA, P.A. ,"Los
Estudios de Detalle: función urbanistica y naturaleza jurídica",
REDA,.núm. 37, 1983, p. 245. Sobre la posibilidad de que el Es-
tudio de Detalle introduzca rectificaciones, Vid. RICO LENZA, J. ,
"Los Estudios de Detalle: algo más que un detalle. Su importancia
técnica, juridica y política", RDU, núm. 94, 1985, pp. 37-64.
1^ Cfr. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del pla-
neamiento..., cit., p. 258.
Por lo que respecta a la concepción del Estudio de Detalle,
^Vid. BLANCA BLANQUER, M., Derecho urbanístico actual. La reforma
por laLey 8/1990. Texto Refundido de 1992. Doctxina jurispruden-
cial vigente, Montecorvo, Madrid, 1993, tomo I, pp. 337 y ss.
CARCELLER FERNANDEZ, A., Instituciones..., cit., pp. 220-221.
FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.R., Manual de Derecho..., cit., pp. 64-65.
GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., pp. 303-
305. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley..., cit., pp.. 644-
645. LASO MARTINEZ, J.L., op. cit., pp. 128-129. LLISET BORRELL,
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el último escalón"130, "de función subordinada a la de los dis-
tintos Planes"131, "en una misión humilde de adaptación"'32,
efectivamente, se trata de un Plan "derivado, ejecutivo, de fun-
ción complementaria"133, "muy circunscrita y limitada"1^ a
"introducir detalles o requisitos que sblo tiendan a facilitar
o garantizar el mejor cumplimiento de la tarea urbanfstica"13s.
Su finalidad primordial consiste en "ser un instrumento que per-
mite arbitrar un procedimiento flexible y de tramitación rápida
que complete o adapte a la realidad urbanistica los Planes Gene-
rales, si se trata de suelo Urbano y los Parciales en los demás
casos, reajustándolos de las deficiencias o imprevisiones de que
adolezcan en relación exclusiva con las alineaciones, rasantes
y ordenación de volúmenes que venqan establecidos en el Plan
General o Parcial al que sirven de especificación o detalle"1^.
130 Vid. Ss. TS. de 11 y 28 de noviembre de 1981 (Az. 5056 y
5331), 20 de octubre de 1982 (Az. 6413), 26 y 29 de abril y 9 de
julio de 1985 (Az. 2239, 3529 y 3887) y 9 de julio de 1988 (Az.
5949 ) .
131 Vid. Ss. TS. de 30 de septiembre de 1980 (Az. 3497), 21









3396) , 31 de octubre de 1984 (Az. 6203)
3529), 6 de mayo de 1989 (Az. 3846) y
, 30 de abril
25 de febrero
de 1992 (Az. 3013).
'^ Vid. Ss. TS. de 30 de noviembre de 1980 (Az. 3497) , 21 de
enero de 1981 (Az. 181) y 20 de marzo de 1990 (Az. 2246).
133 V^id. Ss. TS. de 19 de julio de 1984 (Az. 4534), 9 de •
junio y 9 de julio de 1988 (Az. 5080 y 5949), 6 de mayo de 1989
(Az. 3846) , 20 de febrero y 6 de junio de 1990
y 31 de enero de 1994 (A2. 502).




Vid. S. TS. de 25 de septiembre de 1985 (Az. 5285).
Vid. S. TS. de 6 de mayo de 1989 (Az. 3846).
Vid. S. TS. de 25 de febrero de 1992 (Az. 3013).
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d.i) Modificacibn del Plan General por un Estudio de Detalle
Los Estudios de Detalle no crean ni desarrollan, se limitan
a correqir, complementar y reordenar extremos que debe comprender
el Plan para posibilitar su ejecución. Esta fiqura debe limitarse
a perfeccionar lo que existe desde la formulación del Plan en los
planos13', como señala el artículo 91 del Texto vigente y de-
sarrolla en los siguientes extremos el 65 del RP:
"l.a) Establecer alineaciones y rasantes, complementando
las que ya estuvieren señaladas en el suelo urbano por el
Plan General, Normas Complementarias y Subsidiarias del
Planeamiento o Proyecto de Delimitación de Suelo Urbano, en
las ĉondiciones que estos documentos de ordenacibn fijen,
y reajustar y adaptar las alineaciones y rasantes previstas
en los instrumentos de ordenación citados, de acuerdo
igualmente con las condiciones que al respecto fijen.
b) Adaptar o reajustar alineaciones y rasantes señaladas en
los Planes Parciales.
c) Ordenar los volúmenes de acuerdo con las especificacio-
nes del Plan General o de las Normas Complementarias y Sub-
sidiarias de Planeamiento en suelo urbano, o con las pro-
pias de los Planes Parciales en los demás casos, y comple-
tar, en su caso, la^red de comunicaciones def inida en los
13' Vid. BLANCA BLANQUER, M., op. cit., p. 341.
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mismos con aquellas vias interiores que resulten necesarias
para proporcionar acceso a los edif icios cuya ordenación
concreta se establezca en el propio Estudio de Detalle."
E1 Reglamento con una función interpretadora del articulo
91.3 de la Ley recoge los extremos en que no es aplicable el Es-
tudio de Detalle:
"2. La posibilidad de establecer alineaciones y rasantes a
través de Estudios de Detalle se limitará a las vías de la
red de comunicaciones definidas en el Plan o Normas cuyas
determinaciones sean desarrolladas por aquél.
3. En la adaptación del reajuste del señalamiento de ali-
neaciones y rasantes del Plan General, Normas Complementa-
rias y Subsidiarias, Plan Parcial o Proyecto de Delimita-
ción, no se podr^ reducir la anchura del espacio destinado
a viales ni las superficies destinadas a espacios libres.
En ningún caso la adaptación o reajuste del señalamiento de
alineaciones podrá originar aumento de volumen al aplicar
las ordenanzas al resultado de la adaptación o reajuste
realizado.
4. La ordenación de volt^menes no podrá suponer aumento de
ocupación del suelo ni de las alturas máximas y de los vo-
lúmenes edif icables previstos en el Plan, ni incrementar la
densidad de población establecida en el mismo, ni alterar
•
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el uso exclusivo o predominante asignado por aquél. Se res-
petarán en todo caso las demás determinaciones del Plan.
5. En ningún caso podrá ocasionar perjuicio ni alterar las
condiciones de ordenación de los predios colindantes.
•
s
6. Los Estudios de Detalle no podrán contener determinacio-
nes propias de Plan General, Normas Complementarias y Sub-
sidiarias de Planeamiento y Plan Parcial que no estuvieran
previamente establecidas en los mismos".
Los ED precisan de un Plan previo de ordenación, pues no
caben ED autónomos. Pero el artículo 65 parece vincular la for-
mulación de los ED a"las condiciones que estos documentos de or-
denación f ijen", lo que lleva a plantearse la necesidad de que
el Plan de Ordenación que les precede habilite su formulación y
señale las condiciones. A nuestro juicio, la formulación de este
instrumento de planeamiento no debe quedar supeditada a la exclu-
siva disponibilidad del Plan preexistente, pues la formulación
de esta fiqura debe responde a la necesidad de completar, o en
su caso, adaptar determinaciones establecidas en los Planes Gene-
rales y en los Planes Parciales, sin perjuicio de que éstos seña-
len el criterio para la fijación de la totalidad de las alinea-
ciones, rasantes y anchuras de los viales.
E1 ED no puede sustituir al Plan de Ordenación, ni alterar
el uso y edificación de los terrenos, ni tampoco determinar y
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crear calles o vías no existentes en el PG. "El Estudio de De-
talle -dice una STS de 13 de marzo de 1990138- excede del ámbito
que le corresponde a esta f igura de planeamiento, por implicar
una modificación al Plan Parcial que afecta al viario, uso y
densidad de viviendas, puesto que del destino inicial "a mer-
cado" se detrae una parcela para uso residencial ." E1 ED que in-
cumple estas prohibiciones incurre en ilegalidad, en cuyo caso
prevalecen las previsiones del Plan jerárquicamente superior, sin
que sea necesario esperar a la declaracibn de nulidad139.
Un buen ejemplo de las prohibiciones que en el sentido ex-
presado recaen sobre los ED nos los ofrece una sentencia del Tri-
bunal Supremo de 24 de septiembre de 1986140. E1 TS determina
algunas de las actividades prohibidas a los ED: crear viales pú-
blicos y zonas verdes y establecer las redes generales de los
servicios públicos.
En la misma línea, otro ejemplo nos lo ofrece una S TS de
9 de julio de 1985141. En aquella ocasión, el apelante apreciaba
que el ED se limitaba a ajustar una calle peatonal al itinerario
que realmente se usaba, en consecuencia, interesaba la declara-
13g Az . 1965 . ^
139 Como dice GONZÁLEZ SALINAS, J., op. cit., p. 1804, la
contradicción de Planes superiores por los inferiores "no sblo
permitirá la impugnación de bstos sino que además impondrá la
sencilla inaplicación de los mismos".
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ción de validez del instrumento de planeamiento litigioso. E1 TS,
estudiado el expediente de los autos, planteó así la cuesti ĉn:
"... las innovaciones introducidas por el Estudio de De-
talle, suponen la supresión de una calle, creación de otra
nueva (distinta con diferentes dimensiones, etc. ), afectan-
do a zonas verdes del Plan General".
A lo que el TS, ratif icando la conclusibn establecida en el
considerando 4Q de la sentencia apelada, contestó:
"... resulta indudable que, ..., las exiqencias del supues-
to de autos desbordan el ámbito leqal del Estudio de De-
talle según los preceptos citados de la Ley del Suelo y del
Reglamento del Plan -14 y 65, repectivamente- en base a los
e
•
informes incorporados y que la Sala "a quo" aprecia racio-
nalmente para sentar la conclusión de que el tema discutido
excede de la determinación de alineaciones y rasantes y de
la ordenación de volfimenes, etc. "1a2.
'a^ En el sentido de prohibir la realización de modificacio-
nes en el sistema viaria se pronuncib una sentencia del TS de 31
de octubre de 1984 (Az. 6203), que se manif iesta en los siguien-
tes términos: "... de donde se sigue que la finalidad o interés
público en la apertura de nuevas calles pertenece a un grado 0
nivel en el sistema jerárquico del planeamiento al que sea propio -
y peculiar el sistema viario del casco urbano, sin posibilidad,
así, de asignar al Estudio de Detalle, dada su posición en la je-
rarquía como documento urbanistico de desarrollo, la f inalidad
de promover o modificar el sistema viario adecuado al tráf ico
coordinándolo con vías tanto externas como internas a su reducido
ámbito territorial y, por ende, sin posibilidad de extenderlo al
hallarse en pugna con la finalidad de desarrollo del Estudio de
Detalle (artículo 65, primer inciso y apartado i.a) del Reqlamen-
to de Planeamiento) , a resolver problemas de tráfico en el nivel
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Asimismo, el ED está obligado a respetar las alineaciones
fijadas en los Planes superiores, lo que no obsta para que puedan
efectuar variaciones que hagan operativo el planeamiento en su
fase de ejecución.
Los ED son también de aplicacibn para ordenación de volúme-
nes, que debe hacerse, como dice una sentencia del Tribunal Su-
premo de 6 de marzo de 19851a3 "de acuerdo con las especifica-
ciones del Plan..., respetando en todo caso sus determinaciones".
E1 ED podrá "situar sobre el terreno las alturas, el número de
plantas y la ocupación que el mismo estime más adecuados dentro
de los máximos permitidos... si bien deben respetar siempre el
aprovechamiento establecido por el Plan o la Norma" (S. TS de 5
de diciembre de 1987 )'aa.
de apertura de vías urbanas, con la conclusión consecuente de que
las alineaciones, complementos, ajustes y reajustes de las mismas
no pueden alterar el sistema viario predeterminado en documento
urbanistico normativo al que es propia la satisfacción de las ne-
cesidades del tráf ico mediante reformas de la conf iguraci ĉn urba-
na que implican nuevas calles y no precisiones, complementos o
ajustes de alineaciones de las calles allí predeterminadas, o
sea, las que en el caso determina, para el cuadro territorial
afectado por el Estudio impugnado, el Plan de Delimitacibn de
1974; evidenciándose de este modo que es contrario a la finalidad
que cumple el Estudio de Detalle en el sistema del planeamiento
utilizado como medio de sustitución del Plan localizada y contra-
dictoria, lo que de suyo incumbe al sistema general de comunica-
ciones previsto en documento urbanfstico normativo leqalmente ap-
to para cumplir esta finalidad que al mismo justif ica en cuanto
típico modo de actuación administrativa".
la3 Az . 2803 .
^aa Az. 9363. Una S. TS de 12 de noviembre de 1984 (Az. 5388) ,
declaró la ilegalidad del ED que alteraba los límites territoria-
les asignados por el PG y aumentaba el aprovechamiento urbanísti-









E1 Tribunal Supremo se enfrentó al problema de determinar
si se acomodaba a las Normas Subsidiarias de Planeamiento vigen-
tes un ED que disminuía la altura (en las Normas era de planta
baja más tres altos con 11, 40 m y en el ED de planta baja más dos
altos con 9,10 m) y aumentaba el aprovechamiento o volumen edi-
ficable en cuantía sensible de prácticamente 500 m3. La aplica-
ción de la tesis de que los Estudios de Detalle deben respetar
las determinaciones del Plan superior, llevó al TS a concluir que
el ED no se acomodaba al planeamiento superior y que por ello era
nulo'as .
La obligación impuesta a los ED de no infrijir el planea-
miento del que traen causa no impide la capacidad innovativa de
esta fiqura146. E1 ED, en cuanto instrumento de planeamiento,
participa de la naturaleza normativa de los Planes de Ordenacion
Urbana y, por tanto, de la capacidad innovativa propia de aquella
naturaleza. Los ED no tiene que limitarse a reproducir, sino que
pueden introducir modificaciones, pueden adaptar el planeamiento
superior para lograr la consecución óptima del resultado inicial-
'^ S. TS de 5 de abril de 1991 (Az. 5290).
146 La jurisprudencia ha aseverado que los ED "carecen .en
absoluto ^ de carácter innovativo" ( S. TS de 6 de mayo de 1989 , Az .
3846). Sin embargo, a juicio de JIMENEZ DE LUNA, J., op. cit. ,
p. 241, la proclamación de la carencia absoluta, por parte del
Estudio de Detalle, de todo carácter innovativo es excesiva a f in
de demostrar la sujeción del mismo al planeamiento superior y el
obligado respeto sustancial que debe aquél a las determinaciones
de ^ste. Tales límites no privan de carácter innovador a la f i=^-
gura y no son, a juicio del autor, sino especificaciones del pri-
ncipio general de la jerarqufa del planeamie_nto, que gravita so-
bre toda clase de Planes.
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mente pretendido147.
Un ejemplo de lo dicho puede encontrarse en una sentencia
del Tribunal Supremo de 16 de noviembre de 1987'^. Se trataba
de un ED, aprobado por el Ayuntamiento de Alcira (Valencia) , para
la ordenación del proyecto de reparcelación del PP del políqono
Tudell. E1 ED respetando el PP viqente y aplicable al citado po-
lígono, no introduj o ninguna modif icación en la superf icie del
terreno ordenado por el PP, sino que adecuó a la realidad la pre-
vista en el mismo, reajustb las alineaciones no habiendo alterado
la superf icie de los viales previstos, rectif icb algunos ángulos
de conjunción, introdujo un liqero incremento y cambio de forma
de la zona verde sita en la manzana número 3 e incrementó la zona
de aparcamiento subterráneo en unos 600 m2, que se atribuyen a
errores de medición y alineación. El Tribunal Supremo declaró
conforme a Derecho el citado instrumento de planeamiento:
C. Procedimiento
La regulación histbrico normativa de las alteraciones del
planeamiento muestra que sus exigencias de legalidad se han lle-
nado, casi exclusivamente, por el procedimiento. No obstante, la
realidad ha acreditado que la fe depositada en las garantías for-
14^ Vid. DE VICENTE DOMINGO, R. , Las alteraciones del planea-
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males era excesivala9.
La modif icación de los Planes de Urbanismo debía transcurrir
por los mismos trámites f ij ados para su aprobacibn1S0, tal como
al efecto disponía el artículo 39 de la Ley del Suelo de 1956:
"Las modificaciones de cualquiera de los elementos de los
Planes, proyectos, proqramas, normas y Ordenanzas se suje-
•
•
la9 Cfr. VICENTE DOMINGO, R., Las alteraciones del planea-
miento..., cit., p. 191.
1S0 A título meramente recordatorio debemos decir que las
aprobaciones inicial y provisional son actos de trámite, y que
la aprobación def initiva es la resolucibn que pone f in al proce-
dimiento de aprobacibn de los Planes de Urbanismo.
Respecto de la aprobación inicial se ha dicho que, "Como
acto de trámite, su función primordial es la de iniciar un pro-
cedimiento, lo que implica el impulso de los restantes trámites
hasta la resolución o acto def initivo, auténtico acto declarativo
de derechos y obligaciones: "no es pronunciamiento sobre el fon-
do, sino preparación de ese procedimiento", "es acto de trámite
pero esencial"; "es un juicio a cerca de la madurez suf iciente
del avance del planeamiento que permita inicial el procedimiento
que concluirá, con las modificaciones eventuales, en su aproba-
ción o denegacibn definitiva"; "sin él, obviamente, el procedi-
miento no se pone en marcha"; "por eso, aunque, como todo acto
de trámite, ordinariamente no sea susceptible de ser recurrido,
puede serlo en tanto en cuanto inf luya decisivamente en los actos
sucesivos en el procedimiento, que no son independientes de él,
o porque determine la imposibilidad de continuar el procedimiento
o produzca indefensión"; "la nulidad absoluta del acto de aproba-
ción inicial vicia esencialmente los actos posteriores del proce-
dimiento, no pudiendo éstos ser convalidados" (Cfr. MEILÁN GIL,
J.L., "La aprobación inicial de los Planes de Ordenación Urbana",
RDU, núm. 100, 1986, pp. 69-78).
La aprobación definitiva "es la resolución sustantiva que
culmina el procedimiento de aprobación de los planes", "a través
de esa resolución el órgano competente examina el Plan en todos
sus aspectos, de donde deriva un amplio control sobre lo aprobado
provisionalmente" "y^la posibilidad de introducir las modifica-
ciones necesarias" ( citas de diversos autores, Vid. DE VICENTE
DOMINGO, R. , Las alteraciones del planeamiento. .., cit. , p. 200) .
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tarán a las mismas disposiciones enunciadas para su forma-
ción."
Del texto de la Ley se derivaba la "superficialidad" con que
estaba regulada la potestad de alterar el planeamiento, dado que,
a excepción de la garantía material de los mayores espacios li-
bres en el supuesto previsto en el artículo 39.2, sblo se veía
compelida por la observancia de las normas de procedimiento. La
expresión "disposiciones", dice la doctrinalsl, podría haber
auspiciado una referencia más amplia que la de los trámites for-
males, sin embargo, tanto la doctrina como la jurisprudencia la
entendieron en sentido puramente formalls2.
lsl DE VICENTE DOMINGO, R., Las alteraciones del planea-
miento..., cit., p. 192.
^ ^sz Asf, GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a 1a Ley..., cit.,
p. 253, decía escuetamente: "Los Planes sólo se derogan por otros
posteriores, previos los mismos trámites que se exigen para su
formación". En el mismo sentido, la Jurisprudencia del Tribunal
Supremo ha hecho especial hincapié en el cumplimiento dé los trá-
mites procedimentales que se erigieron en el elemento más impor-
tante del control judicial del Plan, lo que estaba en la linea
con las t^cnicas de qarantía de la ordenación, a su vez eminen-
temente formales.
Así, por ejemplo una S. TS de 14 de octubre de 1961 (Az.
3245) , en un caso de modificación del Plan Comarcal por Plan Par-
cial dice lo siguiente: "Si han de observarse siempre las normas
de procedimiento, no ha de ser con menor escrúpulo cuando se tra-
te de las leyes de urbanismo, pues la discrecionalidad de los
Planes en funciones ordenadoras urbanas debe tener como contra-
partida la justeza de las normas, garantía del ciudadano contra
las posibles arbitrariedades de los órganos de la Administración
por eso, por nimias que a alguna de las partes parezca, segfin
suele alegarse, las normas de procedimiento a trav^s del cual se
ha de elaborar un Plan de Ordenación Urbana, la realidad es que
todas ellas completan la garantía de los particulares interesados
así como de los intereses públicos...".
Una STS de 3 de enero de 1970 (Az . 122 ) se ref iere a los ar-
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Idéntica línea fue adoptada por la legislación de las Áreas
Metropolitanas al regular las modificaciones de los Planes de Or-
denación. Por consiguiente, la aprobación "ex novo" y la modifi-
cación de los Planes de urbanismo sequian sujetándose a las mis-
mas normas de procedimiento. ^
E1 panorama descrito sufrió importantes y siqnificat-ivas va-
riaciones con la entrada en viqor de la Ley 52 / 1962 , de 21 de ju-
lio, sobre Valoracibn de Terrenos sujetos a Expropiación, en eje-
ción, "pues de lo contrario, como ha puesto de manif iesto la doc-
trina científica sobre el particular, equivaldría a dejar abierto
un fácil portillo por el que podría burlarse, y de hecho se burla
en muchos casos, la planificación urbanística, en contra de los
intereses públicos que ella representa". Y añade más adelante:
"A1 ser esto asf es claro que el Ayuntamiento no podfa aprobar
dicha ordenación si no es previa la observancia de los requisitos
procedimentales fijados al efecto y a los que se hizo referencia
en el apartado anterior...". En similar sentido, Vid. SS TS de
4 de noviembre de 1971 (Az. 4738), 21 de diciembre de 1973 (Az.
5186), 23 de diciembre de 1977 (Az. 5052), 26 de enero de 1979
(Az. 470).
En ocasiones se pone de manifiesto en la Jurisprudencia un
cierto sentido de exclusividad de lo formal como parámetro de la
legalidad de las alteraciones. Así por ejemplo en una S. TS de
11 de febrero de 1977 (Az. 767), que dice lo siquiente: "Y para
que pueda hablarse de modif icación es necesario que afecte a ele-
mentos del Plan General y para llevarla a término bastará con que
se sujete a las mismas disposiciones que para su formulación
(art. 37 párr. 1^ de la aludida Ley)", limitando las garantías
de fondo a las que la Ley requla respecto al mantenimiento del
equilibrio, volumen edificable-espacios libres.
Esta línea jurisprudencial continúa hasta nuestros días (SS
TS de 6 de julio y 19 de octubre de 1982 (Az._5345 y 6403), 13
de octubre de 1987 (Az. 8216), 10 de mayo y 27 de septiembre de
19 8 8 ( Az . 3 7 4 0 y 7 2 6 5), pero j unto a otras que conectando con la
Constitución de 1978 han profundizado en el control judicial de
esta potestas variandi con el auxilio de las modernas técnicas
de la discrecionalidad. (E1 texto de la presente nota no es más
que una transcripción de la nota número 4 del capítulo séptimo
de la obra de DE VICENTE DOMINGO, R, Las alteraciones del planea-
miento..., cit., pp. 192-193.
309
•
Xodificació^ Revisión de Planes
cución de los Planes de Vivienda y Urbanismo, dado que permitió,
en contra de la regla f ij ada en la Ley del Suelo por entonces vi-
gente, la modif icación directa del Plan General de Ordenación Ur-
bana por la delimitación de políqonos de actuación. De igual for-
ma el Decreto-Ley 7/1970, de 27 de junio sobre Actuaciones Urba-
nísticas Urgentes permitib que el Proyecto de Delimitación de
Suelo modificara automáticamente las previsiones urbanísticas de
los municipios con Plan General. Así pues, estas leyes hicieron
quebrar uno de los principios informantes del sistema: el princi-
pio de jerarquía del planeamiento.
Por su parte, la Ley del Suelo de 1976 mantuvo en su articu-
l0 49 la redacción del articulo 39 de la Ley anterior; por lo
tanto, las modif icaciones estaban sometidas a las mismas disposi-
ciones enunciadas para su formacibn's3. .
E1 siguiente texto legislativo que reguló el tema tratado
fue el Reqlamento de Planeamiento Urbanistico el cual se limitb
a reproducir el texto del precepto 49 (art. 161).
Por último, hemos de referirnos al Texto Refundido vigente
para simplemente decir que no aporta novedad alquna en la mate-
ria. Realmente, no resulta extraño el mantenimiento de la situá-
ls3 GARCÍA DE ENTERRÍA, E.^ y PAREJO ALFONSO, L. , op . cit ., p._ _
372, dicen: "La reqla básica de la revisión, como por lo demás^^-
también de la modificación, es la del contrarius actus, es decir,
la de que ha de ajustarse a las mismas dispos^ciones establecidas
para la formación del Plan revisado (arts. 155.2 y 155.3 RP)".
•
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ción anterior, dado que se trata de una simple refundición1S4.
No es obj eto de nuestro estudio el examen minucioso y porme-
norizado de los diferentes trámites que integran el procedimien-
to, por lo que nos remitimos a todos los trabajos, que son mu-
chos, que versan sobre este extremo.
En otro orden de cosas, resulta de todo modo inadmisible la
modif icacibn de un Plan por virtud de un simple Acuerdo Munici-
pal . Por el contrario, tal y como ha quedado expuesto, la modif i-
cación de los instrumentos de planeamiento requiere siempre la
observancia y cumplimiento del procedimiento previsto al efecto.
Procedimiento éste que ha sido arbitrado por el legislador de
forma compleja para que sus distintas fases sean algo más que ri-
tos que sólo sirvan para complicar el procedimiento, ya que lógi-
camente están pensadas para una mayor garantía en la obtención
de un f inal óptimo corrigiendo o mej orando los errores iniciales .
E1 supuesto que planteamos no es en modo alguno fruto de
nuestra imaginación, sino que, por el contrario, se da en la
práctica. Prueba de ello es que el Tribunal Supremo se ha visto
obligado en diversas ocasiones a pronunciarse sobre tal posibi-
lidad. Así, una sentencia del TS de fecha 7 de marzo de 19881ss
se enfrentó al problema de decidir si por virtud de Acuerdo del
1S4 Aunque como hemos tenido y tendremos ocasión de comprobar
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Pleno se podfa impedir la construcción de un ático prevista en
el Plan General. Dice el Tribunal:
"Es indudable que este Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento
no era ni es legalmente idóneo para variar las condiciones
de edif icación establecidas en el Plan General Municipal
definitivamente aprobado en su dia mediante Resolución Mi-
nisterial; por lo que si el Plan autoriza a construir un
ático, es clara la ineficacia del mencionado Acuerdo para
disponer lo contrario, pues no puede un simple Acuerdo Mu-
nicipal derogar ni modif icar el Plan General..., pues esto
requerirá la tramitación de un expediente de modificación
del Plan o una revisión qeneral del mismo, ya que no se
puede modif icar un Plan pretendiendo aplicar generaliza-
damente en grandes áreas, en contra de sus dictados, normas
de aplicación directa, como ya declaramos para casos análo-
gos en nuestras Sentencias de 10 de junio de 1970 (Az.
3101), 3 de mayo de 1971 (Az. 2341), 27 de febrero de 1976
(Az. 1481) y 9 de mayo de 1986 (Az. 3061) ... nls^.
La infracción de las reglas de procedimiento conlleva la
anulabilidad salvo que incurra en alguno de los defectos previs-
tos en el artículo 62.1 LRJPCP, en cuyo caso la consecuencia no
sería otra que la nulidad radical. Este filtimo criterio es el que
sostiene tanto la doctrina como la jurisprudencia. Los actos de
'^ Igual de rotunda es una S. TS de 6 de noviembre de 1989
(Az. 8171) :". .. un acuerdo municipal no puede modificar la nor-
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procedimiento, esto es, la aprobación inicial, información pfibli-
ca y aprobación provisional, son trámites esenciales cuya omisión
determina la anulabilidad^s^. ^
Ahora bien, esta afirmación no obsta la procedencia en al-
gunos supuestos de la declaración de nulidad de pleno derecho.
Nos estamos ref iriendo a aquellos supuestos en los que la omisión
del procedimiento previsto es total y absoluta'ss.
Pensamos que debe sancionarse con la nulidad radical lo que
VICENTE DOMINGOi^, acertadamente, ha denominado "evasiones del
procedimiento", es decir, cuando valiéndose de un instrumento de
planeamiento jerárquicamente inferior se regulan determinaciones
reservadas al Plan General; o cuando simples acuerdos singulares
de la Administración contienen esas determinaciones160.
Para concluir, hemos de referir la posibilidad prevista en
el artículo 83.1 del Texto Refundido de 1992 -artículo 83.1 161-
1^ Vid., GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley...,.cit.,
pp. 448, 453 y 475; GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L.,
op. cit., pp. 350-354.
1S8
is9
Vid. articulo 62.1 e) LRJPA.
Vid. Las alteraciones del planeamiento..., cit., p. 217.
160 Vid. SS TS de 24 de noviembre y 9 de diciembre de 1983
(Az. 6632 y 6269), 10 de mayo y 17 de octubre de 1988 (Az. 3740
y. 7 8 41) , 16 de enero de 19 8 9 ( Az . 3 8 8) y 18 de octubre de 19 9 0
(Az. 8145) .
161 Con unas pequeñas variaciones en la redacción se incor-
pora el contenido ínteqro del artículo 44.1 del RP:"No podrán
aprobarse Planes Parciales sin que previa o simultáneamente, pero
en expediente separado, se haya aprobado definitivamente el Plan
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de tramitar de forma simultánea los expedientes relativos a la
elaboración de un Plan Parcial162, y a la modif icación del Plan
General que le ha de servir de justificación, dada la íntima co-
nexión existente entre los respectivos procedimientos e identidad
de trámites a sequir en su prosecución. Ahora bien, tal posibili-
dad en modo alquno excluye la necesidad inexcusable de dar cum-
plimiento a todos los trámites legalmente previstos para cada uno
de los procedimientos acumulados'^. Pues, no es idéntica la fi-
nalidad que se persique en un caso u otro, la perspectiva con que
se aborda la elaboración o la modificación de un Plan General
nunca puede ser iqual a la perspectiva que se adopta al elaborar
o modif icar un Plan Parcial.
General o Normas Subsidiarias del Planeamiento; y, en ningún ca-
so, podrán modificar las determinaciones de uno y de otras".
En la nueva redacción, se sustituye la expresión "aprobarse"
por "redactarse"; se suprime la referencia a las Normas Comple-
mentarias; y, por último, se añade "en ningfin caso, podrán modi-
ficar las determinaciones de uno y de otras".
'62 E1 Consejo de Estado se ha pronunciado como sique: "...
cuando un Plan Parcial suponga la modificación del Plan General,
es necesario modif icar este último con carácter previo o simultá-
neo, si bien en todo caso deberá ser objeto de deliberacibn y
aprobación con anterioridad a la del Plan Parcial incluso aunque
se efectúe en la misma sesión del órqano competente para llevar
a cabo ambas operaciones" (Dictámenes de 17 de diciembre de 1976
y 13 de enero de 1979).
'^ E1 procedimiento de aprobación del Plan Parcial ha de ser
considerado procedimiento principal y el de modif icación del Plan
General secundario. _
Debemos traer a colación los llamados procedimientos inter-
dependientes, clase esta de procedimientos de la que GONZÁLEZ
NAVARRO, F., DQ Administrativo Español, EUNSA, Pamplona, 1988,
tomo II, p. 19 dice: "Tampoco escasean los supuestos en que un
procedimiento administrativo genera durante su desarrollo otros
procedimientos colaterales, de cuyo resultado puede incluso de-
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Así pues, debemos llegar a la conclusibn, consagrada por
constante jurisprudencial^, de que, si bien es legalmente posi-
ble la tramitación simultáneal^ de una modificación del Plan Ge-
neral y la aprobacibn de un Plan Parcial correlativo, esta dupli-
cidad de expedientes conjuntamente tramitados ha de hacerse ex-
plícita y ostensible a todo lo largo del procedimiento.
Pensamos que no existe ningún obstáculo para entender que
los preceptos 83.1 TR/92 y 44.1 RP son susceptibles _de ser apli-
cados a otros instrumentos urbanísticos, dado que existe identi-
dad de razón. Es decir, que si bien. el precepto se refiere expre-
samente a los Planes Parciales y Planes Generales de Ordenación
y Normas Subsidiarias ello no impide que la posibilidad de trami-
tacibn simultánea sea aplicable a los Planes Generales de Ordena-
ción Urbana y Estudios de Detallel^, así como a los Planes Ge-
^
1^ Vid. Ss TS de 24 de enero de 1984 (Az. 487), 24 de
septiembre de 1986 (Az. 7066) y 13 de mayo de 1988 (Az. 3746).
r
1^ En este sentido se pronuncia una S. TS de 24 de septiem-
bre de 1986 (Az. 7066) :". .. siguiendo con el simil del juego del
ajedrez, diríamos que, si bien se pueden jugar varias partidas
simultáneamente, ello ha de hacerse en tableros y con trebejos
distintos. Y esto tiene que ser asf, es decir, hay que seguir en
cada caso y por separado el correspondiente procedimiento, porque
no es la misma finalidad la que se persigue en un caso u otro,
aunque lás herramientas procesales puedan ser las mismas. Y es
que no es la misma la perspectiva con que se aborda la colabo-
ración o modif icación de un Plan General que la perspectiva desde
la que se intenta la elaboración o modificación de un Plan Par-
cial, que afecta sólo a un sector del Plan General (artículo 43
del mismo Reglamento) y que ha de operar dentro de las directri-
ces o determinaciones establecidas en éste que "en ningún caso^'
podrá modif icar (artículo 44.2 del Reglamento citado)".
1^ Vid. S. TS de 7 de diciembre de 1989 (Az. 9114).
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nerales de Ordenacibn Urbana y Planes Especiales167.
s
.
16^ Vid. S. TS de 6 de julio de 1984 (Az. 4663).
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IV. E;FECTOS DE LA MODIFICACIÓN DE LOS PLA1'JF.S
E1 artículo 131 del Texto Refundido'^ contiene una regla
de ejecutividad de los Planes y demás instrumentos urbanísticos
que cita. El meritado precepto establece con carácter general,
que los Planes, Normas Complementarias y Subsidiarias, Programas
de Actuación Urbanística, Estudios de Detalle, Proyectos y Catá-
logos "serán inmediatamente ejecutivos una vez publicada su apro-
1^ Este precepto tiene sus antecedentes en los articulos 44
LS de 1956 y 56 del TR/76 cuya redacción es sensiblemente
diferente a la actual.
Por su parte, el artículo 44 dice: "Los Planes, proyectos,
normas, ordenanzas y catálogos serán inmediatamente ejecutivos,
una vez publicada su aprobacibn definitiva, y si se otorgase a
reserva de la subsanación de deficiencias, mientras no se efec-
tuare, carecerán de ejecutoriedad en cuanto al sector a que se
ref ieran". Por otra parte, el precepto 56 dispone: "Los Planes,
Normas Complementarias y Subsidiarias, Programas de Actuación
Urbanística, Estudios de Detalle, proyectos, normas, ordenanzas,
y Catáloqos serán inmediatamente ejecutivos, una vez publicada
su aprobación def initiva, y si se otorgase a reserva de la subsa-
nación de deficiencias, mientras no se efectuare, carecerán de
ejecutoriedad en cuanto al sector a que se ref ieran".
La única diferencia que se aprecia entre los dos preceptos
transcritos es la enumeracibn de instrumentos que se hace.
Por lo que respecta a la regulación actual su tenor es el
que sigue: "Los Planes, Normas Complementarias y Subsidiarias,
Programas de Actúación Urbanfstica, Estudios de Detalle, Proyec-
tos y Catálogos serán inmediatamente ejecutivos una vez publicada
su aprobación definitiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el ar-
tículo 124".
Asi, pues, en la nueva redacción no se incluyen en la enume-
racibn "las normas y ordenanzas", lo cual entendemos se debe a
la referencia que se hace al artículo 124 del TR/92. Asimismo,
se suprime el último inciso del precepto "y si se otorgase a re-
serva...".
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bación definitivaj1^. Por consiguiente, una vez efectuada esta
publicación, con los requisitos exigidos en el artículo 12410 de
la Ley del Suelo -que respecto de los Planes de urbanismo hay que
completar con el 70.2 de la LBRL-1^1, el Plan, como norma que
1^ Asi, pues, la Ley no establece con carácter general un
período de "vacatio" . A diferencia del artículo 2 Cc, el artículo
131 establece la inmediata ejecutividad de los Planes, lo que su-
pone el sometimiento al réqimen qeneral de los actos administra-
tivos (artículo 94 LRJPA).
"o Que dispone: 1. Los acuerdos de aprobación definitiva de
todos los instrumentos de planeamiento se publicarán en el "Bole-
tín Oficial" correspondiente. 2.E1 órqano competente para otorgar
las aprobaciones inicial y provisional, en su caso, podrá ordenar
la publicación en el "Diario Of icial" correspondiente del instru-
mento de planeamiento aprobado por silencio administrativo posi-
tivo. 3. Respecto a lás normas urbanisticas y ordenanzas en ellos
contenidas se estará a lo dispuesto en la legislación aplica-
ble".
Este articulo encuentra su antecedente en el precepto 44 del
TR/76. E1 nt^mero uno de la redacción actual se corresponde con
el último precepto citado, si bien en la nueva redacción se gene-
raliza sin referirse a los órganos de los que dimana el acuerdo
a que se refiere, y se sustituye "Boletfn Oficial del Estado 0
en el de la respectiva provincia" por Boletín Of icial correspon-
diente." Los nfimeros dos y tres son novedad.
Por lo que respecta a la leqislación autonómica, es de men-
ción el artículo 71 del TRC que impone la publicación de los
acuerdos aprobatorios en el Diario oficial de la Generalidad de
Cataluña. Sin embargo, la LBRL impone la publicación integra de
las Normas Urbanísticas en el BOP (Sobre prevalencia del articulo
70.2 LBRL, Véase S. TS. de 13 de noviembre de 1989 (Az. 8186) y
RODRIGUEZ DINCOURT, J., "La obliqatoriedad de publicar integra-
mente las normas urbanísticas", RAP, núm. 121, 1990). .
^ 171 E1 articulo 70.2 LBRL, por virtud de la Ley 39/1994, de
30 de diciembre, ha quedado redactado en los siguientes términos:
"Los acuerdos que adopten las Corporaciones Locales se publican
o notif ican en la forma prevista por la Ley. Las Ordenanzas,
incluidos el articulado de las normas de los Planes urbanisticos,
así como los acuerdos correspondientes a éstos cuya aprobación
definitiva sea competencia de los Entes locales, se publican en
el Boletin Of icial de la provincia y no entran en vigor hasta que
se haya publicado completamente su texto y haya transcurrido el
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es entrará en vigor y además adquirirá eficacia ejecutiva.
La realidad urbanística queda sujeta a la nueva ordenación,
incluso cuando se hubiesen ejecutado las obras de urbanización
y comenzado la ejecución del planeamientoln, ello sin perjui-
cio, en su caso, del derecho a la indemnización.
Procede distinquir dos supuestos claramente diferenciados,
cuales son, aquellos en los que habiéndose solicitado licen-
cia'n no hubiese recaido resolucibn def initiva y los que hayan
concluido por resolución definitiva.
ln Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J. , Comentarios a 1a Ley. .., p. 982 .
'n La licencia constituye un acto "debido" toda vez que su
otorgamiento o deneqación depende de que la actuación que se pre-
tende se adecúa o no a la ordenación urbanística. Se trata, en
definitiva, de un acto de naturaleza reqlada, con exclusibn del
elemento discrecional o de oportunidad. Ahora bien, esa natura-
leza no impide que en determinados casos el Ayuntamiento pueda,
incluso deba, otorgar una licencia sometida a condicibn, pues,
como afirma ^el TS en una sentencia de 21 de mayo de 1985: "...
de este modo se hace posible el otorgamiento de autorizaciones
y concesiones que de otra forma deberian ser denegadas de plano" .
Una S. del mismo .Tribunal de 21 de abril de 1987 explica la
razón de ser de estas licencias: "... la jurisprudencia ha venido
admitiendo la posibilidad de otorqar licencia introduciendo en
ellas "conditiones iuris", es decir, cláusulas que evitan la de-
negación de la licencia mediante la incorporación a ésta de exi-
gencias derivadas del ordenamiento vigente y que sin embargo no
aparecfan en la petición formulada por el administrado. Con estas
"conditiones iuris" se hace viable el otorgamiento de una licen-
cia adaptando, completando o eliminando extremos de un proyecto
no ajustado a la ordenaci ĉn urbanística".
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a) Procedimientos en los que habiéndose solicitado licencia no
haya recaído resolución definitiva
La LRRU en su articulo 87 -hoy 238"a- estableció que que-
daría extinguida la licencia por cambio de planeamiento cuando
al entrar en viqor éste no se hubiera iniciado la edif icación,
si bien con la indemnización que en el citado artículo se dis-
pone.
En concreto, dice el precepto:
"Si en el momento de adquirir viqencia la modificación o
revisión del planeamiento se hubiera patrimonializado ya el
derecho a edificar, pero aún no se hubiera incoado la edi-
f icación, se entenderá extinguida la eficacia de la licen-
cia en cuanto sea disconforme con la nueva ordenación, de-
biendo indemnizarse la reducción de aprovechamiento lucra-
tivo resultante de las nuevas condiciones urbanísticas, asf
como los conceptos señalados en el artículo 82.3 de esta
^y p
Pues bien, a la vista de este precepto^parece evidente que
la alteracibn del planeamiento asimismo debe incidir en el su-
puesto de que no se hubiera decidido el procedimiento de otorga-
miento de la licencia, cualquiera que fuere tiempo transcurrido
l^a Este precepto es idéntico al anter_ior en lo que a su
apartado primero se refiere; el número segundo es nuevo.
•
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desde su iniciación, siempre con la indemnizacibn que establece
el artículo 2381^s.
b) Procedimientos terminados por resolución def initiva
Se entenderá extingida la eficacia de la licencia en cuanto
. sea disconforme con la nueva ordenación, debiendo indemnizarse
la reducción de aprovechamiento lucrativo resultante de las nueva
condiciones urbanísticas, así como los conceptos señalados en el
artículo 55 del TR/92.
Si la edificación ya se hubiera iniciado en el momento de
adquirir vigencia la modificación o revisión del planeamiento,
la Administración podrá modificar o revocar la licencia, fiján-
dose la indemnización del mismo modo que en el supuesto anterior.
•
r
l^s Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J. , Comentarios a la Ley. .., p. 982 .
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V. REG ^ ESPECIALFS
l^. Modificación qu• tendiess a fncrea^eatar el volumen editicablo
de uaa $ona
La Ley del Suelo de 1956 en su articulo 39.2 disponía:
"Sin embargo, cuando la modif icación tendiera a incrementar
el volumen edificable de una zona, se requerirá para apro-
barla la previsión de los mayores espacios libres que re-
quiera el aumento de la densidad de población y el voto fa-
vorable de dos tercios de los miembros de la Corporación y
de la Comisión que hubieren de intervenir en la aprobación
inicial, provisional y definitiva".
E1 Texto Refundido de 1976 dedicó a esta materia el apartado
segundo del articulo 49. E1 nuevo texto legal mantuvo práctica-
mente intacto el texto del^articulo 39 de la primera LS, decimos
prácticamente porque la única modificacibn que experimentó fue
el cambio de la palabra "intervenir" por "acordar".
En la actualidad la regulación corresponde al artículo 128,
apartado 2Q, ĉuyá finica diferencia con los textos anteriores es
la supresión de lo dispuesto anteriormente acerca del qubrum de
miembros de la Corporación necesario para su aprobación.
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de 1956 y el Texto Refundido de 1976-, para modificar cualquier
elemento de los Planes que tienda a incrementar el volumen edif i-
cable de una zona, que se mantenga la proporción entre espacios
libres y densidad de población, de manera que si aumenta la den-
sidad de habitantes aumente, en la misma proporcibn, la superf i-
cie de espacios libres.
La jurisprudencia ha hecho dos interpretaciones sobre la fi-
nalidad del artículo 128, apartado 2Q. Hay sentencias que aseve-
ran que tal f inalidad no es otra que la dé sostener la proporcio-
nalidad entre el volumen edificable y los espacios libres. Mien-
tras que otros pronunciamientos^jurisprudenciales entienden que
lo que el articulo exiqe es la proporción entre densidad de po-
blación y espacios libres.
La primera interpretación ha sido recogida en una sentencia
de 12 de junio de 1990176. E1 Tribunal Supremo dice que cuando
la modif icacibn de un Plan tiende a incrementar el volumen edif i-
cable de una zona se exige para aprobarla la previsión de los ma-
yores espacios libres que requiera el aumento de la densidad de
poblacibn, en aras de mantener la ecuación o porporcionalidad en-
tre el volumen edificable y los espacios libres. El Tribunal se
pronuncia en los siquientes términos:
" Para que pueda prosperar una impugnación contra la modi-
ficación del Plan que implique una aumento del volumen edi-
1^6 Az . 4 818 .
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ficable, será preciso que de lo actuado aparezca acreditado
que no se han creado los espacios libres exigidos por el
aumento de población. En el caso presente el sistema cons-
tructivo de bloques aislados previsto en la zona de que se
trata implica la creación de espacios libres en la indicada
zona. Era, por tanto, preciso para la estimación de la im-
puqnacibn planteada contra la modificación del Plan de que
ahora se trata que de las actuaciones apareciese que real-
mente los espacios libres derivados del sistema construc-
tivo previsto en la zona en cuestión no eran suficientes
para cumplir la exiqencia de la normativa urbanística"'^.
Por contra, una sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mar-
zo de 1988 se ha pronunciado en favor de la segunda interpreta-
ción al decir que lo que el artículo 128.2 exiqe:
"... es que se mantenga la propiedad entre espacios libres
y densidad de población, de manera que al incrementarse el
aprovechamiento del suelo para un mayor fndice de pobla-
ción, esa mayor densidad de habitantes de la zona se
corresponda con el aumento proporcional de espacios li-
bres".
Esta última es, a nuestro juicio, la interpretacibn más
1^ Vid. Ss. TS. de 3 de abril de 1981 (Az. 1815),. 3 de
febrero de 1982 (Az. 700), 18 de septiembre de 1984 (Az. 4682),
25 de marzo y 3 de mayo de 1985 (Az. 1640 y 6376) y 6 de febrero









correcta y adecuada al espíritu de la norma. E1 aumento de den-
sidad de población es el término de comparación respecto del cual
se exiqe el mantenimiento de su "ratio", o proporcibn con la su-
perficie de espacios libresl^a.
En el supuesto de que se incremente el volumen edificable
sin aumento de densidad de poblacibn no es necesaria la previsibn
de mayores espacios libres. Las nuevas posibilidades edificato-
rias pueden ser destinadas a usos distintos del residencial y que
por tanto no aumentan la densidad de población residente.
E1 Consejo de Estado, en su Dictamen 52.098, de 22 de sep-
tiembre de 1988 confirma esta aseveración, al afirmar que, de
conformidad al artículo 49 del TR/76, no es necesaria la previ-
sibn de mayores espacios libres, aunque se aumente el volumen
edificable, sino se provoca aumento de la población.
También pude darse el supuesto de que se aumente la densidad
de población sin incrémentar el volumen edificable. Es el caso
de la modificación que altera el régimen de usos, pasando a ser
de uso residencial superficies que teníañ otro destino.
En este caso la literalidad de la Ley lleva a la inaplica-
bilidad del artículó 128.2, pues en el se habla de incrementar
178 Cfr. FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, I., "Densidad de población y^^^
garantía de los espacios libres en la modificación del plan ur-
banístico. (El alcance del artículo 128.2 del Texto Refundido de
la Ley del Suelo)", RDU, núm. 45, 1995, p. 104.
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el volumen edif icable.
E1 legislador no debió establecer el incremento de volumen
edificable como presupuesto de aplicación de la norma. Debe ser
siempre la densidad de población la que determine la previsión
o no de mayores espacios libresl^.
Dado que, según se acaba de exponer la Ley exige una mayor
previsibn de espacios libres, procede seguidamente estudiar la
problemática que genera esta expresión. Es decir, si cuando la
Ley emplea la fbrmula espacios libres se refiere indistintamente
a los de titularidad pública y privada, o si, por el contrario,
únicamente entiende incluidos en el régimen especial a los pú-
blicos.
La respuesta es que la Ley se limita a exigir ^la previsión
de unos mayores espacios libres sin distinguir su uso. Esta afir-
mación encuentra apoyo en el examen comparativo entre los artí-
culos 83 . 2. c) y 128. 2 del TR/92 . En el primero se exige la reser-
va de unas zonas públicas destinadas a necesidades colectivas,
mientras que en el artículo 128.2 se exigen unos mayores espacios
libres sin precisar que sean de uso público, no habla de necesi-
dades colectivas; es decir, que mientras en un caso establece la
relación espacios libres públicos-necesidades colectivas, en el
otro se limita a relacionar densidad de población y zonas libres,
cualquiera que sea su uso. Así pues, la conclusión no es otra que
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la de no distinquir donde la ley no lo hace, dado que cuando el
legislador quiere diferenciar lo dispone expresamente180.
Por lo que respecta a la extensión de la parcela afectada
por la modif icación, el hecho de que la superf icie sea mínima es
irrelevante. Sea cual sea la superficie afectada si se aumenta
el volumen de edificación ha de observarse el procedimiento es-
pecial referido. La cuestión fue acertadamente resuelta por una
sentencia de fecha 25 de marzo de 1985181:
"Alega el recurrente que dicho incremento de volumen de
edificación es minimo, pues aunque se multiplique por tres
el relativo a su parcela, el total del polfqono no sufre
sino un dos por ciento de incremento de edificabilidad; pe-
ro tal alegaciĉn, vertida desde posiciones puramente subje-
tivas y atentas sólo al interés personal, no tiene en cuen-
ta que idénticá argumentacibn podría ser efectuada por los
demás titulares de terrenos, de modo que, procediendo par-
cela a parcela, cabría triplicar el volumen qeneral del po-
lígono sin contrapesarlo con la previsión de mayores espa-
cios libres, con lo que el inter^s general quedarfa cierta-
mente mal parado."
En orden a si el procedimiento establecido en el articulo
180 Esta tesis ha sido mantenida por una sentencia de fecha
18 de marzo de 1988 (Az. 2182) -Considerandos de la sentencia
apelada-.
1g1 Az . 1640 .
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128.2 es aplicable sólo a los supuestos de modificacibn del pla-
neamiento o también a los de revisión del mismo debe decirse que
no existe una formulación doctrinal y jurisprudencial clara en
cuanto a cuál es el criterio que debe regir.
A nuestro juicio, es claro que en el citado artículo con-
curren las mismas circunstáncias -que veremos en el capftulo si-
guiente- que en el 129 para poder afirmar su aplicabilidad exclu-
siva a los supuestos de modificación.
E1 TR/92 distingue expresamente los conceptos de revisión
y modificación, dedicando los preceptos 126 y 127 a los supuestos
de revisión y tratando los siguientes artículos de la modif ica-
ción. Si el legislador hubiera querido aplicar el articulo 128.2
en los supuestos de revisión, lo hubiera dispuesto expresamente.
Además el artículo 128 se titula "Modificación de Planes",
por lo que alude claramente al concepto de modif icación que ofre-
ce el artículo 126.
La exigencia del voto favorable de dos tercios de los miem-
bros de la Comisi ĉn que hubiesen de aprobar la modificación fue
suprimida en el Texto Refundido de 26 de junio de 1992. En su lu-
gar debe entenderse aplicable el qubrum exigido por el artículo
47, apartado 3Q, letra i) de la LBRL, esto es, el voto favorable
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2. l^odificación quo suscite la opoaición del Z5 por cien d• los
propietarios
E1 artículo 39 de la LS de 1956 exigia el mismo quórum cuan-
do la modificación suscitare oposición del 25 por 100 de los pro-
pietarios del sector afectado o de los de las fincas emplazadas
frente al mismo. Esta misma exiqencia fue mantenida en el Texto
Refundido de 1976. Sin embargo, fue suprimida con ocasión de la
redacción del Texto viqente.
Este régimen especial no se establecía en función de cir-
cunstancias objetivas -alcance de la modificación-, sino de cir-
cunstancias puramente subjetivas: reacción de los propietarios
ante una modificación ordinaria. Se aplicaba este réqimen espe-
cial siempre que la modificación suscitaba la oposición del 25
por 100 de los propietarios del sector afectado o de los de las
f incas emplazadas frente al mismo. Es decir, para computar ese
25 por 100 habría que tener en cuenta una de estas dos circuns-
tancias:
a) Sujetos afectados por la modificación. Si la modificación
no afectaba a la totalidad de la superficie del Plan, sino sólo
a una zona o sector, únicamente se tenían en cuenta los terrenos
situados en esta zona. Se plantea el problema de si para computar
el 25 por 100 habrá que tener en cuenta la superficie o el número
de propietarios, abstracción hecha del terreno propiedad de cada
uno de ellos. Dado el texto literal del precepto parece que ésta
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era la interpretación correcta.
b) Fincas emplazadas frente al mismo. E1 precepto se refería
a aquellas superficies que, situadas fuera del sector afectado
por la modif icación, estaban frente al mismo, es decir, limitaban
con él o con alguna vía que las separaba del mismo. Cuando el 25
por 100 de los propietarios de estos terrenos (número computado
en la forma señalada) se oponfan a la modificación, también se
aplicaba este régimen especial.
Como la especialidad se refería al quórum especial señalado,
había que estar -decimos habia, porque este supuesto ha desapare-
cido- a lo dispuesto sobre la modificación de la Ley del Suelo
por el artículo 47.3 LBRL, que vino a modificar la previsión de
la Ley del Suelo en esta materia182.
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I. IN'TRODUCCIÓN^
1. La Ley dol Suolo de 1956
la Ley del Suelo de 1956 admitió que a trav^s de la técnica
de la modif icación se produjeran, sin exiqir el transcurso de
plazo concreto, alteraciones en las determinaciones del Plan, lo
que resultaba, a juicio de alqún autor', peligroso para que el
Plan pudiera cumplirse en sus primitivos t^rminos y posibilitaba
que sus previsiones fueran proqresivamente deroqadas en virtud
de la presión de los propietarios del suelo, quienes frente a las
determinaciones del Plan de las que pudieran derivar sacrificios
pretenderían obtener el máximo aprovechamiento urbanístico de sus
terrenos.
Por la vía de la modificación del Plan quedaba abierto un
importante cauce para que los propietarios lograran que se acep-
tara el cambio de sus determinaciones, del que derivaría una nue-
va y más benef iciosa asiqnación de facultades urbanísticas, y,
en especial, de las posibilidades edif icatorias asignadas a sus
terrenos^ .
La posibilidad de modificar las determinaciones del Plan pa-
ra obtener mayores facultades urbanísticas iba claramente en per-
183.
1 Vid. MUÑOZ MACHADO, S., "Revisión de Planes...", cit., p.
2 Vid. MUÑOZ MACHADO, S., Ibidem.
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juicio de las zonas verdes y espacios libres, dado que, a pesar
de ser terrenos susceptibles de ser calif icados para edif icación,
esta facultad urbanística quedaba excluida por el hecho de haber
obtenido la calif icación de espacio libre, lo que explica las su-
cesivas tentativas de los propietarios por obtener un cambio en
el uso o destino urbanístico; muchos de estos intentos se conse-
guían por la vía de la "simple" modificación3. Por ello, el le-
gislador adoptb una garantía procedimental. E1 artículo 39, apar-
tado 2Q, de la LS disponía:
"Sin embargo, cuando la modificación tendiera a incrementar
el volumen edificable de una zona, se requerirá para apro-
barla la previsión de los mayores espacios libres que re-
quiera el aumento de densidad de poblacibn".
Con este precepto se impedían las modif icaciones de un ele-
mento del Plan dirigidas a obtener la supresión de espacios li-
bres proyectados, ya que en el supuesto de que esa supresión se
produjese quebraría el principio de equilibrio espacios libres-
densidad de poblacibn impuesto por el legislador.
3 Así lo entendió.GÓMEZ FERRER-MORANT, R., Las zonas verdes
y espacios libres como problema jurídico, Tecnos, Madrid, 1971,
p. 59: "Esta modificacibn -se está refiriendo a la modificación
de un elemento del Plan-, por su alcance limitado, presenta mayo-
res peligros para el interés público puesto que puede responder
al interés particular de un propietario que pretenda obtener un
incremento del volumen edif icable, bien directamente a través de
un aumento de la edif icabilidad, bien directamente a través de
la descalif icación de espacios libres proyectados, que afecten








E1 legislador introdujo una importante garantía que limitaba
la potestad discrecional de la Administración para alterar los
Planes. Ahora bien, ello no impedfa que, cuando concurriesen los
requisitos legalmente exigidos, la Administración pudiese desca-
lificar los espacios libres proyectados. Para evitar que esta
descalif icación obedeciese a razones de interés particular el le-
gislador previó la necesidad de obtener "el voto favorable de dos
tercios de los miembros de la Corporación y de la Comisión que
hubieren de intervenir en la aprobación inicial, provisional y
def initiva" .
Z. La Ley de 2 de dicfembr• de 1963
En el momento de la promulqacibn de la LS de 1956 se consi-
deraba que la previsión contenida en materia de zonas verdes y
espacios libres, en su artículo 39, número 2, era suficiente para
evitar que la alteración de los Planes respondiese a razones de
interés particular. Sin embargo, la realidad distaba mucho de es-
ta creencia. La presión ejercida por los particulares era tan
grande que la Administración terminaba cediendo a sus intereses,
impidfendo con ello que las determinaciones del Plan se hiciesen
realidad y que los espacios libres diseñados 1legaran a ejecutar-
se. Por e.llo, el leqislador dictó la Ley 158/63, de 2^de diciem-
bre, que incidib en las previsiones establecidas en la LS de 1956
sobre modificaciones de Planes, estableciendo un procedimiento
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riguroso4 para los supuestos en que la modif icación pretendiera
obtener una diferente zonif icacións o uso urbanf stico de las zo-
nas verdesó y espacios libres previstos en los Planes.
° Un ej emplo de ello lo constituye una S. TS de 2 de febrero
de 1981 (Az. 436), que declara: "... la Ley 158/63, de 2 de di-
ciembre, trata de proteqerlas con el máximo rigor, no en el sen-
tido de mantenerlas a perpetuidad, puesto que pueden presentarse
ocasiones, en las que sea necesario su modificación, o incluso
su supresión, para atender a objetivos aún más apremiantes, ...,
más ello se condiciona en tal Ley, sin hacer distinciones de nin-
guna clase, al cumplimiento de^los requisitos de competencia y
de procedimiento en la misma previstos, cuya observancia es
ineludible".
s BASSOLS COMA, M. , Génesis y evolución de1 Derecho Urbanis-
tico español (1812-1956), Montecorvo, Madrid, 1973, p. 475, dice:
"La técnica de la zonificación, conocida ampliamente en el Dere-
cho comparado, alcanza su primer reconocimiento en nuestra patria
-por lo que afecta a la formulación en un texto normativo-, en
el Proyecto de Ley de Chapaprieta.
E1 concepto de zonif icación que se manejaba en el texto ^ te-
nía una f inalidad más operativa que de previsión de usos urbanís-
ticos".
Por su parte, GARCÍA DE ENTERRfA, E. y PAREJO ALFONSO, L.,
op. cit., p. 52, definen este concepto del siguiente modo: "Es
la operación por virtud de la cual una determinación pública re-
serva zonas concretas de la ciudad para unos usos determinados,
prohibiendo otros. Zonificar es así repartir utilizaciones del
suelo diferentes dentro del espacio urbano. Hoy es una de las
técnicas básicas de la planificacibn urbana y no se limita sólo
a la separación de zonas industriales, sino ala determinación de
zonas que seqreqa los usos del suelo más varios y los ordena des-
de la perspectiva de un funcionalismo qeneral de la ciudad: zona
industrial pesada o ligera, comercial, polftico-administrativa
o civica, verde, deportiva de transporte, residenciales intensi-
vas o menos intensivas, de vivieñda colectiva o unifamiliar,
etc.".
6 SANZ BOIXAREU, P., "E1 régimen jurídico de las zonas ver-
des públicas", REDA, ntim. 47, 1985, p. 325, entiende que el con-
cepto de zona verde pfiblica exige por una lado, que se trate^de
un espacio destinado a incorporarse o ya incorporado al dominio
y uso municipal, y en segundo lugar, que cumpla una función al
servicio de la ordenación urbana, prevista, pues en algunos ins-
trumentos de ordenación urbanística municipal.
r
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En efecto, la referida f inalidad quedaba expresada en su
preámbulo: "Es un elemento esencial de toda ordenación urbanis-
tica la existencia, entre los núcleos de edif icación, de espacios
libres suf icientes para la normal expansión de la vida humana
fuera del hoqar no sólo por imperativos higiénicos y sanitarios,
sino también de _convivencia social. Es por ello por lo que la vi-
gente Ley de Réqimen del Suelo y Ordenación Urbana, de 12 de mayo
de 1956, exige para la formación de los Planes de Ordenación,
tanto Generales como Parciales o Especiales, el respeto a estas
superf icies mínimas no edif icables, destinadas qeneralmente a zo-
nas verdes de parque o jardines.... Pero, el constante acoso que
estos espacios libres sufren de los intereses contrapuestos que
tienden a incrementar los volfimenes de edif icación, determina que
en la práctica no baste que se cumplan, los mismos trámites para
la formación y aprobación de los Planes que para su modificación,
porque este aspecto urbanístico solia ser más dificil de conser-
var, y ello aconsejaba, de una parte, extremar las garantías, a
f in de que cualquier alteración en estas superf icies no edif ica-
bles no pudiera obedecer sino a razones de interés general, debi-
damente justificadas, y de otra, hacia preciso también que cual-
quier infraccibn urbanística de esa naturaleza tuviera un inme-
diato y eficaz remedio que no permitiera mantener situaciones de
hecho o sin base juridica suficiente, en contra de la legalidad
de los Planes de Ordenacibn viqentes"^.
^ Cfr. MARTÍN MATEO, R. ,"La reacción frente a las licen-
cias ileqales para la construcción en zonas verdes", RDU, nfim.
42, 1975, p. 58: „La Ley 158/63, como ya hemos visto, se vio en
la necesidad de establecer una barrera defensiva mediante la
introducción de cautelas excepcionales frente a los intentos de
337
•
Xodificaci6n y Reviaión de PZanes
La Ley 158/63 no pudo limitar la modificación de estos espa-
cios vitales a los mismos trámites previstos para la formación
y aprobación de los Planes, porque la existencia de intereses
contrapuestos -frecuentemente, por no decir siempre, los particu-
lares se oponen a la calif icacibn de los terrenos de su propiedad
como zonas verdes y espacios libres dada la pérdida de valor que
ello conlleva- provoca que los meritados espacios sean objeto de
incesantes amenazas que ponen en peligro su permanencia.
E1 Tribunal Supremo, en diferentes casos en los que se ha
pronunciado, ha seguido una postura acorde con el sentido de la
referida Exposición de Motivos. Así, por ejemplo, en una senten-
cia de 5 de junio de 1978a, el Tribunal Supremo declaró la nece-
sidad de someter al procedimiento previsto en el artíuclo 1 de
la Ley de 2 de diciembre de 1963 las modificaciones que se pre-
tendían: cambio de zonif icación de los terrenos situados al Norte
del centro cívico y comercial, sustituyendo su actual zonifica-
ción de baja densidad (tipo unifamiliar aislado) por la de densi-
dad media (bloques plurifamiliares), haciendo desaparecer la zona
deportiva que era sustituida por otra de emplazamiento indus-
trial9.
modificar los espacios libres y zonas verdes de un Plari".
8 Az. 2721.
9 En este sentido también se pronunció una S. TS de 22 de
mayo de 19 7 9 ( Az .^ 2 8 7 9) a 1 dec ir :"Esta garant ía , cons iderada su-
ficiente por el legislador de 1956, resultó en la práctica inefi-
caz en muchos casos, ante el acoso de ciertos sectores interesa-
dos en introducir alteraciones en la planificación urbanística,
mediante cambios en la zonificación y aumento de los terrenos
edif icables; acoso que lo que más puso en peligro, por ser lo más
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Sin duda con la Ley 158/63 se frenó un tanto la voracidad
especulativa en torno a estas zonas'o.
3. El TeYto ^tetuadido de la Ley del 8uelo de 9 de abril do 1976
La Ley 19/75, al prever el Texto Refundido de la Ley de
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana en su disposición f inal
2$" y enumerar las disposiciones que habrían de ser objeto de
refundición, incluía entre ellas a"los preceptos de la Ley
158/63, de 2 de diciembre, sobre modif icaciones de Planes de
Ordenacibn Urbana y Proyectos de Urbanizacibn cuando afecten a
zonas verdes y espacios libres previstos en los mismos".
E1 Texto Refundido, en cumplimiento de lo dispuesto en la
Ley ^19 / 1975 , dedicó a la modif icación de las zonas verdes y espa-
cios libres el artículo 50:
apetitoso, fueron las zonas verdes y espacios libres, previstos
en el respectivo Plan; siendo esto la causa de que se promulqara
la Ley 158/63, de 2 de diciembre, introduciendo, como es sabido,
un réqimen especial, con modificación de las reglas de competen-
cia para la aprobacibn def initiva de la alteracibn de estos Pla-
nes, trasfiriéndola al Consejo de Ministros, previo informe favo-
rable del Consejo de Estado y otros Organismos".
Vid. también las Ss. TS de 20 de octubre de 1977 (Az. 3921)
y 11 de mayo de 1979 (Az. 2450).
'o Cfr. MARTÍN MATEO, R., "La reacción frente a las licen-
cias...", cit., p. 58.
" Que se pronuncia como sique: "2. E1 texto refundido inte-
grará en su cuerpo normativo... los preceptos de la Ley 158/63,
de 2 de diciembre, sobre "Modificación de Planes de Ordenación
y proyectos de urbanizacibn cuando afecten a zonas verdes y espa-
cios libres previstos en los mismos", armonizando su contenido
con lo dispuesto en la presente Ley...".
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"Si la modificación de los Planes, Normas Complementarias
y Subsidiarias y Programas de Actuación tuviere por objeto
una diferente zonificación o uso urbanístico de las zonas
verdes o espacios libres previstos en el Plan deberá ser
aprobada por el Consejo de Ministros, previos los informes
favorables del Consejo de Estado y del Ministro de la Vi-
vienda, y acuerdos de la Corporación Local interesada adop-
tados con el quórum del artículo 303 de la Ley de Régimen
Local".
4. El TeYto Refundido do la Ley del Suelo de Z6 de junio do 199Z
E1 Texto Refundido de 1992 incorpora al precepto 12912 el
contenido del citado artículo 50, si bien introduce ciertas modi-
f icaciones:
- Se sustituye "Consejo de Ministros" por "Órgano ejecutivo
Superior de naturaleza colegiada de la Comunidad Autbnoma corres-
pondiente".
- La exigencia de emitir informe se impone al Consejero com-
petente por razbn de la materia y al Consejo de Estado u órgano
12 Dice literalmente: "Si la modif icación de los Planes,
Normas Complementarias y Subsidiarias y Programas de Actuación
tuviere por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico
de las zonas verdes o espacios libres previstos en el Plan, debe-_
rá ser aprobada por el órq.ano ejecutivo superior de naturalez^^^-
colegiada de la Comunidad Autónoma correspondiente, previo infor-
me favorable del Consejero competente por razón de la materia y
del Consejo de Estado y órgano autonómico q ŭe corresponda".
•
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autonómico que corresponda.
- No se recoge la exigencia de qubrum del artículo 303 de
•
a
la Ley de Régimen Local, que establecía la normativa anterior.
- Asimismo, no se incorpora el contenido del apartado 2 Q del
articulo 162 del RP13, que prohibe la aplicación del silencio >
positivo para estos casosla.
13 Dice textualmente: "En este supuesto, no podrá entenderse
producida, en ningún caso, la aprobación definitiva por silencio
administrativo, a la que se ref ieren los artículos 41. 2 de la Ley
del Suelo y 133.1 de este Reglamento".
la Nos remitimos al apartado que lleva por título: Inaplica-
ción del silencio positivo.
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II. REQUISITOS
l. Requisitoa aubjetivos
En principio, son de aplicación las reglas generales sobre
órganos administrativos e interesados que intervienen o pueden
intervenir en el procedimiento de modif icación de un Plan de Or-
denación Urbana. Ahora bien, en todos los Textos Legislativos
desde la promulgación de la Ley 158/63, de 2 de diciembre, se ha
previsto un régimen especial para la aprobación de la modifica-
cibn del planeamiento que afecte a zonas verdes o espacios li-
bresls, régimen éste que no se ha mantenido invariable en los
Cuerpos Legales promulqados desde la mentada Ley de 2 de diciem-
bre de 1963.
La Ley de 2 de diciembre de 1963 exigía
ls La importancia de las zonas verdes ha sido resaltada por
el Tribunal Supremo, asf , en una sentencia de 15 de abril de 1988
(Az. 3073), dice que los espacios libres deben ser entendidos:
"como zonas de especial importancia en ordena a qarantizar la ca-
lidad de vida de que habla el articulo 45.2 de la Constitución,
en cuanto que la existencia y conservación de aquellas contribuye
a mantener el uso del suelo en unas condiciones que impiden la
masif icacibn, y racionalizan ese uso, favoreciendo incluso la
correccibn natural de factores contaminantes, y permitiendo la
existencia de áreas de esparcimiento y el contacto con la natu-
raleza".
Vid. SANZ BOIXAREU, P.J., "E1 réqimen jurídico de...",
cit., pp. 325-353. GARCÍA MANZANO, P., "La subordinación del ré-
gimen del suelo al interés general establecido en el artículo 128
de la Constitucibn española: E1 supuesto de las zonas verdes",
en Estudios sobre la Constitución española, Homenaje al Profesor
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- La aprobación def initiva del Consejo de Ministros.
- El informe favorable del Consejo de Estado y de la Comi-
sión Central de Urbanismo.
- Y prevefa la concurrencia del qubrum previsto en el artí-
culo 300 de la anterior LRL.
Los Textos Refundidos de 1976 y 1992 exigían:
- La aprobacibn del Consejo de Ministros (artículo 50 del
TR/76). No obstante,. a tenor de la legislación autonómica, la
competencia debía entenderse atribuida al Consejero ejecutivo 0
de Gobierno de la respectiva Comunidad Autónoma que hubiese
asumido la competencia del Consejo de Ministros.
Hoy se prevé expresamente la atribución de competencia al
"órgano ejecutivo superior de naturaleza colegiada de la Comuni-
dad Autónoma correspondiente" (articulo 129 TR/92).
- E1 informe favorable del Consejo de Estado y del Ministro
de la Vivienda1ó (articulo 50 del TR/76).
•
Hoy en día, la exigencia de emitir informe se impone al
16 E1 Real Decreto 1558/1977, de 4 de julio (BOE núm. 159,
de 5 de julio de 1977), vino a suprimir el Ministerio de la
Vivienda, que se integra en el Ministerio de Obraŝ Públicas y
Urbanismo.
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Consejero competente por razón de la materia y al Consejo de
Estado u brgano autonómico que corresponda. Asf pues, ya no se
^mantiene con carácter obligatorio -la Ley emplea la conjunción
u, no y-, la emisión de informe por parte del Consejo^ de Estado;
la Ley introduce la posibilidad de que éste sea sustituido por
informe del órgano autonbmico correspondiente. A1 mismo le son
de aplicación los requisitos o condicionamientos que se reconocen
al informe del Consejo de Estado: favorable y vinculante (artícu-
l0 129 del TR/92).
- Y, por último, el Texto Refundido de 1976 se referfa a
"acuerdos de la Corporación Local interesada adoptados con el
quórum del artículo 300 de la LRL". Pero hay que decir que en la
LBRL no se prevé tal quórum especial. Su artículo 47.3.i) exige
el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de
miembros de la Corporación para la adopción de acuerdos sobre
Planes e instrumentos de ordenación urbanística. Así pues, éste
era el quórum exigido aun cuando se trataba de modif icar zonas
verdes y espacios libresi^.
En la legislación vigente no se hace referencia a este re-
quisito.
•
17 Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios..., cit. p. 566. Y
FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.R., Manual de Derecho..., cit., p. 104.
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2. Requisitos objotfvos
La primera cuestión que debemos abordar al estudiar los
requisitos objetivos es si las zonas verdes y espacios libres
necesitan estar determinados en el Plan o si, por el contrario,
es admisible su determinación al margen del meritado instrumento
^ urbanístico.
Durante la vigencia de la Ley 158/63 la cuestión planteada
encontraba su respuesta en el artículo 1, que era del siquiente
tenor literal:
"... no podrá introducirse en ellos ninquna clase de modi-
f icacibn que tuviere por objeto una diferente zonificación
o uso urbanístico de las zonas verdes y espacios libres
previstos en el Plan".
Como se deduce claramente de este artículo la proyección de
las zonas verdes y espacios libres correspondía a los Planes. E1
precepto convirtió en imperiosa necesidad que la asignación de
esta calificacibn urbanfstica correspondiese a un Plan.
También los Textos Refundidos de 1976 y 1992 se refieren,
al reqular la modificación cualificada, a las zonas verdes y es-
pacios libres "previstos en el Plan". La expresión empleada por
el legislador para enunciar a quién o a qué corresponde la tarea-.---
de proyectar estos espacios no deja lugar a dudas: a los Planes.
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E1 leqislador ha mantenido la voluntad de atribuir al planif ica-
dor, y por ende, a los Planes de Urbanismo, la importante función
de determinar que terrenos se hayan afectados por dicha califica-
ción. Si el legislador no hubiera querido atribuir a los Planes
tal precisión se habría limitado a decir "... una diferente zoni-
ficación de las zonas verdes y espacios libres, deberá ser apro-
bada..."; es decir, habría suprimido toda referencia a los Pla-
nes. ^
La sequnda cuestión que debemos dilucidar es si en el su-
puesto de que por falta de Plan se hubiesen aprobado Normas Sub-
sidiarias del Planeamiento, la modif icación de las mismas que
tuviese por objeto una diferente zonificación o uso urbanistico
de las zonas verdes o espacios libres exigiria la aplicación del
citado régimen especial.
En cuanto las Normas Subsidiarias suplen la falta de un
Planla es indudable que este r^gimen. especial será de aplica-
18 Las Normas Subsidiarias tienen carácter normativo. Vid.,
entre otros muchos , ARROYO GARCÍA, J., et a 1. , op . c it ., pp . 5 3 8
y ss. CARRETERO PÉREZ, A., "Naturaleza jurídica de los Planes de
Urbanismo", RDU, núm. 116, 1970, pp. 98 y ss. GARCÍA DE ENTERRÍA,
E. y PAREJO ALFONSO, L. , op. cit. , p. 387 . LÓPEZ PELLICER, J. A. ,
"Elaboración y gestión...", cit., p. 73.
También la jurisprudencia admite la carácter normativo de
l a s Norma s. As i, una S. TS de 3 0 de mayo de 19 7 9 ( Az . 2 612 ), con-
sidera que "la subsidiariedad o complementariedad de las normas
con respecto al planeamiento, índice de la naturaleza provisional
de aquéllas hasta que el plan se apruebe o modif ique con los re-
quisitos o qarantías legales, no priva a dichas normas de su ín-
sito carácter reqlamentario o especif icamente de las superiores
y más generales disposiciones de la Ley del Suelo, adaptándolas
a la circunstancia y necesidades urbanísticas del lugar...".
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ciĉn, si bien es necesario que se pretendan modif icar unas Normas
Subsidiarias por otras posteriores. Así pues, sólo será admisible
la aplicación del meritado procedimiento en el supuesto de modi-
f icación de las Normas existentes y no cuando se pretenda la ela-
boración de un Plan General19.
En favor de la aplicación del artículo 50 a la modif icación
operada por Normas Subsidiarias^de Planeamiento se pronuncib una
sentencia de 11 de noviembre de 198520:
"...podrían ser previstas en las Normas Subsidiarias pero
en todo caso con la limitación que para modificarlas com-
porta el art. 50, el cual explícitamente se refiere también
a la modif icación de estas Normas cuando tenga por objeto
una diferente zonificacibn o uso urbanístico de las zonas
En el mismo sentido y si cabe de forma más rotunda, se pro-
nuncib una S. TS de 2 de febrero de 1979 (Az. 3278): "ante las
qraves consecuencias que se derivan de la ausencia del planea-
miento, con la consiguiente producción de caos e indisciplina
constructiva, especulacibn incontrolada del suelo y ejercicio
arbitrario del derecho a edif icar, la Ley del Suelo establece el
remedio transitorio de las normas subsidiarias, que actfian como
programacibn urbanistica provisional destinada a colmar ese vacío
normativo de ordenación hasta el momento en que se apruebe y co-
mience a reqir de manera definitiva el plan correspondiente al
cual interinamente sustituyen dichas normas, cuya naturaleza ju-
rídica y contenido no pueden ser, por esa finalidad y razón de
ser, otras que las que corresponden a los planes de ordenación
en cuya ausencia tienen su causa aquéllas...".
988.
19 Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, Comentarios ... (Texto...), cit., p.
20 Az. 5549. Asimismo, Vid. las Ss. del mismo Tribunal de 25
de febrero y 22 de marzo de 1982 (Az. 967 y 2320), 7 de marzo de
1985 (Az. 1496) y 5 de abril de 1993 (Az. 2602).
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verdes o espacios libres; de suerte que al llevarse a cabo
en este caso simplemente mediante una modificación de-las
Normas Subsidiarias sin atender a las prescripciones de
competencia y procedimiento especiales, supone una viola-
ción de dicho precepto legal".
Los Textos Refundidos de 1976 y 1992, al regular la modif i=
cación cualif icada incluyen entre los instrumentos urbanísticos
cuya modif icacibn conlleva una diferente zonif icación o uso urba-
nistico de las zonas verdes o espacios libres a las Normas Com-
plementarias y Subsidiarias de Planeamiento. Por consiguiente,
la duda planteada encuentra respuesta en el texto de los respec-
tivos preceptos reguladores de la materia. .
Por último, el procedimiento especial previsto en los artí-
culos 50 del TR/76 y 129 del TR/92 es aplicable, por imperativo
de los citados preceptos, cuando se pretenda la modificacibn de
las zonas verdes o espacios libres delimitados en los Programas
de Actuacibn Urbanistica.
A. Destino del terreno
a) Destinos incluidos en el concepto de zona verde y espacio li-
bre
Bajo la LS de 1956 el concepto de espacio libre era amplí-
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cacibn por prescripción urbanistica21. Sin embargo, a partir de
la reforma legal de 1975 las categorías de zona verde y espacio
libre pierden su anterior imprecisión^.
En el sentido de negar que por espacio libre deba entenderse
toda superf icie inedif icable se ha pronunciado una sentencia del
Tribunal Supremo de 30 de enero de 1992p:
"... no tiene la consideracibn leqal de espacio libre cual-
quier superficie inedificable, sino únicamente aquellos
terrenos que el planeamiento calif ica así incluyéndolos en
el sistema de espacios libres propio del ámbito territorial
ordenado -general o parcial-, con el contenido que especi-
fican los del texto refundido,..., parques y jardines pú-
blicos y zonas deportivas de recreo y expansión".
Por consiquiente, no es admisible decir que son zonas verdes
y espacios libres los terrenos a los que no le han sido reconoci-
das facultades edificatorias. Sino que, solamente tienen tal con-
sideración los que asi hayan sido calificados por el Plan. No se
trata, pues, de un concepto definido por exclusibn, sino que, por
el contrario, es requisito "sine qua non" un pronunciamiento ex-
21 Esta opinión es corroborada por la Exposición de Motivos
de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, cuyo texto, en lo que ahora im-
porta, hemos transcrito al tratar los estándares urbanísticos.
^ Vid, GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op.





Espacio libre es hoy el suelo calificado expresamente como
tal por un Plan (General o Parcial) o Proqrama de Actuación Urba-
nística en el contexto de sus determinaciones sustantivas especí-
ficamente dirigidas al disefío del sistema de espacios libres del
ámbito territorial ordenado y que, por tanto, forma parte inte-
grante de este sistemau. Los articulos 12, nfimero 1, letra b)
y 12 , nfimero 2, apartado 2.1, letra c) de 1 TR/ 7 6, 7 2, letra d)
del TR/92 y 19, número 1, letra b) y 25 y 29, ntimero 1, letra d)
del RPu, relativos a los Planes Generales Municipales de Orde-
nacibn y los artículos,l3, número 2, letra b) del TR/76, 83, nú-
^ ^ Ibidem.
^ Dicen los preceptos citados:
"... los espacios libres destinados a parques públicos y
zonas verdes en proporción..." (artículo 12.i.b) TR/76).
"Delimitación de los espacios libres y zonas verdes desti-
nados a parques y jardines públicos y zonas deportivas de
recreo y expansión" (articulo 12.2.2.i.c) TR/76).
"... el de espacios libres destinados a parques públicos y
zonas verdes en proporción..." (artículo 19.i.b) RP). ^
"...c) El sistema qeneral de espacios. libres constituido
por:
-Parques urbanos públicos, en proporcibn no inferior...
-Áreas públicas destinadas al ocio cultural o recreativo,
como parques deportivos, zoológicos, ferias y otras insta-
laciones análogas"(artículo 25 RP).
"Delimitación de los espacios libres y zonas verdes desti-^^^^
nados a parques y jardines públicos, asi como las zonas de-
portivas, de recreo y expansión también.públicas..." (artí-








mero 2, letra c) del TR/92 y 45, número 1, letra c), 48, ntimero
2 y 49, número 1 del RP^, relativos a las determinaciones de los
Planes Parciales de Ordenación, determinan qué usos deben en-
tenderse incluidos en el concepto de zonas verdes y espacios li-
bres: parques públicos, parques deportivos, zoolbgicos, ferias
y otras instalaciones análoqas.
Una sentencia del Tribunal Supremo de 14 de octubre de
1987^, declarb la consideración como zona verde y espacio libre
de los parques y j ardines . La actora era propietaria de una f inca
situada en el término municipal de S. Adrién de Besós (Barcelo-
na), con una superficie de 188.967 m2, de los cuales 94.892 m2
^ Los preceptos se pronuncian como sigue:
"Señalamiento de reservas de terrenos para parques y jardi-
nes pfiblicos, zonas deportivas públicas y de recreo y ex-
pansión" (artículo 13.2.b) TR/76).
"Señalamiento de reservas de terreno para parques y jardi-
nes públicos, zonas deportivas públicas y de recreo y ex-
pansibn..." (artículo 83.2 c) TR/92). ^
"Señalamiento de reservas de terreno para parques y jardi-
nes públicos, zonas deportivas públicas y de recreo y ex-
pansibn, también públicas, en proporcibn..." (artículo
45. l. c) RP) .
"Deberá expresarse en el Plan Parcial el destino público 0
privado de los terrenoŝ ... correspondientes a espacios li-
bres..." (articulo 48.2 RP). .
♦
"Las reservas de terreno de dominio y uso pt^blico que el
Plan Parcial debe establecer para jardines, zonas deporti-
vas, de recreo y de expansibn, se fi jarán diferenciando ca-
da uno de estos usos. Constituirán el sistema de espacios
libres en este grado de planeamiento, que tendrá carácter^
complementario del sistema de espacios libres del Plan Ge-
neral con el que habrá de coordinarse" (articulo 49.^1 RP).
^ Az. 8656.
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estaban calif icados por el Plan General Metropolitano de Barcelo-
na como "Parque y Jardín Metropolitano" ( 6c) . La modif icacibn del
aludido Plan General, aprobada definitivamente por el Consejero
de Política Territorial y Obras Públicas de la Generalitat de Ca-
taluña el 27 de diciembre de 1983, cambió la calificación de
13.000 m2 de zona de Parques y Jardines (6c) convirti^ndolos en
vial sin observar los trámites procedimentales previstos por la
Ley del Suelo para este tipo de alteraciones, por lo que, el TS
acordó anular el acto de aprobacibn definitiva impugnado.
Los parques y jardines son por deseo del legislador zonas
verdes y espacios libres y, por ello, la modificacibn de los Pla-
nes que les atribuyen tal calificacibn está sometida al procedi-
miento especial previsto y regulado para lo que el legislador ha
tenido a bien denominar modificación cualificada28.
Las zonas deportivas también se hallan incluidas en el con-
cepto de espacio libre. La jurisprudencia así lo entiende. Por
ejemplo una sentencia de 11 de noviembre de 1985^, confirmó la
anulación que respecto de las Normas Subsidiarias de Planeamiento
del t^rmino de Aguete (Madrid) había declarado la sentencia de
instancia por entender que el cambio de calificacibn de "Suelo
28 En este orden de ideas, el TS, en una sentencia de 9 de
marzo de 1993 (Az. 1601), anuló el acuerdo de aprobacibn defini-
tiva del Plane Especial de Proteccibn y Mejora del casco urbano
de San Cugat del Vallés (Barcelona), entre otras razones, porque
había reducido la extensibn del Parque del Monasterio sin obser-_
var los trámites del articulo 50 de la Ley del Suelo. ^^-
519).
^ Az . 5549 . Asimismo una S. TS de 12 de febrero de 1975 (Az .
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s
urbanizable programado. Especial cementerio", de lo que antes ve-
nía calificado de "Equipamiento deportivo", no podía llevarse a
cabo sino a través de los trámites establecidos para la modif i-
cación que afecte a las zonas verdes. Como expresamente dice la
sentencia de instancia en su considerando tercero, aceptado por
el Tribunal Supremo:
"...las zonas deportivas se presentan como una especie de
los espacios libres y zonas verdes, y si bien no excediendo
de las exigencia mínimas de este fin general podrían ser
previstas en las Normas Subsidiarias, pero en todo caso con
la limitación que para modificarlas comporta el artículo
50...".
•
Asimismo, la jurisprudencia no alberga duda alguna acerca
de la inclusión en el meritado concepto de los terrenos desti-
nados a instalación de feria de muestras. Es suficientemente ex-
presiva al respecto una Sentencia de 25 de abril de 198630 que
recoge fielmente la aseveración que se acaba de formular. Se tra-
taba de la revisión y adaptación del Plan General de Ordenación
Urbana de Peñafiel, que fue aprobado definitivamente por la Co-
misibn Provincial de Urbanismo de Valladolid el dia 7 de mayo de
1982 e impugnado ante la Sala.de lo Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Territorial de dicha ciudad. Entre otras razones
se aleqaba por los recurrentes que no se habían cumplido los re-
quisitos exigidos para la modificacibn de terrenos que habían ob-
30 Az. 2967.
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tenido la calificación de zonas verdes o espacios libres, por
cuanto estimaban que el terreno afectado tenfa dicha considera-
ción. La Sala de instancia acoqió el motivo alegado declarando
la nulidad de los acuerdos impugnados y ordenb que en la nueva
revisión que se redactase y tramitase se respetase el uso "lúdi-
cocomercial" del espacio libre en cuestión o, en otro caso, de-
bían obtenerse las aprobaciones que preceptuba el artículo 50 de
la Ley del Suelo31. Promovida la apelación por el Aboqado del
Estado, el TS, aceptando los considerandos de la sentencia apela-
da, la desestimó, confirmando aquella. Lo que importa destacar
de la sentencia es la consideracibn como espacio libre del terre-
no destinado a feria de muestras, por lo que su expone a conti-
nuación la argumentación de la Audiencia para lleqar a tal con-
clusión:
"Que aparte de las infracciones examinadas hasta aquí, se
invocan por los actores otras afectantes específicamente al
sector litiqioso fiqurando en el primer luqar de éstas la
denuncia de la eliminación de un espacio libre de uso pú-
blico, en el que se venfa asentando la Feria de Muestras y
cuyo reconocimiento como tal por la Administración aparece
reflejado en la documentacibn qráfica del Plan, en cuyo
plano 12.-sobre usos existentes- se refiere al carácter
"lúdico- comercial", de toda la superficie a que nos veni-
31 No es este el momento adecuado para discutir si el
procedimiento especial previsto en el artículo 50 de la LS (hoy
129) es aplicable a la revisión o no, por lo que nos remitimos
al apartado que lleva por título Modificación y revisión del










mos refiriendo, ... , cuando en un planeamiento preexis-
tente se delimite una zona como "espacio libre" de carácter
pfiblico o privado ... la modificacibn del planeamiento que
suponga un cambio en la zonificacibn o uso urbanistico de
ese espacio requiere ser aprobado por el Cónsejo de Minis-
tros, previo los informes favorables del Consejo de Estado
y del Ministro de la Vivienda, así como que los acuerdos de
la Corporación Local interesada se adopten con el quórum
del artículo 303 de la Ley de Régimen Local, y demostrado
en este caso el destino a instalacibn de la feria de mues-
tras del terreno que nos ocupa y reconocido por la Adminis-
tración su uso !'lúdico-comercial" es evidente que estamos
ante una superf icie calificable como espacio libre".
b) Destinos excluidos del concepto de zona verde y espacio libre
Las vías de comunicacibn y zonas de protección no forman
parte de la calificacibn urbanística espacios libres. . Ello es así
tanto al amparo de la LS de 1956 como a la vista de los TR de
1976 y 1992. En los tres Cuerpos Leqales, concretamente en el ar-
tículo 3, nfimero 1, el legislador distingue las vías públicas y
medios de comunicación de los espacios libres.
Asimismo, el articulo 25 del RP, al regular los elementos
fundamentales de la estructura general y orgánica de la ordena-
ción del territorio, dedica a las vias de comunicación un apar-
tado independiente del consagrado al sistema general de espacios
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1 ibres32 .
Una sentencia del Tribunal Supremo de 12 de enero de 1973
dice que no deben confundirse dos conceptos, jurídicos y fisicos,
que el legislador distinque en el artículo 3, número 1, apartados
f) y q)33, LS, cuales son los de vías públicas o de comunicaci ĉn
y espacios libres para parques y jardines:
"... siendo así que la mayor o menor extensión de los
accesos a la plaza ahora dividida o al patio interior pro-
yectado y éste, no implican ni consta que sean zonas.ver-
des, y al contrario, se deduce claramente que en su mayoría
no pueden serlo, dado su destino y las condiciones de libre
circulación o estacionamiento de personas y vehículos que
aquéllos exiqen especialmente en el eje de Lucio del
Va l 1ej34 .
32 E1 precepto citado se pronuncia como sique: "El sistema
general de comunicaciones, tanto urbanas como interurbanas, es-
tableciendo las reservas de suelo necesarias para el estableci-
miento de redes viarias y ferroviarias, áreas de acceso a las
mismas, y todas aquellas otras instalaciones vinculantes a este
sistema, como son estaciones de ferrocarril y autobuses, puertos
aeropuertos y otras instalaciones análogas".
33
"f) Formular el trazado de las vias públicas y medios de
comunicación; g) Establecer espacios libres para parques y jar-
dines públicos en cada polígono en propo^ción^adecuada a las ne-
cesidades colectivas y no inferior al 10 por 100 de la super-
flcle" .
E1 leqislador intencionadamente excluyó del concepto de es-
pacio libre a las vías pfiblicas y medios de comunicación.
34 Del mismo tenor es una sentencia del TS de 23 de febrero
de 1979, que dice: "... las vías pfiblicas, y en especial las
dedicadas a tránsito rodado, no pueden clasificarse dentro del








La razón por la que se prohibe incluir a las vías públicas
o de comunicación entre las zonas verdes y espacios libres es ob-
via : los terrenos calif icados como viales no responden a la f ina-
lidad prevista en el preámbulo de la Ley del Suelo de 1956 -cri-
terio que se mantiene en los posteriores textos legales- de "es-
pacios para la normal expansibn de la vida humana fuera del ho-
gar".
Ilustrativa de la exclusión de los terrenos calificados como
vias de comunicación y zonas de proteccibn del concepto de espa-
cio libre es una sentericia del Tribunal Supremo de 14 de otubre
de 198735, en la que el Tribunal declara expresamente:
"nunca una línea de ferrocarril puede ser considerada espa-
cio libre".
Igualmente, una sentencia de 2 de octubre de 1990^ excluye
•
de este concepto a las zonas peatonales:
"Tampoco puede alegarse la necesidad de seguir los trámites
del artículo 50 de la Ley del Suelo, en la consideración de
que estamos en presencia de una zona verde o espacio libre,
pues, tal conceptuación no es aplicable a la zona peatonal" .
de los espacios libres, como ha sido declarado en una sentencia
de 12 enero 1973 (Az. 82)".
3s Az . 8656 .
^ Az. 7830 (considerando de la sentencia apelada).
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B. Alcance cuantitativo de la modificación
La Ley de 2 de diciembre de 1963, posteriormente el TR de
9 de abril de 1976 y, actualmente, el TR de 26 de junio de 1992
prevén, como ha quedado expuesto, un procedimiento especial para
la realización de cualquier modificación que tenga por objeto una
diferente zonif icación o uso urbanistico de las zonas verdes o
espacios libres previstos en el Plan. Con este planteamiento ca-
be preguntarse si la imposición de la referida tramitación espe-
cial ha sido dispuesta con independencia o no del alcance cuanti-
tativo de la modificación. ^
Pues bien, se trata de una prohibicibn terminante de cual-
quier modif icación de la zonif icación o uso resultante, con inde-
pendencia, por lo tanto, de que los espacios globales resultantes
de la modif icación de los Planes sean o no superiores, bastando
una distinta zonificación o, incluso, una simple discrepancia en-
tre lo previsto en el Plan en cuanto a zonas verdes y espacios
libres y lo que se pretende llevar a cabo en la nueva ordenación,
en tanto suponga alteración o supresibn de cualquier espacio ur-
banístico que tuviera el meritado destino, y ello, porque lo que
se prohibe es la modificacibn misma.
A1 confeccionar el Plan el legislador atribuye a las zonas
verdes y espacios libres proyectados la extensión que entiende
precisa el sector en cuestibn, de forma que la reducción de esa
superf icie, por mínima que sea, debe someterse a las garantías
v
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procedimentales previstas por el legislador.
La atribución por el Plan a este destino de un determinado
número de m2 no es una decisión arbitraria, sino todo lo contra-
rio. Y, por ello, cualquier reduccibn de la extensión proyectada
supone un perjuicio para la colectividad cuyo interés debe pro-
teger la Administración. La superficie asiqnada a las zonas ver-
des y espacios libres quarda una estrecha relación con el número
de habitantes del sector, por lo que el quebrantamiento de la de-
bida relacibn espacios vitales-habitantes supone un considerable
perjuicio que debe ser evitado sometiéndolo a rigurosas normas
procedimentales. Tanto la descalificación total como la parcial
conllevan, cada una en su medida, un perjuicio para la colectivi-
dad que debe ser evitado.
E1 Tribunal Supremo considera de aplicación el prócedimiento
especial a cualquier alteracibn con independencia de cual sea la
extensión de terreno afectada. Ahora bien, existe alquna senten-
cia aislada que admite la tesis contraria:
"... el criterio recto para el deslinde de asuntos que de-
ba^n, en esta materia, pasar al Conse jo de Ministros, de los
que deban.quedar a nivel inferior, ha de depender, más que
de un criterio cuantitativo de más o menos importancia, de
uno cualitativo, o de naturaleza, seqún que en el supuesto
de hecho concreto se produzca el fenómeno de una real alte-
ración de la zona verde o espacio libre, o no se produzca
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si bien, a esto último pueda equipararse una modificación
tan insignif icante, que, por eso mismo, no merezca ser to-
mada en consideracibn" (S. TS de fecha 22 de mayo de
1979 ) ^.
Como se ha apuntado anteriormente, la doctrina del Tribunal
Supremo -hecha la anterior salvedad- es clara en esta materia38:
"es la modif icación misma lo prohibido y de ahí que no deba
permitirse aunque sea mínima, aunque suponga permuta de
superf icie".
E1 hecho de excluir de la aplicación del procedimiento es-
pecial el supuesto de modificación de terrenos que siendo zonas
verdes o espacios libres su extensión es mínima carece de funda-
mentación álguna, ya que siendo finalidad de la Ley proteger las
zonas verdes y espacios libres de los continuos acosos de los
particulares, no tendria ninqún sentido eliminar esa proteccibn
por el mero hecho de que la extensibn en cuestión fuese mínima.
^ Az. 2879.
^ En este mismo sentido, vid. las Ss. TS de 12 de enero de
1973 (Az . 82 ), 12 de febrero de 1975 (Az . 519 ), 5 de junio de
1978 (Az. 2720) y 17 de marzo de 1981 (Az. 1803).
Una S. de 17 de julio de 1987 (Az. 7527) dice: "... "pro-
hibición terminante" de llevar a cabo la modif icación del planea-
miento que tenqo por obj eto una diferente zonif icación o uso ur-
banístico de las zonas verdes o espacios libres sin ajustarse a
las reglas de competencia y procedimiento establecidas en el art.
50 del Texto Refundido, prohibición ésta que opera con "indepen-
dencia de su alcance cuantitativo" y que se extiende incluso a









Y es que, ^cómo puede importarle a la Ley la extensión de la su-
perficie protegida?. La Ley tiene que garantizar que los miembros
de la colectividad van a tener la oportunidad de gozar de los es-
pacios libres o zonas verdes y relacionarse con los demás hom-
bres, por lo que lo único que realmente debe preocuparle, y así
ocurre, es que ese derecho -inherente al ser humano- una vez
adquirido, no sea mermado.
Es más, si el leqislador hubiese querido excluir de la apli-
cación de este procedimiento las modificaciones que afectasen a
pequeñas extensiones así lo habría determinado.
Compartiendo el criterio de que el legislador no ha excluido
los supuestos en que la superf icie alterada es insignificante,
el Tribunal Supremo dictb una sentencia el 27 de junio de 197839.
Se trataba en este caso de confirmar la declaración de nulidad,
acordada por la Sala de Valencia en fecha 24 de abril de 1972,
del acuerdo que autorizó el desplazamiento de un edif icio que in-
vadfa una zona de cuatro metros -extensión realmente insignifi-
cante-, que estaba destinada a zona verde; nulidad que fue decla-
rada por. El TS en consonancia con la Sala de instancia aseveró:
"... el edificio ha quedado desplazado de su emplazamiento,
invadiendo una zona de cuatro metros, aproximadamente, se-
gún medidas de escala, que se halla destinada a zona verde;
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acuerdo que autorizó el desplazamiento ya que tal nulidad
absoluta y radical, es establecida por el art. 2Q de la Ley
de 2 diciembre 1963".
C. Permuta de superficie
Una de las técnicas que se emplean para descalif icar las zo-
nas verdes y espacios libres es la de pretender sustituir median-
te la modificación del Plan, los terrenos afectados por otros de
igual o superior extensión. Se pretende que la calificación de
zona verde o espacio libre pase a afectar a terrenos de otro pro-
pietario o a terrenos del propio solicitante de la modifica-
cibn40.
En el primer supuesto, el peticionario justifica, o al menos
eso pretende, que con su solicitud satisface el interés público,
además del suyo propio. Se suele apuntar como causa justificativa
de la modificación que el interés ptlblico queda proteqido al ca-
lificar como zona verde o espacio libre una zona de idéntica ex-
tensión; y, en ocasiones, los interesados llegan más lejos en sus
razonamientos, aleqando que el cambio propuesto es beneficioso
para la colectividad al ser el lugar donde pretende ubicarse más
adecuado.para el fin perseguido, o por ser de mayor extensióñ,
o porque es su interés destinar los terrenos de su propiedad a
un fin público.
°Ó Las hipótesis apuntadas fueron ya anunciadas por GbMEZ-









E1 propietario de los terrenos afectados por esta intere-
sada calificación pretende alterar el Plan para trasladar la car-
ga a otro propietario. La Administración deberá, en todo caso,
examinar las razones aducidas y comprobar si existen, como pre-
tende hacer creer el peticionario, razones urbanísticas que acon-
sejen el cambio interesado. Pero debemos tener presente que el
propietario que resulte afectado por el cambio intentará valerse
de la misma técnica para evitar el daño que tal calificación
conlleva, y así sucesivamente.
E1 Consejo de Estado, en dictamen de 14 de mayo de 1969 (ex-
pediente núm. 36.391), manifestaba la necesidad de diferenciar
los deseos subjetivos del propietario de las razones de interés
general. A1 tratar las razones de interés general decia:
"Estas razones nunca pueden ser los deseos subjetivos del
propietario. Debe pensarse que la sustitución de la zona
verde por otra da lugar a que la nueva calificación urba-
nistica pase a afectar a otro propietario que también puede
tener o proponer utilizaciones de interés social, religio-
so, cultural, sanitario, etc. de sus terrenos. De admitirse
la teoría del respeto a los deseos subjetivos del propie-
tario para justificar sucesivas sustituciones de zonas ver-
des, se establecería una descalificación en cadena de espa-
cios libres que cada vez se irfan situando en zonas más
alejadas o con menos valor".
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En el sequndo supuesto, el peticionario solicita que el cam-
bio se opere en favor de terrenos de su propiedad. Normalmente,
la razón de está solicitud radica en el menor valor económico de
los terrenos propuestos. Se trata de trasladar la carga de los
terrenos de mayor valor económico a los de menor valor.
La Administración deberá decidir en cada caso la posibilidad
o no de efectuar el cambio propuesto. En el supuesto de que sea
indiferente que la calificación afecte a un terreno o a otro la
Administración deberá acceder a la sustitucibn, toda vez que lo
que no se pretende es perjudicar los intereses de un propietario,
sino beneficiar a la colectividad.
Analizada la posibilidad de permutar la superficie afectada
por la calif icación de zona verde o espacio libre, es forzoso
plantearse si es obligatorio acudir al procedimiento de modifi-
cación cualificada para realizar la apuntada alteración del Plan.
La respuesta ha de ser afirmativa, los supuestos de permuta de
superf icie han de someterse al riguroso procedimiento de modif i-
cación. Así lo reconoce el Tribunal Supremo:
"... prohibición terminante de llevar a cabo la modifica-
ción del.planeamiento que tenqa por objeto una diferente
zonificación o uso urbanistico de las zonas verdes o espa-
cios libres sin ajustarse a las reglas de competencia y
procedimiento establecidas en el articulo 50 del Texto Re-
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supuestos de simple permuta de superf icie..." (S. de 9 de
marzo de 1993 ) al . .
•
La ubicacibn de los espacios destinados a zonas verdes
y espacios libres puede ser relevante. La especial protección a
que el leqislador ha querido someter desde siempre la alteración
de estos espacios lleva a concluir la necesidad de observar el
procedimiento de modificacibn cualificada cuando se interese de
la Administración la permuta de superficie.
La razón de este sometimiento a especiales normas de proce-
dimiento ha sido perfectamente explicada por el Tribunal:
"...el ámbito de las zonas verdes, en razbn de la función
que éstas cumplen, no sólo tiene relevancia la extensibn
sino también la situacibn" (S. de 12 de abril de 1991)a2.
•
Esta idea es la que prevalecib en una S. TS de 17 de julio
de 1987a3. En este caso, se trataba de la alteración de la loca-
lización de una zona verde a través de una permuta: un terreno
de quinientos metros cuadrados calificado como zona 6 en el Plan
General Metropolitano -parques y jardines urbanos actuales de ca-
rácter local- vio modificada su calificación pasando a ser zona
18 con otra vinculación urbanistica -zona sujeta a anterior or-
al Az . 1601.
a2 Az . 3298 .
a3 Az. 7527.
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denación volumétrica especif ica- al tiempo que otra parcela reci-
bió la calif icaci ĉn 6. E1 TS partiendo de que el suelo que el PG
había destinado a"parques y jardines" había perdido el destino
verde dibuj ado por aquél sin somterse a las reglas de competencia
y procedimiento establecidas en el artículo 50 del TR/76, lleqó
a un pronunciamiento anulatorio de las actuaciones administrati-
vas.
D. Zonas de carácter pGblico y privado
Se plantea el problema de determinar si el procedimiento
especial previsto en la LS se refiere únicamente a las zonas
verdes y espacios libres públicos o, por el contrario, también
a los de propiedad privada44.
Las zonas verdes y espacios libres que protege la leqisla-
ción urbanística son los previstos en el Plan cuyas determina-
ciones se pretenden alterar. Asf se deduce de^los articulos 1 de
la Ley 158/63, 50 del TR/76 y 129 del TR/92, que se refieren con
claridad a toda clase de modificaciones que impliquen una dife-
rente zonif icación o uso urbanístico de las zonas verdes o espa-
cios libres previstos en el Plan. Los espacios libres para cuya
alteración se ha precisado y se precisa observar el procedimiento
especial son, pues, todos los previstos en el-Plan, públicos o
44 Para GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op.
cit., p. 376, el concepto de zona verde y espacio libre se
entiende con gran amplitud a estos efectos, comprendiendo no sólo
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privadosas. No se debe distinguir donde la Ley no lo hace°6.
Esta idea ha sido resaltada por el Tribunal Supremo:
"...el artículo iQ de la mencionada Ley no distingue entre
zonas públicas y privadas y sujeta a todas, sin excepción,
a la riqida norma del precepto" (S. de 20 de octubre de
1977 ) a^.
Otra sentencia del mismo Tribunal se pronuncia en el mismó
•
sentido:
"...resulta que cuando en un planeamiento preexistente se
delimite una zona como espacio libre de carácter público 0
privado ... la modif icación del planeamiento que suponqa un
cambio en la zonificacibn o uso urbanistico de ese espacio
as Esta opinión no es compartida por SANZ BOIXAREU, P., op.
cit., p. 350, pues al tratar de la especial protección a que
dichas zonas están sometidas dice: "Obsérvese que nos referimos
al especial tratamiento protector del que qozan las zonas verdes
públicas. Las zonas verdes privadas tienen su protección en los
preceptos generales que imponen el cumplimiento de las determina-
ciones de los Planes de ordenación y de los demás instrumentos
de ordenación urbanfstica; su tratamiento no se diferencia del
que la Ley establece para las demás determinaciones de los Pla-
nes" . Y por si albergábamos alquna duda sobre la intención de sus
palabras concluye diciendo que "son los espacios públicos los que
reciben esa especial protección jurídica. Allí donde el espacio
libre, la zona verdes, es simplemente el resultado de la aplica-
ción de las demás determinaciones del Plan... tales zonas, enten-
demos, tienen carácter privado y no gozan de la especial pro-
tección de las zonas verdes públicas".
aa Cfr. GÓNZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios..., cit., p. 568.
a^ Az. 3921.
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requiere ser aprobado por el Consejo de Ministros, previos
los informes favorables del Consejo de Estado y del Minis-
terio de la Vivienda..." (Sentencia de 25 abril 1986)^.
E. La construcci ĉn de aparcamientos subterráneos en espacios li-
bres no implica alteración del uso urbanístico
E1 hecho de que se proyecte una construccibn subterránea en
un terreno calificado como zona verde o espacio libre no consti-
tuye en modo alguno una variación o modif icación de la calif ica-
ción del terreno bajo el cual se proyecta la obra. Y ello, por
el hecho de ser la construcción ajena a la realidad del terreno
en sí mismo. La autorización de la construcción de un aparcamien-
to subterráneo, no afecta la posibilidad de mantener el parque
urbano o las áreas destinadas al ocio cultural o recreativo.
•
En otras palabras, las áreas reservadas a zonas verdes o
espacios libres existirán con independencia de que exista o no
un aparcamiento ba jo el mismo, de modo que las necesidades de los
ciudadanos no se verán perturbadas por una construcción oculta
en el subsuelo.
Asf ha resuelto el Tribunal Supremo algunos conf lictos como
48 Az. 2967. Más reciente es una sentencia del TS de 18 de
marzo de 1988 (Az. 2182) que señala que los espacios libres pue-.
den ser o no "correspondientes a zonas pfiblicas", pues el artí-
culo 49.2 "viene a exiqir unos mayores espacios libres sin preci-
sar que sean de uso público".
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el ref lejado en una sentencia de 29 de marzo de 199049. Un par-
ticular, en ejercicio de la acción pública prevista en el artícu-
l0 2 3 5 de la Ley de 1 Sue 10 , impugnaba e 1 acuerdo de 1 Ayuntami ento
de Madrid de 30 de abril de 1982 por el que se aprobaban los
pliegos de condiciones para la construcción de un estacionamiento
subterráneo para vehículos en la Avenida de Brasil, por estar el
terreno bajo el cual se pretendfa la construcción incluido en la
calificación de "zona verde y espacio libre". La Sala de instan-
cia desestimb^su pretensión, ratificándola después el TS^, que
aceptó los fundamentos de Derecho de la sentencia apelada:
"... en todo caso la construcción del aparcamiento sub-
terráneo no implica una alteración sustancial de la zonif i-
cación o uso urbanístico de la zona verde ya que la super-
ficie del terreno puede perfectamente quedar convertida en
césped y soporte de las especies vegetales consentidas por
su espesor . . . "S0.
En definitiva, en todos aquellos supuestos en que la modi-
f icación del Plan consista en la construcción de un aparcamiento
subterráneo, aunque el terreno bajo el que se obre haya obtenido
la calificación de zona verde o espacio libre si ésta no se ve
49 Az. 2266.
S0 Del mismo tenor es una S. TS de 22 de mayo de 1979 (Az.
2879) , dictada al amparo de la Ley 158/63: ". .., se ha de empezar
por declarar que la transformación tan referida, de zona libre
en aparcamiento subterráneo, si no hace desaparecer la misma, co-
mo ya se ha visto, y, por lo tanto, no precisa seguir los trámi-
tes de la tan repetida Ley de 1963...".
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afectada -resulta inalterada- el procedimiento a seguir será el
general previsto para la aprobación de los Planessl y, solamente
en el supuesto de que se modifique propiamente el terreno -la
superf icie- que hubiera sido calificado con el meritado destino
será de aplicación el procedimiento especial de modificación.
F. Modificacibn y revisión del planeamiento: ^cuándo se aplica
el procedimiento especial?
No toda modif icación de un Plan está sometida a este régimen
especial, sino solamente aquellos supuestos en que la alteración
afecta a una zona verde o a un espacio libre. Asf pues, en el su-
puesto de que la modificación no afecte a estos elementos, sino
a otros de la ordenación urbanística, se estará al régimen gene-
ral.
Ahora bien, la cuestión que se suscita es qué debe enten-
derse por modificación cualificada o especial.
Siempre que se dé a la zona verde o espacio libre una "dife-
rente zonificación o uso urbanfstico", se reduzca su extensión
o, incluso, cuando se permute su superficie se entiende que ha
habido modificacibn cualificada. Sin embargo, no es preciso se-
guir este procedimiento cuando la modif icación consiste en incre-
sl Ello es asf porque el articulo 49 de la anterior LS, hoy
128.1, dispone que el procedimiento a seguir en la modif icación
de cualquiera de los elementos de los Planes, Proyectos, Progra-
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mentar los espacios libres o zonas verdes ya previstos. Esta ase-
veracibn encuentra apoyo, en la exigencia de la LeyS2 de que la
alteración afecte a zonas verdes y espacios libres previstos en
el Plan. Por lo tanto, partiendo de la premisa de que al incre-
mentar no se afecta lo ya previsto en el Plan, la conclusión debe
ser que la modificación que suponga incremento de zonas verdes
o espacios libres se regirá por el procedimiento general. Es más,
si el legislador hubiese querido que la creación de nuevos espa-
cios libres se sujetase a las especiales normas de procedimiento
asi lo habría dispuesto; sin embarqo, se limitó a referirse a los
supuestos de modificacibn de espacios vitales ya existentes.
En otro orden de cosas, es necesario determinar si el proce-
dimiento especial es aplicable únicamente a la modificación o si
lo es también a la revisións3.
Durante la vigencia de la Ley 158/63, la doctrina considerb
mayoritariamente que el procedimiento era aplicable cuando como
consecuencia de la revisión se modificara la ordenación anterior
sobre zonas verdes o espacios libres existentes. Y ello porque
lo que se pretendía era la protección de dichos espacios, arbi-
. s2 Todos los Textos Legislativos desde la Ley 158/63.
s3 A juicio del Consejo de Estado, dictamen 696/1994, de 14
de julio, el procedimiento reforzado no es aplicable a la revi-
sión. Así, dice: "el procedimiento reforzado de protección de las
zonas verdes y espacios libre es aplicable a la modificación de
los Planes, pero no a la otra modalidad del planeamiento, cual
es la revisión; el procedimiento espec^ial solamente es aplicable
en los supuestos de modif icación de los Planes en sentido estric-
to, pero no en los casos de revisión de un Plan".
371
•
Xodificación y Revisión de Planes
trando con este procedimiento la garantía necesaria para proteger
"los raquíticos espacios libres y zonas verdes de las ciudades,
escasos y progresivamente usurpados a la comunidad"^.
Para MUÑOZ MACHADOss si la revisión del Plan llevaba apa-
rejada una diferente zonificación o uso urbanístico de las zonas
verdes o espacios libres, efectivamente_era aplicable la Ley de
1963.
En el mismo sentido se pronunció GÓMEZ FERRER, que entendió
carente de fundamento la af irmación de que la Ley de 1963 no era
aplicable a la vía de revisión de los Planes por entender que es
éste un supuesto distinto del de modificación^.
La jurisprudencia tambi^n lo entendía asi. Por ejemplo en
una sentencia de 24 de diciembre de 1980^ el TS desestimó las
razones alegadas por el apelante relativas a la no aplicación de
la Ley 158/63, de 2 de diciembre a la revisión del Plan General
de Gerona de 1955, porque la Ley era aplicable tanto a la revi-
^ Se trata de una expresión de MUÑOZ MACHADO, S., Revisión
de planes..., cit., p. 200.
ss Vid. Revisión de planes..., cit., p. 186.
^ GOMEZ FERRER, R., Las zonas verdes y espacios libres...,
cit., p. 251, dice que "la vía de revisión podrá dar lugar a una
modif icacibn de los planes, pero en caso de que se produzca, es
necesario efectuarla mediante el procedimiento de la Ley de__
158/63 si implica una diferente zonificación o uso urbanísticĉ ^^-
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sión como a la modificaciónsg.
Pero la cuestión dió un giro radical. Los Textos Refundidos
de 1976 y 1992 se refieren expresamente a la modificación de los
Planes y no hablan para nada de la revisión de los mismos, por
lo que surqe la duda de si hay que entender que el procedimiento
en ellos establecido es sblo de aplicacibn a las modificacioñes
del Plan o si, por el contrario -como ocurria en la leqislación
anterior-, es también de aplicación a la revisión.
Carece de fundamento la aplicación del procedimiento espe-
cial en el supuesto de alteración de las zonas verdes y espacios
libres derivada de la revisión, dado que la Ley es suficientemen-
te explícita al respecto al aludir única y exclusivamente al su-
puesto de modif icación. En el momento de abordar la reforma urba-
nística el legislador era consciente de que la doctrina y la ju-
risprudencia propugnaban que se excluyesen de la aplicación del
precepto los supuestos de revisión. Así pues, si su intencibn hu-
biese sido la de incluirlos lo habría dispuesto expresamente. Sin
embarqo, no lo ha hecho, por lo tanto, no cabe alberqar duda al-
guna sobre la procedencia de la exclusión.
Es más, aceptar que toda revis^ión del Plan en la que se pro-
duzca una alteración o diferente calificación de los espacios li-
bres y zonas verdes ha de someterse al procedimiento especial
previsto para la modificación, teniendó en cuenta que tal alte-
sg Vid. S. TS de 13 de enero de 1978 (Az. 157) .
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ración es una consecuencia normal en las revisiones, sería como
aceptar que el régimen. ordinario de la revisión es idéntico al
de la modificacibn. Sin embargo, esta conclusión resultarfa ab-
surda y fuera de contexto, ya que si este hubiese sido el resul-
tado buscado por el legislador así lo habría previsto.
Se puede argumentar -en favor de la exclusión del supuesto
de revisión- que la alteración de las reglas de competencia se
justifican en el temor a que desaparezcan o se alteren los
espacios libres y zonas verdes, que pueden ser disminuidos, pero
al ser la revisión una reconsideración general del Plan puede
compensar la disminución de espacios en una zona con la delimi-
tación de otros más extensos, mientras que, en el caso de las
modificaciones, los ataques que por esta vfa sufran las zonas
verdes o espacios libres son mucho más difíciles de compensar,
al no producirse en este caso una reconsideración general de las
determinaciones del Plan, sino una simple alteración puntual; que
puede dirigirse frontalmente contra una zona verde anteriormente
delimitada.
También la jurisprudencia ha entendido que el procedimiento
especial es de aplicación exclusiva a los supuestos de modifica-
ción. Asf, e1.TS en una sentencia de 6 de febrero de 198859 de-
sestimb el recurso interpuesto contra el acto de aprobación def i-
nitiva del Plan General de Ponferrada (León) que se impugnaba,
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especial previsto en el artículo 50 del TR/76. La desestimacibn
obedeció a la tesis expuesta de que tal procedimiento no es apli-
cable a los supuestos de revision.
Otra sentencia del TS de 31 de enero de 198960 se pronunció
sobre la inaplicabilidad del artículo 50 del TR/76 en la tramita-
ción del Plan General de Ordenacibn Urbana de Vallada (Valencia) ,
aprobado definitivamente por la Comisibn Provincial de Urbanismo
de Va l lada e 1 2 7 de octubre de 19 81, porque se trataba de un P lan
nuevo resultante de la revisibn del llamado "Plano de Urbaniza-
ción y Ensanche de Vallada" aprobado por la citada Comisión el
9 de mayo de 195761.
60 Az . 595 .
*
61 Vid. S. TS de 12 de mayo, 2 de julio, 19 de octubre de
1982 (Az. 3987, 5257 y 6404), 25 de enero de 1985 (Az. 881), 8
y 24 de abril de 1987 (Az . 4255 y 4757 ), 6 de febrero, 29 de mar-
zo y 16 de noviembre de 1988 (Az. 783, 2278 y 9097), 13 febrero
de 1990 (Az. 1310), 30 de enero de 1991 (Az. 614) y 8 de febrero
y 15 de diciembre de 1993 (Az. 588 y 9561).
Recientemente, el Tribunal Supremo nos ha recordado la im-
posibilidad de aplicar el procedimiento de modificación cualifi-
cada cuando se trate de revisión: S. de 28 de febrero de 1995
(Az. 1083).
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III. PROCED O
1. Lep do 2 de dfciembro de 1963
E1 procedimiento que debe seguirse en los supuestos de al-
teración de alguno de los elementos del Plan es el general, el
que rige la aprobación "ex novo" del Plan. Y ello porque si no^
se siguiesen estos trámites se incurriría en los vicios de inva-
lidez a que dan lugar las infracciones de procedimientoó2.
Ahora bien, junto a lo que podríamos llamar modificación
simple el legislador previb una modificación especial revestida
de ciertas garantías procedimentales. Dichas especialidades son
las reguladas en el articulo 1 de la Ley 158/63, de 2 de diciem-
bre, relativa a zonas verdes y espacios libres, cuya omisión avo-
ca al procedimiento a la nulidad.
De conformidad al precepto citado la modificación del Plan
que tuviere por objeto una diferente zonificación o uso urbanís-
tico de las zonas verdes o espacios libres previstos en el Plan
debía ser aprobada por el Consejo de Ministros, previos los in-
formes ^ favorables del Consejo de Estado y de la Comisibn Central
^de Urbanismo, o, en su caso, de la Comisión de Planeamiento y
Coordinacibn del Área Metropolitana de Madrid, siendo preciso,
además, el acuerdo de la Corporacibn Municipal interesada, que






debia ser obtenido con el qúórum del artículo 303 de la LRL.
Era requisito "sine qua non" que el Consejo de Estado emi-
tiese informe. Este informe debía ser favorable y vinculante^.
E1 Consejo de Estado entró a formar parte del juego, convir-
tiéndose en árbitro de los conflictos entre los intereses de los
propietarios, que tratan de obtener el mayor aprovechamiento de
sus terrenos, y el interés general, que exige la existencia de
espacios libres suficientes^.
Asimismo, el informe que correspondía emitir a la Comisión
Central de Urbanismo tenía que sér favorable y, además, era vin-
culante^.
La referencia que la Ley hacía a la Corporación Municipal
^ Una S. TS de 23 de mayo de 1977 (Az. 2106) insiste en el
carácter vinculante del informe del Consejo de Estado.
PARADA VÁZQUEZ, R., Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y Procedimiento Administrativo Comfin. (Estudio, comen-
tarios y texto de 1a Ley 30/1992, de 26 de noviembre), Marcial
Pons, Madrid, 1993, p. 300: "el informe tiene una configuración
diversa cuando es vinculante, pues entonces la voluntad del órga-
no decisor resulta hipotecada por la del emisor del informe, pro-
duciéndose un supuesto de competencia compartida; pero sin que
el informe adquiera, ni siquiera en ese caso, la virtualidad
propia dé los actos administrativos, es decir la presuncibn de
validez, la eficacia productora de efectos jurídicos y la
consiguiente ejecutoriedad".
^ Vid., en este sentido, MUÑOZ MACHADO, S., Revisión de
Planes..., cit., p. 184. _
^ Así, GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios..., p. 572: "Su
dictamen, ..., es aqui vinculante, como el de los demás órganos
que intervienen". ^
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no era para exigir de la misma informe, sino acuerdo^. Este
acuerdo debía ser favorable a la modificación, ya que en caso
contrario devendría inútil ^la continuación del procedimientoó7.
2. Los Teutos Retundidos de 1976 y 1992
En beneficio de una mejor exposición, describiremos en pri-
mer lugar el procedimiento previsto en el Texto Refundido de 1976
para pasar a continuación a estudiar las garantías procedimenta-
les dispuestas por el legislador de 1992.
Como ha quedado expuesto, se seguían los trámites generales
y, además, los que se relacionan a continuación:
1. La aprobación de la modificacibn correspondia al Consejo
de Ministros. , ^
2. Se exigfa la emisión del informe favorable del Consejo
de Estado y del Ministro de la Vivienda. Dichos informes habían
de ser necesariamente favorables, pues así lo disponía explicita-
mente el artículo 50:
"... deberá ser aprobada por el Consejo de Ministros,
previos los informes favorables del Consejo de Estado y del
^ Así opina GONZÁLEZ PÉREZ, J., Ibidem.
67 Acuerdo que debía ser tomado con el quórum previsto en el
artículo 300 de la LRL.
•
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Ministro de la Vivienda,•••••"^.
Y, además, dichos informes eran vinculantes.
3. Y, por último, se exigía acuerdo de la Corporación Muni-
cipal interesada.
Cuando la Ley se referia a la Corporación Municipal no era
para exigir de la misma informe, sino acuerdo. Dicho acuerdo de-
bía ser favorable a la modificación, por cuanto que en caso con-
trario devendría inútil la continuación del procedimiento.
E1 TR/92 prevé las siguientes qarantías procedimentales:
•
a
1. La aprobacibn de la modificación corresponde al órgano
ejecutivo de naturaleza colegida de la Comunidad Autbnoma corres-
pondiente.
^2. Se exige informe del Consejero competente por razón de
la materia y del Consejo de Estado u Órqano autonómico que
^ Así una S. TS. de 21 de febrero de 1990 (Az. 1511) dice:
"por suponer la modif icación una diferente zonif icación o uso ur-
banístico de las zonas verdes previstas en el Plan, habría sido
indispensable su aprobación por el Consejo de Ministros, previos
los informes favorables del Consejo de Estado y el Ministerio de
la Vivienda, y órganos que hubieran asumido las competencias de
aquél y de éste". Vid. también el pronunciamiento jurispruden-





Este supuesto constituye una excepción a la regla qeneral
prevista en el artículo 83.1 de la LR7PC, pues en este precepto
se prevé, como norma general, el carácter facultativo y no vin-
culante de los informes70.
^ Habrá que estar a la legislación autonómica.
. E1 artículo 76 del TRC dispone: "Si la modificación de los
Planes, Normas Complementarias y Subsidiarias y Programas de
Actuacibn tuviera por objeto una diferente zonificación o uso
urbanístico de las zonas verdes o espacios libres, zonas
deportivas o espacios destinados a equipamientos deportivos
previstos en el Plan, deberá ser aprobada por el Consejo
Ejecutivo, previos los informes favorábles de la Comisión
Jurídica Asesora y del Consejero de Política Territorial y Obras
Públicas y acuerdos de la Corporación local interesada, adoptados
con el quórum del árticulo 112.3.K de la Ley Municipal y de
Régimen Local de Cataluña.
Por lo tanto, se exigen dos informes: el de la Comisión
Jurídica Asesora y el del Consejero de Politica Territorial y
Obras Públicas. Siendo que, ambos informes han de ser,
necesariamente, favorables.
Por otra parte, la legislación catalana exige que el quórum
sea aprobado con el quórum del articulo 112.3.K) de la Ley
Municipal y de Régimen Local de Cataluña.
E1 precepto omite toda alusión al informe del Consejo de
Estado.
En Galicia, la emisión del informe corresponde a la Comisión
Superior de Urbanismo de Galicia (articulo 12 de la Ley 7/1995,
de 29 de junio, de delegacibn y distribución de competencias en
materia de urbanismo).
Vid. las obras de BRAVO FERRER DELGADO, M., "Consejo de Es-
tado de las Autonomias", REDA, núm. 60, pp. 569 y ss; GARCÍA TRE-
VIJANO, E., "Posición institucional del Consejo de Estado", RAP,
núm. 122, 1990; LÓPEZ BENÍTEZ, M., "Nuevas consideraciones sobre
la posición del Consejo de Estado en relación con las Comunidades
Autónomas", REDA, nfim. 64, 1989; TRUJILLO PEÑA, J., "La función
consultiva de las Comunidades autónomas, sus brganos específicos
y sus relaciones con el Consejo de Estado", DA, núm. 226, 1991,.
pp. 153 y ss.
70 E1 precepto dispone: "Salvo disposición expresa en con-
trario, los informes serán facultativos y no vinculantes".
•
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3. Inobservancia del procedimiento: nulidad
E1 artículo 2 de la Ley 158/63 preveía el efecto o conse-
cuencia que se derivaba de la contradicción por los actos enu-
merados en el articulo 165 de la LS de los requisitos y formali-
dades legales previstos en el artículo 1 del mismo Texto Legal:
" Los actos enumerados en el artfculo 165 de la Ley del
Suelo que contradigan lo dispuesto en el artfculo anterior
serán nulos de pleno derecho afin cuando se realicen con
licencia municipal o cualquier otra clase de autorización".
•
La consecuencia ineludible de la inobservancia del proce-
dimiento previsto en el mentado precepto era la nulidad de pleno
derecho, esto es, la nulidad absoluta "ipso iure" de los actos
enumerados en el artículo 165 de la LS.
Id^ntica consecuencia se deriva de la inobservancia del
procedimiento previsto en los Textos Refundidos de 1976 y 1992:
nulidad de pleno derecho71.
71 E1 Consejo de Estado, en su dictamen número 696/1994, de
14 de julio, sobre la pretendida nulidad de pleno derecho de un
Plan Parcial, invocando para la pretensibn de nulidad que el in-
dicado Plan no ha respetado el régimen legal previsto para la mo-
dif icación del planeamiento que tuviera por obj eto una diferente
zonif icacibn o uso urbanistico de las zonas verdes o espacios li-
bres, sienta la siquiente doctrina: "Actos afectados por nulidad
de pleno derecho, según lo establecido en el artículo 47 son
aquellos que proceden de órgano manifiestamente incompetente. Que
en el caso considerado se ha aprobado la modificación del Plan
por un brgano que carecía de competencia, resulta sin más de las
reglas propias del régimen urbanístico, pues a la sazbn la compe-
tencia estaba atribuida al Consejo de Ministros, a propuesta del
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Partiendo de que toda modif icación que tenga por obj eto una
diferente zonif icación o uso urbanístico de las zonas verdes o
espacios libres previstos en el Plan deberá someterse al procedi-
miento previsto a tal efecto por la legislación urbanística, el
TS afirma que, de conformidad a lo establecido en el artículo
47.1 LPAn, apartados a) y c), es incuestionable la concurrencia
de nulidad de pleno derecho cuando se infringe dicho procedimien-
to^.
E1 incumplimiento de los requisitos exigidos para cambiar
la calificación de una zona verde o espacio libre, así como la
reducción de su extensión o la simple permuta de superficie
conlleva la nulidad de todo lo actuado. Y ello es razonable, dado
que la imposicibn de que se observen ciertos requisitos no es un
mero capricho del legislador, sino un medio de protección de
Ministro de Obra Públicas y Urbanismo, y en el derecho actual-
mente vigente al órgano ejecutivo superior de la Comunidad Autb-
noma correspondiente, previo informe favorable del Consejero com-
petente por razbn de la materia y del Consejo de Estado u órgano
autonómico correspondiente. A eŝte vicio de incompetencia se aña-
de la omisión total del procedimiento especial requerido, pues
ni se ha recabado el informe del Ministro (ahora Consejero), ni
el del Conse jo de Estado, de especial relevancia dado el carácter
de brgano no constitucional externo a la Administracibn actora
que tiene el Consejo de Estado y su esencial función garantista,
acentuada en el caso del réqimen de zonas verdes . El carácter
irrenunciable de la competencia y lo ostensible del vicio compe-
tencial permite, entender que la aprobación def initiva conf iqura
un supuesto de nulidad de pleno derecho, a lo que se suma la fal-
ta total y absoluta del procedimiento legalmente establecido para
la modificación del planeamiento qúe afecten a zonas verdes y es-
pacios libres. No se trata de una vulneración o insuficiencia
parcial de trámites, sino que se ha burlado el procedimiento le-
galmente establecido al efecto". _
n Artículo 62.1 LRJPA.
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aquellos espacios destinados tanto a la higiene f ísica de las
ciudades y del individuo como a"la higiene psíquica de las ma-
sas urbanas y del propio ciudadano"74.
4. La reauperaafóa por ol propfetario del suelo de sus facultades
dominfcales sobre un terreno califiaado como $ona verde
La Ley del Suelo de 1956, en su articulo 56, disponía que
los terrenos que no resultasen edificables por sus propietarios
habían de ser expropiados o sometidos a servidumbre en el plazo
máximo de 10 años, plazo que debia iniciar su cĉmputo en el mo-
mento de la entrada en vigor del Plan. En el supuesto de no se
expropiase ni se impusiese servidumbre alguna en el plazo indica-
do, podía el interesado requerir a la Administración para que,
en el improrrogable plazo de 3 meses, llevase a efecto alguna de
las referidas cargas, y sino lo hacía el particular recuperaba
el libre ejercicio de sus facultades dominicales. E1 ejercicio
de estas facultades estaba condicionado por la calificación del
terreno. De forma que si el fundo ostentaba la calificacion de
zona verde o espacio libre no era posible la edificación.
Sin embargo, esta postura no es la que mantuvo el Tribunal
Supremo durante la vigencia de la Ley del Suelo de 1956 y antes
de la entrada en vigor de la Ley 158/63, de 2 de diciembre. Para
la jurisprudencia bastaba con que se hubiese producido el
74 Expresión empleada por PONS GONZÁLEZ, M., y DEL ARCO
TORRES, M.A., op. cit., p. 459.
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transcurso de diez años, para que, previo requerimiento a la
Administración y el transcurso de tres meses, el propietario
recobrase el libre ejercicio de sus facultade dominicales. A
juicio del Tribunal Supremo, el propietario tenía sobre su
terreno las mismas facultades que los titulares de terrenos que
sí resultaban edificables por sus propietarios.
La situación cambió tras la promulgación de la Ley 158/63.
La solución lóqica, apuntada por GbMEZ-FERRER^S, era que la
Administracibn tenía que poner en marcha la reparcelación o la
expropiaci8n; y eventualmente, si estimaba que existfan razones
de interés general para la descalificación, el propietario re-
cobraba el libre ejercicio de sus facultades dominicales, previo
el correspondiente expediente de alteración del Plan a través del
procedimiento legalmente establecido.
•
En el caso de que se construyese en el terreno en cuestión
sin que previamente se hubiese tramitado el pertinente procedi-
miento de modif icacibn, el acto de construccibn era nulo de pleno
derecho por aplicación del artículo 2 de la Ley 158/63, de 2 de
diciembre. Asf lo entendió la jurisprudencia a partir de esta
Ley•
"preciso resulta conjuqar la recuperación de facultades do-
minicales, genéricamente dispuestas en el artículo 56 del
^s Vid. Las zonas verdes y espacios libres. .., cit. , pp. 209-
210.
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texto de 1956, con la específica limitación producida en el




La sentencia vino a confirmar que la recuperación de las fa-
cultades dominicales debía llevarse a efecto respetando el Plan.
La modif icación de las zonas verdes y espacios libres sblo podía
producirse acudiendo al procedimiento especial de la Ley 158/63.
Un supuesto similar puede plantearse al amparo del Texto Re-
fundido de 1992 . Por virtud de un Plan se calif ica un determina-
do terreno como zona verde o espacio libre, concretamente se le
asigna el.uso de parque deportivo. Así las cosas, la Administra-
ción expropia el bien en cuestión para, en teoria, dar cumpli-
miento a la finalidad que le ha correspondido. Decimos en teoría,
porque nunca llegará a implantarse el uso que motivó la expropia-
ción. Transcurrido un cierto tiempo, en todo caso antes de ocho
afios, se procede a la modificación puntual del Plan, que afecta
al referido terreno que, si bien sique siendo zona verde o espa-
cio libre camb'ia su titularidad pasando a ser de carácter pri-
vado. Ante lo sucedido, el antiquo propietario del terreno, adu-
ciendo el artfculo 225 del TR en vigor, exige la reversión'6. Y
76 Vfd. articulo 255: "1. Los terrenos de cualquier clase que
se éxpropien por razones urbanísticas deberán ser destinados al ^
f in específ ico que se estableciese en el Plan correspond.iente.
2. Si en virtud de modificación o revisibn del planeamiento se
altera el uso que motivó la expropiación procederá la reversión
salvo que concurriera alguna de las siguientes circunstancias:
a) Que el nuevo uso asignado fuera iqualmente dotacional público.
A estos efectos se equiparará al uso dotacional pfiblico la cali-
ficación para construcción de viviendas sujetas a algún régimen
de protección pública, con mantenimiento por la Administración
de la titularidad del suelo afectado. b) Que el suelo dotacional
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acto seguido solicita licencia de edificación por considerar que
recupera su terreno con las facultades edif icatorias que había
perdido con la aprobación de aquél primer Plan.
La respuesta es idéntica a la que se ha dado al tratar el
supuesto anterior. Si bien es cierto que el antiquo propietario
recupera el terreno que habfa sido expropiado al concurrir uno
de los supuestos de reversión previstos por la Ley^, no lo es
menos que la recuperación está limitada a la calificación que
para ese terreno ha dispuesto el Plan, de forma que la denega-
ción de la licencia está garantizada. En tanto en cuanto no se
cambie el uso al que está destinado el terreno no será posible
obtener licencia de edificación.
5. inaplicacióa del sileacio positivo
El artículo 32 de la Ley del Suelo de 1956 señalaba en su
apartado 2s, con relación a la aprobacibn definitiva, que trans-
currido el plazo de seis meses desde el ingreso del expediente
que motivb la expropiación hubiese sido efectivamente implantado
y mantenido durante ocho años".
^ A la vista del artículo 225 del TR/92, procede la rever-
.^ sión cuando en virtud de modificacibn o revisión se altera el uso
que motivó la expropiacibn. Pero la regla general tiene excepcio-
nes:
a) Que el nuevo uso asignado fuera igualmente dotacional
público.
b) Que el suelo dotacional que motivó la expropiación hu-







Xodificación y Revisión de Planes
a
en el Registro sin comunicar la resolución se entendía aprobado
por.silencio administrativo. Tomando en consideracibn que este
precepto era aplicable a la modif icación de los Planes, se plan-
teaba la duda de si tal silencio había de entenderse aplicable
a la modificación que afectase a zonas verdes o espacios libres.
Si la posibilidad apuntada fuese factible quedaba abierta una via
de escape para dejar de aplicar el procedimiento que establecia
la Ley 158/63, de 2 de diciembre.
La respuesta ha de ser neqativa. La finalidad perseguida por
esta Ley era la de cambiar el procedimiento previsto con carácter
general para los supuestos de alteracibn de Planes, imponiendo
la necesidad de que se cumpliesen todos y cada uno de los trámi-
tes establecidos al efecto, de forma que ninguna modificación que
afectase a zonas verdes y espacios libres pudiese realizarse
prescindiendo de los mismos, lo que excluye la posibilidad de que
el Plan fuese aprobado por virtud del silencio administrativo po-
sitivo^.
Por lo que respecta al Texto Refundido de 1976, el legisla-
dor prohibib expresamente, como después hizo en el Reqlamento de
Planeamiento de 1978, que la aprobacibn definitiva se produjese
por silencio administrativo.. ^
El nuevo Texto Refundido, sin embarqo, no incorpora la im-
^ Vid. GÓMEZ-FERRER MORANT, R., Las zonas verdes y espa-
cios..., cit., p. 250.
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portante regla ĉontenida en el apartado 2Q del artículo 162 del
RP^, en el sentido de prohibir la aplicación del silencio posi-
tivo cuando se trate de aprobar definitivamente la modificación
del Plan que afecte a zonas verdes o espacios libres previstos
en el mismo.
GONZÁLEZ PÉREZ80 considera que el problema de hasta qué
punto ha llegado a producirse un acto por silencio positivo se
traduce en verificar si infringe o no el Ordenamiento jurídico.
En otras palabras, a la modif icación que conlleve diferente zoni-
ficación o uso urbanístico distinto no le será de aplicación la
regla del silencio positivo cuando infrinja el Ordenamiento jurí-
dico. -
Corrobora esta tesis lo dispuesto en el artículo 120 del
Texto Refundido de 1992:
"2. Tampoco se aplicará el silencio administrativo positi-
vo... cuando la aprobación del plan esté sometida a requi-
sitos especiales, legal o reglamentariamente estableci-
dos".
La Ley del Suelo dispone que a^ los supuestos de modif icación
^ Que dice textualmente: "En este supuesto, no podrá
entenderse producida, en ningún caso, la aprobación definitiva
por silencio administrativo, a la que se refieren los artículos
41.2 de la Ley del Suelo y 133.1 de este Reglamento".
80 Comentarios... (Texto...), cit., pp. 918-920.
•
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de Planes de Urbanismo cuya aprobacibn esté sometida a la obser-
vancia de especiales normas de procedimiento no les será de apli-
cación la regla del silencio positivo, por lo tanto este princi-
pio general debe regir en los supuestos de modificación cualifi-
cada, toda vez que el ordenamiento jurídico prevé para ellos ri-
gurosas qarantías procedimentales.
El Tribunal Supremo en una sentencia de 27 de febrero de
198081 asevera que de conformidad el artículo 133. 3 del RP la
aprobación def initiva por silencio positivo no puede adquirir va-




82 En el mismo sentido, se pronuncian las Ss. TS de 30 de
enero y 10 de mayo de 1990 (Az. 362 y 4060).
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i. $teatos jurfdico-proaesales: Laabo recurso ordinario o direa-
tamente contencioso-adminfstrativo?
E1 órqano del que emana el acuerdo aprobatorio de la modif i-
cación carece de superior jerárquico y, por lo tanto, pone fin
a la vfa administrativa, con lo que la consecuencia obvia es la
improcedencia de interponer recurso ordinario contra el acto
aprobatorio de la modif icacibn que tenga por obj eto una diferente
zonificacibn o uso urbanístico de las zonas verdes o espacios li-
bres previstos en el Plan. Habrá que acudir directameñte a la vfa
contencioso-administrativa.
Respecto de las potestades de la Jurisdicción para revisar
los acuerdos que ponen fin a este procedimiento especial de modi-
ficación, hay que hacer las siguientes precisiones83:
- Que se denieque la modif icación porque alguno o todos los
informes no sean favorables.
Como ya quedó expuesto, es requisito "sine qua non" que los
informes requeridos sean favorables, por lo que, en el supuesto
de que alguno de los dictámenes emitidos no tenqan tal carácter
la modificacibn deberá ser denegada por el brgano competente. Tal
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decisión no podrá ser anulada por la jurisdicción, salvo por
vicios procedimentales esenciales.




En este supuesto, la jurisdiccibn debe verif icar si la deci-
sión es ajustada a Derecho, porque el hecho de que se hayan emi-
tido informes favorables no conlleva necesariamente la aprobación
de la modificación. Si la modificación aprobada es contraria/dis-
conforme con el Ordenamiento jurídico la jurisdiccibn deberá anu-
larla.
- Que se dé el supuesto contrario, es decir, que se denie-
gue la modif icación previos informes favorables.
La respuesta es la misma que en el supuesto anterior. La ju-
risdicción puede examinar si la decisión adoptada es la ajustada
a Derecho. E1 carácter favorable de los informes no acredita nada
más que el cumplimiento de unos trámites esenciales, existiendo




A. Modif icación de los Planes con infracción del réqimen espe-
cial
E1 hecho de que la inobservancia del procedimiento especial
constitiya una infracción del ordenamiento jurídico hace indiscu-
tible que deba ser estimado el recurso que contra ella se inter-
ponga.
Ahora bien, puede suceder que habiéndose realizado la modi-
f icación cón infracción de Derecho, hayan transcurrido los pla2os
para la interposición de los pertinentes recursos. En este caso
la solución procedente no es otra que la impugnación indirecta
del Plan, esto es, la impuqnacibn de los actos dictados en eje-
cución del mismo^.
En efecto, con arreglo al articulo 39 de la Ley de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa los Planes urbanisticos, igual
que las normas, pueden ser atacados en dos momentos: pueden ser
impugnados directamente al ser publicados y pueden serlo indirec-
tamente al ser aplicados por medio de actos^administrativos, en
cuyo caso.se impuqna el acto de aplicación de la Norma y el Plan
^ La base de la impuqnación directa no sería otra que la
ileqalidad del Plan. Así lo dispone el apartado 2Q del artículo
39 de la Ley Requladora de la Jurisdiccibn de 27 de diciembre de^
1956 que se pronuncia en los siguientes términos: "También será^-
admisible la impugnación de los actos que se produjera en aplica-
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habilitante.
B. Licencias otorgadas con infracción de la zonificación o uso
urbanístico de las zonas verdes o espacios libres^
La Ley 158 / 63 , de 2 de diciembre, intentó adoptar una serie
de garantías procedimentales que permitiesen evitar los defectos
de que adolecía la Ley del Suelo de 1956. Ha quedado demostrado
que esta Ley extremb las garantías procedimentales con el fin de
evitar que las zonas verdes y espacios libres fuesen objeto de
indiscriminadas modificaciones, alteraciones carentes de justi-
ficacibn. E1 siguiente paso dado por el legislador fue intentar
conseguir que las obras que pudieran ejecutarse se ajustasen a
los Planes. Por ello, dispuso en el artículo 2:
"1. Los actos enumerados en el artículo 165 de la Ley del
Suelo que contradiqan lo dispuesto en el artículo serán nu-
los de pleno derecho aun cuando se realicen con licencia
municipal o cualquier clase de autori2ación.
2. E1 Ayuntamiento, el Alcalde o el Presidente de la Comi-
sión Provincial de Urbanismo dispondrán la inmediata sus-
pensión de las obras ejecutadas contra lo dispuesto en esta
Ley y, una ve2 comprobada la infracción urbanística, anula-
rán la licencia o autorización concedida, en el plazo máxi-
^ La requlación del Texto Refundido de 1976 es idéntica al
del 92.
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mo de dos meses a partir de la orden de suspensibn.
3. Asimismo dispondrán la inmediata demolición de las obras
y adoptarán las demás medidas necesaria para el restableci-
miento de la situación legal, sin perjuicio de las indemni-
zaciones que procedan, si la licencia o autorización hubie-
ren sido concedidas errbneamente, de las que responderá
quien las haya expedido".
La nulidad de pleno derecho de las licencias que amparan
construcciones asentadas en zona verde fue declarada por el TS
en una sentencia de 13 de febrero de 1978^. En este caso, la
Sala de instancia habfa declarado nulas las licencias que ampa-
raban la construccibn de cuatro edificios por haber sido erigidos
sobre suelo calificado como zona verde y habia ordenado el derri-
bo de las construcciones en aquella parte en que se asentaban en
zona verde; asimismo habia acordado la nulidad de la licencia
concedida para edificar un quinto^edificio en zona verde.
El TS confirm8 la sentencia apelada y la procedencia, por
tanto, de la declaración de nulidad de las licencias y el consi-
guiente derribo. Las dos razones que sirvieron de fundamento a
ambas sentencias fueron:
"... la primera que no pueden ser amparadas edificaciones
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namiento jurídico v^iqente..., En segundo término ..., la
observancia rigurosa a que viene obligada toda licencia, de
lo preceptuado en los artículos iQ y 2Q de la Ley de 2 de
diciembre de 1963 sobre el respeto a las zonas verdes bajo
sanción de nulidad radical".
La anulación de licencias concedidas erróneamente daba lugar
a la responsabilidad del ente que habfa concedido la licencia.
A juicio de GóMEZ-FERRER, la solucibn era injusta y despro-
porcionada. Pues, mientras se imponía la responsabilidad a la Ad-
ministracibn el verdadero creador de estas situaciones, el titu-
lar del interés particular contrapuesto al interés público, se-
guia quedando indemne. El peticionario de la licencia era el fini-
co interesado, y beneficiado, en que se cometiese la infracci ĉn
del Plan que suponía el otorgamiento de la licencia ilegal y la
realización de las obras; es él quien presentaba un proyecto ile-
gal, quien excitaba la actividad de la Administracibn y quien
la inducía a cometer el error.
Para GARCÍA DE ENTERRÍA^, sin embargo, debía admitirse un
concurso de culpas, de forma que la responsabilidad no recayese
exclusivamente en la Administración, ni tampoco, como propone el
autor anteriormente citado, en el particular.
^"La responsabilidad del Estado por el comportamiento
ilegal de sus brganos en derecho español", en Perspectivas del
Derecho público en la sequnda mitad del siqlo XX, Madrid, 1969,
p. 900.
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Esta segunda opción es la que parece más justa y correcta.
Los Planes de Urbanismo obligan en su cumplimiento a la Adminis-
tración y a los administrados, debiendo por ello ajustar ambos
su actividad a las determinaciones de aquellos. En el supuesto
de que este ineludible deber fuese incumplido, a quienes hubiesen
consentido o provocado ese incumplimiento correspondía cargar con
las consecuencias que de tal comportamiento se derivaban. La Ad-
ministracibn que consentia y el particular que provocaba la comi-
sión de la infracción eran los sujetos responsables.
Por su parte, el Texto Refundido de 1976 y el posterior de
1992 mantienen la nulidad de pleno derecho para los supuestos de
otorgamiento de licencias que infrinjan la zonificación o uso
urbanístico de las zonas verdes o espacios libres previstos en
los Planes. Así, el dice el artículo 25588:
"Las licencias u brdenes de ejecucibn que se otorgaran con
infracción de la zonificación o uso urbanístico de las zo-
^ Hay que tener en cuenta, además, la legislación autonó-
mica en esta materia:
Asturias.- Ley 3/1987, de 8 de abril, de disciplina urba-
nística. Articulo 10.3 y 4.
Baleares.- Ley 10/1990, de 23 de octubre, de disciplina ur-
banistica. Articulo 74.
Madrid.- Ley 4/1984, de 10 de febrero, sobre Medidas de
Disciplina Urbanística. Articulo 31.
Cataluña.- Decreto Legislativo 1/1990 , de 12 de julio, por
el que se aprueba el texto refundido.de los textos legales
vigentes en Cataluña en materia urbanística. Artículó 253.






nas verdes o espacios libres previstos en los Planes serán




Los efectos de esta declaración de nulidad son distintos se-
gún que los actos se encuentren en curso de ejecución o consuma-
dos. En el primer supuesto, procederá la suspensión de los efec-
tos de la licencia y consiquientemente la paralización inmediata
de las obras iniciadas a su amparo; adoptadas estas medidas el
Alcalde procederá, en el plazo de tres dfas, a trasladar dicho
acuerdo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo a los efectos
previstos en el artículo 118 de la Ley reguladora de la Juris-
diccibn Contencioso-Administrativa, en el supuesto de que la sen-
tencia anule la licencia se estará a lo dispuesto en el artículo
40 del TR/9290. ^
En el segundo supuesto, se procederá a la anulación de las
89 En el mismo sentido se pronuncia el artículo 41 apartado
iQ del RD.
90 Seqún este precepto "la edificación realizada al amparo
de licencia posteriormente declarada ilegal por contravenir la
ordenación urbanistica aplicable no queda incorporada al patri-
monio del propietario del terreno. La resolución administrativa
o judicial que contenga dicha declaracibn se notificará al Regis-
tro de la Propiedad para su debida constancia".
Por ^lo que respecta al^valor del terreno, este será "el
correspondiente al grado de adquisición de facultades urbanís-
ticas cuando se solicitb la licencia". En el supuesto de que el
propietario no hubiese adquirido el derecho al aprovechamiento
urbanístico en el momento de solicitar la licencia que ha sido
posteriormente anulada, procederá la expropiación del terreno o__
su venta forzosa. En el supuesto de que dicho derecho ya hubiesE^ ^-^
sido adquirido, deberá solicitar nueva licencia en el plazo de
un año a contar desde el requerimiento que a tal efecto se for-
mule al interesado. ^
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obras de of icio por los trámites previstos en el articulo 102
LRJPA91. A1 amparo de este precepto la revisibn puede realizarse
sin límite temporal alguno. No obstante teniendo presente el
principio de seguridad juridica consaqrado por nuestra Consti-
tución^, es lógico que no prescriban las infracciones urbanis-
ticas. En todo caso jugarán los límites que establece el articulo
106 LRJPA, cuyo tenor es el que se expone a continuación:
"Las facultades de revisión no podrán ser ejercitadas cuan-
^
do por prescripción de acciones, por el tiempo transcurrido
o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario
a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares
o a las leyes"^.
Por lo que respecta a la responsabilidad derivada de la con-
cesión de licencias en terrenos que gozan de la calificación ur-
banística de zona verde o espacio libre, en principio, la anula-
91 E1 TR/92 hace referencia al precepto 109 LPA, pero esta
referencia debe entenderse hecha al artículo 102 LRJPA.
^ Artículo 9.3 CE: "La Constitución garantiza el principio
de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las nor-
mas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no
favorables o restrictivas de derechos individuales, la sequridad
jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrarie-
dad de los poderes publicos".
^ En este mismo sentido, SÁNCHEZ BLANCO, ...et. al., Apro-
ximación a la Ley de Régimen .7urídico de las Administraciones Pú-
blica y del Procedimiento Administrativo Común, Aranzadi, Pamplo-
na, 1993, p. 170: "Por otro lado, no existe limite temporal al-
quno para la iniciacibn de este procedimiento ("Las Administra-
ciones pfiblicas podrán en cualquier momento. ..") , debido al grave
vicio de que adolece el acto, aunque debe moderarse con los
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a
ción de una licencia urbanística, en cuanto conlleva la imposibi-
lidad de continuar la actividad autorizada, ocasiona al titular
de la misma unos daños y perjuicios. Así, el titular de la licen-
cia que se pretende anular sufre un perjuicio patrimonial fruto
del ilegal e irresponsable actuar de la Administración. La^ine-
vitable consecuencia de esa ilícita conducta es la obligación de
indemnizar al perjudicado^.
Ahora bien, ^toda anulación de licencia conlleva la obliga-
•
^ Ahora bien, la indemnización sólo procederá cuando la
causa del error sea imputable a la Corporación que revisa su
acuerdo.
En este sentido se pronuncia una sentencia de fecha 19 de
diciembre de 1975, si bien deja constancia de la dif icultad de
probar la malicia o negligencia en el actuar de la Corporación,
dada la presunci ĉn de buena fe de que goza la Administra-
ción:"...si bien es cierto que la simple anulación de un acto
administrativo no comporta, sin más, la existencia de tal
pretensibn indemnizatoria, teniendo que justificarse, además, la
malicia o negligencia en el actuar de la Corporación de que se
trate, así como la justif icacibn del importe de los daños o
perjuicios que se soliciten, determinándose al menos las bases
o parámetros cardinales para determinar su importe, es decir las
partidas sujetas a tal indemnización -Ss. del TS de 12 julio
1960, 27 junio 1962, 10 mayo 1963, 8 febrero y 20 octubre 1964,
10 febrero y 30 junio 1965, 22 junio 1966 y 27 octubre 1967,
entre otras-, si bien no es fácil determinar la malicia o dolo
del actuar corporativo, máxime teniendo en cuenta la presunción
de buena fe de que goza la Administración en su actuar si se
colige indubitadamente una neqligencia inexcusable, pues aparte
de dejarse sin efecto, en parte, una licencia dada o conferida
con arreglo a unas alineaciones, al haberse determinado éstas con
error al amparo del artículo 16 del Reglamento de Servicios,
implicando tal^cambio la consiguiente indemnización -que aquí no
se declara por no ser tema del debate y haber sido aceptado tal
cambio por el recurrente al no recurrir el acuerdo de la Comisión
Municipal Permanente de 11 de octubre de 1967-, también consta
inequívocamente la negligencia tácita reiterada, para no llevar
a la práctica lo que constantemente se le solicitĉ el
levantamiento del acta pertinente para señalar la alineación de
la obra de Autos con arreglo al Plan vigente de ordenación y, en
consecuencia, el alzamiento de la suspensión pendía sobre tal
obra...".
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cibn de la Administración de indemnizar?.
Para la doctrina que se ha ocupado de este tema, la cuestión
es muy polémica. Para un sector doctrinal^ tanto el administra-
do como la Administración tienen obliqación de cumplir el Plan
y si se pretende efectuar una construccibn tan notoriamente ile-
gal como la de edificar en un espacio libre cabe determinar un
concurso de culpas que no exonerará al contratista. Otro sector
de la doctrina científica opina que% como regla general el ti-
tular sufre una lesión patrimonial que es consecuencia directa
del ilegal obrar de la Administracibn pública. De ahi la proce-
^ Vid. MARTÍN MATEO, R., "La reacción frente a las licen-
cias...", cit., p. 70: "no parece que la responsabilidad de la
Administración deba alcanzar a cubrir estos supuestos. Cuando
existe un Plan de urbanismo, el administrado tiene obliqación de
cumplirlo y de ajustar^su actividad al plan; y si incumple sus
obligaciones, debe responder de las consecuencias de su activi-
dad, sin que pueda trasladarlas a la Administración por el hecho
de haber conseguido inducirle a cometer un error. E1 daño al par-
ticular no es producido por la licencia, sino por su propia deci-
sión de realizar obras no ajustadas al Plan" (GÓMEZ FERRER, Las
zonas verdes y espacios libres..., cit., p. 83).
^ GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios... (Texto... ), cit., p.
1656.
En el mismo sentido se pronuncia MONTORO CHINER, M^ J., La
responsabilidad patrimonial de la Admínistraci8n por actos urba-
nísticos, Montecorvo, Madrid, 1983, p. 129: "Estimamos que la ju-
risprudencia está decantándose por estimar que ya que, la anula-
ción de licencias producen un dafío o lesión patrimonial indemni-
zable, sólo enervable por mediación de dolo, culpa o negYigencia^
grave, que no acudan las Corporaciones a disfrazar su falta de
examen concienzudo del procedimiento -su incorrecto funciona-
miento- en circunstancias que, imputadas al peticionario, le
eliminarían el derecho a la justa indemnización, con lo que fá-
cilmente se quebraría el principio general de la responsabilidad
de la Administración por aplicacibn de un precepto -el 232- del
Texto Refundido de la Ley del Suelo que lo que precisamente ha
intentado es matizarlo. Evidentemente habrá que acudir a las pre-
sunciones que en cada caso inclinen la imputabilidad de la res-
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dencia de la indemnización. Pero la regla señalada tiene una im-
portante excepción, cual es que "no habrá lugar a indemnización
si existe dolo, culpa o negligencia grave imputables al intere-
sado"^. Así pues, para eximir a la Administración de la obliga-
cibn de indemnizar no basta con que el peticionario tuviese
conocimiento de la infracción urbanística, sino que es necesario
que concurra en el peticionario alquna de las meritadas circuns-
tancias98.
^ Una sentencia del Tribunal Supremo de 30 de enero de 1987
(Az. 2032) asevera: "... la regla general tiene una importante
excepcibn en la norma contenida en el número 2 del artículo 232
de la citada Ley (artículo 39 del Reglamento) al preceptuar que
"en ningún caso habrá lugar a indemnización si existe dolo, culpa
o negligencia graves ^imputables al perjudicado; prueba que ha de
correr a cargo de quien la alegue -como causa de exoneración-
conforme a las reglas generales. Y si es cierto que cuando se
otorga una licencia que infrinja el ordenamiento, lo es a peti-
ción del interesado y como regla de conformidad con el proyecto
presentado, por lo que hace difícil la posibilidad de alegar des-
conocimiento de la infracción (salvo en casos de ordenaciones ur-
banísticas incompletas o confusas, etc) . Sin embargo, ello no es
suf iciente porque la nueva normativa no supone una exención total
y absoluta de responsabilidad, sino que exige la existencia de
dolo o culpa grave imputable al administrado, no bastando que el
peticionario tuviera conocimiento de la infracción o ilegalidad
en que incurre el proyecto presentado para que produzca la exen-
ción de responsabilidad, sino que estos conceptos hay que enten-
derlos en relación con la conducta o actuación del particul^ar-
peticionario dentro del procedimiento de concesión de licencias
ya que la conciencia de ilegalidad por parte del interesado re-
sulta insuf icientes a estos efectos...". ^
^ En este sentido es ilustrativo tener en cuenta la Exposi-
ción de Motivos del Texto Refundido de 1976: "Si la actuación del
particular está amparada por una licencia, otorgada por Ia Admi-
nistración, cabe plantearse si la anulación del tal título jurí-
dico declarativo de derechos y sus consiguientes medidas ejecuti-
vas genera una indemnización de daños y perjuicios en'favor del
titular de la licencia.
E1 Proyecto, en este punto, recoge el principio de respon-
sabilidad de la Administración, formulado en términos generales,
con posterioridad a la Ley del Suelo, por la Ley de Régimen Jurí-
dico de la Administración del Estado. Por otra parte se recibe
en el texto otra regla sancionada por el Ordenamiento juridico
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E1 Tribunal Supremo ha entendido que la dif icultad de alegar
que el peticionario de la licencia desconocía la infracción del
ordenamiento jurídico en que ésta incurrfa no es suficiente para
hacer recaer sobre el particular la responsabilidad exclusiva,
porque la normativa exige la existencia de dolo o culpa grave
imputable al administrado, no bastando que el peticionario
tuviera conocimiento de la infraccibn o ilegalidad en que in-
curriere el proyecto presentado. La conciencia de ilegalidad por
parte del interesado resulta insuf^iciente a estos efectos, por
cuanto que la Administración municipal al otorgar la licencia no
puede prescindir de un estudio completo de la petición para ver
si se adecua o no al Plan o Norma Urbanistica aplicable^.
En síntesis, y en nuestra opinión, si bien es cierto que la
regulación actual, a diferencia de la de 1963, no prevé de forma
expresa la responsabilidad de la Administración Pública, no es
menos cierto que tal responsabilidad existe por remisión al artf-
comfin: Nadie puede valerse del dolo para obtener una indemniza-
ción, ni tampoco puede protegerse una conducta gravemente negli-
gente para obtener ventaja de ella. De ahí que, congruentemente
con la enumeración de los supuestos de autoría o imputabilidad
de las infracciones urbanisticas, se excluyan de responsabilidad
a cargo de la Administración los supuestos de dolo, culpa o ne-
gligencia qraves, imputables al perjudicado, cuya apreciación se
reserva a los Tribunales". .
^ S. de 30 de enero de 1987 (Az. 2032). Igualmente se pro-
nuncia una S. del TS de fecha 13 de octubre de 1981 (Az. 4147)
en la que se anula una licencia otorqada en zona verde indemni-
zando al perjudicado: "... si concedida una licencia de obras,
ésta es anulada por un Tribunal por haberse edificado en zona
verde, y la concesión fue debida a error sólo imputable a.la Ad-
ministración, el perjudicado tiene derecho a ser indemnizado con-
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culo 255, al amparo del cual, la Administración es responsable
de los perjuicios derivados de la anulación de licencia, salvo
cuando el partiĉular incurra en dolo o culpa grave'°°. No es
suf iciente para exonerar a la Administracibn de responsabilidad
que el peticionario tuviera conocimiento de la ilegalidad o in-
fraccibn en que incurre el proyecto, sino que es requisito insos-
layable la concurrencia de dolo o culpa grave del peticiona-
riolol. La Administración no debe dar por bueno lo que el parti-
cular pretende, sino que debe examinar si la obra que se pretende
ejecutar se adapta a la legalidad102. Para decirlo con palabras
de una sentencia del Tribunal Supremo ya citada de 13 de octubre
de 198: ^ .
"... la Administración municipal no puede limitarse a dar
por bueno lo que los administrados pretenden, sino que le
obliga a comprobar la total adaptación juridica de la obra
proyectada...".
10° E1 dolo o culpa qrave del peticionario hay que relacio-
narlos con la forma de presentar el proyecto a la Administración.
Si se presenta de tal modo que puede inducir a error a la Admi-
nistración, cabe hablar de dolo. Pero no lo sería y únicamente
podrfa considerarse culpa qrave presentar un proyecto .en f lagran-
te contradiccibn de un Plan.^
lol Vid CORELLA NOMEDERO, J.M., La infracción urbanfstica,
Ministerio de la Vivienda, Madrid, 1977, pp. 252 y ss; BASSOLS
COMA, M. ,"E1 control de la legalidad urbanistica en la nueva Ley
del Suelo", REDA, núm. 6, 1975, pp. 241 y ss.
102 Es el brgano administrativo, previos los informes de sus




Una sentencia de 2 de marzo de 19821°° dice que procede
indemnizacibn:
"... pues la revocacibn de una licencia constituye una pri-
vación imperativa de un derecho y no solamente en base al
artículo 1 LE y de su Reglamento, sino en base a preceptos
más fundamentales y generales, como son el artículo 33.3 de
la vigente Constitucibn española, que ha sustituido al ar-
tículo 32 del derogado Fuero de los Españoles, al decir que
"nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos, sino por
causa justificada de utilidad pfiblica o interós social, me-
diante la correspondiente indemnización y de conformidad a
lo dispuesto por las leyes", y el articulo 232 de la vigen-
te Ley del Suelo, que, concretando tal principio básico en
la materia objeto del recurso, determina sin lugar a dudas
la procedencia de la indemnización en el caso de Autos en
el que no existe dolo, culpa o neglicencia graves imputa-
bles al demandante, al decir que al procedencia de la in-
demnización por causa de anulación de una licencia en vfa
administrativa o contencioso-administrativa se determinará
conforme a las normas que regulan con carácter general la
responsabilidad de la Administracibn. En ninqún caso habrá
lugar a indemnización si existe dolo, culpa o negligencia
graves imputables al perjudicado".
E1 derecho a la indemnización procede tanto si se anula de
100 Az . 1653 .
•
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oficio como en vía de recurso104.
a
•
104 Vid. MARTÍN MATEO, R., "La reacción frente a las licen-
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I . LA ADECUACIÓN DE LOS PLANFS
1. Acomodacióa de los Planes jerárquicamente inferiores a los de
ranqo superior por haber sido éstos modificados o revisados
A. Consideraciones generales
El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española de-
fine el término alteración como cambio de la esencia o forma de
una cosa. En el campo urbanístico, en lo que aqui interesa, cuan-
do hablamos de alteración nos referimos a una diversidad de figu-
ras cuyo objetivo común es la adecuacibn. Es decir, tanto la re-
visión como la modificacibn suponen la adecuación de los Planes
ya existentes a la nueva realidad urbana; la adaptación es la
adecuacibn de un Plan a la nueva regulación legal; y, por último,
la acomodación es la adecuación de los Planes jerárquicamente in-
feriores a los de rango superior por haber sido éstos modificados
o revisados.
La acomodacibn de los Planes jerárquicamente inferiores a
los de rango superior por haber sido éstos modif icados o revi-
sados viene determinada por el acto jurídico, exteriorizado en
un procedimiento administrativo que termina con una resolución
de la Administración mediante la cual determinados Planes de Or-
denación que han sido afectados por la alteración del superior
al que desarrollan, reajustan sus determinaciones para expresar
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f iel e íntegramente la alteración sufrida y que deben recogerl.
E1 principio de jerarquia normativa es de obligada observancia
y cumplimiento, de forma que cuando un Plan de rango superior ex-
perimenta variación en sus determinaciones, es necesario que el
Plan inferior se adecúe a él.
De acuerdo con este concepto las notas que caracterizan o
singularizan la acomodación de los Planes son las siguientes:
1$ . La razón de ser de la acomodacibn no radica en el propio
Plan, sino que es fruto de la necesidad de que todo Plan inferior
sea conforme con aquél al que está llamado a desarrollar. En
efecto, si la misión asignada inherente al Plan inferior es la
de desarrollo resulta a todas luces absurdo mantener la vigencia
de un Plan que toma como punto de partida determinaciones deroga-
das; lo lógico, por el contrario, es que acoja integramente las
determinaciones del Plan superior modif icado o revisado.
2$. A1 hablar de acomodación es irrelevante que la altera-
ción traiga causa de la revisión o de la modificación del Plan
jerárquicamente superior. En otras palabras, uno de los efectos
inmediatos tanto de la revisión como de la modificación de los
Planes de Ordenación Urbana es la.acomodación de los instrumentos
derivados a las nuevas determinaciones de aquéllos.
3^. E1 procedimiento a seguir será el de aprobación respec-






Xodificación y Revisión de Planes
tivo. La Ley regula un único procedimiento comfin para la aproba-
ción, modificación y revisión de los Planes de Ordenación Urba-
na: aprobación "ex novo". Pues bien, este mismo procedimiento es
el que debe aplicarse en los supuestos de acomodación de Planes.
Como consecuencia de lo expuesto hasta este punto, y como
primera conclusión, pueede afirmarse que es obligación ineludible
la de acomodar los Planes derivados a las nuevas determinaciones
de los Planes de rango superior. Los Planes de urbanismo son nor-
mas y, por lo tanto, nunca la norma inferior puede contradecir
a la jerárquicamente superior.
a) Discrepancias entre las alteraciones introducidas en el Plan
superior y las determinaciones de los Planes inferiores aún no
acomodados
Son realmente frecuentes las discrepancias entre las varia-
ciones introducidas en el Plan superior y las determinaciones de
los Planes inferiores que aún no han sido sometidos al ineludible
proceso de acomodación. La legislacibn urbanística no resuelve
expresamente estos problemas,^ no obstante, pueden ser aclara-
dosZ :
- Las determinaciones del Plan superior que contradicen de
forma clara y apreciable las determinaciones del instrumento de
rango inferior son de aplicación directa y obligada. La afirma-
2 Vid. LASO MARTINEZ, J.L., op. cit., p. 602.
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cibn no es en modo alguno gratuita, sino que, por el contrario,
enĉuentra su fundamento en la institución de la derogación tácita
de las normas.
Esta regla es también aplicable cuando se trata de un Plan
al que únicamente compete hacer las grandes def iniciones o direc-
trices de la ordenación del territorio3.
- Son aplicables, por el contrario, las determinaciones del
planeamiento inferior en los siguientes supuestos:
1. ^Cuando no exista contradicción alguna, dado que la inter-
pretación de la derogación tácita ha de fundarse en criterios
restrictivos. Aquello que no resulte contradicho sique siendo vi-
gente y, por lo tanto, susceptible de ser aplicado.
2. Cuando la alteracibn del planeamiento jerárquicamente
superior venga dotada de normas propias de derecho intertemporal
que deje a salvo de la revisión a los Planes anteriores que no
estuviesen ejecutados por causas no imputables a los interesados.
3. Cuando haya prevalecido un criterio interpretativo de la
disconformidad en casos anteriores no desvirtuado judici^almente.
3 E1 Consejo de Estado, en dictamen de 18 de junio de 1971
(expediente 37.569), ha reconocido implícitamente una excepción
que no parece de recibo, consistente en la posibilidad de que
dentro del Plan General del Área Metropolitana de Madrid -con-
cebido en el Dictamen como Plan Comarcal-, pueda alguno de sus
Municipios redactar sus respectivos Planes Generales modif icando








b) La anulación del Plan superior conlleva la anulación del Plan
inferior
La anulación de un Plan superior determina la anulación de
los Planes inferiores que lo desarrollan. La razón de ser de los
Planes derivados no es otra que la de desarrollar de una manera
pormenorizada y circunstanciada en un determinado sector de suelo
las determinaciones globales que el planeamiento general estable-
ce. La legislacibn urbanística es clara.en la materia al emplear
expresiones como las que se exponen:
- La Ley vigente para referirse a la Sección en la que se
incluyen los Planes que podemos denominar de "rango inferior",
concretamente la 6$ emplea un término especialmente significativo
el de "planeamiento de desarrollo". Así pues, se trata de Planes
llamados a cumplir una función de mero desenvolvimiento e inter-
pretación.
- A1 regular los Programas de Actuación Urbanística dice:
"... se efectuará de conformidad con el Plan General Municipal
respectivo"4. Por lo tanto, la formulación de los Programas de
Actuacibn Urbanística precisa siempre la previa existencia de un
Plan constitutivo. ^
- Quizás más signif icativa es la regulación de los Planes
Parciales: "No podrén redactarse Planes Parciales sin que, previa--::^
4 Vid. artículo 16 del TR/76, hoy precepto 82.
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o simultáneamente se haya aprobado definitivamente el Plan Gene-
ral o Normas Subsidiarias"S. La Ley del Suelo es rotunda en su
pronunciamieñto, son Planes que precisan para seguir vigentes de
un instrumento de ordenación urbana al que desarrollar y comple-
tar y sin él carece de sentido su existencia, porqué ^cómo va a
ser posible desarrollar o completar algo que no existe?.
- Asimismo, los Planes Especiales son desarrolloó de pre-
visiones contenidas en instrumentos de planeamiento superiores:
Planes Directores Territoriales de Coordinación, Planes Genera-
les y Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento^.
No obstante lo expuesto, admitamos por un momento que la
respuesta deba ser la subsistencia del Plan derivado. Deŝapare-
cido el Plan superior, ^a quién desarrolla el inferior?; obvia-
mente es inadmisible decir que desarrolla a un Plan que ya no
existe; y si no desarrolla ningún Plan ^en qué artículo se puede
fundamentar su formulación?, porque, como se ha visto, la Ley del
Suelo los conceptúa como instrumentos de planeamiento derivados.
Por consiguiente, la anulación del Plan superior implica la
anulación del Plan inferior.
s Vid. artículo 13 TR/76, en la actualidad precepto 83.
6 Con la salvedad de los Planes Especiales autónomos.
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II. LA ADAPTACIÓN DEL PLANEAMIEENTO A LA NUEVA NORMA-
TIVA
i. Adaptacfbn del planeamiento anterior a la Ley del Suelo de 2
d^s mayo de 1975
La introducción por la Ley del Suelo de 1975 de nuevos cri-
terios urbanísticos vino a imponer la obligacibn de establecer
un procedimiento para llevar a cabo la progresiva acomodación del
planeamiento entonces vigente, redactado de conformidad a las di-
rectrices y normas del ordenamiento urbanístico anterior.
A. La adaptación de los Planes Generales
La regulación de ese procedimiento de acomodación se encuen-
tra en las disposiciones transitorias8 del Texto Refundido de la
Ley del Suelo de 1976. La primera de ellas se refiere a la adap-
tacibn de los Planes Generales Municipales de Ordenación. Se es-
g RESIGNO suele distinguir tres tipos de normas transito-
rias. Un primer grupo, en sentido amplio, constituido por
aquellas normas que tienen la finalidad de resolver los conf lic-
tos en el tiempo entre normas individuales mediante el recurso
de aplicar a los supuestos contemplados la vieja o la nueva nor-
ma, una de las dós. Un segundo tipo -normas transitorias en sen-
tido propio- cuyo contenido es una disciplina distinta de la es-
tablecida en la vieja ley y en la nueva norma, de tal modo que
presenta particularidades respecto a la antigua y la nueva norma.
Finalmente, disposiciones transitorias en sentido impropio para
los casos de eficacia diferida de la norma por razones de opor-
tunidad o en caso de difícil aplicación inmediata. Son aquellas
cuyo cometido es una disciplina intermedia que sustituya a la
norma definitiva durante el tiempo de "vacatio" (Cfr. DE VICENTE
DOMINGO, Las alteraciones del planeamiento..., cit., pp. 57-58).
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tablecía que los Planes Generales de Ordenacibn vigentes a la en-
trada en vigor de la Ley en cuestión debían "adaptarse a lo dis-
puesto en ella" . Todos los Planes Generales en el plazo de cuatro
años a contar desde la entrada en vigor de la Ley 19/1975, de
Reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana,
de 12 de mayo de 1956, habían de contener todas y cada una de las
determinaciones creadas por la nueva Ley. Ahora bien, este plazo
podía ser reducido o ampliado por el Gobierno, previa petición
del Ministerio de la Vivienda, en dos años.
En la práctica no ha sido más que un plazo simbólico, porqué
resultó imposible a los Ayuntamientos adaptar sus Planes de Orde-
nación en el tiempo concedido al efecto. Por tal motivo hubo ne-
cesidad de dictar un Decreto-Ley, concretamente el número 16 del
año 1981, que complementase el régimen transitorio del planea-
miento hasta el momento en que, en cada caso, se aprobasen los
nuevos Planes de Ordenacibn. Este Decreto-Ley "poniendo los pies
en la tierra" obvió la determinación de un nuevo plazo para la
adaptación, porque como bien dijo: "la situación y las necesida-
des de los distintos Municipios es extremadamente variada". Somos
conscientes o, al menos deberiamos serlo, de que cada Municipio
es un mundo y que, por lo tanto, es imposible imponer a todos
ellos idénticos requisitos procedimentales, pues, lo que para
unos resultaría fácilmente ejecutable para otros sería de imposi-
ble cumplimiento. ^
Es absurdo pensar que lá derogación y pérdida de eficacia
•
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de los Planes existentes a la entrada en vigor de un nuevo Texto
legal se produce de forma automática, por el mero hecho de su
aprobación; por el contrario, se concede un período para que los
organismos competentes lleven a cabo la exigida adaptación. En
este sentido se ha pronunciado la jurisprudencia al decir:
"... la Ley de Reforma de 1975 y el posterior Texto Refun-
dido de 1976 no produjeron de manera automática la deroga-
cibn y pérdida de eficacia de los Planes Generales aproba-
dos al amparo de la Ley de 1956, sino que se establece un
período de adaptación de éstos a la nueva legalidad..." (S.
TS de 21 de enero de 1981) 9.
a) Ámbito de la adaptacibn
Consciente de la dif icultad que conlleva una adaptación ple-
na'Ó el legislador previó la posibilidad de una adaptación de
9 Az. 181.
w
'o Previsión ésta que se vio conf irmada en la realidad y que
provocó la necesidad de complementar el régimen transitorio del
planeamiento hasta el momento en que, en cada caso, se aprobasen
los nuevos Planes de Ordenación. Asi, se aprobó el Real Decreto-
Ley 16/1981, de 16 de octubre, de Adaptación de Planes Generales
de Ordenación Urbana, que en su Exposición de Motivos decía:
"La disposición transitoria primera de la Ley sobre Régimen
del Suelo y Ordenación Urbana, texto refundido aprobado por
Real Decreto..., impuso a las Entidades Locales la obliga-
ción de remitir a los órganos competentes, para su aproba-
ción, los Planes generales adaptados a la nueva Ley, en el
plazo de cuatro años desde la entrada en vigor de la Ley de
Reforma, de dos de mayo de mil novecientos setenta y cinco.
Transcurridos los cuatro años y las dos prórrogas de un
año, concedidas por Reales Decretos ..., sin que se haya
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menor embergadura consistente en la clasificacibn del suelo, de-
terminación del aprovechamiento medio e incorporación del progra-
ma pertinentell. Esto es lo que podría llamarse el mínimo
impuesto legalmente al preceptivo proceso de adaptación.
LASO MARTfNEZ12 vio en la Ley la admisión de dos tipos de
adaptaciones, una adaptación completa a la que denominó "adapta-
ción integral" y una adaptación. parcial a la que atribuyó el tér-
mino de "adaptacibn mitigada"13.
La "adaptación integral" pretendida por la Ley no puede ser
concebida como revisibn, pudiendo estimarse cumplida con la in-
clusión de las determinaciones esenciales del nuevo texto legal,
en particular los estándares f ij ados por el artículo 12 .1 b) , pa-
ra parques públicos y zonas verdes, en proporción no inferior a
cinco m2 por habitante. También debe englobar la clasificación
del suelo y su programa de desarrollo, así como el coef iciente
dado total cumplimiento a la citada disposición transito-
ria, pese al esfuerzo realizado por las Corporaciones
Locales y a las subvenciones otorgadas a éstas por el
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, resulta necesario
complementar el régimen transitorio del planeamiento hasta
el momento en que, en cada caso, se aprueben los nuevos
Planes de ordenación". ^
11 Dice la disposición transitoria: "Los Planes Generales
vigentes^en la actualidad sé adaptarán a lo dispuesto en esta
Ley. La adaptación podrá limitarse a la clasif icacibn del suelo,
determinación del aprovechamiento medio e incorporación al
programa pertinente".
12 LASO MARTINEZ, J.L., op. cit., pp. 614-615. _
13 A este tipo de adaptación se refiere DIAZ CAPMANY, F. ,"La
adaptación del planeamiento a la Reforma de la Ley del Suelo",
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de aprovechamiento medio. E1 resto de las determinaciones del
Plan General unas pueden ser aceptadas por su generalidad y otras
pueden darse por cumplidas, remitiéndose a las existentes: así,
entre las primeras, pueden estimarse comprendidas las medidas
para la protección del medio ambiente y las demás que señala el
apartado d) del número 1 del artículo 12; basta, en cambio, con
remitirse a las anteriores respecto de la asignación de usos, red
viaria, y reglamentación del uso de los terrenos que pueden sus-
tituirse por las Ordenanzas existentes.
La "adaptación mitigada" se limitaba a contener la clasifi-
cación del suelo, la determinacibn del aprovechamiento medio y
el programa de actuación.
La Ley señalaba el contenido o alcance mínimo del procedi-
miento de acomodación del planeamiento vigente a los nuevos cri-
terios legales, por lo que nada impedía que como consecuencia del
cumplimiento de la obligación de adaptación del Plan General de
Ordenación se introdujesen en el mismo determinaciones de na-
turaleza urbanistica de mayor alcance, es decir, que no existía
impedimento alguno para extender la acomodación más allá de los
minimos legales exigidos. Esta consideración lleva a plantear el
problema de si la adaptación es una "especie" de revisión.
De la interpretación de la disposición transitoria primera
puede inferirse que la adaptación es un supuesto especial de re-
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visión. Un sector de la doctrinala afirma que el propio conte-
nido mínimo, que en todo caso debe ser objeto de la adaptacibn,
supone más allá de una simple transposicibn de denominaciones
incorporando al nuevo lenguaje de la Ley de 1975, la considera-
cibn de las opciones centrales del Plan, alrededor de la cuales
se vertebran las restantes determinaciones urbanísticas. Así, la
nueva clasificación del suelo debe efectuarse siquiendo las nue-
vas pautas establecidas en el texto legal vigente; el aprovecha-
miento medio puede fijarse con una contemporánea alteración de
los contenidos atribuidos a la propiedad por el planeamiento ob-
jeto de adaptación. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que
la tramitación del procedimiento de adaptación es idéntica al de
la revisión -y aprobación- del planeamiento, con una excepción
que tiene como f inalidad un ejercicio más pormenorizado de las
potestades de tutela de la Administración. Asimismo al estable-
cerse únicamente un contenido mínimo se ha puesto de manif iesto
que no existe un alcance máximo de la adaptación, que en todo
caso se confunde con el contenido genérico de la propia revisibn.
La adaptacibn es un supuesto especial de revisión. La adap-
tación prevista en el nfimero 1 de la disposicibn transitoria no
es otra cosa, en principio, que una revisión del planeamiento ge-
neral en vigencia transitoria, y, que, por expresa habilitación
legal, puede limitarse a un contenido mínimo fijado asimismo le-
galmente. Quiere ello decir también que, por lo mismo que se via-
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biliza una adaptación de contenido mínimo, deben entenderse per-
fectamente licitas todas aquellas que se sitúen entre esta filtima
y el supuesto límite de la revisión's.
Esta conceptuación de la adaptacibn fue confirmada por el
artículo 2 del Real Decreto 1374/1977, de 2 de junio, sobre agi-
lización en la formación y ejecución de Planes:
"E1 Ministerio de la Vivienda establecerá en el plazo de
cuatro meses convenios con las Corporaciones Locales sobre
realización de un planeamiento, f ijándose plazos para la
redacción del miŝmo y proponiendo al Gobierno, en su caso,
la anticipación de la adaptación y revisión anticipada de
los Planes Generales de Ordenación Urbana y de las Normas
Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento, de acuerdo
con lo establecido en la disposición transitoria primera de
la Ley del Suelo".
b) Competencia y procedimiento
Eran competentes para promover la adaptacibn, según lo
dispuesto en el número 2 de la disposiciĉn transitoria citada,
las^Entidades Locales interesadas, es decir, los Ayuntamientos
cuyo Plan General debía ser objeto de adaptación. Si dentro del
plazo previsto al efecto la Entidad competente no proponía la
ls Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., La reforma de la Ley del Suelo
y su derecho transitorio, Madrid, 1977, p. 144.
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adaptación, de conformidad a lo dispuesto en el apartado 5Q de
la misma disposición transitoria, la legitimación correspondía
al Ministerio de Obras Públicas y de Urbanismo o a las Comisiones
Provinciales de Urbanismo o a los brqanos de las Comunidades
Autónomas.
Por su parte, el Real Decreto-Ley 16/1981, de Adaptación de
los Planes Generales de Ordenacibn Urbana, suprimió el plazo le-
gal previsto para la acomodacibn, por cuanto consideraba que, co-
mo decía en su Exposición de Motivos:
"Es evidente que la fijación con carácter general de un
nuevo plazo para efectuar la adaptación carecería de rigor,
habida cuenta de que la situacibn y las necesidades de los
Municipios es extremadamente variada".
Eliminó asimismo la subrogación prevista en la legislacibn
anterior. En cambio, admitió la posibilidad de que el órgano que
tenía atribuida la competencia para la aprobacibn def initiva
pudiese señalar un plazo para la adaptación de un determinado
Plan. En tal caso quedaba automáticamente subrogado aquél órgano
si el plazo se incumplía. E1 tenor literal del precepto era:
"4. E1 órgano que tenga atribuida la competencia para la
aprobacibn definitiva del Plan general o norma subsidiaria
de planeamiento municipal, podrá señalar un plazo, no infe-
rior a un año, para la adaptación de los instrumentos de
•
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planeamiento general, pudiendo, en caso de incumplimiento,
subrogarse, sin más trámites en las competencias munici-
pales para formular y tramitar la adaptación".
♦
En lo que ahora interesa, el apartado 4Q de la disposición
transitoria primera se pronunciaba como sigue:
"Las propuestas de adaptación se someterán al mismo proce-
dimiento establecido para la aprobacibn de los Planes, sin
que sea de aplicación en estos casos la aprobación por
silencio administrativo prevista en el articulo 41 de la
presente Ley".
•
Como puede observarse, la Ley fijó idéntico procedimiento
para todas las alteraciones, el de aprobacibn "ex novo" del
Plan16, con la única excepción, en lo que ahora importa, de no
ser aplicable el silencio^administrativo positivo" previsto en
16 Vid. los artículos 40, 41 y 49 del TR/76 y 126 a 133 y 161
del RP. ^
17 PAREJO ALFONSO, L. , pEl derecho transitorio de la reforma
urbaníst'ica", REDA, núms. 12^y 13, 1976 y 1977, p. 267, apunta
las dos consecuencias que tiene esta exclusión de la técnica del
silencio positivo: "a) E1 ejercicio de la competencia de aproba-
cibn def initiva del_Plan queda sometida al régimen general de
plazos y, en concreto, al establecido en el artículo 61 de la LPA
de 17 de julio de 1958; b) Frente a la pasividad de los órganos_._
urbanísticos estatales competentes para la aprobacibn def initiva^--
sólo cabe seguir la vfa prevista en los artículos 38 de la Ley
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27
de diciembre de 1956 y 94 de la LPA".
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el artículo 41 de la Ley del Suelo18.
E1 Real Decreto-ley de 1981 no modificó lo dispuesto en el
apartado transcrito.
Por lo que respecta a la tramitación, el artículo 1.3 del
Real Decreto-ley 16/1981 permitia que la adaptación se realizase
mediante la formulación de un Plan General o mediante una Norma
Subsidiaria de Planeamiento19. Sec^tin se optase por uno u otro
instrumento de planeamiento había que seguir los trámites res-
pectivos.
Una sentencia del Tribunal Supremo de 14 de abril de 199220
ha aludido a la posibilidad, instaurada por el Real Decreto-Ley
16/1981, de que fuesen unas Normas Subsidiarias el vehículo para
realizar la pertinente adaptación:
"... ha sido la fiqura urbanístico-planificadora -unas
Normas Subsidiarias-, eleqida por el Ayuntamiento para
'a Decía el precepto: "La Corporación u Organismo que hubie-
re aprobado inicialmente el Plan, Programa o Proyecto en vista
del resultado de la información pública lo aprobará provisional-
mente con las modificaciones que procedieren y lo someterá a la
Autoridad u Órgano competente que deba otorgar la aprobaci ĉn de-
finitiva, a fin de que lo examine en todos sus aspectos y decida
en el plazo de seis meses desde el ingreso del expediente en el
Registro el cual sin comunicar la resolución se entenderá aproba-
do por silencio administrativo".
19 Vid. PERALES MADUEÑO, F., "Sobre los derechos de los
propietarios de suelo en los supuestos de modif icación, adapta-
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adoptar el planeamiento anterior y dar cumplimiento a la
disposición transitoria primera del Texto Refundido de
1976; y esta herramienta urbanístico-planif icadora viene
propiciada por el Real Decreto-Ley 16/1981...!'.
•
c) Adaptación y revisión simultáneas
Surgió el crucial problema de determinar si era posible re-
visar o modif icar el Plan en el mismo procedimiento seguido para
su adaptación. Si era factible simultanear en un mismo procedi-
miento las operaciones de modif icación o revisibn y adaptación,
o si, por el contrario, era necesario tramitar dos procedimientos
independientes21.
E1 planeamiento es una decisión transcendental para la vida
de los ciudadanos, toda vez que a él corresponde trazar el entor-
no determinante de un cierto nivel de calidad de vida de éstos,
por lo que resulta de todo modo inadmisible mantener las mismas
determinaciones sea cual sea la realidad del momento. E1 Plan de-
be ser adecuado a esa realidad cambiante en el momento en que sea
necesario, momento que puede coincidir con la imposición de la
adaptación a la nueva regulación urbanística.
Es perfectamente posible e imaginable que en el mismo momen-
to en que tuvo lugar la aprobación del Texto Refundido con la
21 A1 amparo de la legislación vigente también es posible
adaptar y modif icar o revisar en el mismo procedimiento.
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consiguiente imposición de adecuación a la nueva legislacibn la
realidad urbanística hubiese cambiado.
Ante tal situación debe buscarse la respuesta, en primer lu-
gar, a la cuestión de si era posible simultanear los procedimien-
tos de revisión o modif icación y adaptación; para pasar después
a analizar si el procedimiento debía ser el mismo o no.
La causa por la que se pone en tela de juicio la posibilidad
de simultanear las mentadas operaciones urbanísticas es por la
existencia de la Circular 2/1975 del Ministerio de la Vivienda
que contiene la inter-pretación que hacía el citado Organismo. No
obstante, esta circular no supone traba alguna, por cuanto la
prohibición de revisar los Planes se ceñía a prohibir la misma
conforme a la Ley del Suelo de 1956, pero tal prohibición no se
extendía a la revisión conforme a las normas de la Ley de Refor-
ma. Debe tenerse presente que esta Ley señalaba -en su Exposición
de Motivos- como causa de la reforma:
"Una insuficiente incidencia de la planificación económica
en la planificación física y una concepción del Plan urba-
nístico, introducida en la legislación española al hilo de
^ la doctrina dominante en la época en que se promulgó la Ley
del Suelo, como un documento cerrado, estático y acabado,
imagen anticipada de la ciudad en el año horizonte y limi-
tado a los aspectos físicos del proceso de urbanización,
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se revela en la práctica como incapaz de dirigir el proceso





En def initiva, era posible hacer coincidir en el tiempo la
modif icación o revisión y la adaptacibn de los Planesn.
La sequnda cuestión planteada es si era posible que en el
mismo procedimiento se adaptase y revisase o modificase el Plan.
^ CUÉLLAR TORTOLA, J.P. y MERELO ABELA, J.M., "Planeamien-
to", RDU, núm. 75, 1981, p. 99, dicen: "la disposición transito-
ria primera... cuando dispone que: "La adaptación podrá limitarse
a la clasif icación del suelo, determinación del aprovechamiento
medio e incorporación del programa pertinente, está facultando
expresamente para que la adaptación tenga un contenido más am-
plio, implicando entonces una auténtica revisión del Plan; en
rigor, lo que la citada disposicibn transitoria establece es que
al tiempo de la adaptación, que tiene un contenido mínimo pref i-
jado, puede revisarse el Plan".
GÓMEZ FERRER MORANT, R., "La Adaptación de los Planes Gene-
rales: Disminución del contenido del Derecho de propiedad e in-
demnización". (Conferencia pronunciada en Oviedo en el marco de
las "Primeras Jornadas de Derecho urbanistico que la Consejería
de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Medio Ambiente del
Consejo Regional de Asturias impulsó con la ayuda del CEOTMA y
con la colaboración del Colegio Oficial de Aparejadores y
Arquitectos técnicos de Asturias), se pronunció como sigue: "Es
por tanto necesario, y esta es la sustancia del mandato legisla-
tivo, adaptar la ordenación de los planes generales a la nueva
regulación legislativa. Ahora bien, esta.adaptación no es incom-
patible^.con la revisión de tales planes con arreglo a la Ley de
Reforma y al actual Texto Refundido. :
En efecto, la adaptación es un objetivo mínimo perseguido
por el leqislador, pero nada impide que tal objetivo sea cumplido
-y ampliado- revisando ala vez la ordenación vigente de acuerdo
con la nueva requlacibn, porque nada autoriza a suponer que el
legislador ha querido congelar durante cuatro años la posibilidad
de que se aplique la legislacibn vigente en orden a la revisión
de los planes cuando así lo exija el interés público".
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La verdad es que sería un contrasentido entender que la Ley
de Reforma impedía aprovechar el procedimiento previsto en la
disposición transitoria primera para algo distinto de la adap-
tacibn del Plan vigente a las normas del Texto Refundido. Es ab-
surdo pensar que la Ley quería que las restantes modif icaciones
del Plan vigente, por.necesarias que fuesen, se pospusiesen para
la tramitacibn de un posterior procedimiento. El procedimiento
para modif icar, revisar y adaptar era idéntico, por lo que no te-
nía sentido obligar a duplicar los procedimientos y contradecir,
con ello, el principio de economía, además de mantener mientras
tanto la utilización de un Plan improcedente. Por consiguiente,
ha de concluirse que era posible e, incluso, aconsejable que se
aprovechase un mismo procedimiento para la adaptacibn y la in-
troducción de cuantas modificaciones resultasen necesarias y con-
venientesp.
E1 artículo 1, apartado 3Q del Decreto-Ley 16/1981, consagró
legislativamente la mencionada posibilidad:
" La adaptacibn, que podrá modificar o revisar el planea-
miento anterior...".
^ Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios..., cit., pp. 2391-~
1393. DE DIEGO, A., "La dialéctica "adaptación-revisibn" de los
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B. Los Planes Parciales durante el régimen transitorio
a) Consideraciones generales
La disposición transitoria segunda disponía textualmente:
"En tanto no se lleve a cabo las adaptación prevista en la
disposición anterior, se tendrán en cuenta las siguientes
reglas:
Uno. Los Planes Parciales aprobados definitivamente con an-
terioridad a la entrada en vigor de la presente Ley que no
estuvieren en curso de ejecución con arreglo a la disposi-
ción transitoria siguiente y los que se aprueben definiti-
vamente con posterioridad, se ejecutarán con arreglo a los
preceptos de esta Ley. A los efectos prevenidos en el artí-
culo sesenta y ocho se entenderá por aprovechamiento medio
el que resulte del Plan Parcial de su propio ámbito.
Dos. Los Planes Parciales que se aprueben inicialmente con
posterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley se
ajustarán a lo dispuesto en el artículo diez y desarrolla-
rén las determinaciones que para las distintas calificacio-
nes de suelos establezcan los respectivos Planes Generales
de Ordenación".
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La expresión, "En tanto no se lleve a cabo la adaptación
prevista en la disposición anterior, se tendrán en cuenta las si-
guientes reglas", que servía de encabezamiento a la disposición
transitoria que ahora nos ocupa permitía lo que, nótese bien, en
otro caso no procedería: la aprobación de Planes Parciales sin
esperar a la adaptacibn del Plan General. Esta disposición tran-
sitoria sólo puede tener.un sentido, y es el de que no obstante
la paralización del Plan General, todavía no adaptado, la vida
urbanística, en orden al planeamiento, no puede detenerse, y es
por esto que, contrariando el principio "no hay Plan Parcial sin
Plan General", se autorizaba la aprobación inicial de Planes Par-
ciales sin la previa adaptación del correspondiente Plan General.
La regla general quedaba, pues, excepcionada.
Efectivamente, el legislador autorizó expresamente el incum-
plimiento de la previsiĉn contenida en el artículo 10 de la Ley
de Reforma -13 del TR/76-, que condiciona la redacción de los
Planes Parciales a la previa existencia de Plan General o Normas
Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento, al consentir la
aprobación de Planes Parciales sin la previa adaptación del Plan
General.
b) Planes Parc.iales que desarrollan Planes Generales no adaptados
Los Planes Generales producían efectos hasta el momento mis-
mo de la adaptación. Durante ese tiempo los preceptos suscepti-
bles de aplicación eran los de la primitiva regulación. De forma
•
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que el suelo seguía clasificándose en suelo urbano, de reserva
urbana y rústico, siendo de aplicación a cada tipo de suelo el
régimen previsto en la legislación anterior; asimismo, eran apli-
cables a sus propietarios las antiquas obligaciones y cargas.
En este contexto debe situarse el caso particular de los
Planes Parciales. En cuanto el Plan del que traían causa no fuese
adaptado sus determinaciones debían ajustarse a la normativa a
la que aquéllos se sometían24.
La disposición transitoria sequnda distinguía entre Planes
Parciales aprobados definitivamente antes de la entrada en vigor
de la Ley de Reforma o que, cuando menos, contaran en esa fecha
con aprobación inicial y los que su aprobacibn inicial tuviese
lugar en un momento posterior. Los primeros debían ajustarse a
la normativa anterior y los sequndos a la nueva legislacibn.
En otro orden de cosas, debemos abordar el régimen jurídico
aplicable a la ejecución de estos Planes. La disposición transi-
toria segunda empleaba como elemento determinante de la aplica-
ción de una u otra normativa -la antigua y a la nueva- el momento
en que aquélla se encontraseu. La ejecución de los que "estu-
^ Vid. GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA, J.L., "Las disposiciones
transitorias de la Ley del Suelo", RDU, nfim. 54, 1977, pp. 39 y
ss. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios..., cit., p. 2398. PAREJO
ALFONSO, L. ,"E1 Derecho transitorio. ..", cit, pp. 75 y ss. y 261
y ss, respectivamente.
u FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "La Reforma de la Ley del Sue-
lo y el período transitorio", Cerchá, Revista del Consejo Supe-
rior del Colegio Of icial de Aparejadores y Arquitectos Técnicos,
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vieren en curso de ejecucibn", por virtud de lo dispuesto en la
disposición transitoria tercera, se substanciaban por las previ-
siones de la Ley del Suelo de 1956, mientras que los que "no es-
tuvieran en curso de ejecución" en la fecha aludida se ejecutaban
con arreglo a los preceptos de la nueva Ley.
E1 criterio determinante del réqimen susceptible de aplica-
cibn era, pues, el momento urbanistico en que se encontrase la
ejecución del Plan. La solución venía dada por la disposición
transitoria tercera, que determinaba en que momento, según el
sistema adoptado -cooperación, expropiación, compensación o ce-
sibn de terrenos de viales-, se hallaba el Plan en la situación
de "en curso de ejecución":
- En el sistema de cooperación, cuando se haya producido la
citación de los propietarios por el Ayuntamiento a que se
ref iere el artículo 118 de la Ley de Régimen del Suelo y
Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956.
- En el sistema de expropiación, cuando se hubiere aprobado
definitivamente la delimitación del polígono de expropia-
cibn a que se refiere el articulo 121.4 de la citada Ley de
núm. 18, 1976, pp. 28 y 29, dice: "En efecto,.si se repasan las
cinco disposiciones transitorias de la Ley se verá que, en rea-
lidad, sólo se afronta el problema concreto de la ejecución de
los Planes Parciales (disposición transitoria segunda y terce-
ra), problema que se resuelve en base a un criterio simple: si
se trata de Planes que a la entrada en vigor de la Ley de Reforma
no se encuentran en curso de ejecución, ésta se realizará de
acuerdo con la nueva normativa; si la ejecución ya ha comen2ado
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12 de mayo de 1956 0, en su caso, se hubiese producido di-
cha delimitación del polígono expropiatorio con la aproba-
ción def initiva del correspondiente Plan Parcial, o se hu-
biese efectuado la delimitación del í^,rea de Actuación Urba-
nística Urgente en los términos prevenidos en su legisla-
ción especial.
- En el sistema de compensación, cuando se hubiese aprobado




- En el sistema de cesión de terrenos viales, cuando se hu-
biese acordado por el Ayuntamiento la ejecución de.las
obras de urbanización por dicho sistema, en los términos
prevenidos en el artículo 130.2 de la expresada Ley de 12
de mayo de 1956.
Debe llamarse la atención sobre el excesivo formalismo de
las reglas contenidas en la disposición transitoria tercera, que
podía conducir -caso de una interpretación y aplicacibn puramente
basadas en la literalidad de la nórma- a situaciones desfasadas
de la realidad, cuando no injustas^. Por ello, la aplicación del
precepto debía matizarse en cada caso en función de la realidád
urbanistica de que se tratase, como así lo señaló la Circular
2/1975, del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo (punto 3Q,
^ Vid. FERNÁNDEZ RODRfGUEZ, T. R. ,"La Reforma de la Ley del
Suelo. ..„, cit. , p. 29 y GARCfA DE ENTERRÍA, E_ . y PAREJO ALFONSO,
L., op. cit., p. 197. ^
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párrafos 2 Q y 3 Q).
Conforme a la solución consagrada por esta Circular puede
af irmarse que la determinación de si un Plan Parcial se encontra-
ba o no "en curso.de ejecución" resultaba en principio de la
aplicación de las reglas del derecho transitório, salvo que la
conclusión así obtenida discrepase abiertamente de la realidad
^constatable en el territorio ordenado por el Plan, en cuyo caso
debia entenderse que el dato real primaba sobre el formal. Esta
excepción sólo era predicable para justificar una respuesta posi-
tiva a la constatación de la ejecución del Plan, cuarido la obte-
nida en aplicación literal de la norma hubiera sido negativa, pe-
ro no al contrario^.
En este sentido se pronunció una sentencia del Tribunal Su-
premo de 30 de mayo de 1984, según la cual:
"Las disposiciones transitorias segunda y tercera distin-
guen entre los Planes Parciales aprobados inicialmente con
posterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Reforma de
la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, de 2 de
mayo de 1975, y aquellos otros con aprobaci ĉn definitiva en
fecha anterior a la ya indicada de entrada en vigor de la
citada ley, y con relación a estos últimos establece dife-
rente requlación .en razón al estado que ofrecen respecto de
su ejecución, delimitándose la distinción por la frase de
^ Ibidem.
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que estén o no "en curso de ejecución", situación interpre-
tada por el párrafo segundo de la mencionada DT 3$ para en-
tender en curso de ejecución a los Planes Parciales afecta-
dos en razón a dos circunstancias, es decir, en primer tér-
mino, del sistema de ejecucibn eleqido, y en sequndo lugar,
la fase procedimental alcanzada"28.
Ahora bien, respecto de los Planes Parciales que no estuvie-
sen en curso de ejecución al entrar en viqor la nueva Ley había
que distinguir dos supuestos:
- Planes Parciales que hubieran sido aprobados definitiva-
mente a la entrada en vigor de la Ley, supuesto contemplado
en el apartado primero de la tantas veces citada disposi-
ción transitoria sequnda.
- Planes Parciales aprobados inicialmente con posterioridad
a la entrada én vigor de la Ley del Suelo de 1975, esto es,
los previstos en el apartado sequndo de la misma disposi-
ción transitoria.
c) Planes Parciales aprobados definitivamente con anterioridad
a la entrada en vigor de la Ley 19/1975, que no estén en curso
28 Vid. las sentencias TS de 23 de noviembre de 1993 (.Az.
8520) y 15 de febrero de 1994 (Az. 1446).
435
Xodificación y Revisión de PZanes
de ejecución y los que se aprueben def initivamente con posterio-
ridad
Respecto a los Planes que contaran con aprobación inicial
en el momento de la entrada en vigor de la Ley de Reforma y a los
ya aprobados def initivamente en tal momento, la regla primera de
la disposici8n transitoria segunda se limitaba a remitir en
bloque la regulación de su ejecucibn a los preceptos de la Ley
de Reforma, sin más precisión que la de declarar que, a los
efectos de lo dispuesto en el artículo 68 de aquélla -articulo
84 del TR/76- ha de entenderse por aprovechamiento medio el que
resulte de los propios Planes de cada uno de sus respectivos
ámbitos.
Con este planteamiento la ejecución de estos Planes había
de regirse por los preceptos incluidos en el Título III de la ley
urbanística reformada y refundida, asi como por el artículo 68
ya citado, regulador del réqimen del suelo urbanizable programa-
do, sin más limitaciones que las que estricta y necesariamente
se derivasen de las propias determinaciones del planeamiento
parcial de cuya ejecucibn se tratase y de las del Plan General
que éste desarrollase, en tanto que las mismas conservaban su
vigencia transitoriamente por imperativo de la nueva normativa
legal^.
^ Cfr. GARCfA DE ENTERRÍA, E., y PAREJO ALFONSO, L., op.
cit., p. 108.
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Con arreglo a los criterios expuestos, los dos problemas que
plantea el régimen a que el planeamiento parcial aludido queda
sujeto son: el régimen urbanístico del suelo y la cesión del
aprovechamiento medio y la ejecución propiamente dicha.
1. EL régimen urbanístico del suelo y la cesibn del aprove-
chamiento medio.
La clasif icacibn del suelo acogida por la Ley de Reforma es
la que lo divide en suelo urbano, urbanizable programado y no
programado y no urbanizable30. A los Planes Parciales les
corresponde operar en el suelo urbanizable programado.
La disposición transitoria segunda, regla primera hacía re-
ferencia expresa al artículo 68 de la Ley de Reforma, por lo tan-
• to las limitaciones aplicables al "ius aedificandi" eran las pre-
venidas en el número 1 de aquél artículo.
En cuanta al régimen de deberes de los propietarios del sue-
lo, estos eran los establecidos por el nuevo ordenamiento urba-
nistico, incluida la cesión del 10$ del aprovechamiento medio.
2. E1 régimen de la ejecución propiamente dicha.
Todos los Planes Parciales a que se refería el apartado pri-
30 Esta clasif icación ha sido mantenida por el Texto Refun-
dido de 1992.
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mero de la disposición transitoria quedaban sometidos al régimen
de ejecución recogido en la nueva Ley, de forma que, los sistemas
de ejecución serían los del nuevo Texto -compensación, coopera-
cibn y expropiación- y no los de la Ley de 1956 -los tres citados
y el de cesión de terrenos viales-.
Así se pronuncib la aludida Circular de 1975:
"Serán los preceptos contenidos en este Título -III- los
que han de aplicarse, en tanto en cuanto no exijan la adap-
tación previa de los respectivos Planes Generales, y, en
particular, los preceptos que regulan los sistemas de ac-
tuación. Por ello, en los Planes Parciales que hubieran fi-
jado como sistema de actuación el de cesión de viales, éste
habrá de ser sustituido por alguno de los preceptuados en
la Ley de Reforma".
Solucionado el problema apuntado sólo queda por determinar
como debia sustituirse el sistema. La previsión en un Plan Par-
cial sujeto al réqimen transitorio del sistema de cesión de via-
les como sistema de actuación debía ser equiparada al supuesto
de Planes que no precisaban el sistema de ejecución y,^por ello,
encuadrarla en el articulo 106.3 de la Ley de Reforma (119.3 del
TR/76)31, que remitía a efectos de procedimiento al artículo 105
31 E1 apartado tercero del precepto se pronuncia como sigue:__
"Cuando el Plan de ordenación o Proqrama de Actuación Urbanístic^---
no precisaren el sistema, su determinación se llevará a cabo con
la delimitación del polígono o unidad de actuación. Si los pro-
pietarios que representen el sesenta por ciento de la superf icie
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a
(118 TR/76)32.
d) Planes Parciales aprobados inicialmente con posterioridad a
la entrada en vigor de la Ley de Reforma
^E1 número 2 de la disposición transitoria segunda, que se
refería a los Planes Parciales aprobados inicialmente con poste-
rioridad a la entrada en vigor de la Ley de Reforma, se limitaba
a regular el r^gimen al que dichos Planes habían de ajustar sus
determinaciones sustantivas de ordenación, sin contener regla al-
guna en relacibn a su ejecución.
La ausencia de una prescripción expresa en cuanto al régimen
regulador de la ejecución de éstos Planes debía ser suplida con
la aplicacibn del criterio básico ya aludido y de una interpreta-
ción de conjunto de la disposición transitorio segunda.
Con arreglo a este criterio básico, consistente en que los
total del poligono o unidad de actuación solicitaren, en el trá-
mite de información pública del procedimiento para su delimita-
ción, la aplicación del sistema de compensación, la Administra-
ciĉn lo acordará previa audiencia de los demás propietarios del
polígono o unidad de actuación".
32 Decía el precepto: "1. La delimitación de polígonos y
unidades de actuación si no se contuviere en los Planes, así como
la modificación de los ya delimitados cuando proceda, se acorda-
.rá, de oficio o a petición de los particulares interesados, por
la Entidad Local o Urbanística especial actuante, previos los
trámites de aprobación inicial e informaci ĉn pública durante
quince días. 2. No obstante, ninguna reclamación o recurso que
se fundamente en errores u omisiones no denunciados en la fase
de información pública, podrá dar lugar a la retroacción de
actuaciones".
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Planes Parciales que a la entrada en vigor de la Ley de Reforma
se encontrasen en ejecución continuarían ejecutándose con someti-
miento a la Ley del Suelo de 1956, y los que, en aquél momento,
aún no hubiesen iniciado su ejecución habrían de hacerlo con
arreglo a la nueva legislación, los Planes de que ahora se trata
debian ejecutarse de acuerdo a los preceptos de la Ley de Refor-
ma. Estos Planes debian ajustarse a lo dispuesto en el artículo
10 y desarrollar las determinaciones que para las distintas cla-
ses de suelo estableciesen los respectivos Planes Generales.
En este sentido se pronunció la Circular 2/1975:
"E1 nfimero 2 de esta disposición transitoria se refiere a
los Planes Parciales que se aprueben inicialmente en fecha
posterior a la de entrada en vigor de la ley de Reforma y
que desarrollen Planes Generales no adaptados a dicha Ley.
Estos Planes Parciales se ajustará a lo dispuesto en el
nuevo articulo 10 y desarrollarán las respectivas calif i-
caciones de suelo de los correspondientes Planes Generales,
lo que siqnifica, de una parte, que habrán de incorporar
como mínimo las reservas de terrenos que para dotaciones y
equipamientos comunitarios establece dicho artículo, y por ^
otra parte,.que los Planes.Generales, a los que se han de
ajustar iqualmente, conservan sus calificaciones de suelo
urbano, de reserva y rústico, con su correspondiente régi-
men jurídico, en tanto no se proceda a su adaptación".
s
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La aplicabilidad del apartado segundo de la Disposición
transitoria era admisible cuando se tratase de Planes Parciales
que ordenasen el suelo que el Plan General, aún no adaptado, cla-
sif icarse como suelo de reserva urbana, que, a la vista del Real
Decreto-Ley 16/1981, no debiera ser calif icado como urbano, al
que, como resulta obvio, le correspondían las cargas y ĉesiones
propias de este tipo de suelo.
2. Disposicfones transitorfas cuarta y séptima de la Lep 8/1990
y seuta y séptinta del Teuto Refuadido de 1992
La razón de que-se aborden conjuntamente las disposiciones
transitorias cuarta y séptima de la Ley 8/1990 y sexta y séptima
del Texto Refundido de 1992 no es otra que la de la práctica
identidad existente entre ellas. No obstante, en un análisis com-
parativo deben hacerse ciertas puntualizaciones.
En el numero 1 de la^ disposfción .transitoria sexta del
vigente Cuerpo Leqal desaparece "de municipios a los que se apli-
que íntegramente la presente Ley" ; se añade "o sólo en ésta últi-
ma clase de suelo, si se tratara de municipios en los que, de
conformidad con la disposición adicional primera, no hubiera de
regir el aprovechamiento tipo en suelo urbano".
Los nfimeros 2 y 3 son idénticos a sus ordinales de la dispo-
sición transitoria cuarta de la Ley 8/90. Sin embargo, los apar-
tados 4 y 5 son de nueva redacción.
441
Xodificación y Revisi6n de PZanes
E1 texto de la disposición transitoria séptima del TR/92 es
esencialmente igual al texto de la disposición transitoria sépti-
ma de la Ley 8/90, manteniéndose incluso el mismo plazo33.
A. Adaptación del instrumento de planeamiento vigente
a) Los Planes Generales
Dice la disposición transitoria sexta:
"1. En la primera revisión del programa de actuaci ĉn de
Planes Generales, se fijarán los aprovechamientos tipo de
33 Las t^nicas diferencias apreciables son las que existen
entre la disposicibn adicional primera del TR/92, y la ordinal
de la Ley 8/90:
- En el número 1, se sustituye "aplicación general" por la
concreción de las normas que ahora se citan.
Se refiere a los Municipios superiores a 50.000 habitantes
y capitales de provincia, en lugar de 25.000 habitantes.
Ahora no se hace referencia a la disposición final relativa
a los términos o carácter de aplicación del articulado.
En el número 2, la redacción es considerablemente diferente,
pero en la práctica existe igualdad.
"No se recoge la expresión "de jando a salvo en todo caso las
disposiciones especificas contenidas en.el nfimero siguiente".
- Por último, el nfimero 3, se corresponde. con el f inal del
número 2 de la disposición adicional primera de la Ley 8/90, si
bien no se recoge la salvedad que allf se hacía en cuanto a las
disposiciones específicas que recogía el nt^mero 3 de la Ley 8/90.
E1 segundo párrafo recogía parcialmente la aplicación .de las
normas expropiatorias y de venta forzosa a que se refiere, el
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las diferentes áreas de reparto en suelo urbano y urbaniza-
ble programado, o sólo en esta última clase de suelo, si se
tratara de municipios en los que, de conformidad con la
disposición adicional primera, no hubiera de regir el apro-
vechamiento tipo en suelo urbano; y se incorporarán las de-
terminaciones sobre programacibn contenida en la citada re-
visión. A tal efecto, el programa de actuacibn podrá revi-
sarse anticipadamente.
2. Si la fijación de los aprovechamientos tipo se realizara
sin alteracibn de los usos e intensidades resultantes del
planeamiento general vigente, no será necesaria la obser-
vancia del procedimiento de modificacibn del Plan General,
bastando el procedimiento de revisión del programa.
3. En la superf icie a computar el cálculo del aprovecha-
miento tipo a que se refiere el artículo 96.1 podrán in-
cluirse también los terrenos afectos a dotaciones y equipa-
mientos que, en ejecución de instrumentos de planeamiento
general adaptados a la Ley sobre Régimen del Suelo y Or-
denación Urbana, se hubieran obtenido mediante expropiacibn
forzosa". ^
E1 apartado primero, de conformidad a la disposición f inal,
tiene carácter básico, por lo que en ningfin caso será admisible
y procedente la aprobación de una revisión del programa de actua-_--
cibn del Plan General sin que al mismo tiempo se incorpore el mí-
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nimo dispuesto por la Ley para la primera revisión: áreas de re-
parto, aprovechamientos tipo y programación.
En el supuesto de que junto al referenciado contenido mínimo
se delimiten áreas a efectos del posible ejercicio de los dere-
chos de tanteo y retracto (artículos 291.1 y 297.1)34, o se es-
tablezcan sobre suelo clasificado como urbanizable no programado
o no urbanizable no sujeto a especial protección reservas de
terrenos de posible adquisición para constitución o ampliación
del Patrimonio Municipal del Suelo (artículo 278.1)3S, será pro-
cedente observar el procedimiento de revisión del programa de ac-
tuación, dado que asi lo dispone este filtimo precepto y el arti-
^ Vid. artículo 291: "1. A efectos de garantizar el cumpli-
miento del programación del planeamiento, incrementar el patrimo-
nio municipal del suelo, intervenir en el mercado inmobiliario
y, en general, facilitar el cumplimiento de los objetivos de
aquél, los Ayuntamientos podrán delimitar áreas en las que las
transmisiones onerosas de terrenos quedarán sujetas al ejercicio
de los derechos de tanteo y retracto por el Ayuntamiento respec-
tivo".
Dice el artículo 297: "1. A1 objeto de garantizar el cumpli-
miento efectivo de las limitaciones sobre precios máximos de ven-
ta de las viviendas suj etas a cualquier régimen de proteccibn pfi-
blica que imponga dicha limitación, los Ayuntamientos podrán de-
limitar áreas en la s que tanto las primeras como las ulteriores
trasmisiones onerosas de aquéllas queden sujetas a las notifica-
ciones prevenidas en los artículos 293 y 294.2 a efectos del po-
sible ejercicio de los derechos de tanteo y retracto en los pla-
zos establecidos al efecto en los mismos".
3s Dice el artículo 278: "1. Los Planes Generales o las re-
visiones de sus programas de actuación podrán establecer, sobre
suelo ^clasificado como urbanizable no programado o no urbanizable
no sujeto a especial protección, reservas de terrenos de posible
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culo 292, apartado iQ^, al que remite el artículo 297, apartado
3 Q 3^
E1 apartado 3Q de la disposición transitoria sexta constitu-
ye una excepción a la regla general prevista en el artículo 96,
apartado iQ38 en materia de fijación de aprovechamiento tipo en
suelo urbano. A1 amparo de esta disposición puede incluirse en
el denominador la superficie de los terrenos afectos a dotaciones
públicas, obtenidos por expropiación en ejecución de Planes adap-
tados a la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana39. La
razón de ser de esta exclusión se encuentra en la insuficiencia
de los mecanismos o técnicas de gestibn en suelo urbano conteni-
dos en la legislación anterior, lo que obligaba a acudir frecuen-
temente al instituto expropiatorio para la obtención de los
^ Vid. artículo 292: "1. La delimitación de dichas áreas
podrá efectuarse en el propio planeamiento general, en la revi-
sibn de su programa de actuación o mediante el procedimiento de
delimitación de unidades de ejecución del planeamiento".
^ Dice el precepto 297: "3. La tramitación de la delimita-
ción de estas áreas se ajustará a lo establecido en el articulo
292.1 y 2 de esta Ley...". .
3S Vid. articulo 33 de la Ley 8/1990.
El texto actual no incorpora los apartados 4(pasa al artí-
culo 99 TR/92 ) y 5 (se recoge en el artículo 72 . 2. c) del TR/ 1992 )
de la normativa anterior. Siendo que es, en lo que ahora importa,
del siguiente terior literal: "En suelo urbano, el aprovechamiento
tipo de cada área de reparto se obtendrá dividiendo el aprovecha-
miento lucrativo total, incluido el dotacional privado, corres-
pondiente a la misma, expresado siempre en metros cuadrados
construibles del uso y tipología edif icatoria caracteristicos,
por su superf icie total excluidos los terrenos afectos a dotacio-
nes pfiblicas, dé carácter general o local, ya existentes".
39 Debe entenderse hecha la referencia al Texto Refundido de
1976.
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terrenos dotacionales. Se pretende conseguir así^una compensación
"a posteriori" del esfuerzo inversor que hubiere podido realizar-
se con dicha f inalidad40.
b) Las Normas Subsidiarias del Planeamiento
Esta adaptacibn sblo será posible si al Municipio correspon-
diente no hubiera de aplicarse la Ley en los términos de la dis-
posición adicional primera, apartado iQ, pues en otro caso, de-
bería procederse a su sustitucibn por un Plan Generalal.
La exigida adaptación en estos casos deberé acomodarse al
procedimiento previsto para su modificación. La delimitacibn de
áreas de reparto y fijación del correspondiente aprovechamiento
tipo habrá de circunscribirse al suelo apto para urbanizar.
La Ley no fija plazo alguno cuando se trata de adaptacibn
de Normas Subsidiarias, si bien en el apartado cuarto de la dis-
posición transitoria ahora comentada dispone, con carácter de le-
gislación básica:
"En la primera revisión de las Normas Subsidiarias munici-
^ pales habrá de fijarse el aprovechamiento tipo en el suelo
4° Vid. MERELO ABELA, J.M., "Examen de las Disposiciones
Transitorias del nuevo Texto Refundido", RDU, núm. 129, 1992, pp.
67 y ss. .
al Cfr. MERELO ABELA, J.M., op. cit., p. 100.
•
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apto para urbanizar".
Ahora bien, es perfectamente admisible que la legislación
autonómica establezca un plazo para la adaptación, puesto que el
apartado 5^ de la disposición transitoria sexta emplea la expre-
sión planeamiento general, término éste que incluye a las Normas
Subsidiarias, aún cuando siempre sería de aplicación preferente,
dado su carácter de legislación básica, el referenciado apartado
cuarto, para el supuesto de que la revisión se produjera antes
,
del plazo que la disposición autonómica hubiera fijado.
B. Adaptaciones que implican la sustitución del instrumento de
planeamiento
La disposición transitoria séptima se pronuncia como sigue:
"Todos los municipios en los que, de conformidad con lo
establecido en la disposición adicional primera de esta
Ley, hubieran de regir las normas sobre áreas de reparto y
cálculo del aprovechamiento tipo en suelo urbano, deberán
disponer de Plan General adaptado a la presente Ley en el
plazo máximo de tres años a contar desde la entrada en
vigor de la Ley 8/1990, de 25 de jŭlio".
Según la previsión contenida en la disposición final única,
apartado 3Q la disposición transitoria séptima sólo se aplica
supletoriamente en las Comunidades Autónomas.
447
Xodificación y Revisión de Planes
Siguiendo la línea marcada por las disposiciones anteriores
tiene como finalidad conseguir que se haga efectiva la obligación
impuesta a los Municipios con planeamiento general de adaptarlo
a la nueva legislación urbanística. En todos aquellos Municipios
a los que la Ley debe aplicarse íntegramente, conforme a lo esta-
blecido en la disposición adicional primera, números 1 y 2, y
dispusieran sólo de Normas Subsidiarias o, de ninguna figura de
planeamiento -lo cual no será muy frecuente-, a la .entrada en vi-
gor de la Ley 8/1990, deberán sustituirse aquéllas por Planes Ge-
nerales, o, en su caso, aprobarse éstos como primera figura de
planeamiento.
La obligación de proceder a la adaptación citada resulta ló-
qica, dado que al ser concebido el Plan General como la pieza
maestra de la ordenación urbanística cualquier innovacibn que se
produzca en la legislación no se realizará correctamente sin la
existencia de un Plan General ajustado a las modif icaciones in-
troducidas. Por este motivo, se explica la gran preocupación que
el legislador siempre ha tenido -prueba de ello es que en las re-
formas anteriores también ha impuesto la obligación de adaptar
el planeamiento general- y sigue teniendo porque los distintos
Municipios cuenten con un Plan ajustado a lós textos normativos
vigentes en cada momento. . ^
^ La disposición transitoria séptima impone la obligación de
adaptación únicamente a aquellos Municipios en los que hubiesen--_^
de regir las normas sobre ^reas de reparto y cálculo del aprove-
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chamiento tipo en suelo urbano42. Deben adaptarse todas las de-
terminaciones del Plan General que no se adecuen a la nueva le-
gislacibn.
E1 plazo en el que debe realizarse la adaptación es de tres
años. E1 cómputo ha de iniciarse en el momento en que se produce
la entrada en vigor de la Ley 8/1990, de 25 de julio sobre Refor-
ma del Rógimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo. Pero esta
regla general tiene una excepción en el supuesto de que la apli-
cación íntegra derive de la decisión o disposición autonómica
-posibilidad que encuentra su apoyatura en el carácter supletorio
de la disposición que ahora comentamos-, y no del dato poblacio-
nal fijado por la Ley, el mencionado plazo no habrá de computarse
desde su entrada en vigor, sino desde que resulte exigible en
virtud de aquella decisión.
En el supuesto de que el Municipio no apruebe la adaptación
del Plan General en el plazo previsto podrá subrogarse el órgano
autonómico competente.
^42 Segt^n la disposición adicional primera del TR/92, las
normas contenidas en la Ley relatiyas a delimitación de áreas de
reparto y cálculo del aprovechamiento tipo serán de aplicación
en los municipios superiores a 50.000 habitantes, en las capita-
les de provincia y en los municipios comprendidos en los entornos
metropolitanos delimitados por la Comunidad Autónoma correspon-
diente. Asimismo están obligados por las citadas normas, los Mu-
nicipios comprendidos entre 25.000 y 50.000 habitantes, salvo que
las Comunidades Autónomas excluyan a Municipios que no sean capi-
tales de provincia de tal aplicación. Y por filtimo, si así lo
dispusiese la respectiva Comunidad Autónoma, estas normas serán
obligatorias para los Municipios de menos de 25.000 habitantes.
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III. EDIFICIOS FIIERA DE ORDENACIÓN
La inclusión de este régimen en el capítulo dedicado a la
acomodación y adaptación del planeamiento exige una brevísima ex-
plicación. Es justificada su inclusión, sistemática en este capí-
tulo porque una de las consecuencias de la modificación o revi-
sibn de los Planes es la situación urbanística de fuera de orde-
nación43 de determinadas construcciones e instalaciones erigidas
de conformidad al planeamiento que estaba vigente en aquél momen-
to, con la consiguiente necesidad de intentar que con el paso del
tiempo, pues no se trata ni mucho menos de un efecto inmediato,
se produzca la adaptacibn de lo construido e instalado a la nueva
ordenacibn urbanística. Tal adaptación.se consigue reduciendo el
ámbito de las facultades de conservación, porque qué duda cabe
que se aproxima su extinción. La prohibicibn de modernizar y con-
solidar los edif icios e instalaciones lleva de modo inequívoco
a su destrucción. Tal limitación es, si cabe, más importante y
transcendental en el caso de las instalaciones industriales, ya
que podemos imaginarnos en qué situación quedan las industrias
a las que se priva de la imprescindible modernización que el
43 GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios..., cit., p. 690, concibe
el régimen de fuera de ordenación como un régimen de transiciĉn.
Una S. TS de 23 de septiembre de 1988 (Az. 7250), deja claro que
el régimen de fuera de ordenacibn es un régimen transitorio: "La
aplicación de este régimen jurídico, de transición de una ordena-
cibn a otra, supone desde luego un lapso de tiempo durante el
cual se prolonga en cierto modo la aplicación de un Plan ya no
vigente".
Vid., también, LbPEZ-JURADO ESCRIBANO, F. de B., "El régimen
de "fuera de ordenación" y el planeamiento urbanístico", RDU,
núm. 112, 1989, p. 105.
w
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a
vertiginoso avance tecnológico exige.
La sanción, por tanto, de fuera de ordenación impuesta a los
edificios disconformes con el nuevo planeamiento, alberga en el
fondo la intencibn de que la realidad urbana se acomode, se adap-
te a la ordenación urbanistica, de forma que paulatinamente se
consiga que aquellos edif icios que no son conformes con el nuevo
planeamiento caminen hacia la consecución de tal objetivo.
1. Concepto
Bajo esta denominación se ha consagrado una terminología in-
troducida por los artículos 48, 49 y 50 de la^Ley del Suelo de
1956, literalmente reproducidos en los artículos 60, 61 y 62 de
la Ley de Reforma y 130 del TR/92. Su contenido no ha sido, en
cambio, desarrollado por el Reglamento de Planeamiento.
La aprobación de un Plan -por supuesto, también la modif ica-
ción y revisión del mismo- que contenga determinaciones urbanís-
ticas distintas a las anteriores comporta consecuencias en la
realidad. Así, se plantea el problema de determinar qué soluci ĉn
debe adoptarse ante la existencia de situaciones nacidas al ampa-
ro de la ordenación anterior; ^deben^ respetarse las edif icaciones
e instalaciones erigidas con anterioridad a la entrada en vigor
del nuevo Plan?, o, por el contrario, ^deben desconocerse?. La
cuestibn suscitada encuentra respuesta en el artículo 137 del vi-
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gente Texto Refundido^, que si bien reconoce sin vacilación la
44 E1 apartado 5Q de este precepto es legislación básica, sin
embargo, los restantes apartados constituyen legislación
supletoria.
La Ley 8/1988, de 1 de julio, ha derogado el artículo 60 del
Texto Refundido de 1976 -cuyo contenido fue recogido por el artí-
culo 137 del actual Texto legal-, por lo que, en materia de cali-
f icacibn de fuera de ordenación regirá la mentada Ley autonómica,
aunque sin perjuicio del derecho de retorno de los arrendatarios
en caso de reconstrucción del edificio, por cuanto que, tal de-
terminación se halla contenida en el apartado 5 Q del precepto 137
que, como ya hemos anunciado, es básico. En definitiva, la regu-
lacibn, en esta Comunidad autónoma, corresponde a los artículos
1, 2 y 3 del referido Cuerpo Legislativo.
Por su parte, en Cataluña el TRC regula la materia que ocupa
nuestro estudio en su artículo 93, a cuyo contenido nos remiti-
mos.
LLISET BORREL, F. , et. al, op. cit. , pp. 828-829, especifica
cuales son las particularidades introducidas por la legislación
catalana:
- Se limita la aplicación del régimen general de la LS a
los usos en que las nuevas determinaciones del planeamiento
requieran la expropiación, la cesión gratuita o la demoli-
ción del edificio.
- En lo que se refiere a las obras que impliquen aumento de
volumen -que prohibe el articulo 137.2 del TR/92- se admite
implicitamente la posibilidad de que sean autorizadas, ya
que "se aplicarán las determinaciones del nuevo planeamien-
to", a no ser que el edificio se encuentre en alguno de los
supuestos señalados en el párrafo anterior, es decir, se
requiera su expropiación, cesión gratuita o demolición.
- La autorización o denegación de las obras señaladas en el
artículo 93.3 TRC dependerá, en principio, de que las
mismas sean compatibles con la regulación de las condicio-
nes básicas del nuevo plan, salvo que según éste se requie-
ra la expropiación, cesi ĉn gratuita o demolición del
edificio. ^ , ^
- En cuanto al uso, se establece un principio de manteni-
miento de los existentes, siempre que sean compatibles con
el nuevo plan, y sin perjuicio de que las actividades
industriales se adapten a la reglamentación que establezcan
los límites de molestia, insalubridad, nocividad y peligro
correspondientes a cada zona.
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admisión de la realidad preexistente, trata de impedir que se
produzca la consolidación de las construcciones e instalaciones
que supongan un obstáculo o simplemente una dificultad en la eje-
cucibn o cumplimiento del nuevo Plan. Una Sentencia del Tribunal
Supremo de 26 de diciembre de 1978°S dice que:
"la verdadera finalidad de esta norma es adecuar las
soluciones^posibles, en el enfrentamiento que para una
realidad física anterior pueda comportar la aprobación de
un nuevo Plan, en forma tal que el desarrollo de éste no se
encuentre en mayores dificultades que las preexistentes".
Por su parte, FERNÁNDEZ RODRIGUEZ46 asevera que se trata de
congelar las construcciones e instalaciones preexistentes al Plan
y no conformes con éste hasta su extinción natural. Para GONZÁLEZ
PÉREZ47 la "ratio legis" del precepto no es otra que la armoniza-
cibn del "desideratum" de que el edif icio fuera de ordenación no
prolongue su existencia más allá de lo que cabe esperar de él,
por el estado de vida de sus elementos componentes.
normas transitorias en que se prevén la solución de las
cuestiones que plantee el paso de la ordenación anterior a
. la nueva.
Por último, por lo que respecta a Navarra, la regulación
corresponde a la Ley Foral 6/1987, de 10 de abril, concretamente




Vid. Manual de Derecho..., cit., pp. 99-100.
Vid. Comentarios ... (Texto...), cit., p. 1062.
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E1 precepto citado conceptúa como fuera de ordenación a los
edificios e instalaciones erigidos con anterioridad a la apro-
bación definitiva del planeamiento urbanístico que resultaren
disconformes con el mismo.
2. Caracterfsticas
Las notas que particularizan esta situación urbanística son:
1$ . Se requiere la aprobación de un nuevo Plan. Para decirlo
con palabras del Tribunal Supremo:
"la calif icación como fuera de ordenación ..., nunca podrá
tener lugar en su causa antes de que exista Plan, puesto
que hasta este momento falta la formulación de la que deri-
va la disconformidad de una concreta edificación con las
previsiones para el futuro, y solamente después de la vi-
gencia del Plan podrán aplicarse los efectos de aquella ca-
lif icación, como es sin duda la aprobación de las obras que
dif icultarian la ulterior ej ecución del Plan por impedir la
natural decadencia de los edificios, o, al contrario, de-
terminar un aumento de su importancia física o su valor
frente a la posible expropiacibn..:" (S. de 30 de septiem-
bre de 1975)^. ^
Debe tratarse de instrumentos de aplicación directa, Plan
^ Ar. 3980.
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General en suelo urbano y Plan Parcial en suelo urbanizable.
Un adecuado análisis de la legislación urbanística -derogada
y vigente- lleva a admitir que los Estudios de Detalle también
determinan ese régimen. Porque en ocasiones el Plan General pre-
cisará de un Plan Parcial o de un Estudio de Detalle para concre-
tar ciertas determinaciones, siempre, eso sí, dentro de los lími-
tes f i j ados por la Ley49 .
2^. E1 nacimiento de la citada situación radica en la apro-
bación definitiva del nuevo Plan y no antes de este momento.
Es inadmisible hablar de edificios e instalaciones fuera de
ordenación cuando tan solo se ha producido la aprobación inicial,
habrá que esperar a la finalización del procedimiento. Por consi-
guiente, las^ consecuencias de esta calif icación deben ser aplica-
das tan sólo al momento posterior al de la aprobación definitiva.
3$. Es necesario que como consecuencia del nuevo planeamien-
to, existan edificios o instalaciones disconformes con éste. La
disconformidad puede derivar del incumplimiento de determinacio-
nes relativas a zonificación, edificabilidad,^volumen, alineacio-
a9 En este sentido se^ ha pronunciado LASO MARTINEZ, J. L. , op.
cit., pp. 533-534, para quien "el artículo 60 debe ser recibido,
en cuanto a las figuras de planeamiento, en un sentido amplio que
permite abarcarlas todas en tanto el instrumento de planeamiento
empleado signifique la afectación de unos bienes; esta es la-_-.
razón por la cual también los Estudios de Detalle pueden^^^
determinar la aplicación de éste régimen, siempre que, por su
condicibn, se ref ieran a determinaciones incluidas dentro de sus
posibilidades legales".
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nes, altura, etc.
Así, por ejemplo, en una sentencia de 10 de diciembre de
1968 el TS después de señalar que la casa litigiosa, existente
en la fecha en que fue aprobado el Plan General de Ordenación
Urbana de La Coruña en 1949, no se hallabá dentro de las ali-
neaciones de calles y plazas, aseveró que el incumplimiento de
las determinaciones relativas a alineaciones conllevaba la situa-
ción urbanística de fuera de ordenación.
4$. No es necesario que los edificios e instalaciones ca-
lif icadas como fuera de ordenación fuesen conformes con la orde-
nación urbanística durante cuya vigencia fueron erigidossÓ.
Pues, en el supuesto de que fueran disconformes podrá re-
clamarse frente a ellos por los medios que prevé la legislación
urbanística. Pero la circunstancia es irrelevante a efectos de
fuera de ordenacións' .
S0 Asi lo dispone expresamente la Ley 8/1988, de 1 de junio,
sobre edificios e instalaciones fuera de ordenación (Comunidad
Autbnoma de Baleares). Dice el articulo 2: "1. Asimismo, deben
considerarse como edificios o instalaciones fuera de ordenación,
aquellos que se construyan o se hayan construido en contra de las
determinaciones contenidas en los Planes o en las Normas Comple-
mentarias y Subsidiarias del Planeamiento, o así como los cons-
truidos en contradicción con la legislación urbanística vigente,
aunque haya transcurrido el plazo de cuatro años f ijado en el
Real Decreto Ley 16/1981, de 16 de octubre".
si Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios... (Texto...), cit.,
pp. 1063-1064.
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Esta opinión no es compartida por algunos autoresS2, para
quienes es requisito "sine qua non" la existencia de edif icios
o instalaciones construidos de conformidad a la ordenación ur-
banística anterior. Tales construcciones deben estar correcta-
mente realizadas conforme a la ordenación vigente en el momento
de su realizacibn.
5^ . Por último, para que se produzcan los. efectos de la ci-
tada calif icación no es necesaria la tramitación de un procedi-
miento con la f inalidad de declarar que un edificio está fuera
de ordenaciónS3. Por el contrario, será suficiente con dejar
constancia de forma justificada y razonada de tal situaciĉn de
disconformidad en el procedimiento incoado con ocasión de solici-
tar licencia de ejecución de obras y, por consiguiente, la proce-
dencia o no de las obras que se pretenden ejecutarS4.
En síntesis, se requiere la aprobacibn de un nuevo Plan, de-
s
s2 Vid. LASO MARTÍNEZ, J.L., op. cit., p. 533; PASTOR
RIDRUEJO, F., que en su articulo "La propiedad urbanistica y su
legitimación: planes y licencias", RDU, núm. 21, 1971, p. 67
excluye de la actuación de "fuera de ordenación" el edif icio
levantado clandestinamente o en contravención de los planes y
ordenanzas, ,situacibn completamente distinta. También ARROYO
GARCÍA, J., et al., op. cit.
s3 No es, púes, necesaria una declaración expresa de la
disconformidad de un edificio para que se aplique el régimen de
"fuera de ordenación". Para CASTRO TRONCOSO, J.L., "Licencias y
autorizaciones en precario para obras en edificios fuera de
ordenación", RDU, núm. 35, 1973, p. 78, tal calificación se
produce "ope legis". Vid. en idéntico sentido, LóPEZ-JURADO
ESCRIBANO, F. B., op. cit., p. 319.
s4 Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios...(Texto...), cit.,
p. 1064. ARROYO GARCÍA, J., et al., op. cit., p. 491.
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biendo tratarse de un instrumento de planeamiento de aplicación
directa; dicha aprobación debe ser definitiva; la entrada en vi-
gor del nuevo Plan debe traer como consecuencia la existencia de
edificaciones o instalaciones disconformes; no es preciso que las
edificaciones e instalaciones hubiesen sido erigidas de conformi-
dad a la ordenación anterior; y, por t^ltimo, no es necesaria la
tramitación de un procedimiento para declarar tal situación.
3. Limitacfones ea las obras
A. Consideraciones generales
La consecuencia de la calificación de fuera de ordenacibn
asignada a las edif icaciones e instalaciones que resulten discon-
formes con el nuevo planeamiento es la prohibición -salvo que és-
te disponga otro régimen- de realizar en ellos obras de consoli-
dación, aumento de volumen, modernización o incremento de su va-
lor de expropiación. Única y exclusivamente se permite la reali-
zación de pequeñas obras de reparacibn o conservaciónss y, ex-
ss A la vista del artículo 21 del TR/92, que tiene sus
antecedentes en los artículos 181 del TR/76 Y 10 de la Ley
8/1990, corresponde a los propietarios de terrenos y cons-
trucciones mantenerlos en condiciones de seguridad, salubridad
y ornato público. ^
Se ha planteado el problema de determinar si además de los
propietarios también los administradores están obligados a eje-
cutar las obras necesarias para conservar las condiciones de se-
guridad, salubridad y ornato pfiblico. Recientemente el Tribunal
Supremo, sentencia de 18 de julio de 1994 (Az. 5544), se ha pro-
nunciado al respecto, aseverando que tal obligación está reserva-
da por Ley a los propietarios :"Los propietarios de edif icaciones
deberán mantenerlos en condiciones de seguridad, salubridad y or-
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cepcionalmente, obras de consolidación, excepción ésta sometida
a la condición^de que no esté prevista la expropiación o demoli-
ción de la f inca en el plazo de quince años, plazo cuyo cómputo
comenzará en el momento en que se pretenda la realizacibn de las
meritadas obras.
La excepciĉn prevista en el precepto es lógica y razonable,
ya que si bien es cierto que lo que se busca con la calif icación
de fuera de ordenación es que el edificio o instalación discon-
forme no prolongue su existencia más allá de lo que cabe esperar
de él, no es menos cierto que la desordenación de un edificio 0
instalacibn "no implica "ipso facto" ni su inmediata desaparición
ni su condena como bien econbmico y social, en cuanto el mismo
seguirá existiendo y prestando su servicio para el que fue
erigido hasta que llegue el momento de su de ŝaparicibn" (S. TS
de 8 de julio de 1983)^.
Este precepto, debe ser interpretado de forma estrictas^.
Esta opinión es compartida por una Sentencia del Tribunal Supremo
de 1 de marzo de 1978^. Dice el Tribunal:
"... el precepto legal ha de "entenderse en sus justos tér-
«
nes los obligados a realizar las obras...".
^ Az. 4026. Vid. Ss. TS 22 de mayo y 17 de julio de 1991
(Az. 4288 y 6347).
^ Vid. LLISET BORREL, F., et al., op. cit., p. 137-
ss Az. 857.
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minos, en cuanto el mismo representa un auténtico sacrif i-
cio para el derecho de propiedad urbana, en aras de las
conveniencias de las nuevas concepciones urbanísticas, aco-
qidas en el planeamiento el cual viene a poner en ejercicio
un "ius variandi", que pone "fuera de ordenacibn", lo que
hasta entonces no estaba, dejando profundamente debilitado
un derecho dominical, como consecuencia de las nuevas di-
rectrices, sobre todo en sus expectativas y en sus concre-
tas realizaciones; circunstancias que ponen bien a las cla-
ras la justicia de una interpretación estricta de la norma
con el f in de no llevarla más allá de lo necesario".
En idéntico sentido de interpretación estricta se ha pronun-
ciado el mismo Tribunal en una sentencia de 7 de diciembre de
1981s9: .
"la interpretacibn de dicho artículo, si no queremos des-
virtuar la f inalidad en él perseguida de no dificultar la




E1 precepto 137, apartado 2Q prohibe realizar en los edifi-
cios o instalaciones fuera de ordenacibn "obras de consolidación,
aumento de volumen, modernización o incremento de su valor de ex




propiación", salvo que el planeamiento establezca otro régimen
diferente, en cuyo caso resultaría de aplicación preferente dicho
régimen.
Son obras de consolidacibn aquellas que suponen reconstruir
o reponer elementos esenciales de la edificación o instalacibn,
como son los elementos o partes estructurales, por ejemplo, las
de cimentación, pilares y muros de energía, forjados, techos,
etc. y en .general, de aquellos elementos que afecten a la seguri-
dad de la construcciónó0.
Si la finalidad perseguida por la calif icación urbanistica
de fuera de ordenación es evitar que un edif icio o instalacibn
prolongue su existencia más allá de lo que cabe esperar de él,
una de las medidas a adoptar deber ser impedir que la cons-
trucción o instalación adquiera f irmeza y solidez. Debe evitarse
el fortalecimiento de las edificaciones e instalaciones discon-
formes con las previsiones del futuro.
La segunda clase de obras son aquellas que impliquen aumento
de volumenó'. Así pues, es inadmisible autorizar la ejecución de
60 Vid. LLISET BORREL, F., et al., op. cit., p. 820.. Vid.
S. TS de 20 de noviembre de 1984 (Az. 5793).
61 Un ejemplo reciente podemos encontrarlo en una S. TS de
4 de junio de 1994 (Az . 4617 ), en el que se enjuicia la autoriza-
cibn de las obras interesadas por el propietario de un edif icio
que no mantenía, respecto de la línea de ferrocarril, la distan-
cia establecida en el Plan General de Ordenación Urbana, consis-
tentes en ampliar una planta destinada a oficinas. E1 Tribunal
sin vacilar declaró la improcedencia de las pretendidas obras por
constituir aumento de volumen.
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obras que excedan de la edificabilidad ya consumidaó2.
La claridad del precepto no permite albergar duda alguna so-
bre la imposibilidad de realizar en un edificio disconforme obras
que supongan aumento de volumen, pero la duda surge en relación
a si tal prohibición se refiere exclusivamente a la parte del
edif icio que provoca la mentada calif icación urbanística o, por
el contrario, se ref iere al edif icio completo. A nuestro juicio,
la prohibición afecta a todo el edificio. E1 TS no lo duda en una
sentencia de 17 de febrero de 1981^ en la que manifiesta:
"Que toda construcción fuera de ordenaciĉn, aún en un
supuesto como éste en que tal calificación sólo deviene por
uno de sus linderos, afectará necesariamente, en tanto no
se rectifique, a todo el edificio...".
Por lo que se ref iere a las "obras de modernización" se tra-
ta de un concepto ambiquo y dif ici 1 de def inir, que como bien di-
ce una sentencia del Tribunal Supremo de 22 de junio de 1972^
requiere una interpretación razonable y prudente, pues como af ir-
ma la propia sentencia "no cabe duda que la realización de obras
tendentes a dar satisfacción a la higiene, el ornato y la conser-
62 Tal prohibición ha sido aplicada en múltiples supuestos
jurisprudenciales. Vid., a título de ejemplo, las Ss. TS de 17
de febrero de 1981 (Az. 1128), 15 de febrero de 1982 (Az. 1392),
8 de mayo de 1984 (Az. 2634), 24 de enero y julio de 1990 (Az.
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vación de un edif icio a mej orar viene a representar una moderni-
zación del mismo", de forma que si bien estas obras no resultan,
en principio, admisibles, o dicho de otro modo, el legislador ha
optado por prohibirlas, esta prohibición ha de entenderse sin
perjuicio de la salvedad de las pequeñas reparaciones que exigie-
ren la higiene, ornato y conservación del inmueble que autoriza
el propio precepto, aun cuando las mismas signif iquen moderniza-
ción del inmueble. Resulta probable, además de lógico y coherente
que esas pequeñas reparaciones supongan o conlleven el efecto
prohibido de la modernización.
Por último, se prohibe autorizar y realizar obras que incre-
menten el valor de expropiación de la construcción o instalación.
Ahora bien, ^podría admitirse la exclusión de esta prohi-
bición a través del procedimiento de exigir al solicitante de la
licencia el previo compromiso de renunciar a ese incremento de
valor?. Tal posibilidad es perfectamente admisible,,por cuanto
que, con el compromiso adquirido por el solicitante de la licen-
cia de renunciar a lo que en su caso podría corresponderle por
haberse incrementado el precio expropiatorio de la edificación
o instalación desordenada, queda salvaguardada l^a finalidad per-
seguida por el legislador de evitar que al propietario se le haya
de pagar más por tener que valorar esas obras que, precisamente,
se pretenden prohibir. A efectos de valor de expropiación una vez
haya compromiso de renunciar es como si las obras no se hubiesen
autorizado ni ejecutado.
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El Tribunal Supremo en una sentencia reciente de 2 de octu-
bre de 1991^ ha resuelto la cuestión planteada en el sentido
apuntado, concretamente ha dicho:
" Quedando tan sólo como elemento de duda que el nuevo
destino de los bajos de edificio represente un incremento
de valor de expropiación, prohibición superable, como se
viene diciendo en multitud de supuestos semejantes, por el
sencillo procedimiento de exigir al solicitante de la li-
cencia el previo compromiso de renunciar, en su caso, a ese
incremento de valor"^.
C. Obras autorizables
De conformidad a lo dispuesto en el apartado 2 Q del artículo
137 del TR/92 en los edificios disconformes podrán autorizarse
aquellas obras que consistan en "pequeñas reparaciones que exi-
gieren la higiene, ornato y conservación del inmueble". Por con-
siguiente, solamente son susceptibles de autorización las obras
de simple mantenimiento, salubres y estéticas que, naturalmente,
respeten los aspectos contenidos en dicho precepto.
E1 Tribunal Supremo en una sentencia de fecha 8 de noviembre
^ Az. 7788.
^ Igualmente una S. TS de 1 de junio de 1989 (Az. 5533), se
interesaba la realizacibn de obras de reforma interna, siendo que
el Tribunal declaró su procedencia: "en el presente caso se pide
únicamente la reforma del local anteriormente autorizado y se ha
hecho la renuncia al incremento de su valor de expropiación".
*
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de 197167 determina qué debe entenderse por pequeñas reparacio-
nes que exigieren la higiene, ornato y conservación del inmue-
ble^, y así dice:
..., es decir, que merezcan la calif icación de "ordina-
rias", tanto porque técnicamente son realizables mediante
la adopcibn de medidas normales de construcción, como
porque tienden a reparar lesiones o deterioros menos
graves, conforme viene sancionando la jurisprudencia de
esta Sala"^.
Más recientemente, e1 Tribunal Supremo ha precisado lo qué
debe entenderse por obras de reparación, y así dice en una sen-
tencia de 22 de marzo de 1994:
"... deben comprenderse únicamente como tales las precisas
para devolver a la normalidad a la edificación, tanto en el
aspecto de estabilidad como en el de salubridad o habitabi-
lidad, con exclusión, por tanto, de las de ornato o em-
bellecimiento, sin que puedan ser tenidas en cuenta las
obras que obedecen a la f inalidad de conseguir en el edif i-
67 Az. 4412.
^ Como tiene declarado el TS, S. de 17 de junio de 1991 (Az.
5248), la finalidad perseguida con las obras de conservacibn es
la de "evitar riesgos a personas y cosas y peligros para la
higiene y también para el sostenimiento de los que se ha llamado__.
"imagen urbana"". ^
^ Vid. , en el mismo sentido, las Ss. TS de 3 de marzo de
1966 (Az. 1155) y 16 de diciembre de 1986 (Az. 1987/1143).
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cio una mayor comodidad y un ornato superior al que tenía
la f inca o aquellas que excedan de la reposición funcional
del edif icio para entrar en el ámbito de la renovacibn y
mejora de la situacibn anterior, o, en f in, aquellas otras
que supongan modernizacibn y mejoramiento".
Es imposible dar una respuesta taxativa en la materia, no
se puede hacer una relación de las obras que deben ser conside-
radas como pequeñas reparaciones con las finalidades anteriormen-
te señaladas y cuáles, por el contrario, no pueden ostentar tal
calificación.
Una sentencia del Tribunal Supremo de 2 de diciembre de 1975
hubo de pronunciarse sobre la procedencia o no de conceder licen-
cia para abrir, en un edif icio que el propio solicitante recono-
cía que estaba calif icado como fuera de ordenación, cuatro ven-
tanas cuyas dimensiones eran de un metro veinte centímetros por
un metro treinta centimetros, así como si eran precisos los ma-
teriales que el solicitante describía como necesarios para ejecu-
tar las obras -cólocar como cargadetes viguetas de hormigbn arma-
do prefabricado en número y sección suficiente para resistir la
carga a que van a estar sometidas-. E1 Tribunal denegó la licen-
cia solicitada por entender que los huecos cuya apertura se inte-
resaba no respondían -su dimensibn era verdaderamente considera-
ble-, en modo alguno al concepto de "pequeñas reparaciones" a que
se refiere la legislación urbanística y que, además, no eran
obras exigidas para la higiene -otro de los conceptos que permi-
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ten autorizar la ejecución de obras-, al resultar más fácil, dice
el Tribunal, proporcionar ventilación a los respectivos locales
de la planta de buhardillas a través de las claraboyas que en
aquél momento existían.
^ Pero, veamos la otra cara de la moneda. Se trataba de
declarar la procedencia o no de autorizar la construcción de un
cuarto de aseo. E1 TS entendiendo que la obra de instalación
interesada estaba dirigida a satisfacer mínimas exigencias de
confort e higiene en la explotación mercantil ubicada en el
edif icio para los usuarios y que no incidían en elementos funda-
mentales del edificio y por tanto en su estado de vida, acordó
autorizar la obra peticionada70.
E1 Tribunal Supremo en una sentencia de 2 de octubre de
199171 estimó el recurso de apelación interpuesto contra la sen-
tencia del Tribunal "a quo" que había denegado el otorgamiento
de la licencia de obras en litigio. En el caso presente las obras
litigiosas .consistían en la conversión de una sala de fiestas en
locales comerciales. La sentencia pone de relieve la dificultad
70 S. de 13 de febrero de 1991 (Az. 953).
Entre los caŝos que recogen obras autorizables tenemos: ins-
talación de un toldo rígido desmontable en un bar restaurante ( S.
TS de 2 2 de mayo de 19 91, Az . 4 2 8 8); ref orma de coc ina , cons-
trucción de cuarto de baño y levantamiento de muro para evitar
derrumbamiento que no perjudican la efectividad del nuevo Plan
( S. TS . de 8 de f ebrero de 1994 , Az . 14 3 9); instalación receptora
de gas propano que permite o mejora la habitabilidad de la vi-
vienda (S. TS de 26 de septiembre de 1994, Az. 8265).
^1 Az . 7788 .
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que en determinados supuestos plantea la interpretación del ar-
ticulo 60 en razón a que el mismo recoge dos parámetros indica-
dores de las obras permisibles. Finalmente, el Tribunal Supremo
afirma que las obras no consolidan nada, ni aumentan la super-
f icie edificada y tampoco contribuyen a modernizar el edificio,
y resuelve la duda de si aquellas representan un incremento del
valor de expropiación condicionando el otorgamiento de la li-
cencia al previo compromiso por el solicitante de ósta de renun-
ciar en su caso, a dicho incremento de valor.
Por otra parte, la Administración podrá autorizar en casos
excepcionales, así lo dispone el apartado 3Q del precepto 137,
"obras parciales y circunstanciales de consolidacibn cuando no
estuviere prevista la expropiación o demolición de la finca en
el plazo de quince años" , plazo éste que debe contarse desde "la
fecha en que se pretendiese realizarlas". _
De la redacción de los artículos 60 del TR/76 Y 137 del
TR/92 no se debe concluir que en cuanto una construcción o insta-
lación se encuentre en alguna de las circunstancias excepcionales
previstas haya que autorizar su ejecución, pues la expresión em-
pleada es "podrán autorizarse". Se trata de un acto potestativo,
no ^imperativo.
Si el Ayuntamiento coxisidera que, afin encontrándose en tal
situación el edif icio o la instalación de que se trate, no es
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cia, podrá denegar la licencia de obras interesada, si bien está
obligada a dejar constancia en el correspondiente acto resoluto-.
rio de las causas que le han llevado a tal denegaciónn.
La discrecionalidad que asiste a la Administracibn no debe
ser interpretada como sinónimo de decisión aleatoria, sino que
ha de estar supeditada a la conveniencia para el desarrollo del
planeamiento que en ese momento se encuentre en ejecución.
D. Demolición y reconstrucción de edificios fuera de ordenación
E1 artículo 137 del Texto Refundido de la Ley del Suelo, en
su apartado 4 Q, dispone que "cuando la disconformidad con el pla-
neamiento no impida la edificación en el mismo solar que ocupa
el edif icio, el propietario podrá demolerlo y reconstruirlo con
sujeción a dicho planeamiento".
E1 legislador impone dos condicionantes al supuesto de
demolición y reconstrucción._Por una parte, es necesario que el
n En este sentido se pronuncia una S. TS de 23 de enero de
1968(Az. 661): "La posibilidad de que el Ayuntamiento autorice
las obras de consolidación, no obstante las circunstancias urba-
nísticas antes indicadas, tienen lugar solamente, según las pa-
^labras del concepto, "en casos excepcionales" , pero además y so-
bre todo, la redacción de la norma revela. .., que se trata de una
facultad fundamentalmente discrecional de la Corporación Munici-
pal, pues tal es la interpretación que hay que dar al empleo del
verbo "podrá" que se emplea por el leqislador, ..., que refleja
claramente que se trata de una posibilidad o facultad del Ayun-
tamiento que éste ejercerá si quiere y no.de una obligación le-
gal...". .
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nuevo Plan permita edif icar en el solar en que se halla ubicada
la construcción que se pretende demoler y, por otra, que la nueva
construcción sea conforme a dicho planeamiento. Concurriendo am-
bos requisitos, no habrá inconveniente alguno para que la Admi-
nistración conceda licencia de demolición y licencia para nueva
construcciĉn.
El Texto Refundido reconoce a los inquilinos del edificio
demolido y reconstruido el derecho de retorno. Este derecho es
regulado por la DA 4^ del TR/92 por remisión del apartado 5^ del
artículo 137 del mismo texto^.
Se reconoce a los arrendatarios de.las viviendas demolidas
ejercitar contra el dueño de la nueva edificacibn, cualquiera que
sea éste, el derecho de retorno regulado en la legislación vigen-
te en materia de arrendamientos urbanos. E1 legislador ha impues-
to al propietario de la edificación la obligación de garantizar
el alojamiento provisional de los inquilinos hasta que sea posi-
ble el retorno. .
4. IIsos de edificaciones 4 instaláciones desordenadas
Se plantea la cuestibn de si es posible seguir haciendo uso
^ Este apartado constituye novedad en su formulación sepa-
rada, si bien se puede entender que antes venía recogido por la..._..
referencia que se hacía al f inal del nfimero 4 de la LAU. MARTÍN ^-^
BLANCO, J., E1 tráfico de bienes inmuebles en lá Ley de1 Suelo,
Montecorvó, Madrid, 1968, pp. 214 y ss, negaba la subsistencia
de este derecho. .
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de los edificios e instalaciones que como consecuencia de la
aprobación de un nuevo planeamiento resultan desordenados.
Por lo que respecta al mantenimiento de los usos existentes
la respuesta ha de ser af irmativa^4, ya que lo contrario sería
condenar al edificio a la pérdida de todo valor de explotación.
La calificación urbanística de fuera de ordenación no implica la
inmediata desaparición del edificio o instalación ni su condena
como bien económico y social . E1 edif icio o instalaci ĉn no muere,
no desaparece.
En cuanto a la procedencia de autorizar nuevos usos procede-
rá el otorgamiento de la pertinente licencia siempre que además
de respetar la obligación de no realizar obras prohibidas los
usos que se pretendan implantar sean conformes con la nueva orde-
nación^s.
Esta doctrina ha sido reiterada por e1 Tribunal Supremo en
una sentencia de 3 de mayo de 199076, al aseverar que no es obs-
táculo para otorgar una licencia de apertura el hecho de que el
edif icio o local en el que la actividad haya de establecerse esté
fuera de ordenación y sujeto, por tanto, a las limitaciones que
74 Vid. LLISET BORRELL, F. et al., op. cit., p. 826. LASO
MARTINEZ, J.L., op. cit., pp. 543 y ss.
^s Vid. POU VIVER, T., "Procedencia de la licencia de
apertura de establecimientos en edificios^fuera de ordenación",
RDU, núm. 45, 1975, pp. 13 y ss.
76 AZ. 10024.
471
Hodificacíón y Revisión de Planes
impone el artículo 60 de la Ley del Suelo; pues una cosa es que
el edificio esté fuera de ordenación y sujeto como tal a las li-
mitaciones del aludido artículo, y otra muy diferente que el in-
mueble no pueda utilizarse -Ss de 22 de junio de 1972 (Az . 3609 ),
17 de diciembre de 1974 (Az. 4992), 13 de junio de 1980 (Az.
3189 ), 24 de enero de 1986 (Az . 1122 ), 2 y 5 de junio de 1989
(Az . 5926 y 5927 ), 12 de diciembre de 1988 (Az . 9775 ) y 7 de mar-
zo de 1989 (Az. 1775) , entre otras-; siendo por consiguiente per-
misible autorizar usos en edificios desordenados, siempre que
esos usos sean admisibles"^. ^
En todo caso debe llamarse la atenci8n sobre la circuns-
tancia de que una cosa son los usos y otra distinta las obras.
De forma que la prohibición, en su caso, de aquél no comporta
necesariamente la de las obras susceptibles de ser autoriza-
das78. Se trata de dos conceptos distintos en sí mismos e inde-
pendientes.
5. Cese da la calificacióa de tuera de ordenación por modilfaa-
afón del Plan
Los edif icios que en un momento determinado resulten discon-
formes con el plar^eamiento urbanístico viqente en ese tiempo pue-
den ser liberados de esa carga de disconformidad por la modifica-
^ En este sentido, Vid. una S. TS de 16 de mayo de 1991 (Az.
4280) .
^g Vid. un pronunciamiento jurisprudencial (TS) de 17 de





ción del Planeamiento. No existe obstáculo alguno que impida que
un edificio que en un momento dado está catalogado de fuera de
ordenación adquiera su adecuación a la ordenación urbanística en
virtud de una modif icación operada sobre aquél^instrumento79.
En una sentencia de 12 de septiembre de 199580 el Tribunal
Supremo hubo de pronunciarse sobre la procedencia de ejecutar una
sentencia que declaraba la imposibilidad de mantener el vertedero
litigioso por resultar dicha construcción contraria al planea-
miento vigente en aquél momento, cuando la calificación de los
terrenos en los que se asentaba el polémico vertedero había va-
riado como consecuencia de la revisión-adaptación de1 Plan. E1
vertedero que no era posible al amparo de la antigua ordenación
urbanística, si lo era a la vista del nuevo planeamiento. El Tri-
bunal llegó a la conclusión de que "resulta inconsecuente con la
realidad juridica el ejecutar una sentencia cuando por acto pos-
terior de la Administración fundado en un nuevo ordenamiento ur-
banfstico, dimana una situación juridica distinta de la contem-
plada en el pronundiamiento jurisprudencial...".
Y continfia su argumentación diciendo: "Proceder ahora al
desmantelamiento del vertedero supondría el absurdo de que acto
seguido podría reinstalarse éste en el mismo lugar de acuerdo con
la nueva legalidad".








Modificación y Revisión de Planes
•
i
I. ESTATU'TO DE LA PROPIEDAD INMOBILLARIA
Las posibles consecuencias indemnizatorias que se desprenden
de la alteración del planeamiento requiere la toma de considera-
ción previa de lo que se denomina estatuto de la propiedad inmo-
biliaria.
A partir de la Ley del Suelo de 19561 se articula una nueva
concepción del derecho de propiedad del suelo2. E1 derecho de
' GONZÁLEZ PÉREZ, J. ,"Principios y realidades de la Ley del
Suelo", RDU, núm. 6, 1968, pp. 13 y ss., ref iriéndose a la Ley
de 1956, pone de relieve cómo pocas leyes habrán encontrado tanta
resistencia en su realización como la que encontró esta Ley. Re-
sistencia por parte de todos: de los particulares obliqados por
la norma, de los funcionarios encargados de aplicarla y hasta de
los Tribunales a la hora de fallar litigios promovidos en rela-
ción con la misma, apuntando entre las razones que llevaron a es-
ta actitud el carácter profundamente innovador y hasta revolucio-
nario de una nueva ordenación que atenta abiertamente contra
principios que hasta su promulgación se consideraban poco menos
que sagrados. PAREJO ALFONSO, L., "E1 planeamiento urbanistico
como tarea comunitaria", en RDU, núm. 40, 1974, p. 43, señala que
ha habido, en relación con la Ley del Suelo una resistencia a
aplicarla a partir de sus propios principios y propósitos, de
forma que, todos los esfuerzos se han concentrado en su acomoda-
ción a los llamados principios tradicionales de nuestro ordena-
miento jurídico.
2 E1 tema de la sustancial transformación experimentada por
el derecho de propiedad ha próducido una abundante literatura.
Vid., CHICO ORTIZ, J.M., "El derecho de propiedad ante la nueva
legislación urbanistica", RDU, núm. 33, 1973, pp. 87 y ss; DE LOS
MOZOS, J. L. ,"E1 urbanismo desde la perspectiva del derecho pr.i-
vado", RDP, ntim. 4, 1961, pp. 290 y ss; ID. "Modificaciones del
derecho de propiedad por razón de las actuaciones urbanisticas",
ADC, 1980, tomo XXXIII, fascículo I, pp. 7 y ss; GARCÍA DE EN-
TERRÍA, E., "La Ley del Suelo y el futuro del urbanismo", ADC,
1958, pp. 493 y ss; ID. "Actuación pt^blica y actuación privada
en el Derecho urbanístico", REDA, núm. 2, 1974, pp. 79 y ss;
MARTÍN MATEO, R., "E1 estatuto de la propiedad inmobiliaria",
RAP, ntim. 52, 1967, pp. 166 y ss; ID. "La penetración pública en
la propiedad urbana", RAP, núm. 67, 1972, pp. 13 y ss; PASTOR
RIDRUEJO, F., op. cit., pp. 48 y ss; ROMERO HERNÁNDEZ, J., "Las
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propiedad del suelo no es ya un derecho potencialmente ilimitado,
sino un derecho encerrado en límites precisos que empieza por
def inir la Ley del Suelo y que terminan de perfilar los Planes
de Ordenación3. E1 legislador decidió vaciar de contenido el de-
recho de propiedad y encomendar a la Ley y a los Planes la tarea
de def inirlo4, precisando lo que se ha denominado "el contenido
normal de la propiedad"S. Se produce, pues, el tránsito de lo que
limitaciones extrinsecas en la nueva Ley del Suelo", RDU, 47,
1976, pp. 80 Y ss; SUSTAETA ELUSTIZA, A., Propiedad y urbanismo,
Montecorvo, Madrid, 1978; TORRES LANA, J.A., La configuración
jurídica de1 volumen de edificabilidad, Universidad de Navarra,
Pamplona, 1975.
La cuestión ha sido objeto también de innumerables pronun-
ciamientos de los tribunales, vid., entre otras muchas una S. TS
de 27 de enero de 1982 (Az . 364 ), en la que se af irma :"la apari-
cibn de lo que ha dado en llamarse propiedad urbanística, ha ge-
nerado la existencia de un tipo de la misma que se aparta de la
clásica meramente civilista"; por su parte, las Ss. TS de 20 de
enero de 1983 (Az. 253) y 5 de junio de 1986 (Az. 3292),^admiten
"como realidad innegable la vinculación de la propiedad privada
por los planes y actos administrativos, principalmente en el cam-
po urbanístico, con la modif icación consiguiente del tradicional
concepto y contenido del dominio"; la S. TS de 9 de febrero de
1983 (Az. 957), reconoce "la profunda innovación que el régimen
urbanístico del derecho de propiedad ha introducido en los
esquemas tradicionales".
3 Cfr. FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.R., Manual de Derecho...,
cit., p. 112.
4 Vid. una S. TS de 9 de julio de 1991 (Az. 5742): "... son
precisamente los Planes los que conf iguran el derecho de propie-
dad sobre el suelo".
S Como acertadamente dice DIEZ-PICAZO Y PONCE DE LEóÑ, J. L. ,
"Los límites del derecho de propiedad en la legislación urbanis-
tica", RDU, núm. 23, 1971, pp. 13 y ss., "resulta sumamente
dificil comprender de entrada la idea". Si normal es aquello que
se produce de acuerdo con una norma, es evidente que cualquier
posible contenido del derecho de propiedad es "normal". Si lo
normal se toma en un sentido wlgar como lo frecuente, lo
probable, o lo admisible, tanto desde un punto de vista legisla-
tivo como desde un punto de vista de técnica jurídica, se está
diciendo muy poco. En el fondo se está haciendo una vaga alusiĉn
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tenemos a bien llamar concepción tradicional de la propiedad del
suelo a lo que podríamos denominar concepci ĉn administrativista
de la propiedad.
En los últimos cuarenta años la historia de la propiedad ha
sufrido una proqresiva limitación de la libertad del propietario.
Si comparamos la libertad de decisión que el dueño tenfa sobre
su predio con la situación actual en la que la decisión ha sido
atribuida a la Ley y por remisión de esta a los Planes urbanísti-
cos, la transformación experimentada es evidente. Bajo este pris-
ma las determinaciones del Plan no constituyen restricciones o
limitaciones externas a un derecho ilimitado preexistente sino
que son los elementos configuradores de la propiedadó.
Por ser la Ley la que define, en cada uno de los supuestos
que contempla, el estatuto del propietario, dicho estatuto no
tendrá otro contenido que el que la Ley decida reconocerle'. La
abstractas como los principios qenerales de derecho, la naturale-
za de las cosas y otras análogas" . Los razonamientos del profesor
son verdaderamente impecables.
6 Vid. S. TS de 7 de noviembre de 1991 (Az. 8805): "... Son
precisamente los Planes los que conf iguran el derecho de propie-
dad sobre el suelo...".
' En palabras de JIMENEZ LUNA, P., "E1 Estatuto leqal de la
propiedad urbanística y la responsabilidad patrimonial de la Ad-
ministración en los .supuestos de modif icación y revisión del pla-
neamiento", en Los derechos de los Propietarios del Suelo y los
nuevos planes de urbanismo, Temas urbanos, núm. 4, Ĝerencia
Municipal de Urbanismo, Madrid, 1981, p. 102: "E1 contenido del
derecho de propiedad es una pura determinación contingente de la
norma jurídica, que fija y garantiza, dentro de sus límites de
vigencia, ún estatuto determinado del dominio o, mejor una plura-
lidad de estatutos diversif icados ratione materia, ya que la nor-
ma jurídica estatuye en diversidad según el objeto del derecho
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situación jurídica del propietario del suelo es, a partir de esta
innovación, una situación estatutaria8; es decir, una situación
que encuentra su def inicibn en la norma.
La propiedad urbana está sujeta, pues, a un estatuto9 def i-
nido por el ordenamiento urbanistico, que es el que determina su
contenido10. Como todo estatuto legal está sujeto a las innova-
ciones y variaciones del ordenamiento que puedan alterar el con-
tenido del mismol^ .
de dominio y, en particular, seqfin la finalidad social y el des-
tino econbmico que el bien sobre el que aquél recae está llamado
a cumplir. Evidentemente, tales f inalidad y destino son objeto
de una apreciación política que, como tal, es anterior al Dere-
cho".
a Una sentencia del Tribunal Supremo confirma esta afirma-
ción al decir que: "Numerosa Jurisprudencia tiene declarado que
la propiedad urbana ostenta una indudable naturaleza estatutaria"
(S. de 7 de noviembre de 1991, Az. 8805).
9 MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, J.L., "Derecho de propiedad y pro-
yecto de Ley de Reforma de la Ley del Suelo" , Derecho Urbanístico
Local, Civitas, Madrid, 1992, pp. 63-190, ha defendido la validez
de la formulación del derecho de propiedad del Código Civil rein-
terpretada conforme a los principios del Estado Social de Dere-
cho. A su juicio, no hay base en la Constitución española para
entender que se ha entregado al poder público el entero poder pa-
ra decidir sobre la propiedad.
lo Para GALLEGO ANABITARTE, A., "Régimen urbanístico de la
propiedad del suelo. Valoraciones. Expropiaciones y venta forzo-
sa", en Curso sobre el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 26
de junio de 1992, Ayuntamiento de Madrid, 1993, p. 14, este con-
cepto de propiedad estatutaria, es decir, que el Plan me da y me
quita el aprovechamiento urbanístico, no está de acuerdo con la
Constitucibn española ni con un Estado de Derecho.
11 Vid. Ss. TS de 11 de febrero, 12 y 27 de marzo de 1991___
(Az. 784, 1985 y 2226), en las que se afirma: "dado el carácter^--
estatutario del derecho de propiedad, cuyo contenido será, en
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El carácter estatutario de la propiedad12 ha calado profun-
damente en la Jurisprudencia del Tribunal Supremo:
"En efecto, la clasificacibn y la calif icacibn del suelo
implican la atr.ibución de una determinada calidad que opera
como presupuesto desencadenante de la aplicación del
estatuto jurídico correspondiente. ^
Este carácter estatutario de la propiedad inmobiliaria
signif ica que su contenido será el que derive de la ordena-
ción urbanística..." (S. de 24 de marzo de 1992)13.
Para finalizar, conviene recordar que el urbanismo es con-
cebido como una función social'a.
12 Vid. MARTÍN MATEO, R., "La propiedad inmobiliaria", en
Perspectivas del Derecho Público en la segunda mitad del siglo
XX, Homenaje a Sagayués Laso, IEAL, Madrid, 1969, tomo V, pp. 188
y ss; Vid. del mismo autor "El estatuto de la propiedad...",
cit., pp. 101 y ss. TORRES LANA, J.A., La configuración jurídica
del volumen de edificabilidad, Universidad de Navarra, Pamplona,
1975, p. 140.
13 Az. 3385. Vid., en idéntico sentido, las Ss. de fecha 22
de mayo de 1981 (Az. 2147), 27 de abril de 1984 (Az. 2181), 12
de mayo y 16 de noviembre de 1987 (Az. 5255 y 9220), 7 de
noviembre de 1988 (Ar. 8783) y 20 de marzo y 17 de junio de 1989
(Az. 2240 y 4732).
'a La literatura sobe el concepto de función social aplicado
a la propiedad es abundante. En nuestro Derecho, Vid. ESCRIBANO
COLLADO, P., La propiedad privada urbana. (Encuadramiento y r^gi-
men), Montecorvo, Madrid, 1979, p. 96. A juicio de este autor,
sobre la nocibn de función social se ha escrito mucho por la doc-
trina y, sobre todo, ha servido de cajón de sastre para expli-
car, sin hacerlo muchas de las sujeciones a que queda sometida
la propiedad privada por razones de inter^s público. Ello ha su-
puesto, hasta cierto punto, en el campo de la bibliograf ía la sa-
turación del tema, y a su vez, la transformación del término
"función social" en un concepto taumatúrgico, utilizable en todo
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Ŝe ha producido una disociaciónls entre el derecho de pro-
piedad del suelo y las decisiones urbanísticas relativas al de-
recho a edificar. Se ha atribuido la decisiĉn sobre el contenido
del "ius aedificandi" a una instancia pública1ó; en otras pala-
bras "ius aedificandi" tiene un contenido que va a depender más
de una decisión administrativa que del propietario del suelol^.
•
GARCÍA BELLIDO no se ha detenido en una mera disociación,
sino que ha llegado a la conceptualizaciĉn de una "propiedad de-
sagregada" , diferenciando el derecho a la propiedad del suelo del
derecho a la libertad empresarial a la facultad de edificar o a
transformar socialmente el suelo o el subsuelo. Se trata, a su
juicio, de dos derechos referenciados en dos agentes o propieta-
rios distintos, en competencia y antagonismo estructural, pero
caso. De aquf que, hoy por hoy, hablar de la función social de
ciertos bienes y derechos sea caer en una abstracción o, lo que
es peor, en una idea sin lfmites claros". A juicio de GARCfA DE
ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L. , op. cit. , p. 430, se han diso-
ciado def initivamente la propiedad del suelo y el "ius aedif ican-
di" y se ha atribuido la decisión sobre el contenido concreto de
éste a una instancia pt^blica.
's Dice LOBATO GÓMEZ, J.M., "Observaciones criticas sobre el
régimen urbanístico de la propiedad del.suelo", REALA, núm. 262,
1994, pp. 250-251, que el derecho de propiedad inmobiliaria se
disocia según la Ley del Suelo en un contenido natural reconocido
a todo derecho de propiedad sobre el suelo e inherente a él, al
que no corresponden más usos que los vinculados a la utilización
racional de los recursos naturales, y un contenido urbanístico
de carácter potericial, que en principio, es ajeno al contenido
del derecho de propiedad y deriva del planeamiento.
16 Vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, E., y PAREJO ALFONSO, L., op.
cit., p. 430.
17 Dice una S. TS de 12 de diciembre de 1985: "Se ha pro-
ducido una disociación sobre la propiedad del seulo y las de-
cisiones urbanísticas relativas al mismo, privando de esta úl-
timas al propietario y atribuyéndolas al poder público".
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que deben llegar a una necesaria fusión finalista. A cada uno de^
estos sujetos les corresponderán las obligaciones y derechos de-
rivados de su^ correspondiente función social. Así, la función so-
cial del derecho de propiedad del suelo, como haz de derechos y
deberes del propietario del suelo, que está circunscrita a los
derechos civiles de goce y disposición de la lámina de suelo y
a los deberes de conservar y cultivar el dominio útil agrario y
cuidar el suelo de manera acorde con su naturaleza; y, la función
social del domino útil urbano, como haz de derechos del propieta-
rio del espacio productivo para usar y producir el bien en la
forma señalada por la colectividad y obtener provecho del aprove-
chamiento urbanístico, contrapuestos con los deberes de emprender
las actuaciones y obras tendentes a la efectiva realización de
la urbanización y de la edificación.
La Constitución Española de 1978, en su articulo 33 esta-
blece que:
"La función social de estos derechos'g delimitará su conte-
nido de acuerdo con las leyes".
♦
La Ley que delimite el contenido del derecho de propiedad
deberá respetar, en todo caso, su contenido esencial. Efectiva-
mente_dispone el artículo 53.1 CE:
"Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su conte-
'8 Se refiere a la propiedad privada y a la herencia.
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nido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales dere-
chos y libertades...".
E1 TC se ha pronunciado sobre el alcance que debe darse a
la funcibn social de la propiedad. Dice en su S. 37/1987, de 26
de marzo:
•
"La referencia a la función social como elemento estructu-
ral de la def inición misma del derecho de propiedad privada
o como factor determinante de la delimitación legal de su
contenido pone de manifiesto que la Constitución no ha re-
cogido una concepción abstracta de este derecho como mero
ámbito subjetivo de libre disposicibn o señorío sobre el
objeto del dominio reservado a su titular, sometido única-
mente en su ejercicio a las limitaciones generales que las
leyes impongan para salvaguardar los legítimos derechos o
intereses de terceros o del interés general. Por el con-
trario, la Constitución española reconoce un derecho a la
propiedad privada que se configura y protege, ciertamente,
como un haz de facultades individuales sobre las cosas, pe-
ro también, y al mismo tiempo, como un conjunto de deberes
y obligaciones establecidos, de acuerdo con las leyes, en
atención a valores o intereses de la colectividad, es de-
cir, a la finalidad o utilidad social que cada categoría de
bienes objeto de dominio esté llamada a cumplir... Utiliza-
ción individual y función social definen, por tanto, ines-
cindiblemente el contenido del derecho de propiedad sobre
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cada categoría o tipo de bienes" (F.J. 2Q).
En coherencia con lo prescrito por la CE y de lo establecido
por el TC, la Ley 8/1990, en su artículo 1Q, dispuso:
"La función social de la propiedad delimita el contenido de
las facultades urbanísticas susceptibles de adquisición y
condiciona su ejercicioi19.
^. E1 conteaido del derecho de propiedad
La Ley del Suelo de 195620 reconocía un contenido mínimo al
derecho de propiedad21, aplicable, incluso, al suelo rústico^,
así las ordenaciones que redujeren el volumen mínimó edif icable
conferían derecho a indemnización mediante expropiación o imposi-
19 E1 TR/92 reproduce este precepto.
20 LOBATO GÓMEZ, J.M., op. cit., p. 247: "Es evidente que a
partir de 1956 la legislación urbana ha originado una sustancial
modif icacibn del régimen jurídico de la propiedad del suelo,
propiciando la conformacibn de un nuevo tipo de propiedad que ha
dado en llamarse propiedad urbanística, que presenta.un marcado
carécter estatutario .claramente separado y diferenciado del
régimen general de la propiedad. Este nuevo régimen de la
propiedad^ inmobiliaria... en^el planeamiento urbano, tiende a
recortar progresivamente las prerrogativas de los propietarios
del terreno...".
2' Vid. artículo 70.2 en relación con la limitación segunda
del precepto 69.
^ Con la Ley del Suelo de 1975 esta clase de suelo cambia
su denominación por la de suelo no urbanizabl_e, denominación que
mantiene en la actualidad.
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ción de servidumbre^.
La Ley de Reforma de 1975 hizo desaparecer el contenido
mínimo que hasta el momento se había reconocido al derecho de
propiedad24. La delimitación de este derecho pasó a depender de
la clasif icación del suelo^. La fijación del contenido minimo
fue sustituida por un contenido máximo que afectaba especialmente
al suelo urbanizable programado. Se fijaron estándares urbanisti-
cos que imponían unas dotaciones mínimas y se establecieron unas
densidades máximas . Una vez def inido el derecho de propiedad por
el Plan, la Administración quedaba vinculada por esta definición
de manera que la modificacibn ulterior daba lugar a indemniza-
ción^.
Por último, la Ley de Reforma del Régimen Urbanistico y Va-
^ Dice GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA, J.L., "Reflexiones sobre
algunos efectos del Plan", RDU, nfim. 37, 1974, p. 56: "En cuanto
al derecho a edificar, es indudable que éste existe independien-
temente del Plan. Ello aparece en los siguientes supuestos
legales: "... el apartado 2 del propio articulo 70 dice que las
ordenaciones que otorguen un volumen de edif icabilidad menor de
lm3 por cada 5 m2, generan derecho a indemnización...".
^ El único contenido garantizado por la Ley pasó a ser el
aprovechamiento natural del terreno. Todo aprovechamiento urba-
nístico a partir de la reforma depende del planeamiento; es, •
pues, algo que el Plan añade al aprovechamiento natural inherente
al suelo.
u E1 suelo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77
puede clasificarse en: urbano, urbanizable y no urbanizable.
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loraciones del Suelo, Ley 8/1990^, y el vigente Texto Refundido
de 1992, reconocen a la propiedad inmueble un valor que ref leja
exclusivamente su rendimiento rústico, sin consideracibn alguna
a su posible utilización urbanística. E1 planeamiento conf iere
sólo una aptitud inicial para la edificación de un terreno, pero
el derecho se alcanza después de haber dado cumplimiento a unas
determinadas fases28.
La Ley del Suelo toma como punto de partida el contenido mí-
nimo inicial del derecho de propiedad, el correspondiente al sue-
lo no urbanizable, respecto del cual la Ley ni suprime ni afíade
nada. En las restantes clases de suelo la Ley, valiéndose de los
Planes urbanísticos, incorpora contenidos a aquél contenido mí-
nimo.
^ Veamos que dice la Exposición de Motivos de la Ley 8/1990:
"Un esquema positivo coherente ha de partir del reconocimiento
a toda propiedad inmueble como inherente a ella, de un valor que
refleje sólo su rendimiento, sin consideración alguna a su posi-
ble utilización urbanística. Las plusvalias imputables sólo a la
clasif icación y calificación urbanística y, consecuentemente, a
los aprovechamientos resultante, derivan del planeamiento, en la
forma, con la intensidad y en las condiciones que la legislacibn
urbanistica y, por remisión de ella, dicho planeamiento determi-
nan, habiendo de darse en todo caso cumplimiento al precepto
constitucional (art. 47.2), según el cual la comunidad parti-
cipará de las plusvalías que genera la acción urbanística de los
entes públicos".
^ Que tienden a garantizar la efectividad del principio
redistributivo, el cumplimiento de las cargas de cesión, la
realización de la obra urbanizadora precisa y la sujeción del
ejercicio del mismo a la verificación de su conformidad plena con
la ordenación urbanística mediante la exigencia de licencia
municipal. (CARCELLER FERNÁNDEZ, A., Instituciones..., cit., p.
330) .
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2. l^l "fus aedificandi" fateqra el ha$ de tacultades del titular
del suelo
E1 punto de partida consiste en decidir si el derecho a
edificar es una facultad inherente al derecho de propiedad,
necesitado como máximo de un acto administrativo declarativo, o
si, por el contrario, estamos ante una forma de aprovechamiento
del suelo ajena a la titularidad, es decir, que se adquiere por
virtud de un acto administrativo, en este caso, constitutivo. En
efecto, respecto del régimen urbanístico del derecho de propiedad
existen dos posibilidades, que el contenido del citado derecho
integre el haz de facultades que corresponden al propietario del
suelo^, o que, por el contrario, se trate del resultado de una
atribución positiva de la ordenacibn urbanística: es el Plan la
fuente ordinaria del citado derecho30.
La idea de que el propietario del suelo tiene, en principio
derecho a edif icar en el mismo, al amparo de lo dispuesto en los
articulos 348 y 350 del CC, va a mantenerse en la doctrina y en
la jurisprudencia hasta la promulgaci ĉn de la primera Ley del
Suelo. Con la promulgación de este texto legal se opera, según
^^ DIAZ PICAZO, L. y GULLÓN, A, op. c1t., p. 420.
30 En torno a la actitud de los Planes para def inir el
contenido del derecho de propiedad, a la luz del principio de
legalidad y del ordenamiento constitucional, Vid. GARCÍA DE
ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., op. cit., pp. 409-411. Y
PAREJO ALFONSO, L. ,"El urbanismo ante el Derecho" , RDU, núm. 71,
1981, pp. 45 y ss., quien lamenta la poca atención que, a su
juicio, ha dedicado la Constitución de 1978 a la planificación
urbanística.
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hemos visto, una esencial modif icación del derecho de propiedad,
que afecta al "ius aedificandi".
Para dar respuestas a la nueva situación la doctrina que se
ha ocupado de este tema opta por dos concepciones encontradas31.
Para algunos el contenido del derecho de propiedad, no es algo
propio, insito en el derecho dominical, sino el resultado de una
atribución positiva al mismo de la ordenación urbanística, en
tanto que decisión pública32. De este modo, es la ordenación ur-
31 También en el Derecho italiano se discute la inherencia
del "ius aedificandi" al derecho de propiedad. Durante la viqen-
cia del Código Civil de 1865 no había discusión sobre dicha inhe-
rencia, posición que se mantuvo al amparo del Código Civil de
1942. Pero, la Ley de 28 de enero de 1977, Ley Bucalossi, lleva
a un importante sector doctrinal a separar el "ius aedificandi"
del derecho de propiedad inmobiliaria (Vid. CARULLO, A. , L'edifi-
cabilitá dei suoli, Padova, 1983, pp. 2 y ss. PREDIERI, A., "Ri-
serva della facolt^i di edificari e propietá funzionalizzata delle
aree fabbricabili", Urbanística, Tutela del paesaggio, Espropia-
ziione, Milano, 1969, pp. 75 y ss; SANDULLI, A., "Nuovo regime
dei suoli e Constituzione", Riv. Dir. Civ., 1978, tomo I; SPAN-
TIGATTI, Manual de Derecho Urbanístico, Montecorvo, Madrid, 1973,
(trad. esp), p. 204. Ahora bien, la Corte Constitucional no ha
seguido el criterio de separación expuesto, considerando, por el
contrario, que el derecho a edificar sique siendo inherente a la
propiedad. Esta postura es respaldada por un importante sector
doctrinal. Asi, CORREALE, G. , Urbanistica, iniziativa económica,
proprietá privata e poteri dell'autorit^, Padova, 1984.
32 Cfr. PAREJO ALFONSO, L. , Régimen urbanístíco de la pro-
, piedad y responsabílidad patrimonial de la Administración (La a1-
teración del planeamiento, la vinculación singular y la anulación
de licencias) , IEAL, Madrid, 1982, pp. 27 y 28. A su juicio, esto
es así, por la "publicatio" que desde la Ley del Suelo de 1956
ha experimentado el urbanismo, convirtiéndose en una estricta
función pública. ^
Esta misma interpretación del derecho a edif icar es la que
sostiene el profesor GARCÍA DE ENTERRfA en la obra que escibrió
conjuntamente con el autor anteriormente citado, op. cit., pp.
425 y 426. Para quienes el texto legal de 1956 sustituyó la
regulación civil del contenido del derecho de propiedad cuando
recae sobre el bien inmueble tierra o suelo, por una nueva
regulacibn material de dicho contenido que responde a la especial
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banística la que define el estatuto de propiedad, atribuyéndole
determinados contenidos33. Otros, sin embargo, defienden la con-
cepción "civilj34, "tradicional" de la propiedad. La propiedad
tiene un contenido propio que no deriva de la ordenación urba-
estructura de la ordenación urbanística. Siendo que, la reforma
de 1975 no ha implicado una variación sustancial del ré imen
urbanistico del derecho de propiedad. Vid, también, GARC^A DE
ENTERRÍA, E., "E1 plan urbanístico", en Apuntes de Cátedra, 1965-
1966, pp. 133, 139 y 151.
Desde esta misma perspectiva se han realizado varios estu-
dios doctrinales encaminados a defender la dependencia que del
Plan tiene el "ius aedif icandi". Vid., a modo de ejemplo, DÍAZ
GÓMEZ, M., El silencio administrativo en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre y su incidencia en los actos de gestión y control
úrbanísticos, Dykinson, Madrid, 1994, p. 203; FERNÁNDEZ RODRI-
GUEZ, T.R. , Manual de Derecho. .., cit. , p. 112; GAGO, J. y LEIRA,
E. en el texto presentado al "Seminario sobre los derechos de
propiedad ante el nuevo planeamiento", celebrado en la Gerencia
Municipal de Urbanismo de Madrid en febrero de 1981, y que lleva
por título: "Introducción: la Revisión del Plan General y los
derechos de propiedad. (Apuntes para un debate) ", en Los derechos
de los propietarios del suelo y los nuevos Planes de urbanismo,
Temas Urbanos, núm. 4, Gerencia Municipál de Urbanismo, Madrid,
1981; GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R., op.
cit., p. 157. JIMÉNEZ LUNA, P., "E1 estatuto legal de la propie-
dad...", op. cit., p. 105; MANGADA, E., Prólogo: derecho de pro-
piedad y nueva politica urbanistica, en Los derechos de los pro-
pietarios del suelo y 1os nuevos Planes de urbanismo, Temas Ur-
banos, núm. 4, Gerencia Municipal de Urbanismo, Madrid, 1981, p.
7; MENÉNDEZ REXACH, A. ,"La propiedad en la nueva Ley del Suelo" ,
RDP, núm. 3, 1994, pp. 63-130; MONTES, V.L., La propiedad privada
en el sistema de1 derecho civ31 contemporáneo, Civitas, Madrid,
1980; ROMERO GbMEZ, F., "E1 respeto al contenido esencial de la
propiedad urbana en el nuevo régimen urbanístico: criterios para
el control jurisdiccional de la técnica del aprovechamiento ti-
po", RDU, nfim. 137, 1994, pp. 65 y 66; SANZ-PASTOR Y PALOMEQUE,
C.J., "Los derechos de.los propietarios frente a la revisión del
Plan General", RDU, núm. 87, 1984, pp. 71-77.
33 Dejando reducido el derecho de propiedad al uso y disfrute
del bien conforme a su naturaleza intrínseca.
34 ESPÍN CANOVAS, D., Manual de Derecho civil español,
Revista de Derecho Privado, Madrid, 1977, 5$ ed., afirma que_^.
"para el Derecho privado las leyes urbanizadoras crean una nueva ^^^
situación de la propiedad urbana que puede ser calif icada de
estatuto de la misma, ya que transciende.del régimen legal
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nística, contenido éste que se impone a la Ley3S. La posibilidad
de construir es una potencialidad del suelo y, por lo tanto, una
facultad genérica del derecho de propiedad^.
E1 Tribunal Supremo parece no albergar duda alguna sobre la
dependenciá del "ius aedif icandi" del Plan37:
•
3s Vid. BOQUERA OLIVER, J.M., "La limitación de la propiedad
urbanística según la Constitución", RDU, núm. 118, 1990, p. 53.
^ Vid. CHICO ORTIZ, J.M. , op. cit. , p. 97-124. DE LOS MOZOS,
J. L. ,"Modif icaciones del derecho de propiedad. ..^^, cit ., pp. 3-
27; ID. E1 derecho de propiedad: crisis y retorno a Ia tradición
jurídica, Edersa, Madrid, 1993, también negó la escisión del "ius
aedificandi" del de.^echo de propiedad urbana. PASTOR RIDRUEJO,
F. op. cit., pp. 45 y ss.. Para PERALES MADUEÑO, F., "E1 derecho
de propiedad y los derechos adquiridos...", cit., pp. 24 y 25,
la facultad de edificar es en nuestro ordenamiento jurídico una.
facultad inherente al Derecho de propiedad, integrante de su
contenido, que, en palabras de PUIG BRUTARU se extiende a las fa-
cultades de "gozar, disponer y accionar para reivindicar la co-
sa". Siguiendo al autor, cabe señalar en la propiedad un conte-
nido positivo y otro negativo. En el primero se incluye el apro-
vechamiento natural del suelo. A1 segundo corresponde la facultad
del propietario de impedir el uso, disfrute y disposición del ob-
j eto de su derecho . ROMERO GbMEZ , F., op . c it ., pp . 6 5 y 6 6. Esta
misma línea está presente en los trabajos de SUSTAETA ELUSTIZA,
A., op. cit., pp. 342 y ss. TORRES LANA, J.A., op. cit., pp. 140
y ss. ^
En defensa de esta tesis es especialmente relevante, la opi-
nión de VALLET DE GOYTISOLO, para quien lo que se pretende es
privar a la propiedad privada de todas las expectativas urbanís-
ticas y considerar éstas como derivadas directamente del plan
público, en lugar de entender que el Plan debe reducirse a limi-
tar las expectativas urbanísticas que sustancialmente emanan de
la propiedad. Para el autor, el giro dado es un "verdadero giro
copernicano". Es un ataque brutal.al derecho de propiedad para
que se tenga que seguir el ritmo que los planificadores urbanos
quieran marcarle.
37 Una Sentencia del TS, de 15 de noviembre de 1974 (Az.
4505) dice literalmente:
"Que como idea rectora en todos los supuestos de aplicación
de normas urbanísticas a la construcción debe servir la de
que, después de la vigencia de la Ley sobre Régimen del
Suelo y Ordenacibn Urbana de 12 de mayo de 1956 la facultad
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"Que al propietario de un solar corresponde el "ius aedif i-
candi" del mismo, pero no con arreglo a la concepción
tradicional de la propiedad, enraizada -según la doctrina-
con la adjudicación al propietario de derechos absolutos
sobre la cosa, respecto a los cuales únicamente se admitían
episódicas restricciones, sino ejerciendo esa facultad
dentro de los límites y con el cumplimiento de los deberes
establecidos en la Ley del Suelo, o en los Planes de
Ordenación, los cuales. configuran el conjunto de derechos
y deberes que integran el régimen de la propiedad como un
auténtico estatuto de la propiedad inmobiliaria..." (S. de
12 de marzo de 1973 ) 38.
Debe, pues, decidirse si el origen del derecho a edif icar
debe situarse en el Plan o si, por el contrario, se trata de una
de edificar en suelo propio como una de las integrantes del
^ dominio no es ya una potestad ilimitada y ni siquiera una
facultad susceptible solamente de limitaciones administra-
tivas, sino pura y simplemente una facultad ejercitable tan
sólo dentro de los límites en que aquella Ley y los Planes
la conf iguran, de tal modo que así queda def inido el conte-
nido normal de la pro-piedad según su naturaleza
urbanfstica a tenor de lo definido de modo general en el
artículo 70 y expresamente previsto en el 61, a tenor del
cual, ..., es decir, que dicha Ley, según su propio preám-
bulo, constituye un verdadero "estatuto jurídico del
suelo", una "regulación del suelo segfin su situación y
destino" ^ y^ no so-lamente una Ley habilitante de
intervenciones administrativas en la edificacibn..."
(Considerando de la sentencia apelada, que se acepta).
38 Vid. las Ss. TS. de fecha 25 de mayo de 1981 (Az. 2147),
27 de abril de 1984 (Az. 2181), 12 de mayo y 16 de noviembre de
1987 (Az. 5255 y 9220) y 24 de marzo de 1992 (Az. 3385), que se
pronuncian como sigue: "Este carácter estatutario de la propiedad
inmobiliaria signif ica que su contenido será en cada momento el
que derive de la ordenación urbanística...".
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facultad integrante del derecho de propiedad.
Pues bien, veamos qu^ dice el Texto de la Exposición de Mo-
tivos de la Ley de 1975, que una vez más resulta de gran ayuda:
"La aptitud para edificar la da el Plan, pero el derecho a
edificar se condiciona, con todas sus consecuencias, al
efectivo cumplimiento de las obligaciones y cargas que se
imponen al propietario dentro de los plazos previstos en el
propio Plan".
La distinciĉn entre las expresiones aptitud y derecho em-
pleadas en el texto transcrito puede ser objeto de dos interpre-
taciones: que el legislador concibe el derecho a edificar como
preexistente a cuantas determinaciones cóntenga el Plan y entien^
de por aptitud la necesidad de que el Plan califique el terreno
de edif icable y determine el quantum. En otras palabras, el pro-
pietario tiene siempre derecho a edif icar, pero su derecho se
condiciona a que el Plan calif ique su terreno como apto para la
edif icación o apto, por ejemplo, para zona verde; o bien que la
intención del legislador no es otra que la de transmitir el naci-
miento del derecho tantas veces aludido a la aprobación del Plan,
por ser en el momento en que el Plan declara la aptitud para edi-
f icar cuando nace el derecho39.
39 E1 Plan al calificar un terreno como edificable provoca
el nacimiento del derecho a edificar.
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E1 Texto de la Exposición de Motivos es claro y rotundo al
considerar el derecho a edif icar como un derecho anterior al Plan
^y concebir la aptitud como la facultad que asiste al planificador
de declarar un terreno apto para ser edificado. E1 derecho exis-
te, pero puede suceder que el Plan no contenga la pertinente ca-
lif icación de edificabilidad, en cuyo caso se habrá expropiado
el derecho preexistente. .
E1 "ius aedificandi" integra el haz de facultades que
corresponde a todo propietario del suelo°°. Al dueño del suelo
le corresponde, además del uso y disfrute del bien conforme a su
naturale2a intrínseca, el derecho a edificar sobre el mismo.
Ahora bien, hemos visto que este derecho no debe ser entendido
en términos absolutos, es decir, no debemos pensar que está exen-
to de limitaciones, sino que se trata de un derecho susceptible
de ser limitado e incluso eliminado41 en beneficio de la colec-
tividad. Una ve2 más hemos de recurrir al concepto rector del
urbanismo: la satisfacción del interés general. Es rechazable to-
da actuación administrativa que tenga como base la satisfacción
del interés particular en contra del interés de la comunidad42.
°Ó En similar posición se manifiestan, SUSTAETA ELUSTIZA, A. ,
op. cit^. y TORRES LANA, J.A., op.cit.
al Solamente puede.ser eliminado aquello que previamente ha
existido. .
42 Obsérvese que en el texto empleamos la expresión "en con-
tra de",^ ello es así, porque en modo alguno está prohibido a la
Administración satisfacer intereses particulares, sino que, lo
que le está prohibido es sacrificar el interés de la comunidad
en benef icio del de unos pocos . No siempre el interés particular
y el general se hallan enfrentados, en multitud de ocasiones, es
factible su coordinación. Ahora bien, cuando esta satisfacción
s
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•
De forma que cuando el interés comunitario lo exija podrá privar-
se al propietario del suelo de su derecho a edif icar, indemnizán-
do, eso sí, el derecho expropiado.
En otro orden de cosas, la consideracibn de que el someti-
miento del ejercicio de este derecho a previa licencia43 es un
elemento indicativo de la privaci8n legal del derecho a edif icar,
como por algunos se pretende hacer valer, no es cierta.
Para quienes consideren que es el Plan el que otorga al
propietario del suelo el derecho a edificar44, el otorgamiento
de la licencia tendrá carácter constitutivoas; si, por el con-
trario, se entiende -como nosotros lo hacemos-, que el derecho
"por partida doble" no sea posible, lo que no debe hacer la Ad-
ministración es sacrificar a la colectividad.
a3 JANINI TATAY , T. y FONT ARELLANO, S., Breviario Muni ci pal
de protección de la legalidad urbanística, IEAL, Madrid, 1985,
p. 29: "Se hace precisa la intervención de la Administracibn en
la fase f inal del proceso urbanístico, para hacer observar en la
realidad los aprovechamientos que otorga el Plan y que los
particulares consolidan mediante la edif icaci8n y uso del suelo" .
a4 Para GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios... (Texto Refundi-
do...), cit., pp. 1667 y ss, la licencia de edif icacibn ha
adquirido un significado especial desde que la Ley 8/1990, de 25
de julio, establecib que su otorqamiento determinaba la adquisi-
cibn del derecho a edificar "siempre que el proyecto.presentado
fuera coriforme con la ordenación urbanistica aplicable". Vid.
LLISET BORREL, F., "Aplicación de la Ley 8/1990, gestión del
tiempo urbanístico y naturaleza de las licencias de edificación
en dicha ley", RDU, núm, 126, 1992, pp. 73 y ss.
as Vid. PAREJO GAMIR, R., "Aspectos documentales de la nueva._.
Ley del Suelo", RAP, núm. 125, 1991, pp. 206-207; SÁNCHEZ DÍAZ,^^^
J.L., "La licencia de edificación en la Ley 8/1990 sobre Régimen
Urbanístico y Valoraciones del Suelo", REALA,_ núm. 249, 1991, pp.
40-41.
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a edif icar es inherente a la propiedada^, el otorgamiento de la
licencia será declarativoa'. En este supuesto, la privación de
la facultad de construir sobre el suelo de su propiedad conlleva
la obligación de la Administración Pública de indemnizar el daño
causadoag .
El derecho a edificar no podrá ser materializado por su ti-
tular si la Administración le deniega el permiso para construir.
E1 hecho de impedir al dueño del suelo que ejecute un derecho in-
corporado a su patrimonio es una expropiacibnd9 y, como tal,
conlleva la obligación de indemnizar al afectado por el daño cau-
sadoSO. Por consiquiente, el tratamiento que debe darse a la de-
a^ Bien entendido que puede ser condicionado, incluso
eliminado por el Plan, ya que de lo contrario no podríamos hablar
de ciudad, sino de selva; si cada uno hiciese lo que quisiese por
el mero hecho de ser propietario estaríamos avocados al caos
urbanístico.
a' E1 órgano competente para otorgar el permiso se limita a
reconocer una facultad preexistente. ,
E1 valor meramente declarativo de la licencia es defendido
por LUCAS FERNÁNDEZ, F., "Naturaleza y principios generales de
la legislación urbanística. Su influencia en el derecho privado",
RDU, ntun. 3, 1967, pp. 13 y ss. Esta opinibn es compartida por -
MARTfN BLANCO, J., E1 tráfico de bienes..., cit., p. 69.
ag Como bien dice el art. 33 de la CE: "Nadie podrá ser
privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de
utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente
indemnización y de conformidad con.lo dispuesto por las leyes".
a9 Cfr. DE LA CUÉTARA, J.M., La actividad de la Administra-
ción, Tecnos, Madrid, 1983, p. 416: "... la expropiación es una
institución que sólo tiene signif icado dentro de un sistema de
garantías constitucionalmente reconocidas de la propiedad
privada".
50 Se trata de un daño producido por una decisión adminis-
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negacibn de la licencia para edificar -privación del "ius aedi-
ficandi"-, es el de expropiaciónsl de una de las muchas faculta-
des que integran la propiedad.
♦
sl La expropiación urbanística constituye un supuesto de
expropiación especial. Vid. CARRETERO PÉREZ, A., La expropiaci8n
urbanística y el Texto Refundido de la Ley del Suelo, RDU, nfim.
51, 1977, pp. 13 y ss; MANZANEDO MATEOS, J.A., "Expropiaciones
urbanísticasH, RAP, nfim. 60, 1969, pp. 45 y ss; MART^N GAMERO,
A., Expropiaciones urbanísticas, Montecorvo, Madrid, 1967; MINGO
DE MIGUEL, A., "Expropiaciones urbanísticas", RDU, núm. 30, 1972,
pp. 29 y ss; PERA VERDAGUER, F., Expropiaci8n forzosa en la Ley
del Sue1o, Ánfora, Barcelona, 1966.
497
Xodificación y Reviaión de Planes
II. LA ORDENACIÓN DEL USO DE LOS TERRENOS Y EL DIIt^
CHO A INDENINIZACIÓN
1. El Testo Retundido de 9 de abtil do 1976
Lo anteriormente expuesto incide directamente en el régimen
indemnizatorio en qeneral relativo a la ordenación del uso de los
terrenos y en particular por la alteración del planeamiento.
En beneficio de un estudio lo más riguroso y exacto posible
de la nueva regulación contenida en los artículos 237, 238, 239
y 241 del TR/92s2, es necesario aludfr al Texto Refundido de la
Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 9 de abril de
1976, para poder realizar el oportuno estudio comparativo.
A. El artículo 87 del Texto Refundido
Empecemos por recordar el tenor literal del precepto:
"1. La ordenación de^uso de los terrenos y construcciones
enunciada en los artículos precedentes no conferirá derecho
a los propietarios a exiqir indemnización por implicar
meras limitaciones y deberes que definen el contenido
normal de la propiedad según su calif icación urbanf stica .
Los afectados tendrán no obstante derecho a la distribución
S2 Constituyen sus antecedentes inmediatos los preceptos 86,
87 y 89 de la Ley 8/1990, de 25 de julio. ^
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equitativa de los benef icios y cargas del planeamiento en
los términos previstos en la presente Ley.
•
2. La modif icación o revisión de la ordenación de los
terrenos y construcciones establecida por los Planes de
Actuacibn Urbanística sólo^podrá dar lugar a indemnización
si se produce antes de transcurrir los plazos previstos
para la ejecución de los respectivos Planes o Programas, o
transcurridos aquéllos si la ejecución no se hubiere
llevado a efecto por causas imputables a la Administración.
3. Las ordenaciones que impusieran vinculaciones o limita-
ciones singulares que lleven consiqo una restricción del
aprovechamiento urbanistico del suelo que no pueda ser
objeto de distribución equitativa entre los interesados,
conferirán derecho a indemnizacibn".
E1 artículo 87s3, insertado en el Título II "Régimen urba-
s3 E1 apartado primero del precepto transcrito y el artículo
70 de la Ley del Suelo de 1956 son de idéntica redacción en lo
que se refiere al principio básico o regla general; no obstante,
la nueva regulación va más allá, en cuanto incorpora la variante
de manifestar que quienes se viesen afectados por las desigualda-
des y desequilibrios del planeamiento tendrán derecho a una
distribución equitativa de los beneficios y cargas del mismo,
mientras que la legislación anterior incluia la necesidad de la
distribucibn equitativa en el párrafo 3Q. .
Por lo que respecta al apartado segundo, el artículo 56 li-
mitaba el derecho a ser indemnizado al supuesto de que la altera-
ción supusiese reducción del volumen mínimo edificable -de im3
por im2 de superficie-, mientras que el artículo citado del. TR/76
amplía las posibilidades indemnizatorias: alteración anticipada
y responsabilidad de la Administración.
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nístico del suelo", capítulo primero "De la clasificación del
suelo", constituía la pieza clave en la relación lesibnS4-res-
ponsabilidadss. En su apartado primero establecía como regla de
Finalmente, el párrafo 3Q contempla un supuesto que, según
ha declarado la doctrina, nos recuerda lo que el artículo 70 de
la Ley de 1956 expresaba con la reducción por bajo del volumen
mínimo edificable.
^ ^Que debe entenderse por lesibn? . La duda suscitada remite
al tema de la responsabilidad patrimonial de la Administración,
principio consagrado por nuestra Carta Magna en el apartado 2Q
del artículo 106, seqfin el cual "los particulares, en los
términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser
indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus
bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre
que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los
servicios pfiblicos".
Debemos hacer un inciso, para dejar sentado que las previ-
siones^de este precepto constitucional traen causa de una regu-
lación anterior: la Ley de Expropiación Forzosa de 1954 y la Ley
de Régimen Jurídico de la Administracibn del Estado, cuyos arts.
121 y ss. y 40 y ss., respectivamente, inauguraron un sistema
amplio de responsabilidad patrimonial de la Administración que
ha sido calif icado "como una de las más importantes conquistas
del Estado" por MARTÍN REBOLLO, L., La responsabilidad patrimo-
nial de las Administraciones públicas en el ámbito urbanístico.
(Apertura del curso académico 1993/94) , Universidad de Cantabria,
Santander, 1993, pp. 20 y ss.
No es el momento de desarrollar la teoría general de la
responsabilidad patrimonial de los entes públicos. Pero, sí hay
que decir, que constituye el marco en el que debe ser integrado
el artículo 87.2 del Texto Refundido de 1976. Simplemente decir
que, la responsabilidad es concebida por el autor citado como un
principio de garantia que halla su fundamento en el criterio de
la solidaridad social, según el cual los perjuicios derivados de
la actividad de los Poderes Públicos^no deben pivotar sobre los
patrimonios privados de. quienes han resul-tado afectados por causa
de aquella actividad. La lesibn causada por haber realizado la
Administración una determinada actividad en benef icio de la
comunidad debe ser asumida por esa colectividad.
Interesante resulta, también, la obra de MONTORO CHINER,
Ma.J., op. cit., pp. 25 y ss.
ss
^DI, G. e POTENZA, G., Manuale di diritto amministrati-
vo, Giuffré, Milano, 1987, 8^ ed., p. 309, defíne 1a responsabi-
lidad como "1a posizione del soggetto, a carico de1 quale la
legge pone la conseguenzé d'un fatto lesivo d'un interesse
•
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carácter general la no indemnización por modificación o revisión
del planeamiento, toda vez que la alteración de las previsiones
contenidas en un Plan por otro nuevo no supone más que la rede-
f inición de las meras expectativas contenidas en el antiguo ins-
trumento de ordenación urbanística. Por ello, las cargas impues-
tas por el Plan no eran indemnizables sino distribuibles entre
los que resultasen afectados^. En los dos apartados siguientes
el citado precepto consignaba lo que podríamos denominar "excep-
ciones a la regla general"^, es decir, los supuestos en los que
la modif icación o revisión entrañaba indemnizaciónS8, cuales son,
protetto".
^ Vid. Ss TS de fecha 25 de mayo de 1981 (Az. 2147), 1 de
febrero y 19 de octubre de 1982 (Az. 773 y 6404), 12 de mayo de
1987 (Az. 5255), 20 de diciembre de 1988 (Az. 9978), 31 de mayo
y 27 de junio de 1989 (Az . 4116 y 4902 ), 19 de abril de 1990 (Az .
3604), 9 de mayo y 24 de julio de 1991 (Az. 4269 y 6364), 24 de
marzo de 1992 (Az. 3385) y 25 de mayo de 1993 (Az. 3506).
S' El derecho de los propietarios a ser indemnizados en los
casos de modif icacibn o revisibn del planeamiento tiene carácter
excepcional y debe ser objeto de una interpretacibn estricta
habida cuenta de que la regla general es que la facultad de
modif icación de la ordenacibn de los terrenos y construcc.iones
que asiste a la Administración no da derecho, en principio, a
indemnización patrimonial.
Una S. TS de 2 6 de enero de 199 3(Az . 4 51) conf irma esta
af irmación al decir que "la norma contenida en el apartado 2 Q del
citado artículo 87, ..., tiene carácter excepcional y deber ser
objeto de interpretación estricta, habida cuenta que la regla
general es la ya expuesta, es decir, que la facultad de modif ica-
ción de la ordenación de terrenos y construcciones establecida
que en el ejercicio del ius variandi asiste a la Administración
, no da derecho en principio a indemnización patrimonial a los
propietarios de-terrenos por la pérdida de las precedentes
expectativas urbanísticas de los mismos".
Sg E1 Consejo de Estado declara en el dictamen número 45.951
que "el deber administrat-ivo de indemnizar surge al considerar
la ley que la modificación del planeamiento pude tener resultados
antijurídicos para los propietarios afectados, que han visto
nacer, al amparo del Planeamiento modificado, expectativas y
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en primer lugar, que la modificación o revisión de la ordenación
de los terrenos y construcciones establecida por la planif icación
se efectuase antes de la finalización del plazo de vigencia de
los respectivos Planes o ProgramasS9, o superada ésta si la Admi-
nistración^0 hubiese hecho inviable la ejecución del mismoó1; y,
derechos que no deben ser desconocidos por la Administraci ĉn. E1
"ius aedif icandi", que según la Ley no constituye una utilidad
necesaria de la propiedad del suelo, sino una facultad atribuida
al propietario por la ordenación urbanística, puede llegar a
integrarse, sin embargo, en el patrimonio de aquól, dentro de
determinadas condiciones, una vez que el planeamiento ha tenido
lugar, y no pude serle arrebatado sin compensación económica. Si
el Plan, en definitiva, ha llegado a crear derechos e intereses
patrimoniales legítimos en favor de los propietarios que se han
acogido al mismo, la Administración no puede dejar de ejecutarlo
sin responder ante aquéllos de los perjuicios causados".
^ Ilustrativo en la materia es una sentencia del TS de 15
de noviembre de 1993 (Az. 10115), que se pronuncia como sigue:
"... el plan nace para hacerse realidad -si así no fuera no pasa-
ría de ser un dibujo muerto- lo que implica la necesidad de de-
sarrollar una compleja actividad de ejecucibn que reclama siempre
un cierto lapso de tiempo, de suerte que hay que entender que en
el plan existe un plazo implicito que abarcará el tiempo razona-
blemente necesario para su ejecución lo que justifica una con-
fianza legitima en que el plan va a mantenerse vigente durante
este tiempo. Sólo asf puede esperarse que los particulares hagan
gastos para su ejecución.
Y si la modif icación se produce antes del agotamiento de di-
cho plazo implicito, podrá entrar en juego la indemnización deri-
vada de una modificación anticipada".
60 En el supuesto de que la ejecución del planeamiento no se
hubiese llevado a cabo por causas imputables a la Administración,
la responsabilidad ha de ser exigida a la Administración a la que
haya que imputar la causa.
61 Dice el TS en una S. ^de fecha 25 de mayo de 1993 (Az.
3506): "Es, pues, una actuación irregular de la Administración
que haya supuesto un obstáculo para la ejecución del Plan lo que
puede dar origen a la indemnización de que se trata".
Como no podía ser menos corresponde a quien interesa la re-^
ferida indemnización aportar a las actuaciones los pertinente^--^
elementos probatorios de los que deducir que la falta de ejecu-
ción del Plan de que se trate se debió a una_actuacibn irregular
de la Administración. Vid. una S. TS de 14 de abril de 1993 (Az.
•
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s
en segundo lugar, el párrafo 3Q contemplaba un supuesto expro-
piatorio, que había de ser indemnizado cuando resultase imposible
la distribución equitativaó2 entre los interesados^.
Resulta, pues, que el principio básico o regla general del
régimen indemnizatorio era que la mera ordenación de los terrenos
y construcciones no generaba el derecho de los propietarios a
exigir indemnización^, principio éste que encontraba sus excep-
3199) .
62 Vid. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "En torno al principio de
igualdad en el Ordenamiento jurídico", RDU, nfim. 65, 1979, pp.
13 y ss.
^ A1 aludido carácter excepcional se ref iere el TS cuando
en una S. de 2 6 de enero de 199 3(Az . 4 51) dice :"La doctrina j u-
risprudencial, al interpretar dicho precepto, ha venido restrin-
giendo el ámbito de aplicación del mismo, por las razones legales
indicadas, de tal manera que el carácter excepcional de la norma
que nos ocupa (artfculo 87.2)...".
Y antes las Ss . de 6 de octubre de 1984 (Az . 2569 ), 3 de
enero de 1985 (Az . 431) , 6 de marzo de 1987 (Az . 5923 ), 28 de fe-
brero y 26 de diciembre de 1989 (Az. 1368 y 9834) y 13 de marzo
de 1990 (Az. 1964).
^ La negación de la indemnización basada en el argumento
"del contenido normal de la propiedad según su calificación
urbanistica", era para Garrido, cuando menos de dudosa acepta-
cibn. La solución de que el suelo no urbanizable, especialmente
"protegible,", no era indemnizable al ser declarado tal, se
contradice con lo que para supuestos análogos se contiene en la
Ley 15/1975, de Espacios naturales protegidos, y, para este
autor, es también contradictoria con lo dispuesto en el párrafo
3 del artículo 87 de la propia LS, según el cual las vinculacio-
nes o limitaciones singulares del aprovechamiento urbanístico del
suelo que no puedan ser objeto de distribuciones equitativas
entre los interesados confieren derecho a indemnización.
Por el contrario, para Tomás-Ramón Fernández, el que la cla-
sif icacibn de un terreno como no urbanizable no comporte derecho
a indemnización alguna signif ica, obviamente, que la Ley parte
de una situación basada en la realidad estricta, en la mera natu-
raleza, y que considera esa realidad natural como el único conte-
nido inicial de la propiedad. Como de ese finico contenido la LS
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ciones^ en los supuestos de alteración anticipada, pasividad de
la Administración^ e imposible distribución equitativa de las
restricciones del planeamiento.
Para el legislador de 1976 surgía la lesión indemnizable
cuando convertida la expectativa en derecho éste era limitado por
una decisión administrativa posterior. ^Y cuándo se producía la
conversión de expectativa en derecho? E1 legislador hacía depen-
der la mutación del cumplimiento de los deberes inherentes a cada
una de las fases que componen el complejo proceso urbanizador.
Y es que, al amparo de la citada legislación, la titularidad
del suelo no confería al propietario más derecho que el de usarlo
no quita nada, tampoco reconoce indemnización alguna, ya que la
función de ésta es compensar justamente lo que se arrebata. (Cfr.
CARCELLER FERNÁNDEZ, A., Instituciones..., cit., pp. 325-326).
^ FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "E1 contenido del derecho de
propiedad ante la modificacibn y revisión del planeamiento", en
Los derechos de Ios propietarios del suelo y los nuevos Planes
de Urbanismo, Temas Urbanos, nfim. 4, Gerencia de Urbanismo, Ma-
drid, 1981, p. 50, opina que: "esta lógica -se refiere a la de
las situaciones reglamentarias-,sin embargo, se quebró en un pun-
to concreto por razones políticas o, si se quiere, de política
legislativa, no por razones dogmáticas, al disponer el articulo
87.2 que la modificación anticipada de los planes por causas no
imputables a los propietarios podría general un derecho a indem-
nización". ^ ^ .
^ Esta imputabilidad a la Administración, dice CARBONELL
PORRAS, E., "La alteración del planeamiento urbanístico y el
derecho a indemnización de los propietarios afectados", REALA,
245, 1990, p. 61, "debe ser interpretada relativamente, ya que
la inejecucibn raramente será única y exclusivamente motivada por
^la propia Administración; el supuesto más frecuente supondrá la
concurrencia de actitud pasiva en la Administracibn con otros
supuestos de inejecución imputables a los particulares".
s
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y disfrutarlo de conformidad a su naturaleza intrínsecaó7. Todo
lo demás no eran más que expectativas, que, en su caso, serían
conf irmadas por el Plan^. E1 propietario del suelo no tenía de-
recho a urbanizar ni al aprovechamiento urbanístico ni a edif i-
car, sino que estas facultades se hacían depender de la aproba-
ciĉn del correspondiente instrumento urbanístico, del cumplimien-
to de los deberes de cesión, equidistribución y urbanización y
de la obtención de licencia, respectivamente.
a) Indemnización por alteración anticipada del planeamiento
a.l) La modificación y la revisibn del planeamiento desencadenan
la lesibn indemnizable
E1 artículo 87.2 del Texto Refundido^ preveía la indemniza-
s
67 E1 suelo está vinculado a su destino agrícola, forestal
o ganadero.
^ Cfr. MARTÍN REBOLLO, L., op. cit., pp. 35 y 36, afirma
que: "Había todo un proceso de consolidación de derechos. Un
proceso que no aparec f a tan pormenor i z ado como ahora y que qu i z á
no era tan radical y rígido como el actual art. 23 TRLS. Pero
existía en cualquier caso un proceso de consolidación que era
perfectamente visible y que iba desde la ausencia total de
derechos urbanisticos a la mera expectativa, y desde éŝta a la
proĝresiva afirmacibn de derechos a medida que se iban cumpliendo
también los deberes y cargas inherentes al planeamiento".
^ La interpretación jurídica de este precepto se convirtió
en uno de los caballos de batalla del Texto Refundido de 1976.
Si bien no parecía estar destinado a ser un precepto de problemá-
tica aplicacibn, la realidad ha sido bien distinta, pues se
convirtió en uno de los artículos más polémicos. En este sentido
se manifiesta BASSOLS COMA, M. ,"Panorama del Derecho urbanístico
español", RDU, núm. 100, 1986, p. 945.
505
Xodificación y Reviaión de Planes
ción para los supuestos de modificación o revisión anticipada'Ó
de los Planes". Se trataba de aquellos supuestos en los que los
derechos de propiedad sobre el suelo que se hallasen en curso de
consolidaciónn, en cumplimiento de las fases establecidas_por
los programas del Plan, se veían reducidos por la aprobación de
un nuevo Plan que incidía^sobre el anterior^.
.70 MEILÁN GIL, J.L., La dimensión temporal..., cit., p. 50,
"es decir, antes de que venciese el plazo para que el particular
hubiese podido cumplir con sus deberes de urbanizacibn o de
ejercitar su derecho a solicitar licencia".
Una Sentencia de 23 de enero de 1995 (Az. 315) dice: "La
ejecución del planeamiento reclama una importante participación
de los ciudadanos que sólo podrá producirse cuando esté garanti-
zada la permanencia del Plan durante un cierto lapso de tiempo;
la responsabilidad derivada de una modificación anticipada de los
Planes opera en los supuestos en que se haya previsto un plazo
para la ejecucibn de aquellos y también en los que haya que
entender que en el Plan existe un plazo implícito".
71 El TS en multitud de pronunciamientos alude al derecho de
indemnización que asiste a los propietarios de terrenos afectados
por la alteración anticipada del planeamiento, vid. las Ss. de
3 de marzo de 1984 (Az. 1277), 31 de mayo y 17 de junio de 1989
(Az. 4116 y 4732), 19 de abril y 24 de julio de 1990 (Az. 3605
y 6675) .
^ Vid. MARTÍN REBOLLO, L., op. cit., p. 36. Es en este
proceso de consolidación de derechos donde incidía la modifica-
ción anticipada de los Planes Parciales. Consolidación de la que,
dice el autor, dependía la existencia o no de lesión, es decir,
de daño antijurídico resarcible. Lesibn que sólo existía cuando
la variación del Plan afectaba a situaciones consolidadas, a
derechos patrimonializados, o en trance de serlo bajo la vigencia
del Plan anterior y a derechos integrados en el patrimonió del
sujeto^afectado. La razón era que la patrimonialización de esos
derechos presuponía el cumplimiento de un4s deberes y la
realización de unos gastos que debenían inútiles a causa de la
modificación del Plan Parcial.
^ Para BLASCO ESTEVE, A., "Indemnización por modificación
o revisión de los planes de urbanismo tras la reforma de la Ley
del Suelo", en Derecho Urbanístico Local, Madrid, 1992, p. 450,
este artículo no ha sido derogado totalmente por la Ley 8/1990,
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Así las cosas, obligado es plantearse si para que surgiese
el derecho a ser indemnizado era suf iciente que se hubiese produ-
cido la modificación o revisión anticipada de los Planes'° o si,
por el contrario, se precisaba además la concurrencia de alqún
otro requisito.
La doctrina ha encuadrado el supuesto indemnizatorio previs-
to y regulado en el apartado 2 Q del artículo 87 . 2 dentro del ins-
tituto de la responsabilidad patrimonial de la Administración'S,
por lo que, para que exista indemnización, se viene exigiendo la
existencia de un perjuicio'6 0 lesión en los derechos o bienes
de los afectados.
Asf pues, la cuestión se centra en determinar en qué momento
nacen los derechos que pueden resultar afectados por la altera-
'4 La doctrina ha llamado la atención sobre la importancia
que en el derecho urbanfstico tiene el "tiempo". Vid. MARTÍN DEL
BURGO, A., "Dimensibn temporal de la planif icación", RA.P, núm.
69, 1972, p. 61. MEILÁN GIL, J.L, "La dimensibn temporal...",
cit., p. 43 ^
's En contra, LLISET BORREL, F., Nuevo Régimen..., cit., p.
240, para quien la teoría de la indemnización de Derecho Adminis-
trativo propugnada por Garrido Falla constituye el fundamento
juridico de estos supuestos. Vid. la obra de GARRIDO FALLA, F.,
"E1 derecho a indemnización por limitaciones o vinculaciones
sinqulares impuestas por la propiedad privada", RAP, núm. 81,
1976. ^ ^
76 Una S. TS de 20 de junio de 1988 destaca el carácter
básico del concepto de lesión como causa de la indemnización,
definióndolo como "el perjuicio que el particular sufre sin tener
el deber de soportarlo, lo que implica un sacrificio especial y_,_
sinqular, porque incide sobre el patrimonio del administrado...^^
de tal manera que no puede conceptuarse como una limitación o
carga de obligado acatamiento". Vid. también una S. TS de 12 de
marzo de 1991 (Az. 1985).
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ción anticipada del planeamiento.
E1 punto de partida es el del contenido de la propiedad. Las
consecuencias en materia indemnizatoria no son las mismas para
quienes entienden que la esfera patrimonial del titular del suelo
está integrada por expectativas^, que no derechos, que para
quienes consideramos que el propietario del suelo qoza, por el
hecho de la titularidad, de verdaderos y auténticos derechos.
En concreto, nuestro ordenamiento entendía y entiende que
la esfera dominical del propietario del suelo está integrada por
expectativas y no por derechos78; limita el contenido del domi-
nio del suelo al aprovechamiento natural. La incorporación al de-
recho de propiedad de derechos extraños a la naturaleza se somete
al cumplimiento de importantes deberes urbanísticos. Así, sblo
cuando tales deberes se han cumplido puede hablarse de "derechos
adquiridos" por el propietario e incorporados a su esfera patri-
monial. La expectativa se ha convertido en derecho y como tal de-
recho es susceptible de resultar perjudicado y con ello ser in-
demnizado^.
^ E1 Consejo de Estado en su Dictamen número 48.832, de 10
de abril de 1990, destaca el carácter no indemnizable de las
meras expectativas de derechos.
^g En derecho, en palabras del Tribunal Supremo, solo se
patrimonializa cuando el propietario ha cumplido sus deberes y
ha contribuido a hacer físicamente posible su ejercicio (S. de
27 de marzo de 1991, Az. 2024).
^ Cfr. MARTIN REBOLLO, L., op. cit., p. 44, dice: "Si el
cambio o modif icación del Plan es imputable a otra Administración
distinta de la local sería imputable también a ella la indemniza-
ción. Aspecto éste que tiene una gran transcendencia cuando
s
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Pero con este planteamiento surge la duda de si para que
naciese el derecho del propietario a ser indemnizado era preciso
que el Plan, de cuya modificacibn o revisión traía aquél causa,
se encontrase en alguna fase concreta. E1 Tribunal Supremo enten-
d^ía que80:
"... sólo cuando un Plan ha llegado a la fase final de rea-
lización se adquiere el derecho a los aprovechamientos ur-
banísticos y por ello la alteración del Plan implica lesión
y crea indemnización" (S. de 27 de marzo de 1991)gl.
No obstante, dice la citada Sentencia que el problema había
de ser planteado también en un momento anterior al expuesto, re-
f iriéndose no a los aprovechamientos finales establecidos en la
ordenación urbanística sino a la expectativa de urbanizacibn. Y
^ en este caso había que distinguir dos supuestos:
"a) que un propietario, confiando en la subsistencia du-
rante un cierto tiempo de una determinada ordenación urba-
nística, haya hecho inversiones y gastos que luego resultan
empiezan a proliferar Planes e instrumentos de ordenación terri-
torial emanados de las Comunidades Autónomas sobre la base de una
^ • legislacibn sectorial de ordenación del territorio o medioam-
biental que a veces conlleva la obligación de modificar los Pla-
. nes municipales, imponiéndose a ellos.
80 Az. 2024.
al Vid. Ss. TS de 30 de abril de 1984 (Az. 4589), 12 de mayo
de 1987 (Az. 5255), 7 de noviembre de 1988 (Az. 8783), 16 de
junio de 1989 (A. 4726), 12 de marzo de 1991 (Az. 1985) y 26 de
enero de 1993 (Az. 451).
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dañados, lesionados como consecuencia de la alteración del
Plan; b) que, confiando en la persistencia de un suelo cla-
sif icado como suelo urbanizable y provisto de Plan Parcial,
una persona haya adquirido terreno a precios ajustados o
determinados por esa circunstancia, cuyo terreno se desva-
lorice signif icativamente como consecuencia ,de la modif ica-
ción en el planeamiento, provocando así una depreciación
sustancial en los mismos, con patente lesión en el patrimo-
nio de su titular. En ambos casos no debe ofrecer duda el
derecho a ser indemnizado..."82.
Puede decirse en consecuencia, que para el Tribunal Supremo
el derecho a ser indemnizado no quedaba restringido al supuesto
de que el Plan hubiese llegado a su fase final de realización,
sino que la indemnización podía también proceder en un momento
anterior al expuesto.
a2 La jurisprudencia establecib una cierta correlación entre
lo que podrfa denominarse grado de consolidación del derecho del
propietario y el derecho a indemnización por la privación o impo-
sibilidad de su ejercicio por actos de la Administración y en
concreto, por lo que aquí interesa, por modif icación anticipada .
Para decirlo con palabras del Tribunal Supremo: "el ^ ŝupuesto
de hecho del articulo 87.2 no se integra únicamente por la alte-
racibn de la ordenación urbanfstica: es preciso, además, que con-
f iando en la subsistencia de ésta se hayan desarrollado activi-
dades y gastos que devengan inútiles por virtud de la alteración
anticipada. No todos los propietarios, pues, de terrenos afecta-
dos por el articulo 87.2, sino únicamente lo que, sobre la base
de una cierta ordenación, hayan desarrollado aquellas actuacio-
nes. Asi se produce la lesión. Y desde luego el perjuicio indem-




Xodificación y Revisión de Planes
•
•
a.2) Instrumentos de planeamiento cuya modificación o revisión
provocan una lesión indemnizable
El precepto aludía expresamente a laíordenación establecida
por los Planes Parcialesa3, Planes Especiales y Programas de Ac-
tuación Urbanística^. Se omitía toda referencia a la modifica-
ción o revisión efectuada por un Plan General^, por considerar
que este Plan no es directamente ejecutable en el suel^o urbaniza-
^ Vid. ORTEGA GARCÍA, A., "Una interpretación del artículo
87.2 de la Ley del Suelo", RDU, núm. 91, 1985, p. 71, para quien
cuando la Ley habla de Planes Parciales se ref iere tanto a los
que desarrollan un Plan General como a los que desarrollan unas
Normas Subsidiarias de ámbito municipal, ya que a unos y a otros
ref iere la existencia del Plan de etapas el artículo 13.2 h) del
citado texto legal, y respecto de los Planes Especiales, dice el
autor, que el supuesto típico serán los Planes Especiales de
Reforma Interior en suelo urbano.
^ Vid. SANZ-PASTOR Y PALOMEQUE, C.J., "Los derechos de los
propietarios...", cit., p. 82, para quien los Planes cuya
modificación anticipada genera derecho a indemnización son lo que
el autor llama "planeamiento operativo", aquel que atribuye
directamente a los propietario su contenido de derechos y
obligaciones ejecutivas.
^ ORTEGA GARCÍA, A., op. cit., p. 71, se inclina por la no
aplicacibn del artículo 87.2 al suelo urbano ordenado directamen-
te por el Plan, por las razones siguientes:
1.- La Exposicibn de Motivos de la Ley se refiere al juego
del artículo 87.2 en un párrafo relativo a la regulación de los
terrenos en el planeamiento en desarrollo del Plan General, en
tanto que el párrafo precedente se ref iere al Plan General y a
su proqramación.
2.-- E1 artículo contiene una enumeración taxativa y lo hace
frente al nacimiento de unos derechos indemnizatorios, por lo que
no puede interpretarse en forma extensiva.
3.- El Proyecto de Ley de Reforma publicado en el "Boletin
Oficial de las Cortes" se refería, además, "a los Planes
Generales en suelo urbano"; por tanto,. la actual falta de
referencia en el texto revela la clara voluntad del legislador
de excluir al suelo urbano ordenado de la regulación legal en
este punto.
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ble, donde se precisa de un Plan Parcial; de forma que con el
Plan General no se generan derechos que puedan, en su caso,
resultar lesionados. '
Un sector doctrinal^ considera que dos son las razones por
las que se excluye la referencia al Plan General en suelo urbano:
por una parte, la ausencia de previsión en esta clase de suelo
del derecho de equidistribucibn de beneficios y cargas; y por
otra, porque se parte de la base de que en el suelo urbano, por
estar consolidado, no hay en puridad ejecución y urbanización,
sino que dicho Plan General, como regla, es suficiente para poder
edificar, de modo que antes de la obtención de la licencia, antes
de la consolidación del derecho a edificar que ella supone, no
se ha incorporado derecho adicional alguno a la situación pree-
xistente que resulte lesionado y merezca ser indemnizado^.
Pero eso no es siempre así en la realidad. De ahí que esta
limitación del supuesto indemnizatorio, exclusivamente previsto
para la modificación de los Planes Parciales, Planes Especiales
^ MARTÍN REBOLLO, L, op. cit., p. 41.
^ PERALES MADUEÑO, F., "La reforma de la Ley del Suelo",
RDU, nfim. 49, 1976, p. 43, considera que en el suelo urbano el
Plan General no necesita, en principio, desarrollo, porque con-
tiene una regulación de la ordenación detallada en qrado de Plan
Parcial. Por su parte, SANZ-PASTOR PALOMEQUE, C.J., "Derechos de
los propietarios...", p. 156, asevera que el apartado 2Q del ar-
tículo 87 debe ser aplicado a las determinaciones del Plan Gene-
ral para el suelo urbano, toda vez que actúa como un^ Plan Parcial___
y es directamente ejecutivo. En idéntico sentido se pronuncia OR- ^^^
TEGA GARCÍA, A., "E1 planeamiento, la clasificacibn y la valora-
ción del suelo en el proyecto de reforma de, la Ley del Suelo",
RDU, ntun. 39, 1974, p. 35.
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y Programas de Actuación Urbanística quizá resultara discrimina-
toria respecto de las zonas del suelo urbano que sí precisan ser
urbanizadas, allí donde la modificación del Plan General efecti-
vamente puede implicar un daño al impedir la consolidación del
derecho a edificar una vez efectuada la urbanización.
a.3) Cuantía de la indemnización
La cuantía de la indemnización no puede desligarse del dere-
cho que se lesiona88. Por eso, para poder af irmar o negar el de-
recho a la indemnización a que aludía el artículo 87.2 de la Ley
del Suelo no era suf iciente comprobar en qué proporción se había
ejecutado el Plan o el Programa de Actuación Urbanística, porque
esta sola constatación material no permitía precisar el objeto
de la indemnizaciĉn, que no es, simplemente, la edif icabilidad,
sino que además era necesario determinar el derecho lesionado89.
Admitido que con la aprobación del Plan Parcial, Plan Espe-
Sg Para FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., "E1 contenido del derecho
de propiedad...", cit., p. 57, la lesión indemnizable comprende:
"el costo real del proyecto y Planes que el cambio de ordenación
hace inservibles y el de la propia reparcelación, incluso en el
supuesto de que la reparcelación se haya materializado habria de
computarse como un daño efectivo la eventual disminución que, a
resultas de ella, haya podido sufrir una parcela determinada,
puesto que se medirá, seqún la Ley, ^ en raz ĉn de su nueva superf i-
cie a la hora de ejecutar el nuevo Plan". En opinión de PAREJO
ALFONSO, L., Régimen urbanístico de 1a propiedad..., cit. p. 99,
lesión indemnizable es el daño que se deriva de la inutilidad
parcial o total de los gastos e inversiones realizadas o por in-
cidencia en obligaciones contraidas, así como un perjuicio por
lucro cesante. ^
89 Cfr. PERALES MADUEÑO, F., "E1 derecho de propiedad y los
derechos adquiridos...", cit., p. 36.
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cial, Programa de Actuación Urbanística y, en su caso, del Plan
General, el derecho consolidado es el derecho a urbanizar, su
consecuencia era que la alteración anticipada de aquéllos afecta-
ba a este derecho, y era indemnizable si producía lesión90 o da-
ño. En toda indemnización, los conceptos que la integran son el
daño emergente y el lucro cesante91.
Por aplicación del régimen general de la responsabilidad
patrimonial de la Administración^ la lesión debe ser concreta,
individualizada y económicamente evaluable. Así pues, el caballo
de batalla será.determinar qué contenido urbanístico se ha pa-
trimonializado hasta el momento en que tiene lugar la alteración
del planeamiento.
En el supuesto de que no se hubiese concluido la urbaniza-
cibn, el dafío indemnizable, al amparo del citado Texto, era la
pérdida o, en su caso, reducción del valor urbanistico que su-
friesen los terrenos como consecuencia de la alteración del Plan
o del Programa de Actuación Urbanística. Para el supuesto de que
90 Vid. la elaboración que del concepto de lesión patrimo-
nial hace GARCÍA DE ENTERRÍA, E., "La responsabilidad del Esta-
do ...", cit., PP. 888 y ss.
91 Ibidem.
^ La jurisprudencia y la doctrina mayoritaria han explicado
los supuestos de indemnización como consecuencia de la responsa-
bilidad administrativa y no de la expropiación forzosa. Una ex-
plicacibn de por é se ha optado por la tesis de la responsabi-
lidad, dice MEII^ GIL, J.L., "La dimensibn temporal.."., cit.,
p. 44, pudiera ser que esta tesis es mas favorable a la Admi-
nistración, ya que hay que probar la existencia de un daño, eva-
luable económicamente, y establecer la relación de causalidad o
imputación a la Administración.
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la urbanización hubiese sido ejecutada en su totalidad, el^daño
consistia en la pérdida o reducción de valor de los terrenos, más
el beneficio esperado, dejado de obtener, de la edificación
autorizada por el Plan, cuando la alteracibn hubiese tenido lugar
antes de que el propietario del suelo hubiese podido edif icar.
No parece existir discusibn sobre la procedencia de indem-
nizar las inversiones y gastos realizados, asf como, en su caso,
los perjuicios derivados de la imposibilidad de cumplir obliga-
ciones ya contraidas precisamente por la alteración del planea-
miento. En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 3
de junio de 1987, alude a"inversiones efectuadas" y"perjuicios
que puedan causarse".
Y es que la alteración anticipada del planeamiento convierte
en inútiles las inversiones y gastos que confiando en la subsis-
tencia durante un cierto tiempo de una determinada ordenación hu-
biese realizado el dueño del suelo^. Además también debía ser
indemnizada la privacibn de las facultades inherentes a la pro-
^ Para decirlo con palabras de una S. TS de 16 de octubre
de 1991: "Esta Sala viene señalando que el supuesto de hecho del
artículo 87.2 no se integra únicamente por la alteración de la
ordenación urbanf stica, sino que es preciso además que cónf iando
en la subsistencia de ésta se hayan desarrollado actividades y
gastos que devengan inútiles por la alteración anticipada, por
lo que no todos los propietarios de terrenos afectados por la
modificación del planeamiento resultan amparados por aquél artí-
culo, sino únicamente los que sobre la base de una cierta ordena-
ción, hayan desarrollado aquellas actuaciones. Resulta, por tan-
to, que en la conf ianza y seguridad en el mantenimiento de la or-
denación urbanística conforme a la cual se llevan a cabo determi-
nadas actuaciones, está la base de la indemnización reconocida
en el artículo al que nos referimos".
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piedad^. ,
b) Vinculaciones singulares9s
Como hemos dicho, el apartado tercero del artículo 87 cons-
tituía una excepción a la regla general contenida en el apartado
primero del precepto citado%. Su carácter excepcional obliqaba
% Los derechos arrebatados por la Administración al particu-
lar han de ser indemnizados, pues, a nadie se le puede privar de
un bien o derecho, sino existe previo pago de indemnización.
^s La vinculación para GÓMEZ FERRER, R. y BASSOLS COMA, M.,
citados por GARRIDO FALLA, F., en "E1 derecho a la indemniza-
ción...", cit. p. 8, es "una situación de sujeción o deber de la
propiedad frente a los planes urbanisticos y sus instrumentos de
actuacibn". Para GARRIDO FALLA, "El derecho a indemnizar...",
cit., p. 9, la vinculación al plan de la propiedad urbanística
representa las obligaciones y deberes inherentes al derecho de
propiedad. Pero frente a esta vinculación de carácter general,
comprensiva de los límites y deberes, está la vinculación sin-
gular que trata de garantizar la afectación específica y perma-
nente de un bien a un fin prohibiendo cualquier actividad que
menoscabe o infrinja esta adscripcibn". Vid. los trabajos de
ARRIBAS BRIONES, "Los catálogos del artículó 25 de la Ley del
Suelo", RDU, ntun. 54, 1977, p. 51; ID. "La indemnización por las
limitaciones a la propiedad recogidas en los catálogos urbanís-
ticos", RDU, núm. 122, 1991, p. 33; GÓMEZ FERRER, R. y BASSOLS
COMA, M., "La vinculación de la propiedad privada por planes y
actos administrativos", Ponencia del V Congreso Hispano-Italiano
de Profesores de Derecho Administrativo, IEAL, Madrid, 1976;
GONZÁLEZ PALMA, F., "El articulo 87.3 de la Ley del Suelo: las
vinculaciones o limitaciones singulares", RDU, ntun. 104, 1987,
p. 65. .
% GARRIDO FALLA, F, "E1 derecho a la indemnización...",
cit., p. 9, distingue la limitacibn de la vinculacibn en función
de la afectación concreta de un bien a un fin determinado. Si un
Plan establece que la altura de las edificaciones en determinada
zona no puede exceder de cinco plantas, ósta es una limitacibn.
Si un determinado edificio se declara monumento histbrico-artís-
tico, se trata de una vinculación.
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a una interpretación restrictiva^.
E1 precepto es de difícil interpretación, conteniendo nume-
rosas incbgnitas: ^Cómo se evalúa esta indemnización? ^A quien
corresponde satisfacerla? ^A la propia Administración o al resto
de los propietarios afectados por la urbanización del polígo-
no?98.
En concreto, dos eran los requisitos exigidos por el legis-
lador para que surgiese la obliqación de indemnizar a un particu-
lar: la restriccibn del aprovechamiento urbanístico del suelo y
que diĉha restricción no pudiese ser objeto de distribución equi-
tativa^ de los benef icios y cargas derivados de la ordenacibn
urbanística10°.
La responsabilidad dimanante del articulo 87.3 ha sido con-
•
^ En este sentido se ha pronunciado el TS. Vid., las Ss. de
fecha 25 de mayo de 1981 (Az. 2147) y 1 de febrero de 1982 (Az.
773) y 20 de octubre de 1992 (Az. 8033).
^ Vid. GONZÁLEZ PALMA, F., op. cit., pp. 66 y 67.
^ SANTOS DIEZ, R., E1 aprovechamiento medio como instrumento
de gesti8n urbanística, MOPU, Madrid, 1978, indica que las desi-
gualdades que el planeamiento puede provocar entre los distintos
sectores no pueden corregirse a través de las técnicas de repar-
celacibn,^ compensación y expropiación. Por ello, para atender a
la corrección de las desigualdades intersectoriales la Ley de
Reforma incorpora "ex novo" el mecanismo del aprovechamiento me-
dio".
100 Para GARRIDO FALLA, F., "E1 derecho a la indemniza-__
ción...", cit., pp. 11 y 18 y MONTORO CHINER, M. J., op. cit.,^-
p. 45, el articulo 87.3 de la Ley del Suelo de 1976 es un su-
puesto expropiatorio de no ser posible la distribucibn de la car-
ga entre los interesados.
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cebida por la doctrina como una concreción del principio general
de la responsabilidad patrimonial de la Administración'o', por
ello, era exigible que el daño fuese efectivo, individualizado
y económicamente evaluable.
La efectividad del daño se hacía depender de la real res-
tricción del aprovechamiento urbanístico, restricción que podía
traer su causa, bien de la desigual atribucibn de facultades ur-
banísticas a un propietario respecto de los demás, bien de la de-
sigual imposición de deberes y cargas10^.
^Y qué significa reducción del aprovechamiento? A juicio de
la doctrina mayoritaria103, no puede considerarse como reducción
del aprovechamiento una mera disminución del volumen edificable,
ya que el valor de ese volumen depende del tipo de uso, de forma
que, un volumen menor de uso residencial puede ser mucho más
'o' GARRIDO FALLA, F., es favorable a la inclusión de las
vinculaciones singulares en al teoría de la indemnizacibn. Vid.
su trabajo " La teoría de la indemriización en Derecho público",
en Estudios dedicados al Profesor Gascón y Marín, Madrid, 1952,
pp. 441 y ss. Por el contrario, GARCÍA DE ENTERRÍA, E. , Los prin-
cipios de 1a nueva Ley de Expropiación Forzosa, IEP, Madrid,
1956.
10^ Vid. la opinión de PAREJO ALFONSO recogida por GONZÁLEZ
PALMA, F., op. cit., p. 68.
1°^ Para LASO MARTINEZ, J.L., óp. cit., p. "no parece que
deban ser absolutamente identificados los conceptos de volumen
edificable y el de aprovechamiento urbanístico", ya que "éste
comprende aquél, pero es notoriamente más amplio y extenso que
el primero, porque permite hacer referencia con él a otros dos
valores, .que, al menos, cuantifican también decisivamente el
valor del suelo: nos referimos a las ideas de densidad de
población que dan origen a una eventual limitación del volumen
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ventajoso que un volumen mayor de uso industrial. Incluso entre
usos idénticos, una disminución de su intensidad puede elevar los
precios al mejorar la calidad de las obras.
Asimismo, tampoco supone restricción del aprovechamiento
urbanístico la exclusiva restricción del uso, si se mantiene para
todos los propietarios el mismo volumen, según manifestación del
Tribunal Supremo en la Sentencia de 11 de febrero de 1985.
Por consiguiente, ni las reducciones en el volumen ni en los
usos, aisladamente consideradas, constituían supuestos encuadra-
bles en el concepto de vinculaciones singulares susceptibles de
ser indemnizadas. Era estri ĉtamente necesario demostrar que se
había producido un daño o lesibn en el patrimonio del particular.
E1 problema debatido se plantea asf en una sentencia del
s
Tribunal Supremo:
"... b) debe afirmarse con carácter qeneral, la necesidad
de una valoracibn pormenorizada de las circunstancias con-
currentes en cada caso para apreciar la existencia o no de
lesión o perjuicio indemnizable, dado que la restricción en
el uso o en .la intensidad del aprovechamiento no tiene por-
que generar, sin más, una mayor valoración en el mercado
(conservación de formas y fachadas, mantenimiento del mismo
volumen, etc) unido a que el importe de una eventual indem-
nización dependerá de varios factores y entre ellos del ni-
519
Xodificacíón y Revisión de PZanes
vel de aprovechamiento del sector de situacibn y del número
de los inmuebles afectados singularmente por este tipo de
limitaciones, ya que en el caso de una cierta f lexibilidad
en los usos, manteniendo el volumen, eliminaría en gran
parte la posibilidad de indemnización" (S. de 26 de febrero
de 1992 )104.
E1 segundo requisito que debía concurrir para que pudiese
tener lugar la indemnización, era que la restricción del aprove-
chamiento no pudiese ser objeto de distribución equitativa entre
los demás interesados1°^. E1 propietario afectado por la desi-
gualdad debia probar.la existencia de una desigual distribución
de cargas y benef icios106, acreditando que habf a agotado todas
104 Az. 3016 (Fundamentos de la sentencia apelada).
106 "... que sólo en el caso de que la efectividad del daño
en cuestión resulte de imposible compensación a través de las
técnicas prescritas por la Ley para loqrar la equitativa distri-
bucibn de benef icios y cargas, cabrá acudir al procedimiento pre-
visto en el referido artfculo 87.3 de la Ley del Suelo" (S. TS
de 19 de abril de 1990, Az. 3604).
Vid., en el mismo sentido, Ss. Ts 4 de mayo de 1990 (Az.
3799) y 27 de marzo de 1991 (Az. 2226).
106 Concretamente la sentencia ya citada de febrero de 1985
se pronuncia como sigue:
"... que para la viabilidad de una pretensión indemnizato-
. ria de tal clase han de darse y exiqirse los reqiiisitos-
^ presupuestos qenerales, sin olvidar que el propietario
urbano se encuentra en una situacibn jurídica de interde-
pendencia con los otros propietarios en razón de una
correlación necesaria e indispensable a efectos del cumpli-
miento de las obligaciones o cargas consustanciales al
ordenamiento urbanístico, y sólo en el caso de que la
efectividad del daño resulte de imposible compensacibn a
través de las técnicas prescritas por la Ley para lograr la
equitativa distribucibn de benef icios y cargas, cabe acudir




las vías posibles para alcanzar la pretendida igualdad. E1 par-
ticular tenia que demostrar a la Administración que había inten-
tado todos los mecanismos legales existentes sin que su preten-
sibn hubiese llegado a buen fin.
Por lo que respecta a la cuantía del daño derivado de la
imposición de vinculaciones o limitaciones singulares, dice la
doctrina107, que el cálculo del valor de esa reducción, más que
sobre valores residuales, debe atender al criterio legal de
valoración del suelo, es decir, al valor urbanistico108. E1
criterio del artículo 105 de la Ley era el de tener en cuenta el
rendimiento que se atribuya a efectos fiscales al aprovechamiento
urbanístico, pór lo que, a nuestros efectos, había de tenerse en
cuenta el rendimiento del aprovechamiento que desaparecía, en
sea real y actual, esto es, indemnizable, es preciso que
quien pida la indemnización haya agotado, sin éxito, todas
las vías legalmente establecidas al efecto, porque sólo así
quedará acreditado el carácter de no distribuible de la
carga o vinculacibn impuesta a todo tipo de suelo urba-
no..., a la vez que se ha planteado la pretensión de
haberse acudido a las vías normales de compensación...".
•
85 y ss.
10^ Cfr. ORTEGA GARCÍA, A., "Una interpretación del artícu-
lo...", cit., p. 74.
10S En materia de valoraciones, vid. CUETO BLUNES, J.L., et
al. "Las valoraciones urbanísticas", RDU, nfim. 109, 1988, pp. 35
y ss; DÍAZ CAPMANY, F., "E1 valor urbanístico en la nueva ley",
^ RDU, ntim. 50, 1976, pp. 37 y ss. ; GARCÍA PÉREZ, M. ,"Valoraciones
del suelo urbano en la Ley de 2 de mayo de 197.5", RDU, ntun. 50,
1976, pp. 87 y ss; GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios... (Texto Re-
fundido. ..), cit. , pp. 357 y ss; LbPEZ PELLICER, J.A. ,"E1 siste-
ma de valoraciones urbanísticas en la reforma de la Ley del Sue-
10" , RDU, ntua . 12 6, 19 9 2, pp . 13 y SS .; MERELO ABELA, J. M., La
reforma del régimen urbanístico y valoraciones del suelo BCL,
Madrid, 1991; ROCA CLADERA, J., "La problemática de las valora-
ciones urbanisticas en la Ley del Suelo", RDU, ntim. 97, 1986, pp.
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relación con el aprovechamiento medio del sector del suelo pro-
gramado o con Programa de Actuación Urbanística, o bien con el
aprovechamiento que resultase de lo establecido en cada Plan
Especial o Plan Parcial en desarrollo de Normas Subsidiarias,
como se deducía del artículo 157.1 del Reglamento de Gestión.
Por último, se plantea el problema de determinar a quién
correspondía satisfacer la indemnización. ^Correspondía pagar a
la Administración o a los propietarios afectados por la urbaniza-
cibn?
Se trata de un supuesto en que no es posible la distribución
equitativa entre los interesados, lo que parece descartar que la
carga de la indemnización pueda recaer sobre los demás propieta-
rios. La delimitación no efectuada de forma que las cargas sean
satisfechas igualitariamente por los propietarios es una delimi-
tación mal hecha o imposible109. Por consiguiente, sea cual sea
la razbn que ha llevado a la errónea delimitación, no parece
lógico que se haga recaer sobre los propietarios la obligación
de indemnizar, sino que, por el contrario, parece más coherente
que la responsabilidad se haga recaer sobre la Administración.
En def initiva, correspondia a la Administracibn soportar la carga
de indemnizar. ^
•
109 La distribución se ha realizado lo mejor que se ha po-
dido, pero la buena intención no ha sido suficiente para lograr
una equitativa distribución de cargas y benef icios.
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2. $1 Teuto Refundido de 26 de junio de 1992
E1 vigente Texto Refundido de la Ley del Suelo aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, se aprueba en
cumplimiento de la Disposición Transitoria Segunda de la Ley
8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen Urbanístico y
Valoraciones del Suelo, que introdujo numerosos cambios en el
anterior Texto Refundido, aprobado por virtud del Real Decreto
Legislativo 1346/1976, de 9 de abril, que, a su ve2, trae causa
de la refundición de la primera Ley del Suelo de 12 de mayo de
1956 y de la Ley 19/1975, de 2 de mayo.
La citada norma tiene vocación de aplicación general en lo
que nos afecta, pues, de conformidad a su Disposición f inal finica
tienen carácter básico los artículos 237, 238 y 239 del TR/921'0.
A. Indemnización por alteracibn del planeamiento
El. punto de partida de la nueva Ley debe situarse en la con-
cepción estatutaria de la propiedad del suelo, que se configura
por la adquisición gradual de las facultades de la^propiedad ur-
•
llo Debe tenerse en cuenta que ante el Tribunal Constitucio-
nal se han presentado varios recursos de inconstitucionalidad
contra aspectos puntuales del nuevo Texto Refundido por declarar
básicos y de aplicación plena numerosos preceptos que las
Comunidades Autónomas impugnantes entienden son de su competen-
cia.
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banística"' en los tiempos prefijados"^: derecho^ a urbanizar,
al aprovechamiento urbanístico13, a edif icar y a la edifica-
ción"a.
La incorporación de estas facultades al patrimonio del pro-
pietario del suelo se produce de forma gradual por el cumplimien-
to de unos determinados deberes"s. En lo que ahora interesa, el
"' Cfr. FERNÁNDEZ RODRfGUEZ, T. R. ,"Informe sobre la Ley
8/1990, de 25 de julio y sobre el anteproyecto del TR de la
legislación del Suelo", RDU, ntlm. 129, 1992., p. 650: "La novedad
de la Ley es la radicalización exagerada de este esquema, la
formalización de la estructura secuencial de la propiedad, la
disección de las distintas facultades que integran el derecho y
el encadenamiento rígido y formal de cada una al cumplimiento de
distintos deberes, de forma que o bien no nacen o bien se pierden
cuando esos deberes no se cumplen".
12 LASO MARTÍNEZ, J. L. , y LASO BAEZA, V. , El aprovechamiento
urbanístico, Marcial Pons, Madrid, 1995, p. 252 se plantean si
técnicamente son facultades o derechos los reconocidos por el
artículo 23 del TR/92. Llegando a la conclusibn de que es preciso
distinguir: el supuesto derecho a urbanizar, que más bien sería
una mera facultad porque no se gana por actividad propia sino por
potencialidad general del Plan, salvo que se diga de los planes
de iniciativa privada, de los rigurosos derechos al aprovecha-
miento, a edif icar y a la edif icacibn que nacen siempre en virtud
de actividades-deberes previsto, satisfactoriamente cumplidos.
13 Cfr. LASO MARTINEZ, J.L. y LASO BAEZA, V., op. cit., p.
15: "La expresión aprovechamiento urbanfstico es central en la
nueva Ley hasta el punto de que sería.correcto denominarla Ley
de los aprovechamientos urbanísticos".
"` MARTÍN BLANCO, J., Estudios sobre la Ley 8/1990 de
Reforma del Régimen Urbanístico, Colex, Madrid, 1991, p. 105,
señala que la adquisicibn de la edificación no es un efecto de
la legislación ur^banística, sino de las normas juridicas privadas
comunes, siendo que esa incorporacibn patrimonial se produce por
el titulo de propiedad definitiva.
"s Cfr. ALONSO IBÁÑEZ, Ma R. ,"Consecuencias indemnizatorias
de la modif icación o revisión del planeamiento en la Ley de
Reforma del Régimen Urbanistico y Valoraciones del Suelo, de 25
de julio de 1990", REALA, nfim. 253, 1992, pp. 51-52: "Todo el
sistema está presidido por la idea de que la adquisición de
facultades urbanísticas queda condicionada a la iniciacibn o
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derecho a la indemnizacibn, por modificación o revisión del Plan,
sólo se reconoce, en primer término, si previamente se había
adquirido el derecho al aprovechamiento y el neuvo permitido por
la modificacibn o revisión fuese inferior. Aquella adquisiciónse
realiza por el cumplimiento del deber en el plazo previsto.
Pues bien, el artículo 237 del TR/92116 dice:
"Indemnizacibn por alteracibn del planeamiento.- 1.
modificación o revisión de los Planes sólo conferirá
derechos indemnizatorios si los aprovechamientos suscepti-
bles de apropiación derivados del nuevo planeamiento fueran
inferiores a los resultantes del anterior, siempre que
éstos hubieran sido ya patrimonializados y no pudieran
materializarse"'.
2.- Las situaciones de fuera de ordenación surgidas por los
cambios de planeamiento no serán indemnizables.
i
prosecución del proceso urbanizador y edificatorio, de tal suerte
que cuando no se adquieran nuevas facultades por el no cumpli-
miento de los respectivos deberes se produce la extinción o
reduccibn del contenido patrimonial de la facultad ya adquirida
y la puesta en marcha de una serie de mecanismos de reaçción por
dicho incumplimiento".
116 Constituye su antecedente inmediato el artículo 86 del
TR/76, de idéntico tenor que el precepto vigente, salvo que se
añade el apartado 3Q.
11^ Patrimonialización y materializacibn, dice MEILÁN GIL,^
J.L., "La dimensión temporal...", cit., p. 41, son "expresiones
no muy elegantes de elaboración en sede doctrinal que pueden ser
sustituidas por las más precisas y conocidas de adquisición de
un derecho y ejercicio de un derecho".
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3.- No procederá la indemnización por la reducción de
aprovechamiento si ya hubiera transcurrido el plazo para
solicitar licencia de edificación sin que ésta se hubiera
solicitado, aun cuando no se hubiera notificado al propie-
tario la incoación del respectivo expediente de incumpli-
miento. No obstante, si la reducción impidiera la edif ica-
ción del 50 por 100 del aprovechamiento ya adquirido, la
diferencia será indemnizable".
A la vista de este precepto, para que nazca la obligación
de la Administración de^indemnizar al propietario perjudicado
deben concurrir los siquientes requisitos:
1. Debe existir un aprovechamiento urbanfstico incorporado
al patrimonio del propietario del suelo. E1 dueño del suelo debe
haber dado cumplimiento a los deberes de cesión, equidistribu-
cibn"a y urbanización.
2. E1 aprovechamiento susceptible de patrimonialización119
"a Según PORTO REY, E., "Delimitación de áreas de reparto y
establecimiento de aprovechamientos tipo como técnicas urbanísti-
cas instrumentales para la equidistribución de cargas y benefi-
cios y.concreción de los aprovechamientos edificatorios suscep-
tibles de apropiacibn por los propietarios de suelo", RDU, núms.
129, 13.0 y 131, 1992 y 1993, pp. 105, 85 y 117, respectivamente,
es inherente al planeamiento la producción de insoslayables desi-
gualdades en los usos o intensidades de uso atribuidas a las dis-
tintas partes del territorio.
'19 E1 Consejo de Estado, en el Dictamen de fecha 11 de junio
de 1992, número 648, aconsejó la sustitución de la palabra
"patrimonializable" por la expresibn "susceptible de incorpora-
ción al patrimonio". Pero la recomendación fue obviada por el
Gobierno manteniéndose, pues, el término empleado en el proyecto.
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resultante de la aprobación del nuevo planeamiento debe ser infe-
rior al que el propietario había incorporado a su patrimonio.
3. Que la diferencia entre el aprovechamiento ya incorporado
al patrimonio del titular del suelo y el nuevo aprovechamiento
no pueda materializarse.
4. No puede haber transcurrido el plazo para solicitar li-
cencia de edificación. No obstante, el legislador ha impuesto una
excepción a la regla general, pues, aunque hubiese transcurrido
el plazo para solicitar licencia tambi^n habrá indemnización si
la reducción del aprovechamiento fuera tal que impidiera la edi-
f icación del 50 por 100 del aprovechamiento ya adquirido.
La nueva Ley garantiza el derecho al aprovechamiento urba-
nístico adquirido, que se compensará mediante técnicas de equi-
distribución, y si ello no fuera suficiente, se indemnizará la
diferencia resultante. Para determinar la cuantía de la indem-
^nización habrá de estarse al valor urbanístico120 que según el
artículo 53 del TR/92 corresponda al terreno:
'^0 Vid. FERNÁNDEZ PIRLA, S. , en su trabajo "La. valoración
del suelo según la Ley 8/1990 y los valores catastrales", RDU,
núm. 123, 1991, p. 121; ID. "Tres cuestiones en el Texto Refun-
dido de la Ley sobre Réqimen del Suelo 1/1992, de 26 de junio",
RDU, núm 133, 1993, pp. 157 y ss; MERINO MATA, F., "Algunas con-
sideraciones sobre los aspectos técnicos del aprovechamiento ti-
po", RDU, núm. 136, 1994, p. 113, resalta la transcendencia de_.
valorar el coeficiente de situación sobre todo en el suelo urba-^^^
nizable, que solo admite delimitaciones temporales cuando se tra-
ta de terrenos de alto valor, por su "orienta ĉión, vistas, relie-
ve y otros similares".
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"1. Una vez adquirido el derecho al aprovechamiento urba-
nístico, el valor urbanistico de un terreno se determinará
por aplicación a dicho aprovechamiento del valor básico de
repercusibn en el poligono, corregido en función de su
situación concreta dentro del mismoi121.
Por su parte, el apartado segundo del articulo 237 excluye
de los supuestos indemni2atorios las situaciones de fuera de or-
denación derivadas de los cambios experimentados por el planea-
miento. La razón de ser de esta exclusión es la inexistencia, en
teoría, de lesión, ya que cuando el día de mañana se sustituya
la edif icación en situación de fuera de ordenacibn se aplicarán
las previsiones de la Ley y del Plan, como sucede también en el
caso ordinario de los edificios consolidados y no afectados por
el cambio de Plan'n.
^21 Continfia diciendo el precepto: "2. A tal efecto, la
Administración tributaria fijará para cada polígono fiscal el ex-
presado valor básico de repercusibn al uso y tipología edif icato-
ria caracteristicos, resultantes de la ordenación urbanística,
cualquiera que sea la intensidad de dicho uso. Dicho valor básico
de repercusión será recogido en las ponencias de valores
catastrales. 3. La ponderación de la situación y características
de cada parcelas dentro del respectivo polígono se determinará
en la. forma que defina la normativa sobre fijación de valores
catastrales. 4. En los supuestos ^de inexistencia o pérdida de
vigencia de los valores señalados en los números anteriores, o
de inaplicabilidad de los mismos por modificación de las
condiciones urbanísticas tenidas en cuenta al tiempo de su
fijación, se aplicarán los valores de repercusión del suelo
obtenidos por el método residual conforme a lo dispuesto en la
normativa técnica de valoración catastral".
ln Cfr. MARTÍN REBOLLO, L., op. cit., p. 58.
s
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Por t^ltimo, ha de subrayarse que la nueva legislación no
distingue, como hacía el Texto^ Refundido de 1976, entre tipos de
Planes. Por consiguiente, el régimen indemnizatorio descrito se
aplicará como consecuencia de la alteracibn de los Planes Gene-
rales, Planes Parciales, Planes Especiales y Programas de Actua-
ción Urbanística.
8. Alteración del planeamiento con derecho a edificar
La regulación corresponde al artículo 238'^, que dice:
"Indemnización por alteracibn del planeamiento, con der.echo
a edif icar.- 1. Si en el momento de adquirir vigencia la
modificación o revisión del planeamiento se hubiera patri-
monializado ya el derecho a edificar, pero afin no se hu-
biera iniciado la edif icación, se entenderá extinguida la
ef icacia de la licencia en cuanto sea disconforme con la
nueva ordenación, debiendo indemnizarse la reducción de
aprovechamiento lucrativo resultante de las nuevas condi-
ciones urbanísticas, así como los conceptos señalados en el
artículo 55 de esta Ley. ^
2. Si la edif icación ya se hubiera iniciado, la Administra-
ción podrá modificar o revocar la licencia, fijándose la
indemnización de acuerdo a lo establecido en el ntimero
'^ Este precepto tiene su antecedente en los apartados
primero y segundo del artículo 87 de la Ley 8/1990. Su texto es
idéntico al del apartado iQ del artículo 238.
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anterior".
En ambos supuestos el propietario ha obtenido licencia que
ampara la construcción, sin embargo, la Ley ha previsto conse-
cuencias distintas según que, a la entrada en vigor de la modi-
f icación o revisión del planeamiento, la edificacibn se hubiese
iniciado o nol^. En el primer caso, la Administración actuante
puede modif icar o revocar la licencia, lo que exige indemniza-
ción. En el segundo supuesto, la revocación de la licencia es in-
mediata cuando contradiga el nuevo planeamientolu, debiendo
igualmente indemnizarse.
El supuesto indeminzatorio surge, según el artículo 238, si
al adquirir vigencia la modif icación o revisión del planeamiento
se hubiera patrimonializado el derecho a edificar, es decir si
124 Prevalece la nueva ordenación urbanística con eficacia
retroactiva, pues conlleva la extinción de la licencia cuando sea
disconforme con. la nueva ordenación, asf como el derecho a ser
indemnizado por la reducción del aprovechamiento urbanístico, los
gastos de proyecto y todos aquellos gastos que traigan causa de
la edificación proyectada. .
Diversos autores han llamado la atencibn sobre el carácter
automático del efecto extintivo. Asf, BLASCO ESTEVE, A., op.
cit., p. 450; DELGADO IRIBARREN-NEGRAO, M. y BALLESTEROS FER-
NÁNDEZ, A., Comentarios a Za Ley sobre Reforma deI Régimen Urba-
nístico y Valoraciones de1 Sue1o. (Ley 8/1990, de 25 de. julio) ,
Comares, Granada, 1990, p. 183; MERELO ABELA, J.M., La reforma
de1 régimen urbanistico y valoraciones de1 suelo, BCL, Madrid,
1991, p. 181.
'u Esta posibilidad se impuso por primera vez en nuestro
ordenamiento jurídico con el articulo 16 del Reglamento de
Servicios de las Corporaciones Locales de^1955. Es de destacar
que, el citado precepto establecía en su párrafo tercero que la
revocación de las licencias "fundada en la adopción de nuevos
criterios de apreciación... comportará el resarcimiento de los
daños y perjuicios que se causaren".
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se habia adquirido el derecho a edif icar, en la expresión del
artículo 33 del TR/92 0, lo que es lo mismo, si se había otorgado
la licencia, -pero no se hubiera iniciado la edificación-, es
decir, si no se hubiera materializado el derecho y el nuevo apro-
vechamiento fuese inferior tal reduccibn del aprovechamiento lu-
crativo era indemnizable'^.
La jurisprudencia y la doctrina, como se ha visto, han ex-
plicado los supuestos de indemnización como consencuencia de la
responsabilidad administrativa y no de la expropiación forzosa.
El legislador de 1990 ha consagrado la tesis de la responsabili-
dad.
Esta tesis resulta dificil de admitir en el supuesto del ar-
tículo 238 del TR, que es preciso relacionarlo con los artículos
3 3 y 3 4 del TR/ 9 2. De el los resulta que, , en un caso ( apartado 1) ,
en el momento de la modificación o revisión del planeamiento
existe una licencia, es decir, el derecho a edificar, aunque no
se haya ejercido. La reducción del aprovechamiento es sencill-
amente la expropiaáibn de un concreto derecho a edificar, susti-
tuyendo una licencia por otra. La licencia es un derecho de con-
tenido econbmico, incorporado al patrimonio de un particular y,
como tal, objeto de tráfico juridico. La indemnizacibn ha de con-
figurarse, por tanto, como justiprecio y no como compensación por
1^ Cfr. MEILÁN GIL, J.L., "La dimensibn temporal...", cit.,
p. 41.
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daño^^ .
Con mayor razón ha de admitirse la tesis en el supuesto del
apartado 2 del artículo 2389 del TR: la edificación se había ini-
ciado cuando se produjo la revisión o modificación del Plan y la
Administración opta por revocar la licencia'^. ^
E1 supuesto es distinto de los que prevé el artículo 240
-anulación de licencia o demora injustificada en su otorgamiento
o denegación improcedente- ya que obviamente en el primer caso
hay que demostrar previamente que se ha producido una lesión en
la anulación por motivos de legalidad y en el segundo se trata
de un supuesto de funcionamiento anormal de un servicio público.
A este último supuesto se reconducen con naturalidad los que bajo
el epigrafe "cláusula residual de indemnización" se recogen en
el articulo 241 del TR/921^.
La tesis de la expropiación entendemos que es aplicable a
los supuestos del articulo 238 del TR/92, pudiéndose utilizar el
instituto de la responsabilidad en la línea de la cláusula
residual contenida en el artículo 241.
Por .su parte, ^Cuál es.el montante de la indemnizacibri?





Xod3ficación y Revisión de Planes
•
^cuáles son los criterios determinantes de la indemnización? La
respuesta la proporciona el artículo 55 del TR/92, según el cual,
"los terrenos cuyo propietario tenga adquirido el derecho a edi-
f icar se tasarán añadiendo al valor urbanístico del aprovecha-
miento autorizado por la licencia, el 25 por 100 del coste de
ejecución del proyecto para el que se obtuvo la misma y la to-
talidad de los gastos que, justificadamente, estén motivados por
la edificación proyectada o iniciada",
La expresión "gastos justificados" resulta muy amplia, pu-
diendo incluirse en ella, como en el caso del artículo 241130,
el coste de los proyectos de obras131 y honorarios profesiona-
les, las tasas municipales, las obras realizadas, el coste del
material adquirido para la construcción, los intereses que deven-
guen los créditos solicitados, etc.
130 Este artículo lleva por título "Cláusula residual de
indemnización": "Serán en todo caso indemnizables los gastos
producidos por el cumplimieñto de los deberes básicos inherentes
al proceso urbanizador y edificatorio, dentro de los plazos
establecidos al efecto, que como consecuencia de un cambio en el
planeamiento o por acordarse la expropiación devengan inútiles".
Dichos gastos pueden referirse a:
- Cesión de terrenos destinados a dotacibn pública, que
resulte total o parcialmente inútil.
- Coste de los proyectos de equidistribución y de urbaniza-
ción.
- Coste del proyecto edificatorio.
- Coste de la edificación realizada.
131 Sobre los conceptos comprendidos en el coste of icial de
los proyectos, Vid. MARTÍN BLANCO, J., Dictámenes y Estudios...,
cit., p. 309.
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Puede suceder que la exclusibn del citado derecho por el
nuevo instrumento de ordenación no sea total, en este caso el
afectado solamente tendrá derecho a ser indemnizado respecto del
daño realmente producido.
C. Indemnización por vinculaciones singulares
E1 artículo 239 del TR/92 dispone:
"1. Las ordenaciones que impusieran vinculaciones singula-
res en orden a lá' conservación de edificios, conferirán
derechos indemnizatorios en cuanto excedan de los deberes
legales y en la parte no compensada por los beneficios que
resulten de aplicacibn.
2. Las ordenaciones que impusieran vinculaciones o limita-
ciones singulares que lleven consigo la restriccibn del
aprovechamiento urbanistico del suelo que no pueda ser
objeto de distribución equitativa entre los interesados
conferirán derecho a indemnización".
E1 apartado primero de este artículo reproduce el articulo
88 de la Ley 8/1990 y el párrafo segundo es idéntico al apartado
tercero del artículo 87 de la Ley del Suelo de 1976132.
132 Dicen LLISET BORREL, F., et al, op. cit., p. 419, que en
el apartado primero la indemnizacibn es de carácter ordinario 0
de conservación, y en el segundo para compensar una disminución
de capital en relacibn con otras f incas del área de reparto.
•
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Por lo que respecta al apartado primero, tres son los requi-
sitos cuya concurrencia exige el legislador para que surja el de-
ber de la Administracibn Pública de indemnizar al propietario
perjudicado por la vinculación singular que el planeamiento ha
decidido imponer a su propiedad:
l. La vinculación singular de conservación133 de un edifi-
cio impuesta por el planeamientoi^.
2. La exigencia debe exceder de los "deberes legales" de
conservación.
3. Y, por último, la exigencia no puede ser compensada por
los benef icios susceptibles de ser aplicados.
En particular, los deberes legales de conservación están
previstos y regulados por los artículos 21'3s, 245 y 246 del
133 E1 articulo 389 CC recoge el deber de conservación que
por razones de seguridad obliga a los propietarios de edif icios
a responder de los daños y perjuicios que se causaren como conse-
cuencia de la ruina de los mismos. A juicio de LbPEZ MERINO, "E1
Estatuto ruinoso ante el Derecho", RAP, núm. 70, 1973, p. 71,
este precepto ha sido deroqado por el artículo 170 de la Ley del
Suelo de 1956 -hoy precepto 245-.
'^ La Ley, al emplear la expresión "ordenaciones"; admite
qué la vinculacibn singular sea impuesta por cualquier tipo de
Plan.
^3s Por imperativo de este precepto los propietarios del
suelo y construcciones están obligados a destinar sus propiedades
al uso establecido por el planeamiento, así como a mantenerlas
en condiciones de seguridad, salubridad y ornato público. También
es imperativa la observancia de las normas sobre protección del
medio ambiente y de los patrimonios arquitectónicos y arqueológi-
cos, y sobre rehabilitacibn urbana.
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TR/921^, siendo que el límite se sitúa en la declaracibn de rui-
na'3', cuya declaración procede cuando el coste de la reparación
supere el 50 por 100 del valor del edif icio138, excluido el im-
porte del terreno139; cuando el edificio presente un aqotamiento
1^ Los preceptos citados están recogidos en la Sección
segunda, del Capítulo Primero, del Título VII, que lleva por
título "Deber de conservación, órdenes de ejecución de obras y
ruina".
'^ E1 estado ruinoso de la construccibn conlleva la declara-
ción de esta situacibn y el acuerdo de demolicibn. Asimismo, la
declaración de ruina conlleva la inclusión del inmueble en
cuestibn en el Registro de Solares y Terrenos sin urbanizar, de
acuerdo con lo establecido en el artículo 228 de la Ley del
Suelo. Vid. SIGUAN ALAMENARA, J.,^ "Declaración municipal de
ruina", en Temas de Urbanismo, IEAL, Madrid, 1969.
138 Se ha tenido a bien denominar a este tipo de ruina "ruina
económica". Para decirlo con palabras de una S. TS de 24 de marzo
de 1986 (Az. 2328): "La llamada ruina ecónómica...se reduce a un
problema de hecho centrado en la valoración comparativa de dos
elementos, reparación y edificio, la del primero de ellos com-
prenderá... las obras precisas para devolver la normalidad a la
edif icación, tanto en el aspecto de la estabilidad como en el de
la salubridad o habitabilidad, pero únicamente las necesarias a
tal f in, excluyéndose, por tanto, las de adecentamiento o em-
bellecimiento, y en lo ateniente al segundo elemento de la com-
paración es concluyente y unánime la doctrina jurisprudencial que
declara la exclusión para su cálculo del valor del solar en cuan-
to elemento ajeno a la ruina...".
139 Valga como muestra una S. TS de 11 de enero de 1979
(538), que expresa el motivo que conduce al Tribunal Supremo a
concluir en este sentido. Dice: "... necesariamente ha de éx-
cluirse el del solar, pues la declaración de ruina se hace con-
juqando los diversos datos que resultan de la apreciacibn de la
construcción y el solar es siempre un elemento propiamente ajeno
a la mi^sma; existente ya antes y con independencia al edif icio,
amén de estar sujeto a una "plusvalia" y.a un crecimiento comer-
cial tan acusado que de tenerse en cuenta dif ícilmente se llega-
ría a tal declaración, dada la alta estimación actual del terre-
no".
Vid. FERRANDO, J. V. , Edificios ruinosos . Supuestos de decla-
ración y procedimiento, Civitas, Madrid, 1989; ORTEGA GARCÍA, A.,
Inclusión de fincas en el Regístro de Solares . Sus causas, Monte-
corvo, Madrid, 1974, p. 132; RUIZ SER;RAMALERA, R., Régimen de
fincas ruinosas, Servicio Central de Publicaciones del Ministerio
de la Vivienda, Madrid, 1969, p. 53.
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generalizado de sus elementos estructurales o fundamentalesla°;
o, por último, cuando sea necesario realizar obras que no pueden
ser autorizadas por el Ayuntamiento por encontrarse el inmueble
en la situación urbanística de fuera de ordenaciónlal.
Por filtimo, hay que citar el artículo 99 del TR/92, según
el cual:
"1. La aplicación efectiva del aprovechamiento tipo'a2
correspondiente para determinar el aprovechamiento suscep-
tible de apropiación, según esta Ley, y de las transferen-
cias de aprovechamientos vinculadas a éste, tendrá lugar,
en los terrenos ya edif icados no incluidos en unidades de
ejecuciĉn, cuando se proceda a sustituir la edificación
existente.
la° Este tipo de ruina es conocida como ruina técnica. La
declaración de esta ruina procede cuando el dafio de que adolece
el edif icio es de imposible reparacibn. E1 daño debe afectar a
elementos arquitectónicos o constructivos de carácter estructural
e implicar la imposibilidad de repararlo por medios normales.
lal GARCf A DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO , L., op . c it ., p.
775, opinan que para poder declarar la situación ruinosa de una
construccibn no es suficiente que el edif icio se encuentre en
situación de "fuera de ordenación" , sino que debe acreditarse que
esta situacibn es de. una sustancial incompatibilidad con el
planeamiento vigente, de forma que, tal incompatibilidad solamen-
te pueda ^ser subsanada proced^iendo a la demolición del edificio.
la2 MERELO ABELA, J.M., "Áreas de reparto y aprovechamiento
tipo", en Curso sobre el Texto Refundido de 1a Ley del Suelo de
26 de junio de 1992, Ayuntamiento de Madrid, 1993, cit., p. 44:
"E1 aprovechamiento tipo es una especie de aprovechamiento pro-
mediado del área de reparto que estemos considerando, que bási-
camente se obtiene dividiendo el aprovechamiento lucrativo del
área de reparto entre su superficie, con algunas exclusiones en
suelo urbano".
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2. Los supuestos de rehabilitacibn no exigida por el pla-
neamiento urbanístico o disposiciones especiales, que pue-
dan considerarse en atención a sus características y alcan-
ce equivalentes a la sustitución de la edificacibn, se su-
jetarán al régimen de ésta. En todo caso, se considerará
sustitución de la edif icación la ej ecución de obras que por
su naturaleza hubieran permitido la declaración de ruina
del inmueble.
3. En los supuestos de rehabilitación forzosa y respecto de
edificaciones que tengan un aprovechamiento distinto al
correspondiente al área de reparto en que se encuentren, se
tendrá en cuenta esta circunstancia a efectos de ayudas
específ icas y benef icios f iscales" .
Del conjunto de estos preceptos podemos obtener ciertas con-
clusiones sobre la aplicacibn del artículo 239, apartado primero.
Aceptado que el límite del deber legal de conservación es situado
por el legislador en la ruina resulta que la indemnización pre-
vista por el articulo 239.1 por la imposición de vinculaciones
singulares en orden a la conservación de edif icios sólo procederá
cuando el coste de las obras de conservación superen el 50 por
100 del valor total del inmueble. ^ La doctrina143 apunta que, de
la cuantía de la indemnización deben descontarse las ayudas o be-
nef icios que disponga la legislación al efecto aplicable (arts.
21.1, 246.3 y 99.3 del TR/92), lo que conduce a que la cuantif i-
la3 MARTÍN REBOLLO, L., op. cit., p. 71.
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cación de la eventual indemnizaci ĉn haya que verif icarla en cada
caso concreto, en el momento de la aplicación de la vinculación
y de la normativa de ayudas y subvenciones que, en su caso, se
produzcan.
Para concluir, hemos de referirnos muy brevemente al apar-
tado segundo para decir que, a pesar de traer causa del artículo
88 de la Ley del Suelo de 1976 anteriormente estudiado, la inter-
pretación que de su contenido debe hacerse es distinta. E1 legis-
lador dedica a la indemnización por imposición de vinculaciones
singulares dos apartados: en el primero de ellos deja expresa
constancia de que se trata de una vinculación que obliga a con-
servar un edif icio, mientras que en el segundo no concreta el ti-
po de vinculación de que se trata. La lógica nos lleva a creer
que la intención del legislador al prever un segundo supuesto no
era la de redundar, sino la de establecer cualquier otra vincu-
lación que suponga la exclusión del derecho a la equidistribu-
ción. Pues bien, cuando la equidistribución no pueda llevarse a
efecto por haber impuesto el planeamiento una vinculacibn distin-
,
ta de la de conservación del edifico hay que entender aplicable
el precepto analizado. Del importe de la indemnización -que se
cuantificará en los términos más atrás referidos- podrá excluir-
se, en su caso, las ayudas o beneficios inherentes a la vincula-
ción singular derivados de ordenamiento sectoriales o normas tri-
butarias.
Por lo que respecta al plazo, ante el silencio de la Ley ha-
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brá de estarse al plazo del año de la normativa general en mate-
ria de responsabilidad.
D) La eliminación o reducción del derecho a urbanizar debe ser
indemnizada
Es fácilmente constatable que el leqislador no ha incluido
entre los supuestos indemnizatorios la eliminación o reducción
de la primera facultad urbanística adquirida por el propietario
del suelo, cual es el derecho a urbanizar.
E1 derecho a urbanizar puede resultar afectado por la modi-
f icación o revisión del planeamiento si el suelo clasif icado como
urbanizable pasa a ostentar la clasificacibn de no urbanizable
o si se reconoce al propietario un aprovechamiento inferior. En
ambos supuestos se está lesionando una facultad urbanística con-
solidada por el particular, pero no se reconoce su derecho a ser
indemnizado, pues por indemnizacibn no debe entenderse el pago
de los gastos que se le hubieren podido ocasionar.
En favor de la no indemnización alguien podrfa argumentar
que el derecho a urbanizar es una facultad urbanística que no
conlleva esfuerzo alguno para el propietario del suelo, toda vez
que, su incorporación al patrimonio se produce sin esfuerzo del
particular, al aprobar el instrumento de planeamiento más de-
tallado, pero la razón aducida es improcedente, pues el derecho
a urbanizar es una facultad urbanística cuya lesión obliga a la
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Administración a indemnizar al propietario del suelo.
E1 leqislador debib haber introducido un precepto que pre-
viese este supuesto indemnizatorio14^.
•
144 En este sentido, Vid. GALLEGO ANABITARTE, A., "Régimen
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A lo largo de este estudio sobre la modif icacibn y revisión
de los Planes de Urbanismo hemos llegado a las siguientes conclu-
siones:
1;. La legislación urbanística ha establecido desde siempre
el carácter indef inido de los Planes, y ello encuentra su funda-
mento en la concepción normativa de la planificación, dado que
lo que la legislación hace es simplemente extender a los Planes
una característica que es propia, inherente al concepto de norma.
Esa aludida vocación de permanencia no puede ser entendida
como sinónimo de perpetuacibn o inamovilidad del planeamiento,
por el contrario, debe entenderse como vocación de permanencia
del Plan, pero con la obliqación impuesta de que se adecúe a las
nuevas necesidades y criterios.
2 i. Los Planes únicamente de j an de ser aplicables cuando ha-
yan sido modificados o derogados por otros posteriores que esta-
blezcan una ordenación distinta para el mismo territorio. Hasta
que eso ocurra el Plan es de obligado cumplimiento tanto para la
Administracibn como para el administrado, y ello con independen-
cia de que haya sido desarrollado o no. De forma que, el trans-
cur^so del tiempo sin desarrollar un Plan no exime a aquéllos de
su obligada observancia, ni, por supuesto, permite la sustitución
del régimen urbanístico previsto en el mismo.
3•. La planificación partiendo de una situación de presente
545
Xodificación y Revisión de Planes
debe conf igurar la realidad urbanistica del futuro, previendo las
necesidades que éste puede plantear, lo que sin lugar a dudas re-
quiere revestir a la Administración Pública de una especial po-
testad que le permita innovar en todo aquello que el interés pú-
blico le exija.
Ahora bien, la libertad que la posibilidad de cambio o inno-
vación otorga a la Administración nunca podrá justif icar una ac-
tuación arbitraria o irracional.
La potestad administrativa de variar el planeamiento, que
tiene como elemento teleol8gico el interés general, no debe ser
entendida como fundamentada en un criterio subjetivo ejercitable
en cualquier momento, sino como un remedio establecido en la Ley
para que, atendiendo a criterios objetivos plenamente justif ica-
dos, se realicen aquellas variaciones que imponga la nueva reali-
dad urbanística.
4^. E1 "ius variandi" o"potestas variandi" de la Adminis-
tración no encuentra límite en los derechos adquiridos al amparo
del planeamiento anterior, ni queda vinculado por los convenios
urbanisticos suscritos entre la Administración y los particulares
afectados por alguna actuación urbanística, ni resulta afectado
por la certificación expedida por la Administración Pública ex-
presiva de la realidad urbanística de un terreno e, igualmente,
no constituye limite a su ejercicio el hecho de que la aprobaci ĉn
del planeamiento hubiera requerido intervención judicial.
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5;. E1 uso que la Administración hace^del "ius variandi"
puede ser objeto de tres tipos de control:
- Control ciudadano, que podrá ejercitarse en el momento de
la elaboración del Plan y en el momento de su ejecución.
- Control ejercido por las Comunidades Autónomas, a quienes
corresponde un control pleno sobre los aspectos reglados del
Plan, con una matizacibn para el supuesto de que se trate de con-
ceptos jurídicos indeterminados, en cuyo caso, el margen de apre-
ciación que tales conceptos implican corresponderá a^stas sólo
cuando el punto ordenado afecte a intereses supralocales. Por lo
que respecta a los aspectos discrecionales, cuando se trate de
determinaciones ajenas al interés comunitario, las CCAA pueden
ejercitar un control de legalidad, siendo rechazable un control
de mera oportunidad; en el supuesto de que se trate de determi-
naciones del planeamiento que afecten a intereses supralocales
la Administración autonómica si podrá ejercer un control de opor-
tunidad.
- Control judicial, que debe ser entendido como el control
que de los hechos pueden hacer los tribunales^ para intentar inda-
gar si la delegacibn de facultad que el ordenamiento jurídico
opera en favor de la Administración ha sido usada de forma
correcta y racional, sin abuso o desviación de poder.
6;. La revisión equivale al replanteamiento global y sustan-
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cial del Plan en su conjunto. Y la modificación representa la al-
teracibn de alguno o algunos de los elementos y determinaciones
de un Plan, permaneciendo iguales todos los restantes.
La potestad de.modif icar y revisar el planeamiento corres-
ponde a la Administración P^iblica con sometimiento a los trámites
previstos para la elaboración y aprobación "ex novo" de los Pla-
nes de Urbanismo.
7;. La articulación entre los diferentes instrumentos urba-
nísticos del planeamiento se configura entorno al principio de
jerarquía normativa, en virtud del cual cada Plan está subordina-
do o vinculado por el planeamiento de grado superior, cuyas de-
terminaciones no podrán, en consecuencia, modif icar los Planes
urbanísticos de grado superior. Los Planes nunca podrán traspasar
su límite intrínseco determinado por la función que le ha sido
asignada, de forma que la consecuencia del incumplimiento de este
mandato es la nulidad de los efectos que pueda producir el Plan
inferior que no ha respetado las determinaciones del superior.
E1 leqislador admite la existencia de Planes Especiales
autónomos o independientes a los que impone como único limite el
respeto a la estructura fundamenta^l del Plan General.
8; . E1 legislador, consciente de que no todas las determina-
ciones del Plan pueden ser ejecutadas simultáneamente, introduce
en el Plan General la planificación temporal a través de la
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f igura de los Programas de Actuación. Habrá previsiones cuya
. ejecución sea de inmediata realización, determinaciones que
habrán de realizarse a medio plazo, y, por último, previsiones
cuya realización va a ser objeto de una considerable dilación en
el tiempo.
9^. La Ley del Suelo articula la suspensión de la vigencia
del planeamiento cuando se lleve a cabo la revisión del Plan como
una medida cautelar. Se trata de un acto preparatorio análogo,
aunque no idéntico, al de la suspensión del otorgamiento de li-
cencias. La suspensibn del planeamiento tiene un alcance conside-
rablemente mayor que el de las licencias, toda vez que ésta no
afecta más que al derecho a edif icar, mientras que aquélla abarca
todas las determinaciones del instrumento de ordenación urbanís-
tica que se pretende revisar.
lOs. E1 legislador desde siempre ha previsto un procedimien-
to riguroso para los supuestos en que la modificación pretenda
obtener una diferente zonif icación o uso urbanístico de las zonas
verdes y espacios libres, su reducción, por mínima que sea, o su
permuta.
La modificación de estos espacios vitales no puede limi-
tarse a los mismos trámites previstos para la formación y apro-
bación de los Planes, porque la existencia de intereses contra-
puestos provoca que los meritados espacios sean objeto de in-
cesantes amenazas que ponen en peligro su permanencia. Por ello,
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el legislador hubo de arbitrar un especial mecanismo de modif i-
cación con el objeto de evitar las alteraciones de las zonas ver-
des y espacios libres previstos en el Plan, tanto públicos como
privados, que no respondiesen a las necesidades de la colectivi-
dad.
La aplicacibn del procedimiento especial carece de fundamen-
to en el supuesto de alteración de las zonas verdes y espacios
libres derivada de la revisión.
11•. Es obliqación ineludible de la Administración adaptar
el planeamiento redactado de conformidad a las directrices y nor-
mas del ordenamiento urbanístico anterior a los nuevos criterios
urbanísticos introducidos con la aprobación de un nuevo texto le-
gal. Dicha adaptación puede coincidir en el tiempo con la revi-
sión o la modificación del Plan, siendo posible e, incluso, acon-
sejable que se aproveche un mismo procedimiento para la adapta-
ción y la introducción de cuantas modif icaciones resulten necesa-
rias y convenientes.
12 ^. Una de las consecuencias de la modif icacibn y la revi-
sión de los Planes de Urbanismo es la situación urbanística de
"fuera de ordenación" de determinadas construcciones e instala-
ciones erigidas con anterioridad a la aprobación definitiva del
planeamiento urbanfstico, que resulten disconformes con el mismo,
con la consiguiente necesidad de intentar que con el paso del
tiempo se produzca la adaptación de lo construido e instalado a
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la nueva ordenación urbanística. Esta adaptacibn se logra redu-
ciendo el ámbito de las facultades urbanisticas de conservación.
La prohibición de modernizar y consolidar edif icios e instalacio-
nes lleva de modo inequívoco a la destrucción.
13;. El "ius aedificandi" integra el haz de facultades que
corresponde a todo propietario del suelo. A1 dueño del suelo le
corresponde, además, del uso y disfrute del bien conforme a su
naturaleza intrínseca, el derecho a edificar sobre el mismo. Pe-
ro, este derecho no debe ser entendido en términos absolutos, es
decir, no debemos pensar que está exento de limitaciones, sino
que se trata de un derecho susceptible de ser limitado e incluso
eliminado en benef icio de la colectividad, en cuyo caso deberá
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FECHA RA SA SE PONENTE
14/11/77 4381 4° - Fernández Tejedor F.
20/11/77 3921 4° - Jinénez Hernández J.I.
23/12/77 5052 4° - Ponce De León y Belloso J.L.
23/12/77 5052 4° - Ponce De León y Belloso J.L.
13/O1/78 157 4° - Hedina Baliaseda E.
13/02/78 629 4° - Fernández Tejedor F.
15/03/78 1162 4° - Ponce De León y Belloso J.L.
18/03/78 1183 4° - Fernández Tejedor F.
O1/04/78 857 4° - Martín Del Burqo y Narchán A.
^
24/04/78 1838 4° - Garcia Nanzano P.
05/06/78 2721 4° - Fernández Tejedor F.
27/06/78 3097 4° - Ponce De León y Belloso J.L.
13/il/78 4110 4° - Gabaldón López J.
13/il/78 4110 4° - Gabaldón López J.
26/12/78 4592 4° - Fernández Tejedor F.
RESOMEN
Planes de Ordenación Orbana: aprobación: efectos: obliqatoriedad:
Ad^inistración y particulares
Modificación que tenqa por objeto wa diferente zonificación o
uso urbanístico de las zonas verdes o espacios libres: previstos
en el Plan: zonas o espacios privados: requisitos: falta de:
nulida de actos
Viqencia de los Planes: indefinida: caducidad: inexistencia:
inactividad mwicipal
Vigencia de los Planes: indefinida: caducidad: inexistente:
inactividad ^wicipal
Revisión de Planes: concepto
Zonas verdes y espacios libres: respeto: licencias en contrario:
nulidad
Transcurso del tieipo sin desarrollar w Plan: caducidad:
i^procedente
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza juridica: obligatoriedad:
Ad^inistración y particulares; viqencia indefinida: revisión
periódica ^
Edificaciones e instalaciones fuera de ordenación: li^itaciones
legales: interpretación restrictiva; instalaciones parcial^ente
fuera de ordenación: obras en el resto: licencia procedente
Teninación y aprobación de Planes: infonación pública: alcance:
nodificaciones que no alteran la concepción del Plan: audiencia
indiscri^inada
Zonas verds y espacios libres: Ley 158/63: iodificacion:
requisitos leqales: coapetencia: falta de: nulidad: conservación
de actos válidos
Zonas verdes y espacios libres: respeto: edificio ubicado
parcialiente en zona verde: conservación y legalización: alcance:
la parte del edificio que no invade
Cáiara de la Propiedad: naturaleza juridica; leqitinación para
ejercitar acción pública de la Ley del Suelo
Cáiaras de la propiedad urbana: naturaleza jurídica; legitiiación
para ejercitr acción pública de la Ley del Suelo
Edificios e instalaciones fuera de ordenación: obras de
reparación de escasa entidad necesarias, debidas a w incendio:
procedencia: licencia para su realización
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26/01/79 470 4° - Nartín Nartin P. Hodificación de Planes: tráiites y procediniento: foraación
30/O1/79 235 4° - Hartín del Burgo y Narchán A. Planes de Orbanis^o: naturaleza jurídica: ^odificación:
requisitos: réqiien urbanístico del suelo: derecho de propiedad
31/O1/79 538 4° - Vidal Gutiérrez F. Edificaciones ruinosas: declaración de ruina: supuestos legales:
basta wo solo
02/02/79 3278 4° - Diaz Eiiil E. Nonas Subsidiarias del Planeaiiento: naturaleza juridica:
nonativa
19/04/79 1586 4° - Gabaldón López J. Zonas verdes y espacios libres presvistos en el Plan: Ley 158/63:
nodificación: ^otivación: procediiiento: requisitos leqales:
falta de: nulidad radical
08/05/79 2387 4° - Hartin Del Burgo y Harchán A. Vigencia indefinida de los Planes: seguridad y estabilidad
11/05/79 2450 4° - Nartín Del Burgo y Harchán A. Nodificación de Planes: procedi^iento: supuestos legales;
Hodificación: zonas verdes y espacios libres (Ley 158/63):
transfonación de zonas verdes deportivas, de recreo
22/05/79 3460 4° - Vigencia indefinida de los Planes: seguridad y estabilidad
22/05/79 2879 4° - Hartin Del Burgo y Narchán A. Hodificación de Planes: zonas verdes y espacios libres: régi^en
leqal: co^petencia del Consejo de Hinistros: criterio:
iodificación sustancial insignificante: aparca^ientos
subterráneos en espacios libres ^
30/05/79 2612 4° - Botella y Taza A. Nortas de Ordenación Subsidiarias y Coiple^entarias del
Planeaiiento: naturaleza juridica: rango nonativo
22/O1/80 954 4° - Jiiénez Hernández J.I. Nodificación de Planes Generales: subsistencia de Planes
Parciales anteriores: requisitos; intervencibn en la edificación:
licencia: abuso de derecho: inexistencia
27/02/80 2015 4° - Martin Martin P. Bfectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Adninistración y particulares
11/03/80 1085 4° - Gabaldón López J. Proyectos de Orbanización: contenido
18/03/80 2204 4° - Ponce De León y Belloso J.L. Efecto de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
A^inistración y particulares
27/03/80 2246 4° - carralda valcárcel J. Efectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Ad^inistración y particulares
05/06/80 3415 4° - Hartin Del Burqo y Harchán A. Efectos de la aprobación de los Planes: obliilatoriedad:
^ Achinistración y particulares
29/09/80 3463 4° - Hartin Del Burgo y Narchán A. Planes de Orbanis^o: naturaleza jurídica; vigencia indefinida;
iodificación: requisitos: "contrarius actus"
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29/09/80 3463 4+ - Nartín del
03/10/80 3829 4+ - D1az Eiiil E. Efectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Adginistración y particulares
03/10/80 3831 4+ - Gabaldón López J. Fonación de Planes: Actos preparatorios: suspensión de licencias
teiporaliente para Plan General: nueva suspensión para Plan
Parcial
21/10/80 3926 4+ - Gordillo García N. Efectos de la aprobacibn de los Planes: obliqatoriedad:
Adninistración y particulares
•
05/il/80 4315 4+ - Medina Balnaseda E. Efectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Ad,inistración y particulares
11/11/80 4416 4+ - Gordillo Garcia H. Efectos de la aprobacibn de los Planes: obligatoriedad:
A^inistración y particulares
17/il/80 4540 4+ - Fernández Tejedor F. Planes de Ordenación Orbana: naturaleza jurídica: publicación:
régiien legal: i^pugnación directa: procedencia
30/11/80 3497 4+ - Gabaldón López J. Estudio de Detalle: ^isión hu^ilde de adaptación y coipleiento
22/12/80 553/81 4+ - Gabaldón López J. Suspensión del otorqa^iento de licencias: zonas afectadas
24/12/80 993/81 4+ - Gabaldón López J. Nodificación de espacios libres y zonas deportivas del Plan
General revisado, acordada por brgano ianifiestaeente
incoipetente y prescindiendo total y absoluta^ente del
procedi^iento: invalidez
^ 24/12/80 993/81 4+ - Gabaldón López J. Plan General de Ordenacibn Orbana de Gerona y zona de influencia:
^odificación espacios libres y zonas deportivas del Plan General
revisado: pre.scindiendo del procedi^iento: invalidez
02/01/81 170 4+ - Gordillo Garcia N. Bfectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Acfi^inistración y particulares
20/O1/81 180 4+ - lkdina Bal^aseda B. Efectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Adiinistración y particulares
21/01/81 181 4+ - Diaz Ei^il B. Estudio de Detalle: ^isión hu^ilde de adaptación y co^ple^ento:
carecen en absoluto de carácter innovativo
02/02/81 436 4+ - Nartin Del Burgo y Narchán A. Zonas verdes y espacios libres: establecidos en licencias de
^ construcción: ^odificación: requisitos .
^ 06/02%81 558 4+ - Díaz Eiail B. Efectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Acfi^inistración y particulares
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17/02/81 1128 4^ - Nedina Balnaseda E.
17/03/81 1803 4^ - Ruiz Jarabo y Ferrán J.N^
03/04/81 1815 4^ - Gordillo Gazcfa N.
14/04/81 2198 4^ - Rufz Jazabo y Ferrán J.N^
25/05/81 2147 4^ - Nartin Del Burgo y Nazchán A.
23/06/81 2732 4^ - Nedina Baleaseda E.
O1/07/81 3152 4^ - Nartin del Burgo y Nazchán A.
22/10/81 4633 4^ - Ruíz-Jazabo y Ferrán J.N;
09/11/81 5025 4^ - Botella y Taza A.
il/11/81 5056 4^ - Botella y Taza A.
13/ii/81 4147 4^ - Reyes Nonterreal J. N^
17/11/81 5145 4^ - Narín Ruís V.
,
24/11/81 5299 4^ - Nartin Dei Burgo y Nazchán A.
28/11/81 5331 4' - Nartin Del Burgo y Narchán A.
.
07/12/81 5769 ^ 4^ - Reyes Nonterreal J.N^ ^
RESQNEN
Edificios fuera de.ordenación: prohibición de auiento de volumen:
afecta a todo el edificio: no sólo a la parte que ^otivase quedar
fuera de ordenación
Zonas verdes y espacios libres: Ley 158/63: ^odificación:
requisitos legales: doctrina general
Nodificacibn de Planes: increnento del voluuen de edificación:
requisitos: previsión de ^ayores espacios libres: falta de:
invalidez
Nodificación de Plan General por Plan Pazcial: requisitos
Réginen urbanístico del suelo: derecho de propiedad: naturaleza
juridica; liiitaciones urbanisticas: inde^nización: intepretación
restrictiva
Suspensibn de licencias teiporal paza zonas cuyas deteninaciones
supongan ^odificación: iedida cautelaz
Plan Pazcial: principio de jerazquía de las nonas: subordinación
a Plan General
Espacios libres paza pazques y jazdines públicos en proporción
adecuada a necesidades colectivas: eleientos deteninantes:
doctrina general; calificación del suelo: Plan Parcial:
subordinación a Plan General
Suspensión del otorga^iento de licencias: alcance: no a
expedientes resueltos: no a solicitudes posteriores
Estudio de Detalle: ocupa el últiio escalón del bloque
ordina^ental del planea^iento
Licencia concedida erróneaiente: construcción en zona verde:
nulidad: deaolidicion de obras: daños y perjuicios:
indeanización: requisitos: doctrina leqal
Fonación de Planes: actos prepazatorios: aprobación inicial:
suspensión de licencias te^poraliente: denegación de licencia
procedente
Vigencia de Planes: ius vaziandi de la Acfi^inistración: réginen
legal; interés público: concepto jurídico indeteninado
Bstudio de Detalle: últiio escalón del bloque ordinaaental del
planea^iento
Edificios fuera de ordenación: liiitaciones urbanisticas:
interpretación restrictiva
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09/12/81 5378 4^ - Díaz Ei^il E. Vigencia de los Planes: indefinida: principio de sequridad
jurfdica
27/01/82 364 4i - Botella y Taza A. Réqimen urbanfstico del suelo: derecho de propiedad: ejercicio:
lieitaciones urbanísticas: naturaleza jurídica
O1/02/82 773 4^ - Hartín Del Burgo y llarchán A. Hodificación de Planes: derecho a indeinización: régiien legal
03/02/82 700 4^ - Santolaya Sánchez R. Hodificación del Plan General y revisión: distinción;
Hodificación: incre^ento de volu^en de edificacibn: requiere:
previsión de ^ayores espacios libres
15/02/82 1392 4^ - Sánchez Andrade y Sal J.H^ Edificaciones fuera de ordenación: obras de auaento de voluien:
licencia ^unicipal: iiprocedente
25/02/82 967 4^ - Pérez Gi^eno R. Nonas Co^ple^entarias y Subsidiarias del Planeaiiento:
naturaleza jurídica: nonativa: fonación y aprobación:
procediiiento aplicable
17/03/82 2134 4; - Gordillo García H. Efectos de la aprobación de los Planes: obligatoriedad:
Adiinistración y particulares
22/03/82 2320 4^ - Hedina Baliaseda E. Konas Coiple^entarias y Subsidiarias del Planea^iento:
naturaleza juridica: nonativa
30/03/82 2355 4^ - Santolaya Sánchez R. Efectos de la aprobación de los Planes: oDligatoriedad:
Adiinistración y particulares
05/04/82 2378 4^ - Sánchez Andrade y Sal J.H^ Bfectos de la aprobación de los Planes: obliqatoriedad:
Ad^inistración y particulares
27/04/82 3976 4^ - Delgado-Iribarren Hegrao M. Suspensión del otorga^iento de licencias: indeinización a
peticionarios de licencias solicitadas antes de la publicación:^
daños y perjuicios
04/05/82 3072 4^ - Diaz Ei^il B. Viqencia de los Planes: revisión: potestad de la Achinistración:
liiites: principios rectores
12/05/82 3981 4^ - Delgado-Iribarren Hegrao H. Plan Parcial: iodificación de Plan General acwulada: inexcusable
cuipli^iento de cada uno de los procedi^ientos
14/05/82 3396 4^ - Díaz Bitil E. Estudio de Detalle: respeto y absoluta inzutabilidad de las
directrices y precisiones genéricas del Plan
19/05/82 3987 4+ - Narin Ruiz V. Viqencia de Planes: principio de seguridad juridica: legalidad de
alteraciones: carga de la prueba
26/05/82 4139 4^ - Reyes Nonterreal J.H^ Vigencia de los Planes: indefinida; Hodificación y revisión de
Planes: facultades de la Ad^inistración: doctrina general:
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02/06/82 4182 4" -
16/06/82 4808 4" -
02/07/82 5257 4^ -
06/07/82 5345 4^ -
06/07/82 5347 4^ -
06/07/82 5345 4° -
13/07/82 5404 44 -
15/07/82 5423 4^ -
15/07/82 5425 4^ -
17/09/82 5465 4^ -
17/09/82 5464 4^ -
20/09/82 8148 4' -
20/09/82 5467 4° -
RESOalEN
prevalencia del interés público sobre el privado
Reyes Honterreal J.N^ Nodificación de Planes: "ius variandi" de la Achinistración:
doctrina general: derechos adquiridos: situaciones consolidadas
con cobertura legal; Plan General Hetropolitano de Ordenación
Orbana de Barcelona: régiien de suelo urbano: respeto a
deteninaciones anteriores
Hartín Ruíz V. Suspensión del otorgaiiento de licencias: iaposibilidad de nueva
suspensión con idéntica finalidad: Planes de distinta naturaleza:
procedencia
Delgado-Iribarren Neqrao H. Zonas verdes y espacios libres: godificación y revisión de
Planes: distinción: doctrina legal
Hartin Hartín P. Vigencia indefinida: no puede entenderse en sentido estático: no
iipide la iodificación o revisibn cuando nuevos criterios
aconsejen su actualización; "ius variandi" de la Achlinistración:
líiites: derechos adquiridos: inexistencia
Hart1n Nartín P. Hodificación por razón del planea^iento: "ius variandi" de la
A^inistración: doctrina: derechos adquiridos: no constituyen
li^ite
Hartin Nartín P. Nodificación de Planes: trá^ites y proceditiento: fonación
Reyes konterreal J.N. Suspensión de licencias tenporalnente: licencia instada:
inde^nización: alcance
Nartin Rartin P. Estudio de Detalle: fonulación: cuando resulte necesario para
adaptar o coipleientar las deteninaciones del Plan General
respecto del suelo urbano y del Plan Parcial en cuanto al suelo
urbanizable prograiado
![aitín Del Burgo y riarchán A. Revisión de Planes: "ius variandi" de la Adninistración: interés
público: discrecionalidad técnica: revisión jurisdiccional
l^artin Nartin P. Revisión de Planes: "ius variandi" de la Ad^inistración: interés
público: discrecionalidad técnica: revisión jurisdiccional
Nartín del Burgo y Narchán A. Terreno residual de principal edificado, calificado co^o "Parques
y jardines actuales" confone a Plan General Netropolitano de
Ordenación Orbana: i^procedente
Nartin Del Burgo y Harchán A. Zonas verdes y espacios libres: revisión ^
ltartin Hartin P. Revisión de Planes: "ius variandi" de la Achinistración: interés
público: discrecionalidad técnica: revisión jurisdiccional:
respeto a los derechos adquiridos: doctrina general
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24/09/82 5498 4^ - Diaz Ei^il E.
,
28/09/82 5519 4^ - Diaz Eiiil E.
28/09/82 5518 4° - Santolaya Sánchez R.
19/10/82 6403 4^ - Reyes Honterreal J.M^
19/10/82 6404 4^ - Pérez Gineno R.
^
20/10/82 6413 4^ - Hartin Martfn P.
29/10/82 6453 4^ - Hartin !lartin P.
29/10/82 6454 4^ - Martin Nartin P.
29/10/82 6452 4^ - Dfaz Ei^il E.
07/12/82 3352 4^ - Kartín Del Burqo y l^archán A.
07/12/82 7949 4^ - Reyes !lonterreal J. N•
13/12/82 7957 4^ - Nedina Bal^aseda B.
20/01/83 253 ci - Castro Garcia J.
25/01/83 309 4^ - Hartin Del Burgo y Narchán A.
RESIIHEN
Estudio de Detalle: co^pletar el señala^iento de alineaciones y
rasantes en desarrollo y concreción de las Nonas Subsidiarias
del PlaneaYiento: necesario
Revisión y nodificación: "ius variandi" de la A^inistración:
respeto a los derechos adquiridos: doctrina general
Suspensión del otorqa^iento de licencias: iiposibilidad de
reiteración de suspensión con idéntica finalidad: doctrina
general
lbdificación de Planes: tráxites y procedi'iento: for®ación
Zonas verdes y espacios libres: revisión y iodificación de
Planes: régiien jurídico; régi^en urbanístico del suelo:
ejercicio del derecho de propiedad: liiitaciones: inde^nización:
régiien jurfdico
Estudio de Detalle: últiao escalón del bloque ordinaiental
urbanístico
Vigencia indefinida de Ios Planes: no puede entenderse en sentido
estático: "ius variandi" de la Adzinistración: prevalencia del
interés público sobre el privado
Planes de Ordenación Orbana: vigencia indefinida: sinóni^o de
perpetuación: iiprocedente
Potestad innovadora de la Adainistración: no encuentra linite en
los derechos adquiridos al aiparo de un Plan anterior en vfa de
ejecución
Derogación de Plan anterior: "ius variandi" de la Adninistración:
discrecionalidad técnica: derechos adquiridos: iiprocedencia
Fonación de Planes: actos preparatorios: suspensión de
licencias: finalidad: deteninación del territorio afectado:
o^isión: ineficacia
La situación juridica que diiana de un Plan no confiere a los
propietarios del suelo derechos adquiridos
Planes de Ordenación Orbana: origen del derecho de propiedad
Vigencia de los Planes: indefinida: "ius variandi" de la
Adiinistración; Discrecionalidad de la Ac^inistración: revisión
- jurisdiccional: alcance
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31/01/83 2718 4^ - Delqado-ribarren Neqrao M.
09/02/83 957 ci - Castro García J.
16/03/83 2726 4g - Harín Ruíz V.
07/04/83 2077 4° - Hartin Nartfn P.
23/04/83 2236 4^ - Nartín Nartfn P.
23/04/83 2859 4^ - Nartín Nartín P.
25/04/83 2275 4" - Hartín Nartin P.
27/04/83 2279 4^ - Diaz Eiiil E.
29/04/83 2283 4^ - Hartin Hartin P.
29/04/83 2857 4^ - Sánchez Anch'ade y Sal J.H'
04/05/83 2884 4^ - Nartin Del Burqo y Narchán A.
31/05/83 3467 4^ - Hartin Hartin P.
29/06/83 3675 4; - Hedina Baliaseda E.
08/07/83 4026 4° - Harín Ruiz V.
RESUHEA
Modificación y revisión de Planes: diferente zonificación o uso
urbanístico de zonas verdes o espacios libres: aprobación por
Consejo de Hinistros: supuesto legal
Planes de Ordenación Orbana: oriqen del derecho de propiedad
Potestad innovativa de la Ad^inistracibn: Derechos adquiridos:
inexistencia: doctrina general
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida
"Ius variandi" de la Adiinistración: derechos adquiridos:
doctrina general
Réqi^en Orbanistico del Suelo: "ius variandi" de la
Adiinistración: derechos adquiridos; aprovechaiiento sedio; la
revisibilidad de los Planes incide sobré Planes en ejecución e
incluso agotados
Planeaiiento nuevo: elección de iodelo territorial distinto y
destino urbanístico: no puede encuadrarse co^o iodificación sino
co^o revisión; régiien urbanistico del suelo: derechos
adquiridos: los Planes coio nonas pueden deroqr o nodificar:
inde^nización: doctrina leqal
Zonas verdes y espacios libres: procediiiento del articulo 50:
nodificacion: procedente: revisión: iiprocedente
Revisión del planeaniento: "ius variandi" de la Adninistración
Suspensidn del otorgaaiento de licencias: no afecta a licencias
ya concedidas: solicitud de devolución de tasas e iiporte del
proyecto: i^procedencia
Hodificación de Planes: facultades de la Adiinistración: doctrina
general; Ius variandi de la Ad,inistración: interés públcio:
nunca puede justificar una actuación arbitraria o irracional
Viqencia indefinida de los Planes: facultades innovativas: unidad
de doctrina
Diferencias entre obras de urbanización y obras ordinarias
Edificaciones e instalaciones fuera de ordenación: liiitaciones
urbanisticas: interpretación restrictiva; obras: requisitos: no
_
iipide las de distribución o adaptación de un edificio o parte de
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él al destino previsto y que no isplique au^ento de voluien;
petición de licencia para construir aparta^entos en el ático: ni
auiento de voluien, ni consolidación en local: denegación:
inprocedente
21/09/83 4527 4° - Nedina Bal^aseda E. Zonas verdes y espacios libres: iodificación: requisitos: régiien
legal: dictaaen preceptivo y vinculante del Consejo de Estado:
o^isión: nulidad de actuaciones
28/09/83 5784 4^ - Nartín del Burgo y Narchán A. Planes de Ordenación Orbana: principio de jerarquía:
quebrantaiiento: nulidad
^ 06/10/83 5069 4^ - Botella y Taza A. Suspensión del otorgaiiento de licencias: reiteración antes de
finalizar el plazo de cinco años: distinta finalidad: procedencia
26/10/83 5269 4^ - Nartín Del Burqo y Narchán A. Revisión de Planes: quince abos desde su aprobación; "Ius
variandi" de la Ad^inistración: derechos adquiridos: inexistencia
14/11/83 6008 .4° - Gutierrez de Juana S. Errores: ^ateriales o de hecho: doctrina leqal
24/11/83 6632 4^ - Sánchez Andrade y Sal J.N^ Nodificación del Plan General: tráiites y procediiiento:
for^ación
30/11/83 6104 4^ - Nartin Del Burgo y Narchán A. "Ius variandi" de la Adiinistración: encuentra fundaaento en el
carácter nor^wtivo de los Planes
09/12/83 6269 4^ - Nartin Del Burgo y Narchán A. Planes de Ordenación Orbana: principio de jerarquia:
. invulnerable: respeto y suiisibn respecto de los vigentes de
superior rango y nivel
13/12/83 6337 4° - Reyes Nonterreal J.N^ Suspensión del otorqaaiento de licencias: licencia instada con
anterioridad: indeinizacibn: costo oficial del proyecto y tasas
iunicipales
15/12/83 6012 4^ - Reyes Monterreal J.N^ Suspensión del otorgaiiento de licencias: reiteración: falta de
identidad: distinta naturaleza: procedente
24/01/84 487 4^ - Delqado Iribarren l^eqrao N. Plan Parcial y Plan General: iodificación: sinultánea:
procedencia
21/02/84 1086 4^ - Diaz Einil B. "Ius variandi" de la A^inistración: discrecionalidad: requisitos
y liiites: control judicial: alteración iiprocedente; prevalencia
del interés general sobre el particular
21/02/84 2443 4^ - Delgado Iribarren y Negrao N. Revisión de Planes: "ius variandi" de la Adiinistración
24/02/84 2620 4^ - Narfn Ruiz V. "Ius variandi" de la Ac^'inistracibn: línites: derechos
adquiridos: ceden ante los fines públicos: prevalencia del
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FECHA RA SA SE PONENTE
03/03/84 1277 4^ - Hartín Hartín P.
03/03/84 1277 4; - Hartín Nartín P.
08/03/84 1385 4° - Hartín Del Burgo y Harchán A.
21/03/84 1393 4^ - Díaz Einil E.
09/04/84 1985 4^ - Hartín Nartín P.
09/04/84 1985 4; - Nartfn Nartfn P.
09/04/84 1985 4" - Hartín Nartín P.
10/04/84 2564 4^ - Gordillo García N.
27/04/84 2182 4^ - ^rtín Del Burgo y Harchán A.
27/04/84 2181 4^ - Nartin del Burqo y Narchán A.
30/04/84 4589 4° - Gordillo García H.
08/05/84 2634 4^ - Nartín Nartfn P.
RESUEiEN
interés qeneral sobre el particular
Potestad nodificadora de los Planes: derechos adquiridos: línite:
improcedente.
Revisibn de Planes: daños y perjuicios: indesnización: pretensión
principal y autónona: inprocedencia salvo que se plantee el teia
de reparto equitativo de carqas: falta de pretensión de anulación
del acto aprobatorio de la revisión; la potestad uodificadora de
los Planes no tiene líiite en el respeto a los derechos
adquiridos
Hodificación del Plan General: "ius variandi" de la
Adiinistración: derechos adquiridos
Plan Especial de Refona Interior: canbio de uso en suelo urbano
que no ^odifica la estructura fundaiental del Plan General:
procedencia: clasificación del suelo: y calificación: distinción
"Ius variandi" de la Adiinistración: no encuentra líiite en los
derechos adquiridos; Hodificabilidad o revisibilidad: inciden
sobre Planes en ejecución o aqotados
Potestad iodificadora de los Planes: derechos adquiridos: líiite:
iiprocedencia; Efectos de la aprobación de los Planes:
obligatoriedad: Adiinistración y particulares
Reservas de dispensación: iiprocedencia; Revisión de Planes: "ius
variandi" de la Acbinistración: derechos adquiridos:
inde^nización: requisitos
Revisión de Planes: suspensión de Planes: supuesto distinto de la
suspensión del otorqaiiento de licencias
Revisión de Planes: "ius variandi" de la A^inistración: líeites:
doctrina general
Revisión de Planes: "ius variandi" de la A^inistración: líeites; ^
Réqiien urbanístico del suelo: ^odificación de calificación del
Plan Parcial: "ius variandi" de la Adiinistración
Dai^os y perjuicios diiariantes de la aplicación o ejecución del
Plan alterado: detriiento econóiico: inde^nización: procedente
Edificios fuera de ordenación: obras de auiento de voluien:
legaliaación i^procedente: de^olición
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FECHA RA SA SE PONENTE
22/05/84 3122 4^ - Sánchez Andrade y Sal J. Na
08/06/84 3455 4^ - Hierro Echevarría A.
25/06/84 4638 4^ - Reyes Honterreal J.H^
06/07/84 4663 4^ - Díaz Ei'il E.
19/07/84 4534 4^ - Gordillo Garcfa H.
18/09/84 4682 4^ - Diaz Eiiil E.
06/10/84 2569 4i - Gordillo García N.
30/10/84 6202 4^ - Botella y Taza A.
30/10/84 5594 4^ - Delgado-Iribarren iieqrao H.
31/10/84 6203 4^ - Botella y Tazá A.
11/ii/84 5388 4i - Nartin riartín P.
RESOFiEN
Suspensión del otorgaaiento de licencias: indeinización: coste
oficial del proyecto y tasas Dunicipales
Acción pública para exigir la observancia de la Ley y de los
Planes de IIrbanis^o: plazo de ejercicio; Planes de Ordenación
Orbana: carácter nonativo: iipugnación indirecta del Plan:
procedencia: principio de jerarquia nonativa; Plan Parcial:
finalidad: inprocedencia de aodificar deteninaciones del Plan
General
Planes de Ordenación Orbana: eficacia qeneral y obligatoriedad:
Ad^inistración y particulares
Tranitación siiultánea en procediiiento único de aodificación
del Plan General y de aprobación de Plan Especial: nulidad
Estudio.de Detalle: Planeaniento derivado, ejecutivo, de función
cotple^entaria de las deteninaciones del Plan General y Parcial:
que no integra propia^ente un escalón de ordenación propio e
independiente
Plan Especial de Refona Interior: iiprocedencia de ^odificar la
estructura funda^ental del Plan General: caibio de calificación
del suelo: ^odificación de usos ponenorizados: equipa^ientos
co^unitarios: procedencia
Zonas verdes y espacios libres anteriores al Plan: revisión o
planificación "ex novo": intervención del Consejo de Ninistros:
no necesaria; vinculación sinqular: carácter excepcional de la
nona
Proyecto de obras: naturaleza jurídica: finalidad: distinción con
proyecto de urbanización
Fonación y^aprobación de Planes: actos preparatorios: suspensión
del otorga^iento de licencias: licencia solicitada antes de la
publicación: indeinización: procedente: alcance
Bstudio de Detalle: sirve de especificación o detalle al Plan
General o Plan Parcial: pretende coliar un vacio de ordenación
urbana adoptando deteninaciones originarias que son propias de
los Planes: ileqal
Estudio de Detalle: preexistencia del Plan o Norias
Coiple^entarias y Subsidiarias del Planea^iento: que constituyan
. su antecedente necesario: carcen en absoluto de carácter
innovativo
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FECHA RA SA SE PONENTE
12/il/84 5770 4" - Reyes Honterreal J.N$
12/il/84 5388 4^ - Martin Hartín P.
12/11/84 5388 4^ - ilartfn Nartín P.
20/11/84 5793 4" - Reyes Nonterreal J.M^
09/12/84 6221 4^ - Narín Ruíz V.
10/12/84 6529 4^ - Gordillo Garcia H.
11/12/84 6534 4a - Hierro Echevarria A.
^-
11/12/84 6673 4^ - Gutierrez de Juana S.
20/12/84 6704 4° - Diaz Ei^il B.
28/12/84 427/85 4' - Dfaz Eiiil E.
03/01/85 431 4^ - Hierro Bchevarría A.
03/01/85 429 4^ - Delqado-Iribarren lieqrao a.
25/01/85 881 4^ - ll^artin Nartin P.
07/02/85 2594 4^ - Delqado Iribarren Negrao N.
RESOHEN
Foraación y aprobación de Planes: actos preparatorios: suspensión
de otorga^iento de licencias: ^edida cautelar
Estudio de Detalle: finalidad: doctrina general: contenido:
doctrina general: que excede de las deteninaciones del Plan
General: nulidad
Estudio de Detalle: finalidad: doctrina general: contenido:
doctrina general: que excede de las deteninaciones del Plan
General: nulidad
Edificios fuera de ordenación: obras de consolidación y
reconstruccibn: i^procedencia
Fonación y aprobació de Planes: actos preparatorios: suspensión
del otorga^iento de licencias: solicitud de licencias con
posterioridad: denegación procedente
Revisión: existencia de Planes anteriores: "ius variandi" de la
Adiinistración: no obstáculo; revisión de Planes: discrepancias
con la realidad: procedente
Suspensión del otorga^iento de licencias: Plan Especial: nueva
suspensibn en la ^isia zona por ^odificación de P1an General:
procedencia: inexistencia: de idéntica finalidad
Planeaiiento urbanístico: principios: doctrina general;
Hodificación de Planes: "ius variandi"
Plan Bspecial de Refona Interior: contrario a Plan General:
iodificación
esencial en la clasificación del suelo y siste^a de co^unicacion:
aprobación
inicial: denegación procedente
Plan Especial de Refona Interior: líiites: iiprocedencia de
^odificar la estructura funda^ental del Plan General: ca^bio de
calificación del suelo: iodificación de usos ponenorizados:
equipaiientos en zona industrial: procedencia
Revisión de Planes: "ius variandi": líiites: prevalencia del
interés general sobre el particular; Derechos adquiridos:
doctrina general
Fonación y aprobación de Planes: infonación pública: plazo:
últiio día inhábil: prórroqa al priier dia hábil siquiente
Revisión de Planes: y ^odificación de Planeŝ: distinción
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FECHA RA SA SE PONENTE RESOHEN
11/02/85 1014 4" - Gutierrez de Juana S. Fonación y aprobación de los Planes: suspensión del otorgaiiento
12/02/85 2597 4a - Delgado-Iribarren Negrao N.
de licencias: ^edida cautelar
Revisión de Planes: y iodificación de Planes: distinción
05/03/85 1492 4" - Nartin Del Burgo y llarchán A. Suspensión del otorgaiiento de licencias: actos preparatorios:
06/03/85 2803 4^ - Delgado Iribarren Neqrao A.
nedida cautelar
Estudio de Detalle: deteninaciones: respeto a la existencia de
07/03/85 1496 4^ - Reyes Honteneal J.H^
alineaciones: de facto
Nonas Conpleientarias y Subsidiarias del Planeaaiento:
•
^ naturaleza jurídica: nonativa; revisión de zonas verdes y
09/03/85 1501 4^ - Sánchez Andrade y Sal J.H^
espacios libres: procediiiento especial: i^procedente: sólo
nodificación
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida: no
12/03/85 2202 4" - Díaz Eiiil E.
iipide su ^odificación o revisión cuando nuevos criterios o
necesidades urbanisticas hagan necesaria su actualización
Suspensión del otorga^iento de licencias: reiteración: iqual zona
25/03/85 2850 4^ - Reyes Nonterreal J.H^
y planeaaiento distinto antes de cinco años: procedente
Vigencia indefinida de los Planes: no iipide su aodificación o
- revisión: prevalencia del interés general sobre el particualr:
25/03/85 1640 4^ - Reyes Honterreal J.H^
"ius variandi" de la Ad^inistración: liiites
Hodificación de Planes: increnento de volunen: previsión de
^ 28/03/85 1675 4^ - Diaz Ei^il B.
^ayores espacios libres: inexistencia: ^odificación iiprocedente:
indiferente que la parcela sea de iiniaa extensibn
Suspensió del otorgaiiento de licecias: solicitud posterior:
10/04/85 2197 4^ - Martin tlartin P.
deneqación procedente
"Ius variandi" de la A^inistración: derechos adquiridos: no
10/04/85 2197 4^ - Nartín llartin P.
constituyen lí^ite
Plan Especial de Refona Interior: no previsto en Plan General:
10/04/85 2196 4^ - Gutierrez de Juana S.
sodificación del uso del suelo urbano previsto: procedente
Planes de Orbanis^o: y proyectos de obra aislada en suelo urbano:
26/04/85 2239 4^ - Harin Ruiz V.
distinción: doctrina general
Estudio de Detalle: ocupa el últiio escalón del bloque
^ 29/04%85 3529 4^ - Reye.s Honterreal J.H^
ord,ina^ental urbanistico
Estudio de Detalle: ocupan el últiio escalón del bloque .
ordina^ental urbanistico: función de co^pleiento, adaptación y
desarrollo: función subordinada
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FECHA RA SA SE PONENTE
30/04/85 3529 4" - Reyes Nonterreal J.H.^
30/04/85 3529 4° - Reyes Monterreal J.H^
03/05/85 6376 4^ - Reyes Honterreal J.N^
23/05/85 2942 4^ - Hartfn Del Burgo y!larchán A.
03/06/85 3196 4^ - !lartfn Nartfn P.
03/06/85 3196 4^ - Nartfn Nartfn P.
09/07/85 3887 4^ - Nartfn Nartfn P. l
19/07/85 5694 4^ - Sánchez Andrade y Sal J.N^
21/09/85 5177 4^ - Nartfn Rartín P.
25/09/85 5285 4^ - Nartin Del Burgo y Marchán A.
26/09/85 5296 4^ - Gordillo García M.
07/10/85 5296 4^ - Gordillo Garcfa M.
16/10/85 351/86 4^ - Reyes Monterreal J.N^
11/il/85 5549 4^ - Sánchez Andrade y Sal J.M^
16/12/85 655 4^ - González Ravarro F.
^ ^
16/12/85 654 4a - Jiiénez Hernández J.I.
RESIINEN
Estudio de Detalle: ocupa el últi'o escalbn del bloque
ordina^ental urbanfstico
Estudio de Detalle: ocupa el últiio escaló del bloque
ordina^ental urbanfstico
Revisión de Planes: y nodificación de Planes: distinción;
Hodificación de Planes: incresento de volu^en edificable:
previsión de iayores espacios libres en función del aueento de
densidad de población
Planes de Ordenación Orbana: carácter nonativo: iIDpugnación
indirecta
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida: no
puede entenderse en sentido estático
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida: no
puede entenderse en sentido estático: redacción "ex novo":
lf^ites
Estudio de Detalle: últiao eslabón o nivel del planeaiiento:
deben iantener y respetar las deteninaciones fundaYentales del
Plan: concretan o adaptan concretos detalles del Plan: creación
de calle y supresión de zona verde: iiprocedente
Fonación y aprobación de Planes: actos preparatorios: suspensión
del otorgaiiento de licencias: li^itación teiporal: no es
aplicable si se trata de Planes de distinta naturaleza
Revisión de Planes: concepto
Bstudio de Detalle: funcibn circunscrita y linitada a introducir
detalles o requisitos que sólo tiendan a facilitar o garantizar
el iejor cu^pli^iento de la tarea urbanfstica
Planes de Ordenación Orbana: carácter nonativo: jerarquia
nonativa; Plan Parcial: infracción Plan General: nulidad
Plan de Ordenación Orbana: carácter nonativo
Revisión de Planes: "ius variandi": lfeites: derechos adguiridos
tiortas Coipleientarias y Subsidiarias de Planeaaiento: canbio de
^zonificación o uso urbanistico de zona deportiva: procediiiento:
falta de: anulación •
Revisión de Planes: potestad innovadora: derechos adquiridos:
inexistencia ^
Revisión de Planes: ca^bio de calificació de terrenos:
indeanización: requisitos: inexistencia
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31/12/85 6553 4^ - Gordillo García N.
24/01/86 1122 4" - Jiménez Hernández J.I.
. 16/03/86 2726 4' - Harín Ruiz V.
A
24/03/86 2328 4e - Gutierrez de Juana S.
25/04/86 2967 4^ - García Estartús J.
25/04/86 2967 4^ - García Estartús J.
1
08/05/86 4392 4^ - Bruguera Hanté A.
14/05/86 4590 4^ - Jiménez Hernández J.I.
20/05/86 3262 4^ - Jiménez Hernández J.I.
21/05/86 3265 4^ - Gutierrez de Juana S.
^ ^ 05/06/86 3292 ^ ci - Albacar López J.L.
Sentencias del tribwal Supremo Citadas
RESOMEN
Plan Especial de Reforma Interior: estructura fwdamental del
Plan General: contenido: cambio de uso previsto en el Plan
General: procedencia: de uso industrial a equipamientos
comwitarios
Edificios e instalaciones fuera de ordenación: licencia de
apertura de establecimiento destinado a exposición, venta y
almacenamiento de muebles: deneqación
Plan General ltunicipal de Ordenación Orbana de la Entidad
Hetropolitana de Barcelona: terrenos calificados de industriales
en Plan Parcial precedente: modifiquen Plan General Netropolitano
como espacio de protección de sistemas generales: potestad
innovativa de la Administración: derechos adquiridos:
inexistencia; Aprobación inicial, provisional y definitiva:
rectificaciones introducidas: nueva exposición al público: no
necesaria
8dificaciones ruinosas: declaración de ruina: supuestos legales:
basta wo sólo; daño no reparable técnicamente por medios
nor^ales: agotamiento de la estructura y elementos básicos de
edificio; coste de la reparación superior al 50^ del valor actual
del edificio de partes afectadas
Revisión de Planes: y modificación de Planes: ditinción; Espacios
libres: no lo son: vias públicas o de comwicación: feria de
muestras: uso lúdico comercial; "Ius variandi" de la
Adlinistración: límites: prevalencia del interés general sobre el
particular
Revisión de Planes: y modificación de Planes: distinción
Revisión de Planes: y modificación de Planes: distinción
Suspensión del otorgamiento de licencias: solicitud posterior:
denegación procedente
Revisión de Planes: y modificación de Plane ŝ: distinción
Plan Especial de Refona Interior: improcedencia de modificar la
estructura general del Plan General: compensación de volúmenes y
reajuste de alineaciones: ámbito territorial discontinuo:
procedencia: modificación de la calificación del suelo:
procedencia
^ Planes de Ordenación Orbana: deteminación del contenido del
derecho de propiedad
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16/06/86 3614 4^ - García Estartús J.
25/06/86 4889 4^ - González Navazro F.
25/06/86 4889 4° - González Aavarro F.
29/06/86 6777 4" - Garayo Sánchez H.
15/07/86 5105 4^ - González Navarro F.
24/07/86 6893 4^ - Hartin Nazt1n P.
24/09/86 7066 4; - González Navarro P.
24/09/86 6087 4^ - Bruquera Hanté A.
30/09/86 6102 4^ - Hartin del Burgo y Narchán A.
03/10/86 6413 4^ - Reyes Konterreal J.H^
14/10/86 7660 4+ - Haztín Del Burgo y Narchán A.
20/10/86 6562 4^ - Hartin !lartin P.
29/10/86 7728 4^ - González ñavarro P.
06/12/86 1016 4^ - Garayo Sánchez N.
06/12/86 1016/87 4' - Garayo Sánchez H.
•
06/12/86 1016/87 4^ - Garayo Sánchez H.
RESOHEN
Planes de Ordenacibn Orbana: docwentacibn: prevalencia de los
nonativo sobre lo qráfico; Plan Parcial sin previo Plan General:
procedencia: docwentación necesazia: falta de: nulidad
Planes de Ordenación Orbana: carácter nornativo
Plan Pazcial: caibio de calificación de terrenos: i^procedencia:
prevalencia del Plan General
Revisión de Planes: y iodificación de Planes: distinción
lioreas Coipleientazias y Subsidiazias del Planea'iento: fonación
y aprobación: infonación pública: falta de: nulidad
Planes de Ordenación Orbana: revisión o'odificación: finalidad
Hodificación si^ultánea Plan Pazcial y Plan General: único
expediente: i^procedente
Estudio de Detalle: creación de viales públicos: hace
zonificaciones: crea zonas verd^s: establece redes generales de
los servicios públicos: radical^ente ilegal
Planes de Ordenación Orbana: doctrina general: vigencia
indefinida; Plan Pazcial: derogación por aprobación de Plan
General: derechos adquiridos: inexistencia
Revisión de Planes: ius vaziandi de la Ad^inistración: derechos
adquiridos: inexistencia
Suspensión del otorgaiiento de licencias: iedida cautelar
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida; Ius
vaziandi de la Ad^inistración: líiites: derechos adquiridos:
inexistencia: prevalencia del interés general sobre el interés
particulaz
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza noraativa: iapugnación
indirecta
Revisión de Planes: ius vaziandi de la Adainistración: liiites:
derechos adquiridos: a^pazados en Plan Pazcial anterior en vías
de ejecución: i^procedencia
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida: no
perpetuación: Revisió de Planes: ius vaziandi: lí^ites: derechos
adquiridos aiparados en Plan Parcial anterior en vías de
ejecución: i^procedencia
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida;
Revisión de Planes: "ius vaziandi" de la Ad^inistración: liiites:
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16/12/86 1143/87 4^ - Garayo Sánchez N.
30/01/87 2032 4" - Hartín Hartín P.
03/02/87 2055 4" - González Navarro F.
04/02/87 2066 4^ - Gordillo García !i.
17/02/87 3203 4^ - Reyes Nonterreal J.N^
24/02/87 3363 4^ - Reyes Honterreal J.N^
24/02/87 3363 4^ - Reyes Nonterreal J.N^
06/03/87 5923 4' - Nartin Del Burgo y Narchán A.
20/03/87 3787 4^ - Reyes Monterreal J.N^
26/03/87 3946 4^ - Reyes Honterreal J.H^
06/04/87 4237 4^ - Reyes Nonterreal J.q^
06/04/87 4237 4^ - Reyes Honterreal J.H^
Sentencias del tribunal Supre^o Citadas
RESO!!EN
derechos adquiridos a^parados en Plan Parcial anterior en vías de
ejecución: i^procedencia
Hodificación de Planes: finaldiad; edificaciones e instalaciones
fuera de ordenación: suelo no urbanizable de especial protección
agrfcola: licencia para au^ento de volu^en y actividad industrial
prohibida: denegación i^procedente
Responsabilidad patriionial de la Acbiinistración: anulación de
licencia nunicipal: por causa no iiputables al a^inistrado:
inexistencia de culpa o neqliqencia qraves del adiinistrado:
indeanizacibn: iiprocedente
Planes de Ordenación Qrbana: adaptación a la nueva Ley: revisión
del planeaiiento: ius variandi de la Ad^inistración: seguridad
jurídica: derechos adquiridos: inexistencia: iecanis^os
inde^nizatorios en ejecución del Plan
S1^spensión del otorgaiiento de licencias: reiteración: acuerdo y
publicación posterior
Hodificaión de Planes: solicitud por particular: denegación
procedente: calificación de los terrenos: necesidad de
i^puqnación del Plan que establece la calificación: utilización
del Plan Bspecial previsto en el Plan General
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida:
perpetuación: iiprocedente; Ius variandi de la Achinistración:
doctrina general: derechos adquiridos: prevalencia del interés
general sobre el particular
Efectos de la aprobacibn de los Planes: principio de viqencia
indefinida: revisión de Planes:"ius variandi" de la
Adiinistración: líiites: canbio de calificación: procedencia:
•o^ento de pretender la posible inde^nización
Revisión de Planes: de Plan Parcial por Plan Especial: caibio en
la clasificación del suelo: procedente: derechos adquiridos:
indewización: requisitos: aspectos que coiprende
Revisión de Planes: y eodificación de Planes: distinción
Revisión de Planes: suspensión de la viqencia del Plan revisado y
entrada en vigor de Nor^as Co^ple^entarias y Subsidiarias de
Planeaiiento hasta que no se apruebe el Plan revisado
Planes de Ordenación Orbana: deteninaciones: ius variandi de la
^Ac^inistración: lfiites
Planes de Ordenación Orbana: deteninaciones: "ius variandi":
lí^ites: Plan General de Ordenación Orbana: procedi^iento de
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08/04/87 4255 4^ - González Iiavarro F.
24/04/87 4757 4i - García-Ranos Iturralde J.
12/05/87 5255 4^ - Delgado Barrio F.J.
10/06/87 6112 4^ - González Navarro F.
25/06/87 6582 4^ - Hartfn Del Burgo y Harchán A.
06/07/87 6679 4^ - Delqado Barrio P.J.
07/07/87 6861 4^ - Gordillo García N.
17/07/87 7527 4! - Delgado Barrio F.J.
01/09/87 7714 4^ - De Oro-Pulido López N.
29/09/87 8267 4e - Gordillo Garcia !!.
30/09/87 8277 4^ - González Navarro F.
06/10/87 8301 4^ - González Navarro F.
07/10/87 8313 4^ - García-Ra^os Iturrialde J.
.13/10/87 82^6 4^ - Garcia Estartús J.
14/10/87 8656 4^ - González Navarro F.
RESDHEN
aprobación: exposición al público de trabajos preparatorios
Zonas verdes y espacios libres: conversión en edificables por
•odificación de Planes Especiales: i^procedencia
Nodificación de Planes: alteración de zonas verdes y espacios
libres: isprocedencia: liiitaciones
Plan Parcial: revisión de Planes: "ius variandi": derechos
adquiridos: requisitos: lesión de bienes o derechos: so^ento en
que se produce: derecho al aprovecha^iento urbanístico: sólo se
obtiene una vez cwplidos los deberes iipuestos por la
ordenación: inde^nización iiprocedente
Nodificación de Planes: ius variandi de la Adninistración: zonas
verdes de nueva creaión: procedencia: discrecionalidad:
desviación de poder: prueba
Hodificación de Planes: incwpli^iento del procedi^iento
legaliente establecido: i^procedencia
Plan Parcial: sustituye calificación "suelo urbanizable
prograaado. Desarrollo urbano intensivo" por "zona verde privado
protegido en suelo urbano": procedencia
Suspensión del otorqa^iento de licencias: licencia ya solicitada:
indewización: requisitos
Plan Bspecial de Refona Interior: no previsto en Plan General:
^odificación: liiites: diferente zonificacibn o uso urbanistico
de las zonas verdes y espacios libres: procedencia: coepetencia:
falta de: nulidad
Ius variandi de la Adiinistración: procedencia
Suspensión del otorga^iento de licencias: procedencia: licencia
solicitada con anterioridad a la suspensión: indeinizacibn:
lí^ites
l^odificación de Planes: requisitos: interés público de la
^odificación: prevalencia del interés qeneral sobre el particular
Planes de Ordenación Orbana: soluciones urbanísticas:
procedencia: discrecionalidad técnica: lí^ites; jurisdicción
contencioso-adzinistrativa: naturaleza revisoria
Revisión de Planes: concepto
Modificación dé Planes: procediiiento: foriación
Zonas verdes y espacios libres: distinción; iodificación de
Planes: reducción de zonas verdes sin seguir el procedi^iento
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FECHA RA SA SE PONENTE
28/10/87 9190 4, - García-Raios Iturralde J.
16/11/87 9220 4" - Delgado Barrio F.J.
05/12/87 9363 4^ - Bruguera Hanté A.
06/12/87 1016 4^ - Garayo Sánchez N.
21/12/87 9687 4^ - Delgado Barrio F.J.
22/12/87 9696 4^ - González Navarro F.
30/12/87 9947 4^ - Gordillo Garcia N.
22/O1/88 334 4^ - Garcia Estatús J.
06/02/88 783 4" - Delgado Barrio F.J.
06/02/88 783 4^ - Delgado Barrio P.J.
07/03/88 1786 4^ - Bruquera !lanté A.
12/03/88 1998 4^ - Bruguera ![anté A.
14/03/88 2156 4^ - Rartin Nartin P. ^
14/03/88 2165 4^ - Reyes qonterreal J.N^
16/03/88 2173 4^ - Garcfa-Raios Iturralde J.
RESOHEN
establecido
Revisión de Planes: concepto
Revisibn de Planes: doctrina qeneral: "ius variandi": contenido
iíni^o: falta de requlacibn de uso del suelo urbanos y de la
edificación: procedencia: inde^nizacibn: iiprocedente
Estudio de Detalle: deteninaciones: lí^ites: i^procedencia de
alterar el aprovecha^iento fijado por las Nonas Subsidiarias:
creación de zonas verdes públicas: iiprocedencia: creacibn o
prolongación de nuevos viales ajenos a las estrictas vías
interiores: iiprocedente
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida: no
sinbni^o de perpetuación
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza nor^ativa
Edificaciones e instalaciones fuera de ordenación: obras de
consolidacibn: procedencia sino estuviere prevista
Plan Especial de Refona Interior: independiente, autóno^o:
respeto a la estructura funda^ental del Plan General: procedente
Nodificación y revisión de Planes: distinción; Procedi^iento:
fonación de Planes
Planes de Ordenación Orbana: ^odelo territorial:
discrecionalidad: líiites: prevalencia del interés general sobre
el particular
Nodificación de Planes: increiento de volu^en de edificación:
previsión de iayores espacios libres
Nodificacibn por si^ple acuerdo ^unicipal: i^procedente
Fonación y aprobación de Planes: infonación pública: finalidad:
aprobación definitiva: publicacibn: notificación personal:
propietario al que se ca^bia calificación de la finca en
aprovación provisional: falta de notificación: anulacibn ^
Plan Especial de Refona Interior: deteninaciones: li^ites:
estructura funda^ental del Plan General: ca^bio de calificación
de los terrenos: variacibn del trazado del vial: procedencia
Suspensión del otorga^iento de licencias: ^edida cautelar
Fonación y aprobación de Planes: actos preparatorios: suspensión
del otorqa^iento de licenĉias: por sequnda ocasibn en la iisia
zona antes de transcurridos cinco años: suspensión procedente:
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FECHA RA SA SE PONENTE
18/03/88 2182 4^ - Garcfa Estatús J.
28/03/88 2448 4^ - Kartín Kartín P.
29/03/88 2278 4^ - Jiiénez Hernández J.I.
15/04/88 3073 4" - González Navarro F.
15/04/88 3079 4^ - Delgado Barrio F.J.
15/04/88 3079 4^ - Delgado Barrio F.J.
10/05/88 3740 4^ - Bruquera Hanté A.
13/05/88 3746 4^ - García Estartús J.
30/05/88 3976 4^ - Barrio Iglesias J.
09/06/88 5080 4^ - Gordillo Garcia K.
09/07/88 5949 4^ - Barrio Iglesias J.
15/07/88 5904 4^ - Reyes Nonterreal J.N^
18/07/88 5910 4^ - Reyes Monterreal J.K^
RESUKEN
falta de identidad: y del á^bito territorial
Nodificación de Planes: increiento de voluien edificable:
increiento proporcional de espacios libres: públicos o'privados:
falta de: aprobación iiprocedente
Revisión de Planes: y aodificación de Planes: punto de eira en
co^ún: interés qeneral
Zonas verdes y espacios libres: diferente zonificación o
disiinución: inexistencia: en revisibn de Planes: inaplicación
del artículo 50 LS
Zonas verdes y espacios libres: alteración por Plan Parcial:
nulidad: denegación de aprobación definitiva de Estatutos y Bases
de Actuación de Junta de Coipensación
Suspensión del otorgaiiento de licencias: aedida cautelar: no
afecta a licencias otorgadas por silencio positivo: transcurso de
tres ieses desde la solicitud
Suspensión del otorgaiiento de licencias: iedida cautelar: no
afecta a licencias otorgadas por silencio positivo: transcurso de
tres aeses desde la solicitud de licencia
ltodificación de Planes: procedi^iento: for^ación de Planes
Traiitación siiultánea pero separada de Plan General y Plan
Parcial: procedente
Planes de Ordenación Orbana: ius variandi de la A^inistracibn:
prevalencia del interés general sobre el particular
Estudio de Detalle: últi^o escalón del bloque ordinaiental
urbanístico: deteninaciones: li^ites: diferente zonificación de
zonas verdes: alteración de aprovecha^iento y uso urbanistico de
las parcelas: i^procedente
Estudio de Detalle: últi^o escalón del bloque ordina^ental
urbanístico: derivado, ejecutivo, función co^ple^entaria
Suspensión de la vigencia de los Planes:. efecto: suspensión del
otorqa^iento de licencias
Calificación de terrenos: "ius variandi" de la A^inistración:
ca^bio de calificación: procedencia; Fonación y aprobación de
Pla^es: aprobación definitiva: rectificaciones no sustanciales:
nueva infonación pública no necesaria
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FECHA RA SA SE POIiENTE
23/09/88 7250 4^ - Delqado Barrio F.J.
26/09/88 7257 4, - García Estartús J.
27/09/88 7265 4^ - De Oro-Pulido López H.
27/09/88 7265 4^ - De Oro-Pulido López H.
^
17/10/88 7760 4^ - Delqado Barrio F.J.
17/10/88 7841 4^ - Esteban Alano P.
26/10/88 8232 4^ - Nartin Del Burgo y Harchán A.
07/11/88 8783 4^ - Delgado Barrio F.J.
07/11/88 8637 4^ - Delgado Barrio F.J.
16/11/88 9097 4^ - Gordillo Garcia H.
20/12/88 10170 4^ - Esteban Ala^o P.
20/12/88 9978 4^ - Barrio Iglesias J.
22/12/88 10223 4^ - llartin l^artín P.
16/01/89 388 4^ - Nartin Hartin P.
31/01/89 595 4^ - Bruguera !laanté A.
13/02/89 1116 4^ - Garcia Estartús J.
REStJHEN
Planes de Ordenacibn Orbana: naturaleza nonativa de los Planes:
justificación del ius variandi de la Adiinistración
Revisión de Planes: concepto
Nodificación de Planes: procedencia: fonación de Planes
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza noroativa: vigencia
indefinida: ius variandi
Plan Parcial: altera clasificación y calificación establecida en
Plan Coiarcal: nulidad
Nodificación de Planes: evasión del procediiiento: nulidad
Suspensión del otorgatiiento de licencias: solicitud posterior:
denegación: iiprocedente
Planes de Ordenación Orbana: finalidad: carácter nonativo:
justificación del ius variandi de la Ad^inistración
Suspensión del otorga^iento de licencias: solicitud posterior: al
acuerdo de suspensión y anterior a su publicación: denegación:
i^procedencia
Reducción en revisión de Planes: procedencia: no necesidad de
concurrencia de los requisitos previstos para la ^odificación de
Planes '
Estudio de Detalle: derivado, ejecutivo, de carácter no necesario
y de fwción coipleientaria de las deteninaciones del Plan
General y del Plan Parcial
La ordenación del uso de los terrenos no confiere derecho a
indeuiización: principio general: excepciones
Foriación y aprobación de Planes: aprobación inicial: suspensión
del otorgaiiento de licencias: suspensión anterior con ^otivo de
instnnento de planeaiiento distinto: procedencia: inde^nización
en solicitud de licencia
lleodificación de Planes: evasión del procediiiento: nulidad
Revisión de Planes: alteración de zonas verdes y espacios libres:
no aplicación del procedi^iento previsto para la iodificación
cualificada
Plan Especial de Refor^a Interior: iiprocedencia de iodificar la
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FECHA RA SA SE PONEIiTTE
13/02/89 1115 4' - Reyes Honterreal J.H'
25/02/89 1299 4' - Jiaénez Hernández J.I.
27/02/89 1706 3' 1' Reyes Nonterreal J.N'
28/02/89 1368 4' - Delgado Barrio F.J.
13/03/89 1981 3' i' González Navarro F.
20/03/89 2246 3' 1' Barrio Iglesias J.
20/03/89 2240 3' 1' Delgado Bar-rio F.J.
06/05/89 3846 3' i' García Estartús J.
23/05/89 3983 3' 1' Barrio Iglesias J.
31/05/89 4116 3' 1' García-Ra^os Iturralde J.
01/06/89 5533 3' 1^ Gordillo Garcia K.
-
16/06/89 4726 3^ i^ Garcia Bstartús J.
17/06%89 4732 3' 1' Delgado Barrio P.J.
RESOHEN
estructura qeneral del Plan General
Revisión de Planes: ius variandi de la Acbinistración: doctrina
general: interés público
Planes de Ordenación Urbana: jerarqufa noraativa; Plan Parcial:
i^procedencia de contener prescripciones contrarias al Plan
General; Plan Bspecial de Refona Interior: aprobación
definitiva: órgano coipetente: finalidad: dissinución de alturas
^áxi^as: procedencia
Kodificación de Planes: clases: cualificadas y residuales;
Revisión del Plan: y ^odificación del Plan: distinción
Efectos de la aprobación de los Planes: vigencia indefinida:
doctrina general; Revisiónd e los Planes: ius variandi:
discrecionalidad: liiites: derechos adquiridos: inexistencia
Edificaciones e instalaciones fuera de ordenación: expropiación
no prevista: obras: procedencia
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza nonativa: ius variandi
de la Adiinistración: doctrina general
Derecho de propiedad: carácter estatutario
Estudio de Detalle: subordinado, ejecutivo, derivado, de función
co^pleaentaria, introduce detalles o requisitos que faciliten la
tarea urbanistica
Ius variandi de la Adiinistración: no vinculado a anteriores
deteninaciones: inexistencia de derechos adquiridos
Revisibn de Planes: "ius variandi" de la Ad^inistración: no queda
afectado por sentencia fine: derechos adguiridos: Plan Parcial
aprobado definitiva^ente: inde^nización iiprocedente: necesidad
de que se encuentre en la fase final de ejecución y que la
iodificación afecte a propietarios que hubieran cwplido sus
cargas sin obtener beneficio
8dificaciones e instalaciones fuera de ordenación: obras de
reforia interna: procedencia
Planes de Orbanisio: naturaleza jurídica: instru^ento de
ejecución de obras; revisión de Planes: inde^nización: supuestos
en gue procede .
Planes de Ordenación Orbana: carácter nonativo: Revisión del.
Plan General: ius variandi de la Adiinistración
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FECHA RA SA SE PONEIiTE
20/06/89 4867 3° 1^ García-Ramos Iturralde J.
27/06/89 4902 3^ 1^ Bruguera t^anté A.
04/07/89 5581 3^ 1^ De Oro-Pulido López H.
18/07/89 5982 3^ 1^ Jiménez Hernández J.I.
27/09/89 6710 3^ 1" Reyes Honterreal J.N.
07/10/89 7332 3^ 1^ Reyes Honterreal J.M.
10/10/89 7351 3^ 1^ García-Ramos Iturralde J.
24/10/89 7484 3^ 1^ Esteban Alamo P.
06/11/89 8171 3^ 6^ Barrio Iglesias J.
13/11/89 8186 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
13/11/89 8186 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
29/11/89 8371 3' 6^ Bsteban Alamo P.
07/12/89 9114 3^ 6+ Garcia-Ramos^Iturralde J.
19/12/89 9212 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
26/12/89 9834 3^ 6^ De Oro-Pulido y López N.
27/12/89 9227 3^ 6^ Barrio Iglesias J.
RESDHEN
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Acbiinistración: límites:
doctrina general: distinto tratamiento a terrenos en que se halla
instalada wa estación de servicio: procedencia: inexistencia de
infracción del principio de igualdad: indemnizaciones
Nodificación de Planes Generales: "ius variandi" de la
Administración: indemnización improcedente
Planes de Ordenación: vigencia indefinida: en sentido
inmovilista: improcedente
Edificios e instalaciones fuera de ordenación: obras de
conservación: obras pwtuales: no precisan el desalojo del
edificio: procedentes
Proyecto de Orbanización: naturaleza jurídica: supuestos de
impugnabilidad: doctrina general: impugnación indirecta de
delimitación de Unidad de Actuación, proyecto, bases, estatutos
de Compensación: improcedencia
Revisión de Planes: concepto
Formación y aprobación de Planes: infonación pública: finalidad:
alegante: no ostenta la condición de interesado: aprobación
definitiva: subsanación de deficiencias
Plan Especial de Reforia lnterior: no puede sustituir a los
Planes Generales Nunicipales como instrinento de ordenacibn
inteqral del territorio
l^odificación por simple acuerdo mwicipal: improcedente
Vigencia de los Planes: artículo 70 LBRL: vacatio legis: quince
dias hábiles
Formación y aprobación de Planes: aprobación definitiva:
publicación: entrada en vigor: "vacatio legis"
Plan General l^wicipal de Ordenación Orbana: definición del
interés públioo urbanístico: suelo urbano: regulación detallada
del uso de los terrenos
Estudio de Detalle: tramitación simultánea a la revisión de las
Normas Subsidiarias: procedente
Suspensión del otorgamiento de licencias: reiteración: idéntica
finalidad: inexistencia
Revisión de Planes: vinculación sinqular: ifidemnización: carácter
excepcional .
Hodificación de Planes: y Revisión de Planes: idéntico
procedimiento: formación de Planes
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FECHA RA SA SE PONENTE
24/01/90 352 3^ 6^ Barrio Iglesias J.
30/O1/90 362 3^ 6° Delgado Barrio F.J.
06/02/90 943 3^ 6^ Esteban Ala'o P. ^
06/02/90 945 3^ 6° Gazcía-Ranos Iturralde J.
07/02/90 958 3°^ 6^ Barrio Iglesias J.
13/02/90 1310 3^ 6^ Esteban Alaio P.
13/02/90 1310 3^ 6° Esteban Alano P.
20/02/90 1330 3^ 6+ García-Ra^os Iturralde J.
20/02/90 1392 3^ 6^ Sánchez del Río Sierra P.J.
21/02/90 1511 3^ 6^ Barrio Iglesias F.J.
13/03/90 1965 3^ 6^ De Oro-Pulido López N.
13/03/90 1964 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
20/03/90 2246 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
RESOMEN
Edificios e instalaciones fuera de ordenación: obras que suponen
auiento de voluien, modernización o increiento de valor de
expropiación: licencias: denegación procedente: interpretación
restrictiva
Silencio adeinistrativo positivo: finalidad: doctrina general: en
contra del planeaiiento: i^procedente
Revisibn de Planes: doctrina qeneral: y vigencia indefinida:
coipatibilidad: doctrian general: ius vaziandi de la
Adzinistración: discrecionalidad: alteración del Plan Parcial en
ejecución: procedencia
Plan Especial de Refona Interior: alcance: linites: sustitución
de la ordenación del Plan General: i^procedente
Proqrana de Actuación Orbanística y Prograia de Actuación del
Plan General: distinción: doctrina general
Revisión y iodificación de Planes: distinción: discrecionalidad:
liiites: ius variandi: li^ites: doctrina general: alteración de
Plan Pazcial en ejecución: procedencia: prevalencia del interés
público
sobre el privado
Revisión de Planes: y iodificación de Planes: distinción: punto
de iira en coiún: interés público
Estudio de Detalle: ejecutivo, derivado, de función
coipleientaria
Bdificios fuera de ordenación: adecuación a la ordenación
iediante iodificación del planeaiiento
Nodificación de Planes: Plan General: aprobación definitiva por
Ayuntaiiento: inco^petencia: diferente zonificación y uso de
zonas verdes: falta de infone favorable del Consejo de Estado:
acto dictado prescindiendo total y absolutaiente del
procedi^iento legaliente establecido
Kodificación de Plan Pazcial: afecta al viario, uso y densidad de
viviendas: i^procedeacia
Revisión de Planes: ca^bio de calificación: procedencia: sin
perjuicio de indeu^iaación .
Estudio de Detalle: hinilde adaptación
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FECHA RA SA SE PONENTE
20/03/90 2226 3^ 6° Esteban Alaio P.
21/03/90 2250 3^ 6° Gazcía-Raios Iturralde J.
03/04/90 3579 3r 6° Esteban Alaao P.
04/04/90 3587 3^ 6" Esteban Ala^o P.
19/04/90 3604 3^ 6+ Gazcia-Raeos Iturralde J.
19/04/90 3605 3^ 6^ De Oro-Pulido López !^.
30/04/90 3627 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
30/04/90 3624 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
03/05/90 10024 3^ 5^ Bruquera I^anté A.
03/05/90 3792 3^ 6^ Barrio Iglesias J.
03/05/90 10024 3^ 5^ Bruquera llanté A.
^
04/05/90 3799 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
10/05/90 4059 3^ 6^ Esteban Ala^o P.
^
RESONEN
Plan que autoriza w apazcaiiento subterráneo en espacio libre ya
existente: inaplicación del artículo 50 de la Ley del Suelo
Plan Especial de Refona Interior: estructura fwdaaental del
Plan General: iodificación si^ultánea del Plan General: cazbio de
edificación de sus terrenos: reajuste de alineaciones:
procedente; Inde^nizacibn: liiitaciones sinqulares: recla^ación
en fase de ejecución
Ius variandi de la Adainistración: prevalencia del interés
general sobre el particular
Planes de Ordenación Orbana: ius variandi de la Adiinistración:
lí^ites
porias Subsidiarias del Planeaiiento: finalidad; revisión de
Planes: ius vaziandi de la Adiinitración: supuestos
indemizatorios: fase de ejecución del planeaiiento
Revisión y adaptación de Planes: "ius vaziandi" de la
A^inistración: líeites: Planes Pazciales en ejecución: efectos:
supuestos inde^nizatorios: régi^en juridico aplicable
Revisibn de Planes: alteración de zonas verdes: procedencia: ius
vaziandi de la Achinistración: potestad discrecional: lí'ites:
control judicial: doctrina general
Revisiónde Planes: ius vaziandi de la Adainistración: no puede
quedar supeditado a convenios entre el Aywta^iento y los
particulazes
Bdificios fuera de ordenación: licencia de apertura: canbio de la
actividad de cine^atógrafo a discoteca: autorización procedente:
obras de acondiciona^iento: procedente
Aprobación de Planes: aprobación provisional o definitiva:
nodificaciones no sustanciales: nueva inforaación pública: no
necesaria
Bdificaciones e instalaciones fuera de ordenación: expropiación y
deiolición no prevista: otorqa^iento de licencia procedente
Planes de Ordenación Orbana: carácter nonataivo; Revisión: ius
vaziandi de la Ad,inistración: líiites: control judicial
Revisión de Planes: ius variandi: discrecionalidad: li^ites:
control judicial: doctrina qeneral: prevalencia de los.intereses
qenerales sobre los particulares
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FECHA RA SA SE PONENTE
10/05/90 4060 3' 6' García-Ramos Iturralde J.
22/05/90 4180 3+ 6' Esteban Alamo P.
.
23/05/90 4269 3' 6+ Garcia-Ramos Iturralde J.
06/06/90 4814 3' 6+ Delgado Barrio F.J.
06/06/90 4808 3+ 6' García-Ramos Iturralde J.
06/06/90 4806 3' 6' Esteban Alamo P.
12/06/90 4818 3' 6' Garcia-Ramos Iturralde J.
13/06/90 4823 3' 6+ Esteban Alamo P.
17/07/90 6570 3' 6' Esteban Alamo P.
24/07/90 6675 3' 6' De Oro-Pulido López N.
24/07/90 6680 3+ 6+ Esteban Alamo P.
31/07/90 6712 3+ 5' Barrio Iqlesias J.
18/09/90 7094 3' 6' Delqado Barrio F.J.
02/10/90 7830 3' 6'^ Esteban Alamo P..
RESDKErI
Silencio administrativo positivo: en contra del planeamiento:
improcedencia
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Administración:
discrecionalidad: interés general: límites: control judicial:
técnicas de control: doctrina general
Revisión de Planes: ius variandi de la Administración:
discrecionalidad: limites
Plan Especial: protección del patrimonio histórico, cultural y
artistico: modificación del Plan General en materia de alturas,
plantas o volúmenes para loqrar el objetivo de protección:
procedencia
Estudio de Detalle: ejecutivo, derivado, de función
complementaria
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Administración: limites:
doctrina general: prevalencia del interés qeneral sobre el
particular: calificación de terrenos: falta de prueba:
desproporción o irracionalidad
Rodificación de Planes: incremento de voluien edificable:
previsión de mayores espacios libres
Revision de Planes: ius variandi de la Administración: limites:
interés público: no queda afectado por infor^ación urbanística
anterior
l^odificación o Revisión de Planes: inciden siempre sobre Planes
en ejecución o agotados
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Acfi^inistración: alcance;
Plan Parcial: modificación anticipada: indemnización: supuestos
en que procede: Plan que no ha lleqado a la fase final de
realización: improcedencia: indemnización de gastos de redacción
del Plan Parcial: responsabilidad patrimonial de la
A^inistración Local
Edificios fuera de ordenación: ampliación: improcedente
Suspensión del otorqamiento de licencias: reiteración: antes de
transcurrir el plazo de cinco años: acuerdo y publicación
posterior
Nodificación o revisión de Planes: razone.s de urgencia o especial
interés público: limites: doctrina general
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Administración: no queda
vinculado por la anterior delimitación de zonas verdes
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03/10/90 7840 3° 6° Garcfa-Ra^os Iturralde J.
17/10/90 8137 3^ 6^ De Oro-Pulido López H.
17/10/90 8135 3° 6^ García-Ra^os Iturralde J.
18/10/90 8145 3^ 6° De Oro-Pulido Lópea H.
24/10/90 8331 3° 6^ Esteban Ala^o P.
. ^
24/10/90 8327 3^ 6^ De Oro-Pulido López H.
27/11/90 9295 3^ 6^ De Oro-Pulido López H.
28/11/90 9338 3^ 6^ De Oro-Pulido y López H.
28/11/90 9309 3^ 6° Barrio Iglesias J.
05/12/90 9730 3^ 6^ Esteban Alaao P.
18/12/90 9984 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
21/12/90 10178 3^ 6^ Hartin del &trgo y Harchán A.
23/O1/91 595 3^ 6i Barrio Iglesias J.
30/01/91 614 3^ 6^ Delgado Barrio F.J.
RESOHEN
Revisión de Planes: concepto
Plan Parcial: todifica zonificación prevista en el Plan General:
procedente: altera red viaria: nulidad
Revisión de Planes: concepto
Hodificación de Planes: evasión del procediiiento: nulidad
Plan Especial de Refona Interior: no previsto en el Plan
General: alcance: lí'ites: iodificación de calificación:
procedencia; revisibn y iodificación de Planes: distincibn
Proyecto de Orbanziación: aprobación definitiva: rectificaciones
no sustanciales: situación de zonas verdes: nueva infonacibn
pública: no necesaria: naturaleza juridica: proyecto de ejecución
de obra
Revisión de Planes: concepto
Fonación y aprobación de los Planes: aprobación provisional:
iodificaciones sustanciales: existencia: infone pericial: nueva
infor^ación pública necesaria
Clasificación del suelo: discrecionalidad de la Ac^inistración:
lí^ites: control judicial: procedi^iento: realidad de hechos:
suelo urbanizable: clasificado co^o no urbanizable:
i^procedencia: fincas colindantes
Fonación y aprobación de Planes: suspensión del otorga^iento de
licencias: finalidad: doctrina general: inde^nización de
proyectos y devolución de tasas: supuestos en que procede
solicitud de inde^nización anterior a la aprobación definitiva
del Plan: iiprocedencia
Fonación y aprobación de Planes: aprobación definitiva: exa^en
del Plan en todos sus aspectos: control de oportunidad:
iiprocedencia de afectar a cuestiones de interés exclusivaiente
local
Infracción urbanistica: clasificación: tipos genéricos: uso
contrario al Plan: sin licencia: infracción continuada:
prescripción inexistente: sanción procedente: cuantia: ausencia
de daño efectivo, actual y real
Revisión de Plaens: alteración de zonas verdes: procedencia: ius
variandi de la Ad^inistración: iiprocedencia de invocar derechos
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FECHA RA SA SE PONENTE
05/02/91 766 3^ 6° Esteban Alano P.
05/02/91 770 3^ 6° Barrio Iglesias J.
il/02/91 784 3° 6^ Delgado Barrio F.J.
11/02/91 784 3^ 6° Delgado Barrio F.J.
13/02/91 953 3^ 5" De Oro-Pulido y López N.
19/02/91 962 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
27/02/91 1394 3^ 5^ De Oro-Pulido López N.
12/03/91 1985 3^ 5° Esteban Ala^o P.
13/03/91 1998 3^ 5° Esteban Ala^o P.
20/03/91 2006 3^ 5^ Garcia Ranos-Iturralde J.
21/03/91 2015 3^ 5^ De Oro-Pulido y López ^t.
21/03/91 2015 3' S° De Oro Pulido y López N.
^25/03/91 2026 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
RESUMEN
adquiridos: lfsites: doctrina general
Plan Especial de Refona Interior: relación con
el Plan General: ^argen de apreciación: accesibilidad viaria:
deteninaciones: contraria al Plan General: i^procedencia
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza nonativa: iipugnación
indirecta
Planes de Ordenación Orbana: potestad discrecional: lfnites:
control judicial: hechos deteninantes: principios del derecho:
naturaleza nonativa: ius variandi de la Ac^inistración
Clasificación del suelo: y calificación de los terrenos:
distinción: desigualdad: justificada y co^pensada: reparto
equitativo de cargas y beneficios: fase de ejecución:
conservación de edificios
Edificios e instalaciones fuera de ordenación: obras
autorizables: lf^ites: construcción de cuarto de aseo:
procedencia
Suelo no urbanizable: vivienda unifaniliar: procediiiento de
otorgaiiento de licencia: deneqación por Ayunta^iento: falta de
re^isión al órgano co^petente: retroacción de actuaciones
Plan General de Ordenación Orbana: infonación pública:
iiprocedencia de notificación personal: publicación; fonación y
aprobación de Planes: aprobación definitiva: iodificaciones
sustanciales: inexistencia: nueva infonación pública: no
necesaria
Revisibn de Planes: ca^bio de calificacion de terrenos:
procediiiento: discrecionalidad: lfiitesL inde^nización:
requisitos: inexistencia
ius variandi de la Adiinistración: no queda vinculado por
convenios urbanisticos suscritos entre el Ayunta^iento y los
particulares
Clasificación del suelo: discrecionalidad: lfiites; suelo
urgano:carácter regaldo
Ius variandi de la A^inistración: derechos adquiridos:
inexistencia; Docwentos del Plan: ieioria: contenido
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Ad^inistración: derechos
adquiridos: inexistencia
Ius variandi de la Acbinistración: no queda vinculado por
convenios urbanfsticos ^unicipales
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FECHA RA SA SE PONENTE
27/03/91 2024 3° 5° Esteban Alamo P.
27/03/91 2226 3° 5° Delgado Barrio F. J.
02/04/91 3278 3° 5° Delgado Barrio F.J.
04/04/91 3283 3° 5° García-Ra^os Iturralde J.
05/04/91 3290 3• 5° De Oro-Pulido y López H.
05/04/91 3296 3° 5° Barrio Iglesias J.
12/04/91 3298 3° 5° Delgado Barrio J.
16/04/91 3303 3° 5° Esteban Alaio P.
16/04%91 3303 3° 5° Esteban Ala^o P.
09/05/91 4269 3° 5° Esteban Ala^o P.
16/05/91 4280 3° 5° Barrio Iglesias J.
22/05/91 4288 3° 5° Barrio Iglesias J.
17/06/91 5248 3° 5° Delgado Barrio F.J.
09/07/91 5737 3° 5° Delgado Barrio F.J.
RESOMH^i
Revisión de Planes: cambio de clasificación o calificación del
suelo: inde^nización: supuestos en que procede: adquisición del
derecho de aprovecha^iento urbanistico: inexistencia: co^pra de
terrenos
Derecho de propiedad: carácter estatutario: contenido: revisibn
de Planes: clasificació y calificacibn del suelo:
discrecionalidad: desiqualdad justificada y co^pensación:
indemnización: doctrina general: improcedencia
Calificación de los terrenos: discrecionalidad: lfmites: control
judicial: técnicas de control: doctrina general
Real Decreto-Ley 16/1981: distinción: Planes Especiales que
desarrollan y se ajustan a las deteninaciones del Plan General:
y los que no lo desarrollan
Estudio de Detalle: naturaleza jurfdica: jerarqufa nonativa:
lf^ites: auaento de voluien: reducción espacio de uso público:
reducción anchura viales: nulidad
Fonación y aprobación de Planes: aprobación definitiva: no
^odificaciones sustanciales: no nueva infonación pública
Hodificación de Planes: diferente zonificación o uso urbanístico
de zonas verdes y espacios libres: supuestos que coiprende:
procediiiento de aprobación: incwpliaiento: nulidad
Revisión de los Planes: ius variandi de la Ad^inistración:
vinculación por derechos adquiridos: iiprocedente
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Ad^inistración: no queda
li^itado por derechos adquiridos: rebaja alturas: procediiiento:
inde^nización: i^procedencia: fase de ejecución
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Achinistración: ca^bio
de calificación: procedencia: inde^nización: iiprocedente
Edificaciones fuera de ordenación: uso penitido: otorgaiiento de
licencia: procedente
Bdificaciones e instalaciones fuera de ordenación: liiitaciones:
finalidad: interpretacibn estricta: doctrina general: obras
penitidas: bar-restaurante: instalación de toldo rfgido
desiontable: procedencia
Intervención en la edificación y uso del suelo: orden de
ejecución de obras de seguridad, salubridad y ornato público:
contenido del derecho de propiedad: lí^ites
Planes de Ordenación Urbaña: discrecionalidad: líiites:
docuientación: ^eioria: finalidad
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FECHA RA SA SE PONENTE ^
09/07/91 35742 3° 5^ Barrio Iglesias J.
09/07/91 5737 3^ 5^ Delgado Barrio F.J.
09/07/91 5742 3° 5° Barrio Iglesias J.
17/07/91 6297 3^ 5^ De Oro-Pulido López H.
17/07/91 6347 3^ 5° Delgado Barrio F.J.
23/07/91 6287 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
23/07/91 6287 3° 5a Barrio Iglesias J.
24/07/91 6364 3^ 5^ Pastor López H.
24/07/91 6365 3^ 5^ De Oro-Pulido López H.
31/07/91 6712 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
21/09/91 6818 3^ 5^ Delgado Barrio F.J.
02/10/91 7788 3' S^ Hartin Del Burgo y Harchán A.
RESUMEli
Planes de Ordenación Drbana: origen: derecho de propiedad
Foraación y aprobación de Planes: procediiiento: finalidad:
infonación pública: aprobación definitiva: aodificaciones
sustanciales: requisitos: inexistencia: doctrina general; Plan de
Ordenación Orbana: discrecionalidad: lí^ites: documentación:
'e^oria: finalidad
Revisión de Planes: no vinculado a deter^inaciones anteriores:
ca^bio de clasificación del suelo que i^pide instalación de
ca^ping autorizado: procedencia: inde^nización
Revisión de Planes: ius variandi de la Adiinistración: liaites:
doctrina general
Edificaciones e instalaciones fuera de ordenacibn: han de
subsistir el lapso de tieipo ordinario de su vida norial
Ius variandi de la Adiinistración: no encuentra liaite en los
derechos adquiridos: la revisibilidad incide sieipre sobre planes
viqentes con anterioridad
Hodificación de Planes: finalidad: lfiites: doctrina general;
Revisión de Planes: adaptación a la nueva ley: derechos
adquiridos: inexistencia; Revisión de: iotivación: suficiencia:
prueba
Revisión de Planes: "ius variandi" de la A^inistración:
inclusión de nave industrial existente en unidad residencial
prevista: procedi^iento: reparto equitativo de cargas y
beneficios: fase de ejecución
Edificaciones fuera de ordenación: elevación de una planta baja:
iiprocedente .
Suspensión del otorqaiiento de licencias: reiteración: antes de
transcurrir el plazo de cinco años: acuerdo y publicación
posterior
Ius variandi de la Acbinistración: no queda vinculada por
convenios urbanisticos: iiprocedencia de invocar derechos
adquiridos
Bdificaciones fuera de ordenación: obras de redistribución: de la
tabiqueria interiór del bajo del edificio, decoración y
^ servicios: no consolidan: prohibición de incre^ento de valor de
expropiación: superable: co^proiiso de renunciar a ese voluien
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FECHA RA SA SE PONENTE
02/10/91 7788 3° 5° Hartin del Burqo y Marchán A.
08/10/91 7604 3° 5° Esteban Alamo P.
16/10/91 8372 3° 5° Garcia-Ramos Iturralde J.
17/10/91 8190 3° 5° De Oro-Pulido López H.
07/il/91 8805 3° 5° Barrio Iglesias J.
20/12/91 314/92 3° 5° Delgado Barrio F.J.
02/01/92 697 3° 5° De Oro-Pulido López H.
20/O1/92 715 3° 5° Galán Nenéndez A.
21/01/92 756 3° 5° Nartin Del Burqo y Narchán A.
22/01/92 759 3° 5° De Oro Pulido López H.
29/01/92 1238 3° 5° Garcia-Ramos Iturralde J.
30/01/92 1243 3° 5° Delqado Barrio F.J.
05/02/92 2298 3° 5° De Oro-Pulido y López N.
13/02/92 2828 3° 5° Delgado Barrio F.J.
RESOHEN
Edificaciones e instalaciones fuera de ordenación: obras
penitidas y prohibidas: doctrina general: redistribución: bajos
edificio: procedencia: previa renwcia al incremento de valor de
expropiacibn
Ius variandi de la Administración: no encuentra limite en los
derechos adquiridos: la revisibidlidad de los Planes incide sobre
Planes vigentes con anterioridad
Plan General de Ordenación Orbana: deteninaciones:
arbitrariedad: falta de prueba: motivación: existencia; revisión
de Planes: reducción de edificabilidad de wa parcela:
indemnización improcedente: adquisición de la parcela wa vez
iniciado el proceso de revisión
Edificaciones fuera de ordenación: han de penitirse las de
higiene y ornato: distinción entre obras y usos prohibidos por el
Plan: autorización procedente de obras: denegación procedente del
so prohibido
Derecho de propiedad: carácter estatutario
Hodificación de Planes: justificación: potestad discrecional:
limites: "ius variandi": convenio urbanístico: licencia
mwicipal: derechos propietarios: cambio calificación:
arbitrariedad: irracionalidad: desviacibn de poder: inexistencia
Reducción de volínenes: no necesidad: previsión de iayores
espacios libres
Postestad de planea^iento: naturaleza nonativa de los Planes:
revisión: "ius variandi": potestad discrecional: limites: control
judicial
Proyecto de urbanización: naturaleza juridica
Real Decreto-Ley 16/1981: distingue: Planes Especiales que
desarrollan y se ajustan a las deteninaciones del Plan General:
y los gue no lo desarrollan
Proyecto de urbanización: naturaleza jurídica
Zonas verdes y espacios libres: no los constituyen todos los
suelos inedificables: ha de calificarlos como tal el Plan
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza nonativa del
planeamiento
Nemoria: motivación de Planes: necesidad esencial para evitar
arbitrariedad
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FECHA RA SA SE PONENTE
25/02/92 3013 3' 5' Garcfa-Raios Iturralde J.
25/02/92 2971 3' S' Garcia-Ra^os Iturralde J.
26/02/92 3016 3° 5' Esteban Ala^o P.
04/03/92 3223 3° 5' Esteban Alaio P.
17/03/92 3275 3' 5' De Oro-Pulido López N.
17/03/92 3283 3' 5' Delgado Barrio F.J.
17/03/92 3275 3' 5' De Oro-Pulido y López K.
^
18/03/92 3376 3' 5' Delgado Barrio F.J.
24/03/92 3385 3' 5' Delgado Barrio F.J.
24/03/92 3383 3' 5' De Oro-Pulido López M.
25/03/92 3387 3' 5' De Oro-Pulido López R.
26/03/92 3358 3' 5' Esteban Ala^o P.
26/03/92 3356 3' 5' Barrio Iglesias J.
07/04/92 3402 3' 5' De Oro-Pulido López M.,
RESO^lEN
Estudio de Detalle: figura coipleaentaria del planeaaiento
Revisión de Planes: concepto
Indeinizaciones: li^itaciones singulares: conservación de
edificio: criterios: vinculación singular de edificio.por
tipologfa y entorno: i^posibilidad de distribución equitativa:
inde^nización procedente
Abuso de derecho: inexistencia: acción pública iepuqnando
licencia de obras: daños a los intereses generales
Plan Especial de Refona Interior: ca^bio de uso o destino en
suelo urbano: procedente
Potestades adiinistrativas: discrecionales: liiites: control
judicial: realidad de los hechos: principios generales del
derecho: doctrina qeneral
Plan Especial de Refona Interior: deteninaciones: lf^ites:
refona interior no prevista en Plan General: procedencia:
sie^pre que no suponga alteración de la estructura funda^ental
del Plan General: ca^bio de alteración o destino del suelo
urbano: procedencia
tiaturaleza juridica de los Planes; Ius variandi de la
Ad^inistración: no queda vinculada por convenios urbanisticos:
iiprocedencia de invocar derechos adquiridos
Planes de Ordenación Orban: naturaleza nonativa del
planea^iento: Monas Subsidiarias del Planea^iento: participan de
la naturaleza nonativa del planea^iento
Potestad ^odificadora de la Ad^inistración: derechos adquiridos
al a^paro del planeaiiento anterior: no constituyen liiite
Ius variandi de la Ad^inistración: liiitado por intervención
judicial: iiprocedente: vinculación por ordenaciones anteriores:
i^procedente
Estudio de Detalle: fonulación potestativa
Revisión de Planes: "ius variandi" de la A^inistración:
discrecionalidad: lfiites: control judicial: liiitado
Potestal planificadora de la A^inistración: "ius variandi":
discrecionalidad: ^otivada
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De Oro-Pulido López H.
Delgado Barrio F.J.
Delgado Barrio F.J.
23/04/92 3839 3^ 5; De Oro-Pulido y López R.
12/05/92 4146 3° 5^ Delgado Barrio F.J.
^
18/05/92 4219 3^ 5^ Delgado Barrio F.J.
20/05/92 4286 3^ 5^ Pastor 4ópez N.
08/06/92 5148 3^ 5^ Delgado Barrio F.J.
08/06/92 5148 3^ 5^ Delgado Barrio F.J.
^ 30/06%92 5534 3^ 5^ Pastor López N.
20/10/92 8033 3^ 5^ Pastor López H.
RESUMEN
Normas Subsidiarias del Planeaeiento: objeto y finalidad:
doctrina general: adaptación del Plan con funda^ento en el
Decreto-Ley 16/1981: inexistencia de infracción del principio de
jerarquía nonativa; adaptación del Plan: historia nonativa
Ius variandi de la Adiinistración: npo queda vinculado por
convenios urbanísticos: penite alteraz ordenaciones urbanisticas
anteriores
Plan Especial de equipaniento penitenciario: principio de
eficacia: virtualidad interpretativa: dentro de la legalidad:
garantias
Aprobacibn definitiva: nodificaciones sustanciales: doctrina
general: a^pliacibn de á^bito de Plan Especial invadiendo
terrenos de iunicipios liiftrofe sin planea^iento general
anterior que lo prevea: coipetencia: nueva infonación pública:
audiencia a Corporaciones afectadas; Plan Especial: de
equipa^ento penitenciario: principio de eficacia: virtualidad
interpretativa: dentro de la legalidad
Plan Especial: a^pliación de á^bito invadiendo terrenos de
nunicipios liiitrofes sin planeaiiento general anterior que lo
prevea: co^petencia de consejero autonó^ico: audiencia a
Corporaciones afectadas
Planes Especiales de Refona Interior: de protección de
patri^onio histórico: opción de planeaziento: ianteni^iento de la
traia urbana: estrechez de calle: procedi^iento; Plan de
Ordenación Orbana: discrecionalidad: control judicial: hechos
deteninantes: principios generales del derecho
Planes de Ordenación Orbana: aprobación definitiva: control de la
Coiunidad Autóno^a: criterios
Revisión de Planes: ius vaziandi de la Adiinistración: doctrina
general; Discrecionalidad: li^ites: control judicial: doctrina
general
Calificación de terrenos: discrecionalida: liiites: control
judicial: hechos deteninantes: principios generales del Derecho:
zonas verdes y espacios libres: aparca^iento: procedencia
Calificación de los terrenos: discrecionalidad: liiites: control
judicial: hechos deteninantes: principios generales del derecho:
zonas verdes: espacio de aparcaiiento: proc;edencia
Revisión de Planes: concepto
Revisión de Planes: indeinización: finalidad: deteninación por
la Adiinistración responsable: requisitos: cwpli^iento de cargas
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FECHA RA SA SE POIiENTE
25/01/93 39 3' 5' Esteban Ala^o P.
26/O1/93 451 3' 5' Pastor López N.
^
08/02/93 588 3' 5' Barrios Iglesias J.
16/02/93 1204 3' 5' Pastor López !1.
16/02/93 530 3' 5' Garcia-Raios Iturralde J.
16/02/93 528 3' 5' Barrio Iglesias J.
23/02/93 544 3' S' De Oro-Pulido López K.
23/02/93 543 3' 5' Esteban Ala^o P.
06/03/93 1591 3' 5' Esteban Ala^o P.
09/03/93 1601 3' S' De Oro-Pulido I+ópez K.
09/03/93 1601 3' 5' De Oro-Pulido y López N.
RESOMEN
inpuestas por la ordenación anterior: inexistencia
Revisión de Planes: adaptación a la nueva Ley: régi^en transito-
rio: canbio de clasificación: derechos adquiridos: inexistencia:
Plan Parcial que no se halla en ejecucibn: inde'nización ieproce-
dente
Viqencia y revisión de Planes: revisión de Planes: efectos:
reducción de edificabilidad o aprovecha^iento: inde^nización:
carácter excepcional e interpretación restrictiva; Plan Parcial
en ejecución: inde^nización: requisitos: transcurso de plazo de
ejecución: retraso no iiputable a la Ad^nistración:
inde^nización: i^procedente
Zonas verdes y espacios libres: zonificación y uso:
especialidades procedi^entales: no aplicables en caso de revisibn
del planea^iento
Ius variandi de la Adlinistración: no queda vinculado por
convenios urbanísticos
Suspensión del otorga^iento de licencias: no afecta a licencias
concedidas por silencio positivo; afecta: licencia solicitadas
con anterioridad
Actos preparatorios: suspensión de la vigencia del planeaiiento
con el fin de revisar el planeaiiento qeneral: procedencia:
analoqias y diferencias con la suspensión preventiva de licencias
Obras de urbanización: proyecto de urbaniaación: carácter:
auténtico instnuento de ordenación general en suelo urbano no
progra^ado: función: convertir el suelo urbanizable no progra^ado
en progranado: ^ado equivalente al que realiza el Plan General:
relación entre a^bos: li^ites
Aprobación provisional: alteración de clasificacibn del suelo:
infonación pública posterior: procedencia; Plan de Ordenacibn
Orbana: á^bito: nonas subsidiarias y co^pleientarias iunicipales
y provinciales en ausencia de planeaYiento iunicipal: prioridad
de éste: discrecionalidad: "ius variandi" de la Ad^inistración:
li^ites: hechos deteninantes: principios generales del derecho:
interés público
Planes de Ordenación Orbana: naturaleza juridica: nonativa:
posibilidad de iipugnación indirecta iediante actos aplicativos
Plan Especial de Refona Interior: ^odificación de la estructura
. general de ordenación del Plan General: nulidad
Plan Especial de Refona Interior: iodificación al Plan General:
de estructura general de ordenación: calificación del suelo: uso
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FECHA RA SA SE POIiEATE
15/03/93 2523 3^ 5^ Delgado Barrio F.J.
22/03/93 1780 3^ 5^ De Oro-Pulido López R.
22/03/93 1780 3^ 5° De Oro-Pulido López N.
23/03/93 2524 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
30/03/93 1787 3^ 5^ De Oro-Pulido López N.
05/04/93 2602 3^ 5^ Garcfa-Ra^os Iturralde J.
14/04/93 3199 3^ 5^ Garcia-Raios Iturralde J.
17/05/93 3491 3^ 5^ De Oro-Pulido y López M.
25/05/93 3506 3^ 5^ García-Ra^oss Iturralde J.
25/05/93 3509 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
02/06/93 4512 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
RESOHEN
y volu^en: red viaria básica: alteracibn de uso de zona verde:
nulidad: independiente^ente de que condicione su ejecutividad a
la aodificación del Plan General; Plan de Ordenación IIrbana:
naturaleza nonativa: jerarquia de Planes: incwpli^iento:
nulidad
Planes de Ordenación Orbana: potestad de planeaiiento:
discrecionalidad: control judicial: técnicas: control de los
hechos deteninantes y enjuicia^iento de la actividad
discrecional a la luz de los principios generales del derecho
Estudio de Detalle: fiqura coiplenentaria del planeaaiento
Estudio de Detalle: fiqura conplenentaria del planeaeiento
Aprobación definitiva: aprobacibn provisional: iodificaciones
sustanciales: definición: inexistencia: nueva infonación pública
no necesaria; Aprobación inicial: infonación pública:
publicación en uno de los periódicos de iayor difusión de la
provincia: anulación iiprocedente
Fonación y aprobación de Planes: actos preparatorios: suspensión
del otorga^iento de licencias: procedencia; actividades
afectadas: suspensión iiprocedente respecto a licencias de
reestructuración de locales, i^plantación de nuevas actividades y
aipliación de las existentes
Nonas Coiple^entarias y Subsidiarias del Planeaiiento:
naturaleza juridica: nonativa
Inde^nización: ^odificación o revisión de la ordenación: falta de
ejecución por causas iYputables a la Adiinistración: no
acreditadas
Aprobación definitiva: correcciones esenciales introducidas antes
de la aprobación provisional: sin soieterlas a infonación
pública: no procede la aprobación definitiva: retroacción de
actuaciones: nueva infonación pública
Revisión de Plans: inde^nización: supuestos en que procede:
reguisitos: reducción de edificabilidad de parcela: ejecución de
Plan Parcial: requisitos: incwpli^iento de: iiputable a la
Adlinistración: ausencia de prueba de i^putabilidad:
indeu^ización iiprocedente
Prograia de Actuación Orbanistica: carácter: auténtico
instru^ento de ordenación general en suelo urbanizable no
proqra^ado: función: convertir el suelo urbanizable no proqraiado
en progra^ado: grado equivalente al que realiza el Plan General:
relación entre a^bos: líiites
Planes de Ordenación Orbana: iipugnación indirecta: por razones
fonales: no de fondo: iiprocedencia
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FECHA RA SA SE PONENTE
14/06/93 4527 3^ 5^ García-Ramos Iturralde J.

















De Oro-Pulido López N.
15/11/93 10115 3^ 5^ Delgado Barrio F.J.
23/il/93 8520 3^ 5^ De Oxo-Pulido López a.
15/12/93 9561 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
15/12/93 9561 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
16/12/93 9642 3^ 5^ De Oro-Pulido y López N.
^ concepto jurídico indeteninado: interpretación: supuestos:
inexistencia
RESOHEN
Aprobación de Planes: aprobacibn definitiva: modificación
sustancial: aprobación improcedente: necesidad de nueva
infonación pública
Fonación y aprobación de Planes: infonacibn pública: en Bando
del Alcalde: sin indicar plazo para alegaciones: posterionente
ampliado en Edicto publicado en el Boletin Oficial; Plan
Especial: de protección del Conjunto Histórico-Artistico:
distinción con los de protección y refona interior: órgano
competente para aprobación definitiva: no necesidad de
preexistencia de Plan General que desarrollen
Aprobación de Planes: aprobación definitiva. introducció de
wdificaciones sustanciales: las que inciden en el modelo de
planeamiento elegido: memoria del Plan: sistemas de
equidistribución de beneficios y cargas: declaración de edificio
_
catalogado: modificaciones no sustanciales: no requieren nueva
infonación pública
Calificación de los terrenos: discrecionalidad: limites: control
judicial: hechos deteninantes: principios generales del derecho:
racionalidad: justificación en la memoria: ausencia de: anulación
Aprobación de Planes: modificaciones introducidas: carácter:
esenciales: concepto juridico indeteninado: deteninación en
cada caso: lo son cuando constituyan un nuevo Plan: cuando
afecten a la estructura general del Plan: al modelo de
planeamiento elegido: alteraciones puntuales: en orden a la
clasificación del suelo: alteración minima de usos: modificación
o esencial: no necesidad de nueva infonación pública
Régimen urbanistico del suelo: indemnización: modificación o
revisión de la ordenación: requisitos: incwplimiento de los
plazos expresos o implicitos y lesión: existencia
Plan Parcial: adaptación: disposición transitoria sequnda:
distinción: en curso de ejecución o no
Zonas verdes y espacios libres: revisión de Planes: no aplicación
del procedimiento especial
Aprobación de Planes: información pública: necesidad de nueva
información pública: modificaciones sustanciales: cuando afecten
a la estructura general: no modificaciones puntuales no
esenciales
Aprobación provisional de Planes: modificación sustancial:
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^
FECHA RA SA SE PONENTE
28/O1/94 501 3' 5° Delgado Barrio F.J.
31/O1/94 502 3° 5° De Oro-PulidO López M.
01/02/94 993 3' 5° Garcia-Raios Iturralde J.
^ 08/02/94 1439 3' 5' De Oro-Pulido López N.
15/02/94 1448 3° 5° Barrio Iglesias J.
15/02/94 1446 3' 5° De Oro-Pulido López N.
21/02/94 1455 3' S' Delgado Barrio F.J.
1
22/02/94 1461 3' 5' Esteban Alaio P.
04/06/94 4617 3' 5' De Oro-Pulido López M.
23/06/94 5339 3' 5' Delgado Barrio F.J.
18/07/94 5544 3' 5' García-Ra^os Iturralde J.
19/07/94 6382 3' 5' Bsteban Alaio P.i
RESOHEN
Revisión de Planes: ius variandi de la Ad^inistracibn:
discrecionalidad: lí'ites: racionalidad: deteninacibn del
estatuto juridico de la propiedad: ponderación: posibilidades de
inde^nización: ausencia de supuestos
Estudio de Detalle: naturaleza aeraiente derivada y
coipleeentaria o adaptadora del planea^iento previa^ente
establecido: subordinación a los precedentes Plan General o
Plan Parcial
Froyecto de Orbanización: finalidad: necesidad de planea^iento
previo: falta de: nulidad: li^ites: fwciones de ordenación
Edificaciones fuera de ordenacibn: obras autorizables: refona de
cocina, construcción de baño y levantaiiento de iuro para evitar
derruiba^iento
Convenio urbanistico: finalidad, naturaleza, efectos, derechos
consolidados: inexistentes; revisión de la ordenación:
incwpli^iento contractual inexistente: plazo prudencial:
ejercicio del "ius variandi"
Réqiien transitorio: Plan Parcial en ejecución: sisteia de cesión
de terrenos y viales: acuerdo fonal de ejecución: falta de:
irrelevancia: necesidad de deteninar obra urbanizadora al
tratarse de qestión privada: ejecución existente: fuerza
nonativa de lo fáctico
Planificación urbanistica del territorio: fonación y aprobación
de Planes: aprobación definitiva. control de oportwidad:
liiites: autono^ia local: doctrina general; control de leqalidad:
alcance: reducción de anchura de vial: racionalidad inexistente:
control procedente
Planes de Ordenación Orbana: planificación urbanistica del
territorio: potestad de planea^iento: discrecionalidad: liiites:
necesidad de prueba
Bfectos de la aprobación de los Planes: edificios fuera de
ordenación: efectos: doctrina legal: li^itaciones
Planea^iento urbanistico: facultad de planificación: alcance: no
las li^ita la existencia de convenio con los particulares: sin
perjuicio de posibles indewizaciones
Infracciones urbanísticas: personas responsables: obras de
sequridad y ornato: sanción i^puesta al Ad,inistrador:
iiprocedencia: ha de corresponder al propietario
Vigencia y revisión de los Planes: revisión de los Planes:
alcance: "ius variandi" de la Adainistración: li^ites: no obsta




Sentencias del tribunal Supre^o Citadas
FECHA RA SA SE PONENTE
26/09/94 8265 3° 5° Nabal Recio A.
10/10/94 7809 3° 5° De Oro-Pulido López H.
31/10/94 7832 3° 5° Barrio Iglesias J.
07/12/94 9823 3° 5° Esteban Ala'o P.
07/12/94 9444 3° 5° De Oro-Pulido y López N.
12/12/94 9824 3° 5° Delgado Barrio F.J.
02/O1/95 2085 3° 5° Nabal Recio A.
23/01/95 315 3° 5° Esteban Alaso P.
27/O1/95 1082 3° 5° Esteban Ala^o P.
31/01/95 457 3° 5° De Oro-Pulido López H.
06/02/95 1071 3° 5° Esteban Alaio P.
07/02/95 1073 3° 5° Esteban Ala^o P.
. anterior uso de carboneria: solicitado para cafeteria: uso que no




Edificaciones fuera de ordenacibn: obras autorizables: servicio a
la vivienda: dotació de gas propano: que penite o eejora su
habitabilidad: denegación i^procedente
Planes de Ordenación Orbana: suspensión del otorga^iento de
licencias: finalidad: requisitos públicos: áreas afectadas
Diputación Provincial: órgano coipetente para aprobar inicial y
provisional^ente la ^odificación del Plan Co^arcal: aplicción de
la Ley conún del Suelo
Revisión de Planes: "ius variandi": requisitos: cu^pli^iento:
revisión procedente: alteración de la calificación: de
residencial a equipa^iento deportivo privado: vinculación
singular: indemización
Plan de Ordenación Orbana: finalidad: configuración del estatuto
jurídico de la propiedad: no li^itado por ordenaciones
anteriores; Revisión de Planes: no li^itada por planeaiientos
anteiores: sin perjuicio de eventuales inde^nizaciones
Revisión de Planes: "ius variandi": control jurisdiccional:
ausencia de irracionalidad en la revisibn: procedencia
Régiien urbanistico del suelo: discrecionalidad a^inistrativa:
clasificación co^o no urbanizable: petición de urbanizacion no
prograiado: ausencia de irracionalidad o actuación contraria a
los intereses públicos: clasificación de suelo procedente
Revisión de Planes: y adaptación al régi^en legal: "ius
variandi": facultades de la Ac^inistración: linites: anteriores
planea^ientos: no liiita la prosecución del interés público:
inde^nización: inexistencia: únicaiente en supuestos de
patri^onialización del aprovecha^iento urbanistico: a concretar
en docusentos de qestión y ejecución de planea^iento
Fonación y aprobaión de Planes: aprobación definitiva:
^odifiaciones no sustanciales: no alteran el ^odelo de
planeaniento: reordenación de volí^enes entre zonas: ausencia de
necesidad de nueva infonación pública
Vinculaciones o li^itaciones singulares: responsabilidad
patriionial de la Ad^inistración. restricción de aprovecha^iento:
supuesto inexistente: inde^nización: iiprocedente
Fstudio de Detalle: líiites: infracción de cuanto detenina el
Plan General: iiprocedencia
Licencia de apertura: solicitada en edificio fura de ordenación:
:,
Sentencias del tribunal Supre^o Citadas
FECHA RA SA SE PONENTE
14/02/95 1062 3° 5^ De Oro-PalidO y LópeZ H.
27/02/95 1081 3° 5^ De Oro-Pulido López N.
28/02/95 1083 3^ 5° Esteban Alaio P.
18/03/95 2088 3^ 5^ Esteban Alano P.
03/05/95 3787 3^ 5^ De Oro-Pulido López N.
03/05/95 3784 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
11/05/95 3796 3^ 5^ Nabal Recio A.
22/05/95 3807 3^ 5^ Esteban Ala^o P.
23/05/95 3808 3^ 5^ Barrio Iglesias J.
06/06/95 4942 3^ 5' Sanz Hayón J.N.
06/06/95 4942 3^ 5^ Sanz Bayón J.N.
13/06/95 4951 3^ 5^ Barrio Iqlesias J.
RESUatEN
Revisión de Planes: indemnización: ausencia de prueba de
patri^onialización del aprovecha^iento: transcurso de w plazo
razonable para ejecutar el Plan antes de la revisión de éste:
indeinización i^procedente
Planificación urbanfstica del territorio: calificación
urbanistica: discrecionalidad: liiites: ausencia de prueba de
irracionalidad o desviación de poder: alteración sobre lo
iniĉialiente previsto: procedencia
Revisión de Planes: adaptación a la realidad calbiante: y
^odificación de planea^iento: "ius vaziandi": alegada desviación
de podere: prueba
Discrecionalidad a^inistrativa: "ius variandi": colisión al
principio de seguridad jurídica: prueba
Espacio libre: no tiene tal consideración: cualquier superficie
inedificable: única^ente: terrenos calificados así por el
planea^iento
Régiaen urbanistico del suelo: discrecionalidad excepto en suelo
urbano: requisitos: prueba de existencia de los servicios
Planificación urbanistica del territorio: potestad de
planea^iento: discrecionalidad: control judicial: supuestos:
necesidad de prueba
Fonación y aprobación de Planes: aprobación definitiva:
iodificacions sustanciales: doctrina general: prueba: falta de:
necesidad de nueva infor^ación pública: inexistencia: aprobación
procedente
Bstudio de Detalle: naturaleza jurídica: liiites: deteninaciones
contrazias al Plan General: creación de w nuevo vial y
desplaza^iento del deteninado en Plan superior: vulneración del
principio de jerarqufa nonativa: iiprocedencia
Revisión de Planes: "ius variandi" de la Adiinistración: líiites:
suelo urbano: no inteqra la facultad discrecional de
planificación de la Adiinistración: detertinación leqal:
existencia de servicios de infraestructura: inteqrados en la
estructura o ialla urbana: nece.sidad de su inclusión co^o suelo
urbano
"Ius variandi" de la Adninistración: línites: no queda vinculado
por ordenaciones anteriores: nuevas previsiones: procedencia
Fonación y aprobación de Planes: aprobación definitiva:
. ^odificación: carácter: sustanciales o no: lo son las que
alteral el iodelo territorial del planea^iento elegido: no lo son
las que tienen wa incidenĉia escasa en el aprovecha^iento
urbanistico del suelo urbanizable: nueva infonación pública:
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FECHA RA SA SE PONENTE
13/06/95 4952 3° 5° Barrio Iglesias J.
19/06/95 4956 3° 5° Sanz Bayón J.l^.
17/07/95 6171 3° 5° De Oro-PulidO LópeZ M.
18/07/95 6178 3° 5° SanZ Bayón J.H.
RESOHEN
innecesaria
Foriación y aprobación de Planes: aprobación definitiva:
modificación: carácter: sustanciales o no: lo son las que alteran
el ^odelo territorial del planea^iento elegido: no lo son las que
tienen una incidencia escasa en el aprovecha'iento urbanístico
del suelo urbanizable: nueva infonación pública: innecesaria
Clasificación del suelo: discrecionalidad: salvo para el suelo
urbano: deterainación legal: servicios de infraestructura
Clasificación del suelo: discrecionalidad: salvo para el suelo
urbano: deteninación legal: servicios de infraestructura
Clasificación del suelo: discrecionalidad: salvo para el suelo
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